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Petición de 49 señores diputados quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1, letra c) de la Constitución Política de la República y el artículo 297 del Reglamento de la Corporación, solicitan “Crear una Comisión Especial Investigadora acerca de las actuaciones y responsabilidades de los organismos del Gobierno en el denominado “caso bombas”, recabar información y determinar las responsabilidades involucradas recibiendo, para tales efectos, a todas las personas e instituciones que puedan ilustrar la investigación para, posteriormente, remitir sus conclusiones, una vez aprobadas, a los órganos administrativos y jurisdiccionales que correspondan proponiendo las medidas que sean conducentes con el objeto de corregir las eventuales irregularidades que se descubran. La Comisión investigadora deberá rendir su informe en un plazo no superior 120 días y podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional. 


2.
Resolución de la Comisión de Ética y Transparencia de la Cámara de Diputados, recaída en la presentación efectuada por el diputado señor Robles, don Alberto, para que se le autorice a contratar a persona que indica. (Acuerdo N° 53-2012).


3.
Comunicaciones:


-
De la Jefa de Bancada de Diputados de Partido Por la Democracia por la cual informa que el Diputado señor Enrique Jaramillo reemplazará al diputado señor Cristián Campos en la Comisión de Micro, Pequeña y Mediana Empresa.


-
De la Jefa de Bancada de Diputados de Partido Por la Democracia por la cual informa que el diputado señor Cristián Campos reemplazará al diputado señor Enrique Jaramillo en la Comisión Especial del Adulto Mayor. 


-
Del diputado señor Meza, quien acompaña licencia médica por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de 7 días, a contar del 2 de mayo próximo pasado. 


4.
Oficios:


-
De la Comisión Investigadora sobre el Funcionamiento de la Educación Superior, por el cual solicita el acuerdo de la Sala para prorrogar en 30 días su mandato, hasta el 31 de mayo de 2012 el plazo que tiene para evacuar el informe final. 


-
De la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento de la Cámara de Diputados, por el que comunica la participación en las reuniones de Comisiones convocadas por el Parlamento Latinoamericano, que se realizarán en Ciudad de Cuenca, Ecuador, los días 17 y 18 de mayo del presente año, de los siguientes diputados: Comisión de Asuntos Laborales, Previsión social y Asuntos Jurídicos, la diputada señora Claudia Nogueira, y Comisión de Asuntos Políticos, Municipales y de la Integración, el diputado señor Alejandro Santana. (58) 



Respuestas a Oficios Cuenta 22ª 


Contraloría General de la República:

-
Diputado Sandoval, Solicita agilizar pago de desahucio al señor Hernán Contreras Barrientos, ex funcionario de la municipalidad de Chile Chico (23751 al 3160).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita una investigación en torno al hecho que se estaría obligando a funcionarios del Servicio de la Vivienda y Urbanismo de la Región de Coquimbo, a suscribir “acuerdos de confidencialidad” (24953 al 3141).



Ministerio de Interior:


-
Diputado Venegas don Mario, Solicita reiterar el oficio N° 3650, de esta Corporación, de fecha 22 de junio del presente, en el que solicita informar sobre el resultado de la investigación por la eventual negligencia médica en la persona de la señora Juana Moya González, intervenida quirúrgicamente en el Hospital de Carabineros, el 17 de marzo del año 2009 (6991 al 4296).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:


-
Diputada Molina doña Andrea, Requiere se informe si se han dispuesto las reuniones para analizar, entre otras materias, la situación del Sindicato de Pescadores Caleta Embarcadero de Quintero, en relación con la construcción de la obra “Proyecto Rompeolas” del Club de Yates de Quintero, y, asimismo, sobre el día, hora y lugar en que se realizarán las mencionadas reuniones. (1064 al 5664).



Ministerio de Defensa Nacional:


-
Diputado Ascencio, Solicita remitir todos los antecedentes relacionados con el incidente protagonizado, el día 22 de enero próximo pasado, por el helicóptero en que viajaban S.E. el Presidente de la República y el señor Andrés Navarro. (131 al 2434).


-
Diputado Ascencio, Solicita se informe sobre a) los incidentes de aviación en los que se han visto involucrados, en los últimos 10 años, como pilotos, el señor Presidente de la República don Sebastián Piñera y el señor Andrés Navarro, con una relación de los hechos, las investigaciones realizadas, las responsabilidad determinadas, y las sanciones aplicadas, y, b) la manera o procedimientos utilizados por el señor Sebastián Piñera para revalidar su licencia de piloto civil, la forma en que completó las horas pertinentes, las aeronaves utilizadas para tal efecto, y, los días y horas en que estas se efectuaron. (131 al 2437).


-
Diputado Ascencio, Solicita se informe si el Presidente de la República don Sebastián Piñera ha pilotado helicópteros de la institución bajo su mando para revalidar la licencia de piloto civil. (131 al 2438).


-
Diputado Sabag, Factibilidad de levantar cartas de inundación para el borde costero de las comunas de Trehuaco, Cobquecura y Coelemu, en la provincia de Ñuble. (131 al 4278).



Ministerio de Obras Públicas:


-
Diputado Delmastro, Solicita informar acerca del programa para continuar con el asfaltado del camino que une la ciudad de Máfil con la localidad de Malihue, específicamente del tramo de 27 kilómetros que unirán esta comuna con el camino internacional Malihue-Panguipulli (1174 al 1744).


-
Diputado Delmastro, Reiteración de oficio 1744, de 21 de octubre de 2010, sobre el programa para continuar el asfaltado del camino que une la ciudad de Máfil con la localidad de Malihue. (1174 al 4366).


-
Diputado Ascencio, Solicita explicar las razones que ha tenido en vista el Gobierno para adoptar la decisión de concesionar las obras de construcción y explotación de una carretera de doble calzada entre Pargua y Puerto Montt, e instalar en ella una plaza de peaje (1175 al 1383).


-
Diputado Jaramillo, Solicita se informe sobre la autorización para instalar una planta incineradora de residuos sanitarios en la ciudad de Panguipulli, Región de Los Ríos. (1175 al 1384).


-
Diputado Sabag, Construcción de una pasarela peatonal en el sector de Santa Teresa, en la comuna de San Carlos. (1183 al 5752).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita informar sobre el estado de situación, cumplimiento y ejecución, de las normas que regulan la concesión del aeropuerto Arturo Merino Benítez, en la ciudad de Santiago. (1184 al 5643).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita procurar una urgente solución al problema de la falta de agua potable que afecta a la localidad de Ayacara, en la comuna de Chaitén. (1185 al 3088).


-
Diputado Cornejo, Informe si efectivamente el proyecto vial entre Reñaca y Valparaíso, región de Valparaíso, ha sido considerado de interés público, y si se ha estimado una construcción de alto tráfico en esa ruta, como asimismo, indique en qué etapa se encontraría el referido proyecto. (1186 al 5259).


-
Diputado Martínez, Informe sobre el estado de avance del diseño de ingeniería y del contenido del plan estratégico del proyecto Embalse La Punilla, provincia de Ñuble, región del Bio Bio, como de igual forma, estudie la posibilidad que el citado proyecto pueda ser asumido directamente por el estado, o , en su defecto, se busquen otras líneas de compromiso en su construcción, licitación pública de por medio, con plazos determinados. (1194 al 5969).

-
Diputado Monsalve, Solicita adoptar las medidas necesarias en beneficio de alrededor de mil familias que habitan en Llenquehue, Lencamboldo, Ponotro, Lloncao y Paicavi, sectores rurales de la comuna de Cañete, afectadas permanentemente por el polvo que levantan, en su tránsito por los caminos ripiados de la zona, el transporte público y el dedicado a la actividad forestal, y, además, informar a esta Cámara acerca de si los planes de inversión del ministerio a su cargo contemplan el asfaltado de las antes referidas vías rurales. (1196 al 5633).


-
Diputado De Urresti, Informe acerca del estado del proyecto de agua potable rural de la localidad de Illahuapi, comuna de Lago Ranco, Región de Los Ríos, como asimismo del sector de Las Gaviotas, comuna de Valdivia, y en este último caso, indique por qué no se han podido concretar ni resolver a la fecha las observaciones que presenta el proyecto. (1197 al 5767).


-
Diputado Walker, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida a extracciones de aguas superficiales no autorizadas desde el estero de Punitaqui, región de Coquimbo, como asimismo, se sirva ordenar una fiscalización constante y permanente en terreno sobre el referido estero. (1198 al 5854).



Ministerio de Salud:


-
Diputado Rincón, Reposición de la ambulancia del consultorio de salud de la comuna de Codegua, disponga un programa para aumentar la dotación de médicos de las comunas rurales, acelere la revisión del proyecto del Centro de Salud Familiar de Codegua, e informe acerca de los proyectos revisados y pendientes para la construcción de Centros de Salud Familiar en el país. (1321 al 5751).


-
Proyecto de Acuerdo 467, “Solicitar al Ministerio de Medio Ambiente y al Ministerio de Salud la adopción de políticas contra la contaminación intradomiciliaria.” (1391).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


-
Diputado Robles, Se sirva informar a esta Cámara acerca del incumplimiento de los acuerdos suscritos con la Federación de Taxis Colectivos de Copiapó, en que habría incurrido el señor Secretario Regional Ministerial respectivo, al modificarlos unilateralmente y entregar recorridos sin considerarlos. (2084 al 5782).


-
Diputado Van Rysselberghe, Estudio de factibilidad técnica y económica de ingreso de más actores al mercado del transporte interurbano en períodos de alta demanda (2096 al 6207).


-
Diputado Van Rysselberghe, Posibilidad de reconsiderar la ubicación de un patio de maniobras que la Empresa de los Ferrocarriles del Estado tiene proyectado instalar en la comuna de Chiguayante, frente a un importante barrio residencial, disponiendo que se exploren otros lugares con mejor rendimiento económico y social. (223 al 5873).



Ministerio de Cultura y de las Artes:


-
Proyecto de Acuerdo 526, “Exige cumplimiento de la Ley N° 20.243.” (404).



Empresas del Estado:


-
Diputado Marinovic, Solicita remitir información relacionada con el abastecimiento de gas en la Región de Magallanes y Antártica Chilena durante los meses del invierno. (657 al 6082).



Intendencias:


-
Diputado Castro, Razones de postergación de Plan de Descontaminación de provincia de Cachapoal (155 al 6135).


-
Diputado Marinovic, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, concerniente al tratamiento e implementación de los subsidios al transporte marítimo en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, considerando al efecto el documento adjunto. (260 al 5798).


-
Diputado Carmona, Solicita informar sobre las razones del retraso en la ejecución del proyecto para dotar de energía eléctrica a la localidad de Totoral, en la Región de Atacama. (404 al 5945).



Servicios:


-
Diputado Estay, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con los Programas de Desarrollo Territorial Indígena (PDTI) y de Desarrollo Agrícola Local (Prodesal), llevados a cabo por el Instituto de Desarrollo Agropecuario. (23797 al 5911).



Varios:


-
Diputado Cardemil, Informe acerca de todas las destinaciones que el mayor (r) del Ejército de Chile, don Rosauro Martínez Labbé tuvo en esa institución, desde que ingresó y hasta que fue llamado a retiro, indicando los lugares y fechas en que sirvió. (31 al 6347).


-
Diputada Goic doña Carolina, Diputado Silber, Diputado Cornejo, Diputado Vallespín, Diputado Lorenzini, Diputado Torres, Diputado Ascencio, Se sirva remitir la información detallada en la solicitud adjunta, concerniente a la actuación de los notarios públicos, en especial al cobro de sus honorarios y a la fiscalización de esa actividad por parte de los señores ministros visitadores. (504 al 3200).


-
Diputado De Urresti, Solicita informar, con motivo de la manifestación realizada el día de ayer miércoles 21 de marzo de 2012, en la ciudad de Valdivia, en solidaridad con las demandas de los habitantes de la Región de Aysén, lo siguiente: a) la cantidad de personas detenidas, b) la cantidad de personas trasladadas al Hospital Base de la ciudad, y, c) las causas por las que una joven fue derivada inconsciente al mencionado centro asistencial, y, además, acerca de la existencia de algún instructivo especial en relación con el trabajo de la prensa y con el registro de imágenes en las manifestaciones públicas. (631 al 6017).


XII.
Peticiones de oficio. Artículos 9° y 9° A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional. 


-
Diputado García don René Manuel, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida a la fecha de la sesión en la cual el consejo regional aprobó el proyecto de mejoramiento del Hospital de Toltén, Región de La Araucanía, como asimismo, señale en qué consisten esas mejoras, fecha de inicio de los trabajos y montos involucrados. (6383 de 03/05/2012). A intendente de la Región de La Araucanía.


-
Diputado García don René Manuel, Informe acerca de cuántos consejeros regionales laboran en los distintos organismos públicos, nómina de ellos y asistencia a dichos trabajos. (6384 de 03/05/2012). A intendente de la Región de La Araucanía.


-
Diputado García don René Manuel, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, sobre los proyectos culturales del año 2011, a los que postularon las diferentes organizaciones sociales de las comunas de Cunco, 
Curarrehue, Gorbea, Loncoche, Pucón, Toltén y Villarrica, Región de La Araucanía y cuáles de ellos fueron aprobados, como de igual forma, envíe copia de las bases, formulario único de evaluación, de los concursos de cada proyecto, nómina de las personas que realizan la selección y se adjunte rendición de cuenta de cada uno de ellos. (6385 de 03/05/2012). A Ministerio de Cultura y de las Artes.


-
Diputado Von Mühlenbrock, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida a la plaga de roedores que aqueja a la ciudad de Valdivia, Región de Los Ríos, y que afecta a 250 vecinos de esa comuna. (6386 de 03/05/2012). A Municipalidad de Valdivia.


-
Diputado Hernández, Informe si la Municipalidad de Osorno y los demás organismos públicos pertinentes se encuentran evaluando y proponiendo soluciones en un plazo razonable al problema que actualmente afecta a vecinos de calle Matta, comuna de Osorno, quienes han soportado por años la falta de pavimento en un tramo de 100 metros que conecta con la pasarela peatonal -en mal estado-, que conduce al parque Cuarto Centenario, además de existir allí presencia de roedores y basurales clandestinos, junto con desplazamiento de ebrios y consumo de drogas, como igualmente, indique, en la afirmativa, cuándo se ejecutarán las obras de mejoramiento en el referido sector. (6387 de 03/05/2012). A Municipalidad de Osorno.


-
Diputado Espinosa don Marcos, El gobierno regional se sirva dar prioridad a la implementación de una planta de tratamiento de aguas servidas, que permita solucionar parte de los problemas sanitarios que aquejan a la comuna de San Pedro de Atacama, Región de Antofagasta, e informe a esta Corporación. (6388 de 03/05/2012). A Intendencias.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Intervenir, en orden a estudiar la factibilidad de mejorar los subsidios especiales otorgados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para facilitar el traslado de los escolares desde lugares apartados a la ciudad de Tocopilla, Región de Antofagasta, en especial respecto del desplazamiento de los escolares de kínder a octavo básico de la escuela Carlos Condell, de la misma ciudad a sus hogares y viceversa, e informe del resultado de sus gestiones a esta Corporación. (6389 de 03/05/2012). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Prestar particular atención a los diversos problemas laborales que afectan a trabajadores de distintas empresas contratistas, que llevan a cabo la reconstrucción de la ciudad de Tocopilla, Región de Antofagasta, luego del terremoto de noviembre de 2007, en especial respecto de los trabajadores de la empresa Martabid, por sus denuncias que dicen relación con la existencia de eventuales malas prácticas laborales, y, al efecto, efectúe una visita inspectiva en la referida ciudad, con el objeto de constatar las denuncias del caso y lleve a cabo las fiscalizaciones de rigor, e informe a esta Corporación. (6390 de 03/05/2012). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Prestar particular atención a los diversos problemas laborales que afectan a trabajadores de distintas empresas contratistas, que llevan a cabo la reconstrucción de la ciudad de Tocopilla, Región de Antofagasta, luego del terremoto de noviembre de 2007, en especial respecto de los trabajadores de la empresa Martabid, por sus denuncias que dicen relación con la existencia de eventuales malas prácticas laborales, y, al efecto, lleve a cabo las fiscalizaciones de rigor, e informe a esta Corporación. (6391 de 03/05/2012). A director regional del Trabajo de Antofagasta.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Considerar la factibilidad de que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo actúe nuevamente como Unidad Técnica del proyecto “Actualización de Plan Regulador de San Pedro de Atacama, que actualmente se encuentra paralizado, toda vez que la Municipalidad de San Pedro de Atacama, Región de Antofagasta no cuenta con los recursos para implementarlo nuevamente, e informe a esta Corporación. (6392 de 03/05/2012). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informe sobre los terrenos fiscales que pudieran estar disponibles en la comuna de Tocopilla, Región de Antofagasta, con el propósito de albergar a perros vagos de la ciudad homónima, como así lo ha solicitado la agrupación de Amigos Protectores de Animales de Tocopilla (APAT). (6393 de 03/05/2012). A seremi de Bienes Nacionales de Antofagasta.


-
Diputado Torres, Informe sobre el proyecto de capacitación e inclusión laboral y vinculación social PSD, folio 8478-2012, en la provincia de San Antonio, Región de Valparaíso. (6398 de 03/05/2012). A directora nacional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.


-
Diputado Ascencio, Informe detalladamente acerca de todas las medidas adoptadas, con ocasión de la ejecución del plan Estadio Seguro, desde cuándo se han implementado en las distintas canchas de nuestro país, y su resultado, y de qué forma ellas estarían influyendo en los niveles de violencia en los distintos estadios de Chile, como igualmente, remita copia del parte o comunicación policial, en que se informa a los funcionarios del plan Estadio Seguro sobre los desórdenes que habrían ocurrido previo al encuentro entre los equipos de fútbol Unión San Felipe y Cobreloa, el 27 de abril pasado, en el estadio municipal de San Felipe, Región de Valparaíso. (6399 de 03/05/2012). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Ascencio, informe detalladamente acerca de todas las medidas adoptadas, con ocasión de la ejecución del plan Estadio Seguro, desde cuándo se han implementado en las distintas canchas de nuestro país, y su resultado, y de qué forma ellas estarían influyendo en los niveles de violencia en los distintos estadios de Chile, como igualmente, remita copia del parte o comunicación policial, en que se informa a los funcionarios del plan Estadio Seguro sobre los desórdenes que habrían ocurrido previo al encuentro entre los equipos de fútbol Unión San Felipe y Cobreloa, el 27 de abril pasado, en el estadio municipal de San Felipe, Región de Valparaíso. (6400 de 03/05/2012). A encargado del Plan Estadio Seguro.


-
Diputado Silber, Informe sobre las acciones sectoriales que ha adoptado la Comisión Chilena de Energía Nuclear, debido a la preocupación manifestada por los vecinos de la Ciudad de los Valles, sector poniente, región metropolitana de Santiago, por la detección de numerosos casos de leucemia en esa zona, conforme dan cuentan los antecedentes acompañados al efecto, relacionados con la materia objeto de este oficio. (6401 de 03/05/2012). A director ejecutivo Comisión Chilena de Energía Nuclear.


-
Diputado Ascencio, Informe sobre las acciones sectoriales que ha adoptado la Superintendencia de Servicios Sanitarios, debido a la preocupación manifestada por los vecinos de la Ciudad de los Valles, sector poniente, región metropolitana de Santiago, por la detección de numerosos casos de leucemia en esa zona, conforme dan cuentan los antecedentes acompañados al efecto, relacionados con la materia objeto de este oficio. (6402 de 03/05/2012). A Varios.


-
Diputado Silber, Informe sobre las acciones sectoriales que ha adoptado la Secretaría Regional Ministerial de Salud Metropolitana de Santiago, debido a la preocupación manifestada por los vecinos de la Ciudad de los Valles, sector poniente, Región Metropolitana, por la detección de numerosos casos de leucemia en esa zona, conforme dan cuentan los antecedentes acompañados al efecto, relacionados con la materia objeto de este oficio. (6403 de 03/05/2012). A Intendencias.


-
Diputado Sandoval, Ordene instruir a las instituciones de salud previsional (isapres), en orden a que no sigan aplicando a los planes de salud la tabla etaria, que hace diferenciaciones por sexo y edad, que, a la postre, conlleva un aumento en las cotizaciones de los afiliados al sistema privado de salud, máxime que su aplicación fue declarada inconstitucional por el Tribunal Constitucional, e informe de sus gestiones a esta Corporación. (6426 de 04/05/2012). A Varios.


-
Diputado Sandoval, Reiterar el oficio N° 5127, remitido a esa secretaría regional ministerial el 08 de noviembre de 2011, cuya copia se adjunta. (6427 de 04/05/2012). A Intendencias.


-
Diputado Sandoval, Reiterar el oficio N° 5231, remitido a esa Secretaría de Estado el 17 de noviembre de 2011, cuya copia se adjunta. (6428 de 04/05/2012). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Sandoval, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, sobre el estado actual de tramitación del proyecto de creación de casetas sanitarias destinadas a sectores rurales de la comuna de Cochrane, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, que lleva a cabo la municipalidad homónima. (6429 de 04/05/2012). A intendenta regional de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


-
Diputado Sandoval, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, sobre el estado actual de tramitación del proyecto de creación de casetas sanitarias destinadas a sectores rurales de la comuna de Cochrane, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, que lleva a cabo la municipalidad homónima. (6430 de 04/05/2012). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Sandoval, Realizar un análisis y posterior implementación de alternativas que permitan dotar a los adultos mayores de aparatos tecnológicos, planes y tarifas especiales de telefonía celular, e informe a esta Corporación. (6431 de 04/05/2012). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


-
Diputado Sandoval, Realizar un análisis y posterior implementación de alternativas que permitan dotar a los adultos mayores de aparatos tecnológicos, planes y tarifas especiales de telefonía celular, e informe a esta Corporación. (6432 de 04/05/2012). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


-
Diputado Sandoval, Reiterar la urgencia al Ministerio de Obras Públicas, en orden a que utilice todos los medios disponibles, involucrando al efecto a todos quienes puedan colaborar en la solución de los graves problemas, en especial de conectividad, que afectan a la comuna Lago Verde, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de esa forma otorgarle las condiciones esenciales para hacer eficiente sus planes de desarrollo y así dar atención adecuada a todos sus habitantes, permitiendo, a su turno, optimizar el emprendimiento de iniciativas sociales y económicas como el turismo y para el establecimiento de una red caminera eficiente para la región, e informe a esta Corporación. Se anexan documentos, relacionados con la materia objeto de este oficio. (6433 de 04/05/2012). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Sandoval, Reiterar la urgencia al Ministerio de Obras Públicas, en orden a que utilice todos los medios disponibles, involucrando al efecto a todos quienes puedan colaborar en la solución de los graves problemas, en especial de conectividad, que afectan a la comuna Lago Verde, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de esa forma otorgarle las condiciones esenciales para hacer eficiente sus planes de desarrollo y así dar atención adecuada a todos sus habitantes, permitiendo, a su turno, optimizar el emprendimiento de iniciativas sociales y económicas como el turismo y para el establecimiento de una red caminera eficiente para la región, e informe a esta Corporación. Se anexan documentos, relacionados con la materia objeto de este oficio. (6434 de 04/05/2012). A Servicios.


-
Diputado Sandoval, Reiterar la urgencia al Ministerio de Obras Públicas, en orden a que utilice todos los medios disponibles, involucrando al efecto a todos quienes puedan colaborar en la solución de los graves problemas, en especial de conectividad, que afectan a la comuna Lago Verde, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de esa forma otorgarle las condiciones esenciales para hacer eficiente sus planes de desarrollo y así dar atención adecuada a todos sus habitantes, permitiendo, a su turno, optimizar el emprendimiento de iniciativas sociales y económicas como el turismo y para el establecimiento de una red caminera eficiente para la región, e informe a esta Corporación. Se anexan documentos, relacionados con la materia objeto de este oficio. (6435 de 04/05/2012). A director regional de Vialidad de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


-
Diputado Sandoval, Reiterar la urgencia al Ministerio de Obras Públicas, en orden a que utilice todos los medios disponibles, involucrando al efecto a todos quienes puedan colaborar en la solución de los graves problemas, en especial de conectividad, que afectan a la comuna Lago Verde, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de esa forma otorgarle las condiciones esenciales para hacer eficiente sus planes de desarrollo y así dar atención adecuada a todos sus habitantes, permitiendo, a su turno, optimizar el emprendimiento de iniciativas sociales y económicas como el turismo y para el establecimiento de una red caminera eficiente para la región, e informe a esta Corporación. Se anexan documentos, relacionados con la materia objeto de este oficio. (6436 de 04/05/2012). A intendenta regional de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


-
Diputado Sandoval, Reiterar la urgencia al Ministerio de Obras Públicas, en orden a que utilice todos los medios disponibles, involucrando al efecto a todos quienes puedan colaborar en la solución de los graves problemas, en especial de conectividad, que afectan a la comuna Lago Verde, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de esa forma otorgarle las condiciones esenciales para hacer eficiente sus planes de desarrollo y así dar atención adecuada a todos sus habitantes, permitiendo, a su turno, optimizar el emprendimiento de iniciativas sociales y económicas como el turismo y para el establecimiento de una red caminera eficiente para la región, e informe a esta Corporación. Se anexan documentos, relacionados con la materia objeto de este oficio. (6437 de 04/05/2012). A seremi de Obras Públicas de la Región de Aysén.


-
Diputado Sandoval, Reiterar la urgencia al Ministerio de Obras Públicas, en orden a que utilice todos los medios disponibles, involucrando al efecto a todos quienes puedan colaborar en la solución de los graves problemas, en especial de conectividad, que afectan a la comuna Lago Verde, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de esa forma otorgarle las condiciones esenciales para hacer eficiente sus planes de desarrollo y así dar atención adecuada a todos sus habitantes, permitiendo, a su turno, optimizar el emprendimiento de iniciativas sociales y económicas como el turismo y para el establecimiento de una red caminera eficiente para la región, e informe a esta Corporación. Se anexan documentos, relacionados con la materia objeto de este oficio. (6438 de 04/05/2012). A gobernador provincial de Coyhaique.


-
Diputado Sandoval, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida a las causas por las cuales doña Silvia Carcamo Mora y don Roberto San Martín Martín no han podido regularizar su propiedad, denominada predio Los Troncos, ubicada en la provincia de Coyhaique, comuna Lago Verde, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de alrededor de 500 hectáreas, ocupada por ellos desde 1961, pese a haber efectuado los trámites de rigor y tener el carácter de fronteriza. (6439 de 04/05/2012). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Sandoval, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida a las causas por las cuales doña Silvia Carcamo Mora y don Roberto San Martín Martín no han podido regularizar su propiedad, denominada predio Los Troncos, ubicada en la provincia de Coyhaique, comuna Lago Verde, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de alrededor de 500 hectáreas, ocupada por ellos desde 1961, pese a haber efectuado los trámites de rigor y tener el carácter de fronteriza. (6440 de 04/05/2012). A seremi de Bienes Nacionales de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


-
Diputado Marinovic, Reformular el presupuesto nacional de promoción turística, con el objeto de asignar recursos equivalentes a los aportados por el Gobierno Regional de Magallanes, y, de esa manera, reimpulsar la promoción de la Patagonia chilena, e informe de sus gestiones a esta Corporación. Se anexa documento relacionado con la matera objeto de este oficio. (6441 de 04/05/2012). A presidente del Consejo Regional de Magallanes y la Antártica Chilena.


-
Diputado Marinovic, Reformular el presupuesto nacional de promoción turística, con el objeto de asignar recursos equivalentes a los aportados por el Gobierno Regional de Magallanes, y, de esa manera, reimpulsar la promoción de la Patagonia chilena, e informe de sus gestiones a esta Corporación. Se anexa documento relacionado con la matera objeto de este oficio. (6441 de 04/05/2012). A presidente de la Corporación de Turismo de Magallanes.


-
Diputado Marinovic, Reformular el presupuesto nacional de promoción turística, con el objeto de asignar recursos equivalentes a los aportados por el Gobierno Regional de Magallanes, y, de esa manera, reimpulsar la promoción de la Patagonia chilena, e informe de sus gestiones a esta Corporación. Se anexa documento relacionado con la matera objeto de este oficio. (6441 de 04/05/2012). A presidente de la Asociación Gremial de Empresarios de Turismo de Última Esperanza.


-
Diputado Marinovic, Reformular el presupuesto nacional de promoción turística, con el objeto de asignar recursos equivalentes a los aportados por el Gobierno Regional de Magallanes, y, de esa manera, reimpulsar la promoción de la Patagonia chilena, e informe de sus gestiones a esta Corporación. Se anexa documento relacionado con la matera objeto de este oficio. (6441 de 04/05/2012). A subsecretaria de Turismo.


-
Diputado Marinovic, Reformular el presupuesto nacional de promoción turística, con el objeto de asignar recursos equivalentes a los aportados por el Gobierno Regional de Magallanes, y, de esa manera, reimpulsar la promoción de la Patagonia chilena, e informe de sus gestiones a esta Corporación. Se anexa documento relacionado con la matera objeto de este oficio. (6441 de 04/05/2012). A presidente de Austrochile.


-
Diputado Marinovic, Reformular el presupuesto nacional de promoción turística, con el objeto de asignar recursos equivalentes a los aportados por el Gobierno Regional de Magallanes, y, de esa manera, reimpulsar la promoción de la Patagonia chilena, e informe de sus gestiones a esta Corporación. Se anexa documento relacionado con la matera objeto de este oficio. (6441 de 04/05/2012). A Servicios.


-
Diputado Marinovic, Reformular el presupuesto nacional de promoción turística, con el objeto de asignar recursos equivalentes a los aportados por el Gobierno Regional de Magallanes, y, de esa manera, reimpulsar la promoción de la Patagonia chilena, e informe de sus gestiones a esta Corporación. Se anexa documento relacionado con la matera objeto de este oficio. (6441 de 04/05/2012). A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


-
Diputada Cristi doña María Angélica, ordene instruir una investigación o efectuar una fiscalización si fuere el caso, tendiente a determinar la eventual responsabilidad que podría caberle al señor alcalde de Peñalolén, don Claudio Orrego Larraín, en el marco de una denuncia realizada por vecinos de esa comuna, relacionada con el mal uso que aquél estaría efectuando de bienes y recursos municipales, e informe de sus gestiones a esta Corporación. (6442 de 04/05/2012). A Contraloría General de la República.


-
Diputada Cristi doña María Angélica, Informe acerca de la fiscalización que la Secretaría Regional Ministerial de Salud Metropolitana de Santiago debe efectuar a las farmacias, conforme lo dispuesto en el decreto N° 142, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2009, que aprueba el Reglamento sobre Información de Precios de Productos Farmacéuticos y Productos en General al Interior de Farmacias y Almacenes Farmacéuticos, en especial, indique cuántas fiscalizaciones se han llevado a cabo en esta materia durante los cuatro primeros meses de este año, los resultados de las mismas, y el número de denuncias por incumplimiento presentadas ante el Servicio Nacional del Consumidor. (6443 de 04/05/2012). A seremi de Salud Metropolitano de Santiago.
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PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Asistieron, además, los ministros de Educación, don Harald Beyer Burgos, y de la Secretaría General de Gobierno, don Andrés Chadwick Piñera.


-Concurrieron, también, los senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara e Ignacio 
Walker Prieto.-


II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.05 horas.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión. 

III. ACTAS

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- El acta de la sesión 16ª se declara aprobada. 

El acta de la sesión 17ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta. 

-El señor LANDEROS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor ÁLVAREZ (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios, bajo la presidencia del diputado señor Nicolás Monckeberg, adoptaron los siguientes acuerdos:

1. Tomar conocimiento de las tablas de la semana.

2. Autorizar a la Comisión de Hacienda para sesionar simultáneamente con la Sala, de 12.00 a 14.00 horas, a fin de tratar el proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca. (Boletín N° 7947-03) (S).

3. Tramitar exclusivamente en la Comisión de Hacienda el proyecto de ley que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional (Boletín N° 8269-05). Sin perjuicio de lo anterior, se autorizó a la Comisión de Educación para celebrar tres sesiones con el objeto de recibir el informe del señor ministro de Educación sobre el particular. Asimismo, se autorizó a la Comisión de Economía para celebrar una sesión para recibir una exposición del señor ministro de Hacienda.
4. Rendir homenaje al folclorista, actor y artista nacional, señor Jorge Yáñez, por cumplir 50 años de trayectoria artística y por su innegable contribución al fomento de la cultura popular chilena.

5. Autorizar el ingreso a la Sala del superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, señor Raphael Bergoeing, a la sesión especial pedida para el próximo 15 de mayo, a fin de tratar la posible existencia de “listas negras” por parte de bancos comerciales.

6. Rendir homenaje, inmediatamente después de la Cuenta, a don Nicanor Parra, por haber recibido recientemente el Premio Cervantes. Se autoriza la intervención de dos señores diputados.

7. Rendir homenaje, inmediatamente después de la Cuenta, al Partido Comunista de Chile en el centenario de su fundación. Se autoriza la intervención de un diputado por bancada hasta por cinco minutos.

-o-

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco a la Mesa y a los Comités Parlamentarios el hecho de que se haya autorizado a la Comisión de Educación para celebrar tres sesiones, con el fin de tratar el proyecto de ley que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional.

En segundo lugar, en el punto N° 6 de la Cuenta, se plantea que el Presidente de la República formuló una indicación al proyecto que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones. Acabo de hablar sobre el particular con el diputado Hasbún, Presidente de la Comisión de Obras Públicas. No sé si se trata de una nueva indicación, pero quiero recordar que la discusión en dicha Comisión se cerró, designamos al diputado informante y hubo acuerdo para enviar el proyecto a la Comisión de Agricultura.

Si se trata de una nueva indicación, perfectamente podría ser examinada por la Comisión de Agricultura, junto con otras redactadas por parlamentarios.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Señora diputada, el oficio establece que la indicación será enviada a la Comisión de Agricultura, instancia que deberá resolver, sobre la base de los acuerdos que ustedes adopten, en relación con los plazos para el ingreso de la misma.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, ocurre que, en la Cuenta, se señala que la indicación irá a la Comisión de Obras Públicas. Ojalá, que ese error sea corregido y se establezca lo que decidió la Sala hace unas semanas, esto es que el proyecto vaya a la Comisión de Agricultura.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Muchas gracias, señora diputada.

-o-

PRÓRROGA DE PLAZO A COMISIÓN INVESTIGADORA.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión Investigadora sobre el Funcionamiento de la Educación Superior, para prorrogar en treinta días su mandato.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

CREACIÓN DE COMISIÓN INVESTIGADORA DE LAS ACTUACIONES Y RESPONSABILIDADES DE LOS ORGANISMOS DE GOBIERNO EN EL DENOMINADO “CASO BOMBAS”.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de 49 señores diputados, quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1, letra c) de la Constitución Política de la República, y en el artículo 297 del Reglamento de la Corporación, solicitan crear una Comisión Especial Investigadora acerca de las actuaciones y responsabilidades de los organismos del Gobierno en el denominado “caso bombas”, recabar información y determinar las responsabilidades involucradas.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

-Aplausos.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE DON MÁXIMO PACHECO GÓMEZ.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Carolina Goic. 

La señora GOIC (doña Carolina).- Señor Presidente, solicito guardar un minuto de silencio en memoria del ex senador y camarada, señor Máximo Pacheco Gómez, recientemente fallecido.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Así se procederá.

-Los señores diputados, las señoras diputadas, funcionarios y asistentes a las tribunas, de pie, guardan un minuto de silencio.

V. HOMENAJE

HOMENAJE A EX PARLAMENTARIO RADOMIRO TOMIC ROMERO EN EL 20° ANIVERSARIO DE SU FALLECIMIENTO.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde rendir homenaje al ex parlamentario, señor Radomiro Tomic Romero, con motivo del 20° aniversario de su fallecimiento.

En la tribuna de honor se encuentran presentes los hijos de quien fuera diputado, senador, diplomático, presidente y cofundador del Partido Demócrata Cristiano, Amaya, Olaya, Esteban, Carlos, Gabriel, Felipe y Francisco Tomic Errázuriz, así como nietos, familiares y amigos de tan destacado servidor público.

(Aplausos)

En primer lugar, tiene la palabra el diputado señor Víctor Torres.

El señor TORRES (de pie).- Señor Presidente, señoras diputadas y señores diputados, presidente de la Democracia Cristiana, senador Ignacio Walker; distinguida familia de nuestro homenajeado presente en la tribuna:

En nombre de la bancada de diputados de la Democracia Cristiana y, fraternalmente, del Partido por la Democracia, voy a rendir homenaje a uno de los más grandes hombres que ha formado parte de nuestras filas partidarias y de la historia republicana chilena. Pero antes, y siguiendo las palaras de mi jefa de bancada, diputada Carolina Goic, no puedo dejar de mencionar a otro grande, que hace un par de días también dejó su último suspiro en este mundo terreno, me refiero al abogado, ex senador de la República, ex ministro de Estado, ex embajador de Chile en la Unión Soviética y la Santa Sede y gran defensor de los derechos humanos en dictadura, señor Máximo Pacheco Gómez, para quien solicito, por su intermedio, señor Presidente, que la Sala brinde un solemne y merecido aplauso.

(Aplausos)
“Bienaventurados aquellos por quienes lloran los pobres cuando mueren, porque estas lágrimas de la multitud, que no nacen del vínculo de la carne y de la sangre, ni de la memoria de servicios o gratitudes individuales, son la señal de la misteriosa filiación en que los pueblos se reconocen en sus santos y en sus héroes.

Ninguna vida más plena, ninguna muerte más bella, ninguna memoria más perdurable que la de estos Elegidos -¿por quién?- para vivir por los demás o para morir por los demás.”.

Indudablemente, estas palabras, trazadas en el papel e invocadas hacia el universo, con que el “Rade”, el “Tate” o el “Yugoslavo” iniciaba en enero de 1957 su homenaje a nuestra Gabriela Mistral durante su funeral, hoy se transforman en justas para dar inicio a este sentido homenaje en honor a uno de los más grandes políticos de la Democracia Cristiana y de nuestra patria, aquel que hoy se recuerda como rostro emblemático de la defensa del cobre para Chile, pero que para muchos de nosotros trasciende más allá de esa sola noble causa: me refiero al gran Radomiro Tomic Romero.

En 1914, en la pequeña aldea de Calama de aquel entonces, en medio del desierto grande nortino, Radomiro ve la luz. No nació en una mansión, sino muy cerca del pueblo. Quinto hijo de un total de siete, su nacimiento se produjo en un buen lugar, al interior de una familia numerosa. Como decía él, ni “matón”, ni “consentido”. Sus padres fueron don Esteban Tomic, quien llega a Chile en 1899, a los 20 años de edad, y doña María Romero, con quien contrajo matrimonio en 1905.

Criado en un entorno sin lujos ni arribismos, Radomiro aprende a leer en la escuela pública de Calama. Mas, su mayor enseñanza fue entregada por su padre: “La regla sacra”, un principio muy cristiano por lo demás, y ojalá se practicara más en estos días, era la norma de vida. “Ni usted vale más que ningún otro niño, ni ningún otro niño vale más que usted. ¡Cuando sea hombre grande será muy importante que piense así y que viva así!”, le decía su padre. Por cierto, la coherencia con que dio su testimonio de vida nos da fe de su aprendizaje en esta norma. Sin dejar de valorarse a sí mismo, vivió siempre con el valor de los seres humanos vistos como iguales en dignidad y respeto.

La adolescencia lo lleva de la soledad del desierto hacia la costa. En Antofagasta hizo su enseñanza preparatoria. Desde los 11 años, el Colegio San Luis lo vio llegar de interno y coronarse cada año como el mejor alumno, con notas tan altas que fue eximido del examen de ingreso a la universidad. Fue precisamente esta época en su vida la que marcó e influyó fuertemente en su incorporación al mundo de la política. Las represiones antiobreras en el salitre, el trato vejatorio para la soberanía chilena en Chuquicamata y el enfrentamiento universitario con la dictadura de Ibáñez, lo acercan a su compromiso con el pueblo. Pero, finalmente, y luego de tres años, desde que conoce a Bernardo Leigthon, termina entregándose a la persuasión de este para fundar junto a otros, dentro del Partido Conservador, la que sería más tarde la Falange Nacional, antesala de nuestra actual Democracia Cristiana.

Pero un hombre, con toda la pasión que caracterizaba a Tomic, no estuvo exento de ser tocado por la fuerza de Eros. Desde su concepción de la pareja humana como fundamento de la vida personal y colectiva, siempre tuvo tiempo para recrear en los rincones de su mente el futuro deseado y descrito como aquella “azul y luminosa realidad que allá en el fondo del camino esperándonos esta”, frase que evocaba su esperanza, extraída de una canción de aquellos tiempos.

Y no fue hasta un viaje a la ciudad de Viña del Mar en que logra acercar su corazón hacia una bella mujer, que visualiza en un retrato del casino municipal. Una de las reinas de la primavera de ese año, “muchacha adorable, pero tan remota como las estrellas”, decía. Desde aquel día en que el destino insinuara con quien construiría su futuro, vivió la espera. Solo en el verano de 1939 logró concretar el encuentro. Como consecuencia del terremoto de Chillán de aquel año, Tomic canceló su regreso a Iquique tras sus vacaciones, y asumió el puesto de jefe de movilización de los trabajos de auxilio que organizara la Falange. Fue en ese contexto que un día ingresa a la sede de Amunátegui 65, Olaya Errázuriz, junto a su madre, doña Carmela Echenique. “Nos presentaron -cuenta Tomic-. Fue verdaderamente un amor a primera vista…”. Era la “azul y luminosa realidad”, continuaba, “allá en el fondo del camino”. 

Don Carlos Errázuriz Ovalle, padre de Olaya, diplomático de carrera, fue nombrado jefe de Misión en Suecia, sin saber que pronto estallaría la Segunda Guerra Mundial. Quedaban separados, por tanto, en extremos opuestos del mundo. Fue solo a través de cartas que mantenían contacto, logrando en la distancia la solemnización de su noviazgo el mismo día que Polonia es invadida y estalla la guerra. En medio de estas circunstancias, Tomic decide ir en su búsqueda, como él mismo nos relata, “siendo el único y último pasajero de un barco sueco de carga, sin más visación en mi pasaporte que la de Suecia.”. Nunca imaginó que los avatares propios de la guerra harían complicada la búsqueda. El barco en el que iba recibe la orden de refugiarse en Gibraltar, por lo que debían esperar. Pero este hombre, con alto sentido épico, decidió continuar su búsqueda, atravesando por tierra toda la Europa ensangrentada en medio de la guerra. Cuatro meses duró su periplo entre Gibraltar, España, Francia, Bélgica, Alemania y Suecia, destino al que llegó, alcanzando así, su corazón, la paz del hombre que logra su primera y más importante conquista. Finalmente, como diría más tarde, “el amor todo lo pudo”: un matrimonio consolidado y nueve hijos como resultado, de los cuales hoy se encuentran presentes siete: Gabriel, Felipe, Amaya, Esteban, Carlos, Olaya y Francisco, a quienes les entrego un fraternal saludo.

La personalidad de Tomic no tan solo se vio reflejada en la maravillosa historia de su vida. Un hombre brillante, de ideas nítidas y pensamiento preclaro, un adelantado para su tiempo, un prohombre para muchos. Fue capaz de armonizar sus dones intelectuales con la estética de su oratoria, llegando a ser considerado para algunos, como Ricardo Boizard, “la voz torrencial de la política, el púlpito y la calle”. Simplemente un hombre de corazón apasionado y mente despierta, que inicia sus años de lucha política en los albores de la Falange Nacional, siendo uno de sus fundadores, previo paso por la Acción Católica, cuna de innumerables democratacristianos que vivieron al servicio de su patria desde la vertiente iluminadora del humanismo socialcristiano.

Su transitar por la vida política lo llevó a asumir diferentes desafíos. Así, en 1938, junto a Eduardo Frei Montalva, Bernardo Leighton, Manuel Antonio Garretón y Rafael Gumucio, entre otros, fundó la Falange Nacional, siendo su presidente nacional entre 1946 y 1952. En 1957, este conglomerado, junto a otros grupos socialcristianos, formaron el Partido Demócrata Cristiano.

Fue diputado por la primera agrupación departamental Arica-Pisagua-Iquique, en dos periodos, entre 1941 y 1945 y entre 1945 y 1949. Senador en votación complementaria por la primera agrupación provincial Tarapaca-Antofagasta en la legislatura 1945-1953, incorporándose el 11 de julio 1950 en reemplazo del senador Pablo Neruda, quien había sido desaforado.

Tras varios años de receso político, en 1961 fue nuevamente electo senador por la tercera agrupación provincial Aconcagua-Valparaíso en el período comprendido entre 1961 y 1969. El 4 de marzo de 1965, en el gobierno de Eduardo Frei Montalva, fue nombrado embajador de Chile en Estados Unidos. Fue remplazado en el Senado por don Benjamín Prado Casas.

En la campaña de 1970, Tomic asume uno de sus más grandes desafíos o, como él mismo dijera, el más alto honor que el partido pudiera otorgarle: ser su candidato a la Presidencia de la República: Cito parte de uno de sus premonitorios discursos: “No me tiembla la voz para decirlo: o la revolución democrática popular dando forma a un inmenso esfuerzo de participación del pueblo para que Chile alcance otro horizonte y un nuevo destino, o el colapso institucional dividirá gravemente a los chilenos contra sí mismos.”.

Lamentablemente, el pueblo no le otorga el más alto honor al que aspira un hombre en política, la merecida Presidencia de la República, siendo su grandeza y sentido republicano el que lo empujara a reconocer su derrota y el triunfo legítimo en la figura de Salvador Allende Gossens. 

Finalmente, con el retorno a la democracia, fue nombrado en 1990, por el Presidente Patricio Aylwin, embajador de Chile en la ONU.

Pero más allá de sus cargos y desde el fondo de sus sólidas convicciones, consideraba al movimiento humanista cristiano como un generador constante de cambios en un Chile sumido en la injusticia, intolerable para todo cristiano, más allá de la religión, en el ejercicio diario de la práctica política, aquella inspirada en la insatisfacción propia de quienes aspiran a construir el “reino de Dios en la tierra”, aquel donde imperaban principios rectores como el amor al prójimo, la solidaridad, la tolerancia y la justicia social.

Era un hombre que respiraba el Evangelio, y con su prodigioso verbo, enfrentaba al mundo cual profeta guerrero en busca del triunfo de los más desposeídos. Somos la “espada y el escudo de los más pobres”. Y, ¿cómo no? si en ferviente y constante prédica, encendía las brasas de los corazones justos, transformándose en la conciencia despierta de los cristianos en política. “Vana es nuestra fe si Cristo no ha resucitado”. En palabras de San Pablo nos recordaba la esencia misma del cristianismo. Continuaba: “O la Democracia Cristiana acepta ser 
directa y necesariamente la expresión política temporal, bajo la responsabilidad de los laicos y no de la Iglesia, de los valores definitorios del humanismo cristiano, ¡o no será nada, porque no merecería serlo, y el “oportunismo” político la transformaría en una feria de intereses personales cuando no bastardos!”
Claramente, la firmeza de sus principios no eran tan solo una estocada ideológica y moral para sus contendores, sino, también, un constante desafío para quienes abrazaran los principios que el mismo juró honrar.

En aquellos momentos de mayor confusión, también nos dio señales como las que a continuación transcribo: “San Pablo escribió que la vida del hombre es lucha, y es probable que la lucha por el destino humano haya alcanzado en nuestro tiempo dimensiones tan vastas, tan intensas y tan feroces como nunca antes en nuestra historia. Porque es así: el político cristiano necesita, de cuando en cuando, apartar su alma de las peripecias inmediatas de la refriega para retornar a sí mismo en busca de los signos conductores que dan sentido profundo y valor trascendente a su combate”.

O, como por ejemplo, para recordarnos por quienes debíamos optar, en nuestra condición de humanistas, en una sociedad que pugnaba entre ideas tan distantes a nuestra vertiente filosófica: “¡Escojamos a los pobres! A la inmensa muchedumbre de los humillados, de los explotados, de las víctimas del desorden intelectual, social y económico que hoy singulariza a nuestro continente. (…) Que la batalla por la libertad no sea de ninguna manera para nosotros, los democratacristianos, la batalla por la “libertad económica como fundamento de todas las libertades”, según quisieran los que han hecho del dinero la raíz podrida del orden social-económico contra el cual combatimos en América Latina”.

Con fervor nos clamaba: “El prójimo tiene rostro, nombre y apellido, sangre caliente en las venas, mujer e hijos a los que ama, dignidad esencial de hijo de Dios. He aquí el rumbo imperativo: defender la dignidad esencial de cada persona humana”.

Y en sus batallas políticas, podríamos recordar innumerables intervenciones y documentos a favor de la democracia, como el discurso que argumentaba el voto en contra de los falangistas frente a la llamada “ley Maldita”, o la unión social y política del pueblo, concepto premonitorio de la posterior Alianza Democrática y Concertación de Partidos por la Democracia, o la firma de la declaración del 13 de septiembre de 1973, mediante la cual 16 altos dirigentes del partido se oponían al golpe militar y a la actitud asumida por la directiva nacional en aquel entonces.

Sin embargo, una de sus mayores luchas fue la defensa del cobre, al que definía como la viga maestra de nuestra economía: “nuestra Patria tiene en el cobre algo que yo me atrevo a llamar una palanca providencial, palanca que podría permitirle, como a pocos Estados de nuestra América, movilizar a su pueblo para un gran objetivo de unificación nacional: ¡una política chilena del cobre!...”
O como se lo recordara a través de una carta a don Sergio Onofre Jarpa en agosto de 1983, cuando este ejercía como ministro del Interior del régimen militar: “Chile perdió la Patagonia por creer que no “valía nada” y por las mismas razones acaba de desnacionalizar las mayores y mejores reservas de cobre del mundo, estableciendo “enclaves extranjeros” de rango constitucional, en el espacio más sensible de la economía y el destino nacionales: el cobre.”.

Sin lugar a dudas, Radomiro Tomic ha sido un grande dentro de los grandes. Hoy, a veinte años desde que la luz de su vida fuera vencida tan solo en su forma temporal, aún el eco de sus palabras se eterniza recorriendo los corazones de hombres y mujeres, de jóvenes que, orgullosos, ostentan en el corolario de nuestra historia a quien alimentó a miles de hambrientos de cambio, derribando las fronteras de la inacción y del conformismo, alentando a los espíritus débiles para continuar su lucha por una patria justa, emocionando hasta las lágrimas a quienes sen-
tían una orfandad tan propia de la explotación constante y persistente. Siempre dijiste: “no somos un partido ni de derecha ni de izquierda, pero menos aún un partido de centro. Así de simple (...), somos un partido de vanguardia (...) el que busca un nuevo destino histórico, (...) para construir en Chile una nueva sociedad, una nueva democracia, una nueva economía, que no será una imitación de la sociedad, la democracia y la economía que construye el capitalismo o la que construye el socialismo.”. En tan compleja afirmación nos recordaste a Goethe: “Si un hombre sostiene con firmeza una idea justa, cambiará la faz de la tierra.”.

Hoy, no asistimos solo al recuerdo de Tomic, el hombre y el talentoso político, sino también al acto trascendente y justa reivindicación de todo un legado, de toda una historia, de un testimonio de vida, evocado en este Hemiciclo, no para constituirse en el cansino recuerdo de quien no está en su forma material, sino más bien para transformarse en el nuevo aliento embriagador de una causa tan vigente en la hora actual, aquel ferviente llamado que desde la eternidad hoy nos provoca y nos convoca a la construcción de la coherencia emanada de una profunda convicción, aquella que nos permitirá volver a decir: “Patria nuestra, patria nuestra, con tu nombre en el pecho se ha puesto de pie una juventud”.

He dicho.

(Aplausos)

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En representación del Partido Comunista, del Partido Radical y del Movimiento Amplio de Izquierda, tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA (de pie).- Señor Presidente, estimados colegas parlamentarios; hijos, nietos y familia de Radomiro Tomic:

Permítanme, en nombre del Partido Comunista de Chile, el Partido Radical Socialdemócrata y del MAIZ sumarnos a este homenaje.

Radomiro Tomic nació en la ciudad del cobre, en Calama, el 7 de mayo de 1914, y falleció hace veinte años en Santiago, el 3 de enero de 1992.

Fue un político, un destacado e histórico militante del Partido Demócrata Cristiano. Sus motivaciones políticas provienen de su vínculo con los grupos socialcristianos de la Universidad Católica, en la cual estudió la carrera de derecho y obtuvo el título de abogado. Contrajo matrimonio con la señora Olaya Errázuriz, con quien fueron padres de nueve hijos. 

Fue uno de los cofundadores de la Falange Nacional, que se transformara posteriormente en el Partido Demócrata Cristiano, del cual fue su presidente en dos oportunidades: entre los años 1946-1947 y 1952-1953. 

Logró un asiento en la Cámara de Diputados por Arica, Pisagua e Iquique en los períodos 1941-1945 y 1945-1949. Fue senador por las provincias de Tarapacá y Antofagasta en el período 1950 a 1953, en elección complementaria, ocupando el puesto del senador Pablo Neruda, más adelante Premio Nobel de Literatura, quien fuera desaforado por la mal llamada ley de Defensa de la Democracia, más conocida por el pueblo como “ley Maldita”. Tomic renovó ese mandato para el período 1953-1961 y por las provincias de Aconcagua y Valparaíso entre 1961 y 1965. 

Volodia Teitelboim cuenta en su libro “Neruda” que entre quienes concurrieron a su breve velatorio, a pesar de la atmósfera de terror que se vivía en septiembre de 1973, estuvo Radomiro Tomic, acompañado de Máximo Pacheco, recientemente fallecido, a cuya familia el Partido Comunista hiciera llegar sus respetos solidarios por tan lamentable pérdida. 

En el gobierno de Eduardo Frei aceptó y asumió el cargo de embajador de Chile en Estados Unidos.

Como sabemos Radomiro Tomic tuvo una labor parlamentaria caracterizada por la defensa del cobre. Fue autor de la denominada ley de chilenización del cobre, a través de la cual el Estado de Chile obtuvo para sí el 51 por ciento de la propiedad de la minas de cobre. Se siguió avanzando en esta dirección con la nacionalización del cobre, que se realizara bajo el gobierno del Presidente Salvador Allende, en junio de 1971. Estas iniciativas siguen absolutamente vigentes. En este momento de nuestro desarrollo se hace necesario volver al curso de la historia y renacionalizar el cobre, tras la entrega de nuestros recursos naturales a las trasnacionales del neoliberalismo, efectuada en los inicios de la dictadura de Pinochet. Para Tomic el cobre era la viga maestra de nuestra economía.

Radomiro Tomic es reconocido como un democratacristiano que sostuvo posturas progresistas. De hecho, el programa que sostuvo en su candidatura a la Presidencia de la República en las elecciones presidenciales de 1970 era avanzado y sostenía propuestas a favor de un amplio mejoramiento de las condiciones de vida del campesinado y de los obreros. Recordamos que en dichas elecciones resultó vencedor Salvador Allende. Radomiro Tomic apoyó la ratificación de Allende por parte del Parlamento, por lo cual Salvador Allende Gossens fue confirmado como Presidente de la República.

Aquella noche del 4 de septiembre de 1970, cuando los manifestantes de la Unidad Popular -entre los cuales nos encontrábamos- salieron a la Alameda de Santiago a celebrar, los adherentes de Radomiro Tomic se cruzaron en su camino para estrecharnos en un abrazo. 

Las coincidencias programáticas entre Radomiro Tomic y el programa de Salvador Allende son un hecho objetivo de nuestra historia, con muchos elementos de gran valor para el presente. Muchos postulamos, entre ellos Salvador Allende, en primer lugar, que existían condiciones para una convergencia, a partir de esas propuestas programáticas a favor de los intereses democráticos y del pueblo de Chile.

Por siempre se escuchará la sabiduría política de Radomiro Tomic cuando expresara su sentencia de que “cuando se gana con la derecha, es la derecha la que gana”.

Tomic fue un político que hizo grandes esfuerzos por evitar la bancarrota del golpe de Estado de 1973, que se veía venir. Presentó propuestas concretas que el Partido Comunista vio con buenos ojos y analizó con interés, pero desgraciadamente no prosperaron. 

Tomic, durante la dictadura militar de Chile, vivió un tiempo importante en el exterior. En 1990, el Presidente Aylwin, lo nombró embajador ante la Organización de las Naciones Unidas, en Ginebra.

En su Calama natal un Liceo lleva su nombre y la Corporación Nacional del Cobre ha honrado su nombre al bautizar uno de sus más importantes yacimientos con el nombre de Radomiro Tomic. 

En nombre del Partido Comunista de Chile, del Partido Radical Socialdemócrata y del MAIZ, hacemos llegar, en estos momentos de recuerdo, un saludo a su familia, a sus hijos, a sus nietos y a su Partido, la Democracia Cristiana, través de su presidente que se encuentra en este Hemiciclo.

He dicho. 

(Aplausos)

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En representación del PRI y del Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Pedro Araya.

El señor ARAYA (de pie).- Señor Presidente, honorable Cámara, familia de don Radomiro Tomic:

En nombre de la bancada de diputados Regionalistas e Independientes y de la bancada de Renovación Nacional, adherimos muy sinceramente al homenaje con que esta honorable Corporación recuerda los veinte años del fallecimiento de un chileno ejemplar: don Radomiro Tomic Romero. 

Sin duda, hablar de Tomic envuelve un complejo desafío para no enredarse entre los innumerables logros de su vida y las cualidades personales e intelectuales que lo distinguieron durante toda su vasta trayectoria, ahondando más de lo necesario en los merecidos reconocimientos a quien hizo del servicio a los demás una verdadera vocación de vida. 

Tomic fue de aquellos políticos que prestigiaron la actividad pública y, en particular, a este Congreso Nacional. Se trata de todo un modelo a seguir en tiempos donde la confianza ciudadana no está al lado de los políticos, y mucho menos de los partidos. Lo corroboramos ayer, en que la última encuesta presentada al país ratificó el desafecto de la comunidad nacional por sus instituciones y quienes las encarnan. ¿Y de qué otra forma iba a ser, honorables diputados y diputadas, si la gente ve una enorme distancia entre sus problemas y el compromiso que en numerosas ocasiones se aprecia para con la búsqueda de soluciones a aquellos?

Por eso, es necesario para la actividad pública detenerse y rendir homenaje a quienes fueron capaces de responder en su momento al llamado de nuestra nación y mirar ejemplos que puedan marcar nuevos rumbos para la política nacional. No se trata de contemplar el pasado, porque siempre nuestras miradas son para el futuro; simplemente, se trata de apreciar cómo otros han contribuido decisivamente al progreso y bienestar de nuestro país en otros tiempos y en respuesta a otros desafíos, los que en el continuo de la historia van transformado el destino de Chile. 

De frente a la perspectiva del tiempo, la figura de Tomic se agiganta tanto por los poderosos argumentos que entregara en cada discusión como por el sólido testimonio de una vida dedicada al servicio público.

A ratos pareciera que la envergadura de una obra no escrita se contiene en las numerosas acciones desplegadas por don Radomiro en la construcción de una sociedad de hombres y mujeres libres, desarrollándose en un marco de principios y valores, de los más nobles que se puedan contar.

Y qué decir, señoras diputadas y señores diputados, del privilegiado don de la palabra que le asistía, el cual, sumado a la consistencia de sus acciones, le permitió ejercer un liderazgo ejemplar cuando Chile se debatía en las disyuntivas propias de los años de la Guerra Fría.

Ferviente promotor de la participación de las grandes mayorías nacionales en los destinos de la patria, con una audacia y una claridad política sobresalientes, fue férreo impulsor de la unidad política y social del pueblo chileno para lograr avances sustanciales en el acceso a las oportunidades, dentro del marco democrático.

Anticipó como nadie la necesidad de aunar voluntades más allá de las fronteras políticas a fin de lograr acuerdos que fueran beneficiosos para todos. Incluso, con cierto pragmatismo, buscó incesantemente convocar a los más diversos sectores de la política nacional para dar lugar al progreso.

Llama la atención la claridad de Radomiro Tomic para rehuir el ser definido como una persona del centro político, señalando con cierta ironía a qué correspondía esta acariciada denominación que algunos tanto buscan en nuestros días.

Es menester hacer presente a esta honorable Corporación que este hijo del norte fue quien definió al cobre como “la viga maestra de la economía nacional” y demandó en todo tiempo una política nacional para ese recurso.

Don Radomiro trabajó activamente contra la Ley Orgánica Constitucional de Concesiones Mineras, y aun cuando no tuvo éxito, producto del autoritarismo imperante en el régimen militar, logró instalar en el imaginario nacional la importancia que tendría el cobre para el desarrollo del país.

¡Cuánta razón tenía Tomic cuando alertaba respecto de la necesidad de defender el cobre para Chile!

Lamentablemente, esos fueron años amargos y llenos de censura, razón por la cual se impuso un marco jurídico normativo que, sin legitimidad democrática, hasta el día de hoy castiga el pasado, presente y futuro de Chile en cada tonelada de concentrado de cobre que sale al exterior.

Don Radomiro Tomic fue un hombre multifacético, pues ocupó escaños parlamentarios, un espacio en la academia y desarrolló una prolífica carrera diplomática. Pero, sin duda, su gran vocación fue la política. 

Aspiró a la Primera Magistratura, sin obtenerla, porque, en simples palabras, Tomic fue un adelantado a su tiempo. El país no estaba preparado para un sueño de reivindicación de la justicia social y la libertad como el que inspiraba a Radomiro Tomic. Quizás, la historia de Chile se habría escrito de una manera bien distinta, pero aquello no lo sabremos nunca. Sin embargo, la certeza de tener un referente político y ético en Tomic es una de las pocas cosas a las que nos podemos aferrar en medio de la velocidad de los cambios que vivimos en este siglo.

Ningún homenaje a don Radomiro Tomic podría estar completo sin referirnos, aunque sea brevemente, al entrañable compromiso que tenía con su partido, la Democracia Cristiana, del cual fue fundador y bajo cuyo amparo desarrolló toda su actividad política. 

Tomic fue uno de los más audaces militantes y, no cabe duda, uno de los principales líderes del humanismo cristiano, no solo en Chile, sino también en buena parte de América Latina. Por esta razón, queremos saludar con especial aprecio a la bancada de diputados democratacristianos, los legítimos herederos del testimonio y la palabra de don Radomiro. 

Finalmente, queremos compartir los pensamientos con que Tomic inició su campaña presidencial, que parecieran estar escritos para nuestro tiempo: “No me tiembla la voz para decirlo: o la revolución democrática y popular dando forma a un inmenso esfuerzo de participación del pueblo para que Chile alcance otro horizonte y un nuevo destino, o el colapso institucional dividirá gravemente a los chilenos contra sí mismos.”.

Nos parece que se acerca un punto de inflexión en la política nacional. Esas palabras aleccionadoras, que datan de 1970, pueden ser una verdadera guía en medio del acontecer nacional. Es imprescindible mirar y escuchar el testimonio de Radomiro Tomic, un hombre que llegó desde el norte, donde forjó sus más profundas convicciones, para ser parte activa de la historia nacional, haciéndose un espacio en esa enorme galería de hombres y mujeres que han hecho del servicio a los chilenos y chilenas, en especial a los más desposeídos, una verdadera vocación de vida y un ejemplo de virtud. 

En esta mañana, junto con recordar su legado, queremos agradecer a su familia, y, especialmente, a Dios, por habernos regalado a un chileno ejemplar. 

¡Que su testimonio viva para que la generación presente pueda construir un futuro más justo y mucho mejor para las venideras! 

He dicho.

-Aplausos en la Sala y en las tribunas.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En representación de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.

El señor VILCHES (de pie).- Señor Presidente de la honorable Cámara de Diputados; señores diputados y señoras diputadas; estimados hijos de don Radomiro Tomic, Amaya, Esteban, Carlos, Gabriel, Felipe, Olaya y Francisco; señor presidente del Partido Demócrata Cristiano, don Ignacio Walker; señor ministro, don Andrés Chadwick; bancada de diputados de la Democracia Cristiana:

En representación de mi Partido, la Unión Demócrata Independiente, UDI, hoy me sumo en rendir un sentido homenaje a don Radomiro Tomic Romero en el 20º aniversario de su fallecimiento, ocurrido en Santiago, el 3 de enero de 1992.

Difícil tarea la de resumir la vida de este hombre, padre, abogado, profesor y político, quien en sus 78 años de vida hizo y dio tanto por nuestro país.

Don Radomiro nació en Calama, ciudad en la que su padre, Esteban Tomic, fue alcalde en la década de los 30. Realizó sus estudios primarios en el Colegio San Luis, de Antofagasta, para luego ingresar a la Pontificia Universidad Católica, a la carrera de derecho. Se tituló en 1941 y fue galardonado con el premio al alumno más destacado de su generación.

Su vida laboral pasó entre los ámbitos periodístico, docente y político. Fue director del diario El Tarapacá, de Iquique, y tuvo la oportunidad de suceder a su amigo, Eduardo Frei Montalva, como director de la Editorial del Pacífico. Hizo docencia de política económica, economía política y legislación social en la Universidad Católica y en el Instituto Politécnico. 

Sus primeros pasos en la actividad política los dio durante su época universitaria, donde se destacó como presidente del Centro de Alumnos de Derecho y, luego, de la Federación de Estudiantes de su universidad.

En 1938, junto a Eduardo Frei Montalva, Bernardo Leighton, Manuel Antonio Garretón y Rafael Gumucio, entre otros, fundó la Falange Nacional, convirtiéndose en su Presidente Nacional entre 1946 y 1952.

En 1957, este grupo de grandes hombres, unidos a otras agrupaciones sociales cristianas, formaron el Partido Demócrata Cristiano.

Durante el gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva, fue nombrado embajador de Chile en Estados Unidos de América.

Ejerció como diputado por la Primera Agrupación Departamental Arica, Pisagua e Iquique entre 1941 y 1949. Posteriormente, en 1950, resultó electo senador en votación complementaria por la Primera Agrupación Provincial Tarapacá y Antofagasta, y se incorporó al Senado el 11 de julio de 1950 en reemplazo del senador Pablo Neruda, quien había sido desaforado. El cargo lo desempeñó hasta 1969.

La vida de don Radomiro Tomic fue fructífera y llena de obras. Su legado nos lleva, a 20 años de su partida, a rendirle un homenaje en la Cámara de Diputados, la misma Corporación que fue testigo de sus intensos debates, de los argumentos con que defendía sus ideas, de la pasión con que asumía los desafíos que creía fundamentales para el país. Siempre manifestó que el cobre era “quiéranlo o no el sueldo de Chile o la viga maestra de nuestra economía”. Así reflejó su amor por Chile y su apego a los más profundos valores humanistas y cristianos.

Don Radomiro fue un gran político y su trayectoria estuvo llena de logros y éxitos. Chile fue testigo de su candidatura a la Presidencia de la República. Más que un gran político, fue una gran persona, un enamorado de su país y comprometido con su futuro.

Por eso, hoy, al cumplirse dos décadas de su fallecimiento, su nombre vive en la memoria de los chilenos.

Cómo se extraña la convicción con que don Radomiro Tomic abordada los debates, la consecuencia que movía sus actos y la audacia con que abordó capítulos cruciales de su vida y que significaron pasos tan importantes para el destino del país, como fue la fundación de un partido político que representara los valores que él no veía en otras agrupaciones y que junto a sus amigos construyó y llegó a convertir en el partido político más grande de Chile. 

Hoy, el país agradece la visión que tuvo don Radomiro Tomic. Su huella se deja sentir hasta nuestros días. Así son los grandes hombres, quienes guían, de esta forma, nuestros pasos para hacer de nuestro Chile un país cada día mejor y más justo para todos.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En nombre del Partido Socialista, tiene la palabra el diputado Luis Lemus.
El señor LEMUS (de pie).- Señor Presidente, no podíamos quedar al margen de este gran y merecido homenaje que se rinde en al ex diputado y senador de la República, don Radomiro Tomic.

Para los socialistas es un inmenso honor rendir homenaje a un hombre importantísimo en la historia de nuestro país, especialmente en lo que se refiere a la nacionalización del cobre. Si no es el más importante, sin lugar a dudas es uno de los hombres más trascendentes en esta hermosa historia que hizo posible que el cobre fuera para todos los chilenos.

Hoy, esto retoma mucha importancia por los momentos que se viven en el mundo, especialmente en nuestro país, ya que la discusión para obtener más impuestos del cobre nos trae a la memoria algo tan importante como fue la nacionalización del cobre y que Tomic fue capaz de definir como un producto estratégico para el desarrollo económico y social de nuestro país. Hoy, el Congreso Nacional debate la importancia de otro producto estratégico para el desarrollo del país: el litio. Cuando hoy discutimos más impuestos a las mineras que son dueñas de más del 70 por ciento de la producción nacional, el legado de nuestro homenajeado, don Radomiro Tomic, toma más vigencia que nunca.

Señor Presidente, estimados familiares de don Radomiro Tomic; bancada del Partido Demócrata Cristiano:

Muchas veces la historia suele ser injusta con algunos personajes que, por uno u otro motivo, a pesar de su gran protagonismo en diferentes materias y hechos en los cuales participaron en la época que les tocó vivir, no los recordamos ni les damos el lugar que en nuestra historia republicana les corresponde.

Hoy, esta Corporación rinde un merecido homenaje a un destacado hombre de la política chilena del siglo XX. En esta oportunidad, el protagonista es don Radomiro Tomic Romero, abogado, embajador de nuestro país en Estados Unidos y ante la Organización de las Naciones Unidas, en Ginebra.

Así, como diputado y senador de la República por varios años y por diversos territorios de nuestro país, desarrolló una importante actividad como jurista y, posteriormente, como un destacado legislador que siempre procuró velar por los intereses primordiales de nuestro país y se comprometió con los más pobres y el servicio público.

Radomiro Tomic nació en Calama el 7 de mayo de 1914. Imagino que el lugar geográfico minero en el que nació y vivió gran parte de su vida influyó y lo impulsó a que durante su labor parlamentaria fuese un férreo defensor de la nacionalización del cobre, ideario del cual fuimos partícipes los socialistas y concordamos, a pesar de las diferencias ideológicas de nuestras colectividades en aquella época.

Tomic veía en el cobre el foco de desarrollo de nuestro país, para convertirnos en una potencia de nivel mundial en materia de minería; consideraba que, como recurso de nuestra tierra, el cobre debía dejar sus ganancias en ella, y que el Estado debía administrar su explotación y goce con el fin de construir un nuevo Chile. Sin duda, ello, que fue algo avanzado para la época, en estos tiempos se nos olvida, dejando a merced del mercado nuestros recursos naturales, sin sacar verdadero provecho de ellos. 

Fue uno de los fundadores de la Falange Nacional, futura Democracia Cristiana, y presidente del partido durante las primeras décadas de su vida política. 

La importancia de su figura en la DC queda demostrada al revisar su vida política. En representación de la Democracia Cristiana, fue diputado por Arica, Pisagua e Iquique durante dos períodos parlamentarios, y senador por Tarapacá y Antofagasta y, posteriormente, por Aconcagua y Valparaíso, antes de renunciar a su cargo en el Senado para representar los intereses de nuestro país como embajador, a petición del Presidente Frei Montalva. 

Su liderazgo en la colectividad política que ayudó a fundar quedó demostrado al ser el abanderado de la Democracia Cristiana para suceder a Eduardo Frei Montalva como Presidente de la República. Muchos recordamos a Radomiro Tomic como uno de los candidatos que enfrentó a Salvador Allende en la campaña electoral que llevó a este último a la Presidencia de la República en 1970. Para nosotros, como socialistas, esto marcó un hito de suma importancia en la historia de nuestro partido. Se nos viene a la memoria la imagen de Tomic cuando, en un gesto republicano y tradicional en esa época, él reconoció la victoria de Allende en las urnas y propició ante su colectividad la ratificación por el Congreso Pleno de este como legítimo Presidente de Chile. 

Radomiro Tomic Romero falleció el 3 de enero de 1992, en Santiago, a la edad de 78 años. 

Para finalizar mis palabras, en nombre de la bancada de diputados del Partido Socialista, quiero manifestar nuestro más sincero reconocimiento a Radomiro Tomic por su dedicación y entrega desinteresada y sin límites al servicio público, desde el Congreso Nacional como diputado y senador de la República.

Muchas gracias.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Así, la Cámara de Diputados ha rendido homenaje a don Radomiro Tomic Romero. Agradecemos la presencia de sus familiares, a quienes despedimos.

-Aplausos.

VI. ORDEN DEL DÍA

NORMAS CONTRA LA DISCRIMINACIÓN. Proposición de la Comisión Mixta.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En primer lugar, corresponde conocer la proposición de la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas entre la Cámara de Diputados y el Senado, durante la tramitación del proyecto de ley, iniciado en mensaje, que establece medidas contra la discriminación.

Antecedentes:

-Informe de la Comisión Mixta, boletín N° 3815-07. Documentos de la Cuenta N° 8, de este Boletín de Sesiones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Hago presente a la Sala que la proposición de la Comisión Mixta está disponible en el pupitre electrónico de los señoras diputadas y de los señores diputados.

Recuerdo que, reglamentariamente, corresponden tres discursos, de hasta diez minutos cada uno. Por ello, solicito el acuerdo unánime de la Sala para que se pronuncien seis discursos, de hasta cinco minutos cada uno, de manera que pueda hacer uso de la palabra un representante de cada bancada.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

En discusión la proposición de la Comisión Mixta.

El señor SABAG.- Señor Presidente, pido la palabra, por una cuestión de Reglamento.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor SABAG.- Señor Presidente, antes de comenzar el debate, quiero dejar expresa constancia de una situación reglamentaria.

Para los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 93, número 3°, de la Constitución Política de la República, quiero dejar constancia de que el trabajo desarrollado por la Comisión Mixta sobrepasó su competencia constitucional. 

En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 70 y 71 de la Constitución Política, la Comisión Mixta propondrá la forma y modo de resolver las dificultades suscitadas entre la Cámara de origen y la Cámara revisora. Es decir, su competencia se encuentra claramente delimitada: resolver las divergencias entre ambas corporaciones, que, en este caso, se produjeron debido al rechazo de los artículos 3°, 6° y 13 propuestos por el Senado, y la sustitución del artículo 10. Sin embargo, la Comisión Mixta propuso modificaciones a los artículos 1°, 2° y 17 del proyecto, los cuales habían sido aprobados por esta Sala. Respecto de ellos no existía divergencia alguna que resolver y, por lo tanto, su actuación se ha apartado de la competencia que le es propia, vulnerando las disposiciones constitucionales ya citadas.

Por eso, al respecto, quiero hacer expresa reserva de constitucionalidad. Entiendo que el 21 de Mayo el Presidente de la República quiere anunciar este proyecto de ley como un triunfo de la Derecha, pero, en verdad, se ha vulnerado nuestro ordenamiento constitucional, de lo cual -reitero- quiero dejar expresa constancia.

El Ejecutivo se había comprometido a formular observaciones, pero las envió a la Comisión Mixta, cuestión que no está permitida por nuestra Constitución Política.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Se dejará constancia de su posición y de su reserva de constitucionalidad.


Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Arenas.

El señor ARENAS.- Señor Presidente, quiero reafirmar y sumarme a la reserva de constitucionalidad formulada por el diputado Sabag. 

Formé parte de la Comisión Mixta. En realidad, me sorprendió que en dicha instancia se tomaran acuerdos, ignorando absolutamente nuestro Reglamento. Es más, le hice presente al Presidente de la Comisión Mixta, senador Hernán Larraín, que no se podían tomar tales acuerdos, a menos que fuera por unanimidad. Pues bien, la respuesta del Presidente y del Secretario fue que, en el Senado, las cosas se hacían de otra forma y que por simple mayoría se podían abocar a discutir temas, más allá de las divergencias que existieran con la Cámara de Diputados, cuestión que me parece francamente increíble, porque implica infringir no solo los reglamentos de la Cámara y del Senado, sino también la Constitución Política. Por eso, quiero reforzar la reserva de constitucionalidad formulada por el diputado Sabag. 

Ahora, entrando al tema de fondo, me parece que hay dos proposiciones que no corresponden, porque van más allá del acuerdo que se había generado en el Congreso Nacional en relación con este proyecto, que establece medidas contra la discriminación. Me refiero, en especial, al artículo 1°, inciso segundo, nuevo, que dice: “Corresponderá a cada uno de los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de su competencia, elaborar e implementar las políticas destinadas a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

Considero que la inclusión de este inciso segundo, nuevo, que el Ejecutivo, en forma bastante engañosa, ha dicho que es una declaración general y que, por lo tanto, es aplicable a toda la legislación, demuestra francamente mala fe, porque, si es una norma superflua, ¿por qué se incluyó?; ¿por qué no nos quedamos con la declaración general de principios, en cuanto a que en el país se respetan la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes? Reitero, ¿por qué se incluyó? Porque tiene una interpretación especial que recae en esta futura ley, destinada a promover ciertos valores y principios que pueden atentar contra la libertad de conciencia de muchas confesiones religiosas.

A propósito de este inciso segundo, nuevo, el día de mañana se le podría pedir a los directores de liceos fiscales y de establecimientos particulares subvencionados que pertenezcan a una iglesia, que entreguen contenidos sobre educación sexual que atenten contra sus creencias. Si no lo hacen, podrían ser destituidos de sus cargos, y, sus establecimientos educacionales, dejar de recibir la subvención del Estado. 

Me parece que esto violenta la libertad de conciencia, cuestión que considero peligrosa y propia de un Estado totalitario. Como diputado de Gobierno, no puedo sino avergonzarme de que mi Gobierno haya patrocinado esta norma. 

En la Comisión Mixta dijimos que si querían mantener el inciso, acogieran una objeción de conciencia; que, con eso, aprobábamos el proyecto de ley. ¿Qué nos respondió el Ejecutivo? Que no había objeción de conciencia. Después, el viernes, el sábado y el lunes pasados, pedimos una audiencia, para mostrar un texto de objeción de conciencia, pero no se nos concedió. Es decir, mi Gobierno no les da audiencia a diputados de su sector que solo quieren mejorar un proyecto de ley tan sensible como este.

Por eso, ante la manifiesta mala fe del Ejecutivo en la tramitación de este proyecto de ley en la Comisión Mixta, no me queda más que votar en contra, a pesar de que estaba a favor de una futura ley en los términos del texto que acordamos en la Cámara en el tercer trámite constitucional. Pero, como la manifiesta mala fe del Ejecutivo y de algunos senadores se hizo palpable en la Comisión Mixta, me encuentro totalmente liberado para votar en contra las proposiciones de dicha instancia.

Además, se eliminó la expresión “siempre”, que figuraba en el inciso tercero del artículo 3° de la Cámara de Diputados, 2° del Senado, en el que se establecía una distinta carga de la prueba cuando el derecho a la no discriminación atenta en contra de otros derechos fundamentales.

Se eliminó el vocablo “siempre” con el argumento de que podría entenderse que se tratara de una presunción de derecho. Nadie entenderá eso, porque la presunción de derecho es de derecho expreso y, por lo tanto, no se subentiende.

Por ende, se sacó la expresión “siempre” para revertir la carga de la prueba en perjuicio de otros derechos fundamentales, como la libertad de expresión, la libertad de conciencia, la libertad religiosa y la libertad de asociación.

Por eso, pese a estar de acuerdo con que en Chile debe existir una ley antidiscriminación, considero que este proyecto no cumple con esos requisitos. En consecuencia, llamo a todos los parlamentarios, por lo menos a los de la UDI, a votar en contra.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra la diputada María Antonieta Saa.

La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, la tramitación de este proyecto de ley ha sido difícil, lo que queda demostrado con las intervenciones de los diputados Sabag y Arenas.

Es increíble que en Chile todavía haya personas que no acepten que todos somos iguales ante la ley y que no se puede permitir la existencia de actos discriminatorios. ¡Cómo es posible eso!

En la Comisión Mixta, el senador Carlos Larraín fue un ejemplo en materia de discriminación. En esa instancia es tradicional ampliar el ámbito de discusión.

Una mayoría -es decir, la expresión de la democracia, no una formalidad- aceptó discutir esos artículos que apuraban y que depuraron y ampliaron el corazón del proyecto.

La tramitación de la iniciativa ha durado seis años. ¿Por qué? Porque hay miedo e ignorancia; porque se piensa que al incluir en una ley contra la discriminación temas como la orientación sexual y la identidad de género, se terminará por corroer las bases morales de la sociedad chilena.

¿Desde cuándo a personas distintas desde su nacimiento, se les debe prohibir que hagan la vida a la que las lleva su naturaleza? ¿Por qué se quiere imponer una forma de vida a personas diversas? Eso no puede ser.

Si bien esta iniciativa avanza bastante en el sentido de ser amplia, por lo que, una vez que se convierta en ley de la República ayudará a la no discriminación, todavía tiene problemas. Así, el inciso tercero del artículo 2° -al respecto, quiero hacer reserva de constitucionalidad- establece una jerarquía entre los derechos y las libertades individuales. Hay algunos más importantes que otros, y el derecho a no ser discriminado queda al final de la lista. Eso no es constitucional. El profesor Humberto Nogueira señaló que “no pueden utilizarse algunos enunciados constitucionales de derechos o bienes jurídicos para anular otros;”. Esto no puede ser así.

Quedan algunas otras cosas que expresan ese miedo. En la Comisión Mixta planteamos que debería haber un enunciado sobre las acciones positivas. El día de mañana puede ocurrir, por ejemplo, que un diputado o un senador, o parte de la ciudadanía diga que no quiere que existan becas en favor de los indígenas, o que se pregunte por qué solo los indígenas tienen becas y los demás no. Debido a ello, podría concluir que eso es discriminatorio. ¡Esas son acciones positivas!

Las acciones positivas que debieran haber quedado incluidas en esta iniciativa dicen relación con políticas gubernamentales para superar las diferencias y desigualdades. Eso atañe a los indígenas, a los discapacitados y a las mujeres. Nosotras necesitamos acciones positivas para que al fin el Congreso Nacional quede integrado por una mitad de hombres, y la otra mitad, de mujeres. ¡Por favor, si nosotras también somos ciudadanas! Es ridículo que en este país haya tan pocas parlamentarias, en circunstancias de que debemos interpretar a la ciudadanía.

Asimismo, echo de menos que no se estableciera una indemnización para la víctima de alguna discriminación arbitraria. Lo planteé, pero perdí. Solo se fijó una multa en favor del Estado; pero la persona que sufre la indignidad, la ofensa, el daño por ser discriminada, queda sin indemnización, no recibe reparación.

Por otro lado, me parece que esta futura ley todavía es de segunda clase, porque refleja el miedo que hay detrás de esto. No entiendo los miedos; solo se trata de chilenos y chilenas que quieren vivir en igualdad. 

Por esa razón, se mantuvieron conceptos como el contenido en la letra b) del artículo 6°, que establece que no se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria cuando se impugnen los contenidos de leyes vigentes.

Esa es otra cosa, porque tenemos la posibilidad de cambiar las leyes vigentes. ¿Por qué poner en esta iniciativa eso?

El artículo 18 habla de la interpretación de esta futura ley. Es decir, se trata de una ley en tramitación que tiene un artículo para ser interpretada. Dice: “Interpretación de esta ley. Los preceptos de esta ley no podrán ser interpretados como derogatorios o modificatorios de otras normas legales vigentes, con la sola excepción de las disposiciones señaladas en los tres artículos precedentes.”.

Esta futura ley demuestra la existencia de miedo. ¿Por qué se redactaron estas disposiciones? ¿A qué se le tiene miedo?

Al igual que la mayoría de los chilenos, sueño con una sociedad solidaria, respetuosa de todos, de la diversidad. Sueño con que se respete a todos los chilenos: a nuestros hermanos de los pueblos originarios, a las mujeres, a las personas que tienen una orientación sexual distinta, a todos los que son diversos y diferentes. Al respecto, cabe recordar que diversas y diferentes somos las mujeres, que conformamos el 50 por ciento de la sociedad.

Espero la aprobación de esta futura ley y reitero mi reserva de constitucionalidad sobre el inciso tercero del artículo 2°.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Cardemil.

El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, solo para narrar en qué consistió el trabajo de la Comisión Mixta, de la que formé parte, para que los señores diputados puedan resolver correctamente, de acuerdo a lo que estimen conveniente.

Cuando este proyecto de ley cumplió su tercer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, el Gobierno, por intermedio del ministro Chadwick, anunció su compromiso político en el siguiente sentido: si lo aprobábamos tal como venía del Senado, efectuaría, mediante un veto -en algunos casos, sustitutivo, y en otros, supresivo de normas de la futura ley-, algunas correcciones, de conformidad con planteamientos que surgieron del debate que se llevó a cabo en nuestra Corporación.

Finalmente, se aprobaron las modificaciones del Senado, salvo cuatro normas que fueron enviadas a Comisión Mixta. En dicha instancia, como dijo el diputado Arenas, se planteó su ámbito de competencia y jurisdicción. Obviamente, algunos planteamos que lo que le correspondía hacer a la Comisión Mixta era analizar y resolver exclusivamente las discrepancias que se suscitaron entre el Senado y la Cámara de Diputados. Otros, en cambio, plantearon la idea de abrir la discusión a todo el proyecto.

Durante el debate, el Gobierno planteó que una alternativa de solución podría ser que los vetos anunciados, sobre cuatro aspectos muy precisos, se transformaran en proposiciones del Ejecutivo, respecto de las cuales resolviera la Comisión Mixta. De esa manera, se podría avanzar en la tramitación de la iniciativa sin tener que esperar el veto. 

Como sabemos, es un tema que se discutió bastante. La argumentación que se dio finalmente era que había precedentes para que, por esta vía, las comisiones mixtas analizaran no estrictamente las discrepancias. En suma, se ha hecho una interpretación extensiva de dicho concepto, a fin de resolver ciertos temas específicos; se citaron numerosos precedentes al respecto. Eso fue lo que finalmente se hizo. 

Al respecto, algunos diputados plantearon su reserva de constitucionalidad -están en su derecho- respecto del procedimiento adoptado; pero es un tema que deberá resolver el Tribunal Constitucional. 

En definitiva, lo que hizo la Comisión Mixta fue discutir y aprobar las normas que figuran en el informe que se encuentra a disposición de sus señorías. 

En relación con el artículo 5° de la Cámara, 3° del Senado, la Comisión Mixta propuso aprobar el texto de la Cámara Alta. 

Finalmente, en mi calidad de miembro de la Comisión Mixta, recomiendo a todos los diputados de mi bancada aprobar las proposiciones de dicha instancia. Creemos que se llegó a un texto adecuado. A muchos diputados les hubiese gustado llegar mucho más allá, y otros querían lo contrario. Reitero que en la Comisión Mixta se alcanzó un texto equilibrado. En efecto, al aprobar dicha instancia las proposiciones del Ejecutivo, se recogió el sentido político de la discusión que se llevó a cabo en la Cámara durante el tercer trámite constitucional, oportunidad en la cual el ministro señor Chadwick anunció la presentación de los respectivos vetos.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el honorable diputado señor Marcelo Díaz. 

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, al margen de las deficiencias que aún tiene la iniciativa, lo que se comprueba tras la lectura del informe de la Comisión Mixta, me parece que el proyecto es un triunfo de la sociedad chilena, del país. Por lo tanto, me da lo mismo que el próximo 21 de Mayo el Gobierno lo anuncie como un logro suyo. La iniciativa se convertirá en ley de la República ahora, y el Gobierno tiene el derecho de agregarlo al listado de proyectos aprobados durante su administración. Cada uno sabrá cuánto ha contribuido o aportado para que la iniciativa se convierta en ley. 

También es un triunfo de quienes hoy nos acompañan en las tribunas, representantes de organizaciones que han dado la pelea para instalar el tema, lograr su despacho con la urgencia requerida y ejercer presión sobre el trabajo parlamentario. Al respecto, cabe recordar que antes la tramitación de la iniciativa no avanzó no porque no tuviéramos el tiempo para hacerlo, por falta de ganas o por no hacer bien nuestro trabajo, sino porque había problemas de fondo, por el dominio del miedo respecto de este debate legislativo, lo que hacía imposible que avanzáramos. 

Ese es otro elemento que debemos destacar. Lo que hoy estamos a punto de aprobar -no me cabe duda que están los votos para que la iniciativa se transforme en ley de la República antes del 21 de Mayo- es un triunfo sobre el miedo, sobre los atavismos, sobre el pensamiento cavernario, sobre la intolerancia, sobre la falta de respeto a la diversidad y a la pluralidad que debe existir en toda sociedad; sobre la negación voluntarista, terca, obstinada y cínica a la diversidad, negación que existe en todos y cada uno de los rincones de este país, y probablemente también en nuestras propias familias. Al respecto, creo que muchos quieren asimilar esta futura ley a una legislación más bien propia de sexualidad u homosexualidad. Para ser honesto, creo que eso refleja que algunos todavía tienen problemas no resueltos en su cabeza o en su propia vida, y los traen acá como si fueran problemas de la sociedad. 

En relación con este y otros temas, la sociedad va a años luz de este Parlamento. Lamentablemente, la encuesta que se publicó ayer así lo refleja con palmaria y brutal claridad: la Cámara de Diputados goza de un respaldo de 16 por ciento, que, desde el punto de vista histórico, representa un récord de baja adhesión y respaldo a nuestra Corporación; creo que el Senado tiene un punto más. 

Respeto y reivindico el derecho de aquellos que, con convicción, defienden sus puntos de vista en la Cámara, porque para eso fueron elegidos. Pero lo que no me parece es que proyectos como este no avancen en su tramitación y no se voten, para que cada uno le diga al país lo que piensa, lo que cree y por qué va a jugársela en este Parlamento. A veces, la tramitación de proyectos queda entrampada hasta que ocurren hechos como la muerte de Daniel Zamudio, tras la cual tuvo lugar la articulación del lobby legítimo, correcto y positivo que impulsaron quienes hoy están en las tribunas para que finalmente este proyecto viera la luz.

Esta futura ley es una buena noticia para Chile, para la gente de nuestro país y para el Congreso Nacional. Al margen de las miradas y perspectivas distintas sobre un tema que, por cierto, no es pacífico, es bueno que hayamos sido capaces de poner término al bloqueo que durante más de cinco años se instaló en nuestro Parlamento para impedir que los chilenos cuenten con una ley capaz de resguardar los derechos de todos y cada uno de nosotros frente a actos discriminatorios.

¡Bien por Chile, bien por el país y por quienes hoy, con la aprobación de la futura ley, verán coronado un trabajo de mucho tiempo! 

He dicho.

-Aplausos.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada Marta Isasi.

La señora ISASI (doña Marta).- Señor Presidente, apoyo y me sumo a la reserva de constitucionalidad que planteó el colega Jorge Sabag y que respaldó el diputado Gonzalo Arenas.

Quiero hablar como cristiana. Lo voy a hacer con todo el derecho que me brinda el pertenecer a esta Sala. Cuando uno es cristiana, tiene que ser consecuente. Por lo tanto, hago un llamado a la consecuencia y, desde ya, como mujer y como cristiana católica, anuncio mi voto en contra.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Cornejo.

El señor CORNEJO.- Señor Presidente, como miembro de la Comisión Mixta y en mi calidad de diputado, quiero dar testimonio, no obstante no ser diputado de Gobierno, del rol que jugó el ministro secretario general de Gobierno, señor Andrés Chadwick, durante la tramitación de este proyecto, y de su esfuerzo para facilitar los acuerdos en la Comisión Mixta, que, en algunos casos, se alcanzaron por mayoría y, en otros, por unanimidad. 

No obstante ser diputado de Oposición, jamás me atrevería a presumir mala fe de un ministro de Estado en el tratamiento de un proyecto de ley en la Cámara o en el Senado.

Se ha argumentado que en la Comisión Mixta se abordaron materias que no figuraban dentro de las discrepancias que se suscitaron entre ambas cámaras. Esto fue aclarado expresamente por el presidente de la Comisión Mixta, senador Hernán Larraín, quien, como consta en el informe, señaló que esta discusión también se produjo cuando se trató la modificación a la ley orgánica del Congreso Nacional, oportunidad en que se trataron materias que no figuraban dentro de las discrepancias de ambas cámaras, criterio que fue ratificado con posterioridad por el Tribunal Constitucional, cuando llevó a cabo la revisión de constitucionalidad de la ley.

Por lo tanto, respeto la reserva de constitucionalidad formulada en esta ocasión, pero, reitero, ya existe pronunciamiento del Tribunal Constitucional en esta materia, en el sentido de no restringir la labor de las comisiones mixtas solo al conocimiento de las materias que son objeto de discrepancias entre ambas cámaras. Ese criterio fue aceptado por el diputado Gonzalo Arenas, como se establece en el informe.

En segundo lugar, quiero señalar, a título solo ejemplar, que para nosotros, mayoritariamente, esta futura ley constituye un avance desde el punto de vista legislativo para lograr mayor igualdad entre todos los habitantes de nuestro territorio. 

Se reclama respecto del inciso segundo, nuevo, del artículo 1º, materia que también se discutió en la Comisión Mixta. Al respecto, si se lee con atención y rigor su texto, se comprobará que lo que hace no es ni más ni menos que exigir a los órganos del Estado y a los funcionarios públicos que cumplan con las disposiciones que estableció con anterioridad la Constitución Política. De modo que si a alguien no le gusta que personas tengan derecho a ejercer determinada garantía constitucional, pues bien, lo llamo a que presente un proyecto de reforma constitucional que diga que hay personas que no tienen derecho a ejercer dicha garantía.

No me parece que después del debate que tuvo lugar en la Comisión Mixta, se plantee en la Sala que hubo diferencias abismantes Basta con leer el informe para darse cuenta de que las proposiciones fueron aprobadas prácticamente por la unanimidad de sus integrantes.

El proyecto constituye un avance, razón por la cual todo el mundo ha expresado su satisfacción. En ese sentido, no obstante representar un paso importante, creo que manifiesta también alguna timidez para alcanzar la plena igualdad en el ejercicio de los derechos; algunas de sus disposiciones reflejan cierto temor a lograr espacios de mayor igualdad y libertad. 

Me parece que entregar razones de orden religioso no es un buen argumento para votar en contra la proposición de la Comisión Mixta. Al respecto, quiero recordar -lo digo con respeto a quienes, por su condición de cristianos, se ven obligados a votar en contra- que la fuente originaria del cristianismo es el Evangelio, la vida de Jesús, quien durante toda su vida estuvo del lado de los postergados y discriminados, a los que acogió. En ese sentido, si hay una enseñanza valiosa de quien es la fuente originaria del cristianismo, es la de entender que tenemos un Padre que acoge, no un Padre severo; un Padre que perdona, no un Padre que castiga.

Por lo tanto, para quienes profesamos la fe cristiana o militamos en un partido de esa inspiración, como es la Democracia Cristiana, existen razones suficientes que nos motivan a apoyar un proyecto de ley que tiende a lograr, aunque sea en un primer paso, la plena igualdad y el respeto a la dignidad de las personas. Para los cristianos, la dignidad de las personas emana no de una disposición constitucional, sino del entendido de que todos somos hijos de un Padre común.

Por tales razones, vamos a aprobar las proposiciones de la Comisión Mixta.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, hoy es un gran día para nuestro país.

Es cierto que el proyecto tiene insuficiencias. Nunca se ha pretendido ni se puede pretender que una ley solucione todos los problemas de la vida social. Sin embargo, la iniciativa constituye un avance relevante y, por eso, vamos a aprobar las proposiciones de la Comisión Mixta. 

En buenas cuentas, se trata de asumir que nuestro país mantiene una deuda con el sistema internacional de protección de los derechos humanos. El caso Atala así lo demuestra y lo deja en evidencia. 

Chile debe avanzar más en saldar su deuda en materia de derechos humanos; hoy estamos saldando parte de ella. 

Es cierto, repito, que el proyecto tiene algunas imperfecciones, y espero que, con el paso del tiempo, se puedan superar. No satisface plenamente nuestras expectativas. Se podría haber generado un procedimiento mucho más expedito y garantizador de este importante derecho a no ser discriminado. 

Recuerdo que en la oportunidad anterior, en que se debatió el proyecto, argumenté que existe un recurso de amparo especial para defender la libertad económica; un recurso de amparo que puede interponerse cuando se vulnera de alguna forma la libertad económica; un recurso que se interpone ante las cortes de apelaciones y que puede ser alegado ante la Corte Suprema. Existe un plazo de seis meses para su interposición. Por lo tanto, la libertad económica está protegida por un recurso de protección.

En consecuencia, existen fórmulas más idóneas para amparar un derecho tan relevante como es el de no ser discriminado. Por eso, atochar aún más el sistema de jurisdicción civil, considerando la lentitud de sus procedimientos, no me parece lo más adecuado. En ese sentido, sigo pensando que el procedimiento más adecuado para cautelar esta garantía constitucional es idear algo parecido al recurso de protección o de amparo económico, que defiende una libertad que, para mí, no es de las más relevantes. Sin embargo, sí lo es el derecho a no ser discriminando. 

Nos parece significativo que en la Comisión Mixta se haya llegado a un acuerdo casi unánime en el sentido de aceptar los planteamientos de las organizaciones sociales que han impulsado el proyecto. Debemos saludar a esas organizaciones sociales y agradecer su valentía e hidalguía, porque impulsaron el proyecto contra viento y marea, incluso, contra discriminaciones establecidas en nuestra sociedad y contra prejuicios religiosos que, en definitiva, obstaculizaban su avance. 

Por lo tanto, no puedo menos que sentirme agradecido de todas esas organizaciones sociales, que han dado la cara y se han puesto al frente para que el proyecto de ley 
-respecto del cual, sin duda, vamos a aprobar las proposiciones de la Comisión Mixta- sea una realidad. 

Para nosotros, los comunistas, la discriminación es relevante. Ella representa un problema social que se arrastra en esta sociedad estamentaria y que discrimina. Esto se hace patente en todas las desigualdades sociales y económicas existentes en nuestra sociedad, que tienen sus orígenes desde el momento en que alguien nace en un hospital o en una clínica, y se perpetúan cuando va a un colegio municipal o a uno particular, se vive en una casa “Chubi” o en una de 2 mil o 3 mil UF.

Sin duda, las discriminaciones sociales aberrantes de sociedades como la nuestra seguirán existiendo. A nuestro entender, ellas constituyen el origen de las demás desigualdades que hay en el país, las que esperamos poder superar en el futuro. Con el tiempo, las desigualdades económicas, sociales y culturales, que generan que haya chilenos de primera y de segunda categoría, también deben ser barridas. Estamos en contra de desigualdades existentes y creemos que se les debe poner atajo. Las formas de discriminación son múltiples y cotidianas.

El proyecto pone en evidencia las contradicciones de la sociedad chilena. En efecto, mientras, por un lado, se somete a nuestra consideración una iniciativa legal que establece medidas contra la discriminación, por otro existe resistencia a legislar sobre algunos temas, de manera de hacer frente a otras formas de discriminación, como el caso de las uniones civiles y los matrimonios entre personas del mismo sexo.

Finalmente, si bien aún hay materias relevantes sobre las que debemos avanzar, con este proyecto estamos dando un gran paso en favor de las chilenas y los chilenos, puesto que, cuando se convierta en ley de la República, se empezará a poner fin a la discriminación en el país.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el ministro secretario general de Gobierno, señor Andrés Chadwick.
El señor CHADWICK (ministro secretario general de Gobierno).- Señor Presidente, antes de referirme a dos o tres aspectos que se han señalado en relación con el informe de la Comisión Mixta, quiero agradecer las palabras del diputado señor Cornejo, quien hizo referencia al trabajo realizado por el ministro que habla.

En primer lugar, se ha planteado que se podría plantear alguna objeción de constitucionalidad al trabajo desarrollado por la Comisión Mixta. Es obvio que las señoras diputadas y los señores diputados tienen el legítimo derecho de formular reservas de constitucionalidad, pero quiero dar a conocer el punto de vista del Ejecutivo sobre la materia.

En la Cámara de Diputados señalamos que el Ejecutivo tenía la voluntad de comprometerse a presentar un veto al proyecto de ley en discusión, con el único propósito de buscar los acuerdos necesarios para que pudiera transformarse en ley. Planteamos lo anterior luego de escuchar el debate llevado a cabo durante el tercer trámite constitucional en la Cámara, con el objeto de tratar de aproximar las posiciones de los distintos sectores respecto de la iniciativa.

Los senadores y diputados que integraron la Comisión Mixta nos consultaron si el Ejecutivo estaba disponible para incorporar en el debate de esa instancia las materias referidas al futuro veto, para determinar si se podía lograr acuerdo, no a través de ese mecanismo, sino en la tramitación legislativa. En ese sentido, se señaló que los parlamentarios no debían renunciar a su legítimo derecho de resolver las discrepancias a través de ese proceso y, de esa manera, no tener que recurrir al veto presidencial. Al respecto, les manifesté, de inmediato, la disposición y la buena voluntad del Ejecutivo para que las materias del veto pudiesen ser transformadas en proposiciones de acuerdo que se presentarían a la Comisión Mixta.

Ante las consultas que se formularon, el Presidente de esa Comisión, senador señor Hernán Larraín, señaló que las comisiones mixtas, cuando la mayoría de sus integrantes así lo acordaren, pueden tener la facultad de buscar los puntos de acuerdo para resolver las diferencias entre ambas cámaras, no solo respecto de discrepancias específicas. Agregó que para eso podían ampliar su mandato, con el objeto de abordar temas que pudieren decir relación con la búsqueda de solución a desacuerdos entre el Senado y la Cámara de Diputados.

Hay muchos precedentes en ese sentido. Se ha mencionado, por ejemplo, el caso de las modificaciones introducidas a la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional. Puedo citar muchos otros ejemplos de comisiones mixtas en las que me tocó participar durante mi trayectoria parlamentaria, que ampliaron sus facultades para buscar acuerdos. Así, por ejemplo, durante la tramitación del proyecto que después se convirtió en la Ley General de Educación (LEGE), me correspondió integrar la respectiva Comisión Mixta, instancia en la cual se elaboró íntegramente su texto definitivo. El procedimiento legislativo que se llevó a cabo en ese caso fue revisado y ampliamente aceptado por el Tribunal Constitucional. Por lo tanto, existen precedentes e, incluso más, precedentes revisados por el Tribunal Constitucional, en cuanto a que los procedimientos adoptados por las comisiones mixtas.

Esa fue la voluntad del Ejecutivo para facilitar la tramitación del proyecto.

En segundo término, en el debate se ha planteado la posibilidad de incorporar la denominada objeción de conciencia, aspecto que también se discutió en la Comisión Mixta y respecto del cual quiero dejar claro el punto de vista del Gobierno.

En nuestro sistema democrático -como ocurre en toda democracia- hay un elemento fundamental: que el sistema democrático se funda en un Estado de derecho, y en todo Estado de derecho existe un principio constitutivo básico: que la ley debe ser respetada de igual forma por todos los ciudadanos. Por lo tanto, en nuestra legislación, con pleno respeto al sistema democrático y en total concordancia con el Estado de derecho, no existe ninguna norma jurídica que permita a un ciudadano chileno eximirse del cumplimiento de la ley. Esa es la esencia de la democracia. Para eso están las señoras diputadas y los señores diputados, quienes han sido elegidos por el pueblo: para dictar las normas jurídicas, obligatorias para todos los chilenos. Entonces, ¿cómo podrían aceptar que respecto de normas que elaboran y aprueban, que son imperativas para la ciudadanía -reitero que son elegidos por el pueblo-, después una persona se pudiera eximir de su cumplimiento sobre la base de la argumentación de un problema de conciencia? Eso es absolutamente contrario a la esencia de la democracia y del Estado de derecho.

Lo señalo porque alguien podría plantear el incumplimiento de una determinada ley fundado en una objeción de conciencia basada en una razón religiosa. Por esa vía, mañana se podría fundar en una objeción de conciencia relacionada con una aspiración patrimonial para no pagar impuestos, y pasado mañana se podría fundar en otra objeción de conciencia para no cumplir con los deberes patrios, por ejemplo, frente a una agresión bélica o un conflicto armado.

Hay un punto que traspasa lo que puede ser el interés particular de algunos parlamentarios respecto de una materia específica, por importante que esta sea: se legisla en función de los principios generales que la Constitución Política, la democracia y el Estado de derecho nos obligan a respetar. Nuestra Carta Fundamental, en el Capítulo I, Bases de la Institucionalidad, específicamente en sus artículos 6° y 7°, consagra ese principio fundamental: que la ley debe ser respetada por todos los chilenos y se aplica a todos los chilenos. Además, la Constitución Política establece en las garantías constitucionales que esto debe ser, además, en igualdad.

Entonces, más allá de una apreciación personal o de estar frente a una materia que a uno le parezca bien o regular, pido, por favor, que no se traicionen los principios generales del sistema democrático, del Estado de derecho y de nuestra Constitución Política. Por eso, cuando se planteó la objeción de conciencia, el Ejecutivo señaló que no corresponde incorporar esa materia en este proyecto de ley ni en ningún otro, salvo que alguien la quiera establecer a través de una reforma constitucional, que tendría una tramitación completamente distinta a la de un proyecto de esta naturaleza.

No me voy a referir a las expresiones del diputado señor Arenas. Sin embargo, quiero señalar que cuando en relación con la tramitación de este proyecto de ley él habla del Gobierno, entiendo que se está refiriendo al ministro que está haciendo uso de la palabra, porque yo he representado al Ejecutivo en toda la tramitación legislativa de esta iniciativa. Incluso más, no solo he participado como secretario de Estado, sino que también lo hice, desde hace siete años -me correspondió tratarlo en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y en la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento-, en mi calidad de senador, al participar en todas las instancias en que se discutió el proyecto. 

Me gusta que las cosas se digan de frente. De manera que, por intermedio del señor Presidente, quiero señalar al diputado señor Arenas que en este proyecto de ley, el Ejecutivo soy yo, el ministro Andrés Chadwick.

Finalmente, quiero señalar que, a juicio del Gobierno, hemos llegado a un proyecto de ley -hoy conocemos el informe de la Comisión Mixta sobre esta iniciativa-, que establecerá en Chile una buena y correcta ley antidiscriminación, porque generará las condiciones para mejorar y garantizar la igualdad ante la ley, y respetar, obviamente, los principios o garantías fundamentales de la Constitución, como la libertad de culto, la libertad de conciencia y la libertad de educación, todas expresamente consagradas en este proyecto de ley como normas que deben 



ser jerárquicamente respetadas, materia que cada juez deberá ponderar en el futuro.

Yo no argumento en términos religiosos; respecto de un proyecto de ley no se debe argumentar en dichos términos, sino en razón de los principios o valores del orden natural o de aquellos consagrados en la Constitución. Yo tengo mi fe, mi religión y mis convicciones, las que, gracias a Dios, son plenamente concordantes con el inicio de nuestra Constitución que, en la primera frase del artículo 1° dice lo siguiente: “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.”. Este proyecto de ley avanza en la concreción de ese principio fundamental.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre la proposición de la Comisión Mixta en los siguientes términos:

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde votar la proposición de la Comisión Mixta, recaída en el proyecto, iniciado en mensaje, que establece medidas contra la discriminación.

Informo a la Sala que el inciso segundo, nuevo, del artículo 1°, y los artículos 3°, 6° y 13 del proyecto requieren, para su aprobación, 69 votos afirmativos.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 16 votos. Hubo 3 abstenciones. 

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Aprobada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D'albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes 



Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Cristi Marfil María Angélica; Estay Peñaloza Enrique; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Norambuena Farías Iván; Sabag Villalobos Jorge; Squella Ovalle Arturo; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Hasbún Selume Gustavo; Pérez Lahsen Leopoldo; Silva Méndez Ernesto.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Despachado el proyecto.

-Aplausos en la Sala y en las tribunas.
INCREMENTO DE LAS SUBVENCIONES DEL ESTADO A ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES. Primer trámite constitucional.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que aumenta las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales.

Diputada informante de la Comisión de Educación, Deportes y Recreación es la señora María José Hoffmann.


Antecedentes:

-Mensaje, Boletín N° 80 70-04, sesión 120ª, en 13 de diciembre de 2011. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Informe de la Comisión de Educación, Deportes y Recreación, sesión 8ª, en 3 de abril de 2012. Documentos de la Cuenta 
N° 10.

-Informe de la Comisión de Hacienda, sesión 20ª, en 2 de mayo de 2012. Documentos de la Cuenta N° 9.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada informante.

La señora HOFFMANN, doña María José (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Educación, Deportes y Recreación, me corresponde informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que aumenta las subvenciones del Estado a establecimientos educacionales.

La idea matriz o fundamental del proyecto se orienta a aumentar sustancialmente la subvención para prekínder y kínder, e incrementar la subvención preferencial y de concentración para los alumnos prioritarios, y la subvención regular.

El Presidente de la República ha hecho presente que su Gobierno se ha propuesto, como tarea fundamental, mejorar la calidad de la educación y entregar mayores recursos. Destacan, al respecto, la dictación de la ley N° 20.501, de Calidad y Equidad de la Educación, y la ley N° 20.529, que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. 

Para cumplir estos objetivos -se señala en el mensaje- se destinaron todos los recursos humanos y financieros para que todos los niños pudieran estar en clases en el menor tiempo posible, y se comenzó un plan de reconstrucción de establecimientos educacionales que permitirá a los estudiantes contar con instalaciones permanentes y de buena calidad para la realización de sus clases.

Se destaca, también, el esfuerzo realizado a favor de los estudiantes de menores recursos, al incrementarse en 21 por ciento la subvención escolar preferencial, que es recibida por los alumnos prioritarios.

A juicio del Gobierno, a través de este proyecto se propone incrementar los aportes que se realizan a los estudiantes y que llegan directamente a la sala de clases.

Se beneficia los establecimientos que reciben en mayor proporción a estudiantes de menor nivel socioeconómico, incluidos los que han optado por la educación particular subvencionada. 

Para lograr este objetivo, se incrementa sustancialmente la subvención para el primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia. Ello apunta a mejorar la calidad de la educación y la igualdad de oportunidades desde los primeros años de educación preescolar, por considerarlas clave para el desarrollo futuro de cada alumno. 

Asimismo, este proyecto de ley modifica la subvención escolar preferencial, que beneficia, aproximadamente, al 40 por ciento de los alumnos de menores ingresos, quienes asisten mayoritariamente al sector municipal, aumentando el monto para los estudiantes de 5° y 6° básico, y así igualarlo para todo el ciclo. De esta forma, los aportes entre 1° y 6° básico por concepto de subvención regular y Subvención Escolar Preferencial, serán superiores a 80.000 pesos mensuales por alumno. Más aún, por el proyecto se propone duplicar el aporte que reciben por concepto de Subvención Escolar Preferencial los que cursan desde 7° básico hasta 4° medio, lo que se traduce en que el aporte total que recibirán fluctuará entre 70.000 y 90.000 pesos, según el curso y la especialidad del establecimiento. Se propone un incremento de la misma magnitud en la subvención por concentración de alumnos prioritarios.

Por último, se continúa aumentando la subvención general, que beneficiará a todos los estudiantes, con lo que se avanza en la meta de duplicar la subvención.

Durante la discusión general y particular del proyecto, el ministro de Educación, señor Harald Beyer, reiteró los argumentos expuestos en el mensaje, y precisó que con este proyecto se avanza en la promesa de campaña del Presidente Piñera de incorporar aumentos de subvención escolar en distintas áreas.

En primer lugar, se efectúa un aumento sustancial, de 18,5 por ciento real, en la subvención para prekínder y kínder, que se descompone en un 15 por ciento extraordinario y un 3,5 por ciento adicional, que corresponde a un aumento general en la subvención en todos los niveles educativos. Además, aumenta la subvención preferencial y de concentración para los alumnos prioritarios y la subvención regular.

El señor ministro explicó que al aumento de 18,5 por ciento debe sumarse el 1,5 por ciento establecido en la ley N° 20.501, de Calidad y Equidad de la Educación, lo que significa alcanzar un 20 por ciento de aumento durante este Gobierno.

En la actualidad, el monto vigente es de 38.719 pesos por alumno y, de aprobarse este proyecto, ascendería a 45.511, lo que beneficiaría a 305 mil alumnos que están en la educación preescolar y, potencialmente, a 55 mil alumnos más, en su momento. Esto corresponde a la campaña que ha iniciado el Gobierno para aumentar la cobertura en este segmento de escolaridad, en virtud de la cual se aspira alcanzar el ciento por ciento de cobertura para el 60 por ciento más vulnerable del país en 2014. 

Por otra parte, se propone el incremento de la subvención preferencial para los alumnos prioritarios, y un aumento extraordinario de la subvención regular, de 3,5 por ciento para todos los alumnos del país, en todos los niveles educativos. Esto se suma al aumento de 1,5 por ciento establecido en la ley 
N° 20.501, que comenzó a operar en marzo de 2012, todo lo cual significa 5 por ciento de aumento real. 

Asimismo, fue objeto del debate y de especial atención de la Comisión el déficit municipal que se arrastra por años. Se discutió si esta situación proviene solo del bajo valor de la subvención escolar o se trata también de un problema de gestión.

Se observó que no todos los municipios presentan este déficit, por lo que se sostuvo que al Ministerio de Educación y al Gobierno no les corresponde financiar la ineficiencia ni la falta de gestión adecuada, que se contraponen con la buena calidad de la educación. Aun en esa situación, se declaró que se han aprobado recursos para apoyar a los municipios. En el presupuesto de 2009 se contemplaron recursos por más de 189 mil millones de pesos para los municipios, mientras que en el presupuesto de 2012 se consideran 373 mil millones de pesos, aparte de las subvenciones.

Si se vota en contra esta iniciativa, se esfumará la posibilidad de duplicar las subvenciones escolares para prekínder y kínder, preferencial y de concentración para alumnos prioritarios, y regular, que van en la línea de avanzar con respecto a la promesa del Presidente Piñera durante su mandato. Por eso, la valoramos y hacemos un llamado a apoyarla.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ernesto Silva, informante de la Comisión de Hacienda.

El señor SILVA (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda, paso a informar el proyecto de ley que incrementa los aportes del fisco para las subvenciones destinadas a los estudiantes que asisten a establecimientos de educación municipal y particulares subvencionados.

Se aumenta el monto de la Subvención Escolar Preferencial para los alumnos que asisten a 5° y 6° año de educación general básica; se duplica el monto por Subvención Escolar Preferencial para los cursos de 7° año de educación general básica a 4° año de enseñanza media, y se establece un incremento de la subvención general en 3,5 por ciento, que incluye un incremento especial 
-15 por ciento- para la subvención del primer y segundo nivel de transición de educación parvularia que aún no está en jornada escolar completa.

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 29 de noviembre de 2011, señala que el costo mensual de este proyecto para el año 2012, medido en moneda de ese año, se estima en 12.077 millones de pesos. 

En su artículo transitorio, el proyecto establece que entrará en vigencia a contar del mes subsiguiente a su publicación en el Diario Oficial. Por ello, el monto total del mayor gasto fiscal que irrogará esta ley durante el año 2012 dependerá del mes en que ella entre en vigencia. En cualquier caso, la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2012 asigna al Ministerio de Educación los recursos necesarios para hacer frente al financiamiento del proyecto en comento, asumiendo que entra en vigencia durante el primer semestre de este año.

Cabe precisar que el numeral 4) del artículo 1° propone adelantar la entrada en régimen de la Subvención Escolar Preferencial para 1° de enseñanza media desde 2014 a 2013, lo que tiene un costo extra de 14.426 millones para 2013, por SEP y concentración.

Durante el debate habido en la Comisión, el subsecretario de Educación señor Fernando Rojas, hizo presente que los objetivos del proyecto son básicamente tres:

Primero, aumentar sustancialmente la subvención para prekínder y kínder.

Segundo, incrementar la Subvención Escolar Preferencial para los alumnos prioritarios.

Tercero, aumentar la subvención regular. 

Respecto del primer objetivo, explicó que esta iniciativa establece un aumento del 18,5 por ciento real, lo que se une al 1,5 por ciento de la ley N° 20.501, que comenzó a regir en marzo de este año, lo que suma un aumento de 20 por ciento real durante este Gobierno. Este incremento -agregó- beneficia a 305 mil alumnos y busca apoyar el crecimiento de cobertura de prekínder y kínder.

De aprobarse este proyecto, el monto de la subvención ascendería de 38.719 a 45.511 pesos.

En cuanto al incremento de la Subvención Escolar Preferencial, SEP, para los alumnos prioritarios, que beneficia al 40 por ciento más vulnerable de los estudiantes, manifestó que hoy esta subvención tiene tres valores diferentes según el nivel educacional.

Lo que propone la iniciativa es aumentar en 50 por ciento la subvención para los alumnos de 5° y 6° básico, de modo de igualar el monto que hoy se paga por los alumnos desde el 1er nivel de transición hasta 4° básico, medida que es consistente con la Ley General de Educación, que establece que la educación básica termina en 6° básico. Además, se duplica la subvención de 7° a 4° medio y se adelanta en un año la entrada en vigencia de la educación media al régimen de Subvención Escolar Preferencial. De esta forma -añadió-, un estudiante hoy en 8° básico recibirá SEP también el próximo año.

Finalmente, el proyecto establece un incremento de la subvención regular de 3,5 por ciento para todos los alumnos del país, lo que unido al aumento de 1,5 por ciento que estableció la ley N° 20.501 significa 5 por ciento de incremento real durante 2012. Esta subvención, sostuvo, es de libre disposición para los municipios.

Agregó que asumiendo establecimientos en jornada escolar completa, salvo prekínder y kínder, y con una concentración de alumnos prioritarios de 45 por ciento, los montos mensuales de subvención por alumno son los siguientes:

En el caso de prekínder y kínder, el total alcanzaría a 83.005 pesos; de 1° a 6° básico, a 92.573 pesos; de 7° y 8° básico, a 76.819 pesos, y de 1° a 4° medio, a 87.312 pesos.

Este incremento de la Subvención Escolar Preferencial en la educación media también beneficiará a los liceos técnicos profesionales, desde donde egresa el 45 por ciento de los alumnos de 4° medio.

Por último, señaló que si el proyecto entra en vigencia en junio de este año, el costo anual estimado es de 84.359 millones de pesos para 2012; 159.680 millones de pesos para 2013 y 174.455 millones de pesos para 2014.

La Comisión de Educación, Deportes y Recreación dispuso en su informe que los artículos 1°, 2° y 3° del proyecto, aprobados por ella, debían ser conocidos por la Comisión de Hacienda, de acuerdo con lo establecido en el artículo 220 del Reglamento de la Corporación.

En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:

A proposición del Presidente de la Comisión, quien les habla, se acordó someter a una sola votación los artículos del proyecto que no fueron objeto de indicaciones.

Puestos en votación los artículos 1°, 2° y 3°, fueron aprobados por 7 votos a favor y 6 votos en contra. 

Los diputados señores Auth, Jaramillo, Lorenzini, Marinovic, Montes y Ortiz presentaron diversas indicaciones, que fueron explicadas por el diputado señor Montes en los términos siguientes:

La indicación N° 1, que agrega un artículo 3°, nuevo, tiene por objeto que los sostenedores de los establecimientos particulares subvencionados informen al Ministerio de Educación, antes del último día de febrero de cada año, la nómina y monto de los aguinaldos, bonos y reajuste de remuneraciones que reciben cada uno de sus trabajadores, a fin de transparentar esta información, ya que muchas veces estos dineros no se pagan a los trabajadores de los establecimientos subvencionados. 

La indicación N° 2, que agrega un artículo 4°, nuevo, tiene por propósito que durante tres años los establecimientos particulares subvencionados con financiamiento compartido no aumenten el arancel mensual fijado para el año 2012 a fin de acceder al incremento de esta subvención.

La indicación N° 3, que agrega un artículo 5°, nuevo, tiene por objeto dejar establecido que cualquier distracción de los recursos destinados a las subvenciones a fines distintos de aquellos para los cuales se han establecido será considerado como notable abandono de deberes de la autoridad correspondiente.

La indicación N° 4, que agrega un artículo 6° nuevo, establece un procedimiento para asegurar que haya una actualización y continuidad en la realización de un estudio destinado a estimar el valor de una subvención escolar costo-efectiva, que será realizada cada dos años por expertos independientes. 

La indicación N° 6, que agrega un artículo segundo transitorio, establece que el primer estudio que se realice deberá llevarse a cabo al inicio del año académico siguiente al de entrada en vigencia de esta ley.

Finalmente, señaló que la indicación N° 5, que agrega un artículo 7° nuevo, busca que el financiamiento compartido no quede asociado a la Unidad de Subvención Escolar (USE) y poder tener con ello una reajustabilidad.

Quiero hacer presente que, como Presidente de la Comisión, declaré la inadmisibilidad de las indicaciones N° s 4 y 5, planteadas por los parlamentarios antes señalados, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo prescrito en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución. Asimismo, hice presente que la indicación N° 6 se caería y que, por lo tanto, no debería ser tratada, debido a la declaración de inadmisibilidad del artículo 4° antes señalado.

Sin embargo, el diputado señor Robles solicitó votar la inadmisibilidad de las indicaciones N° s 4 y 5 declarada por el Presidente, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 25 de la ley orgánica del Congreso Nacional.

Puesta en votación la inadmisibilidad de las indicaciones parlamentarias, se revirtió la declaración del Presidente, por 6 votos a favor y 7 en contra.

A favor de la inadmisibilidad votaron los diputados señores Godoy, Macaya, Recondo, Santana, Silva y Von Mühlenbrock.

En contra de la inadmisibilidad, dando la mayoría para que las indicaciones pudieran ser objeto de tramitación, votaron los diputados señores Auth, Jaramillo, Lorenzini, Marinovic, Montes, Ortiz y Robles.

El ministro de Educación, señor Harald Beyer, no concordó con el contenido de la indicación N° 1), toda vez que la Superintendencia de Educación tiene, dentro de sus facultades, atribuciones que permitirán conocer en detalle el actuar de todos los establecimientos educacionales.

Respecto de la indicación N° 2), sostuvo que en un país que permite el financiamiento compartido, dado los descuentos que hoy establece la ley, no tiene sentido congelar el arancel, en términos reales, de los establecimientos particulares subvencionados. Añadió que existe un máximo para el financiamiento compartido, amén de descuentos asociados a este financiamiento.

La solución para el Ejecutivo es articular adecuadamente la subvención escolar preferencial con el financiamiento compartido, en lo cual se está trabajando, según señaló el ministro. 

En relación con la indicación N° 3), expresó que la ley SEP permite que los recursos de esta subvención se destinen a fines precisos, lo que será debidamente fiscalizado por la Superintendencia de Educación, de manera que esta indicación no sería necesaria.

Respecto de la indicación N° 4), que el Ejecutivo considera inadmisible, tal como señaló el Presidente de la Comisión, cree que no tiene mucho sentido vincular tan directamente a un estudio específico que supone una calidad específica, el monto de la subvención. La discusión en torno a los aumentos de subvención debe complementarse con información. Es más, el propio Ministerio concluyó recientemente un estudio acerca de una subvención costo-efectiva, pero no debe ligarse a un solo estudio, ni limitar el proceso deliberativo que se realiza en el Parlamento.

Finalmente, la indicación N° 5), que busca fijar nominalmente el valor del techo del financiamiento compartido, no sería apropiada -según el ministro- atendido que se está buscando aumentar la calidad de la educación mediante el aporte de mayores recursos por parte del Estado, a lo cual debe contribuir también la familia. 

Sometida a votación la indicación N° 1), se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes.

Puesta en votación la indicación N° 2), fue rechazada por 6 votos a favor y 7 en contra.

Sometida a votación la indicación N° 3), se aprobó por 10 votos a favor y 3 abstenciones.

Puestas en votación las indicaciones N° 4) y 6), se aprobaron por 7 votos a favor y 6 en contra.

Sometida a votación la indicación N° 5), se aprobó por 7 votos a favor y 6 en contra. 

Tratado y acordado en sesiones de fechas 4, 10, 11, 16, y 17 de abril de 2012, con la asistencia de los diputados señores Auth, Godoy, Jaramillo, Lorenzini, Macaya, Marinovic, Montes, Ortiz, Recondo, Robles, Santana, Von Mühlenbrock y de quien habla, según consta en las actas respectivas.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.

¿Habría acuerdo para limitar las intervenciones a cinco minutos por diputado?

No hay acuerdo.

Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, todavía conservo un poco de desgano en el tratamiento de este importante y trascendental proyecto sobre financiamiento de la educación. Digo desgano, porque en su relato, el diputado informante de nuestra Comisión de Hacienda, señor Ernesto Silva, hizo mención de algunos artículos a los que quisimos formularles indicaciones, y que son de enorme interés e importancia, sobre todo porque involucran miles de millones de pesos para la educación. Haber escuchado aquello en el informe me produce ese desgano. 

Las cifras entregadas hablan por sí solas del significado de este proyecto. El resultado aún está por verse. Yo diría que vamos un poco lento -quisiéramos que fuera rápido- en el camino de lo que aspiramos para la educación en Chile. 

El mejoramiento de la educación es, sin duda, un tema complicado de enfrentar. Digo esto por el mal resultado de la Prueba Inicia que conocimos ayer, que involucra a más del 63 por ciento de los egresados de Pedagogía. Escuchaba al ministro expresar su desencanto por ese resultado, que aparece como deficiente, ni siquiera como regular. Tremenda situación la que estamos viviendo.

Ello enciende la alarma roja sobre la forma en que están siendo formadas y ubicadas en la sociedad aquellas personas sobre cuyos hombros recae la educación de nuestros niños. Se trata de una situación realmente preocupante y que requiere una acción rápida y urgente. Queremos, de una vez por todas, la educación de la que tanto se habla, que representa el inicio de la transformación de un país. 

Se supone que el proyecto apunta a mejorar los niveles de educación, por la vía de inyectar más recursos al sistema. Es decir, aumenta las subvenciones preferenciales y de concentración, que son las destinadas a apoyar a quienes tienen a su cargo la educación de los alumnos más vulnerables de nuestra patria. 

Por ello, cabe preguntarse si la mayor cantidad de recursos que inyectaremos al sistema servirá para obtener los resultados que todos esperamos, reforzar la educación pública, o más bien, incrementará las ya abundantes utilidades que obtienen los sostenedores de establecimientos privados, situación que no se da a entender con mucha claridad en los informes de las Comisiones de Educación y de Hacienda que relataron nuestros colegas. Repito: las abundantes utilidades de los sostenedores de establecimientos privados, ¿mejorarán la condición laboral de quienes ejercen funciones al inte-
rior de ese sistema? La respuesta debería ser afirmativa, si el problema solo se limitara a la falta de recursos. Pero creo que existe una multiplicidad de problemas asociados, que no necesariamente mejoraremos con el proyecto, aun cuando se avance en algunos aspectos económicos. Por ejemplo, es un avance el que se establezca la obligación de los privados de informar al Ministerio de Educación sobre montos de remuneraciones y bonos que pagan a su personal.

Además, me parece muy importante -más aún después de la información que entregó la Contraloría a comienzos de este año- que se configure como notable abandono de deberes de los alcaldes el destinar el monto de las subvenciones a fines distintos a los educacionales. Sabemos, por la información conocida, que muchos municipios recibieron cientos de millones de pesos para estas subvenciones, recursos que no están aclarados; otros destinaron esos dineros a pagar gastos distintos a los de educación. Esta preocupación nos compete a todos. 

En fin, hacer un esfuerzo económico siempre es relevante en esta materia, que es la más importante para un país que quiere crecer. Sin embargo, reitero mi aprensión de que solo por esta vía no lograremos solucionar las dificultades en esta área. La educación en Chile tiene un problema como sistema, y su solución requiere reformas que van más allá de lo puramente económico.

Por su intermedio señor Presidente, le digo al ministro -a quien admiro por su dedicación y preocupación por la Prueba Inicia-, que no me cabe duda que el proyecto tiende a mejorar la situación económica. ¡Claro! Pero la pregunta es cómo vamos a reforzar lo netamente pertinente, cual es que estos beneficios lleguen a quienes corresponde y a quienes entregan educación.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ramón Barros.

El señor BARROS.- Señor Presidente, en primer lugar, saludo a nuestro ministro, a quien felicito, como bien dijo el diputado que me antecedió en el uso de la palabra, por su dedicación y por la impronta que le ha impuesto al Ministerio de Educación, organismo de tanta importancia.

Mi querido colega Enrique Jaramillo también dijo que el proyecto era importante y trascendental, aunque él lo miraba con desgano. Al revés, yo lo miro con absoluta confianza debido a nuestro ministro.

Es cierto que en esta materia no se trata solo de incorporar más recursos. Recordemos que la Prueba Inicia es una evaluación, cuyos resultados conocimos ayer. Es muy importante que esa prueba nos vaya indicando el nivel de los profesores que estamos incorporando al sistema para que enseñen a nuestros hijos.

También se han establecido becas para que los alumnos destacados puedan estudiar gratis la carrera de pedagogía, de manera de ir mejorando la educación en las aulas.

Ahora, es conocida la rentabilidad de invertir en los primeros años de enseñanza y tener una educación inicial de calidad para dar mayores oportunidades de aprendizaje en los siguientes niveles educativos. Proveer educación en esos niveles tiene más costos, por cuanto se requiere más profesionales por cada curso. Por ello, se propone un aumento sustancial para la subvención regular que se entrega a los alumnos que cursan prekínder y kínder. Vale decir, se trata de intentar nivelar la cancha. Ya nadie discute que la discriminación o la falta de apoyo en los niveles inferiores determina de por vida lo que ocurrirá con esos niños en la educación, ya no preescolar, sino que escolar, media y universitaria.

El proyecto aumenta los recursos en 18,5 por ciento, pasando de una subvención que actualmente asciende a 38.719 pesos mensuales por alumno, a 45.511 pesos. Este incremento beneficiará a más de 305 mil alumnos del sector municipal y particular subvencionado.

Además, dicho aumento se une al incremento de 1,5 por ciento que experimentó esa subvención con la aprobación de la Ley 
N° 20.201, de Calidad y Equidad de la Educación, que comenzó a regir en marzo de 2012.

Por lo tanto, durante los primeros años de Gobierno la subvención regular para prekínder y kínder ha crecido en 20 por ciento real. Ese esfuerzo en recursos permitirá financiar una educación inicial de mayor calidad, así como apoyar los aumentos de cobertura para esos niveles, ya que 77.500 alumnos que están en edad de asistir a prekínder y kínder no lo hacen en la actualidad. Vale decir, se inician con la cancha en contra.

Incremento de la subvención preferencial para los alumnos prioritarios.

La subvención escolar preferencial, SEP, apunta a entregar mayores oportunidades de aprendizaje a los alumnos que pertenecen al 40 por ciento más vulnerable de la población, reconociendo la necesidad de contar con más herramientas para ayudar y estimular los aprendizajes de dichos estudiantes y así avanzar hacia una educación con mayor calidad y equidad. Por ello, durante el Gobierno actual se aprobó, a través de la ley 
N° 20.550, de octubre de 2011, un incremento de 21 por ciento para la SEP, permitiendo además una mayor autonomía en su uso, ya que faculta, por ejemplo, la contratación de docentes.

Siguiendo ese mismo camino, el proyecto de ley en discusión pretende aumentar considerablemente dichos recursos, por la vía de igualar los montos que reciben los cursos para la nueva educación básica, o sea, de 1° a 6° básico, más prekínder y kínder, en una cantidad mensual de 32.356 pesos, y desde 7° básico hasta 4° medio con un aporte de 21.564 pesos.

Sin duda, esos incrementos significan duplicar la subvención para 7° y 8° año básico, así como para toda la enseñanza media. Por su parte, los aportes para 5° y 6° año básico aumentan en 50 por ciento.

Aumento de la subvención regular para todos los alumnos del país.

De manera adicional, se incrementa la subvención regular en 3,5 por ciento para todos los alumnos de enseñanza básica y media del país que asisten a establecimientos que reciben subvención del Estado. Ese incremento se une al aumento del 1,5 por ciento aprobado por la ley N° 20.501, viéndose beneficiados cerca de 3,4 millones de alumnos.

Entendamos que el proyecto implica un costo fiscal de casi 85 mil millones de pesos para 2012, de 159.680 millones de pesos para 2013 y de 174.455 millones de pesos para 2014.

Por lo tanto, valoro profundamente el proyecto, en especial porque beneficia a las zonas rurales -como la que represento-, donde todavía no se ve que los niños asistan a prekínder y a kínder, algo tan importante para su vida futura.

Por ello, anuncio que respaldaremos al Gobierno y al ministro Harald Beyer y votaremos a favor esta importante y trascendente iniciativa, como la calificó don Enrique Jaramillo.

Respecto de las indicaciones, al menos yo las votaré en contra, porque, a nuestro entender, se alejan de las ideas matrices del proyecto en discusión.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Venegas.

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, voy a partir de una manera inusual, con la conclusión final, ya que es muy difícil votar en contra un proyecto de ley que aumenta los recursos para la educación en general y, particularmente, para la preescolar, como se ha señalado.

Entonces, no me queda más remedio que expresar nuestras diferencias, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, las que fueron debidamente señaladas en la Comisión de Educación al señor ministro que nos acompaña.

¡Cómo no estar de acuerdo con el aumento de la subvención para prekínder y kínder! ¡Cómo no estar de acuerdo con el aumento de la SEP para alumnos prioritarios, que fue una subvención creada durante el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, o con el aumento de la subvención escolar general! Pero cuando vemos el detalle, nos encontramos con algunas cosas que es necesario señalar.

En primer lugar, si bien el incremento de la subvención preescolar es importante, ya que alcanza a 305 mil alumnos, lo que aplaudimos, todavía estamos lejos de la cobertura plena, porque tenemos del orden de 500 mil niños en edad de asistir a ese nivel de la enseñanza.

En segundo lugar, si la apuesta fue aumentar la SEP, previamente deberíamos haber hecho -como se lo señalé al ministro y es conocido por la opinión pública- un estudio acabado y profundo respecto del uso que se está dando a esos recursos, porque transversalmente se han usado mal, al punto que ha debido dictarse una ley para subsanar en parte esa situación. Hoy, algunos municipios están siendo investigados como consecuencia del mal uso de esos recursos.

Entonces, no se trata de colocar más recursos, sino de colocarlos bien y donde son necesarios. Si un instrumento demuestra que es inadecuado, debemos hacerle las correcciones antes de inyectarle más recursos. Es como tener un mal administrador y seguir pasándole plata.

En tercer lugar, el aumento real de la subvención regular es de 3,5 por ciento. En la ley de Presupuestos creció otro 1,5 por ciento, lo que implica un incremento de 5 por ciento.

Quiero recordar que Su Excelencia el Presidente de la República dijo públicamente que se comprometía a doblar la subvención en un período de ocho años; o sea, durante su Gobierno esta debería llegar a lo menos al 50 por ciento. Pero vamos en 5 por ciento y ya lleva la mitad de su mandato. Entonces, me parece insuficiente el incremento, y así lo he señalado.

Pero resulta más grave este tema, porque todos sabemos que el problema de la educación y del desfinanciamiento está presente en el subsistema municipal de educación.

Según la Asociación del Municipalidades, dicho subsistema tiene un déficit de 170 mil millones de pesos. Entonces, ¿qué ocurre? Prácticamente, mediante este proyecto de ley, se entregarán en igualdad de condiciones los recursos al sistema municipal y al sistema particular subvencionado. No hay mayores diferencias, excepto en relación con la SEP, porque, obviamente, los alumnos más vulnerables se concentran en el sistema municipal.

Aproximadamente, un 53 por ciento de estos recursos, que son más de 170 mil millones, queda en el sistema municipal, pero un 47 por ciento queda en el sistema particular subvencionado. Lo expreso con el siguiente ejemplo. Si en una familia hay un niño enfermo, débil y delgadísimo y, otro, sanito y gordito, ¿de quién se deben preocupar más los padres? Es obvia la respuesta; el sentido común indica que se deben invertir más recursos en el que está débil. Sin embargo, aquí se les da a todos por igual. Entonces, ¿qué hacemos, si con el aporte que se hace al sistema municipal apenas se resolverá en forma mínima su problema de déficit? En cambio, el colegio particular subvencionado maximizará sus utilidades. El que tiene déficit es el sistema municipal; el sistema particular subvencionado arroja hoy, incluso, utilidades a la mayoría de sus sostenedores.

Ahora, ¿me van a decir que se trata de una actitud anticolegios subvencionados? No. Estoy reclamando por un imperativo de justicia, pues las políticas públicas tienen que ir en el sentido contrario. Decimos que queremos defender la educación pública, pero se presentan proyectos de ley en un sentido exactamente opuesto, pues, lejos de acortar las brechas, lo que hacen es reforzar las diferencias entre la educación municipal y la particular subvencionada.

No hagamos caricatura. No hablo en contra de los particulares subvencionados, sino de que no se debe discriminar. Como lo dije: vamos a resolver los problemas de los colegios del sistema particular subvencionado.

Por lo tanto, tengo mis reparos a este proyecto de ley, entre otras cosas, porque no se avanza en una resolución estructural del problema. La discusión sobre el financiamiento de la educación tiene que abordar otras materias. Por ejemplo, preguntarse, ¿cuál es el costo de educar a niños que viven muy lejos de su establecimiento? No cuesta lo mismo educar a un niño de un colegio rural de mi zona en la Región de La Araucanía, provincia de Malleco, en el aislado Lonquimay, que a niños de zonas de gran concentración urbana como es el gran Santiago. 

Asimismo, falta considerar el capital social de las familias. No es lo mismo educar a niños de una familia cuyos padres apenas tienen la enseñanza básica completa, que a niños con padres profesionales. No puede costar lo mismo. También debemos tomar en cuenta las condiciones de habitabilidad de las familias. En nuestro país es una tragedia que haya niños que no tienen un espacio digno ni las condiciones mínimas para estudiar. Entonces, ¿se puede dar un mismo tratamiento al problema?
Hay que tener presente el tema de los desplazamientos, la comodidad, la distancia, las condiciones de alimentación de los alumnos, los trastornos psicológicos asociados a la condición de vulnerabilidad que tienen esos alumnos. 

Por otra parte, la capacidad de gestión de los municipios está limitada por la legislación vigente, lo que también genera costos diferentes a la hora de administrar el sistema. Hemos pedido una audiencia al señor ministro -lamentablemente todavía no responde positivamente- para plantearle la idea de una subvención diferenciada que oriente mayores recursos hacia la educación municipal, que es la que atiende la mayor proporción de los alumnos vulnerables. Lo más probable -por eso partí por ahí con mi discurso- es que el argumento central de este debate sea que es imposible oponerse a un proyecto que aumenta los recursos para la educación. Sin embargo, pese a ello, el aporte de nuevos recursos aumentará la brecha existente de capacidades entre la educación particular subvencionada y la municipal. Y seguirá siendo la educación municipal la que mayor proporción de alumnos vulnerables atienda.

Por lo tanto, a mi entender, es un imperativo de justicia dar más recursos a quien más lo necesita y que atiende a los niños más pobres de este país.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel Monsalve.

El señor MONSALVE.- Señor Presidente, sí es posible votar en contra un proyecto de ley que si bien aumenta la subvención para la educación, no resuelve uno de sus núcleos centrales, que está en la base del debate de las políticas públicas en Chile, que tiene que ver con una educación de mala calidad y con una tremenda brecha de 
desigualdad. La iniciativa no resuelve la demanda de hacerse cargo de dos núcleos de problemas que tiene la educación. Tengo la convicción de que esa etapa de la historia en que el argumento para que el Parlamento aprobara un proyecto de ley era “el proyecto contempla mejoras en la medida de lo posible” terminó.

La república de la que somos parte, y de la que son parte millones de ciudadanos, persistentemente nos ha dicho, a partir de masivas movilizaciones, que quieren que el Estado, el Ejecutivo y el Parlamento resuelvan cómo tener una educación que responda a la demanda de calidad, equidad, igualdad y justicia. Ello no es posible sin una educación pública fuerte. Los ciudadanos demandan que esta educación pública sea gratuita, de calidad, pluralista y que permita efectivamente darle la fisonomía que nosotros queremos a nuestra sociedad; que a partir de esa educación, esta sea una sociedad donde la gente surja desde sus capacidades y no desde la condición socioeconómica de la familia donde nació.

Durante muchos años, se han hecho modificaciones a la subvención escolar y, permítanme decirlo, los resultados siguen siendo los mismos. Hay cien puntos de diferencia entre los resultados del Sistema de Medición de Calidad de la Educación (Simce) entre un colegio particular pagado y un colegio municipal público. Esos cien puntos de diferencia también serán la diferencia que tendrán esos niños respecto de sus posibilidades de formación y de su condición de vida futura tanto para ellos como para su familia. Allí está la base de la inequidad y la desigualdad en Chile.

Por lo tanto, permítanme decir que no puedo recibir como válido el argumento de que este es un proyecto que establece mejoras en la medida de lo posible, que algo avanza. La sociedad no está pidiendo que se haga algo en la medida de lo posible, sino que el Parlamento, el Gobierno y la sociedad, en su conjunto, efectúen cambios que efectivamente resuelvan los problemas que se han puesto en la agenda pública.

Respecto del artículo 2° del proyecto, que propone un reajuste de 3,5 por ciento del valor de la subvención regular, primero, no se cumple con el compromiso del Presidente de la República durante su campaña, en el sentido de garantizar y duplicar el monto de la subvención regular durante los ocho años que sigan a su elección. Tampoco se contempla en el proyecto de ley cuál es el cronograma que tiene el Gobierno, aparte de esta propuesta de reajuste del 3,5 por ciento. ¿Cuál es el reajuste que va a dar el próximo año y el año siguiente? ¿Cómo se va a llegar a duplicar el monto de la subvención? Eso no queda claro en este proyecto de ley. No se elimina ni se propone eliminar el financiamiento compartido, que sigue siendo una forma que profundiza las desigualdades, donde, en definitiva, el Estado entrega subvención a jóvenes provenientes de familias de clase media o de altos ingresos. Pero, además de la subvención, se concede un aporte que no permite que sean los niños de menores ingresos quienes más reciban, que son los que más necesitan, sino que, por la existencia de esta política, finalmente se favorece a los que tienen mejor capital social al interior de sus familias. 

Eso no se resuelve en este proyecto de ley.

Tampoco se soluciona en él lo planteado por la propia Asociación Chilena de Municipalidades, que debe hacer un importante aporte a la educación pública. Porque la subvención se entrega en base a asistencia y no a matrícula. Y reitero: esta materia se ha planteado en numerosas ocasiones, y la presente iniciativa no la aborda.

Por último, permítanme decir que no solo desde la Oposición, sino que también desde muchos sectores de la sociedad chilena se ha dicho que si queremos fortalecer la educación pública, ella debe tener un financiamiento basal. Y esto tampoco se enfrenta en el proyecto de ley que debatimos. 

Como diputado de una zona caracterizada por la pobreza, como es la provincia de Arauco, y en particular la comuna de Lota, donde tal vez la educación constituye, desde nuestra perspectiva, la herramienta central, debo señalar que no nos podemos conformar con “un ajuste en la medida de lo posible”.

Por lo tanto, anuncio que la bancada del Partido Socialista y quien habla votaremos en contra el proyecto de ley, porque esperamos un debate más estructural y no “un ajuste en la medida de lo posible”.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Germán Verdugo.

El señor VERDUGO.- Señor Presidente, aquí se han planteado varias materias que merecen alguna reflexión respecto de este proyecto, al cual se le pretende dar un alcance más allá de lo planteado: que resuelva todos los problemas pendientes de la educación chilena, que se han ido acumulando durante tantos años. 

Pero la verdad es que con la presente iniciativa se busca precisamente mejorar la situación de aquellos que se encuentran en una situación más desmejorada y a quienes hay que dar una solución urgente: los alumnos de la educación preescolar y los más vulnerables, a través de la Subvención Escolar Preferencial.

En esta Sala se han planteado algunas dudas que, por cierto, uno siempre las puede tener. 

Se ha preguntado si los recursos servirán para mejorar la educación o para mejorar las utilidades de los particulares-subvencionados. Al respecto debo señalar que para eso aprobamos en este Parlamento la Agencia de Calidad y la Superintendencia de Educación, las que, en el fondo, tienen la responsabilidad de fiscalizar cómo se utilizan esos recursos. 

Es conveniente y necesario hacer aquí también una precisión, porque pareciera ser que la subvención se le está otorgando al establecimiento educacional y no a los alumnos. Si bien los recursos llegarán a los establecimientos, la subvención irá al alumno. Por eso, hacer una diferencia entre los escolares que estudian en la educación municipalizada y aquellos que lo hacen en un colegio particular-subvencionado es, sin duda, una discriminación respecto de esos niños, que, en mi opinión, es incomprensible e intolerable.

La utilización de los recursos de la ley SEP es una preocupación que hemos tenido desde el momento en que aprobamos esa ley, que es extraordinariamente importante. Además, se han tomado medidas para ir mejorando la inversión en los alumnos que se encuentran en situación de vulnerabilidad. 

Pero en esto existe una responsabilidad que no es de quien otorga los recursos, sino más bien de quien debe usarlos. En este caso, las unidades educativas y los sostenedores son los que tienen la responsabilidad de elaborar los planes educativos conducentes al logro de los objetivos que la ley persigue: mejorar la educación, entre otros. No se puede responsabilizar por el mal uso de los recursos a quien los aporta, sino a quien los administra. En esta materia, nuevamente estamos cayendo en una apreciación equivocada que entorpece la discusión del proyecto y que, a lo mejor, lleva a tomar decisiones equivocadas, como las que hemos escuchado, de rechazar esta iniciativa y los recursos propuestos, orientados justamente a solucionar los problemas de los alumnos más vulnerables. 

Es importante distinguir qué queremos como utopía y qué tenemos que solucionar en este momento. ¿Cuál es la urgencia? La urgencia es ir entregando los recursos para mejorar el sistema educacional.

Por otra parte, me llama poderosamente la atención que se hagan críticas como las señaladas a esta iniciativa, que lo único que pretende es intentar lograr un objetivo que la sociedad entera anhela: una educación de mejor calidad. 

No existen diferencias -aquí se señaló- entre los municipales y los particulares-subvencionados. Yo creo que sí existen, y una muy importante, cual es que -se afirmó también en esta Sala- a los colegios municipalizados asisten los alumnos más vulnerables y que a ellos se les están entregando más recursos. O sea, esos alumnos más vulnerables y esos establecimientos educacionales municipalizados serán quienes obtendrán una mayor cantidad de recursos tanto por alumno vulnerable como por concentración de alumnos.

Si se analiza este proyecto sin un sesgo político, no podemos si no manifestar que es extraordinariamente importante, porque nos permite seguir avanzando, como lo hemos hecho durante varios años, a través de iniciativas aprobadas por esta misma Sala que, de alguna forma, han posibilitado que la calidad de la educación en nuestro país mejore. 

Queremos una mejor educación; queremos una educación de calidad. Pero, para eso debemos contar con los recursos que este proyecto de ley ofrece. No cabe duda de que debemos mejorar la gestión de los establecimientos educacionales. La responsabilidad de los sostenedores es fundamental en la administración de esos recursos.

Por lo expuesto, considero que el proyecto en comento necesariamente debe ser aprobado; si no, estaremos traicionando las aspiraciones de muchas personas, de numerosos alumnos, especialmente, los más vulnerables, que son los que requieren más recursos para tener una mejor educación.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rodrigo González.

El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, este pudo haber sido un gran proyecto para la educación chilena, y así lo esperaba la mayor parte -por no decir todos- de los actores educacionales. Porque, qué duda cabe de que el sistema educacional, en su conjunto, requiere un mayor financiamiento, si cuando discutimos este tema en la Comisión, se señaló que todos los estudios indicaban que la subvención escolar debía llegar a un valor que oscilara entre los 100 mil y los 120 mil pesos.

Por eso, lamentamos que el proyecto se haya presentado en la forma disminuida y mezquina en que se hizo y que no da solución, ni siquiera mínima, a los gravísimos problemas de financiamiento que tiene el sistema educacional.

Este proyecto no recoge la demanda que plantearon los estudiantes y los “pingüinos” cuando hicieron su movimiento educacionales hace unos tres años; tampoco se recogen las propuestas que el año pasado motivaron las movilizaciones del movimiento estudiantil, durante los ocho meses en que la educación estuvo paralizada; tampoco recoge la recomendación de la inmensa mayoría de los expertos educacionales de todas las tendencias y señales políticas y de los más diversos países que recomiendan, primero, un mayor aporte y responsabilidad del Estado en la educación y, segundo, un incremento del aporte que actualmente se hace a las escuelas en las cuales existe un aporte del Estado a la educación.

Esta recomendación, que ha sido hecha por los técnicos de la OCDE, no ha sido recogida en esta iniciativa. Actualmente, la educación en Chile es una de las más segmentadas, segregadas y privatizadas del mundo. Sin embargo, a la luz de este proyecto, el incremento que hoy se aporta resulta misérrimo.

El proyecto tampoco recoge la necesidad de un diálogo profundo entre los actores. En El Mercurio de Santiago del domingo pasado apareció un artículo relacionado con la conferencia de un experto internacional sobre la necesidad de mejorar la calidad de la educación en las escuelas más pobres y especialmente en las aulas. Lo primero que recomendaba ese experto era que hubiera un mayor aporte del Estado y, en segundo lugar, que para que una reforma educacional profunda tuviera éxito, debía recoger la opinión de los actores educacionales. De lo contrario, ninguna reforma podría tener duración y llegar al fondo de las necesidades de los países.

Por eso, me voy a referir en particular a cada uno de los puntos que plantea el proyecto y que, a mi juicio, son altamente insuficientes.

En primer lugar, el aumento de la subvención general de 3,5 por ciento, no recoge el compromiso del Presidente de la República de incrementar la subvención escolar en un ciento por ciento en ocho años. Así lo planteó la Asociación Chilena de Municipalidades, que exigió en la Comisión que el aumento fuera de por lo menos 25 por ciento. 

El aumento que aquí se propone anticipa la forma en que se incrementarán y distribuirán los recursos en la reforma tributaria, en virtud de la cual se fortalecerá más bien al sector privado de la educación.

Lo que sí se dirá es que este proyecto de ley incrementa sustantivamente los fondos destinados a la Ley de Subvención Escolar Preferencial, lo que es efectivo. Hay un aumento a la Subvención Escolar Preferencial que es muy encomiable y deseable. Sin embargo, este incremento no ha sido acompañado por una fiscalización y evaluación de cómo ha marchado la Ley de Subvención Escolar Preferencial durante los últimos años. No se evaluó en el año 2008 y ha habido una evaluación parcial de la Contraloría durante los años 2009 y 2010. La evaluación que hizo el Ministerio de Educación -según consta en los antecedentes entregados en la Comisión de Hacienda- establece que apenas el 1,5 por ciento de los fondos habría tenido objeciones.

(Hablan varios señores diputados a la vez)
El señor ministro de Educación conversa y no escucha lo que estamos hablando en esta Sala. Me parece que es la forma como, en general, el Gobierno ha ido acogiendo todas las propuestas que hemos hecho. 

En la Comisión se propuso el establecimiento de una mesa de trabajo en la cual se tocaran a fondo todos los temas e insuficiencias que tiene el sistema de financiamiento de la educación chilena; que se planteara un financiamiento basal a la educación pública; que se planteara un cambio sustantivo a la subvención que se entrega por asistencia media en los establecimientos y que perjudica principalmente al sector municipalizado. Pero ninguna de esas propuestas encontró acogida. 

También planteamos la necesidad de revisar el financiamiento público, ya que, dada la baja de la matrícula en la educación pública, esos recursos van en mayor proporción hacia la educación privada. Por lo tanto, se requiere un plan de salvataje de la educación pública. Pero ninguna de estas propuestas fue escuchada; tampoco se consideró que el tema del financiamiento no puede tratarse sin un cambio institucional en el sistema de la educación pública y sin que se eche a andar un conjunto de reformas que sean tratadas en esa mesa de conversación con los profesores, con los estudiantes, con los asistentes de la educación, con los padres y apoderados, con los representantes de las universidades y de los centros académicos.

Para realizar una reforma en serio, donde los actores sean considerados realmente, es necesario un cambio completo y un incremento mucho más sustantivo al sistema de financiamiento de la educación. Hoy, la Subvención Escolar Preferencial es una vergüenza. El Ministerio de Educación no la ha fiscalizado y en la mayor parte de los municipios no se utiliza para beneficiar a los alumnos más pobres, sino que muchas veces se destina a otros objetivos educacionales e, incluso, a propósitos que no tienen relación con la educación. Así lo ha confirmado una enorme cantidad de informes de la Contraloría General de la República; sin embargo, el Estado tolera la impunidad respecto de esa utilización de recursos provenientes de la Subvención Escolar Preferencial.

Por otra parte, además de estar pendiente la reforma de la institucionalidad pública, que es necesaria, mantiene esa discriminación consistente en entregar mayores recursos a los sectores privados.

Por último, en la Comisión votamos negativamente el proyecto porque fue rechazado por la Asociación Chilena de Municipalidades, el sector más directamente interesado en el tema y porque no se consultó a los profesores, ni a los movimientos sociales, ni a los actores educacionales. Además, la iniciativa se discutió con prisa y sin profundidad en la Comisión y se votó en bloque, tanto en general como en particular, lo que demuestra que ni siquiera se dieron las condiciones para el debate en profundidad que requería un proyecto de esta naturaleza.

Por estas razones y por considerar que es necesario incrementar en forma sustantiva el financiamiento de la educación, como lo planteaba la intencionalidad de este proyecto, objetivo que no se cumplió, votaremos en contra, porque no aceptamos que se sigan presentando proyectos parche que no entregan ninguna solución a los grandes problemas de la educación chilena.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Ha terminado el tiempo del Orden del Día, pero aún quedan diez diputados inscritos para intervenir sobre este proyecto. 

¿Habría acuerdo para continuar la discusión y votarlo en la sesión ordinaria de mañana?

Acordado.

VII. PROYECTOS DE ACUERDO

RECONOCIMIENTO DE EX CONSCRIPTOS COMO VÍCTIMAS DE ACTOS ILEGALES DEL ESTADO. Preferencia.
El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En el tiempo de Proyectos de Acuerdo, la diputada señora Carolina Goic, jefa del Comité Demócrata Cristiano, ha solicitado, con el acuerdo de todos los Comités, que se trate con preferencia el proyecto de acuerdo N° 606, que solicita el reconocimiento de los ex conscriptos que cumplieron el Servicio Militar Obligatorio entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990.

El señor Prosecretario dará lectura a la parte resolutiva del proyecto de acuerdo.

El señor LANDEROS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 606, del señor Fuad Chahín; de las señoras Carolina Goic y Adriana Muñoz, y señores Andrade, Marinovic, Accorsi, Saffirio, Ojeda, Schilling y Hugo Gutiérrez, que en su parte dispositiva expresa lo siguiente:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que, en uso de sus atribuciones constitucionales y atendidas las materias de su iniciativa exclusiva, presente un proyecto de ley que reconozca a los conscriptos que realizaron su Servicio Militar Obligatorio entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990 su condición de víctimas de actos ilegales y arbitrarios de parte del Estado de Chile, cuyo efecto considere, a lo menos, las siguientes materias:

1. El reconocimiento de tales conscriptos como víctimas de actos ilegales y arbitrarios del Estado de Chile, por la actuación de las Fuerzas Armadas.

2. La creación de una Comisión Nacional de Reconocimiento y Reparación de las Víctimas del Servicio Militar Obligatorio entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990.

3. La formulación de un proceso de calificación de las víctimas y de los actos ilegales y arbitrarios de que habrían sido objeto.

4. La definición de prestaciones pecuniarias y no pecuniarias de reparación, considerando los ingresos que se dejaron de percibir (o daño patrimonial) o los estudios que se dejaron de cursar, las lagunas previsionales ocasionadas, los presumibles daños físicos y psicológicos, las muertes por accidentes o suicidios presumiblemente ocasionadas, la incorporación al Programa Prais, el otorgamiento de becas estudiantiles para las víctimas y sus cónyuges e hijos, y subsidios habitacionales especiales, entre otros beneficios.

5. La definición de un proceso de investigación interna en las instituciones de las Fuerzas Armadas para los casos de muerte accidental o por suicidio, que establezca los hechos y las responsabilidades respecto de tales muertes.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco la buena disposición de todos los Comités para tratar con preferencia este importante proyecto de acuerdo.

Asimismo, saludo a los dirigentes de las diversas organizaciones que agrupan a los ex soldados conscriptos, en particular a don Luis Burgos, que en las distintas comunas de nuestra región ha tenido una participación muy importante en la organización de las personas afectadas. 

Durante la dictadura militar, miles de jóvenes, en ese entonces menores de edad y la inmensa mayoría perteneciente a familias modestas, fueron obligados a cumplir con el Servicio Militar Obligatorio. Algunos debían hacerlo solo por un año; sin embargo, estuvieron dos y tres años cumpliendo con esa obligación en condiciones extremadamente complejas. Incluso, muchos de ellos tuvieron que dejar de lado sus valores y principios. Además, no solo debieron realizar el servicio militar, sino que fueron obligados a trabajar en el Servicio Militar del Trabajo.

Si bien el Servicio Militar Obligatorio no era remunerado, por ley correspondía que se les enteraran sus cotizaciones previsionales, lo que nunca se hizo, hasta 1990.

Durante mucho tiempo, miles de personas han venido solicitando algo muy justo: que el Estado se haga cargo no solo del daño previsional, sino también, en muchos casos, del daño psicológico causado por el Servicio Militar Obligatorio que tuvieron que cumplir con la patria.

Cuando el actual Presidente de la República era candidato, se comprometió públicamente a darles una solución. Sin embargo, transcurridos ya más de dos años de su mandato, solo tenemos reuniones, comisiones y anuncios, pero ninguna respuesta concreta a lo prometido a esos miles de familias que continúan esperando a lo largo de todo Chile.

Hoy, los primeros que entraron a cumplir el Servicio Militar Obligatorio están ad portas de jubilar; por eso, es fundamental que aprobemos este proyecto de acuerdo, como lo hemos hecho en dos oportunidades en legislaturas anteriores, para dar una señal clara y contundente de que, por lo menos, la Cámara de Diputados está a favor de las legítimas reivindicaciones de los ex conscriptos y quiere evitar que se siga dilatando una respuesta. El Gobierno debería ingresar un proyecto de ley al Congreso Nacional para dar una justa respuesta a sus demandas, por las que han esperado durante tantos años.

Por eso, pido la aprobación de este proyecto de acuerdo.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Miodrag Marinovic.

El señor MARINOVIC.- Señor Presidente, el 22 de diciembre de 1978, mientras millones de chilenos se preparaban para celebrar la Navidad, otros miles de chilenos, de los cuales muchos nos acompañan en las tribunas, estaban en los pasos fronterizos de Monte Aymond y Dorotea y en los 4 mil kilómetros de frontera de Chile para defender nuestra patria frente al peligro externo.

Simplemente, durante muchos años, los chilenos nos hemos hecho los lesos respecto del compromiso y de la deuda que tenemos con muchos soldados, que estuvieron dispuestos a trabajar y a dar muchas cosas no solo durante los dos años de conscripción, sino hasta por períodos de cinco años, sin previsión ni salud, postergando compromisos familiares, personales y toda una vida por delante.

Son muchos los problemas que los ex soldados conscriptos enfrentaron durante el tiempo en que les correspondió servir a la patria. Por eso, esta causa que estoy defendiendo hoy la he asumido como personal, porque el sábado pasado me comprometí con la Asociación de Ex Soldados Conscriptos de Magallanes a trabajar estos dos años que me quedan como parlamentario para que realmente haya un reconocimiento a lo que están planteando. 

Por lo tanto, en el nombre de la Bancada Regionalista invito a todos los colegas a apoyar esa causa.

Este no es un tema político, ni de Derecha, ni de Izquierda, ni de ningún sector. Es un asunto que nos convoca a todos, por distintos motivos, para que entreguemos justicia a muchos miles de chilenos que estuvieron dispuestos a dar la vida por la patria.

Esta situación no está prescrita, pues está en el corazón de miles de chilenos.

Por eso, llamo a nuestros colegas a votar a favor de este proyecto de acuerdo que busca beneficiar a esos ex soldados conscriptos.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Solicito la unanimidad de la Sala para otorgar la palabra al diputado René Manuel García, a fin de que intervenga a favor de este proyecto de acuerdo.

No hay acuerdo.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, entonces pido la palabra para hablar en contra.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Pero está inscrito en primer lugar el diputado señor Ramón Barros.

Tiene la palabra señor diputado.
El señor BARROS.- Señor Presidente, en la Cámara se han aprobado cuatro o cinco proyectos de acuerdo sobre esta materia, muchos de los cuales también fueron encabezados por representantes de las bancadas de la Alianza por Chile.

Por lo tanto, me parece un aprovechamiento político incalificable que quienes gobernaron durante veinte años y nunca movieron un dedo para resolver este problema, hoy aparezcan defendiendo esta causa.

En consecuencia, aun con esta prevención, anuncio nuestro voto favorable.

He dicho.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Para intervenir en contra, tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, en primer lugar, “agradezco” al diputado que no dio la unanimidad para que pudiera intervenir, porque seguramente le da miedo que se diga la verdad.

Voy a ser muy honesto. Hace muchos años que estamos luchando para que se reconozca esta situación. Pero no quiero ser causante de una desilusión más a la gente que está en las tribunas. Este sería el tercer o cuarto proyecto de acuerdo que se aprobaría con el mismo objetivo. Pero más que simplemente apoyar un proyecto de acuerdo, lo importante es respetar la palabra empeñada, que vale mucho más.

Por lo tanto, si nuestro Gobierno se comprometió a hacer un análisis exhaustivo y a estudiar los problemas de los ex conscriptos, entonces eso debe primar, y no los proyectos de acuerdo, por lo demás, se han tratado cuatro y no han sido considerados.
(Aplausos en las tribunas).

Existe un compromiso. Yo mismo hice entrega al ministro del Interior y Seguridad Pública de un disco compacto que me entregó el presidente de la organización de estos ex conscriptos para que sea estudiado, y el ministro se comprometió a analizarlo y a hacerlo realidad. Por ello, queremos ver qué pasará.

Por último, cuando uno es gobierno, debe citar a la gente, escucharla y llegar a un entendimiento.

Como lo expresé antes, debe prevalecer nuestra palabra empeñada sobre un papel. La gente de campo siempre dice: “Mi palabra vale más que una escritura”. Aquí está la oportunidad para que el Gobierno demuestre que su palabra está empeñada con los ex conscriptos de Chile.

(Aplausos en las tribunas).

Por esa razón, y no por este proyecto de acuerdo, votaré favorablemente, para que a los ex conscriptos se les solucionen, de una vez por todas, los problemas que han debido enfrentar por más de veinte años.

Espero que, una vez más, el Presidente Piñera arregle los problemas heredados.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 83 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D'albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón Gonzá-



lez Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Zalaquett Said Mónica.

-Los asistentes a las tribunas entonan, de pie, el himno nacional.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de Internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VIII. INCIDENTES

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité de Renovación Nacional.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

REFLEXIONES SOBRE EFECTOS POLÍTICOS DE RESULTADOS DE ÚLTIMAS ELECCIONES EN EUROPA.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En el tiempo del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el diputado señor Marcelo Schilling.


El señor SCHILLING.- Señor Presidente, probablemente, esta intervención será considerada como atípica, porque como aquí predomina la vulgaridad de pensar que la política es para resolver los problemas concretos de la gente, felicitarse por la elección de François Hollande como Presidente electo de la República de Francia puede carecer de todo sentido práctico. Pero no creo que sea así. 

Hoy, debido a la crisis económica, en el mundo existe un gran debate. Los conservadores y la Derecha tradicional sostienen que, una vez más, los costos de la crisis los deben pagar los pueblos. El ejemplo más reciente de ello ocurrió en España, donde el señor Rajoy ha propuesto capitalizar el banco privado Bankia, que ha entrado en crisis, con dineros de todos los españoles. Estamos ante el absurdo de que, a quienes fueron los responsables de la crisis, hay que pagarles para ayudar a salir de ella. 

La elección de Hollande y lo que sucedió en Grecia abren la esperanza a los pueblos del mundo que creen que las crisis deben tratarse con otros procedimientos: estimular el crecimiento, para dar empleo, seguridad social y, en definitiva, el estado de bienestar. Eso es lo que se está abriendo paso hoy en Europa con el resultado de la elección en Grecia, que algunos lo presentan como una catástrofe, que va directo a la ingobernabilidad. ¡Eso es falso! La Izquierda que ganó y creció es pro europea, pero es pro crecimiento también. ¡No queremos políticas de austeridad en Europa, en el mundo ni, mucho menos, en Chile!

He dicho.


INFORMACIÓN SOBRE PROBLEMAS EN SISTEMA DE AGUA POTABLE RURAL Y ALCANTARILLADO DE SECTOR SAN ISIDRO-CALINGASTA, COMUNA DE VICUÑA. Oficios.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, en primer lugar, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas para que nos informe acerca de la situación que afecta al sistema de agua potable rural y alcantarillado del sector San Isidro-Calingasta, comuna de Vicuña.

La información que me trasmitió la directiva del APR de dicha localidad y los dirigentes del sector, particularmente el presidente de la junta de vecinos de Calingasta, señor Yerman Rojas, es que existe un problema con la planta de tratamiento. Aún no existe una resolución sanitaria respecto del alcantarillado del APR y se está cobrando un valor acumulativo desde la marcha blanca, pese a que el convenio se firmó con posterioridad. Cobran el 70 por ciento de los metros cúbicos de consumo de agua por concepto de recolección y el ciento por ciento por el tratamiento y por cargo fijo. 

Inicialmente, las obras fueron ejecutadas por la empresa Icafal, cuyo valor fue de 1.200 millones de pesos, y la unidad técnica de la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas.

La segunda etapa de alcantarillado, que consta de más de ochenta casetas sanitarias, estuvo a cargo de la empresa Pérez-Castro y la unidad técnica fue la Municipalidad de Vicuña, que tampoco recepcionó los trabajos. Se trató de una inversión adicional de cerca de 900 millones de pesos.

Una vez cumplidos los plazos, la obra se amplió en 12 casetas sanitarias adicionales, también con pagos adicionales a esta última empresa. Sin embargo, la municipalidad pagó los recursos comprometidos en esta operación, pero sin previa recepción de las obras. 

Los dirigentes vecinales denuncian que buena parte de los trabajos están mal hechos y, por lo tanto, los vecinos no pueden hacer uso de las casetas sanitarias, por lo que el mismo comité de Agua Potable Rural de San Isidro-Calingasta ha debido cubrir gastos de reparación. Específicamente, me refiero a reparaciones de arranque, mejorías de la calidad de la red de distribución de aguas y a su conexión, al menos, en 12 casetas.

Lo que piden los dirigentes es que se realice una auditoría y que se investigue lo que sucedió. Estamos hablando de una obra de casi 2 mil millones de pesos, de larga data y de mucho tiempo de intervención que aún no está ciento por ciento perfeccionada.

Además, pido también que se oficie a la Contraloría General de la República, para solicitarle que evalúe si procede que esa entidad fiscalizadora inicie alguna investigación.

Igualmente, pido que se envíe copia de mi intervención al comité de Agua Potable Rural de San Isidro-Calingasta.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado Castro. 

LIMPIEZA DE FOSAS SÉPTICAS EN LOCALIDAD DE RIVADAVIA, COMUNA DE VICUÑA. Oficios.
El señor DÍAZ.- Señor Presidente, en segundo término, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas y al intendente de Coquimbo, a fin de solicitarles que adopten las medidas pertinentes para solucionar los problemas que afectan significativamente a la población de la localidad de Rivadavia, de la comuna de Vicuña. 

A pesar de los compromisos que se contrajeron en su momento, aún no se limpian las fosas sépticas de esa localidad. Estamos hablando de un sector que no cuenta con sistema de alcantarillado. 

Los dirigentes vecinales han ido a reclamar cuando las fosas sépticas se rebasan y vuelcan su contenido sobre la vía pública, pero no han sido escuchados. 

A pesar de que el señor Presidente representa a la Región de Magallanes, seguramente comprende esta situación que denuncio, porque el Valle del Elqui es una zona muy conocida, y sabe que está ubicado en una zona de pendientes, en un valle bastante estrecho. Entonces, cuando se rebasan las fosas sépticas que están en la parte superior, se ven perjudicas directamente las viviendas que se encuentran ubicadas en las zonas más bajas. Ese es el estado en que deben vivir los vecinos de la localidad de Rivadavia.

Por último, pido que se envíe copia de mi intervención a las dos juntas de vecinos de la localidad de Rivadavia, de la comuna de Vicuña.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado Castro. 

AUMENTO DE FISCALES Y DE RECURSOS ECONÓMICOS A FISCALÍA REGIONAL DE TARAPACÁ. Oficio.

El señor MARINOVIC (Presidente).- En el tiempo del Comité Mixto Partido Radical Socialdemócrata, Partido Comunista y MAIZ, tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, en el distrito que represento, de la Región de Tarapacá, hace tiempo iniciamos una lucha en contra de la corrución porque su resultado ha sido calificado como fecundo, el encarcelamiento de diversos actores relevantes de la vida política de nuestra región, como autoridades que ocuparon cargos de intendentes, alcaldes y jueces, que hoy sufren la persecución penal que merecen.

Esa situación ha generado una consistente campaña de hostigamiento hacia mi persona y hacia otras que trabajan conmigo, fundamentalmente abogados, contra los que esos corruptos no dudan en iniciar campañas tendenciosas, para desprestigiar su honra, así como la de quien habla. Incluso, han llenado la ciudad de planfletos en contra de este diputado. Sin embargo, esa situación ha llegado a límites inaceptables.

Hace algunos días, atentaron en contra de la vida de un abogado, colaborador de mi oficina parlamentaria distrital, y dispararon hacia su oficina. Cuando llegamos a tales niveles de atropello, que implican un atentado a la vida humana, hay que preocuparse del tema. 

Sabemos que cuando se emprende una lucha en contra de la corrupción, esos corruptos, que tienen influencias en todas partes, se organizan e inician campañas para enlodar a quienes están detrás de esas denuncias. Soy político y, por lo tanto, no debo vacilar ante tales campañas de desprestigio. Pero cuando se llega al extremo de atentar en contra de la vida de un ser humano, de un prestigiado abogado de la comuna de Iquique, el señor Marcos Quevedo, me parece que estamos ante una situación extrema. En consecuencia, es necesario adoptar medidas. 

Se presentó la correspondiente querella ante el Ministerio Público y ya la Policía de Investigaciones inició los análisis y diligencias necesarias para determinar quién fue el autor de esos disparos. Me parece que, hasta el momento, dicho organismo policial ha realizado un muy buen trabajo. 

Espero que se mantengan las medidas de protección en favor de ese abogado. No obstante, es inevitable constatar que el Ministerio Público de la región carece de los medios necesarios para avanzar en las querellas presentadas en contra de la corrupción, del fraude al fisco, actos de cohecho y una serie de malversaciones. 

Por lo anterior, pido que se oficie al fiscal nacional, a objeto de solicitarle que evalúe la posibilidad de asignar un mayor número de fiscales que puedan abocarse a esta tarea tan importante y relevante de mi región: terminar, de una vez por todas, con esta corrupción tan extendida, que tiene su base en el lavado de dinero, en el narcotráfico y en empresas mineras que no vacilan en dar dádivas y hacer promesas para que los políticos hagan lo que ellos esperan. 

Es necesario y urgente profundizar la lucha en contra de la corrupción, razón por la cual pido que se envíe este oficio al Ministerio Público, con la esperanza de que contemos con mayor personal en la región, especialmente fiscales, para que se aboquen a esta noble misión de terminar con la corrupción en mi región, fundamentalmente en 



Iquique y Alto Hospicio, zonas que constituyen puntos rojos saturados por la corrupción que se extiende a quienes tienen cargos políticos y que no titubean en usar su representación para enriquecerse.

Por lo tanto, insisto en que se oficie al fiscal nacional, con el objeto de solicitarle que se destinen más recursos económicos y más personal a la Fiscalía Regional de Tarapacá, para que se dediquen a la noble tarea de luchar contra la corrupción.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.41 horas.

PAULINA FAÚNDEZ PALOMINOS,

Jefa de la Redacción de Sesiones subrogante.


IX. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 14.33 horas.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

INCORPORACIÓN DE PASO FRONTERIZO CARIRRIÑE, REGIÓN DE LOS RÍOS, EN PROCESO DE PRIORIZACIÓN BINACIONAL CON ARGENTINA. Oficios.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, para su plena conectividad, la Región de Los Ríos requiere tener habilitados distintos pasos fronterizos con Argentina. En la actualidad, esa región cuenta con dos pasos internacionales: el paso Carirriñe, que solo funciona durante la temporada de verano, y el paso de Hua Hum, el cual ha sufrido problemas de conectividad, debido a los constantes inconvenientes de la barcaza que cruza el río Pirihueico.

Por lo tanto, como se encuentra vigente un convenio entre Chile y Argentina para la priorización de 14 pasos fronterizos, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, con el objeto de solicitar la incorporación del paso Carirriñe dentro de esa priorización binacional.

Chile y Argentina han convenido la manera de establecer una alianza productiva de vinculación entre ambas naciones, acuerdo que fue ratificado en la última visita que efectuó a nuestro país la Presidenta argentina. A través del acuerdo binacional de priorización de pasos, se busca mejorar la accesibilidad a ellos y la instalación de recintos aduaneros, así como el mejoramiento de la infraestructura que se requiere para el intercambio comercial de productos y la integración continental.

Por la importancia de lo antes mencionado, pido que se incluya el paso de Carirriñe y se estudie la factibilidad de instalar una aduana permanente en ese sector, con toda la implementación necesaria, y la agilización de los proyectos de asfaltado de la ruta Coñaripe-Liquiñe.

Asimismo, pido que se envíe copia de mi intervención al concejo de Panguipulli, al jefe de turismo de esa municipalidad, señor Pedro Burgos, y al gerente de la Corporación de Adelanto Amigos de Panguipulli, señor Armando Holzapfel.

Quiero destacar y reconocer la labor que han cumplido los concejales de esa comuna señores Rodrigo Valdivia y Osvaldo Riedemann, quienes han efectuado un esfuerzo permanente y han generado un impulso para sacar adelante ese proyecto.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados que así lo indican y de quien preside.

INFORMACIÓN SOBRE DILIGENCIAS DEL SERVIU Y ENVÍO DE INFORME TÉCNICO SOBRE CALIDAD DE VIVIENDAS DE VILLA NUEVA REGIÓN, COMUNA DE VALDIVIA. Oficios.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, en otro orden de cosas, en enero de este año, muchas familias del comité de vivienda Nueva Región, de la comuna de Valdivia, vieron su sueño hecho realidad al recibir la casa propia. Sin embargo, a las pocas semanas -tal como lo pude comprobar en terreno-, varias presentaron diversos inconvenientes, como humedad, instalaciones eléctricas en mal estado, calefones no conectados, problemas de drenaje en sus patios y malos olores provenientes del alcantarillado, entres otros.

La directiva de ese comité de vivienda se reunió con las autoridades del Serviu, a las que se informó de lo que estaba sucediendo, quienes les señalaron que se trataba de problemas de posventa, los que se encontraban en vías de solución por parte de la respectiva empresa constructora. No obstante, debido a las condiciones climáticas de Valdivia y por los problemas causados como consecuencia de las últimas lluvias, un gran número de familias se ha vuelto a ver afectado por problemas de inundación de sus viviendas, lo que las ha llevado a reiterar su reclamo. Incluso, hay vecinos que debido a la humedad que se produce al interior de sus casas han contraído graves problemas de salud.

Por eso, pido que se oficie al ministro de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de que nos dé a conocer los antecedentes respecto de todas las acciones que ha llevado adelante el Serviu para solucionar los reclamos de esos vecinos. Solicito que nos indique cuándo se recibió la primera denuncia y el cronograma de acciones que se ha elaborado.

Además, debido al mal tiempo que en invierno afecta a la zona, pido que me informe si se solicitó a la empresa constructora respectiva la agilización de las reparaciones, debido a que los problemas se arrastran desde la inauguración de esas viviendas, en el verano de este año, lo cual también consta en registros de prensa.

Asimismo, pido que se adjunte el informe técnico realizado por el Serviu sobre la calidad de esas viviendas, con la finalidad de verificar si se trata de un problema mayor o de un problema de posventa.

Quiero destacar la voluntad, las ganas y el empuje que pusieron esas familias para la obtención de sus viviendas, esfuerzo que no puede verse truncado por deficiencias que se observan o debido a la falta de fiscalización del cumplimiento de los estándares de construcción.

Por último, pido que se envíe copia de mi intervención a la presidenta del comité de vivienda Nueva Región, señora Isabel González, al señor Nelson Azócar, dirigente vecinal de la población Nueva Región, y a la señora Carmen Cortés, cuyas direcciones dejaré a disposición de la Secretaría.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados que así lo indican y de quien preside.

DEFICIENTES CONDICIONES LABORALES DE ENCUESTADORES DEL CENSO 2012 EN COMUNA DE VICUÑA. Oficios.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, en primer lugar, pido que se oficie a la ministra del Trabajo y Previsión Social, al ministro de Economía, Fomento y Turismo, al director nacional del Instituto Nacional de Estadísticas y al intendente de la Región de Coquimbo, para darles a conocer la denuncia que me hizo llegar, de manera reservada, un conjunto de trabajadores que hoy se desempeñan como encuestadores del Censo 2012 en la comuna de Vicuña.

Al momento de contratar a esas personas, a honorarios, y de prepararlos para la función que debían efectuar, se les ofreció un sueldo líquido de 300 mil pesos, colación, una oficina acondicionada para su labor y pasajes para los trabajadores que vivieran fuera de la comuna de Vicuña, en los pueblos aledaños.

¿Cuál es la situación que denuncian? Primero, que un compañero de trabajo fue despedido debido a las desavenencias que se produjeron con los supervisores por reclamar y exigir el cumplimiento de estos derechos. Trabajan desde las 9 de la mañana hasta las 21 horas, de lunes a sábados, y les exigen un mínimo diario de quince casas encuestadas y, al 5 de mayo, cumplirán un mes desde que comenzaron a censar.

Ahora les dicen que deben hacerse cargo del pago del 10 por ciento de retención del impuesto correspondiente y, además, de pagar un seguro de, aproximadamente, 8.000 pesos con cargo a sus propios ingresos. Nunca les han dado colación y ni siquiera están autorizados para tomarse un tiempo para esta, por lo tanto, tienen que alimentarse mientras están trabajando en la calle.

La oficina en la que desarrollan su labor de censistas no es higiénica, cuenta con una mesa y con cuatro sillas que recién trajeron la semana pasada, ellos mismos tuvieron que comprar una ampolleta para poder iluminarse. Los baños están tapados, por lo que no pueden tirar la cadena, ya que, si lo hacen, se rebasan. La encargada regional del INE de La Serena les prohibió tomar licencias médicas, bajo pena de ser despedidos. Finalmente, nunca le han entregado pasajes al personal que vive fuera de Vicuña.

Estas son las condiciones en que se está desarrollando el censo de esta década, el de 2012. Francamente, me parece impresentable. 

Se cambió el sistema de trabajo del censo, porque se afirmó que ahora sería mucho más moderno, de tres meses, y no de un día, como ocurría antes, por lo que se debió haber tenido plena conciencia de las condiciones laborales que debían ofrecerse.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría con copia de su intervención.


INVESTIGACIÓN POR EVENTUAL NEGLIGENCIA MÉDICA EN SERVICIO DE URGENCIA DEL HOSPITAL DE ANDACOLLO. Oficios.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, en segundo término, me referiré a una denuncia relativa al hospital de la comuna de Andacollo.

María es una madre soltera de cuatro hijos. Durante la tarde del viernes 14 de abril del año en curso, uno de ellos se sintió mal y, en la madrugada del sábado, sufría tal nivel de dolor que fue trasladado al servicio de urgencia del hospital de Andacollo. Allí fue atendido por un paramédico quien le preguntó acerca de los síntomas, lo revisó y, posteriormente, le diagnosticó “colon inflamado”. Le inyectaron Viadil para el dolor, lo mandaron a hacerse un examen de orina y lo enviaron de vuelta a su casa.

Al otro día, sin que el dolor cediera durante toda la noche, se hizo el examen, que fue entregado por su madre, y, pasado el mediodía del 15 de abril, con los resultados del examen, fue atendido por un doctor, quien no lo revisó -según me expresó la señora María- y, guiándose solo por el diagnóstico escrito en el informe del día anterior -que mencionaba colon inflamado y posibles cálculos en el riñón-, le volvieron a inyectar Viadil y lo enviaron a su casa.

Después de tanto insistir, mientras el dolor persistía, llevaron al niño al servicio de Urgencia del Hospital de Coquimbo, desde donde fue derivado a Urgencia del Hospital de La Serena para ser operado, ya que sufría de estrangulamiento testicular.

Como consecuencia de esto, el niño, de 14 años, perdió uno de sus testículos -según la madre, por la negligencia, debido a la atención y el diagnóstico tardíos- y continúa con dolores. La madre sostiene que aquí hubo negligencia médica.

He omitido los nombres del personal médico que lo atendió, precisamente para que se pueda desarrollar una investigación. Por ello, pido que se oficie al Servicio de Salud de Coquimbo y al Ministerio de Salud, para solicitarle la realización de una investigación a fin de atender esta denuncia. 

Voy a dejar copia de los antecedentes en la Secretaría de la Comisión, por lo que pido la debida reserva de las identidades -si es que se puede-, tanto del denunciante como de los denunciados, para los efectos de hacer llegar los antecedentes a los organismos competentes.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

REPOSICIÓN DE SEÑAL ABIERTA DE CANAL 13 EN COMUNA DE VICUÑA. Oficio.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, finalmente, pido el envío de un oficio al Consejo Nacional de Televisión, con el objeto de hacerle presente un planteamiento de los vecinos de la comuna de Vicuña.

Antes, en la comuna había una señal abierta de Canal 13, pero hoy no existe. Se ha intentado reponerla por distintas vías, pero ese esfuerzo ha sido infructuoso. Por eso, queremos la intermediación de dicho consejo, para que se evalúe si es posible restituir la señal, para que los vecinos de Vicuña, que no cuentan con cable, dispongan de una alternativa más, de manera que puedan disfrutar de los programas de entretención, de cultura y otros que la televisión abierta brinda en Chile.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia íntegra de su intervención. 


INFORMACIÓN SOBRE DESPIDO DE FUNCIONARIO Y CIERRE DE FAENAS DE PEQUEÑOS PRODUCTORES MINEROS DE LA REGIÓN DE ATACAMA. Oficios. 
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Robles.
El señor ROBLES.- Señor Presidente, me ha llegado una carta de una persona de mi región que plantea algo realmente serio. Dice que empezó a trabajar el 14 de febrero del 2011 en un programa de ayuda a la pequeña minería, financiado por el Fondo Nacional de Desarrollo Regional. Ese funcionario fue designado para trabajar con el ingeniero señor Miguel Fort. Ahora, dado que el encargado del programa es el seremi de Minería de la Región de Atacama y que el señor Fort tenía problemas con él, debió renunciar en agosto del 2011.

Según lo que me explica, el seremi lo habría maltratado y afectado laboralmente. Tanto es así que, en noviembre de 2011, por una razón absolutamente poco racional, a mi juicio, el seremi amenazó y, finalmente, despidió sin justificación a ese trabajador, quien posteriormente envió una carta a la Contraloría, para pedir que le paguen el sueldo, y otra al subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, para denunciar lo sucedido y varias otras irregularidades. Hasta ahora no ha tenido respuesta. Me parece extraordinariamente importante que los ciudadanos reciban respuesta a sus inquietudes de parte de las autoridades. 

Por lo tanto, en mi calidad de fiscalizador, pido que se oficie al ministro de Minería, a objeto de solicitarle un reporte completo sobre el particular, puesto que se denuncia que el seremi de Minería habría remitido al director regional del Sernageomin un listado de 135 pequeños productores mineros para que les cierren las faenas por no presentar algunos documentos en la Secretaría Regional Ministerial, como fotocopias del carné, del contrato de arriendo, etcétera. Al respecto, no es necesario requerir los documentos oficiales. Hay formas de solicitar a los pequeños mineros la documentación que los avale.

Se denuncia que el seremi de Minería habría enviado una instrucción al Sernageomin para el cierre de faenas de 135 pequeños mineros de la Región de Atacama, sin ninguna razón aparente.

Además, se denuncia que el seremi de Minería arrendaría una camioneta para uso personal, en circunstancias de que la Seremía cuenta con una camioneta con logo asignada para dicho uso, que debe ser utilizada de acuerdo a las instrucciones de la Contraloría. Quiero que se me informe respecto a este punto.

Igualmente, me interesa que se me informe también sobre las causas del despido del funcionario Jaime Núñez Salinas, quien trabajó en esa repartición.

De igual forma, quiero que el ministro de Minería me informe acerca de su política en esta materia, porque me parecen bastante graves las denuncias que hace ese funcionario y que, según me plantea en la carta, también fueron enviadas al señor subsecretario.

Dado mi rol fiscalizador, espero que la respuesta llegue antes de los treinta días que determina la ley, de modo de poder evaluar 



las observaciones planteadas por el trabajador.

Finalmente, me gustaría que se enviara copia de mi intervención a todas las asociaciones de pequeños mineros de la Región de Atacama: a la Asociación Minera de Copiapó, a la Asociación Minera de Tierra Amarilla, a la Asociación de Pirquineros de Tierra Amarilla, a la Asociación Minera de Caldera, a la Asociación Minera de Chañaral, etcétera, sobre todo en lo que dice relación con el cierre de faenas de 135 pequeños productores mineros, porque me parece sumamente grave una medida de esas características si, como se plantea, simplemente no se han entregado algunos documentos. Es decir, les cierran las faenas por una razón muy ilógica, puesto que las facilidades para esa gestión es lo mínimo que se espera de una autoridad, especialmente cuando se trata de pequeños mineros, que no siempre entienden qué documentos deben presentar o en qué momento deben hacerlo.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.49 horas.

PAULINA FAÚNDEZ PALOMINOS,

Jefa de la Redacción de Sesiones subrogante.
X. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular. (boletín N° 8292-13)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley destinado a modificar la regulación legal de los trabajadores de casa particular contenida en el Código del Trabajo. Respecto de quienes no viven en la casa de su empleador, se propone modificar la jornada de trabajo; mientras que en el caso de quienes viven en la casa de su empleador, se propone especificar el día domingo como día de descanso semanal, aumentar el descanso mensual y modificar la composición de su remuneración.

I. ANTECEDENTES


Los trabajadores de casa particular son quienes se dedican en forma continua al servicio de aseo y asistencia propios o inherentes al hogar de una o más personas naturales. 


La relación contractual de los trabajadores de casa particular tiene características especiales que la diferencian de la generalidad del resto de los vínculos laborales. Dichas especificidades, se manifiestan principalmente en el destinatario de los servicios (un empleador que no es necesariamente una entidad que desarrolle un giro comercial o industrial), la naturaleza del servicio prestado (labores que implican tareas relacionadas a la vida cotidiana) y el espacio físico en que dichas labores se desenvuelven (inmuebles cuyo destino final es servir de habitación privada).


En Chile, los trabajadores de casa particular han sido reconocidos por la legislación como trabajadores dependientes propiamente tales, desde el Código del Trabajo del año 1931. Desde entonces, y con el objeto de adecuarse a su realidad, las regulaciones que han regido a estos trabajadores siempre han tenido en vista sus distinguibles características, estableciendo algunas reglas legales diferenciadas respecto del resto de los trabajadores dependientes.


Estas labores de asistencia al hogar particular son parte relevante de la realidad nacional. En efecto, aun cuando muchas veces pueda ser visto como un trabajo invisible, su existencia facilita el acceso y las posibilidades de empleo remunerado para quienes deben simultáneamente cumplir responsabilidades familiares y laborales, especialmente cuando en dicho hogar existen personas que merecen atenciones especiales, como niños y adultos mayores.

II. ESTIMACIONES DEL NÚMERO DE TRABAJADORES DE CASA PARTICULAR


Da cuenta de la extensa realidad de este tipo de labores la Nueva Encuesta Nacional de Empleo correspondiente al trimestre noviembre de 2011 a enero de 2012, de acuerdo a la cual en Chile existe un total de 370.563 de personas que se dedican al servicio doméstico. Un 95% corresponde a mujeres y un 5% a hombres. 


De este total, la distribución entre quienes prestan estos servicios es la siguiente:


1) Bajo la modalidad “puertas afuera”, 314.964 personas. Dentro de este segmento, el 94.7% lo representan mujeres.


2) Bajo la modalidad “puertas adentro”, 55.600 personas. Dentro de este segmento, el 98.2% lo representan mujeres. 

III. REGULACIÓN LEGAL ACTUAL DE TRABAJADORES DE CASA PARTICULAR 


La normativa que rige a los trabajadores de casa particular, especialmente su jornada de trabajo y descanso, se encuentra regulada en el Código del Trabajo (Libro I, Título II, Capítulo 5°). 


En síntesis, esta regulación se refiere a las siguientes materias:


1) Concepto: 


Son trabajadores de casa particular “las personas naturales que se dediquen en forma continua, a jornada completa o parcial, al servicio de una o más personas naturales o de una familia, en trabajos de aseo y asistencia propios o inherentes al hogar” (inciso primero del 
artículo 146 del Código del Trabajo).


2) Tipos de trabajadores de casa particular: 


Se distingue entre quienes ejercen sus labores viviendo en la casa del empleador (llamado comúnmente “puertas adentro”) o no viviendo en la casa del empleador (llamado comúnmente “puertas afuera”). Hoy, la relevancia de esta clasificación permite diferenciar la jornada, descanso aplicable y composición de la remuneración para cada caso.


3) Jornada y descanso de los trabajadores de casa particular que no viven en la casa del empleador:


No puede exceder en ningún caso de 12 horas diarias, teniendo dentro de esta jornada un descanso no inferior a una hora imputable a ella. En consecuencia, el máximo de las horas efectivamente trabajadas puede alcanzar 11 horas diarias.


A su vez, su descanso semanal se rige por las reglas generales.


De este modo, respecto de un trabajador de casa particular que no vive en la casa de su empleador, la legislación autoriza que éste pueda permanecer en sus labores hasta un máximo de 12 horas diarias, durante seis días a la semana. 


4) Jornada y descanso de los trabajadores de casa particular que viven en la casa del empleador: 


Su jornada de trabajo está determinada por la naturaleza de la labor, debiendo concederse normalmente un descanso absoluto mínimo de 12 horas diarias. Entre el término de la jornada diaria y el inicio de la siguiente, el descanso debería ser de un mínimo de 9 horas ininterrumpidas. 


Respecto a su descanso semanal, tienen derecho a un día completo de descanso a la semana, el cual puede ser fraccionado en dos medios días a petición del trabajador. 


Además, tienen derecho a descanso en todos los días festivos. La ley regula el ejercicio y compensación de estos días de descanso. 


5) Prestaciones en especie (habitación y alimentación) pueden revestir el carácter de remuneración: 


De conformidad con la regulación legal vigente, la remuneración es la contraprestación que recibe el empleador del trabajador por causa del contrato de trabajo, la cual puede ser en dinero o en especie. En el caso de los trabajadores de casa particular que viven en la casa de su empleador, la ley permite que una parte de la remuneración sea pagada a través de las prestaciones de alimentación y habitación. Con todo, la remuneración mínima en dinero deberá ser al menos equivalente al monto del ingreso mínimo mensual que se encuentre vigente. 


6) Asimilación de otra categoría de trabajadores: 


Además, la ley dispone que la normativa sobre los trabajadores de casa particular se aplicará también a: 


a) Choferes de casa particular, y


b) Quienes realicen trabajos iguales o similares de aseo y asistencia propios o inherentes al hogar, en instituciones de beneficencia cuya finalidad sea proporcionar los beneficios propios de un hogar a personas con necesidades especiales de protección o asistencia. Cabe hacer presente que, de acuerdo al criterio de la Dirección del Trabajo, esta excepción no incluye a quienes prestan servicios de carácter médico.

IV. FUNDAMENTOS


Al proponer la presente modificación legal, se han tenido presente las particularidades de los servicios prestados por los trabajadores de casa particular. 


En este sentido, nuestro Gobierno recibió el relevante aporte de asociaciones de trabajadoras de casa particular representativas del sector, así como de la Oficina Subregional de Santiago de la Organización Internacional del Trabajo. Dentro de las consideraciones evaluadas en conjunto con dichas entidades, se ilustró la común situación de que muchos de los empleadores que contratan el servicio de trabajadores de casa particular, lo hacen impulsados a no dejar desatentos a sus hijos durante el tiempo que dedican a trabajar. Por ello, obviar dicha situación significaría desconocer la realidad de muchas personas que deben compatibilizar trabajo con deberes del hogar. 


Asimismo, también se ha tenido presente el hecho de que los trabajadores de casa particular no son miembros de la familia del hogar en el que trabajan, sino que en rigor trabajadores de la misma, que también muchas veces dejan de atender a sus propias familias por el hecho de encontrarse prestando servicios domésticos.


Como consecuencia de lo anterior, la presente propuesta pretende compatibilizar las condiciones en que se realiza este trabajo, con las particularidades concretas en que se desenvuelve. 

V. CONTENIDO DEL PROYECTO


1. Modificaciones respecto de los trabajadores de casa particular que no viven en la casa de su empleador


Al efecto, esta iniciativa propone reducir su jornada actual de trabajo, estableciendo la siguiente regulación legal:


a) Jornada semanal:


Se regirá por las reglas generales del resto de los trabajadores, esto es, el régimen actual de hasta 66 horas semanales de trabajo efectivo, se reducirá a un máximo efectivo de 45 horas, en régimen, las que se podrán distribuir hasta en un máximo de seis días. 


Esta reducción de la jornada se implementará progresivamente a través de un régimen transitorio, no pudiendo el empleador unilateralmente rebajar la remuneración como consecuencia de esta reducción de la jornada de trabajo. 


b) Duración máxima de la jornada diaria: 

La permanencia diaria en el trabajo no podrá exceder de 12 horas continuas, considerando tanto tiempo de trabajo como tiempo de descanso. 


c) Descanso dentro de la jornada diaria: 


Este descanso se regirá por las reglas generales del resto de los trabajadores, esto es, será de al menos 30 minutos. Este período de descanso no se imputará a la jornada de trabajo.


d) Bolsa semanal de horas adicionales: 


Las partes podrán acordar por escrito hasta un máximo de quince horas semanales adicionales, no acumulables a otras semanas. Estas horas deberán ser pagadas por el empleador con al menos un recargo del 50% sobre el sueldo convenido y podrán distribuirse en la forma que las partes lo acuerden. A falta de pacto escrito, se imputarán a la bolsa a las horas trabajadas en exceso de la jornada pactada, con conocimiento del empleador. 


Siendo que esta bolsa de horas es complementaria a la jornada de los trabajadores, el máximo de horas de trabajo que se puede utilizar se implementará progresivamente, a través de un régimen transitorio. 


2. Modificaciones respecto de los trabajadores de casa particular que viven en la casa del empleador


En cuando a la normativa que rige la situación de quienes viven en la casa de su empleador, se proponen las siguientes modificaciones:


a) Descanso semanal:


Se fija como día de descanso semanal mínimo el domingo, descanso que no será fraccionable.


b) Aumento de los días de descanso mensual: 


Se establecen dos días de descanso dentro del mes calendario. Las partes podrán acordar el fraccionamiento de estos días en medias jornadas, así como la acumulación de su ejercicio dentro del respectivo mes calendario. 


Si las partes no acordaren la oportunidad o fraccionamiento para el ejercicio de dichos días, el empleador se encontrará obligado a otorgarlos en el día hábil anterior al domingo en la primera y en la tercera semana de cada mes, los cuales usualmente recaerán en día sábado.


Así, estos días deben necesariamente traducirse en días de descanso, siendo obligación del empleador otorgarlos. Además, no pueden ser compensados en dinero. Con todo, si la relación laboral terminare y estos días no se hubieren otorgados, será obligación del empleador compensarlos en dinero, pudiendo eventualmente configurar una infracción laboral.


c) Pago de la remuneración en dinero: 


Las prestaciones de habitación y alimentación otorgadas por el empleador no podrán ser parte de la remuneración. De este modo, no podrán ser imputadas al pago de cotizaciones previsionales.


En mérito de lo expuesto, someto a la consideración de esta Honorable Cámara el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- 
Introdúzcase las siguientes modificaciones al Libro I del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: 

1) Elimínase en el inciso primero de su artículo 54 la expresión “y los de casa particular”.

2) Sustitúyanse el inciso primero de su artículo 149 por el siguiente:

“La jornada de los trabajadores de casa particular que no vivan en la casa del empleador estará sujeta las siguientes reglas:

a) No podrá exceder de cuarenta y cinco horas semanales, sin perjuicio de lo establecido en la letra d);

b) Se podrá distribuir hasta en un máximo de seis días;

c) Le será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 34;

d) Las partes podrán acordar por escrito hasta un máximo de quince horas semanales adicionales de trabajo, no acumulables a otras semanas, las que serán pagadas con un recargo no inferior al señalado en el inciso tercero del artículo 32. 

En caso de que el acuerdo no conste por escrito, se imputarán al máximo de quince horas semanales indicadas en esta letra, las horas trabajadas en exceso de la jornada pactada, con conocimiento del empleador, y

e) El período que medie entre el inicio y el término de las labores en ningún caso podrá exceder de doce horas continuas, considerando tanto la jornada como el descanso dentro de ella.”.

3) Sustitúyanse el literal a) del inciso segundo de su artículo 150 por los siguientes literales a) y b), pasando su actual letra b) a ser c):

“a) Tendrán derecho a descanso semanal los días domingo;

b) Tendrán derecho a dos días adicionales de descanso dentro de cada mes calendario. Las partes acordarán por escrito su distribución, fraccionamiento en medias jornadas o su acumulación dentro del respectivo mes. A falta de acuerdo, el empleador deberá otorgarlos en el día hábil anterior al domingo de la primera y de la tercera semana de cada mes calendario. Los descansos señalados en esta letra no podrán ser compensados en dinero mientras la relación laboral se encuentre vigente, y”.

4) Modifícase su artículo 151 del siguiente modo:

a) Sustitúyase en su inciso primero la oración “, comprendiéndose además del pago en dinero efectivo, los alimentos y la habitación cuando los servicios requeridos exijan que el trabajador viva en la casa del empleador”, por la siguiente: “y en moneda de curso legal, sin que pueda comprender los alimentos y la habitación, los cuales siempre serán de cargo del empleador”.

b) Suprímase de su inciso segundo la frase “en dinero”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio.- 
Las modificaciones introducidas por el artículo único de la presente ley, comenzarán a regir a contar del primer día del tercer mes posterior a su publicación en el Diario Oficial. 

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, las horas máximas señaladas en las letras a) y d) del inciso primero del artículo 149 del Código del Trabajo, modificado por esta ley, comenzarán a regir a contar del primer día de cumplido el segundo año desde la entrada en vigencia de esta ley. Con anterioridad a dicha fecha, regirá lo siguiente: 

1.- A contar de la entrada en vigencia de esta ley, la jornada señalada en la letra a) del inciso primero antes mencionado, no podrá exceder en ningún caso de sesenta horas semanales. Además, no regirá el máximo de horas adicionales semanales a que se refiere la letra d) del mismo inciso. 

2.- A contar del primer día de cumplido un año desde la entrada en vigencia de esta ley, la jornada señalada en la letra a) del inciso primero antes mencionado, no podrá exceder de cincuenta y cuatro horas semanales. Además, el máximo de horas adicionales semanales a que se refiere la letra d) del mismo inciso será de seis horas. 

Artículo segundo transitorio.- 
El empleador no podrá unilateralmente rebajar la remuneración como consecuencia de la reducción de jornada de trabajo o aumento de días de descanso dispuestos en esta ley. 

Cuando por aplicación de lo dispuesto en la letra a) del artículo 149, modificado por esta ley, y en el artículo transitorio anterior, se reduzcan las jornadas de los trabajadores de casa particular, el empleador no podrá unilateralmente imputar a la retribución de dicha jornada el pago por las horas adicionales a que se refiere la letra d) del mismo inciso.

Artículo tercero transitorio.- 
Respecto de los contratos de trabajo que se encontraren vigentes a la fecha de entrada en vigor de esta ley, los días o fracciones de días de descanso convenidos en exceso de los mínimos legales que rijan a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se imputarán a los dos días adicionales de descanso establecidos en la letra b) del inciso segundo del artículo 150 del Código del Trabajo, modificado por esta ley.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; EVELYN MATTHEI FORNET, Ministra del Trabajo y Previsión Social”.

2. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378 que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el Fondo de Apoyo Regional (FAR). (boletín N° 8289-15)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a la consideración de esa H. Cámara un proyecto de ley que modifica la Ley N° 20.378 que crea un Subsidio Nacional al Transporte Público Remunerado de Pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el Fondo de Apoyo Regional (FAR). 

I. ANTECEDENTES


El Sistema de Transporte Público para la ciudad de Santiago, denominado Transantiago, comenzó su etapa de régimen en febrero del año 2007. El nuevo sistema de transporte apuntaba principalmente, junto con formalizar de mejor manera el desarrollo de esta actividad, a promover el uso del transporte público, reducir la contaminación y disminuir la congestión vial, mediante la integración física, operacional y tarifaria de los distintos modos de transporte.


La necesidad de superar la crisis operacional y financiera que experimentó Transantiago posterior a su implementación, derivó en un acuerdo entre Gobierno y oposición, que permitió incorporar recursos mediante la creación de un subsidio permanente y otro transitorio, los que quedaron plasmados en la Ley N° 20.378, que creó un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros.


El acuerdo recién señalado se orientó, principalmente, a reconocer el efecto financiero de privilegiar a los estudiantes con una tarifa rebajada y la necesidad de lograr un equilibrio operacional y financiero sobre el Transantiago, en base a proyectar el comportamiento de ingresos y costos del sistema para los siguientes años, logrando así una estimación de los subsidios permanente y transitorio requeridos para el Transantiago hasta el año 2014, inclusive. En este contexto, lo que se estimó es que los márgenes adicionales de financiamiento se lograrían mediante alzas en las tarifas del sistema.

Para que la decisión de mantener o elevar las tarifas respondiera estrictamente a aspectos técnico-financieros, en el Artículo 14 y siguientes de la Ley N° 20.378 se estableció la creación de un panel de expertos que habría de determinar mensualmente las eventuales alzas de tarifas que serían requeridas por el sistema con el propósito de equilibrarlo financieramente, considerando previamente los recursos provenientes del subsidio y de los pasajes pagados por los usuarios.

Dicho panel entró en funciones en febrero de 2010, a partir de la dictación de su Reglamento (D.S. N° 40, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, publicado en Diario Oficial de 16 de febrero de 2010), decretándose la primera alza en abril de 2010. 

El actual Gobierno, con el propósito de mejorar la situación del sistema, presentó al Congreso Nacional en julio de 2010 dos proyectos de ley. El primero, orientado a modificar el Régimen del Transporte Público Concesionado, de manera de regular de mejor forma esta actividad, y dotar al Estado de facultades que le permitieran renegociar los contratos, en ese entonces, vigentes y rediseñar algunos aspectos del Sistema de Transporte Público de la ciudad de Santiago, lo que se plasmó en la dictación de la Ley N° 20.504 en enero de 2011, y en el proceso de rediseño y renegociación de contratos que se llevó a efecto entre esa fecha y fines de 2011. El segundo proyecto de ley consistió en un incremento del Subsidio Nacional Transitorio al Transporte Público Remunerado de Pasajeros, dado que las proyecciones de alzas de tarifas para el año 2010 y siguientes, requeridas para alcanzar el equilibrio financiero del sistema, superaron ampliamente las estimadas al momento de la discusión de los subsidios contenidos en la ley N° 20.378. Dicho segundo proyecto finalmente fue aprobado mediante Ley N° 20.468, en octubre de 2010. Ambas iniciativas contaron con un amplio apoyo parlamentario, en atención a que existió un acuerdo transversal en el sentido de reconocer las necesidades que los motivaban y hacer efectiva la voluntad de todos los sectores con miras a superarlos.

La Ley N° 20.468 inyectó recursos del orden de cuatrocientos millones de dólares al Sistema de Transporte Público de Santiago, distribuidos en cinco años y una cifra equivalente para las demás regiones del país, además de reponer fondos del subsidio a las restantes regiones del país que tuvieron que ser redireccionados en su ejecución, con motivo de la situación de emergencia económica ocurrida por el terremoto de febrero 2010. Asimismo, permitió moderar y distanciar las alzas de tarifas de los años 2010 y 2011, que de no haber contado con dichos aportes adicionales habrían tenido una periodicidad mucho mayor, afectando seriamente la economía de los habitantes de Santiago.

Por su parte, en el marco de las atribuciones conferidas por la Ley N° 20.504, el Gobierno ha suscrito nuevos contratos de concesión de uso de vías orientados principalmente a:

a.
Focalizar la operación en la calidad de los servicios y la satisfacción al usuario, redefiniendo el actual rol del concesionario de uso de vías para efectos de alcanzar el estándar de calidad deseado.

b.
Aportar a la reducción del déficit del Sistema.

c.
Reconocer la necesidad de adecuación de los servicios a las necesidades cambiantes de la población y al constante movimiento de la ciudad.

d.
Disminuir los transbordos que deben efectuar los usuarios; para ello se termina con la distinción de zonas alimentadoras y troncales.

e.
Orientar la fiscalización y sanciones administrativas al logro de los objetivos antes indicados. 

Adicionalmente, el proceso de renegociación de los contratos arrojó mayor claridad sobre las estructuras de ingresos y costos que permitirán lograr un equilibrio del sistema y mantener en régimen sus niveles de eficiencia. 

Esta mayor información sobre los ingresos y costos del sistema permite concluir que los recursos considerados en el subsidio permanente de Transantiago, destinado a compensar el menor pago de pasaje que hacen los escolares, no son suficientes para cubrir los requerimientos de dicho sistema, mantener su equilibrio operacional y financiero y permitir la continuidad de los servicios de transporte público, a pesar de los esfuerzos realizados y de los cambios efectuados a éste. En el hecho, el subsidio aprobado por $ 115.000.000 miles, requiere de un incremento de a lo menos $ 75.000.000 miles para alcanzar un punto de cobertura suficiente para la referida compensación. Asimismo, se aprecia que los recursos que la ley contempló para el año 2011 como subsidio adicional, efectivamente llevaron al sistema a un punto de equilibrio, controlando el déficit, pero la proyección decreciente de dichos recursos no se condice con la escasa variación que presentan las necesidades del sistema para los años venideros. Por lo tanto, resulta imperioso el mantener los niveles de subsidio al rango del año 2011, ya que, de lo contrario, implicaría generar una escalada de alzas de tarifas, con los consabidos efectos que ello conlleva para las personas de menores recursos, que constituyen la mayoría de los usuarios de Transantiago.

En otro orden de ideas, en todas las leyes tramitadas sobre esta delicada materia, se ha mantenido el principio de paridad entre el subsidio asignado a la Provincia de Santiago más las comunas de San Bernardo y Puente Alto, y las demás regiones y comunas del país. Luego, tales recursos han permitido llevar a efecto una serie de mejoras en las condiciones del transporte y la conectividad de todo el territorio nacional, a través de importantes rebajas a las tarifas de adultos y escolares, servicios de transporte en zonas aisladas y obras de infraestructura de apoyo al transporte público y al transporte en general. Sin embargo, en la práctica se ha podido comprobar que la ejecución y provecho del subsidio podrían ser muy superiores si se flexibilizaran ciertos mecanismos y metodologías que contempla la Ley N° 20.378, y se permitiera extender la rebaja de tarifas a todo el país y a los diferentes escenarios regulatorios existentes. Los objetivos de promoción del transporte público asociados a este importante recurso podrían lograrse de mejor forma, generando además una apertura a las posibilidades de uso de los fondos, que hoy se encuentran adscritos a una compleja modalidad de “cascada”, y sujetos a parámetros y fórmulas relacionadas de manera estrecha con el pasaje escolar. 

En razón de lo expuesto, es que el Supremo Gobierno, habiendo recibido además la petición expresa de los Diputados integrantes de la Comisión de Obras Públicas y Transportes de la Cámara de Diputados H. Diputados Gustavo Hasbún Selume, Joaquín Tuma Zedán, Juan Carlos Latorre, Pepe Auth, Clemira Pacheco, Leopoldo Pérez, Alejandra Sepúlveda, René Manuel García y Javier Hernández, como asimismo del actual Presidente de dicha Cámara, H. Diputado Nicolás Mönckeberg, el Primer Vicepresidente, H. Diputado Carlos Recondo y el Segundo Vicepresidente, H. Diputado Miodrag Marinovic, de los H. Diputados Mónica Zalaquett y René Pérez y el Presidente la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, H. Senador Francisco Chahuán Chahuán, representativos de todos los sectores, ha estimado pertinente iniciar el presente proyecto de ley, con miras a:

a)
Facilitar el fortalecimiento del transporte público mayor, dado que presenta importantes externalidades positivas para las ciudades, en términos de disminución de la congestión y de las fuentes móviles de emisión;

b)
Focalizar el gasto público en el acceso y calidad del transporte público mayor, pues constituye una alternativa al explosivo incremento del parque vehicular, que requiere de permanente expansión de la infraestructura;

c)
Beneficiar al sector más vulnerable donde se concentran la mayor proporción de usuarios del transporte público mayor de pasajeros, quienes ya soportan una importante carga en sus presupuestos por las tarifas hoy vigentes, que pueden llegar a representar hasta un 85% de la canasta de gastos de un hogar tipo de los dos primeros deciles. 
d)
Equilibrar financieramente el sistema, en el caso de la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, de manera de disminuir la presión deficitaria y la inestabilidad tanto financiera como operacional.

e)
En el caso de las demás regiones del país y la Región Metropolitana, excluidas la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, generar las flexibilizaciones necesarias para profundizar una serie de programas que, si bien han permitido reducir las tarifas a amplios sectores de la población, aún son insuficientes en cuanto a su cobertura; continuar con la renovación de la flota que presta los servicios de transporte público mayor; impulsar el desarrollo del modo de transporte ferroviario; y dotar a las regiones de recursos que permitan abordar proyectos relevantes que aporten soluciones de fondo a las necesidades de todo el país, en los ámbitos socialmente más rentables y prioritarios.

II. IDEAS MATRICES DEL PROYECTO

Mediante el presente proyecto de ley se propone una modificación al subsidio permanente dispuesto en el artículo segundo, como asimismo al aporte especial adicional establecido en los artículos tercero y cuarto transitorio de la Ley N° 20.378. El objetivo es dar eficiente cobertura a las necesidades de compensación derivadas del menor pago que realizan los estudiantes en el transporte público mayor. Luego, se considera reconstituir los equilibrios financieros del sistema a los niveles de régimen, representados en el comportamiento del año 2011, y proyectados al 2022, año en que terminan su vigencia la totalidad de los actuales contratos de concesión de vías de la ciudad de Santiago. Asimismo, mediante esta modificación, se da una mayor cobertura y proyección a las iniciativas y proyectos desarrollados en regiones, con el objeto de mejorar las condiciones y tarifas del transporte público mayor, permitiendo además una gestión más eficiente y eficaz de los proyectos y recursos, mediante el reordenamiento de una serie de procedimientos, normativas y referencias que, pese a aplicarse a los aspectos generales del transporte en las ciudades, se vinculan al pasaje escolar.

Se propone, asimismo, la creación de un Fondo de Apoyo Regional (FAR), que permita destinar recursos al financiamiento de proyectos de relevancia regional e interregional, y proveer de una efectiva posibilidad de desarrollo al sistema de transporte ferroviario que en las últimas décadas ha sido sometido a esquemas de alto estrés financiero y operacional.

Finalmente, se incorporan algunas competencias al panel de expertos, vinculadas con los procesos de determinación de condiciones de operación y con otras regulaciones en el subsidio regional relacionado con transportes, y la revisión bianual del estado del sistema de transporte público de la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, a objeto de evaluar su funcionamiento mediante estudios especializados.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo Único.- 
Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la Ley Nº 20.378, que Crea un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros: 

1)
Reemplácese artículo 2º por el siguiente:

“A contar de la fecha de publicación de esta ley, el gasto total anual por aplicación del mecanismo de subsidio a que se refiere el artículo anterior no podrá exceder $ 380.000.000 miles. Este límite máximo se reajustará anualmente en la Ley de Presupuestos, considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. El monto que se considere en la Ley de Presupuestos de cada año para la aplicación del mecanismo de subsidio, se dividirá en partes iguales entre:

i) la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, y

ii) la Región Metropolitana, excluidas la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, así como las demás regiones del país.

Sin perjuicio de lo anterior, y en la medida que el sistema de transporte público de la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto se extienda a otras comunas o regiones colindantes, o se integre tarifaria o tecnológicamente con servicios de transporte público mayor cuyo origen esté en dichas comunas o regiones, parte del subsidio correspondiente al numeral ii) y distribuido para las mismas comunas o regiones que cumplan las condiciones señaladas, podrá ser reasignado al numeral i) de este mismo artículo. Lo anterior será establecido en la Ley de Presupuestos del año respectivo.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por transporte público mayor el que se efectúa mediante buses, minibuses, trolebuses y taxibuses, o a través de otros modos terrestres, ferroviarios, marítimos o aéreos y en la medida en que estén destinados a un uso masivo por parte de la población y sometidos a un régimen regulatorio de carácter legal, reglamentario y/o contractual para su debida autorización y fiscalización.

Un decreto expedido, a más tardar, el 31 de diciembre de cada año para el año calendario siguiente, por los Ministros de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda, bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” establecerá anualmente, por región, el monto que le corresponde por aplicación del mecanismo de subsidio, así como la distribución de éste, de conformidad a lo señalado en la letra b) del artículo 3° y en los artículos 4° y 5° de la presente ley. La referida distribución se realizará en base a los parámetros propios de los sistemas de transportes, tales como viajes, tarifas, flota u otros, y considerando los proyectos, programas y contratos que se encuentren vigentes y que se hubieren puesto en ejecución con anterioridad a la dictación del Decreto. Para las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Aysén, Magallanes y la Antártica Chilena, y las Provincias de Palena y Chiloé, en la determinación del porcentaje que le corresponda a cada región, se podrá considerar un complemento adicional para fomentar el transporte público remunerado de pasajeros, cuando se constate que el uso del transporte público es significativamente menor al del resto del país.

2) Incorpórese las siguientes modificaciones al artículo 3º:

a) Reemplácese el inciso primero letra b), hasta su segundo punto seguido por lo siguiente: “En las zonas geográficas distintas a la Provincia de Santiago y las comunas de Puente Alto y San Bernardo, que cuenten con servicios de transporte público remunerado de pasajeros mediante buses, minibuses y trolebuses, que operen en el marco de una concesión de uso de vías otorgada en virtud de la Ley N° 18.696, o que operen bajo un perímetro de exclusión o condiciones de operación u otra modalidad equivalente, el monto del subsidio será determinado mediante la fórmula de cálculo y procedimiento que fije un reglamento expedido por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. Los recursos correspondientes serán transferidos por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a los concesionarios o prestadores de servicios, según las condiciones establecidas en las bases de licitación y los respectivos contratos o resoluciones, según corresponda, quienes deberán incorporar el efecto del subsidio en las condiciones económicas y en la operación de los servicios, tales como tarifas, calidad del servicio, mecanismos de control y otras.”.

b) Reemplácese en el inciso tercero, la frase “contratos respectivos” por “contratos o resoluciones respectivas”.

c) Reemplácese la frase final del inciso tercero “bases y contratos”, antes del punto seguido (.), por “bases, contratos o resoluciones”.

d) Reemplácese en el inciso tercero la frase: “prestadores de servicio, no será reembolsable con ningún otro ingreso del sistema de transporte público” por “prestadores de servicios de transporte o prestadores de servicios complementarios, no les será reembolsable con ningún otro ingreso asociado al sistema de transporte público.”
3) Incorpórese las siguientes modificacio-nes al artículo 4º:

a) Reemplácese el inciso primero por el siguiente: “En las zonas geográficas distintas a las señaladas en el artículo 3º, y respecto de las personas que se indican a continuación y que se encuentren al 31 de diciembre del año anterior a la entrega del subsidio en alguna de las calidades que se señalan en los literales siguientes, la transferencia de éste se realizará de acuerdo a las normas que se expresan a continuación:

i) Beneficiarios del artículo 3° de la Ley N° 18.020.

ii) Beneficiarios de los artículos 2° y 4° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que perciban las referidas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la Ley N° 18.987.

iii) Igualmente tendrán derecho al subsidio las familias que se encuentren registradas en el sistema de protección social “Chile Solidario”.” 

b) Elimínese el inciso tercero, pasando los actuales incisos cuarto al séptimo a ser incisos tercero al sexto, respectivamente.

c) Suprímase en los incisos sexto y séptimo, que pasaron a ser incisos quinto y sexto, respectivamente, la frase “considerado en la letra b)”, las dos veces que aparece.

4) Reemplácese el artículo 5º por el siguiente: 

“En las mismas zonas contempladas en los artículos 3° literal b) y 4°, podrán destinarse recursos de subsidio, sobre la base de criterios de impacto y/o rentabilidad social, a un Programa de Apoyo al Transporte Regional que contemplará un subsidio al transporte público remunerado en zonas aisladas; un subsidio al transporte escolar; subsidios que promuevan el transporte público en las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Aysén, Magallanes y la Antártica Chilena, y las Provincias de Palena y Chiloé, cuando el uso del transporte público mayor sea significativamente menor al resto del país; y otros programas que favorezcan el transporte público y la seguridad y educación vial.

El programa de Apoyo al Transporte Regional será administrado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y las normas necesarias para la distribución de recursos entre proyectos, su implementación y operación estarán contenidas en un reglamento especial dictado para esos efectos por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y suscrito, además, por el Ministerio de Hacienda.

Para efectos de la entrega del subsidio el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá celebrar convenios con otros Ministerios, servicios públicos o con entidades privadas, conforme a la normativa vigente.”.

5) Incorpórese las siguientes modificacio-nes al artículo 8º:

a) Suprímase en el inciso primero la expresión: “la letra b)”, y reemplácese la expresión “del artículo 4°” por “el artículo 4°”.

b) Elimínese en el inciso final la expresión “literal b) del”.

6) Reemplácese en el artículo 12º la expresión “vehículos motorizados de transporte público remunerado de pasajeros” por “servicios de transporte público mayor”.

7) Incorpórese las siguientes modificaciones al artículo 14º:

a) Reemplácese en la letra a) la expresión “mensualmente” por “trimestralmente”; e intercálase entre la expresión “remunerado de pasajeros” y el punto aparte (.) al final de la letra a), el siguiente párrafo: “de forma de no incrementar la diferencia entre costos e ingresos del sistema. Sin perjuicio de lo anterior, si la variación de costos aplicable al ajuste de tarifas supera un valor límite, según lo dispuesto para estos efectos en el mismo reglamento antes señalado, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones podrá solicitar al Panel de Expertos la determinación de un incremento adicional de tarifas”.

b) Intercálese en la letra c) a continuación de la expresión “determinar” la expresión “trimestralmente”.

c) Agréguese la siguiente letra f), nueva: “Pronunciarse sobre la metodología, condiciones y términos de la implementación de modificaciones en las condiciones económicas y en la operación de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros a que hace referencia el artículo 3° literal b).”.

8) Reemplácese en el inciso segundo del artículo 15 la frase “Administrador Financiero de Transantiago S.A.” por “correspondiente prestador de servicios complementarios”.

9) Elimínese en el inciso segundo del Artículo Segundo Transitorio la frase: “En tanto no se logren los acuerdos necesarios para transferir el monto de los subsidios, los recursos considerados para el financiamiento de éstos se distribuirán conforme a lo prescrito en el artículo 5° letra b).”.

10) Reemplácese el Artículo Tercero Transitorio por el siguiente: “Autorícese la disposición, entre los años 2012 y 2022, de un aporte especial para el transporte, conectividad y desarrollo regional, por hasta $ 360.000.000 miles anuales, por sobre el monto señalado en el artículo 2º de la presente ley. Este límite máximo se reducirá progresivamente, a partir del año 2018, en un 1% respecto del año inmediatamente anterior. El monto resultante se reajustará anualmente en la Ley de Presupuestos, considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. El monto que se considere en la Ley de Presupuestos de cada año para la aplicación de este aporte especial, se dividirá en partes iguales entre las necesidades de transporte de la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, y las necesidades de transporte, conectividad y desarrollo de las demás regiones del país y la Región Metropolitana, excluidas la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto.

Los recursos de este aporte especial correspondientes a la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto serán transferidos en la forma señalada en la letra a) del artículo 3º de esta ley, sin más trámite o requisito que la aprobación de las transferencias correspondientes, una vez publicada en el Diario Oficial. Con todo, podrá aplicarse a este aporte y al subsidio establecido en el literal i) del artículo 2° lo dispuesto en el inciso final del artículo 3º de la presente ley y, asimismo, podrán excederse cada uno de ellos fundadamente hasta por un máximo de 5%. Los recursos de este aporte especial correspondientes a las demás regiones del país y la Región Metropolitana, excluidas la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, serán transferidos al Fondo al cual hace referencia el artículo cuarto transitorio de esta ley.

El Panel de Expertos creado en el artículo 14° de esta ley, cada dos años y a partir del año 2014, convocará a entidades especializadas a la realización de un estudio de evaluación externa al sistema de transporte público remunerado de pasajeros de la Provincia de Santiago y de las comunas de San Bernardo y Puente Alto, sobre la base de objetivos específicos concordados entre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y el Ministerio de Hacienda. Lo anterior, con el objeto general de evaluar el funcionamiento del sistema, su eficiencia, sus costos y la pertinencia y montos de los subsidios y aportes establecidos en esta ley, en base a lo cual podrá proponer un ajuste a los montos de subsidio, para su consideración en la discusión del correspondiente proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público. El citado estudio deberá ser entregado a más tardar el 31 de agosto del respectivo año.”
11) Reemplácese el Artículo Cuarto Transitorio por el siguiente:

“Créase el Fondo de Apoyo Regional, para el financiamiento de iniciativas de transporte, conectividad y desarrollo regional, el cual se financiará con las transferencias de los aportes señalados en el artículo Tercero Transitorio y con los recursos establecidos en el artículo 2° literal ii), descontados los montos a que se refieren los artículos 3° b), 4° y 5°.

Las normas necesarias para la distribución de recursos entre proyectos y programas, su implementación y operación, se establecerán en un decreto dictado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.

Los gastos e inversiones que se podrán realizar con cargo a dicho programa tendrán los destinos que a continuación se indican, tomando en cuenta su impacto o rentabilidad social:

1.- Grandes Proyectos de desarrollo, infraestructura general, transporte público, modernización, y otros. En caso que los proyectos involucren más de una región y más de un período presupuestario, requerirán para su ejecución contar con el acuerdo de los gobiernos regionales respectivos. Entre estos proyectos podrán incluirse:

a) Ejecución de un programa especial mediante el cual los Gobiernos Regionales estarán facultados para convocar a un proceso de renovación de buses, minibuses, trolebuses y taxibuses. Este proceso deberá considerar la compra de los buses, minibuses, trolebuses y taxibuses usados debiendo disponer la destrucción y conversión en chatarra de éstos, garantizando su posterior renovación por buses, minibuses, trolebuses y taxibuses de menor antigüedad. Sin perjuicio de la conversión en chatarra señalada precedentemente, los Gobiernos Regionales podrán ordenar la conservación de determinados buses, minibuses, trolebuses y taxibuses para efectos de investigación histórica o para su exhibición en museos. El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones dictará un reglamento, que llevará además las firmas de los Ministros de Hacienda e Interior, el que establecerá, entre otras materias, el procedimiento, los buses, taxibuses, minibuses y trolebuses que quedarán incluidos en el programa, y los requisitos que deben cumplir, debiendo éstos encontrarse operativos para el transporte público remunerado de pasajeros durante los últimos tres años contados desde la fecha de publicación de esta ley.

b) Infraestructura para el transporte público y su modernización, tales como diseño e implementación de planes de mejora del transporte público, de inversión en infraestructura para el transporte o la modernización de la gestión de los sistemas, los que podrán ser ejecutados a través de convenios conjuntos con entidades multilaterales.

Cualquier otro gran proyecto de inversión distinta a las señaladas anteriormente, los que se deberán fundar en la relevancia de dichas inversiones para la región o regiones.

2.- Un programa de apoyo a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros prestados mediante ferrocarriles, destinado a financiar su sustentabilidad económica a través del financiamiento de, entre otros, mejoras realizadas en las condiciones técnicas y de calidad de prestación de los servicios. Las normas necesarias para su administración, implementación y operación se establecerán en un decreto dictado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y suscrito, además, por el Ministro de Hacienda. 

En el evento que existan recursos remanentes en el fondo hasta dos años después del término de los aportes especiales, los recursos que formen parte se traspasarán al Tesoro Público.”
12) Reemplácese en el Articulo Décimo Transitorio el guarismo “2014” por “2022”; y la expresión “subsidio transitorio” por “aporte especial”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS:

PRIMERO: Los actos, contratos, proyectos y programas vigentes al momento de la publicación de la presente ley, que se hayan ejecutado en virtud de normas que ésta modifica o deroga, se considerarán válidos para todos los efectos y continuarán ejecutándose y desarrollándose hasta su total término, con excepción del programa establecido en el artículo cuarto letra a) derogado, el que podrá ser prorrogado hasta por tres años, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

SEGUNDO: El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y el Ministerio de Hacienda dispondrán de un plazo de ciento ochenta días, contados a partir de la entrada en vigencia de esta ley, para dictar los decretos que modifiquen y actualicen los reglamentos en concordancia con las normas legales contenidas en el presente cuerpo legal.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE 
LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; PEDRO PABLO ERRÁZURIZ DOMÍNGUEZ, Ministro de Transportes y Telecomunicaciones”.
Informe Financiero del Proyecto de Ley que modifica la Ley N° 20.378,
incrementando los recursos del subsidio y creando el Fondo de Apoyo Regional (FAR)

Mensaje N° 041-360
I. Antecedentes.


El presente proyecto modifica la ley N° 20.378, incrementando el subsidio permanente dispuesto en el artículo segundo, como asimismo, el aporte especial establecido en los artículos tercero y cuarto transitorio de la misma ley.


El incremento del subsidio permanente se explica como el monto necesario para compensar el menor pago que realizan los estudiantes, considerando el uso efectivo que están haciendo éstos del transporte público y la brecha que existe entre los ingresos por pasaje escolar y los costos del viaje para el sistema.


Por su parte, el incremento del aporte especial tiene dos objetivos: i) reconstituir los equilibrios financieros del sistema de transportes de la ciudad de Santiago (Transantiago), a los niveles de régimen representados en el comportamiento del año 2011, proyectados hasta el 2022; año en que terminan su vigencia la totalidad de los actuales contratos de concesión de vías de la ciudad de Santiago y, ii) dar una mayor cobertura y proyección a las iniciativas y proyectos desarrollados en regiones, con el objeto de mejorar las condiciones y tarifas del transporte público mayor, permitiendo además, una gestión más eficiente y eficaz de los recursos y proyectos. Este segundo objetivo se verá complementado con un mejoramiento de los procedimientos, normas y referencias que, pese a aplicarse a los aspectos generales del transporte en las ciudades, se vinculan al pasaje escolar.


Cabe mencionar que el monto de subsidio (permanente y aporte especial) correspondiente a la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, totaliza un monto equivalente al monto de subsidio aplicado el año 2011, que se considera un año de régimen equilibrado. Respecto del monto destinado a las demás Regiones del país, respecto del año 2011, representa un incremento neto de $ 118.378.000 miles considerando la ampliación de cobertura, programas y objetivos que persigue el nuevo articulado.


Adicionalmente, se propone la creación de un Fondo de Apoyo Regional (FAR), que permitiría destinar recursos al financiamiento de proyectos de relevancia regional e interregional, y proveer de una efectiva posibilidad de desarrollo al sistema de transporte ferroviario que, en las últimas décadas, ha sido sometido a esquemas de alto estrés financiero y operacional, el que será financiado anualmente con recursos del aporte especial que corresponde a regiones.


Finalmente, la experiencia obtenida del funcionamiento del sistema de subsidios de la ley N° 20.378, muestra la posibilidad de mejorar la eficiencia y eficacia en su aplicación, para lo cual se incorporan otras competencias al panel de expertos, en especial, las vinculadas a los procesos de determinación de las condiciones de operación; el mejoramiento de las regulaciones al subsidio regional en relación con el sistema de transportes; y la exigencia de de evaluar cada dos años el funcionamiento del sistema Transantiago mediante estudios especializados.
II. Efecto del proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El proyecto establece nuevos valores máximos para los subsidios y aportes especiales contenidos en la actual ley N° 20.378, en su artículo 2° y artículo tercero y cuarto transitorios, estableciéndolos en $ 380.000.000 miles para el subsidio permanente y, $ 360.000.000 para el aporte especial. Esos montos se distribuirán en partes iguales entre Transantiago y Regiones, tal como se muestra en la tabla siguiente (valores en millones de pesos de 2012):
[image: image2.jpg]PdL (Modificaclén) jey N°

2012 | 2013 | 2014 | 2015 | 2016 | 2017
20.378

Subsidio Permanente 190.000| 190.000| 190.000| 190.000| 190.000| 190.000
Transantiago (Estudiantes) ’ ’ ’ )
Subsidio Complementario 180.000| 180.000| 180.000| 180.000| 180.000| 180.000
Transantiago
Sub Total Transantiago: 370.000| 370.000 | 370.000 | 370.000 | 370.000 | 370.000
Subsidio Permanente
s It ere) 190.000| 190.000| 190.000| 190.000| 190.000| 190.000
Subsidio Complementario
i 180.000| 180.000| 180.000| 180.000| 180.000| 180.000
Sub Total Regiones: 370.000 | 370.000 | 370.000 | 370.000 | 370.000 | 370.000






Para estimar el efecto fiscal de la modificación legal, deben reconocerse los valores contenidos en la vigente ley N° 20.378, que se muestran a continuación (en millones de pesos 2012).
[image: image3.jpg]Situacién Vigente ley N°

2012 2013 2014 2015 2016 2017
20,378 9 0
subsidio Permenente 123.953| 123.953| 123.953( 123.953| 123.953| 123.953
Transantiago (Estudiantes) : ' : ' : ’
Subsidio Transitorio

Transantiago 97.784 75.841 36.856 0 0 0
Subsidio Adicional

Transantiago 46.260 0 0 0 0 0
Sub Total Transantiago: 267.997 | 199.794 | 160.809 | 123.953 | 123.953| 123.953
Subsidio Permanente

Regiones (Estudiantes) 123.953| 123.953| 123.953| 123.953| 123.953 123.953
Subsidio 4° Transitorio

Regiones 127.669| 127.669) 127.669| 127.669| 127.669 0
Sub Total Regiones: 251.622| 251.622( 251.622 | 251.622 | 251.622| 123.953






En consecuencia, se presenta el efecto fiscal adicional que tiene el presente proyecto de ley sobre los aportes fiscales al sistema de transportes de la provincia de Santiago y las comunas de Puente alto y San Bernardo, por su parte, y para las demás regiones del país en millones de pesos de 2012. Estos valores se presentan además, en detalle, en el Anexo N° 1.

[image: image4.jpg]Recursos Adicionales Pdl. que

iifica ley N° 20.378 2012 2013 2014 2015 2016 2017
Efecto Neto Transantiago 102.003| 170.206| 209.191| 246.047| 246.047| 246.047
Efecto Neto Regiones 118.378| 118.378| 118.378| 118.378| 118.378! 246.047
Total: 220.380 | 288.583| 327.568| 364.424| 364.424 | 492.094






Finalmente, el mayor gasto que representa este proyecto de ley el año 2012 se financiará con recursos de la Partida del Tesoro Público.


(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos”.
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3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente la urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	7947-03
	Sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

4. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente la urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	8289-15
	Modifica la ley N° 20378 que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el Fondo de Apoyo Regional (FAR).



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
5. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente la urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	8269-05
	Perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República a través del cual formula indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de fondo de fomento para la pesca artesanal, crea la Comisión Nacional de Acuicultura y los Consejos Zonales de Pesca que indica, y otras materias, y modifica otros cuerpos legales relacionados (boletín Nº 7947-03)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO 1°


1) Para intercalar en el artículo 150, establecido en el numeral 11 del artículo 1° los siguientes literales c) y d), cambiando los demás su orden correlativo:


“c) Uno en la zona correspondiente a las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule e Islas Oceánicas, con sede en la comuna de Constitución;


d) Uno en la zona correspondiente a la Región VIII del Biobío, con sede en la comuna de Talcahuano;”

2) Para modificar la letra b) del numeral 12) del artículo 1°.- en el siguiente sentido:


a) Intercálase el siguiente literal ii) cambiando los demás su orden correlativo:


“ii) Sustitúyese, en el párrafo cuarto, la frase “V, VI, VII, VIII y IX Regiones e Islas Oceánicas”, por “V, VI y VII Regiones e Islas Oceánicas”.”

b) Sustitúyese el literal ii), que pasa a ser iii) por el siguiente:


“iii) Agréganse los siguientes párrafos quinto y sexto, nuevos, cambiando los demás su orden correlativo:


“En el Consejo Zonal de la VIII Región, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales y, un cuarto a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros.


En el Consejo Zonal de la IX y XIV Regiones, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de la pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales; otro a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros, y otro a los acuicultores.”
A LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS


3) Para agregar los siguientes artículos primero y segundo transitorio:


“Artículo Primero Transitorio.- Las personas que a la fecha de publicación en el Diario Oficial de esta ley integren los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V a IX e Islas Oceánicas, y el de las Regiones XIV a XI, continuarán integrando los Consejos Zonales de Pesca de las regiones VIII y X, respectivamente.


Artículo Segundo Transitorio.- Los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, de las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, y el de la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, deberán constituirse dentro de un plazo máximo de seis meses contados desde la fecha de publicación en el Diario Oficial de esta ley.


Mientras no se encuentren constituidos dichos Consejos Zonales con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad con el artículo 150 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío; y en la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo tendrá competencia el Consejo Zonal de la X Región de Los Lagos.


Asimismo, mientras no se encuentre constituido el Consejo Zonal de Pesca de las Regiones IX de la Araucanía y XIV de Los Ríos con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad con el artículo 150 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en la IX Región de La Araucanía y en la XIV Región de Los Ríos, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío y el de la X Región de Los Lagos, respectivamente.”. 


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; PABLO LONGUEIRA MONTES, Ministro de Economía, Fomento y Turismo”.

7.
Oficio de S.E. el Presidente de la República a través del cual formula indicaciones al proyecto de ley que modifica el marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (boletín N° 8149-09)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO 1°


1)
Para incorporar el siguiente numeral 11): 


“11. Elimínase del literal d) del artículo 299, a continuación del punto seguido (“.”), que pasa a ser punto y coma (“;”), la siguiente frase: “Para estos efectos, podrá requerir el auxilio de la fuerza pública en los términos establecidos en el artículo 138 de este Código, y”.”

2)
Para incorporar el siguiente numeral 12):


“12. Agrégase, el siguiente literal f) nuevo, en el artículo 299:


“f) Requerir fundadamente, del Intendente o Gobernador respectivo, el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, para efectos del ejercicio de las atribuciones señaladas en los literales b) número 1, c) y d) de este articulo. El requerimiento deberá ser presentado por el Director Regional correspondiente.


Para el ejercicio de la atribución dispuesta en el literal b) numero 1 de este artículo, el auxilio de la fuerza pública podrá requerirse solo en caso que se acredite la negativa a la solicitud de acceso que previamente haya efectuado el personal de la Dirección General de Aguas con el objeto de realizar trabajos de mantención y operación del servicio hidrométrico nacional.”

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; LAURENCE GOLBORNE RIVEROS, Ministro de Obras Públicas”.
8.
Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación. (boletín Nº 3815-07)

“Honorable Cámara de Diputados,

Honorable Senado:


La Comisión Mixta, constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramita-


ción del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, con urgencia calificada de “suma”.
-o-


La Cámara de Diputados, Cámara de Origen, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señora María Antonieta Saa y señores Gonzalo Arenas, Alberto Cardemil, Aldo Cornejo y Edmundo Eluchans.

A su vez, el Senado, Cámara Revisora, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la misma Corporación, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores que conforman su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 18 de abril de 2012, con la asistencia de sus miembros, los Honorables Senadores señora Soledad Alvear y señores Alberto Espina, Carlos Larraín, Hernán Larraín y Patricio Walker, y los Honorables Diputados señora María Antonieta Saa y señores Gonzalo Arenas, Alberto Cardemil, Aldo Cornejo y Edmundo Eluchans.

En dicha oportunidad, por unanimidad se eligió como Presidente al Honorable Senador señor Hernán Larraín.

En las sesiones de la Comisión Mixta participaron, por el Ministerio Secretaría General de Gobierno, el Ministro, señor Andrés Chadwick; el Jefe de Gabinete, señor Pablo Terrazas; el Jefe de Prensa, señor Juan José Bruna, y la asesora, señora María José Gómez.

Asistieron, asimismo, los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señoras Carol Parada y Yussra Almeida y señor Juan Pablo Rodríguez; el señor Héctor Mery, asesor de la Fundación Jaime Guzmán; el señor Marcelo Drago, asesor de la Honorable Senadora señora Alvear; el señor Fernando Dazarola, asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio; la señora Carolina Salas, asesora del Honorable Diputado señor Eluchans; la señora Nicol Garrido, asesora de la Honorable Diputada señora Saa; el señor Abraham Valdebenito, asesor del Comité Partido Por la Democracia, y la periodista, señora María José Pavez.

En una de las sesiones celebradas por la Comisión Mixta participaron, especialmente invitados, los profesores señor Juan Domingo Acosta y señor Patricio Zapata.

En la misma oportunidad, concurrieron, por Amnistía Internacional, su Directora Ejecutiva, señora Ana Piquer, la Coordinadora de la División Sexual, señorita María Belén Saavedra, y la Coordinadora del Equipo Diversidad, señora María José Romero; por la Fundación Iguales, su Presidente, señor Pablo Simonetti, y el asesor jurídico, señor Mauricio Tapia; por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, su Directora, señora Lorena Fries, la asesora jurídica, señora Paula Salvo, y la asesora, señora Elvira Oyanguren; por el Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (Movilh), su Presidente, señor Rolando Jiménez, el asesor jurídico, señor Fernando Muñoz, la investigadora, señora Constanza Miranda, y los voceros, señores Óscar Rementería y Jaime Parada; por el Movimiento por la Diversidad Sexual (MUMS), su Presidente, señor Gonzalo Cid, y el asesor jurídico, señor Elías Jiménez; por el Observatorio Parlamentario y la Corporación Humanas, la abogada señora Camila Maturana; por la Organización de Transexuales por la Dignidad de la Diversidad (OTD), su Presidente, señor Andrés Rivera Duarte, la asesora jurídica, señora Jenny Arriaza, y la Coordinadora del Área Transfemenina, señora Victoria Yáñez; por la Organización no Gubernamental de Investigación, Formación y Estudios de la Mujer (ISFEM), su Presidenta, señora Ismini Anastassiou, y el abogado señor Dale Schowengerdt; por la Red por la Vida y la Familia, la Coordinadora, señora Patricia Gonnelle, y los abogados señora María Magdalena Ossandón y señores Ignacio Covarrubias y Álvaro Ferrer; por el Centro de Libertad Religiosa de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica, su Directora señora Ana María Celis, y la Directora del Centro de Familia, señora Carmen Domínguez; por la Conferencia Episcopal de Chile, el Coordinador del Equipo Jurídico Estable, abogado señor Jorge Precht; por el Consejo Nacional de Obispos y Pastores de Chile, el Consejo de Pastores de la Zona Oriente, la Coordinadora de Pastores de la Región de Valparaíso y la Red de Profesionales Cristianos de Chile (Movimiento ISACAR), el Delegado, señor Manfred Svensson, y el Presidente de la señalada Red de Profesionales Cristianos de Chile, señor Óscar Cáceres; y por el Sindicato de Transgéneras Afrodita, su Presidenta, señora Zuliana Araya.
-o-

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL Y PARECER
DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA

Cabe dejar constancia que los artículos 3°, 6° y 13 del proyecto tienen el carácter de orgánico constitucionales por vincularse con materias relativas a la organización y atribuciones de los tribunales. En consecuencia, según lo disponen los artículos 66, inciso segundo, y 77 de la Constitución Política de la República, deben aprobarse con quórum de normas orgánicas constitucionales, esto es, con el voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Parlamentarios en ejercicio. Sobre ellos, oportunamente se recabó la opinión de la Excma. Corte Suprema.

Igualmente, debe señalarse que con la misma votación debe aprobarse el inciso segundo, nuevo, del artículo 1°, disposición que también tiene carácter orgánico constitucional por establecer un criterio diferente en cuanto a las tareas confiadas a los órganos de la Administración, particularmente a los Ministerios en materia de las políticas aplicables a los sectores a su cargo. Lo anterior, en virtud de lo establecido por los artículos 38 y 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental, y por el inciso segundo del artículo 22 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19,653, de fecha 17 de noviembre de 2001.
INTERVENCIONES ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN MIXTA

Como se explicará más adelante, al iniciar su trabajo y definir la forma en que cumpliría su cometido, la Comisión Mixta consideró conveniente escuchar, en esta fase de la tramitación del proyecto, a distintas personas e instituciones que manifestaron interés por dar a conocer su opinión tanto en torno a los puntos que motivaron divergencias entre ambas Cámaras como también a otras materias. Por ello, se decidió destinar una sesión para realizar una audiencia y escuchar las respectivas exposiciones.

Siguiendo el orden de tales intervenciones, éstas fueron las que a continuación se consignan.

En primer término, se escuchó al profesor señor Patricio Zapata.


El mencionado académico agradeció la oportunidad de poder plantear su opinión sobre las diferencias que aún subsisten en relación al proyecto de ley en estudio, valorando la posibilidad de contribuir en la etapa final de su discusión parlamentaria.

A continuación, entregó su juicio sobre algunas de las disyuntivas que debe resolver la Comisión Mixta, teniendo como base el texto que se transcribe a continuación:

“1. Sobre los propósitos de esta ley (artículo 1°).

Me parece bien que la Cámara de Diputados haya aprobado el texto sustitutivo del Senado.


Tengo serias dudas, sin embargo, en cuanto a la utilidad del inciso segundo que propone agregar el Ejecutivo (“Corresponderá a cada uno de los órganos de la Administración del Estado, elaborar e implementar las políticas destinadas a garantizar a toda persona…”). En efecto, y tal cual está redactado, el párrafo que se añadiría es tan general que, en el fondo, no agrega nada a la ley.

Confieso, en todo caso, que me gustaría que se repusiera la autorización explícita para que el Estado proceda a implementar políticas de acción afirmativa/discriminación positiva, en los términos del inciso segundo del artículo 2° aprobado en su momento por la Cámara. No tengo claro que esto sea posible en cuanto la Cámara aparece aprobando la supresión que de ello hizo el Senado.

2. Sobre la definición de discriminación arbitraria (artículo 3° de la Cámara y artículo 2° del Senado).

Me alegra que la Cámara haya hecho suyas las definiciones de categoría sospechosa y los criterios de ponderación en los términos aprobados por el Senado.

Estoy muy de acuerdo con las dos modificaciones que propone el Ejecutivo. Los ejemplos a que se refiere el inciso segundo aprobado por el Senado son inútiles e inconvenientes. La palabra “siempre” en el inciso tercero es innecesaria y peligrosa.

3. Sobre el tribunal competente (artículo 3°).

Comparto la propuesta del Ejecutivo en el sentido de radicar el conocimiento de la Acción de no Discriminación en un juzgado de letras y no ante la Corte de Apelaciones como insiste la Cámara.

Si lo que interesa es facilitar la interposición de esta acción, lo lógico es habilitar a tribunales que están más cerca de las personas. Por otra parte, y en la misma medida en que la Acción de no Discriminación va más allá de la simple restitución del Status Quo Ante, como ocurre con el Recurso de Protección, e incluye la posibilidad de una multa, me parece preferible que este asunto sea visto por un juez (jueza) acostumbrado al debate de fondo de los asuntos.

4. Sobre la admisibilidad de la Acción de no Discriminación.

El artículo 6° aprobado por el Senado pretende evitar un uso expansivo o abusivo de esta Acción. Creo que debe conservarse tal cual.

5. Sobre los aspectos penales de la ley (artículo 10 de la Cámara y 17 del Senado).

Creo que la forma en que la Cámara redacta la nueva causal agravante de responsabilidad criminal (“motivo discriminatorio”) es tan amplia que pugna con la exigencia de tipicidad estricta contenida en el artículo 19 número 3 de la Carta Fundamental. El texto del Senado, sin ser perfecto, es mucho más concreto.

Tampoco comparto con la Cámara la idea de crear un delito ad hoc de discriminación dañosa. Lo considero muy vago y, a fin de cuentas, superfluo.”.

A continuación, intervino el profesor señor Juan Domingo Acosta, quien basó su alocución en el siguiente texto:

“1.- Nuevo inciso segundo del artículo 1° del Proyecto.

El texto propuesto por el Ejecutivo es el siguiente:

“Corresponderá a cada uno de los órganos de la Administración del Estado, elaborar e implementar las políticas destinadas a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución, las leyes y los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

Opinión: estoy de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo, pues enriquece el proyecto de ley y establece una obligación positiva a los órganos de la Administración del Estado en esta materia.

2.- Eliminación de la frase final del inciso segundo del artículo 2° del Proyecto.

El texto que se pretende suprimir es el siguiente:

“De esta manera, por ejemplo, no podrá reclamar discriminación por orientación sexual un individuo que deba responder por actos sexuales violentos, incestuosos, dirigidos a menores de edad cuando tengan el carácter de delito, o que, en los términos de la ley vigente, ofendan el pudor.”.

Opinión: estoy de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo, pues se trata de suprimir un mero ejemplo (que se considera inapropiado), sin alterar el contenido de la restricción contenida en el inciso segundo del artículo 2°.

3.- Eliminación de la palabra “siempre” del inciso tercero del artículo 2° del Proyecto.

Opinión: estoy de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo, pues el vocablo parece superfluo o innecesario. Establecido que una distinción, exclusión o restricción se funda en el legítimo ejercicio de otro derecho constitucional, aquéllas serán siempre razonables, aunque el texto legal no lo diga expresamente.

4.- Intercalar la frase “en los términos del artículo 2°” en el artículo 3° del Proyecto:

Opinión: estoy de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo, pues precisa las condiciones de legitimación activa de la acción de no discriminación.

5.- Rechazo por la Cámara del artículo 6° del Proyecto:

Opinión: estoy en desacuerdo con el rechazo por la Cámara. La norma tiene por finalidad resolver los conflictos por duplicidad de acciones con eventuales resultados contradictorios (letra a); precisar que un tribunal no puede considerar arbitraria una discriminación legal ni la hecha por otra sentencia judicial (letras b y c); e impedir la litigación infundada o sin porvenir por extemporaneidad.

6.- Rechazo por la Cámara del artículo 13 del Proyecto:

Opinión: estoy en desacuerdo con el rechazo, pues es complementaria del artículo 6° que considero razonable mantener.

7.- Incorporación de las categorías “raza” e “identidad de género” en la agravante específica del artículo 12 número 21 del Código Penal:

Opinión: estoy de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo, pues la incorporación es coherente con las categorías sospechosas del artículo 2° del Proyecto.”.


Luego, hizo uso de la palabra la Directora Ejecutiva de Amnistía Internacional, señora Ana Piquer.


Su exposición tuvo como base el siguiente texto:

“Una ley antidiscriminación comprensiva permitirá que la legislación chilena se encuentre adecuadamente alineada con los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Opinión de Amnistía Internacional respecto del proyecto de ley que Establece Medidas contra la Discriminación, Boletín 3.815-07, para presentación ante Comisión Mixta.

En nombre de Amnistía Internacional agradezco la posibilidad de presentar aquí nuestra posición respecto del proyecto de ley antidiscriminación y su alineamiento con los tratados internacionales de derechos humanos.

Me gustaría comenzar señalando que resulta de alguna manera decepcionante estar hablando ante ustedes en esta ocasión, por dos razones.

Primero, es decepcionante que haya sido necesaria una muerte -la de Daniel Zamudio- y que ésta reciba visibilidad mediática además, para que al fin se le dé urgencia a la tramitación de este proyecto de ley, después de siete años. Esto debió ser al revés: una buena ley antidiscriminación, que incluya políticas públicas dirigidas a la prevención de la discriminación además de sanciones a estas conductas, podría, a la larga, haber evitado muertes como la de Daniel.

Segundo, es decepcionante porque el texto que está resultando de la discusión parlamentaria es reducido e insuficiente para dar una adecuada protección contra la discriminación en Chile. Los principales puntos de relevancia para Amnistía Internacional han quedado ya fuera de la tramitación legislativa y en su mayor parte, en estricto rigor, no están sometidos a discusión de esta Comisión, por lo que su mejora dependerá de los vetos presidenciales comprometidos por el Ministro Chadwick y su tramitación posterior. Esperamos que el Congreso Nacional no termine por perder la oportunidad de asumir su responsabilidad -en cuanto uno de los Poderes del Estado- en el respeto y cumplimiento de las obligaciones asumidas por el Estado de Chile.

¿Cuáles son los puntos de preocupación de Amnistía Internacional respecto de esta ley?

PRIMERO: Debiera considerar medidas preventivas y la obligación del Estado de hacerlo. Que la ley se limite a establecer un recurso judicial para reclamar de la discriminación cubriría solo parcialmente los aspectos garantizados por la normativa internacional en esta materia.

Este tema ya quedó fuera de la discusión parlamentaria y solo podría ser introducido a través del veto comprometido por el Ejecutivo. El texto que habría propuesto el Gobierno para su veto no llega a ser tan completo como era el texto propuesto por el proyecto de ley original, pero al menos origina una obligación del Estado en generar políticas públicas para garantizar la no discriminación.

Sin embargo, no se refiere expresamente a la obligación de adoptar medidas de prevención, ni tampoco la posibilidad de adoptar medidas de acción afirmativa.

La prevención, por una parte, es un elemento fundamental para la erradicación de la discriminación y va más allá de solo garantizar la no discriminación: se vincula también con medidas específicas en el ámbito educacional, en el ámbito de la administración pública, en el ámbito de las comunicaciones, entre otras.

Por otra parte, la acción afirmativa es un mecanismo admitido por el derecho internacional de los derechos humanos para prevenir y corregir la discriminación arbitraria. En este sentido, la legislación interna debe quedar abierta a admitir este tipo de medidas. Sin que sea una obligación del Estado adoptarlas -materia que debe valorarse caso a caso- es de relevancia que la ley permita su adopción.

Las medidas de prevención y la posibilidad de acción afirmativa estarían quedando por completo fuera del texto legal y lamentamos que así sea, pues deja en entredicho la utilización de herramientas específicamente diseñadas para eliminar la discriminación en el largo plazo. Este tema no está sometido a decisión de esta Comisión ni tampoco ha sido expresamente incluido en los vetos comprometidos por el Ejecutivo, por lo que hacemos un llamado a éste último a considerar incluirlo en dichos vetos.

SEGUNDO: Debiera incluir las categorías de sexo, orientación sexual e identidad de género. Diversos organismos internacionales, interpretando tratados de derechos humanos, han considerado que éstas están entre las categorías protegidas contra la discriminación en los mismos tratados, aun cuando no se nombren expresamente. La inclusión expresa en la ley colabora a su mejor protección, en línea con estos pronunciamientos, y sin disposiciones especiales que la distingan del tratamiento recibido por otras categorías protegidas. Esta inclusión debiera hacerse tanto en la protección general, como en la disposición sobre agravantes a la responsabilidad penal.

Valoramos profundamente el que se hayan incluido ambos puntos en la lista de categorías protegidas por el artículo 2° del actual proyecto de ley, lo cual ya ha sido aprobado por ambas cámaras. Ello está en línea con los compromisos adoptados por el Estado de Chile en el contexto del Examen Periódico Universal y las recomendaciones para Chile del Comité de Derechos Humanos, al menos en parte, considerando que existen otros aspectos pendientes en nuestra legislación para permitir una verdadera igualdad ante la ley a las personas independientemente de su orientación sexual o identidad de género.

Sin embargo, en caso de incorporarse una agravante penal por delitos cometidos con motivos discriminatorios -materia que sí está sometida a discusión de esta Comisión- debiera incluir las mismas categorías protegidas por el artículo 2°, incluyendo tanto la orientación sexual como la identidad de género. Esto es relevante destacarlo porque en el proyecto aprobado por el Senado, la identidad de género había sido excluida de las categorías protegidas por la agravante penal, lo cual resulta contradictorio considerando que la comunidad transexual y transgénero es una de las más vulnerables a delitos violentos en su contra.

TERCERO: No debe establecer disposiciones que contradigan a la misma norma, o categorizar o calificar derechos a priori.

En el ejemplo relativo a los delitos sexuales en la disposición del inciso segundo del artículo 2° trasciende un prejuicio persistente respecto de las personas en razón de su orientación sexual, e incluirlo en una ley que busca evitar la discriminación en su contra resulta cuando menos contradictorio. Aquí es lamentable que su inclusión en la ley haya sido aprobada por ambas cámaras y resulta valorable el veto propuesto por el Ejecutivo para eliminarlo del texto legal, lo cual esperamos que se cumpla.

Sin embargo, nos continúa preocupando el inciso tercero del mismo artículo, que establece una suerte de jerarquización de derechos, y que también fue aprobado por ambas cámaras. El veto propuesto para eliminar el vocablo “siempre” -aclarando así que no se trata de una presunción de Derecho- no resulta a nuestro juicio suficiente, puesto que eventuales colisiones de derechos debieran resolverse caso a caso en sede judicial, en lugar de resolverse a nivel legal, mediante disposiciones que podrían redundar en que la norma resulte inaplicable en sí misma.

¿Cuáles son las obligaciones internacionales de Chile en esta materia que sustentan lo anterior?

Todos los principales tratados de derechos humanos, ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, contienen una norma de igualdad de derechos y no discriminación. Esto, en cuanto la no discriminación en el goce de los derechos es uno de los presupuestos fundamentales para que todos los demás derechos humanos sean efectivos. Entre estos tratados están la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Americana de Derechos Humanos, la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, el Convenio 169 de la OIT en materia de Pueblos Indígenas, por dar algunos ejemplos.

Además, estos mismos tratados incorporan la obligación de adaptar la legislación interna, en términos que resulten alineados con los derechos establecidos en los tratados.

En diversas instancias internacionales en las cuales Chile ha sido objeto de revisión, se ha hecho presente la necesidad de legislar para prevenir y sancionar la discriminación en los términos antes indicados.

En el Examen Periódico Universal en 2009 se valoró la existencia del proyecto de ley antidiscriminación y diversos Estados hicieron recomendaciones relacionadas con la eliminación de la discriminación contra las mujeres, personas indígenas, niños y niñas, y en virtud de la orientación sexual e identidad de género, incluyendo la necesidad de abordarlas en programas y políticas de igualdad, todas recomendaciones que Chile aceptó.

Por otra parte, en su 5ª revisión periódica del cumplimiento por parte del Estado de Chile del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Comité de Derechos Humanos de la ONU también identificó diversos aspectos vinculados a la discriminación en contra de las mujeres, los pueblos indígenas y por orientación sexual e identidad de género, que requiere la adopción de medidas legislativas.

Adicionalmente, el reciente fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso de Karen Atala, si bien no se refiere a la dictación de legislación específica, sí requiere al Estado de Chile la incorporación de determinadas políticas públicas destinadas a prevenir la discriminación, lo cual hace aún más coherente la incorporación de este tipo de medidas a la legislación chilena con carácter permanente.

En conclusión:

En este sentido, quisiera hacer un llamado no solo a esta Comisión, para incorporar la debida protección a la orientación sexual e identidad de género al discutirse la agravante penal, sino también al Ejecutivo, para que cumpla con su compromiso de presentar los vetos propuestos y considere estos comentarios al momento de redactarlos, y a todo el Congreso Nacional en la tramitación posterior de dichos vetos, para que tengan en consideración estos comentarios a la hora de aprobar el texto definitivo de esta ley.

Es cierto: una ley no eliminará de la noche a la mañana la discriminación de que son objeto determinados grupos de personas. Sin embargo, contar con una ley completa, que incorpore los puntos antes indicados, permitirá que Chile avance hacia un cabal cumplimiento de sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos y que pueda ir avanzando hacia el cambio cultural necesario para erradicar la discriminación en Chile. Como nos vino a hacer tan patente la muerte de Daniel Zamudio, con ello no solo se evitarán injusticias: se pueden salvar vidas.”.

Enseguida, se escuchó al profesor señor Jorge Precht, en representación de la Conferencia Episcopal de Chile.


El mencionado académico agradeció la invitación cursada a la Conferencia Episcopal y señaló que la Iglesia Católica en Chile ha dejado muy clara su posición respecto al fondo de proyecto, tanto en declaraciones públicas como especialmente en la visita oficial de los obispos González Errázuriz y Duarte García de Cortázar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.

Expresó que su presencia debía tomarse como un gesto de aprecio y de colaboración de la Conferencia a las tareas de la Comisión Mixta en el pronto y adecuado despacho de los artículos que están en consideración. Puntualizó que las opiniones que emitiría serían a título personal, pero que el uso del nombre del cargo que ocupa en la asesoría al Episcopado Chileno como su asistencia a esta reunión habían sido debidamente autorizados.

Su exposición fue del tenor siguiente 

“Al artículo 1º: celebro la propuesta del Ejecutivo. Ha encontrado una forma equilibrada.


a) Al hablar de “discriminación arbitraria” se vincula al artículo 19 Nº 2 de la Constitución, lo que indica que no se trata de una ley interpretativa de la Carta Fundamental ni menos de una modificación constitucional encubierta.


b) Como se sabe, no todos los órganos de la Administración elaboran políticas. Ello corresponde a los Ministerios (artículo 22, inciso segundo, de la ley N° 18.575), en tanto los servicios públicos “aplican las políticas, planes y programas” (artículo 28 de la ley 
N° 18.575).


c) Observando el artículo 5º, inciso segundo, de la Constitución, solo los Tratados Internacionales de Derechos Humanos se refieren “a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana” y que limitan el ejercicio de la soberanía. Estos tratados tienen prelación sobre las leyes.


d) “Implementar” es un feo anglicismo. Más vale usar la terminología del artículo 28 de la Ley Orgánica de Bases Generales de la Administración del Estado: “aplicar políticas, planes y programas”.


En consecuencia, mi sugerencia a la Comisión es mejorar el texto y decir: “Dentro de su competencia, corresponderá a los órganos de la Administración del Estado elaborar y aplicar las políticas, planes y programas destinados a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos en la Constitución, en los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, y en las leyes de la República.”.


e) Finalmente, aplaudo la propuesta porque la estimo plenamente conforme al artículo 19 número 26 de la Constitución, que dice: “La seguridad de que los preceptos legales que por mandato de la Constitución regulen o complementen las garantías que ésta establece o que las limiten en los casos en que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio”.


Al artículo 2º inciso segundo: estoy plenamente de acuerdo con el veto supresivo.

Al artículo 2º inciso tercero: considero valioso que se incluya el principio de razonabilidad; considero igualmente valioso que se emplee la expresión “ejercicio legítimo”, dado que ella se encuentra en el recurso de protección (artículo 20 constitucional).

Con todo, no comparto la eliminación de la expresión “siempre” porque ésta enfatiza que esta ley es infraconstitucional y que priman los derechos o “causas constitucionalmente legítimas” y, por lo tanto, también el artículo 19 número 2 de la Constitución por sobre la definición de discriminación arbitraria del inciso primero del artículo 2º del proyecto.

Ahora bien, la expresión “siempre” ya se encuentra en el inciso primero del artículo 18 de la Constitución, que dice “y garantizará siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos”. Siempre indica “la firme voluntad mantenida en el tiempo”.

Estimo necesario (pues numerosos problemas se suscitan en relación a la libertad religiosa) que se acuerde una constancia que diga lo siguiente: “La Comisión aprueba el inciso final en el entendido que al referirse al artículo 19 número 6 de la Constitución se tiene en mente dicho numeral, la ley N° 19.638 y, en especial, el artículo 18 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, que incluye la objeción de conciencia.”.


En efecto, el artículo 19 Nº 6 de nuestra Constitución es una antigualla y el término aceptado en Derechos Humanos es “libertad religiosa”. Es suficientemente conocido que el artículo 18 del Pacto mencionado ha sido interpretado por el Comité de Derechos Humanos de la ONU de la manera siguiente: “En el Pacto no se menciona explícitamente el derecho a la objeción de conciencia, pero el Comité estima que ese derecho puede derivarse del artículo 18... Cuando este derecho se reconozca en la ley y en la práctica no habrá diferenciación entre los objetores de conciencia sobre la base de sus creencias particulares.” (Comentario General al artículo 18, 20 de julio de 1983).


En relación al artículo 17, modificación al Código Penal que crea una nueva agravante, estimo que el veto aditivo es defectuoso y difícilmente compatible con el artículo 19 número 3 de la Constitución. En efecto, el principio de la tipicidad opera no solo para los delitos, penas y faltas, sino también para agravantes y atenuantes. No profundizo el tema porque se debe consultar a penalistas.


Por último, una sugerencia para un trabajo futuro, aun abusando de la benevolencia de la Comisión: creo de toda urgencia introducir en nuestro sistema jurídico el mecanismo conocido como “examen de convencionalidad”. Muchos de los problemas de los cuales nos preocupamos hoy derivan del hecho que nuestros jueces no consideran en sus sentencias los textos vigentes en Chile en materia de Derechos Humanos y Derechos Humanitarios.


Por eso me parece muy pertinente llevar pronto a la práctica lo que aconseja la reciente sentencia en el caso Atala vs. Estado de Chile (página 82, Nº 282): “Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex oficio un “control de convencionalidad” entre las normas internas y la Convención Americana, en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes.”. Cita el caso Almonacid Arellano y otros con el Estado de Chile. Me parece que este tipo de control debe introducirse como obligatorio para el juez, lo que no significa que avalo la sentencia Atala en todas sus partes.”.


Posteriormente, hizo uso de la palabra el señor Manfred Svensson, Delegado de las Organizaciones Evangélicas Consejo Nacional de Obispos y Pastores de Chile, Consejo de Pastores de la Zona Oriente, Coordinadora de Pastores de la Región de Valparaíso y Red de Profesionales Cristianos de Chile (Movimiento Isacar).


Su exposición fue del tenor siguiente:


“A lo largo del proceso de discusión por esta ley, las organizaciones que represento han hecho ver diversos aspectos que les preocupan, como dudas sobre la necesidad de contar con tal género de ley en lugar de velar de un modo más estricto por la igualdad ante la ley, así como dudas sobre la eventual colisión de un derecho de no discriminación con otros derechos fundamentales, en particular en relación a la libertad religiosa y la libertad de expresión. En la presente exposición no se abundará en dichos puntos, sino que quisiera dirigir una mirada de tipo más general a este género de legislación y el tipo de mentalidad que representa y fomenta, en particular con miras a la forma que cobra con el inciso segundo que el veto presidencial introduce al artículo primero.

El punto principal que a estos efectos quisiera sostener es que se introduce así un patrón cuyo objeto inequívoco es dejar atrás la tolerancia. Esto es, que al incorporar en las funciones del Estado la promoción de la diversidad no se da un paso más en una cultura de la tolerancia sino que, por el contrario, se avanza hacia un proyecto de sociedad opuesto al de la sociedad tolerante. Aunque ésta pueda parecer una tesis poco plausible e incluso alarmista, es una afirmación que puede ser corroborada a partir de palabras de quienes apoyan tal iniciativa. Desde la Fundación Iguales, por ejemplo, se ha pedido que el Día Internacional de la Tolerancia se celebre en Chile como Día Nacional de la Diversidad. Muy poco tiempo atrás esto habría parecido inaudito, pues se habría promovido las medidas en cuestión precisamente como parte de un discurso a favor de la tolerancia. Pero hoy estamos ante un sinceramiento por el cual, me parece, debemos estar agradecidos, y que debe ser tenido en mente al legislar. En efecto, la solicitud de la Fundación Iguales ha sido secundada por otros defensores de tal modelo, de modo que en pocas semanas se ha vuelto moneda común entre nosotros el oponer tolerancia y aceptación, llamándonos solo a esta última.
 Con todo el desacuerdo que reina entre los distintos sectores sobre qué curso de acción seguir, parece pues claro que ambos lados de la discusión han llegado a acuerdo sobre cuál es la alternativa que enfrentamos; y me parece crucial que la decisión tomada sea con conciencia de dicha disyuntiva, que no se aprueben políticas de reconocimiento o discriminación positiva bajo el título de políticas de tolerancia.

Ahora bien, quisiera acentuar aquí que si bien en nuestro medio esto es un desarrollo reciente, posee una larga historia; esto es, que a lo largo de toda la modernidad nos han acompañado versiones rivales de la tolerancia: por una parte los esfuerzos por construir una sociedad en que robustas concepciones alternativas de la vida pueden coexistir, por otra parte los intentos por ver tal tolerancia solo como un triste paso intermedio que cuanto antes debe ser dejado atrás. Así lo expresaba magistralmente Goethe, al ver la tolerancia como una “disposición pasajera” que debe acabar en el reconocimiento
. De modo análogo la célebre Carta de Washington sobre la libertad religiosa afirmaba que “ya no se hablará más de la tolerancia”. No se trata, pues, de que las políticas de reconocimiento constituyan un “plus” sobre las de tolerancia, sino que tanto se trata de un esfuerzo consciente por dejar a ésta atrás. Así, una vez más, se ha podido constatar en nuestro medio: don Pablo Simonetti ha llamado expresamente a dejar de lado la tolerancia por constituir ésta “el último resquicio de superioridad de mentes prejuiciosas.”


Creo que este tipo de afirmación, que representa de modo muy adecuado el tipo de iniciativa que evaluamos, merece cierta atención. Era el mismo sentir que expresaba Goethe al decir que “soportar es insultar”. Y es verdad, la tolerancia, como adecuadamente lo captan quienes por ello la critican, implica que en nuestro medio existan desacuerdos robustos, presupone que algunos encontremos malo lo que otros creen o hacen y que, no obstante, nos abstengamos de usar poder en su contra. La tolerancia es una actitud negativa, de abstinencia; es esto lo que, si no es adecuadamente comprendido y enraizado en una visión moral que incluya también otras actitudes positivas, escandaliza y motiva los llamados a dejarla atrás. Pero si la sociedad plural no va a ser al mismo tiempo la sociedad del silencio, lo que requerimos es precisamente de actitudes de paciencia recíproca, no actitudes de pura afirmación recíproca; pretender reemplazar esa tolerancia que presupone considerar algo como malo, pretender reemplazarla por actitudes más positivas, como si ella fuese una prescindible etapa intermedia, es ser ingenuos respecto del hecho de que los desacuerdos forman y van a seguir formando parte esencial de la convivencia humana. Concedemos, ciertamente, que ninguna sociedad puede existir de solo eso, de solo tolerancia. Requiere el cultivo del respeto, requiere que se guarde la igualdad ante la ley, requiere que los ciudadanos de diversas convicciones estén dispuestos a escucharse unos a otros. Pero el punto decisivo para la decisión que ahora enfrentamos no es la necesidad de que estas actitudes positivas existan, sino el hecho de que las actitudes positivas y las negativas, las actitudes de aceptación y las actitudes de tolerancia, no se despliegan simultáneamente respecto de lo mismo, o no bajo una misma consideración. Requerimos respetar y aceptar a aquellos en quienes vemos un mal que toleramos; pero ese mal es precisamente objeto de tolerancia, y no de respeto. La norma que aquí se discute, como abiertamente lo sostienen sus promotores, busca dejar atrás estas distinciones para inculcar solo las actitudes consideradas positivas.

La disyuntiva presente no es pues la de una sociedad religiosa o moralmente homogénea versus una sociedad plural; es, por el contrario, un hecho que somos una sociedad moral y religiosamente heterogénea. En tal contexto, la disyuntiva actual es si acaso vamos a buscar una cultura de la tolerancia -y no dudo de que tendríamos suficiente trabajo con eso- o si el Estado se va a involucrar en no solo aceptar la diversidad de facto que tenemos, sino que se dedicará activamente en promoverla. Y la duda es, por supuesto, como podría involucrarse en tal tarea sin echar abajo la sabiduría arduamente ganada en la época moderna respecto de los límites de sus funciones en relación a las diversas visiones de mundo que integran una sociedad.

Culmino, por tanto, con el dilema innecesario en que se encontrarían los órganos del Estado en caso de adoptar tal decisión, en caso de que se les pida actuar promoviendo la diversidad en lugar de velar por la simple igualdad ante la ley. Pues el involucrarlo en semejantes tareas de promoción, no solo implica un desproporcionado crecimiento de sus funciones 
-tanto en el número de acciones a realizar, como en el tipo de campos en los cuales se involucre-, sino que además será algo que difícilmente podrá asumir de modo ecuánime.

El llamado a promover la diversidad no se materializará en una promoción del conjunto de las visiones rivales coexistentes en nuestro país, y sería ciertamente absurdo que lo fuera. Se tratará, por el contrario, de grupos que logren presentarse como merecedores de algún tipo de atención especial. Me permito, a este efecto, comparar la situación de la población homosexual con la situación de la población evangélica que aquí represento. La población con una inclinación homosexual, según las cifras usualmente dadas, bordearía un 10% de la población. ¿Es eso una minoría? Los evangélicos somos según el último censo un 15%. Un porcentaje significativo de los mismos gusta verse a sí mismo como perseguido por un pasado católico o un presente no creyente. La diferencia numérica entre ambos grupos es pues insignificante y la autopercepción -correcta o incorrecta- como minoría discriminada parece ser la misma.

¿Debería el Estado involucrarse en la difusión de la fe evangélica? ¿Debería siquiera hacerlo por un tiempo para restablecer un equilibrio? Creo que salta a la vista que ni siquiera tal medida temporal tendría sentido: al crear las condiciones para que todos podamos ejercer libremente nuestra fe, el Estado tiene una tarea suficiente, sin deber ocuparse en la promoción de ésta ni otra creencia (como tristemente se hizo al crear un feriado evangélico). Que todos los seres humanos alguna vez hayamos sufrido algún atropello puede ser verdad; y ciertamente reconozco que es verdad que ha habido un sinnúmero de atropellos a las mino-
rías sexuales en el pasado; pero creo que concordaremos en lo incorrecto que es utilizar los sentimientos que ese atropello genera para hacernos creer que merecemos algún trato especial. Sería, por último, errado pensar que hoy se trata en alguno de estos casos de minorías indefensas: el lobby gay y el lobby evangélico son hoy fuerzas considerables en la discusión nacional que, en lugar de estar buscando el apoyo estatal para promocionar sus posiciones, debieran preocuparse por ser ellos mismos administradores cautelosos del poder que han alcanzado. El Estado, a su vez, debe ser cauteloso para no trabajar mediante este tipo de legislación a favor de minorías empoderadas, olvidando a quienes sí requieren de su asistencia.

Honorables Parlamentarios: la cultura influye poderosamente sobre las leyes, pero también las leyes repercuten sobre la cultura, y está en manos de ustedes que la nuestra sea una cultura que pueda seguir siendo caracterizada como una en la que desacuerdos sustantivos son posibles.”.


Posteriormente, en representación de la Fundación Iguales, hicieron uso de la palabra su Presidente, señor Pablo Simonetti, y el asesor jurídico de esa entidad, profesor señor Mauricio Tapia.


Sus exposiciones se basaron en el texto que se reproduce a continuación, correspondiendo la primera parte de la misma al señor Simonetti y lo relativo al inciso tercero del artículo 2° al profesor señor Tapia.


El señor Simonetti expresó lo que sigue:


“A varios de ustedes, Honorables Parlamentarios y distinguido Ministro, les he oído decir que lo mejor es enemigo de lo bueno, que es preferible sacar pronto esta ley y después ver cómo se mejora, que más vale aprobarla como está antes que quedarse sin nada, todos argumentos que apuntan en la misma dirección: contentarnos con este texto aún restringido por temores al principio de igualdad y no discriminación. Y Fundación =Iguales quiere ser clara en este sentido: nosotros no nos contentamos con que se saque adelante una ley que no considere políticas públicas y medidas especiales temporales que permitan superar la desigualdad a que han estado sometidos los grupos históricamente discriminados; no nos contentamos con que precisamente una comisión de Constitución y Justicia apruebe un inciso con vicios de inconstitucionalidad y que vuelve a invertir la carga de la prueba, uno de los pocos avances reales que consideraba la acción judicial propuesta en la ley; no nos contentamos con que la aplicación de la ley se vea limitada por resguardos ajenos a nuestro ordenamiento jurídico, transformándola en una ley de segunda clase.

Dado que ustedes tendrán que responder por estas decisiones, los llamamos a modificar los artículos e incisos planteados más adelante.

1.- Proponemos ampliar el propósito de la ley: Es necesario adoptar políticas públicas y medidas especiales temporales contra la discriminación y así cumplir con la obligación de garantizar los derechos humanos reconocidos en tratados internacionales, ratificados por Chile.

2.- Proponemos eliminar la precisión innecesaria y humillante respecto de la orientación sexual: Si bien pensamos que lo razonable sería eliminar el inciso 2º del artículo 2º en su totalidad, nos damos por satisfechos con la redacción propuesta por el Ejecutivo.

3.- Los llamamos a evitar la consagración de la superioridad de otros derechos fundamentales por sobre el de igualdad y no discriminación: El profesor Mauricio Tapia se referirá en extenso a este punto en particular.

4.- Los llamamos a eliminar disposiciones que introducen elementos innecesarios y perturbadores de la coherencia del orden jurídico chileno. La introducción de las limitaciones a la acción de no discriminación arbitraria en los literales b) y c) del artículo 6º resulta innecesaria por tratarse de situaciones constitucionalmente resueltas. Y si bien el artículo 18 ha quedado fuera de la proposición de veto del Ejecutivo y de la competencia de la comisión mixta, consideramos que debe eliminarse. Este artículo busca limitar los alcances de la ley, estableciendo una regla especial de interpretación, regla innecesaria, porque una ley, en virtud de su propio contenido, nunca tiene por efecto la alteración de materias que son objeto de regulación especial. Es por todos sabido que es preferible aplicar los criterios generales de interpretación de la ley para resolver los potenciales conflictos que surjan entre distintos cuerpos legales.

5.- Por último, pedimos incluir la categoría identidad de género en la agravante penal contemplada en la ley y estamos de acuerdo con la redacción propuesta por el Ejecutivo.

Los informes que acompañan este resumen ejecutivo fueron preparados por expertos de cada área, por ejemplo, el informe sobre la ampliación del propósito de la ley fue redactado por Verónica Undurraga, profesora de derecho de la Universidad Adolfo Ibáñez y ex directora del Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile. En cada uno de los textos podrán encontrar el desarrollo argumental y las redacciones propuestas para las disposiciones comentadas.”.

El texto que se adjuntó es el siguiente:

“Primera observación:

Ampliar el propósito de la ley.

Texto de Verónica Undurraga, profesora de derecho UAI y ex directora del Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile.

La denominación del proyecto -que habla de establecer “[…] medidas contra la discriminación”- resulta inadecuada a la luz del texto aprobado por el Senado en segundo trámite constitucional. Básicamente, porque no establece ninguna obligación para el Estado en relación a las tareas de prevenir y eliminar toda forma de discriminación.

1. En materia de derecho internacional de derechos humanos, las obligaciones de los Estados son:

La obligación de respetar los derechos humanos: esto significa, que los estados se comprometen a abstenerse de cualquier acto que implique violar estos derechos, y

La obligación de garantizar los derechos humanos: esta obligación consiste en que el Estado debe adoptar todas las medidas necesarias para que los titulares de los derechos humanos puedan ejercerlos libre y plenamente.

El Estado de Chile se comprometió, al ratificar el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PDCP), a “respetar y a garantizar” los derechos reconocidos en dicho tratado (artículo 2 del PDCP). Asimismo, bajo la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), el Estado de Chile se obligó a “respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre ejercicio” (artículo 1 de la CADH). Estas mismas obligaciones de respeto y garantía se aplican respecto de los derechos humanos reconocidos en otros tratados internacionales vigentes en Chile.

2. La obligación de adoptar políticas públicas para hacer efectivos los derechos humanos reconocidos en tratados internacionales deriva de la obligación de garantizar. La obligación de garantizar tiene el siguiente contenido, de acuerdo a la opinión autorizada de la Corte Interamericana de Derechos Humanos:

“La segunda obligación de los Estados Partes es la de “garantizar” el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a toda persona sujeta a su jurisdicción. Esta obligación implica el deber de los Estados Partes de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de tal manera que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos … La obligación de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible el cumplimiento de esta obligación, sino que comporta la necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.”
 

3. La obligación de garantizar los derechos humanos exige que el Estado “adopte disposiciones de derecho interno” que incluyen “medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades” (artículo 2 CADH). Estas medidas incluyen la adopción de políticas públicas cuando sean necesarias para asegurar el goce efectivo de los derechos humanos.

4. El derecho internacional de los derechos humanos no obliga a los Estados a adoptar ciertas medidas o políticas específicas. Lo único que exige es que los Estados sean capaces de demostrar que las medidas que está adoptando para asegurar el goce y ejercicio de los derechos humanos sean efectivas. La sola consagración legal del principio de igualdad y no discriminación no asegura la efectividad de las medidas. Es por eso que ésta debe asegurarse mediante la adopción de políticas públicas.

5. Las medidas especiales temporales en materia de igualdad y no discriminación, son herramientas que tienen como objetivo contrarrestar una situación social o cultural de discriminación que sufren ciertos grupos o colectivos en una sociedad. Su fin es acelerar el logro de la igualdad de goce y ejercicio de los derechos por parte de esos grupos hasta que alcancen el mismo nivel que el resto de la población. Las medidas especiales temporales permiten la verdadera igualdad de oportunidades para todas las personas.

6. Como lo ha señalado el Comité Cedaw, órgano de supervisión de la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer en su Recomendación General Nº 25, el término medidas especiales temporales abarca una gama muy amplia de instrumentos entre los cuales los Estados pueden escoger los que sean eficaces para la situación particular de discriminación que deben enfrentar. Ejemplos de medidas especiales temporales señaladas por este Comité incluyen “políticas y prácticas de índole legislativa, ejecutiva, administrativa y reglamentaria, como pueden ser los programas de divulgación o apoyo; la asignación o reasignación de recursos; el trato preferencial; la determinación de metas en materia de contratación y promoción; los objetivos cuantitativos relacionados con plazos determinados; y los sistemas de cuotas (…)”.
 Es decir, pueden considerarse medidas especiales temporales, instrumentos tan variados como los programas especiales de divulgación de derechos, los manuales de buenas prácticas, los programas de financiamiento para capacitación que beneficien a grupos históricamente discriminados, las políticas de selección de personas que otorguen valor a la diversidad en la contratación y los sistemas de cuotas.

7. La adopción de medidas especiales temporales se transforma en obligatoria bajo el derecho internacional de derechos humanos cuando es necesaria, esto es, cuando es la única herramienta que tiene disponible el Estado para cumplir con su obligación de garantizar el goce y ejercicio de los derechos humanos. En la práctica, esto sucede cuando el Estado enfrenta una situación de desigualdad o discriminación tan persistente, que no puede desarticularse sino mediante la adopción de este tipo de medidas afirmativas.

8. El carácter “especial” de estas medidas deriva de perseguir objetivos específicos y concretos.


9. El carácter “temporal” de estas medidas, implica que no están destinadas a mantenerse más allá del tiempo necesario para asegurar que se ha alcanzado una situación de igualdad que no se revertiría si las medidas se suspenden.


10. Para que una medida especial temporal sea legítima, debe cumplir con los siguientes requisitos:

a. Estar destinada a acelerar el logro del igual goce y ejercicio de los derechos humanos de todas las personas, permitiendo a aquellos grupos que han sido históricamente discriminados alcanzar el mismo reconocimiento de derechos que el resto de la población.

b. Ser temporal.

d. Ser necesaria para el logro del objetivo.

e. Ser adecuada para el logro del objetivo.

f. Ser evaluada constantemente.
	Texto actual del artículo 1°
	Texto propuesto para el mismo artículo 1°

	Artículo 1°.- Propósito de la ley. La presente ley tiene por objetivo fundamental instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria.


	Artículo 1°. Propósito de la ley. Las disposiciones de esta ley tienen por objeto prevenir, sancionar y eliminar toda discriminación que se ejerza en contra de cualquier persona o grupo de personas.
Corresponde a cada uno de los órganos de la Administración del Estado elaborar e implementar las políticas y arbitrar las acciones necesarias para respetar y proteger a toda persona, sin discriminación alguna, garantizando, educando y promoviendo el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución, las leyes y los tratados internacionales.
Los órganos de la Administración del Estado podrán establecer distinciones o preferencias orientadas a fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas, de conformidad a la Constitución Política de la República.
El establecimiento de las distinciones o preferencias señaladas en el inciso anterior, tendrá siempre carácter temporal, debiendo cesar cuando se logre el objetivo que las justifica.
Asimismo, las medidas que los órganos de la Administración del Estado adopten en conformidad a los incisos anteriores, estarán dirigidas directamente a aquellas personas o grupos de personas que se encuentren en posición de desventaja con respecto al resto de la población, y deberán tener como propósito específico lograr la igualdad en el ejercicio de sus derechos.



Segunda observación:

Eliminar una precisión innecesaria y humillante respecto de la orientación sexual.

Texto de Valentina Verbal, historiadora y coordinadora de la comisión trans de Fundación =Iguales.

El inciso 1° del artículo 2° del proyecto define el concepto de discriminación arbitraria y establece que entiende por tal “[…] toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuadas por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes […]”, disponiendo enseguida una serie de categorías que serán especialmente tuteladas por este cuerpo normativo, entre ellas, la de orientación sexual.

Luego, el inciso 2º del mismo artículo dispone lo siguiente:

Las categorías a que se refiere el inciso anterior no podrán invocarse, en ningún caso, para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden público. De esta manera, por ejemplo, no podrá reclamar discriminación por orientación sexual un individuo que deba responder por actos sexuales violentos, incestuosos, dirigidos a menores de edad cuando tengan el carácter de delito, o que, en los términos de la ley vigente, ofendan el pudor.

Este inciso resulta completamente innecesario dentro del articulado de la ley, tanto por razones de forma como de fondo:

a) Razones de forma: Este proyecto no pretende alterar el Código Penal, salvo en lo que respecta a la agravante consagrada en el artículo 17. En efecto, ni en el mensaje presidencial que le dio origen ni en su tramitación sucesiva se planteó nunca la posibilidad de derogar o modificar los tipos penales que protegen el libre ejercicio de la sexualidad humana.

b) Razones de fondo: Este inciso 2º parte de un supuesto humillante para las personas homosexuales, ya que de su lectura cabe concluir que la homosexualidad es equiparable o tiene relación con acciones aberrantes como aquellas que atentan contra la indemnidad sexual de los menores. Se trata de una disposición paradójicamente discriminatoria y que expresa, al menos indirectamente, una visión patologizante o criminalizante de la homosexualidad.

Esta visión errada se basa en el argumento falaz de que la orientación sexual sería una noción ambigua y sin límites precisos, pudiendo incluirse en ella acciones aberrantes. Sin embargo, la orientación sexual es una noción bien definida que se encuentra consagrada en diversos instrumentos internacionales, suscritos por el Estado de Chile, además de que constar en la historia de la tramitación del proyecto.

En el plano internacional, claves son los denominados Principios de Yogyakarta de 2007
 que definen el concepto de orientación sexual como “la capacidad de cada persona de sentir una profunda atracción emocional, afectiva y sexual por personas de un género diferente al suyo (heterosexualidad), o de su mismo género (homosexualidad), o de más de un género (bisexualidad), así como a la capacidad de mantener relaciones íntimas y sexuales con estas personas”
.

En este mismo orden de ideas, también es relevante el Examen Periódico Universal (EPU) del Consejo de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas (ONU). En el Informe del año 2009 Chile acogió, entre otras, las recomendaciones de: “Prohibir por ley la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género y abordarla en los programas y políticas de igualdad (Suecia) y utilizar los Principios de Yogyakarta como guía en la formulación de políticas (Países Bajos)”
. O sea, Chile se comprometió a aplicar los Principios de Yogyakarta que contienen una definición precisa de orientación sexual, así como de identidad de género (según se verá enseguida).

También es importante hacer referencia a la Declaración sobre orientación sexual e identidad de género de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 2008 -documento firmado por 66 Estados, entre ellos Chile-, cuyo artículo 6° dispone: “Condenamos las violaciones de derechos humanos basadas en la orientación sexual o la identidad de género dondequiera que tengan lugar, en particular el uso de la pena de muerte sobre esta base, las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, la práctica de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, el arresto o detención arbitrarios y la denegación de derechos económicos, sociales y culturales, incluyendo el derecho a la salud”
. 

Además, recientemente, en junio del presente año, Chile suscribió una declaración oficial del Consejo de Derechos Humanos de la ONU sobre derechos humanos, orientación sexual e identidad de género, que, en su artículo 1°, decide pedir “a la Alta Comisionada [de Derechos Humanos] que encargue un estudio, que se ultimará para diciembre de 2011, a fin de documentar las leyes y prácticas discriminatorias y los actos de violencia cometidos contra personas por su orientación sexual e identidad de género, en todas las regiones del mundo, y la forma en que la normativa internacional de derechos humanos puede aplicarse para poner fin a la violencia y a las violaciones conexas de los derechos humanos motivadas por la orientación sexual y la identidad de género”
. Este informe, que acaba de ser publicado este mes, se intitula Leyes y prácticas discriminatorias y actos de violencia cometidos contra personas por su orientación sexual e identidad de género. Entre otras recomendaciones a los Estados miembros de la ONU hace la de que:

Promulguen legislación amplia de lucha contra la discriminación que incluya la discriminación por razón de la orientación sexual y la identidad de género entre los motivos prohibidos, reconozca las formas de discriminación concomitantes y vele por que la lucha contra la discriminación por razón de la orientación sexual y la identidad de género se incluya en los mandatos de las instituciones nacionales de derechos humanos
.

De otro lado, el Estado de Chile ha suscrito cuatro resoluciones de la Organización de Estados Americanos (OEA) sobre no discriminación por orientación sexual e identidad de género. El último de estos documentos, correspondiente a junio de 2011, resolvió: “Condenar la discriminación contra personas por motivos de orientación sexual e identidad de género, e instar a los Estados dentro de los parámetros de las instituciones jurídicas de su ordenamiento interno, a adoptar las medidas necesarias para prevenir, sancionar y erradicar dicha discriminación”
. 


Además, consta en la historia de la ley
 un significado preciso de orientación sexual, en los mismos términos de los Principios de Yogyakarta. El Senador Jorge Pizarro (DC) señaló, en la sesión del 8 de noviembre pasado (que aprobó, en segundo trámite constitucional, el proyecto): “Orientación sexual, en buen castellano, se puede definir como la atracción por personas de diferente sexo (heterosexuales), del mismo sexo (homosexuales) o de ambos sexos (bisexuales)”
. Por su parte, la Senadora Lily Pérez (RN), en la misma sesión anterior: 

¿Por qué incorporar a dicha norma la orientación sexual? Porque en 2006 un grupo de expertos mundiales en derechos humanos definió el concepto. Si bien este no constituye fuente de Derecho Internacional, su amplio acuerdo entre especialistas le ha otorgado legitimidad para su uso y aplicación, a tal punto que todas las resoluciones de la OEA y de las Naciones Unidas sobre el asunto mencionan el principio de orientación sexual.

Incluso, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha utilizado tal expresión. En efecto, en la demanda en contra del Estado de Chile ante dicha Corte por el caso de la jueza Karen Atala, se señala lo siguiente: “El lenguaje discriminatorio utilizado por las autoridades judiciales es una evidencia clara de que el tratamiento otorgado a la señora Karen Atala estuvo sustentado en una expresión de su orientación sexual”
. 

	Texto actual del inciso 2° artículo 2°
	Texto propuesto como inciso 2° del artículo 18

	Las categorías a que se refiere el inciso anterior no podrán invocarse, en ningún caso, para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden público. De esta manera, por ejemplo, no podrá reclamar discriminación por orientación sexual un individuo que deba responder por actos sexuales violentos, incestuosos, dirigidos a menores de edad cuando tengan el carácter de delito, o que, en los términos de la ley vigente, ofendan el pudor.
	



Prosiguiendo con la exposición de la Fundación Iguales, el profesor señor Tapia se hizo cargo de exponer el siguiente tema, basando su alocución en el texto que se transcribe a continuación.

“Tercera observación:

Evitar la consagración de la superioridad de otros derechos fundamentales por sobre el de igualdad y no discriminación.

Informe
 preparado por Mauricio Tapia, profesor de Derecho y director del Área de Derecho Privado de la Universidad de Chile.

Análisis del inciso 3º del artículo 2º del Proyecto de Ley que Establece Medidas contra la Discriminación.

Resumen ejecutivo

(i) El Proyecto de Ley que establece medidas contra la discriminación, Boletín 3.815-07 (en adelante, el “Proyecto Ley”), en la redacción actual del inciso 3º de su artículo 2º, dispone lo siguiente: “Se considerarán siempre razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.”.

Esta norma del Proyecto de Ley adolece de vicios de inconstitucionalidad, así como merece reparos desde el punto de vista del ejercicio de la acción especial contra la discriminación que consagra, particularmente respecto de la inversión de la carga de la prueba.

(ii) En cuanto a los vicios de inconstitucionalidad: a) Establece un orden jerárquico entre los derechos y garantías fundamentales, criterio desconocido por el Constituyente, e inaceptable en un Estado de Derecho, ya que todos los derechos pertenecen a un sistema, y gozan de igual valor en términos materiales y axiológicos. También se opone a la Convención Americana de Derechos Humanos que dispone que los derechos fundamentales jamás pueden excluirse entre sí (art. 29).

Tanto la jurisprudencia del Tribunal Constitucional como aquella de los Tribunales Superiores confirma que no existe en Chile una jerarquía de derechos constituciones, y que debe recurrirse a la ponderación entre los derechos para resolver conflictos entre ellos. b) Vulnera el contenido esencial de la garantía de la igualdad ante la ley (art. 19 Nº 26 de la C.P.R., en relación al art. 19 Nº 2), ya que nunca podrá hacerse valer la garantía de igualdad ante la ley si el recurrido de la acción especial alega el ejercicio de alguno de los derechos enumerados en la norma analizada. De esta manera, relega al principio de la no discriminación arbitraria al último lugar no solo de los derechos constitucionales, sino, más aún, al último lugar de los intereses tutelados por la Constitución.


(iii) En cuanto a los problemas procesales (inversión de la carga de la prueba u onus probandi): a) La norma establece una presunción de derecho, ya que siempre se considerará razonable aquella distinción en función del ejercicio de legítimo de alguno de los derechos fundamentales que enumera y de “otra causa constitucionalmente legítima”. Por lo tanto, el recurrente discriminado nunca podrá acreditar los supuestos que configuran la discriminación si el demandado se defiende invocando algunas de las causales indicadas, por lo que la acción especial de discriminación pierde todo sentido y eficacia. b) Este problema no se soluciona eliminando la expresión “siempre”. En efecto, si se eliminara la expresión “siempre”, se trataría de una presunción simplemente legal y de todas formas termina invirtiendo la carga de la prueba en perjuicio de las víctimas. La víctima de la discriminación queda en una situación sumamente desmejorada considerando que: i) además de probar la discriminación debería acreditar la falta de razonabilidad y las motivaciones del acto discriminatorio y ii) en materia de discriminación es frecuente la asimetría entre las partes, ya que normalmente quien discrimina se encuentra en mejores condiciones para acreditar la razonabilidad de la discriminación. c) La regulación propuesta contradice la tendencia de la normativa comparada, la que se orienta hacia alivianar la carga de la prueba de la víctima de la discriminación (artículo 4 de la directiva 97/80/CE del Consejo Europeo, del 15 de diciembre de 1997), y que sea el autor del acto de discriminación quien deba probar que es “razonable” el acto de diferenciación que se le imputa.

(iv) Finalmente, el informe ofrece una redacción alternativa para esta norma (inc. 3º art. 2º), que a nuestro juicio se ajustaría a los estándares internacionales y constitucionales vigentes en Chile, del tenor siguiente: “El juez deberá ponderar si pueden estimarse razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República. Corresponde a quien alega el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental probar la razonabilidad de la distinción, exclusión o restricción”.
INTRODUCCIÓN


1. Este informe se pronuncia sobre el inciso 3º del artículo 2º del Proyecto de Ley, especialmente en lo referente al análisis de su ajuste al texto constitucional, a los estándares internacionales y a la jurisprudencia sobre la materia, así como a sus impactos en cuanto a la inversión de la carga de la prueba que provoca en las contiendas sobre discriminación arbitraria.

2. Para efectuar este análisis, el informe se divide en los siguientes capítulos:

I. Descripción de algunos antecedentes.

II. Análisis jurídico de la norma.

III. Aspectos probatorios de la norma.

IV. Propuesta de redacción.

V. Conclusiones
I. DESCRIPCIÓN DE ALGUNOS ANTECEDENTES


3. Antecedentes. El Mensaje presidencial del Proyecto de Ley explicita que su objeto es regular, por vía legal, el mecanismo idóneo para proteger el principio de no discriminación amparado por el artículo 19 Nº 2 de la Constitución Política de la República.

En lo que importa para los efectos de este informe, el Mensaje hace presente el carácter dinámico y flexible de las normas de rango legal, en el sentido que favorecen su reformulación conforme a los avances el mundo moderno, a diferencia de las normas de rango constitucional, y aseguran, de esta forma, una adecuada protección.

Asimismo, el Mensaje agrega que se reconoce como deber del Estado la elaboración de políticas y acciones que sean necesarias para garantizar la no discriminación.

En síntesis, los propósitos esenciales de esta ley son incorporar mecanismos preventivos y correctivos idóneos para proteger el principio de no discriminación arbitraria.

De ahí que resulte sumamente importante analizar si el inciso 3º del artículo 2º del Proyecto de Ley garantiza un resguardo adecuado de este principio en la represión de las conductas discriminatorias arbitrarias.
II. ANÁLISIS JURÍDICO DE LA NORMA 


4. Puede estimarse que el inciso 3º del artículo 2º del Proyecto es una norma incompatible con la actual Constitución Política de la República, así como que también contraría los criterios nacionales y comparados sobre la regulación y delimitación de los derechos fundamentales. La inconstitucionalidad se fundamenta en las siguientes razones:

(i) Precisión entorno al supuesto de aplicación de la norma: exigencia del ejercicio legítimo del derecho.

5. La primera observación que merece la norma comentada dice relación con su supuesto de aplicación, en cuanto exige el “ejercicio legítimo” de otros derechos fundamentales para configurar la razonabilidad de las distinciones, exclusiones o restricciones.

En efecto, el ejercicio legítimo de un derecho fundamental es un presupuesto básico para que pueda existir un conflicto de derechos. Por tanto, de no ser legítimo su ejercicio, el problema es más bien sobre la delimitación del contenido del derecho y no de ponderación en cuanto al valor de un derecho fundamental respecto de otros. Esta imprecisión en la que incurre el Proyecto de Ley debería ser corregida.

En otros términos, todos los derechos deben ejercerse legítimamente para ser tutelados. Luego, cuando existe conflicto entre dos derechos ejercidos dentro de su ámbito legítimo, corresponderá al juez efectuar una tarea de ponderación.

La norma en comento se contenta con exigir la legitimidad del ejercicio del derecho que se esgrime como justificación de la discriminación para hacerlo primar, sin que el juez pueda ponderarlos.

(ii) No es compatible con la Constitución Política de la República establecer, por vía legal, un orden jerárquico entre los derechos y garantías fundamentales.

6. La norma establece un orden jerárquico entre los diversos derechos, es decir, reconoce una preeminencia de ciertos derechos fundamentales por sobre otros, lo que es un criterio desconocido por el Constituyente y jamás utilizado por el Tribunal Constitucional (el que, como se expondrá, siempre recurre a criterios como la delimitación del contenido de cada uno de los derechos o la ponderación entre los derechos para resolver conflictos de derechos fundamentales).

Esta norma es, por tanto, constitucionalmente objetable, según se demuestra a continuación.

7. En efecto, el criterio defendido (inexistencia de jerarquía entre derechos fundamentales) es reconocido expresamente tanto por nuestra doctrina constitucional como por la jurisprudencia de los Tribunales Superiores de Justicia y del Tribunal Constitucional.

8. En la doctrina constitucional chilena, una de las opiniones más autorizadas es la del profesor Humberto Nogueira Alcalá,
 quien ha señalado que “no pueden utilizarse algunos enunciados constitucionales de derechos o bienes jurídicos para anular otros; todos ellos son elementos constitutivos del orden constitucional que no pueden entrar en contradicción, pudiendo solo existir conflictos aparentes por una inadecuada o deficiente delimitación de los derechos, éstos deben interpretarse siempre en el sentido de darles un efecto útil y la máxima efectividad, vale decir, optimizándolos dentro de su ámbito propio. Cada uno y todos los derechos pertenecen a un sistema, gozando de igual valor en términos materiales y axiológicos. No hay norma alguna de la Carta Fundamental que autorice a aniquilar un derecho o a desnaturalizarlo para favorecer a otro, a su vez todos ellos tienen incorporado el límite del bien común, en la medida que las personas conviven en sociedad”.


El autor referido agrega, como conclusión, que “el límite intrínseco a los derechos constitucionales se convierte así en un problema de interpretación constitucional, a través de la cual se deben configurar el contenido constitucionalmente protegido y los límites de cada derecho”.


9. Por otra parte, la Corte de Apelaciones de Santiago, en sentencia de 16 de abril de 2003, recaída sobre acción de protección en el llamado “Caso Prat”
, argumentó que el ejercicio de ponderación entre derechos fundamentales (en este caso, en particular, el derecho a la honra versus la libertad de informar sin censura previa) “surge de la necesidad de la confluencia que debe existir entre los derechos que nacen de la esencia del ser humano, los que jamás podrán excluirse entre sí, tal como lo consagra, por su parte, el artículo 29 de la nombrada Convención (Americana de Derechos Humanos, Pacto de San José de Costa Rica),
 que prohíbe toda interpretación que excluya derechos y garantías inherentes a la naturaleza del ser humano o que deriven de la forma democrática representativa de gobierno. Esta norma contempla además la obligación de interpretar las reglas atinentes a los derechos humanos teniendo en consideración su fin último, que es la protección de los derechos de las personas, optando por aquél que resguarde de la mejor manera esos derechos y conciliando siempre las limitaciones que se susciten”. Criterio similar sigue la misma Corte en “Callejas Leiva con Echeverría Yáñez”,
 entre otros números fallos.

10. Asimismo, la Corte Suprema ha concluido lo mismo, tal como se aprecia en el caso “Donoso Arteaga”,
 y otros.


11. El criterio indicado también ha sido reconocido, de manera uniforme, por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional,
 tal como se prueba a continuación:

a) En relación a la interpretación de los principios y valores básicos de la Constitución, ha señalado que “frente a diversas interpretaciones posibles del alcance de la protección constitucional de un derecho fundamental, debe excluirse la que admita al legislador regular su ejercicio hasta extremos que en la práctica imposibiliten la plenitud de su vigencia efectiva o compriman su contenido a términos inconciliables con su fisionomía” (STC Rol Nº 1185, c. 13).

b) En esta misma línea, el Tribunal Constitucional ha señalado enfáticamente que, tratándose los requisitos que deben cumplir las restricciones a un derecho fundamental, la constitucionalidad de estas medidas supone necesariamente revisar “si las limitaciones se encuentran suficientemente determinadas por la ley y si están razonablemente justificadas; esto es, si persiguen un fin lícito, resultan idóneas para alcanzarlo y si la restricción que imponen pueden estimarse proporcional al logro de esos fines” (STC Rol Nº 12, c. 24).

c) Asimismo, el criterio de ponderación ha sido recogido implícitamente en diversos fallos de este tribunal. Así, el Tribunal Constitucional ha empleado este criterio en los casos “Catalíticos”
 “Unidad de Análisis Financiero”
 y “Agencia Nacional de Inteligencia”,
 entre otros.

(iii) Inconstitucionalidad de la noma por la vulneración de la garantía del contenido esencial de los derechos, reconocida en el artículo 19 Nº 26 de la Constitución Política de la República.

12. En estrecha vinculación a lo indicado precedentemente, un segundo vicio puede imputarse a la norma del inciso 3º del artículo 2º del Proyecto de Ley, y se refiere a la violación o afectación de la garantía del artículo 19 Nº 26 de la Constitución, denominada por la doctrina y jurisprudencia constitucional como la garantía del contenido esencial: “La seguridad de que los preceptos legales que por mandato de la Constitución regulen o complementen las garantías que ésta establece o que las limiten en los casos en que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio”.

13. Si bien el legislador tiene las competencias para regular el ejercicio y las limitaciones de los derechos fundamentales, en virtud de la reserva legal, esta actividad debe sujetarse al límite del contenido esencial del derecho, garantía reconocida en el mencionado artículo 19 numeral 26 de la Constitución.

14. Al respecto, el profesor Nogueira señala que “el legislador está obligado a respetar y tiene prohibido constitucionalmente afectar el contenido esencial de los derechos. Dicho contenido esencial se constituye en la barrera constitucional insuperable e infranqueable en la tarea de establecer posibles limitaciones de los derechos, constituye un límite al poder de limitar los derechos (…). El legislador debe respetar la naturaleza jurídica de cada derecho que preexiste al momento legislativo y a los intereses jurídicamente protegidos. Así el núcleo objetivo intrínseco de cada derecho constituye una entidad previa a la regulación legislativa.”


A juicio de este autor, el contenido esencial puede definirse “como un concepto jurídico, capaz de ser depurado y perfilado técnicamente a fin de hacer operativo el límite jurídico que expresa en el proceso de aplicación del texto constitucional”.


15. Sobre la cuestión de la garantía del contenido esencial, el Tribunal Constitucional ha señalado que “debemos entender que un derecho es afectado en su ‘esencia’ cuando se la prive de aquello que le es consustancial, de manera tal que deja de ser reconocible y que se impide ‘el libre ejercicio’ en aquellos casos en que el legislador lo somete a exigencias que lo hacen irrealizable, lo entraban más allá de lo razonable o lo privan de tutela jurídica”.
 


En otra sentencia, el Tribunal Constitucional señala que las limitaciones “jamás pueden afectar el contenido esencial del derecho, esto es, no pueden consistir en “privación” del derecho”.


En otra ocasión, el Tribunal Constitucional señaló que “el derecho se hace impracticable cuando sus facultades no pueden ejecutarse. El derecho se dificulta más allá de lo razonable cuando las limitaciones se convierten en intolerables para su titular. Finalmente, debe averiguarse si el derecho ha sido despojado de su necesaria protección o tutela adecuada a fin de que el derecho no se transforme en una facultad indisponible para su titular. Estos supuestos deben ser aplicados, en todo caso, con la confluencia de dos elementos irrenunciables. En primer lugar, el momento histórico de cada situación concreta, por el carácter evolutivo del contenido esencial del derecho; y luego, las condiciones inherentes de las sociedades democráticas, lo que alude a determinar el sistema de límites del ordenamiento jurídico general y como juega en ella el derecho y la limitación”.


Finalmente, el Tribunal Constitucional exige que la limitación o restricción a un derecho fundamental opere “únicamente en los casos y circunstancias que en forma precisa y restrictiva indica la Carta Fundamental, y que, además, tales limitaciones deben ser señaladas con absoluta precisión, a fin de que no sea factible una incorrecta o contradictoria interpretación. Asimismo, esa exigida precisión debe permitir la aplicación de las restricciones impuestas de una manera igual para todos los afectados, con parámetros incuestionables y con una indubitable determinación del momento en que aquellas limitaciones nacen o cesan”.


16. El estándar recién señalado no es respetado por el referido inciso 3º del artículo 2º del Proyecto de Ley, ya que la Constitución no menciona en ningún caso la admisibilidad de la limitación del derecho de igualdad ante la ley ex ante, ni tampoco las limitaciones indicadas son precisas, toda vez que junto con establecer un extenso catálogo de derechos y garantías fundamentales “prioritarios” (lo que ya es inconstitucional), establece una excepción extraordinariamente abierta en la expresión “o en otra causa constitucionalmente legítima”, que hace inviable asegurar la constitucionalidad del Proyecto de Ley.

Esta última expresión (“o en otra causa constitucionalmente legítima”), parece muy cuestionable desde el momento en que no solo vulnera la esencia del derecho a la no discriminación arbitraria, sino que también coloca por sobre éste cualquier interés tutelado por la Constitución (y cualquier interés legítimo puede reconducirse a la Constitución) y no solo otros derechos fundamentales.

Esta expresión es sumamente criticable, pues relega, en definitiva, al principio de la no discriminación arbitraria al último lugar de los intereses tutelados por la Constitución.

En otras palabras, y paradójicamente, de esta forma la norma convierte al Proyecto de Ley en un cuerpo normativo que desplaza y discrimina ex ante al principio de no discriminación al último lugar de los derechos e intereses constitucionales.

(iv) Análisis de la expresión “siempre”.

17. Debemos hacer presente que la inconstitucionalidad de la norma no se soslaya con la sola eliminación de la palabra “siempre”, ya que igualmente estaría asignando una protección reforzada ex ante a otros derechos fundamentales (jerarquizándolos), en desmedro del derecho a la igualdad ante la ley.

En otras palabras, se pasaría de una “presunción de derecho” a una “presunción legal” de primacía de cualquier otro derecho fundamental por sobre el principio de no discriminación, continuando estando afectada por la objeción de establecer una jerarquía entre los derechos fundamentales, vulnerando la esencia de la no discriminación arbitraria y colocando a la víctima discriminada en una desfavorable situación en el juicio, como se expone en el capítulo siguiente.

Más aún, el solo hecho de eliminar “siempre” y mantener el “se considerarán razonables”, podría perfectamente ser interpretado por un tribunal como una mantención de una presunción de razonabilidad que no admite prueba en contrario. En efecto, el Proyecto de Ley en tal caso parecería afirmar que en todo evento se consideran razonables las discriminaciones que se efectúen sobre la base del ejercicio legítimo de un derecho fundamental, y no contendría expresiones que pudieran permitir entender que el juez debe ponderarlos y no considerar automáticamente que priman por sobre el mencionado principio de no discriminación arbitraria.

En tal caso, sería preferible utilizar la expresión “Se podrán considerar razonables…”.
III. ASPECTOS PROBATORIOS DE LA NORMA COMENTADA


18. La norma del inciso 3º del artículo 2º del Proyecto de Ley también tiene un alcance procesal muy trascendental para estos juicios, pues señala que “Se considerarán siempre razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que (…) encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.”.

Desde este punto de vista procesal civil, la norma también merece importantes observaciones:

(i) El inciso 3º del artículo 2º del Proyecto de Ley establece una presunción de derecho.

19. Como se dijo, la norma referida establece que siempre se considerará razonable aquella distinción, exclusión o restricción que se funde en dos causales: el ejercicio de legítimo de alguno de los derechos fundamentales (la norma cita especialmente la honra y vida privada, libertad de conciencia, libertad de enseñanza, libertad de emitir opinión y la de informar sin censura previa, el derecho de asociarse sin permiso previo, la libertad del trabajo y su protección y el derecho a desarrollar cualquier actividad económica, pero por su forma de redacción se entiende que cualquier otro derecho fundamental también se podría alegar); y en “otra causa constitucionalmente legítima”.

20. El impacto práctico de una redacción tan amplia no es otro que establecer una verdadera presunción de derecho en cuanto a que el recurrente discriminado, ejerciendo la acción especial de discriminación consagrada en el Proyecto de Ley, nunca podría acreditar los supuestos que configuran la discriminación, si el demandado se defiende invocando algunas de las causales indicadas. 

En efecto, respecto de la primera excepción referida, y de acuerdo a lo expuesto en el capítulo anterior, constituye una valoración por vía legal ex ante del valor específico de bienes jurídicos en colisión en un caso concreto, lo cual en el Estado de Derecho es una consecuencia inaceptable.

En relación a la segunda excepción recogida, su amplitud implica -como se dijo- la apertura de una norma que, en cuanto excepcional, debiese ser de aplicación estricta.

Por lo tanto, la acción especial de discriminación pierde todo sentido y eficacia. Y, aún más, las consecuencias de esta interpretación legal de las normas constitucionales involucran un impacto reflejo en todo el sistema de derechos fundamentales y, a mayor abundamiento, en el sistema jurídico nacional.

(ii) Problema de la carga de la prueba.

21. Ahora bien, aun cuando se eliminara la expresión “siempre” (y pudiera interpretarse, cuestión que no es categórica, que se trataría de una presunción simplemente legal), subsistirá un problema de índole probatorio procesal: la inversión del onus probandi.

Si bien no se trataría de una presunción de derecho, sí se trataría de una presunción simplemente legal. Por tanto el recurrente (la víctima de la discriminación) no solo debería aportar antecedentes para acreditar la existencia material o jurídica de la diferencia, exclusión o restricción, sino que además debería acreditar su falta de razonabilidad y, en último término, las motivaciones del acto mismo.

En términos probatorios, la norma coloca a la víctima en una situación sumamente desmejorada.

22. Además, esta forma de distribución de la carga de la prueba no considera la situación de asimetría de acceso a sus fuentes en que se encuentran las partes: quien discrimina será también por regla general quien se encuentre en mejores condiciones para acreditar que la discriminación pudo ser “razonable” y, por tanto, que debe ser resguardado.

En consecuencia, la norma transforma en una verdadera “prueba diabólica” la acreditación del acto discriminatorio para la víctima.

(iii) Contradicción con la normativa internacional sobre discriminación arbitraria.

23. La regulación propuesta contradice, además, la tendencia de la normativa comparada que existe en la materia, la que se orienta hacia alivianar la carga de la prueba de la víctima de la discriminación.

24. Tal como señaló la abogada señora Camila Maturana,
 en representación del Observatorio Parlamentario, lo usual en los sistemas comparados es que la víctima deba demostrar que se ha verificado el acto (por todos los medios a su alcance); mientras que el sujeto recurrido deberá acreditar que la distinción efectuada respondió a un objetivo razonable.

Este criterio, agrega, es recogido en el artículo 4 de la directiva 97/80/CE del Consejo Europeo, del 15 de diciembre de 1997: Los Estados miembros adoptarán con arreglo a sus sistemas judiciales nacionales las medidas necesarias para que, cuando una persona que se considere perjudicada por la no aplicación (…) del principio de igualdad de trato presente, ante un órgano jurisdiccional u otro órgano competente, hechos que permitan presumir la existencia de discriminación directa o indirecta, corresponda a la parte demandada demostrar que no ha habido vulneración del principio de igualdad de trato…”.
IV. PROPUESTA DE REDACCIÓN DEL INCISO TERCERO ARTÍCULO SEGUNDO DE LA LEY QUE ESTABLECE MEDIDAS CONTRA LA DISCRIMINACIÓN


25. En nuestra opinión, una redacción del inciso 3º del artículo 2º que se sujete a los estándares internacionales en materia de discriminación, respetuosa de las normas y hermenéutica constitucional, podría ser del siguiente tenor:


“El juez deberá ponderar si pueden estimarse razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República. Corresponde a quien alega el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental probar la razonabilidad de la distinción, exclusión o restricción”.
V. CONCLUSIONES


26. De lo expuesto en este informe, es posible concluir lo siguiente sobre las cuestiones jurídicas sometidas a nuestra opinión:

(i) La norma revisada es inconstitucional, por dos razones: no puede el legislador establecer, ex ante, una jerarquización de los derechos fundamentales, ya que los conflictos de derechos fundamentales deben ser resueltos, en el caso concreto, por los Tribunales de Justicia y el Tribunal Constitucional. En segundo lugar, la norma afecta la garantía fundamental del artículo 19 número 2 de la Constitución Política de la República, ya que agrede el contenido esencial del derecho a la igualdad ante la ley, por cuanto priva a su titular de la suficiente tutela jurídica si el recurrido alega alguna de las causales recogidas en el inciso 3 del artículo 2º.


Más aún, al agregar la expresión “o en otra causa constitucionalmente legítima”, la norma coloca por sobre el principio constitucional de igualdad ante la ley no solo todos los otros derechos fundamentales, sino que incluso cualquier interés cuya protección pueda reconducirse a la Constitución (y éstos pueden ser innumerables y de importancia relativa menor).

(ii) Asimismo, la norma comentada afecta la eficacia de la acción especial de discriminación que el Proyecto de Ley establece, por cuanto la expresión “siempre” importa una presunción de derecho que haría, en la práctica, inútil cualquier intento de obtener una tutela judicial efectiva y oportuna del derecho a la igualdad vulnerado.

Si se elimina la expresión “siempre”, sin aclarar que el juez debe efectuar una ponderación entre los derechos y que es el recurrido quien debe probar que la discriminación pudo ser “razonable”, de todas formas se afectaría gravemente la tutela a las víctimas, invirtiendo en onus probandi en su contra. En tal caso, sería preferible encabezar la norma con la expresión siguiente: “Se podrán considerar razonables…”.

Por lo demás, dicha regla no se sujeta a los estándares internacionales en materia de discriminación, ya que la tendencia es a invertir la carga probatoria a favor de la víctima. Así, el artículo 4 de la directiva 97/80/CE del Consejo Europeo, del 15 de diciembre de 1997, impone la carga al demandado de probar que no ha habido vulneración del principio de igualdad de trato.

(iii) La redacción propuesta obedece a los elementos observados en el presente informe: es respetuosa de la Constitución, por cuanto reconoce que será función del tribunal que conozca de la acción especial efectuar la ponderación de los derechos, garantías y principios constitucionales en colisión en el caso en particular y establece un sistema probatorio que, sujetándose a los estándares internacionales, opera a favor de las víctimas y no de los victimarios.”.

El documento entregado por el señor Simonetti continúa como sigue:

“Cuarta observación:

Eliminar disposiciones que introducen elementos innecesarios y perturbadores de la coherencia del ordenamiento jurídico chileno.

Texto de Pablo Cornejo, profesor de derecho de la Universidad de Chile y coordinador de la comisión de legislación de Fundación =Iguales.

Importante es eliminar los literales b) y c) del artículo 6° del proyecto, por tratarse de disposiciones inoficiosas e, incluso, peligrosas desde la perspectiva de la coherencia interna de nuestro sistema jurídico. Según lo actualmente dispuesto en la disposición cuya eliminación se solicita:

Artículo 6°.- Admisibilidad. No se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria en los siguientes casos:

[…]

b) Cuando se impugnen los contenidos de leyes vigentes.

c) Cuando se objeten sentencias emanadas de los tribunales creados por la Constitución o la ley”.

[…]

El literal b) del artículo 6° debe eliminarse por resultar absolutamente inoficioso en un cuerpo normativo de rango legal. En efecto, teniendo esta disposición un rango legal, no es posible recurrir a su contenido con la finalidad de impugnar el contenido de otra disposición del mismo rango. En ambos casos, se trata de reglas de igual jerarquía, ninguna de las cuales se encuentra dotada de una preeminencia prima facie. La Constitución es la única norma que, por su jerarquía, puede suscitar un procedimiento destinado a impugnar los contenidos de leyes vigentes.

Más aún, siendo la ley antidiscriminación una norma de rango legal, nada impide conforme a las reglas generales que con posterioridad una nueva ley modifique su contenido, sea expresamente o por aplicación del criterio lex posteriori en caso de incompatibilidad entre ambas reglas, no siendo posible en esos casos pretender utilizar el procedimiento contemplado en la ley para evitar los cambios legislativos.

Esta interpretación es confirmada, desde otra perspectiva, si consideramos que en nuestro sistema jurídico el único procedimiento destinado a obtener la invalidación de determinadas reglas legales es el de inaplicabilidad por inconstitucionalidad. En este caso, la regla introducida por el legislador da a entender que la creación de este nuevo procedimiento podría superponerse en su aplicación al de inaplicabilidad, de competencia exclusiva del Tribunal Constitucional, situación que en realidad ya se encuentra resuelta en nuestro ordenamiento en virtud a lo dispuesto en el artículo 93 N° 6 de la Constitución.

Por el contrario, si lo pretendido por el legislador es evitar que el procedimiento previsto en la ley antidiscriminación sirva para impugnar el contenido de la ley de matrimonio civil o de la ley de adopción, lo que corresponde en una correcta técnica legislativa es incorporar una disposición transitoria al proyecto que señale expresa y específicamente que lo dispuesto en la nueva ley no alterará lo preceptuado en alguno de estos cuerpos legales.

Por su parte, consideramos que también el literal c) del artículo 6° debe eliminarse, debido principalmente a su carácter innecesario a la luz de las disposiciones legales y constitucionales que rigen la actuación de los órganos jurisdiccionales.

En efecto, cualquier supuesto riesgo que haya querido ser prevenido por el legislador ya se encuentra suficientemente resuelto por la aplicación de las reglas generales.

Es lo que ocurre con las sentencias ejecutoriadas, que se encuentran revestidas de la autoridad de la cosa juzgada, cuyos efectos no pueden ser alterados por una ley posterior, según resulta de lo dispuesto en el artículo 76 inciso 1° de la Constitución, conforme con el cual “Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos”.

Más aún, en nuestro ordenamiento jurídico la posibilidad de control de las sentencias judiciales en un procedimiento distinto a aquel en el cual han sido dictadas se encuentra extremadamente restringido, por el resguardo existente hacia la cosa juzgada como cualidad de los efectos de la sentencia, siendo procedente tan solo en aquellos casos en que el legislador lo ha dispuesto expresamente, como ocurre con el recurso de revisión de las sentencias firmes. 

Como resulta de la lectura general del proyecto, ninguna de sus disposiciones pretende ampliar las causales de revisión actualmente contempladas en el Código de Procedimiento Civil o en el Código Procesal Penal, no existiendo antecedente alguno que permita sostener razonablemente la existencia de un peligro como el que quiere ser evitado por el legislador mediante la introducción de la disposición citada.

Por su parte, tratándose de aquellos procedimientos que aún no se encuentran afinados, la imposibilidad de iniciación de un nuevo procedimiento destinado a objetar aquellas resoluciones que no se encuentren firmes o ejecutoriadas resulta clara a la luz de lo dispuesto en el artículo 8° del Código Orgánico de Tribunales (normativa que tiene el carácter de ley orgánica constitucional) disposición que establece la regla de la inavocabilidad, la cual impide expresamente a cualquier otro tribunal arrogarse el conocimiento de una causa que hubiere comenzado a ser conocida por tribunal competente; y de lo dispuesto en el artículo 110 del mismo cuerpo legal, que establece la regla de la jerarquía o grado, limitando la posibilidad de control de las decisiones dictadas por un tribunal de primera instancia a su superior jerárquico, la Corte de Apelaciones respectiva.

De acuerdo a lo expuesto, podemos afirmar que la introducción de una regla como aquella cuya eliminación se solicita antes que evitar una afectación al normal desarrollo de las funciones jurisdiccionales viene a introducir un elemento desestabilizador en la estructura orgánica donde están insertas las reglas de impugnación de las resoluciones judiciales, desde el momento que la interpretación sostenida por el legislador en torno a la necesidad de su introducción implica suponer, a contrario sensu, que la dictación que cualquier otra nueva ley que no incluya expresamente una disposición en este sentido conferiría a las partes litigantes nuevas vías de impugnación de las sentencias.
	Texto actual en el artículo 6° inciso 1°
	Texto propuesto para el artículo 6° inciso 1°

	Artículo 6°.- Admisibilidad. No se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria en los siguientes casos:
a) Cuando se ha recurrido de protección o de amparo, siempre que tales acciones hayan sido declaradas admisibles, aun cuando el recurrente se haya desistido. Tampoco se admitirá cuando se haya requerido tutela en los términos de los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo.
b) Cuando se impugnen los contenidos de leyes vigentes.
c) Cuando se objeten sentencias emanadas de los tribunales creados por la Constitución o la ley.
d) Cuando carezca manifiestamente de fundamento.
e) Cuando la acción haya sido deducida fuera de plazo.
	Artículo 6°.- Admisibilidad. No se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria en los siguientes casos:
a) Cuando se ha recurrido de protección o de amparo, siempre que tales acciones hayan sido declaradas admisibles, aun cuando el recurrente se haya desistido. Tampoco se admitirá cuando se haya requerido tutela en los términos de los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo.
b) Cuando carezca manifiestamente de fundamento.
c) Cuando la acción haya sido deducida fuera de plazo.



Quinta observación:

No hacer de ésta una ley de segunda clase.

Texto de Pablo Cornejo, profesor de Derecho de la Universidad de Chile y coordinador de la comisión de legislación de Fundación =Iguales.

El artículo 18 del proyecto pretende expresamente limitar los posibles alcances de su contenido, al establecer una regla especial de interpretación que afirma lo siguiente: “Los preceptos de esta ley no podrán ser interpretados como derogatorios o modificatorios de otras normas legales vigentes, con la sola excepción de las disposiciones señaladas en los tres artículos precedentes.”.

Esta disposición resulta innecesaria conforme a las reglas generales de solución de conflictos entre reglas legales. En efecto, de una lectura del proyecto resulta insostenible que la ley antidiscriminación, en virtud de su propio contenido, pretenda modificar otras reglas legales que deseen ser especialmente protegidas por el legislador, como la Ley de Matrimonio Civil. Más aún, su propio carácter general impide que sea razonablemente sostenible una interpretación que propugne la eliminación o modificación de otras reglas de carácter especial.

Lo sostenido cuenta en el caso específico del matrimonio con otro antecedentes calificado que impide sostener cualquier efecto derogatorio. El día 3 de noviembre de 2011, el Tribunal Constitucional pronunció sentencia ante un requerimiento de inaplicabilidad que impugnaba la diferencia de sexo de los contrayentes como condición de acceso a la institución matrimonial por ser contraria al principio de igualdad, rechazándolo por considerar que la configuración de esta institución correspondía al legislador. La ley antidiscriminación no altera en nada este panorama. Siendo una normativa de rango legal no exige una determinada interpretación constitucional y no podría hacerlo, desde el momento que para ello se requería un cambio constitucional o la aprobación de una ley interpretativa de la Constitución, ambos sometidos a reglas procedimentales de formación diversas.

Finalmente, en caso que el legislador considere aún necesario tomar algún resguardo a fin que la ley antidiscriminación no afecte ciertas instituciones de configuración legal que considere merecedoras de una protección especial, lo que corresponde es que las identifique y agregue una disposición transitoria. Lo que no es admisible es que en base a los señalados temores se esté aprobando una ley antidiscriminación que, en cuanto ley, sea de segunda clase.
	Texto actual del artículo 18
	Texto propuesto para la misma disposición

	Interpretación de esta ley. Los preceptos de esta ley no podrán ser interpretados como derogatorios o modificatorios de otras normas legales vigentes, con la sola excepción de las disposiciones señaladas en los tres artículos precedentes.
	



Sexta observación:

Incluir la categoría de identidad de género en la agravante penal contemplada en la ley
.

Texto de Valentina Verbal, historiadora y coordinadora de la comisión trans de Fundación =Iguales.

La identidad de género es la otra categoría fundamental asociada a la diversidad sexual. Concretamente, se aplica a las personas trans (transexuales, transgéneros e intersex)
. Y, al igual que orientación sexual, es un concepto claramente delimitado tanto a nivel internacional como en la historia del proyecto de ley en comento.

De conformidad con los Principios de Yogyakarta ya citados, la identidad de género es “la vivencia interna e individual del género tal como cada persona la siente profundamente, la cual podría corresponder o no con el sexo asignado al momento del nacimiento, incluyendo la vivencia personal del cuerpo (que podría involucrar la modificación de la apariencia o la función corporal a través de medios médicos, quirúrgicos o de otra índole, siempre que la misma sea libremente escogida) y otras expresiones de género, incluyendo la vestimenta, el modo de hablar y los modales”
.

Asimismo, todas las declaraciones de la ONU y de la OEA, citadas arriba (en la segunda observación de este documento), hacen referencia a la necesidad de proteger la categoría de identidad de género junto con la de orientación sexual.

Y, en el plano de la historia de esta normativa, el Senador Jorge Pizarro (DC) señaló, en la sesión del 8 de noviembre ya mencionada, que “identidad de género significa sentirse mental y sicológicamente parte de un género u otro, independiente del sexo biológico de nacimiento. En nuestra realidad, se refiere a las personas trans, las cuales tienen en común el nacer con un desacuerdo entre su sexo biológico y su sexo psicológico”
. La Senadora Lily Pérez (RN), por su parte, leyó la misma definición de los Principios de Yogyakarta transcrita en el párrafo precedente
.

Desde la perspectiva del rigor exigido por todo acto de legislación, parece inconsecuente que dentro de las categorías sospechosas de discriminación dispuestas en el artículo 2º del proyecto se encuentre la identidad de género, pero que luego, en una norma que repite esas mismas categorías, no lo esté.

Como resulta evidente, la omisión en que ha incurrido el legislador bajo la actual redacción del proyecto significa que las personas trans no serán beneficiadas por la aplicación de la agravante, en aquellos delitos de que sean víctimas. En efecto, integrar el artículo 17 con el artículo 2º del proyecto, el principio de reserva o legalidad
, aplicable en el ámbito penal, exige una interpretación restrictiva de las circunstancias agravantes de la responsabilidad penal, no pudiendo comprenderse la identidad de género dentro de ninguna de las otras categorías, debido a su formulación especial en el artículo 2°. El uso de la interpretación analógica para integrar lagunas legales siempre está prescrita en la fijación del sentido de las leyes penales
. Ergo, debe prescindirse de la extensión sospechosa para evitar la infracción al nulla poena.


La comunidad trans no solo es uno de los sectores sociales más discriminados, sino uno de los más violentados. Basta recordar solo dos casos que han tenido notoriedad pública en los últimos meses para demostrar que la transfobia es una realidad en nuestro país: el primero de ellos es el de Sandy Iturra Gamboa, mujer trans de Valparaíso, que fue golpeada con un bate de beisbol por un grupo de transfóbicos, la madrugada del miércoles 8 de junio de este año, en la esquina de las avenidas Brasil y Francia de la ciudad de Valparaíso. Producto de la persistente agresión, Sandy sufrió múltiples fracturas faciales y de cráneo, y un edema cerebral que la mantuvo internada con riesgo vital en la UCI del Hospital Gustavo Fricke. Si bien logró sobrevivir, perdió la visión de un ojo. Otro caso conocido fue el ataque incendiario que sufrió la agrupación Trangéneras por el Cambio, de la ciudad de Talca, en septiembre de este año, cuando cuatro mediaguas que les servían de residencia luego del terremoto de febrero de 2010, fueron quemadas.

Además de los informes de derechos humanos de la Universidad Diego Portales y del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que recomiendan incluir la categoría de identidad de género para evitar y sancionar debidamente las agresiones violentas que sufre la comunidad trans, el reciente informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas, intitulado “Informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos: Leyes y prácticas discriminatorias y actos de violencia cometidos contra personas por su orientación sexual e identidad de género”, recomienda que se “adopten medidas para prevenir la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes por la orientación sexual o la identidad de género, investiguen exhaustivamente todas las denuncias de tortura y malos tratos y enjuicien y exijan responsabilidades a los responsables.”
.”.

Luego, intervino la Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH), señora Lorena Fries.


Su exposición fue del tenor siguiente:
“I. Introducción


El principio de igualdad es una base central de todo orden democrático, en virtud del cual todas las personas somos iguales ante la ley, quedando prohibido todo beneficio o reconocimiento parcial arbitrario de derechos a determinados grupos por sobre otros. Por lo mismo, para el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH), la discriminación es una de las vulneraciones más graves y transversales a los derechos humanos que hoy vivimos en nuestra sociedad.

La ley N° 20.405 que crea el INDH, le otorga mandato para la “promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes”. En el cumplimiento de este mandato es que el INDH considera el principio de igualdad y no discriminación como un pilar que inspira todo su actuar.

Consecuencia de lo anterior, es que desde sus primeros días el INDH ha participado activamente en el debate del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación, proponiendo ante la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado y ante el Comité Técnico que dicha Comisión decidió conformar, diversas modificaciones a su redacción para que su texto esté acorde a los estándares internacionales en derechos humanos y otorgue mayor protección a los grupos históricamente discriminados y vulnerados.

Al igual que en todas las instancias antes mencionadas, como Instituto Nacional de Derechos Humanos presentamos hoy frente a esta Comisión Mixta nuestra opinión técnica, basada en estándares internacionales en materia de derechos humanos, que fortalecerían el proyecto de ley en debate, haciendo de éste uno más robusto y garantista de la igualdad real de todas las personas.
II. Aspectos a modificar.


Para el INDH, hay cuatro aspectos principales que deben ser fortalecidos en el proyecto de ley. Estos son:

a. Objeto de la ley.

El actual proyecto establece como su objeto “instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria”. Cuando la discusión en torno a la discriminación se ha dado en términos de atacarla y erradicarla, la actual redacción del artículo 1° del proyecto resulta insuficiente. Los tratados internacionales en materia de derechos humanos ratificados y vigentes por el Estado crean obligaciones para Chile en cuanto a respetar y garantizar los derechos ahí establecidos. Esto se traduce en la necesidad de que el Estado adopte medidas tanto para prevenir la discriminación como acciones judiciales tendientes a investigar y sancionar a las personas responsables de hechos discriminatorios.

En este sentido, la actual redacción solo satisface una de estas dimensiones, a saber, la de establecer una acción judicial, pero no establece como obligación del Estado el prevenir posibles actos discriminatorios. Los actos de prevención y promoción tienen un efecto más amplio que el de la acción judicial, ya que van dirigidos a la sociedad en su conjunto; mientras que la sentencia judicial en un caso específico solo tiene efecto entre sus partes, sin que necesariamente la sociedad se entere de ella.

Se hace necesario entonces complementar la redacción actual en dirección a establecer un campo mayor de obligaciones del Estado, principalmente en materia de garantizar el derecho a la igualdad.

b. Jerarquización de derechos.

Uno de los puntos más complejos del proyecto se encuentra en el inciso tercero del artículo 2°, al establecer que “Se considerarán siempre razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.”.

Considerar a priori “siempre” razonables las distinciones, exclusiones o restricciones mientras se justifiquen en alguno de los derechos establecidos en el artículo 19 de la Constitución, constituye una presunción de derecho que dificulta el éxito del proyecto de ley. Esto porque bastará con que una persona acusada de haber cometido un acto discriminatorio argumente que actuó en base a un derecho constitucional distinto del de la igualdad, para que se entienda justificado su actuar y, por tanto, no discriminatorio. La voz “siempre” utilizada por el artículo constituye una presunción de derecho, la que no admite prueba en contrario, perpetuando la situación de discriminación sufrida por la víctima.

Un acto discriminatorio implica por naturaleza una colisión de derechos, la que debe ser resuelta por el juez, quien en el caso concreto, decidirá si hubo o no discriminación, pero no corresponde que sea el legislador quien decida abstractamente y a todo evento, qué situaciones no se entenderán discriminatorias. La ponderación debe darse en pie de igualdad entre derechos y no estableciendo una ventaja normativa a favor de uno de ellos.

c. Las acciones afirmativas.

Las acciones afirmativas, entendidas como medidas especiales en beneficio de un grupo específico con el fin de eliminar la situación de discriminación de la cual son objeto, son un estándar internacional en materia de derechos humanos. Diversos tratados internacionales como la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial o Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, establecen como obligación de los Estados adoptar estas acciones bajo dos requisitos: que sean temporales (mientras exista una situación de discriminación) y que no originen una nueva discriminación (que sean proporcionales).

Estas acciones han sido una herramienta fundamental en la batalla contra la discriminación. La igualdad no se consigue únicamente señalando en el papel que todos y todas somos iguales en derechos (igualdad nominativa o formal), sino que también se requiere una igualdad sustantiva, donde toda persona o grupo discriminado (migrantes, mujeres, diversidad sexual, personas trabajadoras de casa particular, niños y niñas, indígenas, entre otros) puedan ejercer sus derechos en pie de igualdad con las demás personas. Esa brecha existente entre igualdad formal y sustantiva, se soluciona en gran parte gracias a la adopción de las acciones afirmativas.

No obstante lo anterior, si bien el proyecto original contemplaba estas acciones, posteriormente fueron eliminadas del mismo hasta el día de hoy. Como INDH planteamos que el proyecto debe incorporar la obligación del Estado de adoptar estas acciones (tal como ya lo hizo en relación a personas discapacitadas en la ley N° 20.422), de manera tal de crear condiciones especiales que permitan el igual ejercicio de derechos.

d. Agravante penal.

El artículo 17 del proyecto incorporaría al Código Penal como nueva agravante de responsabilidad penal “cometer el delito o participar en él por motivos racistas o de otra clase de discriminación arbitraria referente a la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima, a la nación, etnia o grupo social al que pertenezca, a su sexo, orientación sexual, edad, filiación, apariencia personal o a la enfermedad o discapacidad que padezca”.

Al INDH le parece correcta la incorporación de una agravante penal en materia de discriminación. No obstante lo anterior, sería oportuno complementar la actual redacción agregando al listado de criterios sospechosos la identidad de género. Esto en razón que el mismo proyecto en su artículo 2° la incorpora al enumerar tales criterios, por lo que se provoca una inconsistencia normativa al no mantener dicho criterio como agravante penal. En segundo término, la identidad de género debe ser parte en razón de las denuncias efectuadas por organizaciones de la diversidad sexual en torno a la violencia hacia personas gays, lesbianas, bisexuales, transexuales, transgéneros, travestis e intersexual (GLBTTTI) que sufren diversos tipos de discriminación. Ejemplo de lo anterior fue la golpiza sufrida por la trans Sandy Iturra en Valparaíso el 2011.

Así entonces, la incorporación de la identidad de género crea un mayor campo de protección a todo un grupo de personas que han sufrido históricamente una violenta discriminación.”.

A su turno, en representación del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (Movilh), usó de la palabra su asesor jurídico, abogado señor Fernando Muñoz.


El señor Muñoz realizó una exposición basada en el siguiente texto:


“Marco conceptual: de la prohibición de discriminaciones arbitrarias a la interdicción de estatus grupales privilegiados.

A lo largo de la tramitación del proyecto de ley en cuestión se ha hecho constante referencia a la prohibición de discriminaciones arbitrarias como propósito fundamental de este acto legislativo. Tal conceptualización responde a una constante del discurso académico y jurisprudencial chileno de las últimas décadas en materia de igualdad constitucional, que ignora todo el artículo 1º de la Constitución y prácticamente todo el artículo 19 Nº 2 de la Constitución para concentrarse únicamente en la afirmación según la cual ni la ley ni autoridad alguna “podrán establecer diferencias arbitrarias”. Tal exclusivo foco estrecha el contenido textual de la Constitución y, en consecuencia, el contenido que le imputamos a la igualdad constitucional. Como resultado de ello, en la actualidad los académicos, los jueces y, aparentemente, los legisladores, creen que el único propósito de la ley es luchar contra las discriminaciones arbitrarias; esto es, contra aquellas discriminaciones carentes de toda razonabilidad. Ello nos hace olvidar que existen numerosas discriminaciones que no son irracionales, sino que son el resultado del actuar racional de los individuos insertos en estructuras culturales y sociales injustas y excluyentes.

Nuestra Constitución le impone al Estado el reconocer a los “grupos” en que se “organiza y estructura la sociedad” (artículo 1º). Respecto de dichos grupos, la Constitución establece que no puede haber ningún “grupo privilegiado” (artículo 19 Nº 2, inciso primero), así como tampoco puede haber “esclavos” (artículo 19 Nº 2, inciso primero) o, lo que es lo mismo, grupos subordinados. Por esto la Constitución establece como “deber del Estado” el asegurar el derecho de éstos a “participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional”, lo cual le exige al Estado contribuir a crear un cierto conjunto de “condiciones sociales” que posibiliten dicha participación “a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional” (artículo 1º).

Leer de manera armónica el texto de los artículos 1º y 19 Nº 2 de la Constitución nos entrega una concepción alternativa de la igualdad orientada ya no por el principio de la antidiscriminación, sino por el principio de la antisubordinación; es decir, por el principio según el cual ninguna persona debe vivir en un estatus subordinado o inferior debido a su pertenencia a un grupo desaventajado o marginalizado. Conceptualmente hablando, no es la discriminación a secas sino la subordinación de los grupos desaventajados el mal que hace necesaria una intervención legislativa como la presente. Tales grupos necesitan que la ley los proteja con particular énfasis.
Propuestas de modificaciones.


Artículo 1º.- Restablecer el propósito de la ley de “prevenir y tender a la eliminación de toda discriminación arbitraria en contra de cualquier persona o grupo de personas”, así como el deber del Estado de “elaborar las políticas públicas y arbitrar las acciones que sean necesaria para promover y garantizar el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de los derechos y libertades de las personas”.

Artículo 3º.- Definición de discriminación arbitraria. Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción carente de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. Dichas distinciones, exclusiones o restricciones merecerán particular reproche cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.

Las categorías a que se refiere el inciso anterior no podrán invocarse como atenuantes o eximentes de responsabilidad penal.

Se entenderá por ‘justificación razonable’ aquella que, invocando como fundamento el ejercicio de derechos constitucionales, sea imprescindible para la realización de actividades socialmente consideradas como legítimas y no resulte en la estigmatización o el menoscabo de quienes se vean afectados por la distinción, exclusión o restricción en cuestión. Corresponderá al juez que conozca de la acción de no discriminación arbitraria establecida en esta ley determinar, a la luz de los antecedentes del caso y del contexto social relevante, si los descargos de la parte recurrida constituyen una justificación razonable.”

El inciso segundo aprobado por el Senado es redundante, innecesario y ofensivo. Más acertado, señalar que las categorías establecidas en el inciso primero no podrán ser invocadas como atenuantes o eximentes de responsabilidad penal.

Se sugiere eliminar el tercer inciso por cuanto éste establece una jerarquía absoluta, apriorística y abstracta entre la no discriminación y los derechos allí mencionados. Tal jerarquización va en contra del objetivo declarado del proyecto, por lo que la indicación que la propuso debió haber sido rechazada como improcedente. En lugar de ello, se propone establecer una definición del concepto de justificación razonable, concepto empleado en el primer inciso para identificar los contornos del derecho a la no discriminación. La definición propuesta proporciona al juez que conozca de la acción judicial establecida en el mismo proyecto de ley criterios para articular los diversos derechos que puedan entrar en colisión en el caso concreto, pero no prejuzga qué derecho deba prevalecer en cada caso. Además, con esta definición, se cumple con ciertos propósitos fundamental que inspiraban la indicación cuya eliminación se sugiere, tales como permitir que las iglesias pudieran preservar aspectos de su estructura interna que eventualmente podrían haber sido denunciados como discriminatorios.

Artículo 6°.- Admisibilidad. No se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria en los siguientes casos:

d) Cuando carezca manifiestamente de fundamento, entendiendo por tal únicamente la formulación de pretensiones lógicamente incomprensibles.

El análisis de la jurisprudencia de protección en las Cortes de Apelaciones y de inaplicabilidad ante el Tribunal Constitucional me permite aseverar que la existencia de causales de inadmisibilidad amplias como la carencia de fundamento permite que los tribunales eludan discrecionalmente el ejercicio de la jurisdicción.”.

Enseguida, se escuchó a la Directora del Centro de Libertad Religiosa de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica, señora Ana María Celis.


Su alocución se basó en el siguiente documento:

“1. Introducción 


Quisiera iniciar esta presentación agradeciendo la posibilidad de profundizar en el sentido y alcance de la libertad religiosa.

Debo hacer presente que hace años atrás, cuando el proyecto llegó al Senado, concurrí a una sesión de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia en mi calidad de Directora del Centro de Libertad Religiosa de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile con el fin de expresar la ausencia de necesidad de legislación especial en esta materia, precisamente por los alcances de un proyecto de esta naturaleza en materia de libertad religiosa.

Uno de los aspectos más complejos de intervenir en materia religiosa es que de alguna manera, pese a la cantidad de creyentes que existen en nuestro país, en ocasiones pareciera olvidarse su dimensión jurídica en cuanto derecho fundamental, considerándosele un asunto meramente devocional, que se satisface con la práctica de ciertos ritos.

Otra complejidad evidente, reside en que en particular quienes son creyentes suelen inhibirse en estas materias, casi considerando que están imponiendo sus creencias al resto de la sociedad, que eventualmente no las comparte (aun cuando se esté en posición mayoritaria, es aún más profunda esa auto-inhibición para no perjudicar a la minoría, lo que en el fondo se aprecia como un aporte a la convivencia social). Con ello, el legislador pareciera olvidar fundar sus decisiones en los aspectos jurídicos necesarios a todo derecho humano fundamental, como lo es la libertad de conciencia y de religión. El alto contenido emocional de muchas de las situaciones que se comprenden en la interacción de diversos derechos fundamentales, parece conducir hacia el detrimento del real y efectivo reconocimiento de la libertad religiosa en pos del mismo principio de igualdad o de la libertad de expresión, el derecho al trabajo y a la educación.

Se trata ahora, entonces, de “problematizar”, es decir a evidenciar los aspectos controvertidos que este proyecto posee para los creyentes y para las entidades religiosas en nuestro país. Anticipando el propósito de esta intervención se refiere a establecer que a través de este proyecto sería nocivo que se pretendiera la ilicitud de las creencias y que la carga de la prueba se traslade desde ahora a las entidades religiosas.

Dada la inevitabilidad de que no se legisle, cabe al menos dejar constancia de los matices que por esta vía el legislador prefiere entregar a la interpretación del juez sin proporcionarle criterios objetivos, con lo cual, la apreciación judicial podría obedecer a opiniones y no a principios jurídicos aplicables a los diversos casos.

Con esto, sea claro, no quisiera dar la impresión de evidenciar un supuesto caos como consecuencia de esta legislación, ni menos aún manifestarme insensible ante los hechos que habrían precipitado la decisión de continuar con urgencia la tramitación de este proyecto. La muerte de Daniel Zamudio ha estremecido, y con razón, a nuestra sociedad, y si algo positivo puede concluirse del generalizado repudio es tanto el aprecio por la vida humana como el rechazo a los llamados crímenes “de odio”.

Lo anterior no explica, en todo caso, que a diferencia de lo que sucede en la legislación de otros ámbitos, como reformas tributarias, se haya carecido hasta ahora de análisis que den cuenta de la situación real más allá de las percepciones personales o colectivas.

Esta breve presentación distingue algunos momentos: un brevísimo panorama acerca de las fuentes normativas de la libertad religiosa, para luego detenerse en los aspectos controvertidos del proyecto en la dimensión individual y asociativa de este derecho, terminando con algunas consideraciones finales.
Fuentes normativas


En este documento escrito que se dejará a disposición de la Comisión, se encuentra la transcripción de algunos textos que consagran la libertad religiosa a fin de destacar su contenido en las diversas fuentes.

Entonces, en las fuentes normativas de la libertad religiosa, más allá de las disputas acerca la universalidad de las normas sobre los derechos humanos, se ha reconocido ampliamente el derecho a la libertad religiosa tanto por naciones como por las religiones como un principio de validez universal.

En cuanto derecho fundamental orientado a garantizar el derecho a vivir según las propias creencias, se incluye en una serie de instrumentos internacionales, teniendo como eje su reconocimiento en el art. 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, a saber: “Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia”. 

El énfasis en el reconocimiento de la libertad religiosa como derecho fundamental, presenta particularidades entre los derechos humanos por cuanto posee una dimensión como derecho individual a la vez que colectivo.

Se ha consagrado en numerosos instrumentos internacionales y cerca de veinte de ellos se encuentran vigentes en nuestro país.

Entre tales instrumentos, obviamente interesa la Convención Americana de Derechos Humanos, que en su art. 12. reconoce la Libertad de Conciencia y de Religión en los siguientes términos: “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado. 2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias. 3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás. 4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.”.

Y a nivel nacional, en cuanto garantía, se reconoce en los siguientes términos en el art. 19: “La Constitución asegura a todas las personas: 6º, la libertad de conciencia, la manifestación libre de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres o al orden público. Las confesiones religiosas podrán erigir y conservar templos y sus dependencias bajo las condiciones de seguridad e higiene fijadas por las leyes y ordenanzas. Las iglesias, las confesiones e instituciones religiosas de cualquier culto tendrán los derechos que otorgan y reconocen, con respecto a los bienes, las leyes actualmente en vigor. Los templos y sus dependencias, destinadas al culto, estarán exentos de toda clase de contribuciones.”.

Otras garantías fundamentales integran y hacen efectivo el ejercicio de la libertad religiosa. Entre éstas, sin duda se encuentra la igualdad ante la ley y la consiguiente eliminación de las discriminaciones arbitrarias (art. 19 Nº 2); así como el derecho a fundar editar y mantener diarios, revistas y periódicos (art. 19 Nº 4 inc. 4º); el derecho a la educación (art. 19 Nº 10) y la libertad de enseñanza (art. 19 Nº 11); o la libertad de opinión y de informar (art. 19 Nº 12) sin que el Estado pueda monopolizar los medios de comunicación social (inc. 2º); el derecho a reunirse pacíficamente (art. 19 Nº 13) y a asociarse (art. 19 Nº 15); el derecho a presentar peticiones a la autoridad (art. 19 Nº 14); el derecho a adquirir toda clase de bienes (art. 19 
Nº 23) y el derecho de propiedad (art. 19 Nº 24).

El Constituyente, además, ha previsto como mecanismo de tutela de la libertad religiosa, el recurso de protección (art. 20), que puede ser invocado si por actos u omisiones arbitrarias o ilegales se sufre privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de la libertad religiosa. 

Además, entre las fuentes normativas nacionales, merece recordarse que aquellas relativas a las materias propias de la libertad religiosa, se encuentran dispersas en la legislación nacional (nuestro Centro publicó un libro que recopila las fuentes constitucionales, internacionales y codiciales, concordando y comentando diversas normas). La legislación codicial es sumamente amplia y se encuentra en ámbito civil, penal, procesal, etc.

Debe necesariamente mencionarse la ley Nº 19.638, que establece normas sobre la constitución jurídica de las iglesias y organizaciones religiosas (publicada en el Diario Oficial de 14 de octubre de 1999), y que incluye algunos aspectos correspondientes más bien a una ley marco de libertad religiosa.

Incluso, es en este texto legal donde se incorpora por primera vez el término libertad religiosa subordinado a lo establecido en la Constitución Política, afirmando el principio de igualdad y no discriminación, y garantizando dicha libertad a nivel individual y asociativo (arts. 1 a 3). El reconocimiento de la libertad religiosa a nivel individual, es coherente con la normativa nacional e internacional vigente y “con la correspondiente autonomía e inmunidad de coacción, significan para toda persona, a lo menos, las facultades de: 

a) Profesar la creencia religiosa que libremente elija o no profesar ninguna; manifestarla libremente o abstenerse de hacerlo; o cambiar o abandonar la que profesaba; 

b) Practicar en público o en privado, individual o colectivamente, actos de oración o de culto; conmemorar sus festividades; celebrar sus ritos; observar su día de descanso semanal; recibir a su muerte una sepultura digna, sin discriminación por razones religiosas; no ser obligada a practicar actos de culto o a recibir asistencia religiosa contraria a sus convicciones personales y no ser perturbada en el ejercicio de estos derechos; 

c) Recibir asistencia religiosa de su propia confesión donde quiera que se encuentre. La forma y condiciones del acceso de pastores, sacerdotes y ministros del culto, para otorgar asistencia religiosa en recintos hospitalarios, cárceles y lugares de detención y en los establecimientos de las Fuerzas Armadas y de las de Orden y Seguridad, serán reguladas mediante reglamentos que dictará el Presidente de la República, a través de los Ministros de Salud, de Justicia y de Defensa Nacional, respectivamente; 

d) Recibir e impartir enseñanza o información religiosa por cualquier medio; elegir para sí -y los padres para los menores no emancipados y los guardadores para los incapaces bajo su tuición y cuidado-, la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones, y 

e) Reunirse o manifestarse públicamente con fines religiosos y asociarse para desarrollar comunitariamente sus actividades religiosas, de conformidad con el ordenamiento jurídico general y con esta ley”.

Lamentablemente, no es el momento para detenerse además en las fuentes reglamentarias que van desde las clases de religión al faenamiento ritual de animales, pasando por la asistencia religiosa en lugares especiales como los centros penitenciarios, hospitales e instituciones armadas y de orden y seguridad públicas.

Este rápido panorama evidencia lo básico: la libertad religiosa se manifiesta en diversos ámbitos de la vida privada, y social, y se ejerce de manera individual y/o asociada en diversos momentos durante la vida.

Para simplificar el asunto, creo necesario detenerse en lo relativo a su dimensión individual en cuanto a la necesidad de la inmunidad de coacción, y en cuanto a su dimensión asociativa, destacar la autonomía de las entidades religiosas.

2. La dimensión individual de la libertad religiosa y su adecuada eficacia a la luz del proyecto de ley en discusión.

La libertad de la persona humana para establecer un dialogo con Dios y adecuar su vida conforme a sus convicciones, es reconocida por el Estado y no corresponde que sea concedida por éste dada su naturaleza originaria y universal. En efecto, la denominada “pregunta por el sentido”, en el entendido de la inquietud de la persona acerca de su lugar y finalidad en el mundo que para muchos de nosotros se responde en la adhesión a Dios, trascendiendo el sentido de la propia existencia y con la necesidad de vivir en conformidad a las propias creencias.

De esta manera, el creyente de una religión determinada, es a la vez ciudadano de un Estado.

La inmunidad de coacción pasa a ser a nivel individual, lo relevante para quien es a la vez, creyente y ciudadano. Y en esto, se debe reconocer que se ha perdido la oportunidad en diversas ocasiones de ser más claros acerca del conflicto que vive, quien obligado por una norma estatal, se encuentra en la disyuntiva cuando ésta afecta sus creencias. La objeción de conciencia y la libertad de expresión pasan a ser los resguardos necesarios para que el creyente pueda manifestar y transmitir sus creencias.

En el núcleo de las creencias, puede suceder que las fuentes de dicha religión establezcan algo que sea por ejemplo incomprensible para quienes no profesan dicha fe o no participan de tales creencias.

Para el creyente es claro que parte del ejercicio de su libertad religiosa consiste en que podrá manifestarse pacíficamente, libre de una eventual intervención arbitraria del Estado.

Lo complejo de presentar ejemplos es intentar hacerlo no por una aprehensión (justificada o no) ante futuros hechos que se busca prevenir, sino que más bien éstos contribuyen a la reflexión y análisis, pasando de considerar la libertad religiosa desde una mera devoción hacia un real derecho fundamental que emana de la dignidad de la persona humana y que requiere de respeto, promoción y tutela al igual que las demás garantías fundamentales.

Un ejemplo que afecta al creyente y ciudadano, puede consistir en que de acuerdo a sus creencias, solo pueden ser ministros de culto los varones. Para algunos, ello puede parecer poco paritario, injusto e incluso se sientan con la necesidad de que deba ser cambiado, sin embargo, para quienes participan de tal creencia, ello se acepta como parte de lo que las fuentes de revelación establecen y adhieren a ellas sin pretender su modificación. La colisión en este caso sería con otro derecho fundamental cual es el de la libertad de expresión.

Otra situación, puede ocurrir cuando en cuanto funcionario público, se le requieran servicios contrarios a sus creencias y en tal caso, el ejercicio de la objeción de conciencia es el instrumento que parece adecuado al reconocimiento de sus creencias. De ahí que a los creyentes legítimamente les interesen las leyes de un país, sin que pretendan aislarse, sino porque encontrándose en todas las esferas sociales, sus creencias pueden sufrir un menoscabo que les ponga en el dilema (y no por capricho) de elegir.

3. La dimensión asociativa de la libertad religiosa y los aspectos controvertidos del proyecto.

Debiendo seleccionar qué tema tratar, me parece que a nivel asociativo, lo relevante en esta materia es el reconocimiento de la necesaria autonomía de las entidades religiosas.

La autonomía de las religiones implica un sistema no solamente respetuoso de la libertad religiosa, sino que la favorece y promueve la labor de las entidades religiosas, evitando interferir con las decisiones tomadas en su ámbito propio. Esto implica desde la formación de los ministros de culto a las consideraciones acerca de la efectiva pertenencia de sus miembros y también a lo que se conoce como exención ministerial. Ello comprende la protección del derecho de las comunidades religiosas de seleccionar, supervisar, disciplinar y desvincular a los líderes religiosos sin la interferencia del Estado.

Y es que la arbitrariedad en la discriminación de alguna manera se ha comprendido que puede tener excepciones cuando se trata de entidades religiosas a las que los Estados les reconocen autonomía. Dicha autonomía, por cierto, no significa exención, pero es clave en el reconocimiento, protección y promoción de la libertad religiosa. Ello por lo demás resulta más necesario a mayor pluralismo religioso existe en una determinada sociedad.

Uno de los ámbitos clásicos donde se puede tensionar la situación por la intervención del Estado es respecto de la organización interna de las comunidades religiosas, incluyendo la selección de sus autoridades.

Otras tensiones surgen del conflicto de derechos y entre éstos, la relación entre libertad religiosa, libertad de expresión, derecho al trabajo, derecho a la educación y enseñanza.

Para intentar resolverlas, se intenta que se eviten en lo posible expresiones que se consideran gratuitamente ofensivas hacia otros, en especial si han sido suficientemente públicas como para causar ofensa.

Dado que el ámbito laboral es habitualmente uno de los más conflictivos, en el ámbito europeo tanto los instrumentos regionales relativos a derechos humanos (en especial, algunas directivas), como diversos autores, distinguen los niveles y, según ello, el aporte a la eventual solución del conflicto entre derechos.

Existen algunos casos en los que habría acción positiva en favor de personas de determinadas creencias o religiones en su capacitación laboral o en condiciones de empleo cuando ello ocurra razonablemente por desventajas que estos grupos tuvieron en el pasado.

Pero las exenciones a la discriminación que tutelan las entidades religiosas, esto es a favor de la dimensión asociativa de la libertad religiosa, se refiere a dos ámbitos concretos:

a) Actividades ocupacionales relacionadas con la transmisión de ideologías o religiones. Para ello se requiere: a) las genuinas y determinantes características del trabajo que sean de naturaleza religiosa y b) los requerimientos de la ocupación relacionada con religión puede ser proporcionada en orden a lo legitimo y necesario para alcanzar ciertos objetivos, como lo relacionado con la transmisión de la doctrina y la práctica del culto. Se suele dar como ejemplo, lo relativo a la organización y guías en peregrinaciones para cristianos o musulmanes, pero, por el contrario, no se protegería el derecho de un miembro del clero a defender una particular concepción, diversa de la sostenida por la entidad en la que participa.

a) Actividades realizadas en organizaciones con un ethos religioso en que la diferencia de trato no constituye discriminación. Ello porque la exigencia de una religión o creencia se considera un requisito genuino, legítimo y justificado en relación a la ocupación a desempeñar. Esto implica que quienes trabajan en tales asociaciones posean una actitud de buena fe y lealtad hacia el ethos de la organización (que en algunos países aprovecha a las que se consideran instituciones de “tendencia”). Es lo que ocurre respecto de partidos políticos, sindicatos, editoriales y confesiones religiosas respecto de aquellos entes creados para la transmisión de su doctrina (aunque también sirva para otros bienes y servicios que se subordinan a la propagación de determinadas ideas o conceptos). De manera que se sostiene que la conducta y las palabras deben expresar su adhesión a la institución que les emplea.

Nada obsta entonces que, a que a la luz de la legislación nacional como la internacional, se autorice a excepciones en la diferencia de trato de los empleados por asuntos ideológicos o religiosos en organizaciones con un ethos religioso mientras la imposición de tales requisitos sean necesarios para preservar el ethos de la organización y la proporcionalidad, es decir, que exista relación entre el ethos de la organización y el tipo de trabajo que se lleve adelante.

Otro ámbito relevante en relación a la autonomía de las entidades religiosas se expresa en relación al derecho a la educación y la libertad de enseñanza. En nuestro país, de alguna manera ello ocurre con la Ley General de Educación (2009) y el necesario reconocimiento al proyecto educativo (y reglamentos) una vez que se ingresa al establecimiento educacional. Ello dado que los establecimientos educacionales tendrán libertad para desarrollar los planes y programas de estudios que consideren adecuados para el cumplimiento de los objetivos fundamentales de aprendizaje definidos en el marco curricular.

Además, la ley establece derechos y deberes para la comunidad educativa (alumnos, padres y apoderados, profesores, administrativos, etc.), dentro de los cuales menciona como derechos de los alumnos: que se les respete su libertad de conciencia, sus convicciones religiosas e ideológicas, su identidad personal, sin perjuicio de los derechos y deberes que establecen las leyes y conforme al reglamento interno del establecimiento (cfr. en especial art. 10, 12 y 13).

4. Consideraciones finales

Un par de consideraciones finales a la luz de la actual redacción del artículo 2° del proyecto, esto es:

“Artículo 2°.- Definición de discriminación arbitraria. Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.

Las categorías a que se refiere el inciso anterior no podrán invocarse, en ningún caso, para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden público. De esta manera, por ejemplo, no podrá reclamar discriminación por orientación sexual un individuo que deba responder por actos sexuales violentos, incestuosos, dirigidos a menores de edad cuando tengan el carácter de delito, o que, en los términos de la ley vigente, ofendan el pudor.

Se considerarán siempre razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.”.

No se comprende que si se mencionan las categorías por vía ejemplar no se entiende tan bien la mezcla que se hace respecto de ellas permanentes o transitorias.

Tampoco resulta claro el fundamento para dicha selección, que al final ha centrado la discusión en las categorías que se incorporan o no.

Desde la perspectiva de la libertad religiosa, sería bueno que se reconocieran las situaciones excepcionales en las que eventualmente la distinción se considere justificada. El fundamento de ello es que ni toda discriminación es arbitraria, ni toda distinción será razonable, de lo cual se sigue que es necesario que al menos se reconozca que existen diversos niveles de discriminación y aportar los debidos criterios jurídicos al juez.

De alguna manera, debe transparentarse que lo que se pretende es que permanezca que una organización ambientalista, pacifista, de minorías étnicas o sexuales, invoca su derecho a no incluir entre sus funcionarios o voluntarios a quien no adhiera a su ideario o proyecto, con la obligatoriedad que tendría el resto de las instituciones sociales, en particular de las religiosas, a inhibir sus creencias y a incluir entre las personas que transmiten su religión a quienes no adhieren a la misma.

Más allá de las particulares creencias o de la ausencia de las mismas, lo cierto es que no parece fundado que por la vía de este proyecto se intente de algún modo indicar que las creencias son ilícitas. No ha sido ésta la tradición nacional marcada por un profundo espíritu de colaboración, por lo que una forma de resguardo es la permanencia de la palabra “siempre”, que respete adecuadamente la carga de la prueba y se integren las demás consideraciones realizadas en relación a la dimensión individual y asociativa de la libertad religiosa.”.

A su turno, hizo uso de la palabra la Coordinadora de la Red por la Vida y la Familia, señora Patricia Gonnelle.


Su intervención se basó en el siguiente documento:

“Queremos agradecer al Sr Presidente por habernos dado la oportunidad de estar aquí hoy y en virtud del tiempo, haré un breve comentario antes de ceder la palabra a nuestro abogado, el señor Álvaro Ferrer, que hablará específicamente de los cambios a los cuales se tiene abocar esta Comisión Mixta.

Desde el inicio de este proyecto, la Red por la Vida y la Familia, que reúne a 64 instituciones de la sociedad civil, ha estado en contra de este proyecto.

Seamos sinceros: este proyecto no tendría las discrepancias que tiene si no fuera por las categorías protegidas incorporadas, estas que responden a la nueva ideología imperante del siglo XXI: la ideología de género que consiste en eliminar a la naturaleza como medida de las cosas.

Decimos que somos pluralistas, que tenemos que respetar la libertad de expresión, pero a la hora de debatir y hacer valer principios y opiniones, los derechos de algunos prevalen y son más iguales que otros; a estos “otros” se les sentencia sin apelación por atreverse a defender ideas que han sido ya censuradas por impopulares, retrogradas, homofóbicas, conservadoras, antiliberal.

No alcanzamos recordar todo lo que ha pasado en estos 7 años pero podemos decir que las tensiones que aquí se han presentado solo son un botón de muestra de lo que ocurrirá en los tribunales.

-La falta de paz que acarrea este proyecto es preocupante porque se va a generar una verdadera judicialización de la convivencia y de las relaciones sociales. 

-También se sabe por lo que ocurre en otros países, que -y a pesar que el proyecto resguarda los derechos fundamentales de las personas (¿por qué tantos resguardos?)-, la interpretación final de las intenciones de las personas es dejada a las apreciaciones subjetivas del juez; por la experiencia se sabe que priman las categorías protegidas por sobre los derechos fundamentales y de pronto, nos deslizamos en el peligroso totalitarismo de ciertos grupos que buscan desesperadamente que les sean otorgados derechos a sus conductas y deseos particulares.

-También preguntamos ¿qué de los dictámenes de la Corte Suprema que en varias oportunidades ha advertido sobre la innecesariedad de esta ley? ¿Por qué consultarle si no se le hace caso? ¿Acaso son solo trámites administrativos?

-Se ha escuchado decir también que esta ley viene a impedir que se repitan casos como el joven Zamudio: ¿acaso nuestro sistema judicial necesita de este proyecto para su lucha contra la delincuencia y el crimen?

-Se ha dicho también que existen grupos de personas que requieren de este proyecto para ser reconocidas y protegidas. ¿Acaso estos grupos son tan especiales que necesitan de un proyecto específico? ¿Acaso no somos todos iguales ante la ley? 

Respecto de eso, se comentó que el proyecto hace bien de precisar el artículo 19 inciso 2 de nuestra Constitución sobre la igualdad ante la ley porque este sería muy amplio: nosotros creemos que esta amplitud tiene su razón de ser, porque permite justamente que nadie sea excluido. De entrar a precisar ¿no cae el legislador en lo que quiere evitar, discriminar personas para privilegiar a otras?

A modo de ejemplo, la Red varias veces ha solicitado se incluya el “niño que está por nacer” como categoría a proteger. Esta petición no fue aceptada. ¿Por qué? ¿Cuál es el criterio para ser “categoría protegida”?

-Entonces, solicitamos que se definiera las categorías que no tienen definición en nuestro ordenamiento jurídico: esas de género y orientación sexual. La solicitud parecía razonable, primero porque estas categorías no han sido consensuadas en la ONU, segundo, porque sin definición jurídica clara, el juez entonces tendrá que, según sus propios criterios, entrar a definirlas. “Género”, por ejemplo, según la Comisión de Derechos Humanos de Australia, tiene 23 acepciones y ella solicitó que cada una sea protegida por ley. 
 ¿Vamos nosotros también aceptar estas 23 acepciones?

También se nos negó la solicitud. ¿Por qué? Si las otras categorías tienen su definición clara ¿por qué éstas no?

Tan complejas son estas categorías que varios senadores, usted mismo señor Presidente, junto con el señor Ministro Chadwick cuando era Senador, presentaron indicaciones de redacción de este artículo 2°, sin estas categorías.

Aprovechamos la oportunidad para comentar que no están suficientemente aclarados en la historia de ley los cambios de criterios que se han tenido para excluir o incluir estas categorías. Al final parecen más bien peticiones arbitrarias debido a presiones externas.


-No alcanzamos hoy a hablar de los temas de constitucionalidad (al menos sobre atribución de los tribunales, ver el último informe del 3 de abril de 2012), del hecho que se establece un sistema paralelo al recurso de protección, del retroceso jurídico que esta ley significa en materia de protección de los derechos fundamentales, del problema de la carga de la prueba, de la agravante penal, de la subjetividad inevitable del dictamen del juez, de las cargas económicas judiciales adicionales, de la polarización judicial entre jueces afines con unos o con otros, etc. En resumen, este proyecto es un muy mal proyecto. Pero se insiste en aprobarlo…


Para concluir, quiero citar a la senadora Lily Pérez quien comentó que este proyecto (con otros) “significará un cambio cultural profundo en la sociedad chilena”. 
. Suena un tanto ideológico, pero es cierto: con él se busca un cambio profundo en nuestra sociedad. Pero realmente ¿de qué cambios estamos hablando?

La discriminación arbitraria ha sido siempre acogida en Chile y tenemos un excelente instrumento que es el recurso de protección, que ha demostrado ser eficaz. Tenemos que aclarar que durante la tramitación de este proyecto nunca fue justificado en un informe los fracasos del recurso de protección que justifiquen que se implemente un sistema paralelo. Se está legislando ajeno a la realidad de los tribunales donde abundan los casos exitosos aplicados al actual recurso de protección.

Seamos honestos: este proyecto ha sido conflictivo básicamente por las categorías nuevas que pretende incluir. Echamos de menos la voz de los profesionales en materia de identidad de género, psicólogos, psiquiatras, profesionales de la salud, educadores, sociólogos, etc. Tampoco hemos escuchado a los que se podrán ver afectados por esta ley: por ejemplo, un director de colegio público está en su derecho de contratar o no a un profesor, el que sea; si está en el caso que la homosexualidad no es compatible con el puesto, es su derecho no contratarlo. ¿Se le concederá el beneficio de la duda que actuó por razones otras que no sean las de un discriminador homofóbico? Porque este profesor, si es homosexual y no fue contratado, automáticamente entra en la categoría protegida y se asumirá que fue discriminado. El director será llevado al tribunal y tal como lo dijimos, será el juez el que tendrá que dilucidar el asunto y tener poderes extrasensoriales para leer en la mente del director para conocer las razones profundas de su decisión. Pongamos el tema de otra forma: no se conoce el caso de una persona que haya invocado su heterosexualidad por no haber sido contratada.

Esto es el inicio de una verdadera avalancha de agresiones y reclamos: ya los tenemos (ver prensa ilustrativa). En otros países está peor, por cierto porque ya tienen esta ley.

Se tiene la sensación que en este debate se favoreció al que gritó más fuerte, al que atacó con más fuerza, por el grupo de presión del momento. Pero el Legislador no debe ni puede ceder a las presiones del momento porque él actúa por el bien común de todos sus ciudadanos. No se ha llamado las cosas por su nombre porque se teme a las descalificaciones. Pero a estas alturas, después de tantos años juntos, podemos hablar sin tapujos y sincerar el debate: por respeto a nosotros mismos y a los demás, debemos sincerar el debate.”.

La señora Gonnelle adjuntó a su exposición los siguientes anexos:

“ANEXOS

PRELIMINARES sobre orientación sexual y género:


Antes de introducir en la legislación una expresión o término nuevo, los legisladores deben preguntarse sobre su significado y alcance.

En el proyecto de ley 3.815-07 que establece medidas contra la discriminación, la introducción de términos no definidos como “género” y “orientación sexual” ha generado un sinfín de comentarios y debates desde que el Ejecutivo (R. Lagos), lo presentó en marzo 2005. 

El proyecto de no discriminación ha sido objetado todos estos años porque es interpretativo de la Constitución y además por la innecesaridad de esta ley (la Constitución ampara la discriminación y la protege con el mecanismo del recurso de protección), hecho confirmado en varias oportunidades por la Corte Suprema.

Aquí, sin embargo, nos detendremos solamente en el significado de estos términos y específicamente en la “orientación sexual” -O.S.-, categoría que no se refleja objetivamente en la realidad tal como puede ser la raza, la etnia, la edad; dicho término solo puede ser interpretado de acuerdo a su significado ordinario, el cual -lo aclararemos a continuación- se refiere a sentimientos, pensamientos, inclinaciones hacia personas, pero no comportamientos. Por lo tanto, la O.S. de un individuo no puede ser conocida por otros a menos que la persona se identifique. Por cierto, estas inclinaciones pueden ser hacia cualquier persona, sin límite de edad (niños, jóvenes).

La orientación sexual introduciría una manera nueva de legislar ya que pretende regular derechos en función de conductas y de deseos personales, en este caso, de ejercer la sexualidad. Pero resulta que nadie exige derechos a partir de cómo ejerce su sexualidad, salvo el grupo LGTB.

En fin, se habla de ecología, se exigen derechos para la protección de la naturaleza para que no se contraríe su orden: ¿dónde está la ecología jurídica que ampara el orden de la naturaleza más importante de todas: la naturaleza humana?

Al querer identificar derechos particulares basados en conductas, comportamientos y deseos, el legislador hace una selección y hace en lo que justamente quiere evitar: discrimina. Al mismo tiempo, el legislador abre la puerta para otros tipos de reconocimientos legales basados en deseos y conductas de algunos individuos
GÉNERO


Comisión de Derechos Humanos de Australia elaboró lista de 23 “géneros”, que piden deben ser protegidos por ley.
http://www.humanrights.gov.au/human_rights/lgbti/lgbticonsult/discussion_paper.html

En esta lista, más allá de la norma LGBTQI, se pueden encontrar transexuales, andróginos, agénero, cross dresser, genderfluid, genderqueer, intergender, sistergirl y otras clasificaciones.

“The phrase sex and/or gender identity is used in this paper as a broad term to refer to diverse sex and/or gender identities and expressions. It includes being transgender, trans, transsexual and intersex. It also includes being androgynous, agender, a cross dresser, a drag king, a drag queen, genderfluid, genderqueer, intergender, neutrois, pansexual, pan-gendered, a third gender, and a third sex. It also includes culturally specific terms, such as sistergirl and brotherboy, which are used by some Aboriginal and Torres Strait Islander peoples.”

Manual Diagnóstico y Estadístico de los Trastornos Mentales (DSM-IV), publicado por la Asociación Psiquiátrica Americana en 1994, identifica 16 de estas conductas sexuales; las 6 restantes, si bien inicialmente incluidas, se eliminaron como resultado de presión política pro-gay. 


Estas 22 orientaciones sexuales posibles son: heterosexualidad, homosexualidad, pedofilia, exhibicionismo, voyeurismo, zoofilia, bisexualidad, coprofilia, fetichismo, fetichismo travesti, trastorno de identidad sexual, klismaphilia, necrofilia, parcialismo, masoquismo sexual, fantasías masoquistas, sadismo sexual, teléfono escatologia, transexualidad, transexuales, travesti, y urophilia.

De acuerdo a la definición de la ONU, la transversalización del género “es una estrategia para transformar los asuntos, tanto de las mujeres como de los hombres, en una dimensión integral del diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las políticas y programas en todas las esferas políticas, económicas y sociales, de tal forma que hombres y mujeres se beneficien de igual forma y que la desigualdad no sea perpetuada. La meta final es alcanzar la igualdad de género” (Ecosoc 2002).

“El género es una construcción cultural; por consiguiente no es ni resultado causal del sexo ni tan aparentemente fijo como el sexo. Al teorizar que el género es una construcción radicalmente independiente del sexo, el género mismo viene a ser un artificio libre de ataduras; en consecuencia, hombre y masculino podrían significar tanto un cuerpo femenino como uno masculino; mujer y femenino, tanto un cuerpo masculino como uno femenino”. Extracto del libro “Gender Trouble: Feminism and the Subversion of Identity” (El Problema del Género: el Feminismo y la Subversión de la Identidad”). Feminista radical Judith Butler. Definición que viene siendo utilizada desde hace varios años como libro de texto en diversos programas de estudios femeninos de prestigiosas universidades norteamericanas, en donde la perspectiva de género viene siendo ampliamente promovida.

La ideología de género niega el orden natural y busca destruir el orden establecido y reconstruir un nuevo orden social y cultural.
REALIDAD EN CHILE:


A partir del año 2006, la propia Presidenta de la República refuerza la prioridad de la transversalización del género, involucrándose personalmente en el seguimiento de los compromisos. Con este nuevo impulso a los Compromisos Ministeriales y al Consejo de Ministros, se nombraron asesores ministeriales de género en todos los sectores y se comenzaron a formar mesas sectoriales en la materia. Se fortaleció también su institucionalización a través de su incorporación en el sistema de seguimiento de la gestión gubernamental que dirige la Secretaría General de la Presidencia (Sistema de Programación Gubernamental, SPG).

El cambio institucional que implica esta iniciativa de transversalización de género en el Estado puede ser adaptado, resistido, transformado y potenciado según la configuración de factores institucionales, organizacionales y subjetivos que constituye el entorno de las prácticas.

Los incentivos alineados con una exigibilidad adecuada afectan la disposición de trabajar por la igualdad de género, independientemente de las resistencias personales iniciales.

Ante la alternativa de perder el incentivo económico y ser señalados por su fracaso frente al resto del sector público, surgieron procesos de cambio importantes, hubo aprendizaje, reflexión y toma de conciencia acerca del beneficio de la equidad de género en el largo plazo, aun cuando implicase una mayor carga laboral en el horizonte más cercano. Esto es lo que el Informe sobre Desarrollo Humano en Chile 2009 denominó “adaptación proyectiva”. Género. Extracto texto oficial del Informe del PNUD “Desarrollo Humano en Chile 2010 Género: Los desafíos de la igualdad”.
ORIENTACION SEXUAL


La definición de orientación sexual ha sido dada por sus promotores con la inquietud de luchar contra la discriminación que el grupo LGTB dice padecer.

Las definiciones son varias pero apuntan todas a algo en común: la O.S. no es una conducta ni un comportamiento, sino que se refiere a sentimientos o un estado mental-emocional. En vista de aquello, el legalista se ve en la imposibilidad de referirse a este término como lo hace respecto de los términos de raza, etnia, sexo, ya que la O.S. de un individuo no puede ser conocida por otros a menos que la persona se identifique. Es por eso mismo que el proyecto de ley de no discriminación ha generado tantas interpretaciones. En relación al proyecto de ley, será el juez de primera instancia el que tendrá de dilucidar las verdaderas intenciones del “discriminante”, cayendo en el subjetivismo absoluto…

a) Orientación sexual y homosexualidad
© 2010 American Psychological Association http://www.apa.org/centrodeapoyo/sexual.aspx

“La orientación sexual es una atracción emocional, romántica, sexual o afectiva duradera hacia otros. Se distingue fácilmente de otros componentes de la sexualidad que incluyen sexo biológico, identidad sexual (el sentido psicológico de ser hombre o mujer) y el rol social del sexo (respeto de las normas culturales de conducta femenina y masculina).

La orientación sexual existe a lo largo del continuo que va desde la heterosexualidad exclusiva hasta la homosexualidad exclusiva e incluye diversas formas de bisexualidad. Las personas bisexuales pueden experimentar una atracción sexual, emocional y afectiva hacia personas de su mismo sexo y del sexo opuesto. A las personas con una orientación homosexual se las denomina a veces gay (tanto hombres como mujeres) o lesbianas (solo a las mujeres).

La orientación sexual es diferente de la conducta sexual porque se refiere a los sentimientos y al concepto de uno mismo. Las personas pueden o no expresar su orientación sexual en sus conductas.”

b) HUMAN RIGHTS EDUCACION ASSOCIATES: “Es importante distinguir entre la orientación sexual y el comportamiento sexual porque la orientación sexual se refiere a los sentimientos emocionales y al concepto que tiene una persona de sí misma. Puede que personas GLBT expresen o no expresen su orientación sexual a través de su comportamiento. Se evita la palabra homosexualidad porque en el pasado ha tenido una connotación negativa. La orientación sexual es un concepto relativamente nuevo en el área de la ley y práctica de los derechos humanos y un concepto polémico en la política…. Los temas más importantes en la aproximación legal de la orientación sexual son la igualdad y no discriminación.” www.hrea.net/learn/guides/lgbt.html

c) Equality Human Rights: “la orientación sexual significa la atracción general que uno siente hacia otra persona o personas”. Comisión de Igualdad (Reino Unido); www.equalityhumanrights.com, en What does sexual orientation mean?

d) La Asociación Psicológica Estadounidense -American Psychological Association-, señala “es una atracción emocional, romántica, sexual o afectiva duradera hacia otros”. 

e) El Instituto Chileno de Medicina Reproductiva, (ICMER) establece “es una atracción emocional, intelectual, física y sexual que una persona siente por otra”; además dice que se manifiesta en forma de comportamientos, pensamientos, fantasías o deseos sexuales, o una combinación de estos elementos.

f) Amnistía Internacional indica que la orientación sexual “abarca los deseos, sentimientos, prácticas e identificación sexuales”; “la orientación sexual se refiere a la atracción sexual y emocional de una persona hacia las demás...” Amnistía Internacional, Crimes of Hate, Conspiracy of Silence (Amnesty International Publications, Londres, 2001), p. VII.

g) “La orientación sexual debe ser definida generalmente como una preferencia por compañeros sexuales...” International Labour Office, ABC of Women Workers’ Rights and Gender Equality (2ª ed., 2007), p. 167). La “preferencia” se refiere a que es un estado mental-emocional, no es una conducta.

h) “La 'orientación sexual' se refiere a la capacidad de cada persona de profunda atracción emocional, afectiva y sexual a, y las relaciones íntimas y sexuales….” Asia Pacific Forum, ACJ Report: Human Rights, Sexual Orientation and Gender Identity (15 th Annual Meeting, Bali, 3-5 agosto 2010), p. 8.

i) Ombudsgay: “El debate semántico entre “preferencia”, “orientación” (y hay incluso algunos, los más vanguardistas, que prefieren el de “expresión”), no ha sido superado aún por los especialistas.” www.ombudsgay.wordpress.com/2011/05/18/

j) Esa afirmación que la O.S. es una inclinación sexual, con el solo objetivo de manifestar los deseos sexuales amorosos, fantásticos o eróticos de una persona se plasmó también en un documento hecho especialmente por el grupo LGTB: la Declaración de Yogyakarta (2006) que reivindica los derechos LGTB: “La orientación sexual se refiere a la capacidad de cada persona de sentir una profunda atracción emocional, afectiva y sexual por personas de un género diferente al suyo, o de su mismo género, o de más de un género, así como a la capacidad de mantener relaciones íntimas y sexuales con estas personas.”
OFICIO DE LA CORTE SUPREMA DE 29 DE JULIO DE 2011


En Oficio 126-2011, la Corte Suprema, por quinta vez se tuvo que pronunciar sobre este tema en julio de 2011, y declaró:
“A la señora Soledad Alvear Valenzuela
Presidenta Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado
Valparaíso

“Informe Proyecto de Ley 31-2011.

Antecedente: Boletín N° 3.815-07.

Santiago, 29 de julio de 2011

Por Oficio CL/110-2011, de 15 de junio último, la señora Presidenta de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado ha requerido la opinión de esta Corte Suprema respecto del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación, creando, al efecto, una acción de no discriminación arbitraria, estableciendo un procedimiento judicial.

Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 26 de julio en curso, presidida por su titular señor Milton Juica Arancibia y con la asistencia de los Ministros señores Nibaldo Segura Peña, Adalis Oyarzún Miranda, Jaime Rodríguez Espoz, Rubén Ballesteros Cárcamo, Hugo Dolmestch Urra, Héctor Carreño Seaman, Carlos Künsemüller Loebenfelder y Guillermo Silva Guindelach, señoras Rosa María Maggi Ducommun y Rosa Egnem Saldías, señor Roberto Jacob Chocair y señora María Eugenia Sandoval Gouët, acordó informarle desfavorablemente al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:


“Santiago, veintiocho de julio de dos mil once.

Vistos y teniendo presente:

Segundo: Que esta Corte ya ha sido consultada en cuatro oportunidades sobre la iniciativa, respondiendo, respectivamente, mediante los Oficios N° 58, de 3 de mayo de 2005; 
N° 168, de 15 de noviembre de 2005; N° 27, de 23 de enero de 2007; y N° 96, de 23 de junio de 2008.

Tercero: Que, en esta oportunidad, la Corte Suprema emite su parecer en el mismo sentido que lo hiciera originariamente, de acuerdo a lo informado en el Oficio N° 58, de 3 de mayo de 2005, en orden a que el derecho a la no discriminación se encuentra suficientemente abordado, regulado y cautelado en el ordenamiento jurídico vigente, a través de las acciones constitucionales y legales pertinentes, como son el recurso de protección, de amparo, de amparo económico, el procedimiento laboral de tutela de derechos fundamentales y la acción especial contemplada en el artículo 57 de la Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, por lo que no se aprecia la necesidad de establecer otras acciones adicionales y especiales para su resguardo.

Por estas consideraciones y con arreglo, además, a lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en lo que a este Tribunal compete, se acuerda informar desfavorablemente el aludido proyecto de ley.

Ofíciese


PL-31-2011


Saluda atentamente a Ud.

Milton Juica Arancibia


Presidente”.
INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN,
JUSTICIA Y REGLAMENTO


10 de junio de 2011

“En relación al quórum de aprobación de este artículo 2°, el profesor Zapata señaló que podría pensarse que dicho precepto tiene el carácter de interpretativo de la Constitución Política y, en tal caso, requerir el quórum de aprobación correspondiente a ese tipo de norma. Sostuvo que el Parlamento, si lo quiere, podría entregar a los jueces una interpretación del numeral 2° del artículo 19 de la Carta Fundamental a través de esta iniciativa. Agregó que, sin embargo, la idea matriz de la misma, así como el sentido social que la inspira persiguen establecer herramientas eficaces tanto para evitar problemas de discriminación en nuestra sociedad como para impedir que el Estado sea deudor en materia de cumplimiento de los compromisos internacionales que ha contraído”.
INFORME COMPLEMENTARIO DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN,
LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, páginas 24 y 25


22 de agosto de 2011

“IV.- NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: los artículos 3°, 6° y 13 del proyecto tienen el carácter de normas orgánico constitucionales por vincularse con las atribuciones de los tribunales. En mérito de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política, requieren, para su aprobación, del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio.

IX.- LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:


-Constitución Política de la República


-Código de Procedimiento Civil


-Código Penal


-Decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo


-Ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales”.
INDICACIONES QUE EXCLUYEN LA ORIENTACIÓN SEXUAL

INFORME COMPLEMENTARIO DEL SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA,

3 de junio de 2008

Indicación N° 21 quáter

Del Honorable Senador señor Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 3º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por actos o conductas de discriminación arbitraria toda forma injustificada de distinción, exclusión, restricciones o preferencias, que tenga por objeto privar, perturbar o amenazar, el legítimo ejercicio y goce de los derechos y garantías esenciales a la persona humana consagrados en la Constitución Política de la República, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

Indicación 24 ter

De los Honorables Senadores señores Sabag, Chadwick y Romero, para suprimir del 
artículo las expresiones “orientación sexual”.

Boletín N° 3.815-07

Indicaciones recibidas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento

13.10.08

Indicación 4.- De los HH. Senadores señores Chadwick y Larraín, para sustituir el artículo 3º propuesto, por el siguiente:

“Artículo 3º.- Para los efectos del artículo 19 Nº 2 de la Constitución Política de la República y el correspondiente recurso de protección que se encuentra consagrado en el artículo 20 del mismo cuerpo legal, se entenderá, entre otros, por actos o conductas de discriminación arbitraria toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia, de carácter arbitrario, basadas en motivos de raza, color, sexo, edad, estado civil, religión o creencias, nacionalidad o ascendencia nacional, origen social y o cultural, enfermedad o discapacidad, apariencia, u opinión política, sindicación o participación en asociaciones gremiales, que tengan por objeto privar, perturbar o amenazar, el legítimo ejercicio y goce de los derechos y garantías esenciales a la persona humana consagrados en la Constitución Política de la República, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

Indicación 5 .- De los HH. Senadores señores Chadwick y Larraín, en subsidio de la anterior, para sustituir el artículo 3º propuesto, por el siguiente:

“Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación arbitraria toda forma de distinción, exclusión o preferencia que sea contraria a la razón, la justicia o las leyes, y que tenga por objeto privar, perturbar o amenazar, el legítimo ejercicio y goce de los derechos y garantías esenciales de la persona humana consagrados en la Constitución Política de la República, así como en los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

Los problemas en la identificación sexual de niños adoptados por parejas lesbianas [2011-10-03]

[SdeT] La adopción de niños por parte de lesbianas es todo un problema, porque hay evidencia de estudios de que los niños criados por padres homosexuales son más propensos a identificarse como homosexuales, entre otras cosas porque los niños se vuelven propensos a confundir sexo y género en esos hogares, donde la actitud que se “respira” es que todas las posibilidades sexuales están abiertas.

Aquí presentamos dos casos flagrantes. El primero, es el de un niño adoptado por una pareja de lesbianas de EEUU que actualmente tiene 11 años, el cual empezó a identificarse como niña, y que está en proceso de cambio de sexo. Y el segundo es el caso de un niño adoptado por una pareja de lesbianas de Australia, que publicaron en Facebook una foto suya vestido de niña, por lo cual les fue quitada la custodia del niño. 
EN EEUU UN NIÑO DE 11 AÑOS ADOPTADO POR LESBIANAS EN PROCESO DE CAMBIO DE SEXO


Las madres lesbianas de un niño de 11 años de edad, quien se encuentra en proceso de convertirse en una chica, defendieron la decisión, alegando que era mejor para un niño hacer el cambio de sexo cuando es joven.

Thomas Lobel, que ahora se llama Tammy, está en tratamiento con la controversial hormona de bloqueo en Berkeley, California, para que dejar de ser niño antes de la pubertad. 

Pauline Moreno y Debra Lobel advierten que los niños con trastorno de identidad sexual obligados a posponer la transición podrían enfrentar un mayor riesgo de suicidio. 

No hay presión. Las dos madres lesbianas dicen que no han obligado a su hijo a convertirse en una niña.

Las madres dicen que una de las primeras cosas que Thomas les dijo cuando aprendió el lenguaje de signos a los tres años -a causa de un defecto en el habla- fue: “Yo soy una niña”.

A los siete años, después de tratar de hacerse una mutilación genital él mismo, los psiquiatras diagnostican a Thomas un trastorno de identidad sexual. A la edad de ocho años, comenzó la transición. 

Este verano, él comenzó a tomar drogas que bloquean las hormonas, lo que le impedirá experimentar la pubertad.

La hormona supresora, implantada en su brazo izquierdo, suspenderá a los 11 años de edad, el desarrollo de hombros anchos, voz grave y vello facial. 

La pareja se enfrenta a fuertes críticas de amigos y familiares, como resultado, dijo la Sra. Moreno dijo MailOnline.

“Todo el mundo estaba enojado con nosotros. “¿Cómo pudiste hacer esto? ¡puedes arruinar su vida entera!”

Citando una estadística del Programa de Prevención del Suicidio Juvenil, la Sra. Moreno señaló que más del 50 por ciento de los jóvenes transexuales han tenido al menos un intento de suicidio por su cumpleaños número 20.

E ignorando las súplicas incesantes de su hijo, dijo, simplemente no vale la pena el riesgo.

“Lo qué es más aterrador para mí es que usted estaría dispuesto a decir” no “solo porque no le gusta ¿a pesar de que su hijo podría perder su vida?”

La transición adolescente de su hijo, ella espera, le ayudará a tener una vida adulta menos conflictiva. 

“La idea ahora es que vamos a detener la creación de un tercer (género) que no es ni una cosa ni la otra, mientras hace la transición a ella”, dijo la Sra. Moreno.

“El protocolo actual es hacer la transición de estos niños tan pronto como se pueda hacer un diagnóstico, porque de lo contrario termina siendo ni una cosa ni la otra … porque experimentaron la pubertad.

La Sra. Moreno recordó que el primer paso de la transición de Thomas para convertirse en mujer fue dejarle escoger su propia ropa.

Él favoreció cintas de gorras de béisbol y eligió sostenes y vestidos para empezar a usar cuando se le dé la elección de la ropa que ponerse. Y el cambio en su personalidad, dice la Sra. Moreno, fue instantáneo.

“Él estaba en su propio mundo completamente separado y era un problema para nosotros que siempre teníamos para lograr que Thomas participara en la vida”, dijo. “Lo que hemos visto surgir cuando a Tammy se le permitió ser Tammy, es decir,” es ¡Guau !”… Fue una transformación inmediata. Ella estaba tan risueña y ahora interactuando”.

El diagnóstico ha sido difícil de aceptar para los padres de Tammy.

La pareja está casada en 1990 por un rabino y tienen dos hijos mayores y nietos. Pero ellas insisten en que su sexualidad no tiene nada que ver con esto.

“Fue extraño para nosotros,” dijo. “A pesar de que ella tiene lesbianas como padres, todo esto es nuevo para nosotros en todas las formas posibles. Sabemos lo que es sentirse diferente. Sentir que no estamos en el cuerpo correcto era algo que no se podía meter en la cabeza.”.

Afortunadamente, la familia tiene un gran sistema de apoyo. La pareja acredita a los maestros de Tammy y a los funcionarios del Centro de Aprendizaje de Niños en Alameda, California, y a su comunidad religiosa, por ser de mente abierta acerca de la decisión de su hijo.

“Vivimos en la zona de la Bahía, donde hay un montón de estilos de vida alternativos… y nosotros pertenecemos a una comunidad religiosa que fue un apoyo increíble. Ellos hacen una parada cuando estamos en la sinagoga para venir y decirle a Tammy, “Oh, te ves tan linda hoy”, dijo la Sra. Moreno, quien agregó: “Nunca va a ser suficiente gratitud para ellos.”

Sus padres dicen que el tratamiento hormonal le dará tiempo para averiguar si él quiere hacer la transición completa a mujer o pasar la pubertad como un niño.

Si él decide dejar de tomar los medicamentos, pasará la pubertad masculina natural en una etapa posterior y su fertilidad en el futuro no será afectada. 

En caso de que su hijo decida hacer la transición a una mujer adulta, puede tomar hormonas femeninas, además que le aflautarán la voz, le permitirán crecer los pechos y desarrollar otras características físicas femeninas.

San Francisco, junto a Berkeley, es una de las cuatro ciudades en los Estados Unidos con un hospital que tiene un programa para niños transgénero.

La Universidad de California en San Francisco es el hogar del Centro de Excelencia para la Salud Transgénero.

Los niños son vistos en detalle por los profesionales de salud mental y luego tratados por endocrinólogos pediátricos.

Otras ciudades con programas para jóvenes son Boston, Seattle y Los Ángeles.
CÓMO FUNCIONA LA HORMONA DE BLOQUEO


Las hormonas de Tammy Lobel están siendo bloqueadas por un implante en el interior de la parte superior del brazo izquierdo, que debe ser reemplazado una vez al año.

La señora Moreno explicó: “En otras palabras, ella se quedará como un pre-adolescente hasta que decida y sentimos que ella pueda tomar esta decisión sobre la cirugía”.

Sus padres dicen que el tratamiento hormonal le dará tiempo para averiguar si él quiere hacer la transición completa siendo una mujer o pasar la pubertad como un niño.

A la edad de 14 o 15 años el dispositivo tendrá que ser removido para que Tammy pueda pasar por la pubertad, la Sra. Moreno dijo.

Si él decide dejar de tomar los medicamentos, recorrerá la pubertad masculina natural en una etapa posterior y su fertilidad en el futuro no será afectada.

En caso de que su hijo decida hacer la transición a una mujer adulta, él puede tomar hormonas femeninas que, además de aflautarle la voz, le permitirán crecer los pechos y desarrollar otras características físicas femeninas.
http://www.lanacion.cl/diputado-estay-invitado-a-comision-de-etica-por-dichos-homofobicos/noticias/2011-06-09/162542.html

Diputado Estay invitado a Comisión de Ética por dichos homofóbicos.

Nación.cl Jueves 9 de junio de 2011 | Actualizada 16:42 | País 

La instancia revisó hoy las cartas de reclamo que envió el Movilh tras los dichos del parlamentario a través de Facebook, donde habló de “maricones” a los homosexuales. Organización además repudió declaraciones del alcalde Labbé.

La comisión de Ética de la Cámara de Diputados se dio cita este jueves para revisar las cartas que envió el Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (Movilh) reclamando por los dichos del diputado UDI Enrique Estay a través de la red social Facebook, donde se refirió a los homosexuales como “maricones”.

El parlamentario, que más tarde ratificó sus palabras, señalando que “si hubiera dicho maricones de mierda habría sido despectivo”, será invitado a la instancia para que explique la situación.

El Movilh manifestó su satisfacción ante la vista de sus reclamos en la Comisión de Ética que preside Marco Antonio Núñez (PPD) y recalcó que “Estay se convertirá en el primer parlamentario en la historia del país en dar explicaciones por una denuncia por homofobia”.

La críticas del Movilh contra el gremialista se produjeron luego de que el pasado 4 de junio éste sostuviera en su Facebook que algunos están “preocupados de los maricones y no del enjambre de burócratas concertas que obstruyen todo, para que los beneficios no bajen a los más pobres y clase media”, refiriéndose al debate sobre las uniones homosexuales.

Más tarde, el legislador recurrió a la Real Academia Española para validar el uso de la palabra “maricón”, considerando que ésta aparece en el diccionario. Pero el reclamo del Movilh acusa ofensas en el marco de una discusión que recién se inicia y justo cuando el Gobierno ha demorado el envío de un proyecto para reglar la convivencia homosexual y heterosexual.

A juicio del Movilh, “los dichos de Estay violentan diversos artículos del Reglamento de Ética Parlamentaria además de no estar a la altura de un cargo público y de promocionar el odio y la violencia contra la diversidad sexual”.
DICHOS DE LABBÉ


El Movilh además repudió las declaraciones del alcalde de Providencia, Cristián Labbé, quien ayer señaló a Radio Horizonte que la “sociedad hoy día es heterosexual” y que “no quisiera que un nieto mío fuera adoptado por un homosexual. Quisiera que tuviera una vida normal”.

De acuerdo al Movilh, “Labbé tiene un historial de acciones y discursos homofóbicos, transfóbicos y misóginos. Si por él fuera las minorías sexuales y las mujeres deberían estar encerradas y no salir de sus casas”.
Repudian alianza homofóbica de Iglesias católica y evangélica para boicotear la igualdad legal http:www.movilh.cl/index.php?option=com content&task=view&id=1138&Itemid=1
Jueves, 07 de julio de 2011 luz

La alianza cuenta con el respaldo de variados movimiento ultra-católicos que al igual que las iglesias se han movilizado con fuerza contra los derechos de las minorías sexuales en el Senado, en el marco de las discusiones sobre la ley contra la discriminación y las uniones de hecho.

El Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (Movilh) denunció “una alianza homofóbica y transfóbica entre las jerarquías de las iglesias Católica y Evangélica que tiene como único fin boicotear en el Congreso Nacional la igualdad de derechos para las minorías sexuales”.

“Con profundo malestar hemos visto como pastores evangélicos, obispos católicos y variados grupos ultraconservadores se han movilizado en el Senado para impedir que la ley contra discriminación y las uniones civiles agilicen su tramitación, pese a beneficiar ambas normas a todos los chilenos y chilenas y no solo a las minorías sexuales”, apuntó el Movilh.

El organismo acusó, en ese sentido, “que el odio de estos sectores contra lesbianas, gays, bisexuales y transexuales los enceguece a tal punto que son capaces de llegar al extremo de paralizar normas que también van en beneficio de las parejas heterosexuales, así como de las minorías étnicas, las personas con discapacidad, los jóvenes, las mujeres, los niños y las niñas, entre otros/as. Estas prácticas son inhumanas y aberrantes”.

El Movilh especificó que mientras el martes pasado el obispo de Valparaíso Gonzalo Duarte y los representantes de una parte del mundo evangélico, Francisco Rivera, Emiliano Soto y Edgardo Rivera, demandaron a la Comisión de Constitución Legislación y Justicia excluir a las minorías sexuales del Proyecto de Ley que Establece Medidas contra la Discriminación, ayer, y ante la misma instancia, Acción Familia e Idea País se opusieron con violentos y denigrantes argumentos a la legalización para las uniones de hecho entre personas del mismo sexo. A ello se suman variadas campañas de Muévete Chile.

“Estas presiones son indebidas, pues se basan en interpretaciones antojadizas sobre lo que significa ser cristiano/a y constituyen una violación flagrante al Estado laico, el cual debe legislar y definir sus políticas públicas con total independencia de las religiones”, apuntó el Movilh.

El Movimiento de Lesbianas, Gays, Bisexuales y Transexuales (LGBT) llamó por ese motivo “a todos/as los/as legisladores/as a dar señales concretas de respeto al Estado laico, mediante la aprobación de normas que consideren y sean iguales en derecho para cada chilena y chileno”.

“Ceder a la homofobia y la transfobia religiosa, por ejemplo excluyendo a las minorías sexuales de las leyes solo porque así lo demandan obispos y pastores, será una señal funesta que legitimará la violación a los derechos humanos”, apuntó el Movilh que hoy, y como cada semana, nuevamente estuvo presente en las discusiones del Congreso Nacional.

Luego, hizo uso de la palabra el asesor jurídico de la Red por la Vida la Familia, abogado señor Álvaro Ferrer.


Su intervención se basó en el siguiente documento:

“Problemas relativos a la eliminación de los artículos Nº 6 letra b y Nº 18 del Proyecto de Ley que establece medidas contra la discriminación: la derogación tácita de preceptos legales anteriores y el traspaso de la potestad legislativa al Poder Judicial.

Respetuosamente vengo en hacer presente a la Honorable Comisión Mixta las siguientes observaciones sobre el Proyecto de Ley que establece medidas contra la discriminación, Boletín Nº 3.815-07.

Los argumentos que a continuación se desarrollan se refieren a los artículos Nº 6 letra b y Nº 18 del Proyecto según su estado de tramitación actual. Estos dicen:

“Artículo 6°.- Admisibilidad. No se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria en los siguientes casos:

b) Cuando se impugnen los contenidos de leyes vigentes.”.

“Artículo 18º.- Interpretación de esta ley. Los preceptos de esta ley no podrán ser interpretados como derogatorios o modificatorios de otras normas legales vigentes, con la sola excepción de las disposiciones señaladas en los tres artículos precedentes”.

Como se ve, ambos artículos se refieren al eventual conflicto que podría surgir de la aplicación de esta ley, sea referido a la acción especial de no discriminación que el proyecto contempla, sea la invocación de esta ley en un asunto jurídico diverso, dentro o fuera de los tribunales.

Cualquiera sea el escenario, resulta problemática la eventual eliminación de estos artículos por cuanto este proyecto de ley, al redefinir lo que debe entenderse por discriminación arbitraria y, así, por igualdad ante la ley, planteará complejas antinomias con respecto a otras leyes vigentes, que podrán ciertamente considerarse derogadas tácitamente por esta ley especial y posterior.

Para fundamentar lo recién expuesto, desarrollaré en términos generales el problema de la derogación tácita de las leyes; luego, los criterios usados para resolver las antinomias legales y, finalmente, expondré las conclusiones:
I. Sobre la derogación tácita de las normas:


1. Las reglas generales sobre derogación de las leyes contenidas en el Código Civil, según disponen los artículos 52 y 53, establecen que existe derogación tácita cuando la nueva ley contiene disposiciones que no pueden conciliarse con las de la ley anterior. Disposiciones inconciliables pueden existir de diversas formas. Conviene, entonces, analizar qué debe entenderse por inconciliable.

2. El Diccionario de la Real Academia Española define “inconciliable” como “(aquello) que no se puede conciliar”; a su vez, “conciliar” es definido como “conformar dos o más proposiciones al parecer opuestas o contrarias”. Con estos términos ya definidos es posible entender que disposiciones inconciliables serán aquellas que realmente, y no por mera apariencia, son opuestas o contrarias. Con todo, no hay aún claridad suficiente sin definir qué ha de entenderse por disposiciones opuestas o contrarias.

La misma fuente nos señala que “contrario” es “(aquello) completamente diferente a otro; en el otro extremo; (aquello) que daña o perjudica; impedimento o contrariedad”; y, finalmente, “contrariedad” es “oposición; antagonismo o resistencia”.

Como puede verse, las diferentes acepciones apuntan en conjunto a una idea similar: son disposiciones inconciliables aquellas que, según su contenido -medios y fines-, se resisten una a la otra, dañándose o perjudicándose por el antagonismo que existe en la aplicación contemporánea de ambas.

3. Tratándose de prescripciones normativas, su forma proposicional siempre está conformada por un contenido material, un verbo rector y un fin próximo. Así, es posible distinguir en toda norma algo -materia-, que se ordena -verbo rector-, para o por un objetivo -fin particular o próximo-. La materia de toda norma es su contenido u objeto material, lo mandado, permitido o prohibido. Los verbos rectores posibles son limitados: las normas mandan, prohíben, permiten hacer o permiten no hacer. No hay más alternativas. Y el fin próximo, múltiple y variable, es el o los objetivos que persigue esa norma en particular. Por último, es posible distinguir en toda norma su fin remoto o la situación en general que está destinada a regular. Conviene entonces analizar si la incompatibilidad entre disposiciones normativas radica solo en relación a su materia, o a sus verbos rectores, o a sus fines próximos, o a sus fines remotos, o a todas las anteriores.

4. Un primer análisis sobre el antagonismo entre diversas disposiciones normativas debe atender a los verbos rectores de una y otra. Para ello es útil recordar el cuadrado lógico de proposiciones que resume las posibles antinomias o incompatibilidades entre normas, según categorías lógicas
:

Mandar y prohibir son contrarios; luego, entre ellos existe relación de incompatibilidad.

Mandar y permitir no hacer; y prohibir y permitir hacer son contradictorios; luego, entre ellos existe relación de incompatibilidad (de alternativas).

Permitir hacer y permitir no hacer son subcontrarios; luego, entre ellos existe relación de disyunción.

Mandar y permitir hacer, y prohibir y permitir no hacer son subalternos; luego, entre ellos existe relación de implicancia.

Es posible ver que serán disposiciones inconciliables las contrarias y las contradictorias: “la antinomia surge de la relación de incompatibilidad entre dos normas, esto es, de que entre dos proposiciones prescriptivas medie una relación lógica de contradictoriedad o de contrariedad”
. Una manda y la otra prohíbe (y viceversa); una manda y la otra permite no hacer; una prohíbe y la otra permite hacer.

5. Por supuesto, para reconocer verdadera incompatibilidad es preciso no solo atender al verbo rector de la proposición normativa, sino a su objeto material o materia
. Es decir, a aquello que es mandado, prohibido o permitido: “la antinomia se produce cuando existe incompatibilidad entre las directivas relativas a un mismo objeto”
. Luego, serán verdaderamente inconciliables o incompatibles las siguientes normas:

La anterior que manda algo y la posterior que prohíbe lo mandado (y viceversa).

La anterior que manda algo y la posterior que permite no hacer lo mandado.

La anterior que prohíbe algo y la posterior que permite hacer lo prohibido.

6. Salta a la vista que en las hipótesis anteriores necesariamente habrá resistencia y daño entre las normas contrarias o contradictorias. Lo anterior radica en que resulta imposible aplicar ambas normas en el tiempo sin que una perjudique a la otra; la aplicación contemporánea de las normas contenidas en las dos leyes es imposible por la contradicción que de allí se seguiría. No se trata de una simple diferencia en aspectos accidentales; más bien, ocurre una verdadera exclusión entre las acciones que, en concreto, cada una ordena, permite o prohíbe realizar. Así, mientras una norma anterior manda realizar una acción, la norma posterior la prohíbe o permite no realizarla, o viceversa; luego quien obedece a una en el mismo acto desobedece la otra o, lo que es igual, aplicar una obliga al mismo tiempo a infringir la otra: “hay incompatibilidad cuando resulta lógicamente imposible aplicar una norma sin violar la otra”
.

7. Se comprende entonces que esta incompatibilidad material no debe analizarse, necesariamente, en abstracto, pues bien puede ocurrir que dos normas sean compatibles en abstracto pero que se excluyan mutuamente en su aplicación concreta: “las leyes que no eran contradictorias en abstracto, empiezan a contradecirse en concreto, en cuanto dos prescripciones igualmente aplicables, no pueden aplicarse al tiempo, debido precisamente a su contradicción”
; “el problema, por tanto, es de orden práctico y no teórico”
.

8. Dado que el problema es práctico, no es razonable excluir a priori una posible incompatibilidad entre dos normas solo en razón de que su contenido material es adjetivamente distinto. Es decir, lo mandado, permitido o prohibido se acompaña de un adjetivo que califica la acción de diferente manera en una norma y otra. Así, la norma anterior permite hacer algo de una manera, y la norma posterior prohíbe lo mismo pero de otra manera. Es decir, además de verbos rectores contrarios o contradictorios -por tanto incompatibles- existe igual materia pero regulada de modo diverso en una y otra. Pues bien, al respecto cabe decir lo siguiente:

a) El modo califica la manera en que algo es mandado, permitido o prohibido. Luego es un adjetivo o accidente. Los accidentes pueden ser indispensables o puramente contingentes. Serán indispensables aquellos que no pueden sino calificar la acción del caso; puramente contingentes aquello que pueden o no calificar la acción del caso. La necesidad de calificar una acción radica en el fin próximo que ésta persigue: si el fin no puede ser alcanzado sino de una manera, el adjetivo que califica de esa manera será indispensable; si el fin de la acción puede ser alcanzado de cualquier manera, el adjetivo que la califica de una manera particular será puramente contingente.

b) Así las cosas, y no obstante sus verbos rectores sean contrarios o contradictorios, no existirá incompatibilidad entre las normas cuando los modos que las califican sean relevantes para alcanzar los fines próximos de cada una: siendo modos indispensables no cabe considerarlos meros adjetivos; son más bien propiedades por las cuales las normas se distinguen realmente en su contenido material. Por tanto, estaremos frente a contenidos materiales distintos respecto a los cuales no cabe predicar contrariedad o contradicción, más allá de la incompatibilidad de sus verbos rectores.

c) En cambio, sí habrá incompatibilidad entre las normas analizadas cuando sus verbos rectores sean contrarios o contradictorios y los modos que las califican sean irrelevantes o puramente contingentes para conseguir el fin próximo de cada una. Tales modos sí serán simples adjetivos, por lo cual las normas serán sustantivamente idénticas en su contenido material; así, podrán ser contrarias o contradictorias: la anterior permite algo de una manera, la posterior lo prohíbe de otra manera, pero ambas maneras son irrelevantes para que, en cada caso, la aplicación en concreto ambas normas permita alcanzar su respectivo fin próximo. Se trata, como puede verse, de normas de idéntica materia, aunque adjetivamente diversa.

9. Tampoco es razonable analizar la posible contradicción o contrariedad entre normas atendiendo únicamente al fin remoto de la norma anterior y posterior; esto es, a las situaciones que cada una regula como género
: bien puede ocurrir que ambas regulen situaciones diversas, incluso complementarias. Pero ello no obsta ni impide que, en concreto, exista contradicción entre disposiciones de una y otra. Por tanto, es necesario analizar el fin próximo de las disposiciones de cada norma; esto es, la finalidad u objetivo particular de las acciones que, en concreto, mandan, prohíben o permiten.

a) Y ello porque bien puede ocurrir que la norma anterior mande una acción por un fin particular y la posterior prohíba o permita no hacer la misma acción pero por o para otro fin. Aquí habrá identidad de materia pero no de fin próximo, por lo cual no cabe hablar, en principio
, de incompatibilidad entre las normas.

10. Distinto es el caso cuando existe identidad de fin próximo pero diversidad en la materia de las normas en análisis: no es del todo claro si cabe o puede caber incompatibilidad entre dos normas donde la materia de la anterior es diversa de la materia de la posterior, pero comparten un mismo fin.

Según se explicará en seguida, existirá también incompatibilidad entre normas cuando la materia de la anterior sea contraria o contradictoria al fin próximo de la posterior. Es decir: las normas mandan, prohíben o permiten algo distinto, pero lo prescrito en la anterior resulta incompatible con la finalidad de la posterior.

Es oportuno despejar esta duda: si acaso existe verdadera contradicción entre una norma anterior y otra posterior cuando sus disposiciones son de distinta materia -las acciones que mandan, prohíben o permiten son diferentes- pero la aplicación en concreto de tales acciones importa un desconocimiento o alejamiento del fin de la norma posterior, sea que se trate de su fin original o de uno sobreviniente por cualquier causa. ¿Hay contradicción o simple diferencia cuando la aplicación de la norma anterior niega el fin de la norma posterior?

El asunto es de máxima relevancia, ya que “puede darse una antinomia no solo entre dos directivas de derecho positivo, sino entre lo dispuesto por una norma y la finalidad de otra”
.

El criterio para distinguir uno y otro caso es simple: analizar si hay relación de medios a fines entre las disposiciones de la norma anterior respecto de la posterior.

a) No puede ser de otro modo: existiendo distinción entre los fines próximos de ambas normas, si además la materia de la anterior ninguna relación tiene con el fin de la posterior, luego estaremos frente a normas totalmente independientes entre sí, sin que pueda caber incompatibilidad de ninguna especie entre ellas.

b) Debe existir relación de medios a fines entre la materia de la norma anterior y el fin próximo de la norma posterior. Y ello porque los medios para un fin que se alejan del mismo lo contradicen y niegan, y los que se subordinan a él lo confirman y respetan: así como para llegar al norte es preciso conducir en esa dirección, pasando por los puntos intermedios encaminados al mismo lugar, resulta evidente que conducir al sur aleja, desconoce y contradice el fin pretendido, pues en los hechos lo niega.

c) Por tanto, si las disposiciones de la norma anterior son medios para el fin que persigue la norma posterior, entonces siempre han de subordinarse a él para no contrariarlo o contradecirlo, y ello no obstante la materialización de tales disposiciones -las acciones concretas- no coincidan exactamente con aquello que manda, prohíbe o permite la norma posterior: si la norma posterior prohíbe construir en un lugar determinado, cumplir con la norma anterior que, no obstante no mandaba ni permitía directamente construir en aquel lugar, pero en cambio disponía la realización de acciones que constituyen medios necesarios precisamente para construir en el mismo lugar es, evidentemente, desconocer, contrariar y contradecir en los hechos el fin de la norma posterior: se estarían ejecutando acciones dirigidas en la dirección contraria a la dispuesta por la norma posterior.

11. Sostener que ambas normas pueden coexistir sin conflictos es a todas luces absurdo; produce inseguridad jurídica y, discursos aparte, desconoce y niega el fin de la norma posterior. En consecuencia, si ha de prevalecer el fin y las disposiciones de la norma posterior 
-según prescribe el Código Civil y razones adicionales que ya se explicarán- resulta necesario reconocer la derogación tácita de la norma anterior, dado que dispone la realización de acciones que constituyen medios necesarios que, en concreto, desconocen, niegan, dañan y perjudican las disposiciones de la norma posterior.

a) De otro modo se produce un resultado irracional: se afirmaría la vigencia de normas anteriores carentes de todo sentido y aplicación práctica, puesto que respetar el fin de la norma posterior y subordinarse al mismo conlleva la imposibilidad de aplicar en concreto la norma anterior, produciendo así la cesación de su vigencia por una causa, paradojalmente, de naturaleza intrínseca: la imposibilidad de realizar un hecho que era el presupuesto necesario para la aplicación de la ley
. Esto es: si la norma posterior dispone un fin contrario al cual se dirigían, como medios necesarios, las disposiciones de la norma anterior, luego, siendo en concreto imposible tal fin, entonces carecen de sentido los medios necesarios para alcanzarlo. Insistir en ellos es, según se ha razonado, negar, desconocer y perjudicar la norma posterior.

12. También, conviene dejar claro que la oportunidad o la forma en que la norma posterior se vuelve incompatible con las disposiciones de la norma anterior es del todo irrelevante para afirmar o negar la posible contrariedad o contradicción actual entre ambas. Quien sostenga lo contrario, en los hechos afirma el absurdo por el cual podrían subsistir en el ordenamiento jurídico normas incompatibles -generando inseguridad jurídica para todos los involucrados- por el simple hecho de que la norma posterior en su estado original no era contradictoria con la anterior, sino que ello “le sobrevino” por causas extrínsecas.

a) Semejante razonar sería equivocado: en efecto, se estaría concluyendo a partir de un simple dato -la contradicción sobreviniente por causa extrínseca-, lo cual contraviene las leyes de la lógica. No es posible concluir nada a partir de un simple aserto; es preciso comparar dos premisas para deducir algo a partir de ellas. Luego el argumento sería siempre falaz, salvo que se demostrara la premisa mayor hasta aquí omitida: “la contradicción entre dos normas solo puede producirse a partir del estado original de cada una de ellas”.

b) Pero tal aserto es manifiestamente falso, refutado a diario por la evolución del sistema jurídico donde las normas cambian frecuentemente por diversas causas. Y así como no es posible negar que las normas cambian, produciéndose contradicciones con otras normas anteriores y vigentes, tampoco es posible negar las causas por las cuales tales cambios se producen: aceptado el efecto como lícito se debe conceder la licitud de la causa que lo produce. El mismo principio corresponde aplicar en sentido inverso: si el efecto es ilícito, su causa no lo justifica. Luego, la oportunidad o la manera en que la norma posterior se vuelve incompatible con las disposiciones de la norma anterior es totalmente irrelevante para afirmar o negar la posible contradicción actual entre ambas.

13. Por su parte, la incompatibilidad, contrariedad o contradicción entre normas no implica de suyo la derogación total de la norma anterior. Tal como establece el Código Civil en su artículo 53, la derogación tácita “deja vigente en las leyes anteriores, aunque versen sobre la misma materia, todo aquello que no pugna con las disposiciones de la nueva ley”. Y la razón confirma lo ya expuesto: la contrariedad o contradicción no radica en la situación que regula la norma -su fin remoto- sino en aquello que en concreto prescriben sus disposiciones individualmente consideradas -su materia-, y lo que cada una de ellas persigue en particular -su fin próximo-.
II. Sobre los criterios de solución de las incompatibilidades normativas:


14. Explicadas las formas en que puede ocurrir que las disposiciones de una norma anterior sean inconciliables con las de una posterior, corresponde analizar los criterios para solucionar estas antinomias. ¿Cómo deben resolverse los casos de incompatibilidad entre disposiciones normativas?

a) La doctrina ha dado los siguientes criterios
: jerarquía -según el cual la norma de rango superior debe siempre prevalecer sobre la norma de rango inferior-; cronología -según el cual la norma posterior prevalece sobre la anterior-; especialidad -según el cual la norma de contenido más particular o concreto prevalece sobre la norma de contenido más general o abstracto; y competencia -según el cual debe prevalecer la norma, anterior o posterior, que haya sido dictada conforme a una potestad normativa válidamente ejercida-.

b) El orden de preferencia entre los diversos criterios, en los casos donde es aplicable más de uno y con resultados disímiles, da lugar a las llamadas antinomias de segundo grado. La doctrina reconoce ampliamente que el criterio jerárquico prevalece sobre el cronológico y el de especialidad, y que este último prima sobre el cronológico
.

15. Con todo, es admitido que estas ponderaciones admiten siempre excepciones. En particular, sostenemos que la aplicación de los diversos criterios de resolución de antinomias debe siempre buscar y, en lo posible, asegurar la vigencia concreta y real del principio de Supremacía Constitucional. En nuestro ordenamiento jurídico no puede ser de otro modo: nuestro Estado de Derecho es unitario (art. 3 Constitución Política de la República -CPR-), por lo cual debe asegurarse la vigencia efectiva de una sola Constitución, no de carácter nominal sino real; esta Constitución obliga a toda persona, institución o grupo, así como a los órganos del Estado, sus titulares y miembros integrantes, quienes deben someter su accionar a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella (art. 6 CPR); y todo acto contrario a lo dispuesto en la Constitución es nulo de pleno derecho (art. 7 CPR).

16. Además, parece necesario agregar que la solución de antinomias no es exactamente igual en el ámbito del derecho privado y en el del derecho público: en el primero, cualquier duda sobre el orden de preferencia entre los criterios a aplicar, así como la norma que debe prevalecer, debe ser resuelta según el principio general de la autonomía privada, promoviendo y privilegiando la mayor libertad en el accionar de los privados. En cambio, en el derecho público ocurre lo inverso: las dudas sobre resolución de antinomias deben ser siempre resueltas, sin excepción, según la alternativa o hipótesis más restrictiva, aplicando el principio general por el que solo puede hacerse aquello que está expresa y manifiestamente permitido, autorizado u ordenado.
III. Conclusiones:


17. El Proyecto de Ley que establece medidas contra la discriminación define lo que, a efectos de la misma ley, debe entenderse por discriminación arbitraria. Y, como es sabido, la Constitución establece en su artículo 19 Nº 2 la garantía de la igualdad ante la ley y la prohibición de toda discriminación arbitraria. Es una nueva forma de entender el mismo concepto -para algunos más amplia, para otros más restringida-, mediante la explicitación de categorías especialmente protegidas a priori. Bien puede considerarse, entonces, que este Proyecto contiene de modo explícito el nuevo modo de comprender el principio de igualdad.

18. Así las cosas, la aplicación e interpretación de esta ley sería, en concreto, la aplicación nada menos que del principio de igualdad, según su nuevo modo de comprenderlo, en cualquiera situación en que ello ocurra. ¿Puede entonces resultar incompatible la aplicación de esta nueva ley con leyes anteriores, aun cuando éstas se refieran a diversas materias y fines? La respuesta es que sí, ya que “puede darse una antinomia no solo entre dos directivas de derecho positivo, sino entre lo dispuesto por una norma y la finalidad de otra”
.

19. Según ya se explicó, el criterio a aplicar es simple: analizar si hay relación de medios a fines entre las disposiciones de la norma anterior respecto de la posterior
. Entonces, existiendo relación de medios a fines entre la materia de la norma anterior y el fin próximo de la norma posterior estaremos frente a normas incompatibles, pues los medios para un fin que se alejan del mismo lo contradicen y niegan, y los que se subordinan a él lo confirman y respetan.

20. A lo anterior es necesario agregar que, siendo el fin de la norma en comento nada menos que la protección del principio de igualdad garantizado constitucionalmente, prácticamente no existen normas que no tengan ese mismo fin como uno al cual necesariamente han de subordinarse. A contrario sensu, cualquier norma que contradiga ese fin es inconstitucional.

21. Por tanto, si las disposiciones de la norma anterior son medios para el fin que persigue la norma posterior, entonces siempre han de subordinarse a él para no contrariarlo o contradecirlo, y ello no obstante la materialización de tales disposiciones -las acciones concretas- no coincidan exactamente con aquello que manda, prohíbe o permite la norma posterior.

22. Se trata, entonces, de una ley especial y posterior que entrará en conflicto con leyes generales y anteriores que tratan diversas materias y fines, pero en las cuales los agentes a quienes se manda, prohíbe o permite algo han sido diferenciados o distinguidos por una o más de las situaciones o categorías que el Proyecto en comento protege a priori, como objetivos constitucionalmente relevantes. Y si tales distinciones están prohibidas por la ley posterior, resulta entonces que las leyes anteriores hacen precisamente aquello que la ley nueva y especial prohíbe. La antinomia es evidente.

23. En concreto, muy probablemente en sede jurisdiccional, el juez será llamado a declarar que una norma ha sido derogada tácitamente por esta nueva y especial, en razón de que la anterior distingue basándose en alguna o algunas de las categorías protegidas, cuestión que esta nueva ley especial prohíbe, por ser tal distinción contraria al principio de igualdad. Dicho de otro modo, las leyes anteriores, con independencia de la materia y fines respectivos, en concreto resultarán dañinas al principio de igualdad. 

24. Es decir, las distinciones contenidas en leyes anteriores serán consideradas contrarias, incompatibles, con los objetivos constitucionalmente relevantes de esta nueva ley. Por tanto, habrá una antinomia, pues “hay incompatibilidad cuando resulta lógicamente imposible aplicar una norma sin violar la otra”
 (y así, por ejemplo, toda distinción de ley anterior que tenga como criterio basal la orientación sexual será, inmediatamente, contraria a la nueva ley).

25. Así, el problema de fondo, más allá de los conflictos concretos que con seguridad ocurrirán, radica en que el Poder Judicial, por la vía de la declaración de la derogación tácita, cumplirá en los hechos un rol legislador: pues las normas anteriores dejarán de tener vigencia práctica, siendo sustituidas por la norma posterior y especial.

26. Como se ve, para evitar estos conflictos -los cuales generarán inseguridad jurídica, como toda antinomia- resulta necesario mantener los artículos Nº 6 letra b y 18 del Proyecto de Ley. Finalmente, si la mayoría del Poder Legislativo, según la materia que se trate, considera necesario dictar una nueva ley que expresamente derogue una determinada ley anterior, bien puede hacerlo, pues tal es su rol. Pero no corresponde entregar, por una deficiente técnica legislativa, esa competencia a los tribunales de justicia, como tampoco a las autoridades administrativas.”.

Luego, hizo uso de la palabra la profesora de Derecho Penal de la Pontificia Universidad Católica, señora Magdalena Ossandón, quien basó su alocución en el documento que a continuación se transcribe:

“COMENTARIO


17.- Modificación al Código Penal. Agrégase en el artículo 12 el siguiente numeral nuevo: “21ª. Cometer el delito o participar en él motivado por alguna discriminación arbitraria referente a la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima, a la nación, raza, etnia o grupo social al que pertenezca, a su sexo, orientación sexual, identidad de género, edad, filiación, apariencia personal o a la enfermedad o discapacidad que padezca.”.

Mi primer comentario dice relación con el principio de legalidad que, como todos sabemos, rige de modo estricto en el ámbito penal, pues constituye una garantía de los ciudadanos frente al poder punitivo del Estado. Especialmente, con mayor radicalidad, cuando se trata de un aspecto desfavorable para el imputado, como la configuración de un tipo penal o cualquier aspecto que signifique la posibilidad de aplicar una pena más gravosa.

Tal es, obviamente, el caso de una agravante como la que se incluye en el proyecto. Esta agravante es aplicable, en principio, a cualquier delito, y como ustedes saben bien, el efecto de una sola agravante puede ser el de impedir la aplicación del grado mínimo o del mínimum de la pena, según el caso, lo que dependiendo del delito de que se trate puede significar, por ejemplo en un delito de homicidio, pasar de un mínimo de 5 años de presidio a una escala en que el mínimo imponible sea de 10 años. Si se suma a otras agravantes, puede incluso aumentar la pena en un grado. En otras palabras, su efecto no debe ser menospreciado ni tomado a la ligera, pues puede llegar a ser mucho más gravoso, incluso, que la tipificación autónoma de una conducta como delito.

Ahora bien, es cierto que en la descripción de las conductas típicas o de las agravantes nunca va a lograrse una absoluta precisión, pero eso no significa que se pueda renunciar al rigor. Esperamos del legislador el máximo de determinación posible y, al menos, una predeterminación valorativa de aquello que se pretende sancionar. Un juicio de valor, que solo el Poder Legislativo está legitimado a efectuar y que debe quedar plasmado, necesariamente, en la ley.

Lamentablemente, ello no se consigue con algunas de las expresiones empleadas en la agravante propuesta, pues son expresiones que, además de su indeterminación, suelen ser acompañadas de una “carga emotiva” fuerte. Si no se ofrecen parámetros objetivos claros que permitan al juez guiar su decisión, en esta, como en otras materias ha sucedido, al final se estará traspasando un importante nivel de decisión a los jueces, que incluso se verán obligados a resolver según sus propios criterios subjetivos. De este modo, en la práctica, el Poder Legislativo estará renunciando a la función que le corresponde.

Es verdad que la indeterminación relativa de los términos o expresiones utilizadas puede ser aminorada o compensada -dentro de ciertos límites-si el resto de la disposición penal es precisa y, especialmente, si revela con claridad su fundamento y finalidad o telos.

Sin embargo, este es el mayor problema de la agravante propuesta. Porque en su redacción no se consigue siquiera manifestar con claridad cuál es el desvalor que se quiere considerar. Particularmente con la redacción propuesta en el veto aditivo de la Presidencia.

Uno de los objetivos de la nueva redacción propuesta es incorporar a la raza como una categoría más, para no considerarla una cuestión especial. Pero hacer esa modificación en lo relativo al racismo puede tener un efecto pernicioso involuntario que oscurece más el significado de la norma, haciendo todavía menos nítido el fundamento de la agravación. A tal punto, que puede prestarse para que la agravante se aplique “siempre que” la víctima tenga una de las condiciones referidas, y que ello sea conocido por el autor del delito (pues siempre tiene que respetarse el principio de culpabilidad), pese a que parece que eso no ha estado en la intención de nadie.

La actual redacción dice “cometer el delito o participar en él motivado por alguna discriminación arbitraria referente a…”. Pero entonces parece que pudiera aplicarse, por ejemplo, al marido que maltrata a su mujer, porque por ser mujer es más débil; o al que estafa a un extranjero no por odio o menosprecio de su nacionalidad, sino porque considera que al ser extranjero no sabrá defenderse adecuadamente en los tribunales; o al que agrede sexualmente a la víctima, teniendo como motivación la satisfacción de su líbido, pero elige como víctima a una persona de determinada raza porque le resulta atractiva, le parece que se resistirá menos, o cualquier otra razón. La verdad es que esas situaciones están ya contempladas en otras agravantes, como el abuso de superioridad de sexo o fuerzas, art. 12 Nº 6, o son parte del delito mismo, como manifestación de una conducta abusiva y, en todo caso, no responden al fundamento propio de una agravante de discriminación. En los ejemplos propuestos, el sexo, la nación o la raza han sido motivo de la elección de la víctima, pero no motivo del delito.

Una agravante como la que se propone en el proyecto, en derecho comparado, es considerada una circunstancia de naturaleza subjetiva ya que “expresa un móvil particularmente indeseable: la negación del principio de igualdad”
. Aunque existe cierta discusión en relación con el aspecto del delito en que la agravante incide, si la antijuridicidad o la culpabilidad, se entiende de todos modos que ella solo puede ser aplicada cuando la conducta del delincuente está basada, exclusivamente, en motivos racistas o discriminadores
.

En consecuencia, para evitar dudas y, sobre todo, para evitar una aplicación mecánica de la agravante siempre que la víctima tenga alguna de las condiciones descritas y que haya sido de algún modo tomada en cuenta o conocida por el autor del delito, la redacción debe poner el acento en que la agravante se configura solo cuando el delincuente actúa con la particular finalidad de discriminar arbitrariamente, por odio, afán de exclusión, de persecución, etc. (como ocurre en otras legislaciones, así la Argentina, cuando el delito “sea cometido por persecución u odio a…”).

La redacción anterior de la agravante en el proyecto, cuando la disposición empezaba aludiendo a un actuar “por motivos racistas”, de algún modo ponía el acento en que la motivación misma de la conducta delictiva fuera ese móvil particularmente indeseable, porque el racismo supone actuar por menosprecio de otra raza.

Pero ya entonces podía prestarse a discusión, y más ahora, porque la redacción no es expresiva del mayor desvalor que pretende sancionar. Una disposición así luego obliga a “buscar” entre diversas posibles razones que la justifiquen (por más que ustedes las hayan considerado en su discusión), las que alguno podría radicar en consideraciones meramente objetivas, como la debilidad o carácter minoritario de un grupo; y otro en consideraciones subjetivas como las indicadas, con la consiguiente desigualdad en su aplicación (lo que resulta paradójico en una ley que pretende acabar con la discriminación)

En suma, es conveniente volver a una fórmula como la anterior, en términos como los siguientes: “cometer el delito o participar en él con intención de discriminar arbitrariamente en razón de...”, “o por motivos arbitrariamente discriminatorios”, etc. Resultaría todavía más adecuada una mención explícita a que la actuación fuere motivada por el odio, desprecio, afán de persecución, etc.”.

Enseguida, intervino el asesor jurídico del Movimiento por la Diversidad Sexual (MUMS), señor Elías Jiménez.


Su exposición fue la siguiente:


“Presentación preliminar.

Agradecemos tener esta nueva oportunidad de encontrarnos, ya en la recta final de la discusión del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación. La discusión en torno a éste se ha dado durante muchos años, más de los que nos hubiera gustado, pero el poner término al mismo es de alguna forma un avance en esta materia.

Sin embargo, el proyecto actual no se condice con lo que la sociedad chilena exige de su Congreso.

Consideramos oportuno mencionar algunas apreciaciones que están en el marco de lo que esta ley significa y los aportes que puede entregar:

1.- El espíritu original del proyecto ha sido modificado hasta el punto de cambiar la esencia del mismo. El Estado renuncia al mandato constitucional de servicialidad en favor de los grupos históricamente discriminados de nuestro país, generando un proyecto de ley que está llamado a actuar siempre “ex post”, otorgando un rol de mero observador al aparato estatal, sin permitir una intervención real del Estado en pos de que el fenómeno de la discriminación sea eliminado de nuestra sociedad. Junto con ello, el proyecto de ley presenta imprecisiones que llevan incluso a establecer disposiciones paradojalmente discriminadoras en un cuerpo normativo que busca justamente lo contrario.

2.- Es necesario mencionar que esta ley no soluciona ni satisface las aspiraciones de diversos grupos vulnerables a la discriminación, entre los cuales nos sentimos incluidos. El actual proyecto de ley, aun recogiendo las observaciones planteadas por distintos sectores e incluso el Ejecutivo, será un proyecto reducido, de amplitud limitada en relación al conjunto de problemas que corresponde abordar en la materia de no discriminación y respeto a la diversidad.

3.- Como tercer elemento, debemos mencionar que este proyecto implica un retroceso respecto al proyecto original, que proponía una ley para “Prevenir y Eliminar la discriminación”, y no solo un mecanismo judicial frente a la discriminación, como es ahora.

Es necesario que cambiemos la manera de entender cómo se enfrenta la discriminación en tanto esta no se genera de una día para otro. Los agresores, por ejemplo, de Daniel Zamudio, fueron educados y formados en un sistema que avala la discriminación e influidos por discursos de odio y estigmatización que surgen de las instituciones religiosas, medios de comunicación, entre otros.

4.- La inexistencia de una institucionalidad que se haga cargo de la no discriminación es una falencia que Chile debe solucionar, sea mediante la creación de un organismo sobre este tema o mediante la elaboración de políticas públicas que resuelvan la problemática. En la región, países que bajo gobiernos de signo conservador, como México y Colombia, han avanzado decididamente en esta materia, al igual que Brasil, Ecuador o Argentina, poseen organismos con presupuesto estatal para hacerse cargo de la educación, promoción y defensa de las personas frente a la discriminación.

5.- El Movimiento por la Diversidad Sexual (MUMS) ha participado en el foro ciudadano desde la génesis de este proyecto de ley, hace más de diez años, buscando aportar en el debate de éste y anhelando la aprobación del mismo.

Ante la exigencia actual, de cara a una sociedad empoderada para con sus derechos y que busca de sus legisladores un actuar concienzudo y con altura de miras, que busque la construcción de una mejor y más desarrollada sociedad, el MUMS hace presente las siguientes observaciones al proyecto de ley que busca establecer medidas contra la discriminación en su tercera etapa constitucional, ante la comisión mixta del honorable Congreso Nacional de la República de Chile. Ello en pos de aportar desde la ciudadanía al debate legislativo.

Modificaciones necesarias al proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación.

El presente documento desglosa las observaciones del Movimiento por la Diversidad Sexual al proyecto de ley del Boletín N° 3.815-07 en cuatro grupos:

Falta de acciones afirmativas:

El principio de servicialidad, consagrado en nuestro ordenamiento constitucional en el artículo 1° inciso tercero de la Carta Fundamental, establece la obligación del Estado de promover el bien común y de contribuir a crear las condiciones sociales que permitan la mayor realización material y espiritual posible de todos y cada uno de los integrantes de la comunidad nacional.

Este principio de servicialidad lo recogen también los distintos tratados internacionales de Derechos Humanos de los cuales Chile es suscriptor y los cuales nuestro país integra a su legislación nacional como parte del bloque constitucional de derechos que se deriva del 
artículo 5° de la Constitución Política de la República de Chile.

Uno de los efectos de este principio de servicialidad son las denominadas acciones afirmativas del Estado, término que se da a una acción que, a diferencia de la discriminación negativa (o simplemente discriminación), pretende establecer políticas que dan a un determinado grupo social, étnico, minoritario o que históricamente haya sufrido discriminación a causa de injusticias sociales, un trato preferencial en el acceso o distribución de ciertos recursos o servicios así como acceso a determinados bienes, con el objetivo de mejorar la calidad de vida de grupos desfavorecidos, y compensarlos por los prejuicios o la discriminación de la que fueron víctimas en el pasado.

El proyecto original ingresado al Congreso Nacional el 22 de marzo de 2005, hacía suyo el principio de servicialidad del Estado a fin de promover la igualdad, estableciendo como objetivos la prevención y eliminación de toda forma de discriminación de la sociedad chilena. Estableciendo como principal acción afirmativa, la creación de una institucionalidad que elaborara políticas de prevención y eliminación de la discriminación.

Uno de los principales retrocesos del actual proyecto de ley es la eliminación de estas medidas afirmativas que transforman la normativa en discusión, en una simple acción de indemnización ante un hecho discriminatorio, con un sesgo claramente judicializador del conflicto de la discriminación, que torna al Estado en mero observador, sin tomar parte en la prevención y eliminación de la discriminación y el derecho a la igualdad de distintos grupos históricamente menospreciados.

De este modo la normativa propuesta por el proyecto pierde sentido incluso en su denominación, ya que al estar destinada a actuar ex post, no logra establecer medidas contra la discriminación, sino tan solo sanciones a hechos que revistan estas características, dejando de lado el carácter preventivo que esta normativa debería irrogar.
Derecho Internacional de Derechos Humanos.


Colisión de Derechos Fundamentales:

El proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación busca consagrar el derecho a la igualdad, el cual posee el carácter de derecho fundamental en el plano del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y que se encuentra consagrado en nuestro Derecho Constitucional.

Una de las preocupaciones que han expresado los grupos conservadores, reacios a la aprobación de este texto legal, ha sido la denominada colisión de derechos fundamentales o libertades públicas. Ello por cuanto identifican al proyecto de ley como una amenaza a otros principios fundamentales del derecho constitucional tales como la libertad de culto y el derecho a la libre expresión.

Muestra de esta aprensión es la introducción en el artículo 2° inciso 3° del resguardo que establece:

“Se considerarán siempre razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legitima”.

Este resguardo pretende establecer una superioridad de los distintos preceptos constitucionales establecidos en las normas citadas, por sobre el principio de igualdad. Este entendimiento posee una base falaz en su construcción, por cuanto entiende los derechos fundamentales como normas de cumplimiento absoluto, lo cual ha sido negado por la doctrina constitucional la cual comprende que los principios fundamentales no pueden ser equiparados a las normas reglamentarias, en tanto estas últimas, al ser analizadas en su cumplimiento arroja la observancia o inobservancia de la norma, mientras que los principios poseen un estándar de cumplimiento que puede ser parcial.

La colisión de derechos fundamentales no debe ser entendida como la superposición de un principio por sobre otro, sino como el mayor o menor cumplimiento de un principio que cede ante otro.

Ejemplo del entendimiento que los principios fundamentales operan con valoración parcial es que la misma Constitución reconoce límites a la libertad de culto:

Artículo 19 “La Constitución asegura a todas las personas: […] Nº 6.- La libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres o al orden público.”. (Énfasis añadido).

Del mismo modo, los tratados internacionales reconocen limitantes a este derecho fundamental. Así, el artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos consagra:

“Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza.

Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección.

La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás.

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.”. (Énfasis añadido).

De este modo, no permitimos la libertad de culto a entidades de sectas diabólicas en el entendido que dicha libertad reconoce como límites la dignidad de las personas y que los principios promovidos por una secta de esta índole colisionan con otros derechos fundamentales.

Del mismo modo, otro ejemplo de las limitantes del derecho a la libertad de culto es la colisión que se produce cuando este principio se enfrenta al derecho fundamental a la vida. Así lo ha fallado la justicia nacional. De este modo, en la doctrina nacional encontramos casos como el conocido por la Corte de Apelaciones de Copiapó en recurso de protección caratulado “Kong Urbina, Samuel con Leuquén Tolosa, Marissa” Rol 230-08, donde la Corte falló:

“Corresponde acoger el recurso de protección interpuesto por el director del hospital, en contra de la negativa de la paciente embarazada de someterse a una transfusión de sangre, para salvaguardar tanto su integridad física como la del nonato, toda vez que tratándose de este último, existiendo protección constitucional que debe valorarse, a la luz de los derechos de la madre, debe convenirse que la práctica de convicciones religiosas no autoriza para poner en riesgo la vida del que está por nacer. 

Las decisiones que los padres adopten en materias religiosas respecto de sus hijos son válidas y, por ende, deben ser respetadas y protegidas por el ordenamiento jurídico, mas no son absolutas y tienen como límite, en lo que nos interesa, el derecho a la vida y a la salud física y psíquica.” (Énfasis añadido).

Todo lo cual va en concordancia con el reconocimiento de los Derechos Fundamentales como limitantes del ejercicio de la soberanía, que envuelve el actuar del Estado frente a sus ciudadanos y entre estos últimos (Art. 5° Constitución Política de la República de Chile).

Por ello es posible concluir que el principio de igualdad ante la ley, que posee como correlato el derecho a la no discriminación, es un principio frente al cual otros derechos fundamentales, tales como la libertad de culto y la libertad de expresión, deben reconocer límites.

La legitimidad intrínseca de los derechos fundamentales no otorga legitimidad ipso jure a los actos que se realizan so pretexto de estar protegidos por ellos. Así, las expresiones de odio hacia diversos grupos considerados minorías, no se tornan legítimos por el solo hecho de ser realizados bajo la supuesta protección del derecho a la libre expresión. Así lo ha determinado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el reciente fallo condenatorio del Estado de Chile, en el Caso Atala Riffo y Niñas versus Chile, de fecha 24 de febrero de 2012, que en su considerando 110 establece:

“110. En conclusión, la Corte Interamericana observa que al ser, en abstracto, el “interés superior del niño” un fin legítimo, la sola referencia al mismo sin probar, en concreto, los riesgos o daños que podrían conllevar la orientación sexual de la madre para las niñas, no puede servir de medida idónea para la restricción de un derecho protegido como el de poder ejercer todos los derechos humanos sin discriminación alguna por la orientación sexual de la persona. El interés superior del niño no puede ser utilizado para amparar la discriminación en contra de la madre o el padre por la orientación sexual de cualquiera de ellos. De este modo, el juzgador no puede tomar en consideración esta condición social como elemento para decidir sobre una tuición o custodia.”

Si bien el fallo en comento se refiere particularmente al derecho del interés superior del niño frente al derecho a la no discriminación por orientación sexual, la doctrina que este considerando establece se entiende como una comprensión de los derechos fundamentales como normas de cumplimiento no absoluto, que ante una colisión con otros principios fundamentales debe ser analizado en concreto.

Por otra parte la inserción de la supremacía de otros derechos fundamentales sobre el derecho a la no discriminación, establecida en el inciso 3° del artículo 2° del proyecto de ley, transgrede el precepto constitucional del artículo 93 N° 6 de la Constitución, que otorga competencia exclusiva al Tribunal Constitucional para conocer de los conflictos entre derechos fundamentales, no pudiendo otorgar tal competencia a tribunales ordinarios como pretende el actual proyecto de ley.

Por otra parte, la consagración del derecho a la no discriminación como expresión del principio de igualdad, se encuentra establecido en diversos cuerpos de derecho internacional de Derechos Humanos, que establecen su primacía de ponderación frente a otros derechos fundamentales.
En el sistema de Naciones Unidas el Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 26 consagra el derecho de igualdad ante la ley e igual protección de la ley, junto con establecer la prohibición legal contra toda discriminación.

“Artículo 26: Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”

A su vez, el sistema interamericano a través de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948, establece el derecho a la igualdad y la no discriminación.

“Artículo II: Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna.”

Esta norma se ve reforzada por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la cual en su artículo 24 señala:

“Artículo 24. Igualdad ante la Ley. Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.”

Norma que fortalece el artículo 1.1 de la misma convención que establece:

“Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”

Por su parte el Sistema Europeo en la Convención Europea de Derechos Humanos a través de su artículo 14 consagra el principio de no discriminación, indicando:

“ARTÍCULO 14 Prohibición de discriminación.

El goce de los derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio ha de ser asegurado sin distinción alguna, especialmente por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier otra situación.”

En lo relativo al entendimiento de la Orientación Sexual y la Identidad de Género como categorías sospechosas de discriminación, encontramos que en las dos últimas décadas el derecho internacional de los Derechos Humanos se ha enfrentado al entendimiento y el aprehender estos términos para incluirlos en los cuerpos normativos.

A nivel internacional, el principal avance en torno a esta temática es la dictación de los Principios de Yogyakarta, cuya denominación completa es “Los principios de Yogyakarta sobre la Aplicación del Derecho Internacional de Derechos Humanos a las Cuestiones de Orientación Sexual e Identidad de Género”, documento que contiene una serie de principios legales cuyo fin es la aplicación del Derecho Internacional de Derechos Humanos en relación a la orientación sexual y la identidad de género. El texto marca los estándares básicos para que las Naciones Unidas y los Estados avancen para garantizar las protecciones a los Derechos Humanos a las personas Lesbianas, Homosexuales, Transexuales, Transgéneros, Travestis e Intersexuales (LHBTTTI). 

El documento fue elaborado a petición de Louise Arbour, ex Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2004-2008) y se redactó en noviembre de 2006 en la ciudad indonesa de Yogyakarta por un grupo de 29 expertos en Derechos Humanos y Derecho Internacional de varios países. Entre ellos se encontraban Mary Robinson, ex Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, expertos independientes de la ONU, integrantes de los órganos de la ONU que dan seguimiento a los tratados, jueces, académicos y activistas por los Derechos Humanos.

A su vez, la declaración A/63/635 del 22 de diciembre de 2008 del sexagésimo tercer período de sesiones de la Asamblea General de la las Naciones Unidas, hizo un llamado explícito a los estados miembros a incluir en su agenda el estudio y análisis de la situación de las personas LHBTTTI en sus países, así como un llamado a velar por la persecución, eliminación e investigación de las violaciones de Derechos Humanos de las personas en razón de su orientación sexual e identidad de género, siendo éste el primer pronunciamiento de este organismo internacional respecto a las temáticas de diversidad sexual.

Lo propio hizo la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (OEA) en su resolución 2435 aprobada por la cuarta sesión plenaria del 3 de junio de 2008.

Uno de los últimos avances significativos ha sido el reciente Informe anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos e informes de la Oficina del Alto Comisionado y del Secretario General, emitido por primera vez el 17 de noviembre de 2011. Este documento busca hacer un seguimiento de la aplicación de la Declaración del Programa de Acción de Viena de 1993.

No se puede entender la ley como derogatoria de otras leyes:

El temor que la entrada en vigencia de la ley contra la discriminación realice una derogación de otras normas legales no encuentra fundamento en la normativa vigente en nuestro país, ello por cuanto el contenido de una ley nunca tiene efecto derogatorio respecto de otras leyes, menos aún en lo relativo a normas de regulación especial.

El artículo 18 del proyecto de ley en comento, resulta ser improcedente e innecesario por cuanto basta recurrir a las normas de interpretación establecidas en el Código Civil chileno para solucionar los posibles conflictos entre esta ley contra la discriminación y otros preceptos legales.

No obstante ello, es innegable que el sentir de la comunidad de la diversidad sexual chilena ve en la normativa contra la discriminación un estándar que debiese ser aplicado en las distintas regulaciones de nuestro país en tanto significan un avance en la igualdad de derechos.

Eliminación de menciones de delitos sexuales:

La precisión establecida en el inciso 2° del artículo 2° del proyecto de ley resulta un elemento discriminador dentro de una normativa que, paradojalmente, busca la eliminación de este flagelo atentatorio contra el principio de igualdad.

Incluida la orientación sexual y la identidad de género como categorías sospechosas de discriminación, debe tomarse una postura coherente con esta decisión, por cuanto la confusión de estos términos con acciones delictivas que pugnan con la indemnidad sexual de otras personas (adultas y/o menores) significa un mantenimiento del estereotipo sesgado y discriminador de lo que los términos en discusión encierran.

El inciso 2° del artículo 2° comprende un resabio ignorante y aberrante dentro de un proyecto que busca combatir la discriminación en nuestro país. Precisión interesada que busca mantener la confusión entre orientación sexual y degeneración (pederastia).”.

Luego, hizo uso de la palabra la Coordinadora de la Corporación Humanas y el Observatorio Parlamentario, abogada señora Camila Maturana.


Su exposición fue la siguiente:

“Ley contra la discriminación: la igualdad y la no discriminación no son de segunda categoría.

Después de siete años y conmocionados por los dramáticos casos de Karen Atala y el asesinato de Daniel Zamudio, las autoridades gubernamentales y legislativas finalmente coinciden en la importancia y urgencia de contar en el país con una ley que enfrente la discriminación. Durante estos siete años (aunque en realidad desde bastante antes) numerosas organizaciones hemos trabajado para esto. Por eso sabemos que no basta la dictación de cualquier ley.

Valoramos la disposición de Senadores/as y Diputados/as de escuchar a diversas organizaciones en este proyecto tan importante y asimismo esperamos que los diversos problemas que las organizaciones han relevado sean efectivamente considerados por esta Comisión Mixta e incorporados en la ley.

Paso brevemente a exponer algunas de las principales preocupaciones
.

1. ¿Para qué dictar una ley contra la discriminación? Para plasmar en un cuerpo normativo el compromiso del Estado de Chile -de todos y cada uno de los órganos del Estado- con la igualdad de derechos de todas las personas y la prevención, sanción, erradicación y reparación de la discriminación.

La importancia de una adecuada definición del OBJETO DE LA LEY radica en que éste orienta la actuación de los órganos públicos y nos preocupa que el proyecto incurra en un vacío en esta materia al no fijar con claridad las orientaciones mínimas que deben guiar el accionar de los poderes públicos, el comportamiento de actores privados y, de especial relevancia, la interpretación judicial.

Evidentemente se requiere un recurso judicial expedito, idóneo, efectivo y oportuno para asegurar el ejercicio de derechos humanos a todas las personas y sancionar a los responsables de discriminación. Pero un mecanismo jurisdiccional no puede ser la única respuesta estatal frente a la discriminación
.

Garantizar los principios de igualdad y no discriminación requiere una definición clara de que el objeto de la ley es la prevención, sanción, eliminación y reparación de la discriminación.

2. Respecto de las obligaciones que corresponden a los órganos del estado para materializar la igualdad y no discriminación, el proyecto es tremendamente deficiente. Una herramienta judicial por sí sola es insuficiente si el estado no adopta el conjunto de medidas requeridas para prevenir, sancionar, erradicar y reparar la discriminación.

Para garantizar la igualdad de derechos y la no discriminación, la legislación debe mandatar expresamente a todos y cada uno de los órganos del Estado (lo que no se circunscribe solamente a los órganos de la Administración del Estado) a desarrollar -cada organismo en el marco de sus atribuciones, así como en conjunto de modo intersectorial- políticas preventivas, educativas, campañas, promoción de derechos, capacitaciones y, por cierto, acciones afirmativas, entre otras, todo ello debidamente resguardado con las respectivas asignaciones presupuestarias.

3. Es de la esencia de una legislación sobre discriminación considerar medidas de acción afirmativa que permitan corregir determinadas situaciones fácticas de desigualdad. Se trata de tratamientos diferenciados o preferenciales que los Estados adoptan, precisamente, para reducir o eliminar condiciones que obstaculizan el ejercicio pleno de ciertos derechos a determinados sectores de la población históricamente discriminados.

El derecho internacional de los derechos humanos, así como parte de la legislación comparada, no solo admite sino que alienta la adopción de medidas de acción afirmativa a fin de corregir determinadas situaciones de hecho que son contrarias al principio de igualdad. Expresamente disponen la procedencia de medidas especiales o acciones afirmativas la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación racial
, la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
, la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad
, y el Convenio 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes
 (Art. 2 y 4.1), todos ellos vinculantes para el Estado de Chile.

Además, el Comité de Derechos Humanos ha señalado:

“10. El Comité desea también señalar que el principio de la igualdad exige algunas veces a los Estados Partes adoptar disposiciones positivas para reducir o eliminar las condiciones que originan o facilitan que se perpetúe la discriminación prohibida por el Pacto. Por ejemplo, en un Estado en el que la situación general de un cierto sector de su población impide u obstaculiza el disfrute de los derechos humanos por parte de esa población, el Estado debería adoptar disposiciones especiales para poner remedio a esa situación. Las medidas de ese carácter pueden llegar hasta otorgar, durante un tiempo, al sector de la población de que se trate un cierto trato preferencial en cuestiones concretas en comparación con el resto de la población. Sin embargo, en cuanto son necesarias para corregir la discriminación de hecho, esas medidas son una diferenciación legítima con arreglo al Pacto”.
. (Énfasis añadido).

Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos al respecto ha señalado:

“104. Además, los Estados están obligados a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas. Esto implica el deber especial de protección que el Estado debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas de terceros que, bajo su tolerancia o aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las situaciones discriminatorias.

105. En razón de los efectos derivados de esta obligación general, los Estados solo podrán establecer distinciones objetivas y razonables, cuando éstas se realicen con el debido respeto a los derechos humanos y de conformidad con el principio de la aplicación de la norma que mejor proteja a la persona humana.

106. El incumplimiento de estas obligaciones genera la responsabilidad internacional del Estado, y ésta es tanto más grave en la medida en que ese incumplimiento viola normas perentorias del Derecho Internacional de los Derechos Humanos (…)”
. (Énfasis añadido).

En tanto, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha expresado:

“99. El sistema interamericano no solo recoge una noción formal de igualdad, limitada a exigir criterios de distinción objetivos y razonables y, por lo tanto, a prohibir diferencias de trato irrazonables, caprichosas o arbitrarias, sino que avanza hacia un concepto de igualdad material o estructural que parte del reconocimiento de que ciertos sectores de la población requieren la adopción de medidas especiales de equiparación. Ello implica la necesidad de trato diferenciado cuando, debido a las circunstancias que afectan a un grupo desaventajado, la igualdad de trato suponga coartar o empeorar el acceso a un servicio, bien o el ejercicio de un derecho
. (énfasis añadido).

La procedencia de medidas de acción afirmativa es imprescindible para la consecución de los objetivos propios de una ley contra la discriminación, pues se orientan a asegurar que las personas puedan efectivamente ejercer sus derechos. No es posible entender una ley que busca garantizar la igualdad y la no discriminación pero que omite la principal herramienta que permite alcanzar estos fines.

4. El principal contenido de la presente ley es la prohibición de la discriminación. Especialmente se valora la prohibición de la discriminación en base al sexo de las personas, su orientación sexual o identidad de género
 -entre otras causales de discriminación prohibida-, tal como mandata el Derecho Internacional de los Derechos Humanos
 y recientemente ha reafirmado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Atala, en que, precisamente, se ha condenado al Estado de Chile.

“(…) la Corte Interamericana deja establecido que la orientación sexual y la identidad de género de las personas son categorías protegidas por la Convención. Por ello está proscrita por la Convención cualquier norma, acto o práctica discriminatoria basada en la orientación sexual de la persona. En consecuencia, ninguna norma, decisión o práctica de derecho interno, sea por parte de autoridades estatales o por particulares, pueden disminuir o restringir, de modo alguno, los derechos de una persona a partir de su orientación sexual.”
. (Énfasis añadido).


Por ello, tal como lo ha entendido el Ejecutivo y la mayoría de los legisladores, no corresponde que la normativa estigmatice a las personas de diversa orientación sexual vinculándolas con la eventual comisión de delitos de violencia sexual contra menores de edad, como lo plantea el inciso segundo del artículo 2° que se ha propuesto suprimir
.

Asimismo, debe corregirse la omisión contenida en la agravante penal que el proyecto contempla, incorporando la identidad de género entre las motivaciones que agravan la responsabilidad penal
.

5. Sin embargo, además de las falencias ya señaladas respecto a la necesidad de definir adecuadamente el objeto de la ley, explicitar las obligaciones que corresponden a los órganos del Estado e incorporar medidas de acción afirmativa, la presente propuesta presente otro grave problema: pretende consagrar una inaceptable e inconstitucional jerarquía de derechos
, tal como ha sido advertido por algunos/as parlamentarios/as y como ha sido denunciado por diversos actores.

Esta norma (artículo 2º inciso tercero del proyecto aprobado por el Senado) relativiza de un modo inaceptable el propósito de la iniciativa, propósito que -como se ha indicado- ya es bastante limitado en la propuesta del Senado. Ello por cuanto dispone que si se trata del ejercicio del derecho a la vida privada, la honra de la persona y la familia; la libertad de conciencia, creencia o religión; la libertad de enseñanza; la libertad de expresión; el derecho de asociación; el derecho al trabajo; el derecho a desarrollar actividades económicas, u “otra causa constitucionalmente legítima” (causal residual que amplia de modo insospechado la excepción y que ni siquiera se refiere a un derecho o garantía constitucional), las distinciones, exclusiones o restricciones que agentes públicos o privados puedan realizar “se considerarán razonables”, es decir, no configurarán la discriminación prohibida y sancionada por la ley, aun si estas distinciones, exclusiones o restricciones se basen en alguna de las categorías de discriminación prohibidas y aun si con ello se priva, perturba o amenace el ejercicio legítimo de derechos fundamentales.

De suprimirse la expresión “siempre” de la referida norma (como ha propuesto el Ejecutivo), el problema subsiste pues se está consagrando en una norma legal que un conjunto -muy amplio por lo demás- de distinciones, exclusiones o restricciones basadas en categorías de discriminación prohibidas que causen privación, perturbación o amenaza al ejercicio legítimo de derechos fundamentales, no constituyen discriminación y están expresamente permitidas por la ley que establece medidas contra la discriminación.

Los derechos humanos, emanados de la intrínseca dignidad de la persona humana, detentan, entre otras características, la universalidad, indivisibilidad e interdependencia
. Expresado en términos sencillos, los derechos humanos corresponden a todas las personas por el solo hecho de serlo y el ejercicio de unos derechos o libertades es condición para el disfrute de otros, sin que sea posible establecer jerarquías o preferencias entre unos y otros.

Por mandato constitucional, “El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece” (CPR, Art. 1º inciso tercero) y es deber de los órganos del Estado respetar y promover los derechos humanos garantizados por la Constitución Política y los tratados internacionales vigentes en el país (CPR, Art. 5 inciso segundo).

De allí que no resulte coherente con la regulación constitucional de los derechos humanos establecer jerarquías o preferencias entre unos derechos y libertades por sobre otros, como lo plantea el proyecto en debate. Ni la Constitución Política de la República de Chile ni el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, como tampoco la legislación comparada, establecen a priori y de modo abstracto jerarquías o graduaciones de derechos humanos y libertades fundamentales.

No corresponde al Legislador regular el derecho a la igualdad y la no discriminación creando una preferencia para otros derechos o garantías constitucionales que pasarían a tener un rango superior no contemplado en la Constitución Política. La Carta Fundamental no consagra derechos de primera categoría por sobre derechos de segundo o inferior rango y es totalmente improcedente que dicha prelación pueda ser establecida por una norma de rango legal de carácter general, contrariando las normas constitucionales y los tratados internacionales vigentes.

Considerando la posibilidad -frecuente por lo demás- de que en ciertas circunstancias se presenten conflictos entre uno o más derechos, éstos no pueden ser resueltos de modo abstracto y a priori por una norma de rango legal que disponga que el derecho a la igualdad y la no discriminación ceden frente a determinadas garantías constitucionales y que quedarían desprovistas de la protección judicial.

De hecho, la iniciativa en discusión crea una acción jurisdiccional especial precisamente para que el órgano judicial se pronuncie frente a la eventual existencia de una discriminación, ponderando en el caso concreto los derechos en conflicto. Como resultado de esta ponderación, se determinará la existencia de la discriminación, ordenando que ésta cese o no sea reiterada, o bien, se lleve a cabo el acto omitido, además de otras providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.


Una eventual colisión de derechos es una cuestión fáctica que debe ponderarse caso a caso en conformidad a las circunstancias particulares, por el órgano jurisdiccional. No es posible determinar de modo abstracto, a priori y con efectos absolutos -como se pretende en el Art. 2° inciso tercero del proyecto aprobado por el Senado- que ciertos derechos están por sobre el principio de igualdad consagrado en la Constitución Política y los tratados internacionales.

Mantener la referida disposición contraría los fines buscados por la iniciativa, consagrando una jerarquía de derechos inadmisible y rebajando los derechos a la igualdad y a la no discriminación en derechos de segundo orden e inoperantes al quedar desprovistos de protección judicial. Por ello, el artículo 2° inciso tercero debe ser ELIMINADO del proyecto y no solamente modificado.”.

Enseguida, hizo uso de la palabra el Presidente de la Organización de Transexuales por la Dignidad de la Diversidad (OTD), señor Andrés Rivera.


Su exposición se basó en el siguiente texto:

“Quisiera comenzar por felicitar la inclusión de la categoría de identidad de género como categoría sospechosa de discriminación. Esto es vivido dentro de la comunidad Trans de nuestro país como un avance, pues somos a quienes no se nos reconoce ni respeta nuestra identidad.

Es por ello que también debemos decir que esta ley en su estado actual nos deja disconformes, creemos -y lo podemos decir en tanto que somos uno de los grupos más discriminados de esta sociedad- que esta ley no responde a las necesidades reales de las personas discriminadas y a la de las personas Trans en particular.

Es incluso increíble, pero la ley como está hoy en día no corresponde siquiera al mensaje entregado en el momento de su ingreso al Parlamento. Y qué es el mensaje de una ley sino su espíritu, su objetivo, aquello a lo que apunta.

Siete años han pasado ya desde que comienza a debatirse la ley antidiscriminación, y si hacemos un análisis, podemos tristemente afirmar que esta ley ha sufrido un retroceso, un menoscabo.

El mensaje de la ley comienza hablando de la globalización, de cómo los estilos de vida se “acercan, se universalizan y se funden”; es más, agrega que el “Estado debe tener como finalidad la persona humana y el bien común” y presenta a los Derechos Humanos como “derechos fundamentales de todos los seres humanos entre los que se encuentra la no discriminación”.

El mensaje de la ley habla de la necesidad de profundizar nuestra modernización política. Incluso éste dice que “El Estado puede establecer diferenciaciones legítimas, en la medida que ellas se encaminen a promover y fortalecer el principio de no discriminación y la real igualdad de oportunidades de las personas”.

De este mensaje se desprende que los estándares internacionales en Derechos humanos y particularmente aquí en materia de no discriminación deben acercarse, fundirse, pues es la dignidad y el bien común el objetivo primero.

Sin embargo, cuando vemos las leyes antidiscriminación por ejemplo de la Comunidad Europea, observamos que estamos muy por debajo sus estándares, ya que durante este proceso y a menudo por falta de conocimiento, se dejan fuera ejes fundamentales de una ley antidiscriminación como lo son la noción de discriminación indirecta y la creación de acciones positivas.

Estas últimas -las acciones positivas- constaban dentro del mensaje e incluso dentro del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.

Si el espíritu de la ley es su objetivo, podemos preguntarnos ¿cuál es el objetivo de la ley que ustedes Honorables Parlamentarios se aprontan a promulgar? ¿Estamos hablando acaso de la misma ley?

El problema que enfrentamos hoy no es menor, pues estamos hablando de la sustancia misma de una ley antidiscriminación.

Si una ley antidiscriminación no incluye reparación a la víctima, ni la inversión de la carga de la prueba, ni el concepto de discriminación indirecta y aún menos acciones positivas, cuál será el beneficio de tener una ley específica antidiscriminación, sino más que el reconocimiento de que existen personas más susceptibles de ser discriminadas y que esto puede ser una agravante en caso de delito.

Nos encontramos frente a la posibilidad de tener una simple acción judicial decorada de algunas políticas públicas. Pero las políticas públicas simples, sabemos que pueden ser útiles, pero ¿son ellas suficientes? La respuesta es no.

Es por eso que la Comunidad Europea distingue las políticas públicas de las acciones afirmativas, pues las acciones afirmativas tienen una triple dimensión: Conocer y reconocer el origen y mecanismo de la discriminación, luchar contra ellas educando y previniendo, además permite hacer beneficios acotados a ciertos grupos históricamente discriminados. Pues la discriminación no puede resumirse a un simple acto de discriminación simple hacia una persona, es además toda aquella acción u omisión, voluntaria o no, que trae como resultado la discriminación a una persona o a un grupo de personas.

Esto es lo que llamamos discriminación indirecta, definida en el derecho comunitario como “cuando una disposición, un criterio, una práctica aparentemente neutra, es susceptible de generar un efecto desfavorable para una persona o grupo de personas en razón de un criterio prohibido por la ley”; en pocas palabras, poco importa si existe la intención de discriminar, lo que importa es que en el resultado hay una discriminación. Es en razón de esta discriminación indirecta que, por ejemplo, en Chile se legisló en favor las trabajadoras de casa particular igualando su estatuto jurídico al de los-as demás trabajadores-as y esa discriminación obedecía a una razón de género. A lo que apunta la discriminación indirecta es al sistema que produce la desigualdad, pues es en ella donde se reproducen este tipo de prácticas que impiden al derecho a la igualdad existir eficazmente. 

La ley contra las discriminaciones es de hecho el camino que las democracias han encontrado para saldar el compromiso de igualdad, a menudo inscrito en las constituciones y la convención de derechos humanos. Pues en la realidad no nacemos iguales, sin embargo ningún destino biológico, familiar, socioeconómico o cultural debe ser pensado o vivido como un estigma.

De esta forma, una ley que incluye la discriminación indirecta como concepto, apunta a luchar contra la estigmatización de las categorías sospechosas a partir incluso de aquellas presentes en la misma legislación interna y a su inclusión progresiva en la sociedad. Pues qué es la discriminación sino un tratamiento desigual que se hace bajo un criterio ilegítimo que se piensa legítimo y que es incluso muchas veces legal.

Cuando se declara hace ya varios siglos que todos los hombres nacen libres e iguales y que esta premisa se instaura en las cartas magnas de las repúblicas democráticas como eje central, damos a la libertad y a la igualdad un valor supremo. Pero esto no resulta de por sí, es por ello que los estados demócratas debieron, luego de crueles hechos históricos, potenciar los derechos humanos y posteriormente crear las acciones afirmativas para compensar ciertas situaciones durante un tiempo.

Debemos saber que lo que queremos no es ni más ni menos derechos que los que corresponden a toda persona humana. Aspiramos a que el principio de igualdad de oportunidades sea respetado y protegido, a que nuestros derechos humanos sean efectivos y no queden durmiendo en una ratificación.

Las organizaciones aquí presentes y aquellas lamentablemente ausentes de este debate, demuestran que la sociedad civil se ha empoderado y que en este camino hemos tomado conciencia de nuestra situación dentro de la sociedad y de la discriminación como tratamiento sistémico, pero por sobre todo hemos tomado conciencia de no querer estar más en el lugar que se nos ha asignado. Sentimos que las representaciones que se han hecho de nosotros ya no corresponden a lo aceptable, nuestros parámetros han cambiado y esto gracias a que la globalización nos ha demostrado que vivir mejor, más dignamente y generar sociedades inclusivas es posible en otras partes del mundo. La pregunta es ¿por qué no en Chile? ¿tenemos acaso menos derecho a buscar nuestro bienestar, a exigir respeto y dignidad?

Creemos firmemente en que hay que:

Reformular el artículo 1°. El Propósito de la Ley: El propuesto por el Gobierno para el veto debe complementarse con la inclusión de discriminación indirecta y de las acciones afirmativas. Tal y como constaba en el proyecto que salió de la Cámara de Diputados.

Reformular el artículo 2°. Definición de discriminación arbitraria:

a) Eliminar la frase “Para los efectos de esta ley” pues da una fuerza limitada a la ley antidiscriminación.

b) Eliminar el inciso segundo: primero porque ninguna ley antidiscriminación puede considerar a las categorías que protege como sospechosas de evadir las responsabilidades penales en el caso de cometer un delito o un crimen. Por lo demás, la violación, la pedofilia y el incesto no son prerrogativas de ningún grupo en particular.

c) Eliminar el inciso tercero pues en este artículo los Principios de Igualdad y No Discriminación pasan a ser supeditados a los “otros” derechos fundamentales generando una idea de jerarquía dentro de la ley, lo que constitucionalmente no corresponde.

d) Incluir en el artículo 17 la agravante de identidad de género, pues no hay razón para dejar fuera de ella a las personas Trans, quienes, por lo demás, somos a menudo objeto de crímenes y delitos.

Honorables Senadores, Senadora, Diputados y Diputada: tienen una responsabilidad histórica frente a esta ley de antidiscriminación; hoy es el momento en que los derechos humanos toman una fuerza inusitada pero necesaria, ustedes tienen la responsabilidad en sus manos de justicia, pero también de vidas.

Nadie pretende hacer de ustedes, Honorables Parlamentarios, ni del Gobierno, un grupo sospechoso de racismo, sexismo, xenofobia, homofobia o transfobia. Por el contrario, si hoy estamos debatiendo es porque ninguno-a de nosotros-a-s declara serlo y sin embargo, miremos alrededor nuestro, cuántos mapuches, personas con capacidades diferentes o simplemente mujeres hay en el Congreso; incluso entre nuestras propias organizaciones, cuántas mujeres son las que nos representan.

Es el momento en que Chile debe declarar firmemente su posición frente a los derechos humanos, pues la ley antidiscriminación es precisamente la posibilidad de generar las condiciones de respeto y armonización de nuestro derecho con los tratados internacionales que hemos suscrito.

Cambiar el destino de algunos no soluciona efectivamente el problema de todos, pero al menos contribuye a cambiar la representación común. Una ley antidiscriminación que incluya en su fundamento tanto la discriminación indirecta, la reparación a las víctimas, como las acciones afirmativas, Honorables Parlamentarios, sirve a la sociedad en su conjunto para crear una representación positiva e inclusiva de lo que Chile quiere decir.

Hoy ustedes deciden si esta ley es una ley verdadera, efectiva, o solo es una ley de buenas intenciones que no tendrá ni transcendencia ni efectividad. Nosotros, la Organización de Transexuales por la Dignidad de la Diversidad, los invitamos a marcar un camino imborrable de igualdad y justicia de todos y todas.”.

Finalmente, se escuchó al señor Dale Schowengerdt, abogado norteamericano invitado por la Organización no Gubernamental de Investigación, Formación y Estudios de la Mujer (Isfem).


El texto de su alocución fue el siguiente:

“Honorable señor Presidente y Honorables Senadores y Diputados y Honorables Senadoras y Diputadas, gracias por permitirme hablarles sobre el muy importante tema de las libertades religiosas, de creencias, de culto, de opinión, de información.

Mi nombre es Dale Schowengerdt. Soy un abogado de los Estados Unidos de América, trabajando para Alliance Defense Fund. Alliance Defense Fund es una organización legal sin fines de lucro que protege los derechos inalienables de conciencia, libre ejercicio religioso y libertad de expresión. Por los últimos nueve años he practicado exclusivamente en las áreas de políticas y Derecho Constitucional.

Mucho de nuestro ejercicio práctico como abogados se centra en los problemas que son causados por las leyes antidiscriminatorias que no protegen de manera convincente el ejercicio y la expresión religiosa. Me gustaría compartir con ustedes algunos ejemplos de nuestros casos legales. Estos ejemplos demostraran el peligro inherente e inevitable de las leyes antidiscriminatorias que protegen la orientación sexual pero que no protegen de manera completa la expresión y la libertad religiosa.

Primero, permítanme darles una visión general sobre el clima legal en los Estados Unidos de América en cuanto a las leyes antidiscriminatorias y las excepciones a las libertades religiosas. El Gobierno Federal de los Estados Unidos de América no ha promulgado una ley que prohíba la discriminación en base a orientación sexual o identidad de género. Sin embargo, 21 de los 50 Estados han decretado leyes que prohíben discriminación por orientación sexual. Dieciséis de estos Estados prohíben discriminación por identidad de género. Generalmente estas leyes prohíben discriminación en lugares públicos, que incluyen todos los bienes y servicios ofrecidos al público. Generalmente también prohíben discriminación en el empleo y la vivienda. Se ha incrementado la litigación judicial tras la promulgación de estas leyes debido al impacto que han tenido y están teniendo sobre la libertad de expresión y la libertad religiosa.

Algunos Estados, como Connecticut y Nueva York, han enmendado sus leyes antidiscriminatorias para agregar excepciones de orden religioso. Otros, como California, Nueva Jersey, Vermont y Nuevo México, tienen poca o ninguna excepción de ese tipo. Estados con poca o ninguna de esas excepciones de tipo religioso están teniendo una proliferación de casos en donde ciudadanos sufren persecución por no ofrecer servicios a parejas del mismo sexo invocando razones de libertad de conciencia. Sin embargo, las parejas del mismo sexo afirman que la ley requiere que los bienes o servicios sean proveídos, sin importar la objeción de conciencia que hacen los proveedores, debiendo los mismos violar su conciencia. Argumentan que los intereses antidiscriminatorios son de mayor importancia que cualquier derecho de conciencia o libertad religiosa. La experiencia práctica en los juicios en que la cuestión ha sido planteada demuestra que sin excepciones que protejan la libertad de conciencia o libertad religiosa, las reclamaciones de las parejas del mismo sexo tienden a imponerse en tribunales. Desafortunadamente, entonces, esto está determinando que los objetores de conciencia por causa religiosa deban escoger entre violar su conciencia o cerrar su negocio.


Proveeré tres ejemplos de estos procesos litigiosos a continuación. He incluido un apéndice con docenas de ejemplos de nuestros casos. Estos casos generalmente caen dentro de tres categorías: 1) persecución de organizaciones religiosas e iglesias, incluyendo a miembros del clero; 2) persecución contra la empresa privada e individuos por el ejercicio de sus derechos de conciencia; 3) vulneración de los derechos de los padres para dirigir la educación de sus hijos.


Estos casos están concentrados mayormente en Estados que formalmente reconocen uniones entre parejas del mismo sexo, ya sea en la forma de matrimonio o unión civil. Por ejemplo, Vermont reconoce “matrimonios” y Nueva Jersey reconoce uniones civiles entre parejas del mismo sexo. Sin embargo, también han surgido casos en Estados que no reconocen formalmente las relaciones entre personas del mismo sexo, como Nuevo México o Kentucky.

Estos casos han comenzado a dominar el volumen de trabajo de mi firma. Tristemente, muchas personas han decidido dejar de hacer negocios en vez de enfrentar la larga y agónica batalla legal que estos casos implican. Les enfatizaré algunos de nuestros casos.
Nuevo México


Elaine Huguenin es una fotógrafa de Nuevo México y clienta de nuestra firma. Para la señora Huguenin y sus clientes la fotografía es un arte y ella es sumamente dedicada a su trabajo. En el 2006 una pareja del mismo sexo contrató a la señora Huguenin y le pidió que fotografiara su ceremonia de compromiso, requiriendo que ella participara de manera activa en la ceremonia y el uso de su arte para promover un mensaje con el que ella no está de acuerdo. Debido a sus creencias religiosas sobre la conducta homosexual y las relaciones del mismo sexo, ella no podía participar en la ceremonia sin afectar su conciencia. Ella cortésmente declinó la solicitud fundándose en sus creencias religiosas. Aunque la pareja pudo contratar fácilmente a otro fotógrafo, entablaron una queja con el Gobierno citando que ella los había discriminado en base a su orientación sexual, violando la ley antidiscriminatoria de Nuevo México. La ley de antidiscriminación de Nuevo México es similar a la de Chile, pero no protege las creencias y las expresiones religiosas.

Desde 2006, Elaine y su esposo han sido arrastrados por un proceso legal. Después del juicio fueron encontrados culpables de discriminación y ordenados a pagar casi $ 7.000 por la Comisión de Derechos Civiles de Nuevo México a la pareja del mismo sexo. Su caso actualmente se encuentra en apelación y desafortunadamente está muy lejos de llegar a su fin. Un artículo ha sido incluido en la memoria que adjunto a mi testimonio donde se detalla lo que ha vivido la señora Huguenin.
Vermont


Nosotros también representamos a una familia de Vermont que es dueña de una posada. Este es un negocio familiar. Los dueños, Jim y Mary O’Reilly y sus ocho hijos son una devota familia católica y la mayoría de los hijos trabajan en la posada. La posada tiene un restaurante y una sala de recepciones, que se arrienda para celebrar eventos. También ofrecen servicios de planificación de bodas.

En 2011, una pareja del mismo sexo contactó a la posada y pidió a los dueños que ayudaran a planear y ofrecer la recepción de la boda. Debido a las sinceras creencias religiosas sobre matrimonio y homosexualidad de los dueños, cortésmente se le dijo a la pareja que los dueños no podían planear y ofrecer el evento. Sin embargo, se les dio una lista de varias otras posadas en el área cuyos dueños no tenían creencias religiosas que les prevenían de ofrecer el evento. La pareja contactó una de esas posadas y fácilmente encontró un local que planeara y ofreciera la recepción.

Sin embargo, la pareja del mismo sexo demandó a la posada por discriminación bajo una ley muy similar a la de Chile, que no tenía protección a la libertad de expresión y a la religión. El Gobierno de Vermont se unió a la demanda contra la posada. Esa demanda aún está en proceso litigioso, siendo mi firma quien defiende a la familia. La posada está en riesgo de perder todo su negocio simplemente porque esta familia fielmente se adhiere a sus creencias religiosas. Esto se debe a que Vermont ha debilitado las protecciones a los derechos de conciencia y expresión religiosa.
New Jersey


En Nueva Jersey, Alliance Defense Fund representa a Ocean Grove Camp Meeting Association, una organización religiosa fundada en 1869. Como una herramienta para atender a la comunidad, la Asociación permite que se celebren bodas dentro de sus instalaciones. Aunque Nueva Jersey no reconoce los matrimonios del mismo sexo, en 2007 una pareja del mismo sexo pidió el uso de una de las instalaciones de adoración de la Asociación -su Boardwalk Pavilion- para su ceremonia de compromiso. La Asociación declinó la petición porque ofrecer una ceremonia de unión civil en su lugar de adoración está en conflicto directo con las creencias religiosas de la Asociación. La pareja del mismo sexo presentó cargos de discriminación y un juez administrativo dictaminó que la Asociación violó la Ley Contra Discriminación de Nueva Jersey al no permitir que la pareja del mismo sexo utilizara sus instalaciones. Este caso ilustra los peligros graves que las leyes antidiscriminatorias presentan a la libertad religiosa, especialmente cuando estas leyes no tienen excepciones para individuos y organizaciones de fe.

Estas son las experiencias de solo tres de nuestros clientes dentro de sus batalles legales en las Cortes de los Estados Unidos de América. Existen docenas de otros ejemplos, como he consignado en la memoria que adjunto a mi testimonio. Por ejemplo, la Iglesia Católica ha sido forzada a cesar sus servicios de adopción en Illinois, Massachusetts y Washington D.C., debido a que las leyes antidiscriminatorias sin excepciones religiosas han requerido que la Iglesia dé niños en adopción a parejas del mismo sexo, en clara violación a las creencias religiosas de la Iglesia. En Michigan y Georgia consejeros religiosos han sido forzados a elegir entre dar consejos a parejas del mismo sexo o ser expulsados de su profesión. Hospitales Católicos han tenido que sopesar entre proveer cirugías de cambio de sexo o ser demandados por violación a las leyes antidiscriminatorias de California.

Los ejemplos son infinitos e inevitables cuando no se protegen de manera expresa las libertades religiosas dentro de leyes antidiscriminatorias como las de Chile. En consecuencia, creyentes religiosos se enfrentan a acciones legales, multas y años de batallas legales simplemente por ser fieles a sus creencias religiosas y a su conciencia. Lo que es más desafortunado de estos casos es que son completamente evitables. En efecto, la mayoría de organizaciones religiosas, negocios e individuos no tienen problema alguno en ofrecer bienes y servicios a las personas que se identifican como homosexuales. El problema surge cuando proveer estos servicios obliga a apoyar la conducta o relaciones homosexuales en violación de su fe, tal como los ejemplos que mencionamos. Cuando eso ocurre, siempre existen otros negocios u organizaciones que están dispuestos a proveer el servicio. Ese ha sido el caso de cada situación que hemos manejado en esta área. Las organizaciones y los individuos son demandados, aunque las parejas del mismo sexo hayan recibido el servicio que buscaban sin forzar a los demás a violar sus conciencias.

Por estas razones, una coalición diversa de Académicos de Derecho de los Estados Unidos de América se han agrupado para promover los valores fundamentales de la libertad religiosa que siempre deben ser protegidos dentro de las leyes antidiscriminatorias.
. Estos académicos vienen de instituciones muy prestigiosas y de ambos espectros de la vida política. Algunos apoyan el matrimonio y la adopción por parejas del mismo sexo, algunos se oponen. Todos están de acuerdo que para que la libertad realmente prospere, la libertad religiosa debe ser protegida fervientemente. Nosotros nos unimos a sus recomendaciones en cuanto a que las leyes antidiscriminatorias deben eximir no solo a las iglesias y a las instituciones religiosas, sino también a la empresa privada y a los individuos que proveen bienes y servicios, empleo y decisiones de contratación, así como viviendas. Como el Académico de Derecho James Wood comentó, “El principio de la libertad religiosa puede afirmarse como el fundamento de las libertades civiles y el estado democrático.”


Esta es la razón por la cual este tema ha ganado tanta atención en los Estados Unidos de América en años recientes. No es exagerado decir que las jurisdicciones que han promulgado leyes antidiscriminatorias sin estricta protección a la libertad religiosa sacrifican las libertades que tan duramente han ganado.

Les animo a proteger estos muy preciados derechos de conciencia y libertad religiosa, para poder preservar las libertades que ustedes tan duramente han trabajado para ganar.”.

El abogado señor Schowengerdt acompañó un documento anexo sobre casos de afectación de la libertad religiosa y de expresión, del siguiente tenor:

“La siguiente es una muestra de algunos de los casos que han surgido en los Estados Unidos y en otros lugares cuando las leyes de “odio” y “no discriminación” no incluyen fuertes protecciones para la libertad religiosa y de expresión:

Negocios Privados e Individuos

Una pareja del mismo sexo de Illinois presentó una denuncia de discriminación contra dos establecimientos de hospedaje bajo el sistema denominado de “bed and breakfast” cuando los propietarios de los mismos, por razones religiosas, se rehusaron a arrendar sus salones para que celebraran su ceremonia de unión civil.
.

Después de una investigación larga e intrusiva por autoridades de Hawaii, una pareja del mismo sexo demandó al establecimiento de hospedaje Aloha Bed & Breakfast por negarse a permitir que parejas del mismo sexo pasaran la noche juntos en el establecimiento que está localizado en la casa de los propietarios. La pareja los demandó, a pesar de que los propietarios los refirieron a mejores alojamientos a lo largo de la ruta que ellos estaban siguiendo. 


La comisión de derechos humanos de la Municipalidad de Virginia ordenó que un negocio dedicado a la reproducción de videos copiara dos documentales que promueven el comportamiento homosexual, aunque el empresario se había opuesto a ello alegando que la producción del material violaría sus valores religiosos y éticos.
 

Agencias de adopción privadas, cuyos propietarios tienen convicciones religiosas contrarias a la promoción o entrega de niños a parejas del mismo sexo han sido demandadas.


Servicios de citas de parejas cuyos prestadores tienen convicciones religiosas que les impiden facilitar las relaciones del mismo sexo han sido obligados a ofrecer servicios a las parejas del mismo sexo.


Un tribunal del Estado de Nuevo México decidió que un propietario de un negocio fotográfico incurrió en discriminación de orientación sexual cuando se negó por motivos religiosos a fotografiar la ceremonia de compromiso de una pareja del mismo sexo. La Corte ordenó a la empresa pagar más de $ 6.000 dólares a la pareja del mismo sexo.


Una pareja del mismo sexo de Vermont presentó una denuncia de discriminación contra una pequeña posada, propiedad de una familia, cuando la posada (el Inn) declinó cortésmente una solicitud para ser anfitrión de la ceremonia de boda de la pareja debido a creencias religiosas del propietario sobre el matrimonio.


Un tribunal de California estableció que los médicos cuyas creencias religiosas les prohíben proporcionar un procedimiento de fertilidad optativo de una mujer soltera en una relación del mismo sexo violaron la ley Sexual-Orientation-Nondiscrimination (orientación-sexual-no discriminatoria) del Estado.


Entidades de Gobierno han declarado que los consejeros con licencia y asesoría de estudiantes incurren en discriminación por orientación sexual cuando sus convicciones religiosas les prohíben afirmar las conductas homosexuales en su asesoramiento. En efecto, las universidades públicas han descartado proporcionar orientación a estudiantes cuando sus creencias religiosas les prohíben proporcionar la orientación que afirma el comportamiento homosexual.


Una empresa de propiedad y operada por personas cristianas que fabrica camisetas está siendo demandada por negarse cortésmente a una solicitud para fabricar camisetas para un festival homosexual. Las expresiones en las camisetas violan las creencias religiosas de los propietarios y se verían obligados a expresar un mensaje con el cual no están de acuerdo.

Organizaciones Religiosas y Comunitarias


A refugios religiosos y otros establecimientos de caridad para desamparados se les ha prohibido funcionar de acuerdo con sus creencias religiosas, como, por ejemplo, por prohibir que las parejas del mismo sexo compartan el mismo cuarto o cama.

Organizaciones de adopción de caridad católicas y protestantes en Massachusetts, Illinois, y Washington, D.C., han sido obligadas a cerrar porque no podían adherirse a cumplir con la ley dadas sus convicciones religiosas de no entregar niños a parejas del mismo sexo.
 

Hospitales católicos han sido obligados a proporcionar cirugías electivas relacionadas con el cambio de sexo, a pesar de que dichos procedimientos entran en conflicto con los preceptos religiosos de la organización.


Instituciones educativas religiosas y derechos paternales

Un Tribunal de Nueva York estableció que una universidad privada, de carácter religioso, ya no puede prohibir, conforme a sus principios religiosos, a parejas del mismo sexo vivir juntas en los dormitorios de la Universidad debido a la promulgación de una ley de no discriminación por orientación sexual.
 

Estudiantes de California alegaron que una preparatoria privada, de carácter religioso, violó la ley del Estado de no discriminación por orientación sexual cuando ellos fueron expulsados por sostener una relación del mismo sexo.


Un tribunal del distrito de Columbia estableció que una ley de no discriminación de orientación sexual obliga a una universidad privada de carácter religioso a dar beneficios tangibles a una propuesta de una organización estudiantil que participa en la promoción de la homosexualidad.


Las escuelas públicas de Massachusetts comenzaron a enseñarles a estudiantes de primaria acerca de las relaciones del mismo sexo. Una pareja, Robb y Robin Wirthlin, se sorprendió cuando llegó su hijo de la escuela a casa y les contó que el profesor les había leído en clases una historia sobre dos príncipes que se enamoraron, se besaron y se casaron. El hijo de los Wirthlins está en segundo de primaria. Los Wirthlins se quejaron en la escuela y pidieron ser informados antes de que sus hijos estuvieran expuestos a material explícito. Pero la escuela defendió las acciones del profesor y se negó a aceptar notificarles a los padres de las futuras lecciones.


Activistas homosexuales también han promovido el desarrollo de los crímenes de odio y las leyes del lenguaje de odio alrededor del mundo para aplastar los puntos de vista opuestos. Obviamente todos los crímenes violentos son “crímenes de odio” y ya son castigados por la ley. Como el columnista Andrew Sullivan (quien se identifica como un homosexual) reconoció que “la verdadera razón de las leyes de crímenes de odio no es de defender a los seres humanos del crimen. Ya hay leyes contra eso y los asesinos de Matthew Shepard fueron correctamente procesados de acuerdo con la ley en un Estado que en ese tiempo no tenía leyes contra crímenes de odio.”
 

Más bien, la verdadera razón de los llamados crímenes de odio y la legislación del lenguaje de odio es penalizar a los puntos de vista opuestos y de señalarlos como “fanáticos intolerantes”. Estos son algunos ejemplos de esta técnica usada alrededor del mundo:

Estados Unidos de Norte América

El noveno circuito de Apelaciones de Estados Unidos dictaminó que la ciudad de Oakland, California, no violó los derechos de la primera enmienda de la Constitución (First Amendment to the U.S. Constitución) de dos empleados de la ciudad que fueron castigados por publicar un anuncio promoviendo la familia tradicional en respuesta a la formación de una asociación de “gays y lesbianas”. De acuerdo a la ciudad, las palabras “familia tradicional, el matrimonio y la unión de un hombre y una mujer” constituyen lenguaje de “odio.”
 

En 1998, la junta del Consejo de Supervisores de San Francisco denunció un anuncio en el San Francisco Chronicle, patrocinado por un Ministerio Nacional, que habló sobre la destructividad del comportamiento homosexual y la necesidad de Jesucristo para la sanación de las vidas de quienes practican este tipo de comportamiento. El Consejo aprobó dos resoluciones sosteniendo que el anuncio “valida la opresión de gays y lesbianas” y crea un clima que puede fomentar la violencia. El Ministerio llevó al Consejo al tribunal, pero el noveno circuito de Apelaciones de Estados Unidos dictaminó que el propósito y el efecto de las acciones de los supervisores era promover la igualdad y condenar los crímenes de odio, y no atacar o inhibir las creencias religiosas.

Canadá


El Parlamento Canadiense aprobó C-250 en abril de 2004. C-250 enmendó el Código Penal canadiense, que ya contaba con una provisión de “crímenes de odio”, a incluir “lenguaje de odio.”
 Como resultado, los siguientes incidentes han ocurrido para silenciar a quienes no aprueban las conductas homosexuales:

En Saskatchewan, un hombre fue encontrado culpable de violar el código de derechos humanos de la provincia cuando colocó un anuncio de venta de calcomnías, en el periódico Star-Phoenix de Saskatchewan, citando las Escrituras de la Biblia representando a dos hombres de figura de palo tomados de la mano, con el símbolo universal de un círculo y una barra diagonal a través de ellos. La Comisión de Derechos Humanos de Saskatchewan dictaminó que las calcomanías “exponen a los miembros de la comunidad gay al odio y burla y es una afrenta a su dignidad debido a su orientación sexual”. En última instancia esta sentencia fue revocada en la Corte.
 

En Alberta, un tribunal Canadiense de Derechos Humanos le ordenó a un pastor cristiano “que dejara de publicar en el futuro en los periódicos, por correo electrónico, en la radio, en los discursos públicos, o en internet” comentarios denigrantes acerca de la moralidad de la conducta homosexual.
 Un tribunal superior revocó la sentencia del tribunal, que el demandando ha apelado.
 

El Sacerdote Alphonse de Valk está siendo investigado por la Comisión Canadiense de Derechos Humanos por participar en “discurso de odio” al defender las enseñanzas de la Iglesia Católica durante un debate de “matrimonio” de parejas del mismo sexo.


Europa

En Suecia, el Pastor Ake Green fue condenado a seis meses de cárcel por participar en “lenguaje del odio” cuando fue a predicar un sermón sobre la posición bíblica sobre conducta homosexual. El Pastor Green fue procesado según la ley Sueca “de delitos de odio” por “ofender” a la “comunidad homosexual.”

El fiscal declaró que: “Uno puede tener cualquier religión que uno desea, pero este es un ataque en todos los frentes contra los homosexuales. Recopilando ciertos pasajes de la Biblia sobre este tema como lo hace el Pastor, clasifica este discurso como un “discurso de odio”.
 Mientras que la condena del Pastor Green fue anulada por el Tribunal Supremo de Suecia, el fiscal superior amonestó al Pastor Green que “obtuviera una nueva Biblia” que no contuviera pasajes criticando las conductas homosexuales.


En Inglaterra, Harry Hammond de 69 años fue condenado por una “ofensa de orden público” cuando mostró una cartulina que llevaba las palabras “Paren la Inmoralidad. Paren la Homosexualidad. Paren el Lesbianismo.” Una multitud rodeó a Hammond, quien fue arrojado al suelo. Le arrojaron tierra y le vaciaron agua sobre su cabeza. Hammond fue arrestado y multado por mostrar una señal que “insultaba a los homosexuales”. Fue multado por 300 euros y le ordenaron pagar 395 euros en multas legales. Ningún cargo se les impuso a los individuos que lo atacaron físicamente. Hammond falleció poco después.
 

En España, los esfuerzos se están realizando actualmente para procesar penalmente a Monseñor Juan Antonio Reig Plà, de la Diócesis de Alcalá de Henares, por un sermón que predicó en la misa del Viernes Santo en el que dijo que la conducta homosexual era un pecado grave que debería evitarse.


Nueva Zelandia

Dos videos cristianos que abordan el vínculo entre el SIDA y las conductas homosexuales fueron prohibidos por el Parlamento de Nueva Zelandia por promover el “lenguaje de odio.”
.
-o-

DEFINICIÓN DEL COMETIDO DE LA COMISIÓN MIXTA, DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS ABORDADAS POR ÉSTA Y ACUERDOS

ADOPTADOS A SU RESPECTO

Al dar comienzo al trabajo de la Comisión Mixta, su Presidente, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que, habida consideración de lo prolongado y complejo que ha sido el estudio de esta iniciativa, era pertinente reflexionar sobre la mejor forma de desarrollar esta última fase de su tramitación. En consecuencia, instó a analizar este punto, de manera de definir los criterios en base a los cuales la Comisión Mixta desarrollará su cometido.


Señaló, en primer término, que, reglamentariamente, las discrepancias producidas entre ambas Cámaras fueron solamente cuatro, de las cuales tres son de orden procesal y la cuarta constituye una modificación al Código Penal en materia de agravantes de responsabilidad penal. Hizo presente que, sin embargo, había otras normas que pese a no haber sido rechazadas por la Cámara de Diputados en tercer trámite constitucional, representaban diferencias de fondo que aún generaban la necesidad de ser discutidas.

Indicó que la Comisión Mixta podía realizar su labor zanjando directamente aquellas cuatro diferencias, o bien, entendiendo su labor con un criterio de mayor amplitud, extender su estudio a aquellas otras materias adicionales.

Agregó que, existiendo un razonable consenso sobre el particular, bien cabe entender que las Comisiones Mixtas pueden abocarse a revisar distintos aspectos del respectivo proyecto, cuando se trata de materias que suscitan debate, pese a no constituir propiamente discrepancias entre ambas Cámaras.

Por otra parte, informó que diversas personas y agrupaciones han solicitado intervenir en esta etapa de la tramitación de la iniciativa en estudio y que también sería conveniente escuchar a expertos que puedan colaborar en la adopción de las soluciones que habrán de proponerse en relación a los distintos puntos en debate.

El Honorable Diputado señor Cardemil manifestó que la tramitación de este proyecto de ley ha sido extensa y compleja, aun cuando, con el tiempo, se ha ido formando algún consenso respecto a su contenido.


Indicó que a la Comisión Mixta le compete proponer soluciones para los temas que motivaron su creación y que, posteriormente, podría conocerse y despacharse el veto anunciado por el Gobierno ante la Cámara de Diputados. Por lo anterior, expresó que no correspondería revisar aspectos distintos de aquellos que originaron tales divergencias.


La Honorable Senadora señora Alvear discrepó del criterio de la Cámara de Diputados durante el tercer trámite constitucional, al informarse por parte del Ejecutivo que habría disposición del Gobierno para enviar, en su oportunidad, un veto en relación a determinados aspectos del proyecto.


Señaló que, a su juicio, el hecho de no pronunciarse sobre materias conflictivas y reservar la solución de las mismas al veto presidencial, habría implicado la idea de renunciar a la facultad de legislar, que es propia del Parlamento. Puso de manifiesto la necesidad de resolver los aspectos discutibles del proyecto en estudio en el seno del Poder Legislativo, indicando que, además de dichas materias, habría preceptos que presentarían errores que deben repararse.


Destacó, en este sentido, la importancia de despachar una buena ley y propuso, en consecuencia, escuchar a las entidades que tienen interés en opinar y, posteriormente, realizar el debate en el seno de la Comisión Mixta y despachar el proyecto.

La Honorable Diputada señora Saa consideró esencial que el texto que se despache sea impecable desde el punto de vista legislativo y constitucional, razón por la cual sugirió orientar los esfuerzos hacia ese fin. Teniendo en vista dicho objetivo, consideró del todo necesario reabrir el debate en relación a distintas materias y no circunscribirlo solamente a aquellas que motivaron divergencias.


El Honorable Diputado señor Arenas declaró que la tarea de la Comisión Mixta consiste en resolver las discrepancias producidas entre ambas Cámaras, agregando que para extender el debate a puntos que no ocasionaron diferencias, se requeriría de un acuerdo unánime, el que -opinó- sería difícil de alcanzar.


El Honorable Diputado señor Cornejo indicó que es entendible que tras el contenido del proyecto puedan subyacer algunos temores. Consideró indispensable escuchar la opinión de expertos, pues incluso hay algunos preceptos que presentarían errores de carácter jurídico que deben ser subsanados. Advirtió que, de lo contrario, se estaría aprobando una ley defectuosa.


El Honorable Diputado señor Eluchans expresó que, en tercer trámite, la Cámara de Diputados en ningún caso renunció a sus atribuciones para legislar y que, por el contrario, se dedicó a debatir largamente las normas propuestas por el Senado, para, luego, realizar las votaciones pertinentes.


Agregó que la Comisión Mixta no podría pretender reemplazar aquello que ya fue aprobado por la Cámara de Diputados en dicho trámite constitucional y que distinto es que haya disposiciones jurídicas defectuosas, las que naturalmente deben ser arreglarse en la Comisión Mixta.


El Honorable Senador Walker, don Patricio, consideró importante abrir la posibilidad de llegar a acuerdos en el seno del Parlamento, sin necesidad de esperar un veto presidencial. Hizo presente que ha habido experiencias legislativas -como la de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional-, en que durante el trámite de Comisión Mixta se incorporaron materias totalmente distintas de aquellas comprendidas por las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos, expresó que el ámbito de trabajo de la Comisión Mixta ya está definido y que, por otra parte, los interesados en entregar sus opiniones ya han sido escuchados. Agregó que, en todo caso, el veto es parte de todo proceso legislativo y que así debe ser entendido también en este caso.


Precisó que reabrir el debate acerca de normas distintas de aquellas que provocaron divergencias no es reglamentaria ni legalmente procedente y que el Tribunal Constitucional podría hacer reparos respecto a este punto.


El Honorable Senador señor Espina sostuvo que, en términos generales, el proyecto en discusión constituye una buena iniciativa.


Respecto a los cuatro puntos ya mencionados, señaló que ellos pueden solucionarse mediante acuerdos de la Comisión Mixta, o bien, a través de un veto del Ejecutivo.


Sostuvo que, además, es dable que la Comisión Mixta incorpore nuevas disposiciones al debate y al texto que se despache, siempre que éstas se refieran a materias que digan relación con las diferencias producidas entre ambas Cámaras y que contribuyan a resolverlas.


En todo caso, consideró más apropiado que las soluciones a que se llegue sean adoptadas por la Comisión Mixta mediante acuerdos, antes que a través de un veto del Ejecutivo.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que era conveniente tener presente los criterios que desde hace muchos años se vienen aplicando en materia de definición de la competencia que corresponde a las Comisiones Mixtas para cumplir su cometido.


Recordó que tales criterios fueron propuestos en su momento por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y que invariablemente han sido observados por las Comisiones Mixtas.


En virtud de ellos, dijo, naturalmente las Comisiones Mixtas tienen competencia para resolver las discrepancias específicas que se hayan producido entre ambas Cámaras durante la tramitación de un proyecto de ley. Sin embargo, también se les reconoce competencia para debatir y modificar otras normas del proyecto que no hayan motivado divergencias cuando ello sea conducente para resolver dichas diferencias y la materia envuelta en tales normas diga relación con las ideas matrices de la iniciativa.


En esta situación, dijo, la Comisiones Mixtas estarían facultadas para pronunciarse sobre puntos distintos de aquellos que causaron diferencias, siempre que en su seno así se acuerde.


Hizo notar que, en este caso, el Ejecutivo ha presentado proposiciones en relación tanto a las discrepancias producidas como a otros aspectos del proyecto, añadiendo que la Comisión Mixta podría trabajar sobre la base de las mismas. Manifestó que si se abre un espacio de debate, éste podría abarcar todos estos aspectos y que si así se acuerda, también cabría escuchar a especialistas y a otros interesados en opinar.


Finalmente, concordó con la conveniencia de no reservar materias para el veto presidencial y de resolverlas en el seno de la Comisión Mixta, la que debería abordar tanto los temas ya señalados como otras imperfecciones técnicas que puedan existir.

El Ministro Secretario General de Gobierno, señor Chadwick, expresó que durante el debate de la Sala de la Cámara de Diputados en tercer trámite constitucional, el Ejecutivo hizo presente su voluntad de enviar un veto sobre ciertos asuntos específicos, de acuerdo al resultado que se obtuviera en las votaciones que debían llevarse a cabo en aquella oportunidad.


Agregó que, producidas dichas votaciones y fijadas las materias que se abordarían en la Comisión Mixta, el Ejecutivo había elaborado algunas proposiciones destinadas a facilitar el trabajo de ésta, las que ya le habían sido entregadas. Siguiendo el orden del articulado del proyecto, explicó que tales propuestas se relacionan fundamentalmente con los siguientes aspectos:

En cuanto al artículo 1°, el Ejecutivo sugiere agregar un inciso segundo que establece que los órganos de la Administración del Estado elaborarán e implementarán políticas destinadas a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Señaló que este inciso segundo apunta a que el Estado pueda desarrollar políticas públicas de prevención y garantía del ejercicio legítimo de los referidos derechos y libertades y evitar, de esa forma, discriminaciones de carácter arbitrario.

En cuanto al artículo 2°, señaló que se propone eliminar, en su inciso segundo, un ejemplo que fue considerado injusto y ofensivo, pues de algún modo parece vincular la comisión de ciertos delitos con la orientación sexual del autor. Señaló que ello es erróneo pues la comisión de un ilícito no está determinada por la orientación sexual de la persona, sino que por un acto propio de su voluntad.

Agregó que se sugiere, además, eliminar la expresión “siempre” en el inciso tercero del artículo 2°, pues ella podría ser interpretada jurisprudencialmente como una presunción legal e, incluso, como una presunción de Derecho.

Explicó que también se apoya una modificación al numeral 21° del artículo 17 del Código Penal, de manera de reflejar en la nueva circunstancia agravante de responsabilidad penal que se establece, las categorías comprendidas en el artículo 2°.

Finalmente, sostuvo que no sería la voluntad del Ejecutivo enviar el referido veto pues lo que realmente interesa es que el proyecto se perfeccione.

La Honorable Diputada señora Saa exhortó a dejar de lado la excesiva rigidez en este caso, de manera de poder ir al fondo del asunto en estudio.

Señaló que, dada la complejidad y la relevancia de la iniciativa, ésta no admite visiones partidarias, sino que más bien dice relación con posiciones personales y valóricas muy profundas.

Hizo notar, por ejemplo, que el inciso tercero del artículo 2° podría ser considerado abiertamente inconstitucional, ya que jerarquiza los derechos fundamentales. Reiteró, por ello, la necesidad de debatir estos importantes puntos, de manera de mejorar el proyecto de ley en discusión.

El Honorable Diputado señor Cardemil manifestó su disposición para votar las propuestas del Ejecutivo si éstas se traducen en indicaciones, mas no para reabrir el debate en relación a otros puntos del proyecto.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puntualizó que no se incurriría en un acto contrario a la Constitución si para alcanzar un acuerdo que favorezca la solución de las discrepancias suscitadas, se incorporan en el debate otras materias que no fueron directamente parte de tales divergencias. Instó a que, aparte de las cuatro diferencias específicas que se han producido, la Comisión Mixta se pronuncie sobre los puntos a que se ha referido el señor Ministro Secretario General de Gobierno, advirtiendo, además, que en ningún caso se trata de reabrir el debate sobre cualquier otra disposición.


Connotó, además, que, para proceder de este modo, se requiere un acuerdo de la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta y no necesariamente de la unanimidad. Por otra parte, señaló que durante el trámite de Comisión Mixta, reglamentariamente no procede recibir indicaciones, sino que es suficiente que se presenten las respectivas proposiciones, correspondiendo que -tal como ocurre en este caso- en aquellas materias que son de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, el Ejecutivo les dé su respaldo.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que al llevarse a cabo el trabajo de las Comisiones Mixtas, constantemente se escucha a profesores y a expertos, de manera de poder llegar a soluciones jurídicas adecuadas frente a las diferencias que se producen. Por lo anterior, opinó que en este caso no cabe cerrar los caminos si se trata de lograr una buena ley, lo que justamente constituye el resultado esperable del trabajo legislativo.


El Honorable Senador señor Espina compartió la idea de recibir a invitados y a especialistas en esta instancia y de abrirse a discutir los diferentes puntos que se han mencionado.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puso de manifiesto que el procedimiento seguido al estudiarse la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional fue validado por el Tribunal Constitucional, el que no objetó que durante el trámite de Comisión Mixta se incorporaran materias que no formaban parte de las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras.


Sugirió, en definitiva, escuchar, en una próxima sesión tanto a los interesados en entregar su opinión como a algunos especialistas y, luego, realizar el debate al interior de la Comisión Mixta y adoptar los acuerdos pertinentes.


Posteriormente, el Honorable Diputado señor Eluchans manifestó que si bien en un principio se oponía a ampliar el cometido de la Comisión Mixta a puntos diferentes de aquellos que causaban discrepancias, estaría disponible para analizarlos, si se estimaba necesario.


Finalmente, el Honorable Diputado señor Arenas se sumó a este parecer.


El Honorable Diputado señor Cardemil sintetizó las distintas materias que deberán estudiarse, señalando que habría que analizar primeramente las discrepancias; luego, revisar las proposiciones del Ejecutivo recaídas en otros puntos con el ánimo de verificar si pueden ser acogidas por la Comisión Mixta y, finalmente, examinar otros temas, si es que se produce acuerdo en torno a este propósito.


Recapitulando este debate, para los efectos de llevar a cabo la discusión, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso abordar tanto aquellos puntos que representan discrepancias propiamente tales entre ambas Cámaras como aquellos otros en relación a los cuales el Ejecutivo tiene propuestas para la Comisión Mixta. Una vez terminado este debate, sugirió pronunciarse acerca de la posibilidad de discutir otras materias.


Hubo acuerdo entre de los miembros de la Comisión Mixta en cuanto a seguir este criterio.


En consecuencia, en la sesión siguiente se recibió a los invitados de que se ha dado cuenta precedentemente y, luego, se dio lugar al debate.


En mérito de los criterios antes acordados y siguiendo el orden del articulado del proyecto, la Comisión Mixta procedió, a continuación, a analizar las siguientes materias:

Artículo 1°


En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó como tal el siguiente:


“Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley tienen por objeto prevenir y eliminar toda discriminación arbitraria que se ejerza contra cualquier persona que suprima o menoscabe los derechos y libertades consagrados en la Constitución Política de la República y en los Tratados Internacionales en que Chile sea parte.”.


En segundo trámite, el Senado reemplazó este precepto por el que sigue:


“Artículo 1°.- Propósito de la ley. Esta ley tiene por objetivo fundamental instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria.”.


En tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó dicha sustitución.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente la voluntad del Ejecutivo en orden a incorporar al texto que fuera despachado por el Senado y aprobado, luego, por la Cámara de Diputados, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Corresponderá a cada uno de los órganos de la Administración del Estado, elaborar e implementar las políticas destinadas a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución, las leyes y los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.


Analizando dicho texto, recordó lo mencionado en esta materia por el profesor señor Precht, quien señaló que no todos los órganos de la Administración del Estado tienen como propósito elaborar políticas, pues hay algunos que solo las aplican y ejecutan, por lo que habría que ajustar la redacción del precepto, señalando que cada uno de estos órganos actuará dentro del ámbito de su competencia.


El Ministro Secretario General de Gobierno, señor Chadwick, reiteró que, efectivamente, el Ejecutivo daba su apoyo a la incorporación del inciso antes transcrito, el cual consagra una idea que formaba parte tanto del texto primitivo de la iniciativa como de aquél aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados, en el inciso primero de su artículo 2°.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó estar de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo, agregando, sin embargo, que debería añadirse la función de prevenir la discriminación como otra idea central dentro de este inciso.


La Honorable Diputada señora Saa concordó con la propuesta anterior, señalando que también sería conveniente incluir a dicho precepto la tarea de “reparar”.


El Honorable Diputado señor Cardemil expresó que aprobaría la propuesta del Ejecutivo tal como está planteada, pues incorporar otros verbos rectores significaría abrir el alcance de la norma, de lo cual discrepó. Agregó que exigir a los órganos de la Administración del Estado labores vinculadas a la prevención y la reparación iría más allá de lo que el Ejecutivo ha propuesto.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador Larraín, don Hernán, precisó que la Constitución Política ya contempla, en su artículo 38, una regla sobre las responsabilidades que competen al Estado, por lo que resultaría innecesario agregarla en esta disposición.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió con la idea de incorporar la precisión propuesta por el profesor Precht.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos, estimó muy pertinente lo planteado por el profesor Precht.


En cuanto a la redacción de la norma en estudio, prefirió emplear el verbo “aplicar” antes que “implementar”.


Enseguida, consideró que habrá autoridades que, por razones de convicción personal, se nieguen a aplicar las políticas mencionadas en el texto propuesto por el Ejecutivo, razón por la cual bien podría introducirse una protección para dichos funcionarios públicos.


El Honorable Diputado señor Eluchans manifestó que la forma verbal “implementar” está aceptada por la Real Academia de la Lengua, de manera que existe en nuestro idioma y parece más amplia que “aplicar”. Coincidió con la conveniencia de agregar a la propuesta del Ejecutivo la expresión “dentro del ámbito de su competencia”.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos, precisó que la forma verbal “aplicar” tiene la ventaja de no permitir ambigüedades y de ajustarse fielmente al espíritu de la ley.


La Honorable Diputada señora Saa expresó que el objetivo fundamental de este proyecto de ley está señalado en el texto que se aprobara en primer trámite constitucional, que consiste en que las disposiciones de esta ley tendrán por objeto prevenir y eliminar toda discriminación arbitraria. Sugirió al Ejecutivo reordenar las tareas que se contemplan en este artículo 1°, de manera que se establezcan las que ya se han mencionado y luego se incluyan las de elaborar e implementar políticas en lo concerniente a la prevención y la reparación.


El Honorable Diputado señor Arenas precisó que también debería incorporarse la objeción de conciencia, debido a la amplitud del inciso propuesto por el Ejecutivo. Agregó que, tal como lo señalara el profesor Svensson, una cosa es la tolerancia y otra es la aceptación. Hizo notar que en el inciso en discusión se propone aceptar las políticas públicas sin dar espacio a la objeción de conciencia.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sostuvo que la incorporación de la cláusula de objeción de conciencia constituye una modificación muy compleja, porque supone introducir un principio de alcance universal que merece un debate mayor e incluso, muy probablemente, una reforma constitucional.


Indicó que el inciso propuesto solo obligará a que los funcionarios públicos promuevan y garanticen políticas destinadas a evitar la discriminación de acuerdo a lo que dispone la Constitución Política y las leyes, de manera que no se está pidiendo a dichos funcionarios nada diferente a lo que ya están obligados.


Precisó, además, que desde el momento en que una autoridad busca garantizar el ejercicio de los derechos establecidos por la Constitución y las leyes en el ámbito de la no discriminación, está asegurando que no habrá perturbación o amenaza a los mismos, por lo que sería innecesario agregar lo que ha sugerido la Honorable Senadora señora Alvear.


Señaló que podría aprobarse una redacción que tome como base la propuesta del Ejecutivo y se le agregue tanto la expresión “dentro de su competencia” como la forma verbal “promover”.

El Honorable Senador señor Espina señaló que el tema de la reparación no dice relación con lo consagrado por el precepto en discusión. Explicó que la reparación surge de la infracción de una norma civil, penal o administrativa y que ya está regulada íntegramente por nuestro ordenamiento jurídico, el cual también será aplicable a las situaciones que deriven de la aplicación de esta ley. Por ello, consideró innecesario incluir esta materia en el proyecto en estudio.

La Honorable Senadora señora Alvear agregó que prefiere contemplar el término “prevenir” en lugar de “promover”.


El Ministro señor Chadwick señaló que el texto podría quedar de la siguiente manera: “Corresponderá a cada uno de los órganos de la Administración del Estado, dentro de su competencia, elaborar e implementar las políticas destinadas a prevenir y garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución, las leyes y los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”. Agregó que con la función de la prevención, se generarían acciones destinadas a evitar conductas discriminatorias.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que la propuesta del Ejecutivo dada a conocer al iniciar este debate es la más acertada, pues cuando se utiliza el verbo “garantizar” se comprende la labor preventiva. Agregó que “garantizar” significa asegurarle a una persona que existirán normas que la protegerán frente a las discriminaciones arbitrarias.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, connotó que la forma verbal “garantizar” es la más amplia, pues comprende los derechos ya contemplados por la Constitución y los adicionales que se crean en este proyecto de ley.


La Honorable Diputada señora Saa señaló que prefiere utilizar el verbo “promover” y no “prevenir”, ya que el primero da cuenta de una mayor proactividad.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso poner en votación, en primer término, el texto propuesto por el Ejecutivo, que utiliza solamente la forma verbal “garantizar”, agregándole la expresión “dentro del ámbito de su competencia”.



Puesta en votación dicha proposición, fue aprobada por 9 votos a favor y 1 en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señora Saa y señores Cardemil, Cornejo y Eluchans. Votó en contra el Honorable Diputado señor Arenas.


A continuación, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso votar la idea de agregar otro verbo rector al texto recién aprobado, diferente de “garantizar”.


Puesta en votación esta proposición, no hubo mayoría suficiente para acogerla. En las respectivas votaciones se produjo un empate de 5 votos a favor y 5 en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Saa y señor Cornejo. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Carlos, y los Honorables Diputados señores Arenas, Cardemil y Eluchans.


A instancias del señor Presidente de la Comisión Mixta y del Honorable Senador señor Espina, se dejó constancia de que la razón para no añadir otro verbo rector a esta disposición es que la forma verbal “garantizar” es suficientemente amplia y comprensiva y da un sentido proactivo y positivo a las políticas de que trata esta norma, sin limitar su alcance. Además, tiene la virtud de ratificar la noción de que la Constitución Política asegura a todas las personas los derechos constitucionales que ella misma consagra.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, agregó que el verbo “garantizar” reafirma la noción de que las garantías aseguradas por la Carta Fundamental son derechos preexistentes.


La honorable Diputada señora Saa dejó constancia de que, sin embargo, a su juicio, el verbo “garantizar” no incluye el significado de la expresión “promover”, la cual, dijo, dice relación con la idea de acción.


Se dejó constancia, finalmente, de que el inciso segundo recién aprobado tiene carácter de norma orgánica constitucional pues modifica los criterios establecidos por la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en cuanto a las tareas que competen a los órganos de la Administración en materia de elaboración e implementación de políticas, y particularmente a los Ministerios en materia de las políticas aplicables a los sectores a su cargo, materia a que se refiere el inciso segundo de su artículo 22.

Artículo 2°

En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó, como artículo 3°, el que sigue:

“Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación arbitraria toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia arbitraria fundada en cuestiones de raza, xenofobia, religión o creencias, origen nacional, cultural o socio económico, la verdadera o supuesta pertenencia o no pertenencia a una etnia o raza determinada, en una enfermedad o discapacidad, apariencia, lugar de residencia, por el género u orientación sexual, descendencia, edad, opinión política o cualquiera otra condición social o individual y cuyo fin o efecto sea la abolición o menoscabo del reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos esenciales a toda persona humana, en los términos establecidos en la Constitución Política de la República, así como en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

En segundo trámite constitucional, este precepto pasó a ser artículo 2°, reemplazado por el Senado por el siguiente:


“Artículo 2°.- Definición de discriminación arbitraria. Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.

Las categorías a que se refiere el inciso anterior no podrán invocarse, en ningún caso, para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden público. De esta manera, por ejemplo, no podrá reclamar discriminación por orientación sexual un individuo que deba responder por actos sexuales violentos, incestuosos, dirigidos a menores de edad cuando tengan el carácter de delito, o que, en los términos de la ley vigente, ofendan el pudor.

Se considerarán siempre razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.”.

En tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados acogió este reemplazo.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que correspondía analizar particularmente los incisos segundo y tercero de esta disposición, agregando que el Ejecutivo sugería eliminar, en el primero de éstos, su segunda oración, y en el siguiente, el término “siempre”.


Ofreció la palabra en relación a estas propuestas.


En relación a la eliminación de la segunda oración del inciso segundo, hubo unanimidad para suprimirla, por estimársela innecesaria. Votó en este sentido la totalidad de los miembros de la Comisión Mixta.


Luego, en cuanto al inciso tercero, la Honorable Diputada señora Saa manifestó que la eliminación de la palabra “siempre” no alterará la jerarquización de los derechos fundamentales que este inciso viene a consagrar. Añadió que dicha jerarquización es inconstitucional por las distintas razones que se han expuesto en las exposiciones ya escuchadas y propuso, en definitiva, la eliminación del inciso completo y no solo de la palabra “siempre”.

Desde ya, dejó expresa constancia de los reparos de constitucionalidad que este precepto le motiva.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, manifestó que suscribía las argumentaciones esgrimidas por varios de los exponentes antes escuchados, en cuanto a que es la Constitución Política la que jerarquiza los derechos y que, en este sentido, por ejemplo, no podría compararse el derecho a la vida con la libertad de imprenta pues evidentemente algunos de estos derechos están vinculados más íntimamente a la naturaleza del ser humano.


Señaló que lo que se está ratificando al utilizar el término “siempre” en la norma en estudio es simplemente que las nociones que se introducen a través de este proyecto de ley están subordinadas al ordenamiento constitucional en materia de derechos fundamentales.


Precisó que la disposición en análisis no importa una presunción de derecho, ya que las pretensiones de cualquier persona que accione bajo lo prescrito por esta ley tendrán que ser probadas y demostradas, correspondiendo que el juez, a su vez, proceda según el criterio que este cuerpo normativo está señalando pero fundamentalmente según el ordenamiento constitucional.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que es necesario eliminar la expresión “siempre” pues resulta innecesaria y da lugar a que se estime que constituye una presunción de derecho, lo que no corresponde.


Expresó que no comparte el criterio de que en esta norma habría una prevalencia permanente de un derecho por sobre otro, porque precisamente ella señala que la discriminación debe encontrarse justificada en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental y la justificación antes mencionada debe ser probada.


Discrepó, en este sentido, de los argumentos del profesor señor Tapia.


En relación al tema de la constitucionalidad el Ministro señor Chadwick manifestó que el inciso en estudio viene a reafirmar las garantías constitucionales. Explicó que en el artículo segundo, inciso primero, se ha definido la discriminación arbitraria y que, luego, el inciso tercero señala que esa definición tiene que respetar siempre los derechos fundamentales consagrados por nuestra Constitución. Por ello, esta disposición constituye una reafirmación absoluta de la jerarquía de las normas constitucionales y no dice relación con la preeminencia de uno u otro derecho.

La Honorable Diputada señora Saa indicó que si la Constitución es bien interpretada, no se necesita este inciso pues los jueces decidirán si se produce o no colisión de derechos.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, precisó que sería innecesaria la utilización del vocablo “siempre” porque la expresión “se considerarán”, utilizada en el mismo inciso, tiene una connotación imperativa.


Agregó que es el juez quien deberá interpretar, agregando que, según su parecer, el inciso en cuestión no establece una presunción de derecho.


El Honorable Diputado señor Eluchans expresó que jamás podría entenderse la expresión “siempre” como una presunción de derecho. A pesar de lo anterior, estuvo dispuesto a eliminarla del inciso en estudio. Indicó que esta disposición existe porque tiene el propósito reafirmar ciertos conceptos ya existentes.


El Honorable Diputado Señor Arenas manifestó que en el proyecto de ley en estudio ya se establecen algunos desequilibrios en relación a ciertos preceptos constitucionales al dejar al juez la labor de establecer qué es el ejercicio legítimo de un derecho constitucional. Por lo tanto, consideró importante mantener la expresión “siempre”.


El Honorable Diputado señor Cornejo no encontró sentido a que la justificación razonable de una discriminación consista en ejercer un derecho que la Constitución garantiza a todos. Opinó que bastaría con señalar que quien ejerce un derecho constitucional puede hacerlo sin que se considere que ese ejercicio sea justificado razonablemente y, luego, tendrá que hacerse cargo de las responsabilidades derivadas de lo anterior.


Sostuvo que prefería suprimir el inciso tercero completo, o, en su defecto, eliminar la idea de la justificación razonable, porque todas las personas pueden ejercer los derechos garantizados por la Constitución.


El Honorable Diputado señor Cardemil indicó que si se establece una distinción o exclusión fundada en el ejercicio legítimo de otro derecho constitucional, dicha distinción será siempre razonable aunque el texto legal no lo diga expresamente. Agregó que si ese es el sentido que se quiere dar a la norma, votará a favor de eliminar la palabra “siempre”.


Respondiendo a algunas dudas de la Honorable Diputada señora Saa en cuanto a las razones que habrían justificado la incorporación de esta disposición, el Ministro señor Chadwick expresó que ella surgió con la finalidad de orientar la interpretación judicial del artículo 19, número 2°, de la Constitución Política, que establece el principio de igualdad ante la ley.


Señaló que podría decirse que este precepto constitucional es suficiente y que no se necesitaría de otro cuerpo legal para comprenderlo y aplicarlo; sin embargo, el estudio de la jurisprudencia ha mostrado que es necesaria una ley que oriente al juez para los efectos de determinar lo que debe entenderse por discriminación arbitraria. Agregó que justamente la norma en estudio pretende orientar al juez cuando deba interpretar el principio de igualdad ante la ley.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que lo indicado por el señor Ministro corresponde al sentido que tiene el proyecto de ley en discusión. Agregó que muchos han señalado que éste no sería necesario por la preexistencia del artículo 19, número 2° de la Carta Fundamental y del recurso de protección; sin embargo, la experiencia práctica ha acreditado que no ha bastado lo anterior.


Añadió que lo que más costó definir fue cómo precisar el concepto de discriminación arbitraria y que, con motivo de aquel estudio, surgió la noción de “justificación razonable”, que equipara en términos positivos la idea de la “diferenciación arbitraria”. En consecuencia, si se hace el ejercicio legítimo de un derecho fundamental, no se está incurriendo en una discriminación arbitraria. Sostuvo que, en todo caso, la expresión “siempre” puede ser confusa e inconveniente, pues puede transmitir una señal equívoca. Por eso, estimó necesario mantener este inciso tercero, excluyendo, sin embargo, la palabra “siempre”.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, destacó que la lógica de esta iniciativa es profundizar la definición de los derechos fundamentales y de la protección que merecen, pero siempre como una concreción de la disposición constitucional, ya que este cuerpo legal estará subordinado a la Constitución.


Precisó que expresión “siempre” obedece a que la protección que se quiere dar a dichos derechos debe ser durable y, en lo posible, para siempre. En todo caso, puntualizó que esta norma, así como la palabra “siempre”, están referidas a todos los derechos fundamentales, y que se mencionan en especial los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Carta Fundamental.


Finalizado el debate, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puso en votación, en primer lugar, la mantención del inciso tercero del artículo segundo.


Ésta fue aprobada por 8 votos a favor y 2 en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Arenas, Cardemil y Eluchans. Votaron en contra los Honorables Diputados señora Saa y señor Cornejo.


Luego, puesta en votación la eliminación de la expresión “siempre”, fue aprobada por 8 votos a favor y 2 votos en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Saa y señores Cardemil, Cornejo y Eluchans. Votaron en contra el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, y el Honorable Diputado señor Arenas.

Artículo 3°

En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó el siguiente artículo 5°:

“Artículo 5°.- El directamente afectado, por sí o cualquiera a su nombre, podrá denunciar los actos u omisiones que importen una discriminación arbitraria que se hubieren cometido en su contra.

La Corte podrá, a petición fundada del interesado, decretar orden de no innovar, cuando el acto u omisión recurridos pudiese causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resolviere, en caso de acogerse la pretensión.”.

En segundo constitucional, el Senado reemplazó esta disposición por otra, que pasó a ser artículo 3°, del siguiente tenor:

“Artículo 3°.- Acción de no discriminación arbitraria. Los directamente afectados por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria podrán interponer la acción de no discriminación arbitraria, a su elección, ante el juez de letras de su domicilio o ante el del domicilio del responsable de dicha acción u omisión.”.

La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó esta disposición.

Analizada esta situación, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros, acordó mantener la disposición propuesta por el Senado. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Saa y señores Arenas, Cardemil, Cornejo y Eluchans.

Artículo 6°

El Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó, como artículo 6°, nuevo el que sigue:


“Artículo 6°.- Admisibilidad. No se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria en los siguientes casos:


a) Cuando se ha recurrido de protección o de amparo, siempre que tales acciones hayan sido declaradas admisibles, aun cuando el recurrente se haya desistido. Tampoco se admitirá cuando se haya requerido tutela en los términos de los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo.

b) Cuando se impugnen los contenidos de leyes vigentes.

c) Cuando se objeten sentencias emanadas de los tribunales creados por la Constitución o la ley.

d) Cuando carezca manifiestamente de fundamento.

e) Cuando la acción haya sido deducida fuera de plazo.

Si la situación a que se refiere la letra a) se produce después de que haya sido admitida a tramitación la acción de no discriminación arbitraria, el proceso iniciado mediante esta última acción terminará por ese solo hecho.”.

La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, lo rechazó.


Puesta en discusión esta disposición, la Honorable Diputada señora Saa manifestó que la letra d) requería de una mayor precisión, además de que cabría establecer que el juez debe fundamentar su resolución.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, coincidió con esta última apreciación y propuso agregar la expresión “según resolución fundada”.


La Honorable Diputada señora Saa señaló que una fórmula acertada sería decir “Cuando por resolución fundada el juez establezca que carece manifiestamente de fundamento.”.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que los jueces siempre deben fundamentar sus resoluciones.


El Honorable Diputado señor Eluchans agregó que coincidía con lo planteado por el Honorable Senador señor Espina, no obstante que, con excepción de la letra d), los demás literales de este precepto no hacen necesaria la fundamentación de la respectiva resolución. Sugirió señalar: “Cuando por resolución fundada se determine por el juez que la acción carece de sustento.”.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió este último criterio y sostuvo que solo en el caso de la letra d) la resolución debe ser explicitada, pues es la única situación en que el juez debe aplicar un criterio subjetivo.


El Honorable Diputado señor Cornejo precisó que la letra d) mencionada es el único caso en que el tribunal entra a conocer del fondo del asunto y, por tanto, tiene sentido que la declaración de inadmisibilidad contemplada por dicha letra se realice por resolución fundada.


Consideradas distintas alternativas de redacción, en definitiva se resolvió reemplazar la letra d) en estudio por la siguiente:

“d) Cuando carezca de fundamento. El juez deberá decretarla por resolución fundada.”.

Votó a favor de esta sustitución la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Saa y señores Arenas, Cardemil, Cornejo y Eluchans.


Enseguida, refiriéndose a la letra b) del artículo 6°, la Honorable Diputada señora Saa advirtió que ella podría significar un reconocimiento de que puede haber leyes discriminatorias. Sugirió eliminar este literal.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, precisó que en dicho caso no cabe estimar que hay una ley contra otra ley, pues la norma se refiere a la presentación de una acción concreta que impugna el contenido de una ley vigente.


Puesta en votación la supresión de la letra b) del artículo 6°, fue rechazada por 1 votos a favor y 9 en contra. Votó a favor la Honorable Diputada señora Saa. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Arenas, Cardemil, Cornejo y Eluchans.

Artículo 13

El Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó como artículo 13, nuevo, el siguiente:


“Artículo 13.- Apelación. La sentencia definitiva, la resolución que declare la inadmisibilidad de la acción y las que pongan término al procedimiento o hagan imposible su prosecución serán apelables, dentro de cinco días hábiles, para ante la Corte de Apelaciones que corresponda, ante la cual no será necesario hacerse parte.

Interpuesta la apelación, el tribunal elevará los autos el día hábil siguiente.

La Corte de Apelaciones agregará extraordinariamente la causa a la tabla, dándole preferencia para su vista y fallo. Deberá oír los alegatos de las partes, si éstas los ofrecen por escrito hasta el día previo al de la vista de la causa, y resolverá el recurso dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquel en que quede en estado de fallo.”.

La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este precepto.


Revisada esta disposición, la Comisión Mixta, en forma unánime, acordó acoger el texto aprobado por el Senado en segundo trámite constitucional. Votó favorablemente la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Saa y señores Arenas, Cardemil, Cornejo y Eluchans.

Artículo 17

En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó, como artículo 10, el que sigue:

“Artículo 10.- Incorpóranse al Código Penal las siguientes modificaciones:

1.- Agrégase en el artículo 12, el siguiente numeral:

“21º Cometer el delito, motivado por discriminación arbitraria, en los términos descritos en el artículo 3º de la Ley que Establece Medidas Contra de la Discriminación.”.

2.- Incorpórase un párrafo 1 bis nuevo, al Título III del Libro II y el siguiente artículo:
“1 bis. De los delitos contra la igualdad de las personas, en dignidad y derechos.

Artículo 137 bis. El que cometiere o incitare a otros a causar daño a personas o a sus bienes motivado por una discriminación arbitraria en perjuicio de esas personas, en los términos que señala el artículo 3º de la Ley que Establece Medidas Contra la Discriminación, será castigado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.

Cuando se tratare de asociaciones con los objetivos del inciso primero, la pena será de reclusión menor en su grado medio y a los fundadores o que ejercieren mando en la asociación, la pena será de presidio menor en su grado medio a máximo.”.

3.- Agrégase el siguiente artículo 274 bis:

“Artículo 274 bis.- Incurrirá en la pena de multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales el que, en el ejercicio de actividades profesionales o empresariales, cometiere la discriminación definida en el artículo 3º de la Ley que Establece Medidas Contra la Discriminación, respecto de una persona natural, cuando ella consista en rehusar el suministro de un bien o servicio que ofreciere y a que el ofendido tenga derecho, o en subordinarlo a la concurrencia o ausencia de alguno de los motivos de discriminación señalados en el citado artículo 3º.”.”.


El Senado, en segundo trámite constitucional, reemplazó este precepto por otro, que pasó a ser artículo 17, del siguiente tenor:


“Artículo 17.- Modificación al Código Penal. Agrégase en el artículo 12 el siguiente numeral nuevo:


“21ª. Cometer el delito o participar en él por motivos racistas u otra clase de discriminación arbitraria referente a la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima, a la nación, etnia o grupo social al que pertenezca, a su sexo, orientación sexual, edad, filiación, apariencia personal o a la enfermedad o discapacidad que padezca.”.”.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, lo desechó.



El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que el Ejecutivo propone reemplazar el texto aprobado por el Senado en segundo trámite constitucional por el siguiente:


“Artículo 17.- Modificación al Código Penal. Agrégase en el artículo 12 el siguiente numeral nuevo:


“21ª. Cometer el delito o participar en él motivado por alguna discriminación arbitraria referente a la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima, a la nación, raza, etnia o grupo social al que pertenezca, a su sexo, orientación sexual, identidad de género, edad, filiación, apariencia personal o a la enfermedad o discapacidad que padezca.”.”.


Hizo notar que esta redacción incorpora la “identidad de género” y que lo que se pretende con ello es establecer una simetría con el contenido del artículo 2° del proyecto.


El Honorable Diputado señor Arenas señaló que habría acuerdo entre los miembros de la Comisión Mixta en torno a la idea de incorporar la expresión “identidad de género” dentro de las motivaciones de discriminación arbitraria que darían lugar a la nueva agravante de responsabilidad penal.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, solicitó que se le ilustrara acerca del sentido de los términos “identidad de género” y “orientación sexual”, requerimiento que fue atendido por el Ministro señor Chadwick.


El Honorable Senador señor Espina expresó que desde el punto de vista del Derecho Penal, esta disposición le merecía objeciones a raíz de la utilización de la expresión “motivado por alguna discriminación arbitraria”. Señaló que la misma no guarda relación con el lenguaje penal ni con la correcta estructuración de una circunstancia agravante de responsabilidad penal. Sugirió, en consecuencia, eliminarla.


El Honorable Diputado señor Arenas consideró necesario buscar un sustituto para la expresión “discriminación arbitraria”.


El Honorable Diputado señor Eluchans opinó que ello era innecesario pues era preferible eliminar dicha expresión. Señaló que para configurar la agravante era suficiente la comisión o la participación en el delito, motivado por las razones que allí se indican.


La Honorable Senadora señora Alvear coincidió con la conveniencia de suprimir la referencia a la discriminación arbitraria, precisando que para que la agravante opere, bastará con que exista la motivación a que se ha aludido.


El Honorable Diputado señor Cardemil coincidió con los razonamientos del Honorable Senador señor Espina, pero instó a evitar modificaciones que impliquen ampliar el sentido del artículo en discusión. Expresó que no le convencía del todo la aplicación de esta nueva agravante tratándose de ciertos delitos, como son, por ejemplo, los de tipo económico.


Tomando en consideración los razonamientos anteriormente expuestos, el Ministro señor Chadwick propuso una nueva redacción para el inciso en discusión, que es la que sigue:

“21ª. Cometer el delito o participar en él motivado por la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima; la nación, raza, etnia o grupo social a que pertenezca; su sexo, orientación sexual, identidad de género, edad, filiación, apariencia personal o la enfermedad o discapacidad que padezca.”.

Puesta en votación esta proposición, fue aprobada por 9 votos a favor y 1 en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Saa y señores Arenas, Cardemil, Cornejo y Eluchans. En contra lo hizo el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, quien fundamentó su voto en la indeterminación en que, a su juicio, presenta la redacción recién aprobada.

-o-


Finalizado el estudio de las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras y de las propuestas adicionales presentadas por el Ejecutivo, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, ofreció la oportunidad de plantear otras inquietudes en relación con otras normas del proyecto.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó tener dudas respecto a la utilidad del artículo 18, que establece reglas para la interpretación de esta ley. Señaló que dicho precepto puede resultar innecesario si se considera que el Código Civil consagra los criterios generales que son necesarios para la interpretación de las normas.


El Honorable Diputado señor Arenas señaló que este precepto se consagró para precaver los problemas a que puede dar lugar la derogación tácita.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puntualizó que la disposición en comento se incorporó precisamente para evitar que las normas de esta ley se interpreten como modificatorias o derogatorias de otras normas legales vigentes.


El Honorable Senador señor Espina complementó las explicaciones anteriores mencionando, como ejemplo de normas que no deberían entenderse modificadas ni derogadas por esta ley, el artículo 102 del Código Civil.


Puesta en votación la idea de eliminar el artículo 18, fue desechada por 7 votos en contra y 3 votos a favor. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y los Honorables Diputados señora Saa y señor Cornejo. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Arenas, Cardemil y Eluchans.


Enseguida, la Honorable Diputada señora Saa planteó la conveniencia de que este proyecto de ley contemple también de manera expresa la posibilidad de dictar medidas de discriminación positiva. Precisó que hay países que consagran las llamadas “acciones positivas”, que van en la línea de la erradicación de la discriminación. Citó ejemplos tales como las “leyes de cuotas” y otras que rigen en diversas naciones con la finalidad de eliminar determinadas situaciones que perjudican a las minorías y que comúnmente se aplican en forma temporal. Sostuvo que esta sería una muy buena oportunidad para acogerlas en nuestra normativa.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, preguntó a la Honorable Diputada señora Saa si su planteamiento se traducía en un texto concreto, a lo que ella respondió que justamente el inciso segundo del artículo 2° del texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional reflejaba su aspiración.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recordó que la norma mencionada por la Honorable Diputada señora Saa no prosperó y que, posteriormente, al definirse el objetivo de la ley en el artículo 1° del proyecto, se planteó incorporar la expresión “promover”, la cual tampoco fue acogida por la Comisión.


El Ministro señor Chadwick precisó que las políticas de acción positiva no deben establecerse en la ley con carácter general, sino que, por el contrario, ellas son materia de leyes que buscan objetivos particulares, de carácter específico. Puso como ejemplo, el caso de las políticas sobre subsidios.

La Honorable Senadora señora Alvear compartió la inquietud de la Honorable Diputada señora Saa. Sobre el particular, indicó que en el informe entregado por el profesor señor Zapata se menciona la necesidad de reponer la autorización explícita para que el Estado proceda a implementar políticas de acción afirmativa, en los términos del inciso segundo del artículo 2° aprobado en su momento por la Cámara de Diputados, que fuera rechazado con posterioridad por el Senado.


El Honorable Senador señor Espina sostuvo que lo planteado corresponde a un debate de fondo, cuya oportunidad no parece claro que sea ésta. Manifestó, además, algunas aprensiones en cuanto a la posibilidad de fijar la discriminación positiva como una política general. Agregó que la razón por la cual no se quiso incorporar la expresión “promover” en el artículo 1°, es que la frase “establecer e implementar políticas destinadas a garantizar” resulta más completa e incluso más audaz y acorde con la protección que debe darse a las garantías constitucionales. Manifestó que, tal como quedó redactado el texto del señalado artículo 1°, está importando el deber para el Estado de garantizar el derecho de las personas a no ser discriminadas arbitrariamente.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, precisó que el proyecto de ley en estudio se orienta a procurar evitar y a castigar las conductas de discriminación arbitraria, es decir, iría en la dirección contraria de lo planteado por la Honorable Diputada señora Saa.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que el establecimiento de un deber para los organismos públicos en materia de elaboración e implementación de acciones positivas presenta la dificultad de incurrir en una materia que es de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Por esta última razón, se optó por no poner en votación dicha propuesta, dejándose constancia, sin embargo, del especial interés demostrado por la Honorable Diputada señora Saa en relación a la materia en análisis, el cual fue compartido por los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


Finalmente, la Honorable Diputada señora Saa sugirió agregar, al inciso final del artículo 12, en caso que la denuncia carezca de todo fundamento, el deber de reparar a la víctima, además de la multa que resulte aplicable. Al efecto, propuso el siguiente texto: “Si hubiere existido discriminación arbitraria, el tribunal fijará una indemnización en beneficio de la persona o grupo afectado. La indemnización comprenderá el perjuicio material y el daño moral.”.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo notar que nuestro ordenamiento legal ya regula el sistema general relativo a la indemnización de perjuicios, de manera que no sería necesario reiterarlo en la iniciativa en estudio. Puso de manifiesto, además, las recomendaciones que invariablemente ha evacuado la Corte Suprema en orden a no consagrar duplicidad de procedimientos en relación a una misma materia.

Puesta en votación la proposición, fue rechazada por 1 voto a favor y 9 en contra. Votó favorablemente la Honorable Diputada señora Saa. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Arenas, Cardemil, Cornejo y Eluchans.


La Honorable Senadora señora Alvear fundamentó su voto contrario a la propuesta de la Honorable Diputada señora Saa en la circunstancia de encontrarse ya regulado en nuestra legislación el sistema de indemnización de perjuicios. Una constancia en el mismo sentido dejó el Honorable Diputado señor Cornejo. Los restantes miembros de la Comisión Mixta que también votaron desfavorablemente a esta propuesta se sumaron a dicha constancia.

En último término, por la unanimidad de sus miembros, la Comisión Mixta acordó reemplazar, en el artículo 15, nuevo, introducido por el Senado en segundo trámite constitucional -y aprobado por la Cámara de Diputados en tercero-, el encabezado de su numeral 1) por el siguiente:

“1) En el artículo 84, antes artículo 78 de la ley N° 18.834, reemplázase la letra l) que se ordenó incorporar a dicho precepto por la ley N° 20.005, por la siguiente:”.

Esta enmienda tiene por objetivo incorporar de manera clara al texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo, contenido en el decreto con fuerza de ley 
N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, una letra l) a su artículo 84. Ello, atendida la circunstancia de que dicho literal fue incorporado por la ley N° 20.005 a la ley N° 18.834 y no al señalado decreto con fuerza de ley N° 29.

Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Saa y señores Arenas, Cardemil, Cornejo y Eluchans.
-o-


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos precedentemente adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, lo siguiente:
Artículo 1°

Incorporar, como inciso segundo, nuevo, el siguiente:

“Corresponderá a cada uno de los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de su competencia, elaborar e implementar las políticas destinadas a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”. (Mayoría, 9 x 1).

Artículo 3° de la Cámara de Diputados, 2° del Senado
Inciso segundo

Suprimir su segunda oración, que reza: “De esta manera, por ejemplo, no podrá reclamar discriminación por orientación sexual un individuo que deba responder por actos sexuales violentos, incestuosos, dirigidos a menores de edad cuando tengan el carácter de delito, o que, en los términos de la ley vigente, ofendan el pudor. (Unanimidad, 10 x 0).

Inciso tercero

Eliminar el vocablo “siempre”. (Mayoría, 8 x 2).

Artículo 5° de la Cámara de Diputados, 3° del Senado

Aprobar el texto del Senado. (Unanimidad, 10 x 0).

Artículo 6°, nuevo, del Senado

Acoger su texto, reemplazando su letra d) por la que sigue:

“d) Cuando carezca de fundamento. El juez deberá decretarla por resolución fundada.”. 
(Unanimidad, 10 x 0).

Artículo 13, nuevo, del Senado

Aprobar su texto. (Unanimidad, 10 x 0).

Artículo 15, nuevo, del Senado

Reemplazar el encabezado de su numeral 1) por el siguiente:

“1) En el artículo 84, antes artículo 78 de la ley N° 18.834, reemplázase la letra l) que se ordenó incorporar a dicho precepto por la ley N° 20.005, por la siguiente:”. (Unanimidad 10 x 0).

Artículo 10 de la Cámara de Diputados, 17 del Senado

Reemplazarlo por el que sigue:

Artículo 17.- Modificación al Código Penal. Agrégase en el artículo 12 el siguiente numeral nuevo:

“21ª. Cometer el delito o participar en él motivado por la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima; la nación, raza, etnia o grupo social a que pertenezca; su sexo, orientación sexual, identidad de género, edad, filiación, apariencia personal o la enfermedad o discapacidad que padezca.”. (Mayoría, 9 x 1).

-o-


A título meramente informativo, cabe hacer presente que, de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto de la iniciativa legal en estudio quedaría como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Título I

Disposiciones generales

“Artículo 1°.- Propósito de la ley. Esta ley tiene por objetivo fundamental instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria.

Corresponderá a cada uno de los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de su competencia, elaborar e implementar las políticas destinadas a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Artículo 2°.- Definición de discriminación arbitraria. Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.

Las categorías a que se refiere el inciso anterior no podrán invocarse, en ningún caso, para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden público.

Se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.
Título II

La acción de no discriminación arbitraria

Artículo 3°.- Acción de no discriminación arbitraria. Los directamente afectados por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria podrán interponer la acción de no discriminación arbitraria, a su elección, ante el juez de letras de su domicilio o ante el del domicilio del responsable de dicha acción u omisión.

Artículo 4°.- Legitimación activa. La acción podrá interponerse por cualquier persona lesionada en su derecho a no ser objeto de discriminación arbitraria, por su representante legal o por quien tenga de hecho el cuidado personal o la educación del afectado, circunstancia esta última que deberá señalarse en la presentación.

También podrá interponerse por cualquier persona a favor de quien ha sido objeto de discriminación arbitraria, cuando este último se encuentre imposibilitado de ejercerla y carezca de representantes legales o personas que lo tengan bajo su cuidado o educación, o cuando, aún teniéndolos, éstos se encuentren también impedidos de deducirla.

Artículo 5°.- Plazo y forma de interposición. La acción deberá ser deducida dentro de noventa días corridos contados desde la ocurrencia de la acción u omisión discriminatoria, o desde el momento en que el afectado adquirió conocimiento cierto de ella. En ningún caso podrá ser deducida luego de un año de acontecida dicha acción u omisión.

La acción se interpondrá por escrito, pudiendo, en casos urgentes, interponerse verbalmente, levantándose acta por la secretaría del tribunal competente.

Artículo 6°.- Admisibilidad. No se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria en los siguientes casos:

a) Cuando se ha recurrido de protección o de amparo, siempre que tales acciones hayan sido declaradas admisibles, aun cuando el recurrente se haya desistido. Tampoco se admitirá cuando se haya requerido tutela en los términos de los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo.

b) Cuando se impugnen los contenidos de leyes vigentes.

c) Cuando se objeten sentencias emanadas de los tribunales creados por la Constitución o la ley.

d) Cuando carezca de fundamento. El juez deberá decretarla por resolución fundada.

e) Cuando la acción haya sido deducida fuera de plazo.

Si la situación a que se refiere la letra a) se produce después de que haya sido admitida a tramitación la acción de no discriminación arbitraria, el proceso iniciado mediante esta última acción terminará por ese solo hecho.

Artículo 7°.- Suspensión provisional del acto reclamado. En cualquier momento del juicio, el recurrente podrá solicitar la suspensión provisional del acto reclamado, y el tribunal deberá concederla cuando, además de la apariencia de derecho, su ejecución haga inútil la acción o muy gravosa o imposible la restitución de la situación a su estado anterior.

El tribunal podrá revocar la suspensión provisional del acto reclamado, de oficio o a petición de parte y en cualquier estado del procedimiento, cuando no se justifique la mantención de la medida.

Artículo 8°.- Informes. Deducida la acción, el tribunal requerirá informe a la persona denunciada y a quien estime pertinente, notificándolos personalmente. Los informes deberán ser evacuados por los requeridos dentro de los diez días hábiles siguientes a la respectiva notificación. Cumplido ese plazo, el tribunal proseguirá la tramitación de la causa, conforme a los artículos siguientes, aún sin los informes requeridos.

Artículo 9°.- Audiencias. Evacuados los informes, o vencido el plazo para hacerlo, el tribunal fijará una audiencia para el quinto día hábil contado desde la última notificación que de esta resolución se haga a las partes, la que se practicará por cédula.

Dicha audiencia tendrá lugar con la parte que asista. Si lo hacen todas ellas, el tribunal las llamará a conciliación.

Si una de las partes no asiste o si concurriendo ambas no se produce la conciliación, el tribunal, en la misma audiencia, citará a las partes a oír sentencia si no hubiere hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos. Si los hubiere, en la misma audiencia recibirá la causa a prueba, resolución que podrá impugnarse mediante reposición y apelación subsidiaria, la que se concederá en el solo efecto devolutivo. Estos recursos deberán deducirse dentro del tercer día hábil contado desde el término de la audiencia.

Recibida la causa a prueba, las partes tendrán el plazo de tres días hábiles para proponer al tribunal los medios de prueba de los cuales pretenden valerse, debiendo presentar una lista de testigos si desean utilizar la prueba testimonial. Acto seguido, el tribunal dictará una resolución fijando la fecha para la realización de la audiencia de recepción de las pruebas, que deberá tener lugar entre el quinto y el décimo quinto día hábil posterior a dicha resolución. Si tal audiencia no fuere suficiente para recibir todas las pruebas que fueren procedentes o si las partes piden su suspensión por motivos fundados o de común acuerdo, lo que podrán hacer solo por una vez, se fijará una nueva audiencia para dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de la anterior. Finalizada la última audiencia de prueba, el tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia.

Artículo 10.- Prueba. Serán admitidos todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos que se hubieren ofrecido oportunamente y que sean aptos para producir fe. En cuanto a los testigos, cada parte podrá presentar un máximo de dos de ellos por cada punto de prueba. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.

El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.

Artículo 11.- Medidas para mejor resolver. El tribunal podrá, de oficio y solo dentro del plazo para dictar sentencia, decretar medidas para mejor resolver. La resolución que las ordene deberá ser notificada a las partes.

Estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que las disponga. Vencido este término, las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el tribunal procederá a dictar sentencia sin más trámite.

Artículo 12.- Sentencia. El tribunal fallará dentro de los quince días hábiles siguientes a aquel en que la causa hubiera quedado en estado de sentencia. En ella declarará si ha existido o no discriminación arbitraria y, en el primer caso, dejará sin efecto el acto discriminatorio, dispondrá que no sea reiterado u ordenará que se realice el acto omitido, fijando, en el último caso, un plazo perentorio prudencial para cumplir con lo dispuesto. Podrá también adoptar las demás providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.

Si hubiere existido discriminación arbitraria, el tribunal aplicará, además, una multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, a las personas directamente responsables del acto u omisión discriminatorio.

Si la sentencia estableciere que la denuncia carece de todo fundamento, el tribunal aplicará al recurrente una multa de dos a veinte unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.


Artículo 13.- Apelación. La sentencia definitiva, la resolución que declare la inadmisibilidad de la acción y las que pongan término al procedimiento o hagan imposible su prosecución serán apelables, dentro de cinco días hábiles, para ante la Corte de Apelaciones que corresponda, ante la cual no será necesario hacerse parte.

Interpuesta la apelación, el tribunal elevará los autos el día hábil siguiente.

La Corte de Apelaciones agregará extraordinariamente la causa a la tabla, dándole preferencia para su vista y fallo. Deberá oír los alegatos de las partes, si éstas los ofrecen por escrito hasta el día previo al de la vista de la causa, y resolverá el recurso dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquel en que quede en estado de fallo.

Artículo 14.- Reglas generales de procedimiento. En todo lo no previsto en este título, la sustanciación de la acción a que él se refiere se regirá por las reglas generales contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.
Título III

Reformas a otros cuerpos legales

Artículo 15.- Modificaciones al Estatuto Administrativo. Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:

1) En el artículo 84, antes artículo 78 de la ley N° 18.834, reemplázase la letra l) que se ordenó incorporar a dicho precepto por la ley N° 20.005, por la siguiente:

“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.”.

2) Reemplázase la letra b) del artículo 125 por la siguiente:

“b) Infringir las disposiciones de las letras i), j), k) y l) del artículo 84 de este Estatuto;”.

Artículo 16.- Modificación al Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. 
Reemplázase la letra l) del artículo 82 de la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, relativo a las prohibiciones de tales funcionarios, por la siguiente:


“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.”.

Artículo 17.- Modificación al Código Penal. Agrégase en el artículo 12 el siguiente numeral nuevo:

“21ª. Cometer el delito o participar en él motivado por la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima; la nación, raza, etnia o grupo social a que pertenezca; su sexo, orientación sexual, identidad de género, edad, filiación, apariencia personal o la enfermedad o discapacidad que padezca.”.

Artículo 18.- Interpretación de esta ley. Los preceptos de esta ley no podrán ser interpretados como derogatorios o modificatorios de otras normas legales vigentes, con la sola excepción de las disposiciones señaladas en los tres artículos precedentes.”.
-o-


Acordado en sesión celebrada los días 18 de abril y 2 de mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto y de los Honorables Diputados señora María Antonieta Saa y señores Gonzalo Arenas Hödar, Alberto Cardemil Herrera, Aldo Cornejo González y Edmundo Eluchans Urenda.

Sala de la Comisión Mixta, a 7 de mayo de 2012.

(Fdo.): NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ, Abogada Secretaria”.
9. Segundo Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de reforma constitucional para modificar el sistema de reemplazo de vacantes en cupos parlamentarios. (boletín N° 7935-07-1)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en una moción de los Diputados señores Alberto Cardemil Herrera y Cristián Monckeberg Bruner.


De conformidad a lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general por la Cámara en sesión 109ª. de 16 de noviembre de 2011, con todas las indicaciones presentadas en la Sala y admitidas a tramitación, más las formuladas en el seno de la Comisión.


De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento, en lo que es aplicable tratándose de una reforma constitucional, en este informe debe dejarse constancia de lo siguiente:


1.- De las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones durante la elaboración del segundo en la Comisión.


No hubo.


2.- De las disposiciones suprimidas.


No hubo.


3.- De las disposiciones modificadas.


En esta situación se encuentran los números 2 y 3 del artículo único:


a.- el número 2 reemplaza el inciso quinto del artículo 51 por el siguiente:


“Los parlamentarios elegidos como independientes que hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, serán reemplazados conforme a las reglas del inciso tercero de este artículo. Para estos efectos, se tendrá por partido político al indicado por el respectivo parlamentario al momento de presentar su declaración de candidatura.”.


Esta propuesta fue objeto de dos indicaciones:


a-1. La primera de los Diputados señoras Goic y Sepúlveda y señor Rincón para sustituirla por la siguiente:


 “Los parlamentarios elegidos como independientes y aquellos que hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, serán siempre reemplazados conforme a las reglas del inciso tercero letra a) de este artículo.”.


El Diputado señor Rincón fundó esta indicación señalando que no veía la razón y, más aún, estimaba injusto, que, tratándose de independientes, solo jugara el mecanismo de reemplazo cuando éstos integraran una alianza con uno o más partidos políticos, quedando fuera los independientes puros. Creía que, a su respecto, debería aplicarse la misma regla de reemplazo pero limitada solo a la variante ya aprobada por la Comisión en la letra a) del inciso tercero, es decir, mediante elecciones complementarias siempre que faltaren más de dos años para el próximo acto eleccionario.


Se aprobó la indicación por mayoría de votos ( 8 votos a favor, 1 en contra y 2 abstenciones). Votaron a favor los Diputados señores Araya, Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Cristián Monckeberg, Rincón y Squella; en contra lo hizo el Diputado señor Eluchans; se abstuvieron los Diputados señora Turres y señor Calderón.


a-2. La segunda de los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Cristián Monckeberg y Rincón para complementar la indicación anterior, agregando antes del punto final, lo siguiente:


“cualquiera sea la causal de vacancia”.


El mismo Diputado señor Rincón explicó que para evitar posibles dudas, resultaba conveniente precisar que la forma de reemplazo prevista en la letra a) del inciso tercero, procedería siempre tratándose de la vacante de parlamentarios elegidos como independientes, sin distinguir la causal que la produjera.


Se aprobó la indicación, solo con adecuaciones de forma, por mayoría de votos ( 7 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones). Votaron a favor los Diputados señores Araya, Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Cristián Monckeberg y Rincón; en contra lo hicieron los Diputados señores Eluchans y Squella; se abstuvieron los Diputados señora Turres y señor Calderón.


b.- el número 3 suprime el inciso final del artículo 51, norma que establece que “ En ningún caso procederán elecciones complementarias.”.


Los Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Cristián Monckeberg y Rincón presentaron una indicación para sustituir este número por el siguiente:


“Ningún diputado o senador podrá participar como candidato en una elección complementaria.”.


Esta indicación surgió como consecuencia de las dudas planteadas por el Diputado señor Díaz, quien señaló que de acuerdo a lo que se había aprobado hasta ese momento, se mantenía la posibilidad de que un diputado pudiera ser nominado para ocupar el cargo de un senador, pero no estaba del todo claro si podía concurrir a una elección complementaria de diputado o senador.


El Diputado señor Burgos sostuvo que tal concurrencia no parecía posible porque la misma Constitución establecía que el cargo de diputado no era renunciable, salvo por enfermedad grave calificada por el Tribunal Constitucional, por lo que no parecía dable una renuncia para postularse al Senado.


Similar opinión sustentó el Diputado señor Calderón quien señaló, además, que la Carta Política no se colocaba en la posibilidad de la participación de un diputado en una elección complementaria para un cargo de senador, simplemente porque hasta el presente no contemplaba ese tipo de elecciones, más aún, las prohibía. Agregó que el reemplazo de un senador por un diputado era, en cambio, una posibilidad expresamente contemplada y constituía una hipótesis de incompatibilidad entre un cargo y otro.


El Diputado señor Araya discrepó de estas opiniones porque, a su parecer, la situación se encontraba resuelta en el artículo 58 de la Constitución que, junto con establecer que los cargos de senadores y diputados eran incompatibles entre sí, disponía en su inciso tercero que tal incompatibilidad surgía por el solo hecho de la proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, cesando, entonces, el senador o diputado en el cargo incompatible. En otras palabras, no constituía causal de inhabilidad para ser candidato a senador, el hecho de estar ejerciendo el cargo de diputado porque la incompatibilidad se producía al momento de la proclamación por el Tribunal, lo que determinaba el cese en el cargo de diputado y la investidura como senador. A mayor abundamiento, el artículo 57 no incluía en la enumeración de cargos cuyos titulares no pueden ser candidatos a parlamentarios a los diputados. El caso que se planteaba constituiría una incompatibilidad y no una renuncia.


El Diputado señor Eluchans coincidió con las opiniones de los Diputados señores Burgos y Calderón porque, efectivamente, la Constitución no contemplaba la posibilidad de elecciones complementarias, luego, no podía haberse colocado en la situación que se debatía, por lo que al señalar en el artículo 58 que al momento de la proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones se produciría la incompatibilidad, se estaría refiriendo a otras incompatibilidades distintas a la que había entre los cargos de diputado y senador. No obstante, dada la reforma que se proponía y el hecho de no existir una interpretación final, ni siquiera del Tribunal Constitucional, estimaba aconsejable incorporar en la Constitución una norma que resolviera expresamente el problema.


El Diputado señor Díaz recordó que el Tribunal Constitucional requerido para pronunciarse por la designación como ministro de Estado de la entonces diputada señora Tohá, había señalado que se trataba de una incompatibilidad y no de una renuncia, lo que permitió la concreción de su nombramiento. Lo mismo podía decirse de la postulación a la Presidencia de la República del hasta esa época senador señor Frei. Asimismo, si bien efectivamente era válido señalar que el artículo 58 no podía haberse colocado en el caso de elecciones complementarias y señalar que su inciso tercero establecía la incompatibilidad una vez producida la proclamación por el Tribunal, constituía, no obstante, una regla y aunque pareciera absurdo que un diputado pudiera postular para ocupar ese mismo cargo en otro distrito -cosa que, por lo demás, ya sucedía mediante elecciones ordinarias- ello resultaba perfectamente posible, por lo que no habría razón para interpretar en términos restrictivos una regla general que lo habilitaba para eso. En todo caso, señaló que no le parecía razonable que un partido pudiera nominar a un diputado para ser senador y, por la misma vía, impedirle competir en una elección complementaria para ganarse ese cargo. Por ello, era partidario de dejar la solución a las reglas que la misma Constitución establecía o, en su defecto, sujetarse a la interpretación que de esas disposiciones hiciere el Tribunal Constitucional.


El Diputado señor Cardemil sostuvo que las dos posiciones sustentadas en el debate tenían asidero en argumentos razonables, por lo que para evitar dudas de constitucionalidad, era partidario de establecer expresamente la prohibición de que parlamentarios en ejercicio, pudieran participar en elecciones complementarias, opinión que apoyó el Diputado señor Rincón.


Cerrado finalmente el debate, se aprobó la indicación por mayoría de votos ( 4 votos a favor y 1 abstención). Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Ceroni, Cristián Monckeberg y Rincón. Se abstuvo el Diputado señor Calderón.


4.- De las disposiciones nuevas introducidas.


La Comisión solamente agregó una nueva disposición, que pasó a ser número 2, originada en una indicación del Diputado señor Rincón para suprimir el inciso cuarto del artículo 51 de la Constitución.


Tal disposición señala lo siguiente:


“Los parlamentarios elegidos como independientes no serán reemplazados.”.


Fundó el Diputado su indicación en la necesidad de guardar coherencia con lo aprobado para el inciso quinto de este mismo artículo.


Se aprobó la indicación por mayoría de votos ( 8 votos a favor, 1 en contra y 2 abstenciones). Votaron a favor los Diputados señores Araya, Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Cristián Monckeberg, Rincón y Squella; en contra lo hizo el Diputado señor Eluchans; se abstuvieron los Diputados señora Turres y señor Calderón.


5.- De las indicaciones rechazadas.


La Comisión rechazó las siguientes indicaciones:


A.- Al número 1 del artículo único:


a.- La del Diputado señor Robles para reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


 “Las vacantes de Diputados y de Senadores se proveerán por elecciones complementarias. No obstante, si restare menos de un año para la siguiente elección parlamentaria en el distrito o circunscripción donde se ha producido la vacante, el parlamentario no será reemplazado.”

b.- La de los Diputados señores Cerda y Tarud para reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


“Las vacantes de Diputados y Senadores se proveerán mediante elecciones complementarias.”.


c.- La de los Diputados señoras Goic y Sepúlveda y señores Aguiló, Carmona, Cerda, Chahín, Díaz, Gutiérrez, Ojeda, Saffirio y Vallespín para sustituir el texto de la letra a) del inciso tercero por el siguiente:


“Cualquiera sea la causa de la vacante de Diputado o Senador, se procederá a realizar elecciones complementarias. No obstante, si restare menos de un año para la siguiente elección parlamentaria en el distrito o circunscripción donde se ha producido la vacante, el parlamentario no será reemplazado.”.


d.- La del Diputado señor Rojas para sustituir en la letra a) del inciso tercero la frase. “ No obstante, si restare menos de dos años” por “ No obstante, si restare menos de un año”.


e.- La de los Diputados señoras Hoffmann y Molina y señores Cardemil, Eluchans y García para suprimir en la letra a) del inciso tercero las oraciones “ se procederá a realizar elecciones complementarias. No obstante, si restare menos de dos años para la siguiente elección parlamentaria en el distrito o circunscripción en donde se ha producido la vacante,”.


f.- La de los Diputados señoras Goic y Sepúlveda y señores Aguiló, Carmona, Cerda, Chahín, Díaz, Gutiérrez, Ojeda, Saffirio y Vallespín para suprimir la letra b) del inciso tercero.


g.- La del Diputado señor Rivas para reemplazar en la letra b) del inciso tercero la expresión “ ser electo” por la frase “ fallecer o renunciar, si hubiere pertenecido a alguno”.


h.- La del mismo señor Diputado para agregar a continuación del punto final de la letra b) del inciso tercero, que pasa a ser seguido, las siguientes oraciones: “Si el parlamentario no hubiere pertenecido a un partido político al momento de fallecer o renunciar, se procederá a realizar una elección complementaria. Empero, si restaren menos de dos años para la siguiente elección parlamentaria en el distrito o circunscripción en que se produjo la vacante, el parlamentario no será reemplazado.”.


B.- Al número 2 del artículo único.


i.- La de los Diputados señoras Goic y Sepúlveda y señores Aguiló, Carmona, Cerda, Chahín, Díaz, Gutiérrez, Ojeda, Saffirio y Vallespín para agregar en el inciso quinto, después de la frase “conforme a las reglas del” , lo siguiente: “ número 1, letra a)”.


C.- Al artículo 51 de la Constitución.


j.- La del Diputado señor Robles para suprimir los incisos cuarto, quinto, sexto y final.


k.- La de los Diputados señores Cerda y Tarud para sustituir los incisos cuarto y quinto por los siguientes:


“Si la vacancia se produjere faltando menos de un año para la próxima elección de Diputados o para elegir Senador por la circunscripción correspondiente, el cargo quedará vacante.


Si la vacancia se produjere faltando un año o más para la próxima elección parlamentaria correspondiente, el Presidente de la República convocará a los ciudadanos del distrito o circunscripción donde se produjo la vacante a elecciones complementarias, las cuales se realizarán al trigésimo día después de la convocatoria. El parlamentario que resultare elegido asumirá su cargo el décimo día después de su proclamación.”.


l.- La de los mismos señores Diputados para reemplazar en el inciso sexto la palabra “nominado” por “elegido”.


6.- Texto o mención de las disposiciones que el proyecto modifica o deroga.


El proyecto modifica únicamente el artículo 51 de la Constitución Política.

-o-


Por las razones señaladas y por las que indicará oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


Artículo único.- Modifícase el artículo 51 en los siguientes términos:


1.- Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“Las vacantes de diputados y senadores se proveerán de acuerdo a las siguientes reglas:


a) Si la vacante se ha producido por condena judicial que le impide al condenado seguir desempeñándose como parlamentario; por haberse configurado una incompatibilidad de las establecidas en el artículo 58; una inhabilidad de las señaladas en el artículo 60 o cualquier otro ilícito constitucional establecido en esta Carta Fundamental, o por haber asumido el diputado o senador un cargo de aquellos a los que hace referencia la norma contenida en el inciso segundo del artículo 59, se procederá a realizar elecciones complementarias. No obstante, si restare menos de dos años para la siguiente elección parlamentaria en el distrito o circunscripción en donde se ha producido la vacante, el parlamentario no será reemplazado.


b) Si la vacante se ha debido a muerte del parlamentario o a su renuncia por enfermedad grave debidamente calificada, el partido político al que pertenecía el diputado o senador al momento de ser electo, deberá presentar una terna ante la Rama del Congreso que corresponda, para que ésta se pronuncie dentro de treinta días, eligiendo al reemplazante en votación secreta y por mayoría simple. Una vez elegido el reemplazante, se comunicará al Tribunal Calificador de Elecciones, para que éste proclame al nuevo diputado o senador.”.


2.- Derógase el inciso cuarto.


3.- Reemplázase el inciso quinto por el siguiente:


“Los parlamentarios elegidos como independientes y aquéllos que hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, serán siempre reemplazados conforme a las reglas del inciso tercero letra a) de este artículo, cualquiera sea la causal que haya dado origen a la vacancia.”.


4.- Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“Ningún diputado o senador podrá participar como candidato en una elección complementaria.”. 

-o-


Sala de la Comisión, a 2 de mayo de 2012.


Continúa como Diputado Informante el señor Alberto Cardemil Herrera.


Acordado en sesiones de fechas 11 y 18 de abril y 2 de mayo del año en curso, con la asistencia de los Diputados señor Cristián Monckeberg Bruner (Presidente), señora Marisol Turres Figueroa y señores Pedro Araya Guerrero, Jorge Burgos Varela, Giovanni Calderón Bassi, Alberto Cardemil Herrera, Guillermo Ceroni Fuentes, Aldo Cornejo González, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda, Felipe Harboe Bascuñán, Ricardo Rincón González y Arturo Squella Ovalle.


En reemplazo del Diputado señor Felipe Harboe Bascuñán asistió a una sesión el Diputado señor Pepe Auth Stewart.


Asistió, asimismo, a una sesión, el Diputado señor Marcelo Schilling Rodríguez.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Abogado Secretario de la Comisión”.

10. Informe de la Comisión de Seguridad Ciudadana y de Drogas recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, permitiendo el establecimiento de medidas de control de acceso en vías locales, por motivos de seguridad ciudadana. (boletín N° 7823-06)

“Honorable Cámara:

La Comisión de Seguridad Ciudadana y de Drogas viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, iniciado en moción de los Diputados señores Monckeberg, don Cristián; Becker, don Germán; Bertolino, don Mario; Browne, don Pedro; Godoy, don Joaquín; Monckeberg, don Nicolás; Pérez, don Leopoldo; Sauerbaum, don Frank, y de las Diputadas señora Rubilar, doña Karla y señorita Sabat, doña Marcela.

Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión recibió la opinión del Jefe de la División de Municipalidades de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, señor Mauricio Cisternas, del abogado constitucionalista, señor Miguel Ángel Fernández, del asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, del asesor del área jurídica de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Malik Mograby, del abogado asesor de la Subsecretaría de Prevención al Delito, señor Carlos Cruz Coke, del General Director de Carabineros de Chile, don Gustavo González Jure; del Comandante de Carabineros de Chile, señor Eduardo Quijada y del Presidente Nacional de Bomberos de Chile, señor Miguel Reyes Núñez.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


1.- IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL DEL PROYECTO.


Establecer medidas de control de acceso a vías locales, por motivos de seguridad ciudadana.


2.- NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


El artículo único del proyecto tiene el carácter de orgánico constitucional, en virtud de lo establecido en el artículo 118 de la Constitución Política.


No hay artículos que requieran aprobarse como normas


3.- NORMAS QUE REQUIERAN TRÁMITE DE HACIENDA:


No tiene normas que requieren ser conocidas por la Comisión de Hacienda.


4.- APROBACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


El proyecto fue aprobado, en general, por seis votos a favor. No hubo votos en contra ni abstenciones.


Votaron a favor los Diputados señores Cristián Letelier, Cristián Monckeberg, Carlos Montes, Matías Walker y las Diputadas señora María Angélica Cristi y señorita Marcela Sabat.


5) DIPUTADO INFORMANTE:


Se designó Diputado informante al señor Cristián Monckeberg Bruner.

II. ANTECEDENTES.

a) Descripción de la Moción y sus fundamentos.

Los autores de la moción recordaron que el 8 de febrero de 2011 se publicó la ley 
N° 20.499, que permite que los vecinos de ciertas calles y pasajes puedan instalar rejas para controlar el acceso a sus viviendas.

Agregaron que, el 20 de enero de ese año, el Tribunal Constitucional, en ejercicio de las atribuciones que le confiere el N° 1 del inciso primero del artículo 93 de la Constitución Política de la República, afirmó la constitucionalidad del proyecto que dio origen a la referida ley considerando que en él se concilian bienes jurídicos de relevancia como el derecho a la libre circulación y el deber del Estado de brindar protección y seguridad a la población, marco en el cual contempla garantías de temporalidad de las medidas y requiere de participación y voluntad de la ciudadanía.

Recordaron que el considerando décimo tercero del fallo referido, considery “ajustado a la Constitución el proyecto sometido a examen, en el entendido de que habilita al cierre y al establecimiento de medidas de control solo respecto de aquellas calles que tengan una única vía de acceso y salida y no respecto de calles que comunican con otras vías.”
No obstante lo anterior, destacaron, el voto de mayoría del Tribunal Constitucional estimó inconstitucionales y, en consecuencia, debieron eliminarse del texto del proyecto de ley sometido a control las expresiones “vía local” y “vías locales”, contenidas en la iniciativa.

Señalaron que las consideraciones que llevaron al tribunal a tomar esa decisión fueron principalmente la amplitud del concepto legal de “vía local”, y cómo ello afectaría el ejercicio del derecho a la libertad de circulación por las mismas, que es parte del conjunto de garantías de la libertad ambulatoria contenida en el numeral 7° del artículo 19 de la Constitución.

Posteriormente, los autores de la moción hicieron una breve referencia a la regulación jurídica de los caminos en Chile, y al concepto de vía local.

Al respecto, señalaron, la legislación chilena distingue entre caminos públicos y caminos privados. El artículo 592 del Código Civil define los caminos privados y señala que: “los puentes y caminos construidos a expensas de personas particulares en tierras que les pertenecen, no son bienes nacionales, aunque los dueños permitan su uso y goce a todos.

Lo mismo se extiende a cualesquiera otras construcciones hechas a expensas de particulares y en sus tierras, aun cuando su uso sea público, por permiso del dueño”.

A su vez, añadieron, los caminos públicos pueden pertenecer al área rural o al área urbana.

En lo que respecta a los caminos públicos en el área rural, el decreto con fuerza de ley 
N° 850, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, los define como “las vías de comunicación terrestres destinadas al libre tránsito, situadas fuera de los límites urbanos de una población y cuyas fajas son bienes nacionales de uso público.

En tanto, en el área urbana, dijeron, la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establece que la red vial pública será definida en los Instrumentos de Planificación Territorial, fijando el trazado de las vías y su ancho. En este mismo cuerpo legal, se establece la clasificación de las vías y sus características, las que podrían resumirse de la siguiente forma:

a) Vía Expresa (Vehicular): Su rol principal es establecer las relaciones intercomunales entre las diferentes áreas urbanas a nivel regional. Ancho mínimo de 50 metros.

b) Vía Troncal (Vehicular): Su rol principal es establecer la conexión entre las diferentes zonas urbanas de una intercomunal. Ancho mínimo de 30 o 20 metros según si es unidireccional o bidireccional.

c) Vía Colectora (Vehicular): Su rol principal es de corredor de distribución entre la residencia y los centros de empleo y de servicios, y de repartición y/o captación hacia o desde la trama vial de nivel inferior. Ancho mínimo de 20 o 15 metros según si es unidireccional o bidireccional.

d) Vía de Servicio (Vehicular): Vía central de centros o subcentros urbanos que tienen como rol permitir la accesibilidad a los servicios y al comercio emplazado en sus márgenes. Ancho mínimo de 15 metros.

e) Vía Local (Vehicular): Su rol es establecer las relaciones entre las vías Troncales, Colectoras y de Servicios y de acceso a la vivienda. Ancho mínimo de 11 metros

f) Pasajes en general (Peatonal): Están destinados a la circulación de peatones y al tránsito eventual de vehículos. Ancho mínimo de 8 o 6 metros, según el largo del pasaje.

g) Pasajes en pendientes elevadas (Peatonal): Son vías de uso público exclusivamente para la circulación peatonal ejecutadas en terrenos de pendiente promedio superior a 20%. Ancho mínimo de 4 metros.

Los Diputados que suscribieron la moción sostuvieron, a continuación, que esta iniciativa busca conciliar la necesidad de brindar resguardo a la ciudadanía, con el respeto a las garantías tuteladas por la Constitución Política de la República. De esta manera, y asimilando las consideraciones que tuvo presente el Tribunal Constitucional para eliminar las vías locales, su propuesta busca dar solución a cada argumento esgrimido por éste, de manera de poder incorporar medidas de control de acceso a dichas vías.

Explicaron que proponen un metraje máximo para evitar excesos y ofrecer garantías al Tribunal Constitucional. En efecto, coinciden con el criterio de dicha Magistratura para objetar la incorporación de la expresión vía local, sin establecer ninguna limitación. Así, según la propuesta del legislador de la ley N° 20.499, se podrían haber cerrado calles de gran longitud, afectando con ello seriamente la circulación de bienes y personas. En este orden de cosas, proponen una longitud máxima de cien metros, patrón al cual responden calles que por lo general son de carácter netamente residencial, y cuyo cierre en nada inciden en el ejercicio de garantías o en un caos vial.

Adicionalmente, indicaron, no se establece un plazo rígido de 5 años, sino que se juega con la transitoriedad de la medida que, por limitar una garantía constitucional de la importancia de la libertad de circulación, debe gozar de dicha característica. Cabe señalar que la medida podría significar una inversión considerable para los vecinos interesados, los que deberán analizar la conveniencia de ella a partir del tiempo autorizado y de sus capacidades económicas. Así, lo transitorio de la medida busca desalentar a quienes no tengan una necesidad imperativa de establecer medidas de control de acceso.

Añadieron que, con el objeto de potenciar la postura de los Ministros que señalaron la suficiencia del procedimiento municipal para autorizar las medidas de control, insistieron en la incorporación de algunas exigencias.

En efecto, dijeron, Carabineros de Chile deberá certificar la necesidad de la medida. No se trata de una autorización basada en una mera manifestación de voluntad, sino más bien de una “necesidad fundada”. Este argumento tiene por objeto asegurar que la medida se aplique solo cuando, para la situación específica de que se trate, el dar prioridad a la seguridad por sobre la libertad de circulación, resulte conveniente y necesario.

Manifestaron que se insiste y profundiza la competencia que se le concede a la dirección o unidad del tránsito de la comuna, en orden a certificar e informar respecto a la conveniencia de las medidas de control para el caso en particular.

Asimismo, expresaron, la Dirección de Obras Municipales certificará el hecho objetivo de la longitud, recurriendo con ello a un organismo técnico para dar cumplimiento estricto a lo dispuesto por la ley.

Hicieron presente, además, que la propuesta considera solo el establecimiento de medidas de control de acceso, evitando la radicalidad y el peligro que significa ante una emergencia el cierre propiamente tal.

Concluyeron señalando que a los argumentos entregados debe agregarse lo dispuesto en los párrafos primero y tercero de la letra q) del artículo 65 de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, lo que a juicio de algunos Ministros del Tribunal Constitucional, ya aseguraba por si solo el respeto a la libertad de circulación.

b) Normativa vigente en la materia.

La ley N° 20.499, agregó un párrafo final a la letra c) del artículo 5° de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en virtud del cual se facultó a las municipalidades para autorizar, por un plazo de cinco años, el cierre o medidas de control de acceso a calles y pasajes, o a conjuntos habitacionales urbanos o rurales con una misma vía de acceso y salida, con el objeto de garantizar la seguridad de los vecinos. Dicha autorización requiere el acuerdo del concejo respectivo. El plazo se entiende prorrogado automáticamente por igual período, salvo resolución fundada en contrario de la municipalidad con acuerdo del concejo.

Asimismo, se incorporó una letra q) al artículo 65 del mismo cuerpo legal para establecer expresamente que el alcalde requerirá el acuerdo del concejo para otorgar la autorización referida, previo informe de las direcciones o unidades de tránsito y de obras municipales y de la unidad de Carabineros y el Cuerpo de Bomberos de la comuna, siempre que la solicitud sea suscrita por, a lo menos, el 90 por ciento de los propietarios de los inmuebles o de sus representantes cuyos accesos se encuentren ubicados al interior de la calle, pasaje o conjunto habitacional urbano o rural que será objeto del cierre. La autorización debe ser fundada, especificar el lugar de instalación de los dispositivos de cierre o control; las restricciones a vehículos, peatones o a ambos, en su caso, y los horarios en que se aplicará. La municipalidad puede revocarla en cualquier momento cuando así lo solicite, a lo menos, el 50 por ciento de los referidos propietarios o sus representantes.

La disposición citada deja claro que esta facultad no podrá ser ejercida en ciudades declaradas patrimonio de la humanidad o respecto de barrios, calles, pasajes o lugares que tengan el carácter de patrimonio arquitectónico o sirvan como acceso a ellos o a otros calificados como monumentos nacionales.

Adicionalmente, se obliga a las municipalidades a dictar una ordenanza que señale el procedimiento y características del cierre o medidas de control de que se trate. Dicha ordenanza, además, debe contener medidas para garantizar la circulación de los residentes, de las personas autorizadas por ellos mismos y de los vehículos de emergencia, de utilidad pública y de beneficio comunitario. Asimismo, la ordenanza debe establecer las condiciones para conceder la señalada autorización de manera compatible con el desarrollo de la actividad económica del sector.

Finalmente, se deja establecido que esta facultad otorgada a las municipalidades solo podrá ser ejercida una vez que se haya dictado la ordenanza mencionada.

La ley N° 20.499 contiene, por último, una norma transitoria, en virtud de la cual los permisos, autorizaciones o cualquier situación de hecho que conlleven el cierre o medidas de control de acceso de calles, pasajes, vías locales y conjuntos habitacionales urbanos o rurales al 30 de julio del año 2010, deben adecuarse a las normas de esa ley en el plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la misma. Dicho plazo comenzó a regir el 8 de febrero de 2011, por lo que a la fecha de este informe se encuentra vencido.

Se hace presente que esta Comisión aprobó, con fecha 18 de abril del año en curso, un proyecto de ley que tiene como objetivo prorrogar, hasta el 31 de marzo de 2013, el plazo para regularizar las situaciones referidas en el citado artículo transitorio. Boletín 8195-25.

Por último, debemos recordar que el proyecto que dio origen a la ley Nº 20.499 consideraba la posibilidad de cerrar las vías locales, sin embargo, el Tribunal Constitucional estimó que dichas disposiciones eran inconstitucionales y debieron eliminarse de su texto.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.

La iniciativa legal en informe, consta de un artículo único y dos numerales, en virtud de los cuales se pretende modificar la ley N° 18.965, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

El primero de los numerales agrega un párrafo segundo a la letra q) del artículo 65, en virtud del cual se dispone que, tratándose de vías locales cuya longitud no exceda los cien metros, podrá concederse autorización para el establecimiento de medidas de control de acceso por un plazo de hasta cinco años, teniendo a la vista informes de Carabineros y de la dirección o unidad de tránsito de la comuna, los que certificaran la necesidad de dicha medida en atención a la seguridad de los vecinos, y su conveniencia de acuerdo al impacto vial. Se añade que corresponderá a la dirección de obras municipales respectiva certificar que una vía local no excede la longitud autorizada.

Por su parte, el numeral 2 introduce modificaciones formales a la letra q) del artículo 65, con el objeto de adecuar dicha norma al contenido del numeral 1, descrito precedentemente.

IV. DISCUSIÓN GENERAL DEL PROYECTO.

Al comenzar el estudio en general del proyecto, el Diputado señor Monckeberg, don Cristián, explicó que el cierre de calles y pasajes solamente podía hacerse respecto de aquellos que tuvieran salida en un solo sentido. Es decir, que fueran calles o pasajes ciegos.

Esto generó problemas, explicó, por cuanto hoy día existen un número importante de calles y pasajes que tienen salida en ambos sentidos y se encuentran cerradas.

Explicó, que el proyecto de ley que establece medidas de control de acceso en vías locales, por motivos de seguridad ciudadana, contempla una suerte de fórmula que permitiría adecuar, de alguna manera, el fallo del Tribunal Constitucional que declaró inconstitucional la expresión “vías locales”. Esto se lograría, explicó, afectando vías locales cuya longitud no exceda los 100 metros y donde solo se puedan colocar medidas de control, no cierres, tales como barreras o caballetes y en un plazo establecido de 5 años.

Insistió que esto es necesario abordarlo porque existe un importante número de calles y pasajes que están cerrados ilegalmente y que ningún municipio ni Alcalde va hacer nada al respecto. Lo más grave es, subrayó, que los vecinos sí pueden reclamar ante los Juzgados de Policía Local para que los municipios terminen sacando dichos cierres, pero en los hechos ningún Alcalde ni municipio quiere hacerlo.

Luego de conocer la fundamentación del Diputado señor Cristián Monckeberg, la Comisión acordó recibir la opinión de diversos invitados, cuyo testimonio se sintetiza a continuación.

1) El señor Mauricio Cisternas, Jefe de la División de Municipalidades de la Subsecretaría de Desarrollo Regional.

Sostuvo que en Chile, históricamente, la cuadra mide 129 metros. En consecuencia, podría ocurrir que no sea factible adoptar medidas de control en una calle que supere esa longitud.

En este sentido, propuso a la Comisión que la norma que se pretende modificar haga alusión a la medida de “una cuadra”, que es” lo que correspondería para no entrar en el detalle de su metraje o medida.

Con respecto a lo que falló el Tribunal Constitucional en esta materia, estimó razonable, como ocurre en el proyecto, contemplar medidas de control de acceso, en vez de un cierre, especialmente respecto del acceso vehicular, que es el que puede generar mayores conflictos.

Añadió que en estas calles podrían, eventualmente, colocarse cadenas o barreras, permitiendo el acceso de las personas, pero no el de vehículos.

2) El señor Miguel Ángel Fernández González, abogado constitucionalista y docente.

El señor Fernández se excusó por no poder asistir a la Comisión. Sin embargo, entregó su testimonio por escrito referido a la constitucionalidad del proyecto de ley y si éste lograba superar las objeciones que, en su momento, había realizado el Tribunal Constitucional.

Comenzó su exposición señalando que ha estimado oportuno resumir, primero, la fundamentación y contenido de la modificación propuesta; y, en seguida, recordar, conforme consta en la moción referida, la sentencia pronunciada por el Tribunal Constitucional el 20 de enero de 2011, Rol N° 1.869, para, sobre esa base, revisar la propuesta parlamentaria.

Destacó que la iniciativa en estudio comienza rememorando la ley N° 20.499, en virtud de la cual, se permite que los vecinos, de ciertas calles y pasajes, puedan instalar rejas para controlar el acceso a sus viviendas, a raíz que, respecto del proyecto respectivo, se dictó, por el Tribunal Constitucional, la sentencia Rol N° 1.869.

Al tenor de dicho pronunciamiento, expone la moción, se declaró inconstitucional extender aquella facultad de instalar rejas a las denominadas vías locales, puesto que, por la amplitud de ese concepto, se afectaría el ejercicio del derecho a la libertad de circulación por aquella especie de vías.

En esta perspectiva, recordó que los autores del proyecto sostienen que esta iniciativa persigue conciliar la necesidad de brindar resguardo a la ciudadanía con el respeto a los derechos asegurados en nuestra Constitución, para incorporar, en definitiva, medidas de control de acceso a las vías locales que sean respetuosas de la Carta Fundamental.

Para lograrlo, se propone agregar, al artículo 65 letra q) de la ley N° 18.695, una disposición en virtud de la cual se señala que “tratándose de vías locales cuya longitud no exceda los cien metros, podrá concederse autorización para el establecimiento de medidas de control de acceso por un plazo de hasta cinco años, teniendo a la vista informes de Carabineros y de la dirección o unidad del tránsito de la comuna, los que certificarán la necesidad de dicha medida en atención a la seguridad de los vecinos, y su conveniencia de acuerdo al impacto vial respectivamente.

Corresponderá a la dirección de obras municipales respectiva certificar que una vía local no excede la longitud autorizada”.

A continuación, el profesor Fernández analizó la sentencia Rol N° 1.869 del Tribunal Constitucional, de fecha 20 de enero de 2011, donde emitió un pronunciamiento al revisar el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, iniciado en mociones refundidas, que regulaba el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana.

El Tribunal, como ya se ha anticipado, examinó el concepto de vía local, contenido en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, concluyendo que, por su amplitud y finalidades” (...) el cierre y las medidas de control de acceso a ellas afectan el ejercicio del derecho a la libertad de circulación por las mismas, que es parte del conjunto de garantías de la libertad ambulatoria contenidas en el numeral 7° del artículo 19 de la Constitución Política de la República (...)1
Por ello, añadió, la mayoría del Tribunal estimó que “( ... ) es contrario a la Constitución establecer el cierre o medidas de control de acceso a vías locales, por lo que se declararán inconstitucionales, debiendo eliminarse del proyecto de ley en examen, las expresiones “y vías locales”, contenida en el inciso primero del número 1 del artículo único proyecto de ley, y “, vía local”, contenida en la letra q) que introduce el número 2 de su artículo único”.2
Adicionalmente, la Alta Magistratura consideró que “(...) en cuanto a las calles, esta Magistratura considera ajustado a la Constitución el proyecto sometido a examen, en el entendido de que habilita al cierre y al establecimiento de medidas de control solo respecto de aquellas calles que tengan una única vía de acceso y salida y no respecto de calles que comunican con otras vías ( ... )”3, sobre todo, habida consideración de lo preceptuado en el inciso final del artículo 1 ° de la Carta Fundamental.

Posteriormente, el señor Miguel Ángel Fernández analizó la constitucionalidad de la moción, indicando que, a la luz de las consideraciones expuestas, en resumen, la moción que se le ha pedido examinar intenta incluir, entre las vías en cuyo acceso pueden establecerse medidas de control para cautelar la seguridad ciudadana, viviendas, a las denominadas vías locales, agregándose a las calles y pasajes, respecto de las que actualmente se permite el cierre en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, de acuerdo a la Ley N° 20.499, salvando las objeciones planteadas.

1. Sentido y alcance

Destacó que la moción, a diferencia de lo que establecía el proyecto de ley objetado por el Tribunal Constitucional en 2011, no autoriza para instalar medidas de control en el acceso a las vías locales, sin condiciones, límites ni consideración alguna.

Antes y al contrario, la iniciativa en actual tramitación dispone que:

Primero, la facultad solo se aplicará respecto de las vías locales cuya longitud no exceda los cien metros, lo cual será certificado por la Dirección de Obras Municipales;

Segundo, las medidas de control de acceso solo pueden establecerse por un plazo de hasta cinco años;

Tercero, para el establecimiento de aquellas medidas es indispensable tener a la vista informes de Carabineros y de la dirección o unidad del tránsito de la comuna; y

Cuarto, esos informes deben certificar, por una parte, la necesidad de dicha medida en atención a la seguridad de los vecinos y, de otra, su conveniencia de acuerdo al impacto vial que puedan ocasionar.

Desde esta perspectiva y comparando la normativa propuesta con la amplitud y finalidades que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones atribuye a las vías locales, es posible constatar que la normativa hoy en trámite es, desde luego, consistente con el objetivo y características que tienen esas vías, pues resulta respetuoso de uno y otras.

En efecto y acudiendo al artículo 2.3.2. de la Ordenanza, al tenor del cual se describen las distintas vías urbanas conforme a su función principal, condiciones fundamentales y estándares de diseño, el rol de las vías locales “es establecer las relaciones entre las vías Troncales, Colectoras y de Servicios y de acceso a la vivienda”.

Esas vías, dijo, se caracterizan porque su calzada atiende desplazamientos a cortas distancias; tienen capacidad media o baja de desplazamientos de flujos vehiculares, permitiéndose solo excepcionalmente que circule locomoción colectiva; con cruces a cualquier nivel, manteniéndose la preferencia de esta vía solo respecto a los pasajes; sin límite para fijar el distanciamiento entre sus cruces con otras vías; con alto grado de accesibilidad con su entorno; permitiéndose el estacionamiento de vehículos en su calzada; sin que la distancia, entre líneas oficiales, sea inferior a 11 metros; el ancho mínimo de su calzada no debe ser inferior a 7 metros; cuando cuente con acceso desde un solo extremo, la mayor distancia entre el acceso de un predio y la vía vehicular continua más cercana será de 100 metros, debiendo contemplar en su extremo opuesto un área pavimentada que permita el giro de vehículos livianos; debe contar con aceras a ambos costados, cada una de ellas de 2 metros de ancho mínimo; y sin ciclovías.

En este contexto, entonces, el proyecto de ley que permite establecer condiciones de acceso, pero solo respecto de las vías locales que tengan menos de 100 metros, exige que se verifique la necesidad de esas condiciones no solo por razones de seguridad, sino que también cuando no sea conveniente para el impacto vial en la vía, restringiéndola en su duración a no más de cinco años.

2. Regulación constitucional de la potestad legislativa.

Explicó que, de acuerdo al artículo 19, N° 7°, letra a) de la Constitución, que es el precepto más relevante que debe revisarse en relación con la moción que se le ha pedido analizar, “toda persona tiene derecho de residir y permanecer en cualquier lugar de la República, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de su territorio, a condición de que se guarden las normas establecidas en la ley y salvo siempre el perjuicio de terceros”.

Añadió que se asegura allí, en consecuencia, la libertad de locomoción, circulación o ambulatoria, consistente en residir y permanecer en cualquier lugar de la República, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de su territorio, pero ese derecho fundamental no es absoluto, ya que admite limitaciones, siempre que éstas sean establecidas en la ley y salvo siempre el perjuicio de terceros.

Naturalmente, expresó, el legislador debe obrar siempre -más aún, cuando impone limitaciones al ejercicio de los derechos fundamentales- adoptando una regulación completa, suficientemente densa e intensa en su contenido, contornos y alcances.

En esta línea de pensamiento, acotó, el Tribunal Constitucional ha sostenido que la definición de lo que corresponde regular a la ley está contenida en la Carta Fundamental en dos niveles: Por una parte y con cualidad general, o sea, aplicable a todos los asuntos que son materia de ley, en su artículo 63, en relación con lo señalado en su artículo 32 N° 6; y, de otra, en el segundo nivel, pueden existir casos específicos, siempre previstos por la Constitución, en que aquella regla general sea precisada a través de disposiciones específicas, las cuales pueden establecer matices, excepciones, reglas que contemplen mayor o menor rigidez que la contenida en general o cualesquiera otras fórmulas que deberá considerar el legislador y el ejecutor al normar, como ocurre, por ejemplo, en relación al derecho de propiedad donde” (...) el Poder Constituyente exige el desempeño de la función legislativa con un grado mayor de rigurosidad en la amplitud de la temática regulada, minuciosidad de la normativa que dicta, profundidad o grado de elaboración en los textos preceptivos que aprueba, pronunciamientos sobre conceptos, requisitos, procedimientos y control de las regulaciones acordadas y otras cualidades que obligan a reconocer que, el ámbito de la potestad reglamentaria de ejecución, se halla más restringido o subordinado''4.

Por eso, prosigue la Magistratura Constitucional, “( ... ) abocado al cumplimiento cabal de la exigencia constitucional explicada, el legislador debe conciliar la generalidad, abstracción e igualdad de la ley, así como sus características de normativa básica y permanente, por un lado, con la incorporación a su texto de los principios y preceptos, sean científicos, técnicos o de otra naturaleza, que permitan, sobre todo a los órganos de control de supremacía, concluir que el mandato constitucional ha sido plena y no solo parcialmente cumplido. No puede la ley, por ende, reputarse tal en su forma y sustancia si el legislador ha creído haber realizado su función con meros enunciados globales, plasmados en cláusulas abiertas, o a través de fórmulas que se remiten, en blanco, a la potestad reglamentaria, sea aduciendo o no que se trata de asuntos mutables, complejos o circunstanciales. Obrar así implica, en realidad, ampliar el margen limitado que cabe reconocer a la discrecionalidad administrativa, con detrimento ostensible de la seguridad jurídica”5.

Llevado lo expuesto al caso que le ocupa, indicó, debe concluirse que, si se trata de imponer límites al ejercicio de la libertad de desplazamiento, por ejemplo, estableciendo condiciones de acceso a las vías locales, no basta que el legislador autorice a que así se proceda, sino que debe ser cuidadoso y riguroso en la regulación de aquella facultad, como -a su juicio- lo hace la moción que está examinando.

Efectivamente, sostuvo, el proyecto de ley no reduce su contenido a autorizar la imposición de condiciones de acceso, sino que establece, con densidad e intensidad suficientes, que las condiciones de control de acceso pueden imponerse solo respecto de las vías locales cuya longitud no exceda los cien metros, lo cual será certificado por la Dirección de Obras Municipales, sin que, en caso alguno, pueda prohibirse total y absolutamente el ingreso y circulación por esas vías; en segundo lugar, las medidas solo podrán adoptarse por un plazo de hasta cinco años; siendo indispensable, en tercer lugar, que se tengan a la vista informes de Carabineros y de la dirección o unidad del tránsito de la comuna, certificando tanto la necesidad de la medida de control en atención a la seguridad de los vecinos en cuanto su conveniencia de acuerdo al impacto vial.

3. Voto de minoría.

Enfatizó que no estaría completa su opinión si dejara de recordar que en la sentencia Rol N° 1.869 ya referida, se insertó el voto de minoría de los Ministros Raúl Bertelsen Repetto y Carlos Carmona Santander, quienes estuvieron por declarar que la incorporación de las vías locales, en el proyecto que se transformaría en la ley N° 20.499, era íntegramente constitucional.

Ello, porque esos Ministros estimaron que la medida de autorizar el cierre o establecer medidas de control, por razones de seguridad de los vecinos, se encuadraba perfectamente en normas de rango constitucional relativas a la seguridad pública, desde lo preceptuado en el artículo 1 ° de la Constitución, en relación con su artículo 3°, hasta por la naturaleza de bien jurídico cautelado por la Carta Fundamental que tiene la seguridad pública, conforme a sus artículos 24, 101 y 118 inciso 4°.

En fin, agregó, desde el ángulo de la libertad de locomoción, los Ministros del voto de minoría estimaban que el proyecto cumplía con lo preceptuado en el artículo 19, N° 7, letra a), ya que se trata de una ley que establece una manera de usar bienes nacionales de uso público, reconociéndose que la regla general es que se pueda transitar libremente por calles, pasajes y vías locales, salvo que se establezca una restricción vía autorización municipal, dada de acuerdo a un procedimiento definido por la ley y de acuerdo a las condiciones que esta misma establece, para cerrar o establecer medidas de control, por razones de seguridad ciudadana de los vecinos.

El profesor Fernández concluyó su opinión señalando que la moción que propone incluir a las vías locales entre las calles respecto de las cuales se pueden establecer condiciones especiales de acceso se ajusta a la Carta Fundamental, por cuanto con esa medida se persigue la consecución de un fin constitucionalmente lícito como es cautelar la seguridad ciudadana, que se encuentra garantizado por la Carta Fundamental en sus artículos 1 °, 3°, 24, 101 y 118.

Más concretamente, expresó, es respetuoso de la libertad personal, asegurada en el artículo 19, N° 7, de la Constitución, pues allí se reconoce la libertad de locomoción, pero admitiéndose que la ley establezca limitaciones a su ejercicio, las cuales deben cumplir con el estándar que la Carta Fundamental ha definido -conforme a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional- para que el legislador imponga esos límites, en cuanto debe obrar con intensidad y densidad suficientes.

Pues bien, sentenció, y a diferencia de lo que sucedía con el proyecto de ley que el Tribunal Constitucional declaró contrario a la Carta Fundamental en el Rol N° 1.869, la moción que ahora informa cumple con aquellas exigencias, ya que solo autoriza que se impongan condiciones de acceso a las vías locales cuya longitud no exceda los cien metros, lo cual será certificado por la Dirección de Obras Municipales, por no más de cinco años y siempre que sea considerado necesario imponer esas limitaciones según lo informe Carabineros y la dirección o unidad del tránsito de la Municipalidad respectiva, quienes deben certificar la necesidad de la medida, en atención a la seguridad de los vecinos y su conveniencia de acuerdo al impacto vial que las medidas de control puedan causar.

3) El asesor del área jurídica de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Malik Mograby.

Al comenzar su exposición señaló que la moción establece una medida de control que contiene tres funciones que son propias de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. La primera, dijo, es que la autoridad local tiene la facultad para administrar los bienes nacionales de uso público. En segundo lugar, corresponde a los municipios apoyar las políticas de prevención en seguridad a nivel local, y en tercer lugar, satisfacer las necesidades de la comunidad.

Expresó que se trata de un proyecto interesante y que va en la línea de prevención a nivel local que es un tema que interesa a la Asociación de Municipalidades.

Recordó que existe un dictamen del año 1998, de la Contraloría General de la República, que dice relación con las alarmas en los domicilios y que señala que las Municipalidades pueden implementar el proyecto denominado “Alarma en los Hogares”, con recursos del Fondo de Desarrollo Regional. Esto demuestra que los municipios pueden desarrollar programas de seguridad ciudadana y también contar con instrumentos legales para adoptar este tipo de medidas, destacó.

Añadió que le parecen razonables las medidas de control que propone el proyecto porque refuerza las funciones que en esta materia tienen los municipios.

Le parece importante, enfatizó, que esta iniciativa proponga medidas de control, tales como cámaras de vigilancia o la contratación de guardias, y no el cierre de calles. Con ello, dijo, se evitarán los cuestionamientos realizados en su momento por el Tribunal Constitucional y se le podrán otorgar a la comunidad otros medios de prevención.

Al analizar el texto del proyecto de ley, expresó que le preocupa que se establezca el límite de cien metros para las vías locales porque muchas de ellas superan esta longitud, razón por la cual consideró necesario fijar una medida más flexible.

En cuanto a los informes, estimó que no resultaba muy preciso el trámite a realizar para la concesión de esta medida. Recordó que la participación de Carabineros y de la unidad de tránsito de la comuna ya está contemplada en esa misma letra.

Tampoco está claro, sostuvo, el porcentaje de los ciudadanos requeridos para solicitar permiso y si se es necesario el acuerdo del concejo municipal.

Ante la pregunta del Diputado señor Letelier sobre el plazo de 5 años que figura en la iniciativa legal, indicó que dicho plazo debiera ser renovable en forma automática, salvo que la comunidad, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 65 inciso primero, revoque la decisión con el quórum del 50%.

4) El abogado asesor de la Subsecretaría de Prevención al Delito, señor Carlos Cruz Coke.

Expresó que, si bien las políticas más modernas de seguridad pública no recogen la idea de cerrar pasajes y calles, sino que, por el contrario, la tendencia es a abrirlas, igualmente considera positiva la idea de legislar sobre esta materia.

Aclaró que la adopción de medidas de control de acceso a calles y pasajes es un elemento disuasivo que favorece la prevención del delito, y, en ese sentido, esta ley está bien encaminada.

Sin embargo, agregó, no está clara la intervención de Carabineros de Chile, por cuanto su misión es el orden público y no necesariamente la de emitir informes respecto de si un pasaje es o no fundadamente apto para el cierre.

La pregunta es, sobre qué base informará Carabineros, ¿sobre lo que dicen los vecinos? ¿lo que dicen las estadísticas de delincuencia? Agregó que este tema no está claro, ni tampoco resuelto en la ley.

Estimó necesario el quórum del 90% de los propietarios para solicitar el cierre, como también, el que deba intervenir la Dirección de Tránsito de la Municipalidad.

Sin embargo, sostuvo, queda en ascuas el tema de los transeúntes que son los más expuestos a las medidas de seguridad pública y, en ese sentido, el proyecto no se hace cargo de este aspecto, sino que más bien, está orientado al tránsito vehicular.

Le pareció positivo que el proyecto de ley se refiera a “medidas de acceso” y no se limite solo al tema rejas, pues éstas son complejas por cuanto se requiere que todos los vecinos tengan llaves y éstos la dejen constantemente cerrada, además, del deterioro de las mismas, lo que conlleva a que éstas estén abiertas a partir del segundo año de instaladas no cumpliendo, de este modo, el fin para el cual fueron colocadas.

Al ser consultado por el Diputado señor Letelier sobre el plazo de 5 años que figura en la iniciativa legal, expresó que dicho plazo es muy bueno, por cuanto el plazo de 10 años es demasiado en consideración a que los delitos son estacionales y tampoco se enfocan necesariamente en un lugar. Es más, agregó, los delitos se mudan de lugar si se aplican las medidas de seguridad pública adecuadas, por tanto, el término de 5 años no prorrogables es lo correcto.

5) El General Director de Carabineros, señor Gustavo González Jure.

Manifestó ciertas aprehensiones sobre la iniciativa en estudio.

Recordó que la ley N° 20.499 entró en vigencia en febrero del año pasado. Dicha norma agregó un párrafo final a la letra c) del artículo 5 de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, por la cual se permitió que las Municipalidades puedan autorizar, por un lapso de 5 años, el cierre o medidas de control de acceso a calles y pasajes o a conjuntos habitacionales urbanos o rurales con una misma vía de acceso y salida con el objeto de garantizar la seguridad de los vecinos.

Agregó que se establece como limitación el hecho de que no es posible autorizar la instalación de rejas o cierres en calles o ciudades declaradas Patrimonio de la Humanidad, o respecto de barrios, calles, pasajes o lugares que tengan el carácter de patrimonio arquitectónico o sirvan como acceso a ellos o a otros calificados como monumentos nacionales.

La solicitud, agregó, la deben hacer el 90% de los propietarios y la autorización es del Alcalde con acuerdo del Consejo Municipal.

Destacó que la citada ley tiene la particularidad de requerir el informe previo de la Unidad de Tránsito, de la Dirección de Obras Municipales, de la Unidad de Carabineros, que ellos entienden referida a una Comisaría o una Prefectura, aún cuando eso no está claro en la ley.

La autorización debe ser fundada, especificando el lugar de instalación de la reja, portón o dispositivo de cierre o control; las restricciones que habrá para vehículos, peatones o ambos y los horarios en que se aplicará.

También se establece la necesidad de dictar una ordenanza municipal que señale el procedimiento y características del cierre o medidas de control de que se trate. Dicha ordenanza, además, deberá contener las medidas para garantizar la circulación de los residentes, de las personas autorizadas por ellos mismos y de los vehículos de emergencia, de utilidad pública y de beneficio comunitario.

Añadió que el tiempo de validez de la autorización es de 5 años prorrogables automáticamente y el retiro de cierres debe contar, al menos, con la petición del 50% de los propietarios.

Recordó que el Tribunal Constitucional declaró inconstitucional las expresiones vía o vías locales, en atención a la amplitud del concepto.

Dijo que han analizado el concepto de vías locales, pero en realidad, no tiene mayor incidencia respecto a esta materia.

Señaló que la modificación propuesta por la moción parlamentaria tiene por objeto incorporar limitaciones al concepto de vía local y para ello establece, continuó, un metraje máximo de 100 metros, con lo cual se evitará el eventual cierre de calles de gran longitud afectando la circulación de personas y vehículos.

En este escenario, acotó, le corresponde a Carabineros certificar la necesidad de la medida de control de acceso en atención a criterios de seguridad de los vecinos.

El informe requerido, aclaró, deberá fundarse en los índices de delincuencia del lugar, tasas de accidentabilidad y vías de evacuación, entre otros antecedentes a tomar en cuenta.

Agregó que Carabineros debiera poseer un formato, con variables de tiempo, cantidad de hechos y tipo, con el objeto de tener una especie de patrón fijo para todas las unidades de Carabineros que tengan que participar.

Complementó su opinión señalando que este informe debería ser emitido por la Prefectura de Carabineros respectiva para que no haya dudas si corresponde realizarlo a la Comisaría o a la Prefectura, de manera de aclarar el concepto de “unidad de Carabineros” utilizado por la ley vigente.
Argumentó que la Prefectura es el estamento que cuenta con mayores medios para la confección de este tipo de informes, sin perjuicio que ellos pueden, internamente, solicitar la información necesaria a las respectivas Comisarías.

Explicó que la “necesidad fundada” deI esta medida estáHVWD PHGL( dada por dar prioridad a la seguridad por sobre la libre circulación y ello le provoca ciertas aprehensiones.

Razonó que se debiera poder agregar al informe de Carabineros otro tipo de consideraciones, tales como, la cercanía de la vía local a un centro comercial de gran afluencia de público o si ésta acorta el trayecto para acceder a él.

Finalmente, señaló que como institución no ven inconveniente en la aprobación de este proyecto de ley, en el entendido de que el cierre de vías locales se hará siempre por razones de seguridad y en base a necesidades fundadas.

Consultado por el Diputado señor Letelier acerca de la vinculación que tiene esta materia con el plan cuadrante en cada barrio, señaló que hay una relación con el Plan cuadrante de la respectiva Comisaría en el tema relacionado con la delincuencia y las tasas de accidentabilidad, lo que tiene que ver mucho con trabajo que realiza Carabineros en el cuadrante respectivo. No obstante, la certificación propiamente tal, la efectuará la unidad de Carabineros o la Prefectura, de acuerdo a información que le proporcione el personal que esté adscrito al plan cuadrante, que no son las tasas de delincuencia ya que ellas está contenidas en el sistema Aupol, sino que son los otros factores que pueden incidir en la percepción que tenga el personal de Carabineros respecto de la cantidad de personas o vehículos que circulan por el lugar.

Ante la pregunta de la Diputada señora Cristi sobre la accesibilidad de los vehículos de emergencia a las vías locales cerradas y al desempeño de Carabineros para poder efectuar notificaciones en calles y pasajes cerrados, recordó que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones dispone que se le debe informar al municipio las características del cierre o medida de control de acceso, las que, en todo caso, deben permitir y garantizar el libre acceso de vehículos de emergencia y de peatones.

Sin duda, añadió, hay lugares en que las medidas de control dificultan el acceso, incluso para realizar las notificaciones judiciales, pero Carabineros se las ingenia y acceden igual.

Adicionalmente, la Diputada señora Cristi hizo presente al invitado que podría ser complicado que la expresión “unidades de Carabineros” quede referida solo a las Prefecturas por la dificultad que puede significar el obtener la información de los lugares más distantes de la misma. Se preguntó cómo se haría en esos casos para obtener la información que requiere Carabineros para emitir su informe sobre la procedencia o no de un determinado cierre de calle o pasaje.

El Diputado señor Montes manifestó su coincidencia con la Diputada señora Cristi, en el sentido de que sería bueno que la “unidad de Carabineros” que menciona la ley sea la unidad local más cercana, al margen de que fuere una Comisaría, Tenencia, etc., obviamente, con el apoyo que la Prefectura le brinde.

Agregó que el hecho de que la norma esté redactada ambiguamente, permite que Carabineros pueda actuar de una u otra manera, dependiendo de las capacidades que haya, razón por la cual tiende a pensar que lo más apropiado es que sea la unidad local territorial de Carabineros, dentro de cuya jurisdicción se encuentre el plan cuadrante, la que entregue el informe respectivo.

Por último, consultó si existe una definición de vía local.

El Comandante de Carabineros, señor Eduardo Quijada, que acompañó al General Director, explicó que el concepto de “vías locales” está en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, la cual tiene varias características.

En términos generales, dijo, el concepto de vía está asociado al flujo vehicular. Por el contrario, el concepto de pasaje está asociado al desplazamiento de peatones. Dentro de las vías vehiculares, la vía local es la más básica. Puede ser de uno o dos sentidos y su ancho mínimo es 11 metros.

Al referirse a sus aspectos técnicos precisó que ellas tienen por objeto, establecer relaciones con las vías troncales, colectoras o de servicios; atender servicios a corta distancia y su velocidad es de 20 a 30 kilómetros por hora, como máximo.

Posteriormente, el Diputado señor Monckeberg, don Cristián, recordó que esta moción tiene por objeto legislar sobre las medidas de control que se pueden colocar a las calles o pasajes. No se está legislando para que se pueda cerrar con rejas y candados sino que se trata solo de medidas de control por cuanto el Tribunal Constitucional prohibió el cierre de las vías locales cuando tienen salida para ambos lados.

La idea, enfatizó, es colocar caballetes, guardias de seguridad, brazos hidráulicos de acceso, etc.

Señaló que las Municipalidades tendrán que dictar una ordenanza donde esto se regule, se establezcan horarios, libertad de acceso para aquellos que quieran entrar o salir del pasaje, acceso de vehículos de emergencia, etc. Por ello, es importante que Carabineros informe sobre la necesidad de estas medidas de control de acceso respecto a la seguridad privada de los propietarios de la calle o pasaje.

El General Director de Carabineros, señor Gustavo González Jure, destacó la importancia de que estas medidas de control de acceso, sean efectivamente eso, es decir, medidas que controlen el acceso, pero no que lo impidan, como ocurre actualmente en ciertos pasajes ciegos que tienen rejas con llave y no todos pueden circular, incluidos los vehículos de emergencia.

Se tiene que garantizar necesariamente el acceso de las personas, subrayó.

6) El señor Miguel Reyes Núñez, Presidente Nacional de Bomberos de Chile.

El invitado expresó su opinión negativa en torno a este proyecto de ley, por los siguientes motivos:

1.- Desde el punto de vista de Bomberos, señaló, el control de acceso a vías locales no debiera, en caso alguno, comprender la instalación de rejas u otros elementos que impidan o dificulten el libre acceso de los Bomberos y sus carros bomba en caso de presentarse emergencias por incendio, rescate o de cualquier otra naturaleza, sea que las mismas se presenten al interior de la vía local o en sus cercanías, pues la instalación de estas medidas especialmente de orden físico podría generar un aumento importante en los tiempos de respuesta.

2.- Destacó que al existir elementos de control de acceso en calles locales se podría impedir o dificultar el libre paso de los carros bomba por esos lugares, ya sea como vías alternativas a las vías principales o bien como vías de acceso directo a lugares amagados.

3.- Asimismo, a su juicio, debería verificarse la existencia de grifos al interior de las calles locales cuyo cierre o control se pretende, pues ellos no son de uso exclusivo de los vecinos de esa área o calle, sino que están al servicio de toda la comunidad y por ende su acceso debe ser siempre rápido y expedito para utilizarlos con los carros bomba. Al estar estas zonas cerradas podría ocurrir que el uso de los mismos se viera dificultado o demorado por los controles.

4.- Por último, señaló, pese a reconocer las necesidades de la comunidad de brindarse algunos elementos de resguardo o protección frente a acciones de la delincuencia, la seguridad no puede reducirse o limitarse solo a aspectos referidos a la denominada “seguridad ciudadana” si no que, por el contrario, esta debe ser abordada y compatibilizada con una mirada más comprensiva, que incluya dentro de ellas a las medidas de seguridad y resguardos frente a otras situaciones de emergencia como ocurre con los incendios, escapes de gas, rescates, etc.

Puesto en votación general el proyecto fue aprobado por seis votos a favor. No hubo votos en contra ni abstenciones.

Votaron a favor los Diputados señores Cristián Letelier, Cristián Monckeberg, Carlos Montes, Matías Walker y las Diputadas señora María Angélica Cristi y señorita Marcela Sabat

V. DISCUSIÓN PARTICULAR.

El proyecto de ley en análisis consta de un artículo único, cuyo tenor es el siguiente:

Artículo único: Modificase la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, de la siguiente manera:

1)
Agrégase el siguiente párrafo segundo a la letra q) del artículo 65.

“Tratándose de vías locales cuya longitud no exceda los cien metros, podrá concederse autorización para el establecimiento de medidas de control de acceso por un plazo de hasta cinco años, teniendo a la vista informes de Carabineros y de la dirección o unidad de tránsito de la comuna, los que certificaran la necesidad de dicha medida en atención a la seguridad de los vecinos, y su conveniencia de acuerdo al impacto vial respectivamente. Corresponderá a la dirección de obras municipales respectiva certificar que una vía local no excede la longitud autorizada.”
2) lntrodúcense las siguientes modificaciones a la letra q) del artículo 65:

a) Remplázase en el párrafo segundo, que pasa a ser tercero, la expresión “el párrafo anterior”, por “los párrafos anteriores”.

b) Remplázase en el párrafo final, la expresión “refiere el párrafo anterior”, por “refieren los párrafos primero y segundo”.

-o-

a) Análisis del número 1 del artículo único del proyecto.

Al iniciarse su análisis en particular, se presentaron las siguientes indicaciones:

1) De los Diputados señores Monckeberg don Cristián, Campos, Montes y de la Diputada señorita Sabat para reemplazar la expresiyn “los cien metros” por “una cuadra”.

2) De los Diputados señores Monckeberg don Cristián y Montes, cuyo tenor es el siguiente:

a.- Intercálese entre las expresiones “cinco años,” y “teniendo a la vista”, la frase “siempre que se de cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo anterior, y se tengan a la vista”.

b.- Agréguese a continuación del punto final (.), la frase “se entienden como medidas de control de acceso, todo mecanismo que restrinja parcialmente el tránsito de vehículos tales como caballetes, barandas, barreras u otros que no signifiquen el cierre, o impidan la libre circulación de peatones.”.

Adicionalmente, el Diputado señor Eluchans, propuso eliminar el término “respectivamente” contenido en el numeral 1) del artículo único del texto propuesto en la moción, por cuanto es redundante con el término “respectiva” que se señala después del punto seguido.

El Diputado señor Letelier, también estuvo de acuerdo en su eliminación.

El señor Galli, asesor legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, estimó que la palabra “respectivamente” tenía sentido por cuanto apuntaba a destacar que el informe sobre la necesidad de la medida, en atención a la seguridad de los vecinos, debía emanar de Carabineros de Chile y, en tanto, el referido a su conveniencia de acuerdo al impacto vial que podía producir la medida debía realizarse por la Dirección o Unidad de Tránsito de la comuna. No obstante, por su obviedad no habría problemas en eliminarla.

Sometido a votación el numeral 1) del artículo único de la moción parlamentaria, con las dos indicaciones mencionadas, resultó aprobado, con algunas correcciones formales, por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Eluchans, Letelier, Monckeberg don Cristián, Montes, Silber, Walker y señora Cristi.

Con la misma votación la Comisión acordó eliminar la palabra “respectivamente” contenida en el Nº 1) del artículo único del texto de la moción.

En consecuencia, el texto final aprobado para el número 1 es el siguiente:

“1) Agrégase el siguiente párrafo segundo a la letra q) del artículo 65:

Tratándose de vías locales cuya longitud no exceda una cuadra, podrá concederse autorización para el establecimiento de medidas de control de acceso por un plazo de hasta cinco años, siempre que se de cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo anterior, y se tengan a la vista informes de Carabineros y de la dirección o unidad de tránsito de la comuna, los que certificaran la necesidad de dicha medida en atención a la seguridad de los vecinos, y su conveniencia de acuerdo al impacto vial. Corresponderá a la dirección de obras municipales respectiva certificar que una vía local no excede la longitud autorizada. Se entienden como medidas de control de acceso, todo mecanismo que restrinja parcialmente el tránsito de vehículos tales como caballetes, barandas, barreras u otros que no signifiquen el cierre, o impidan la libre circulación de peatones.”.

b) Análisis del número 2 del artículo único del proyecto.

No se presentaron indicaciones al número 2 del proyecto de ley.

-Sometido a votación el numeral 2) del artículo único de la moción parlamentaria, resultó aprobado, con algunas correcciones formales, por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Eluchans, Letelier, Monckeberg don Cristián, Montes, Silber, Walker, de la señora Cristi y de la señorita Sabat.

En consecuencia, el texto aprobado para el numeral 2 es

“2) Introdúcence las siguientes modificaciones a la letra

a) Remplázase en el párrafo segundo, que pasa a ser tercero, la expresión, “el párrafo anterior”, por “los párrafos anteriores”.
b)
Remplázas el párrafo final, la expresión “refiere el párrafo primero”, por “refieren los párrafos primero y segundo”.
-o-

A continuación, se dio lectura a una indicación de los Diputados señores Cornejo, Eluchans, Godoy, y Monckeberg don Cristián, cuyo tenor es el siguiente:

“Agréguese al número 2) del artículo único, una letra c), del siguiente tenor:

c)
Reemplazase en el párrafo segundo, que pasa a ser tercero, la palabra “ciudades”, por “sitios”.

El Diputado señor Godoy fundamentó la indicación señalando que en la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades se establece una prohibición para el cierre de calles y pasajes en ciudades declaradas patrimonio de la humanidad. El punto, indicó, es que no existen tales ciudades patrimoniales, sino que “sitios patrimoniales”.

Dio como ejemplo la ciudad de Valparaíso que tiene 40 hectáreas, aproximadamente, que fueron declaradas Patrimonio de la Humanidad por la Unesco, donde tiene sentido que no se cierre. No obstante, distinta es la situación de un sector, como Rodelillo, que también es parte de la ciudad de Valparaíso y que tiene necesidades de protección contra la delincuencia.

Destacó la necesidad de cambiar el vocablo “ciudades” por “sitios” por cuanto el primer vocablo, además de estar equivocado, puede inducir a errores por cuanto no es lo mismo impedir los cierres de un “sitio” determinado, que hacerlo en toda una ciudad, donde sí puede haber lugares que requieran de cierre por temas de seguridad ciudadana.

El Diputado señor Monckeberg don Cristián, indicó que la nomenclatura que normalmente se utiliza no es de “ciudad patrimonial” sino que de “sitios patrimoniales” y ello, obviamente, va a favorecer a Valparaíso, aunque ello no significa que se esté legislando para dicha ciudad.

El Diputado señor Eluchans, expresó estar de acuerdo con los señores Godoy y Monckeberg. Señaló, además, que apoyaba esta indicación ya que el hecho que una ciudad sea declarada patrimonio de la humanidad no significa que toda ella lo sea, sino que solo algunas partes lo son, como ocurre, de hecho, con Valparaíso.

El Diputado señor Walker, se mostró partidario de aprobar la indicación del Diputado señor Godoy, por cuanto la declaración de zonas de interés patrimonial o de zonas típicas se circunscribe a ciertos sectores. Dio como ejemplo la ciudad de Coquimbo, donde el sector de Guayacán ha sido declarado como zona patrimonial y ello incluye una serie de gravámenes para sus propietarios, como impedimentos para optar a subsidios de mejoramiento y ahora, además, se le agrava con el hecho de que no pueden cerrar sus calles y pasajes.

El señor Galli, Asesor Legislativo del Ministerio del Interior, señaló que en ninguna parte de nuestra legislación interna se menciona el concepto de “Patrimonio de la Humanidad”.

Sin embargo, agregó, sí es parte de nuestro ordenamiento jurídico la Convención de la Unesco de Protección del Patrimonio Cultural y Natural de la Humanidad.

Añadió que la Ley de Monumentos Nacionales indica en su artículo primero que son monumentos nacionales y quedan bajo la tuición y protección del Estado los lugares, ruinas, construcciones u objetos de carácter histórico o artístico, los cementerios o restos de los aborígenes, las piezas y objetos antropológicos, etc.

Respecto de la Convención de Protección del Patrimonio Cultural y Natural, señaló que su artículo primero indica que son Patrimonio Cultural los monumentos, obras arquitectónicas de escultura, pintura, elementos y estructuras, etc, y el Patrimonio Natural se refiere a las formaciones geológicas.

Agregó que hablar de “sitios” es claramente má genérico e involucraría a los monumentos como al patrimonio cultural y natural a que se refiere la convención de la Unesco.

El Diputado señor Eluchans, se refirió al tema indicando que esta norma debe ser lo más comprensiva posible.

Sometida a votación la indicación al numeral 2) del artículo único de la moción parlamentaria, resultó aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Eluchans, Letelier, Monckeberg don Cristián, Montes, Silber, Walker, de la señora Cristi y de la señorita Sabat.

VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

Artículos rechazados.


No hay.

Indicaciones rechazadas.


No hay.


Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el Diputado Informante, esta Comisión recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único: Modificase la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, de la siguiente manera:


1) Agrégase el siguiente párrafo segundo a la letra q) del artículo 65:


“Tratándose de vías locales cuya longitud no exceda una cuadra, podrá concederse autorización para el establecimiento de medidas de control de acceso por un plazo de hasta cinco años, siempre que se de cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo anterior, y se tengan a la vista informes de Carabineros y de la dirección o unidad de tránsito de la comuna, los que certificaran la necesidad de dicha medida en atención a la seguridad de los vecinos, y su conveniencia de acuerdo al impacto vial. Corresponderá a la dirección de obras municipales respectiva certificar que una vía local no excede la longitud autorizada. Se entienden como medidas de control de acceso, todo mecanismo que restrinja parcialmente el tránsito de vehículos tales como caballetes, barandas, barreras u otros que no signifiquen el cierre, o impidan la libre circulación de peatones.”“

2) Introdúcence las siguientes modificaciones a la letra q) del artículo 65:


a) Remplázase en el párrafo segundo, que pasa a ser tercero, la expresión, “el párrafo anterior”, por “los párrafos anteriores.”

b) Remplázase en el párrafo final, la expresión “refiere el párrafo primero”, por “refieren los párrafos primero y segundo.


c) Reemplazase en el párrafo segundo, que pasa a ser tercero, la palabra “ciudades”, por “sitios”.

-o-


Se designó Diputado informante al señor Cristián Monckeberg Bruner.


Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de fechas 14 y 21 de marzo, 18 de abril y 2 de mayo y en reunión de comité de fecha 11 de abril de 2012, con la asistencia de las Diputadas señorita Marcela Sabat y de las señoras María Angélica Cristi y Cristina Girardi y de los Diputados señores Giovanni Calderón, Cristián Campos, Edmundo 
Eluchans, Romilio Gutiérrez, Felipe Harboe, Cristián Letelier, Cristián Monckeberg, Carlos Montes, Gabriel Silber, Arturo Squella, y Matías Walker.


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2012


(Fdo.): LUIS ROJAS GALLARDO, Abogado Secretario de la Comisión”.
11. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo que aprueba las “Enmiendas a la constitución de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM)”, adoptadas mediante resolución número 997 (LXXVI) del Consejo de la Organización Internacional para las migraciones, el 24 de noviembre de 1998, en Ginebra, Suiza. (boletín N° 8237-10-1)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo del epígrafe, que se encuentra sometido a la consideración de la H. Cámara, en primer trámite constitucional, sin urgencia, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 15 y 54, N° 1, de la Constitución Política de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes, y previamente al análisis de fondo de este instrumento, se hace constar lo siguiente:

1°) Que la idea matriz o fundamental de este Proyecto de Acuerdo, como su nombre lo indica, es aprobar las “Enmiendas a la Constitución de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM)”, adoptadas mediante Resolución Número 997 (LXXVI) del Consejo de la Organización Internacional para las Migraciones, el 24 de noviembre de 1998, en Ginebra, Suiza.

2°) Que este Proyecto de Acuerdo no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado. Asimismo, no requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda, de acuerdo con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

3°) Que la Comisión aprobó el Proyecto de Acuerdo por la unanimidad de los Diputados presentes (6) señora Zalaquett, doña Mónica, y los señores Ascencio, don Gabriel; Cerda, don Eduardo; Diaz, don Marcelo; Jarpa, don Carlos Abel, y Tarud, don Jorge.

4°) Que Diputado Informante fue designado el señor Ascencio, don Gabriel.

II. ANTECEDENTES.

Según lo señala el Mensaje, ddurante la Conferencia Internacional sobre Migraciones, realizada en Bruselas en 1951, se creó el “Comité Intergubernamental Provisional para los Movimientos de Migrantes desde Europa”, el cual tiempo después pasó a denominarse “Comité Intergubernamental para las Migraciones Europeas (CIME)”. Añade que, luego, el 19 de octubre de 1953, se adoptó la Constitución del Comité, la que empezó a regir el 30 de noviembre de 1954, fecha a partir de la cual funciona con carácter de organización no permanente, según lo declaran los Gobiernos miembros de ésta en el Preámbulo del referido instrumento. Chile se incorporó a este organismo internacional el 20 de octubre de 1954, sobre la base de lo dispuesto en el Decreto Supremo N° 417, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 15 de septiembre de 1954, que autorizó el aporte de fondos para atender al mantenimiento del CIME.

Agrega que en 1980, el Consejo del CIME resolvió ampliar formalmente su competencia, eliminando de su nombre la alusión a Europa y así responder al fenómeno de las migraciones que rebasaba ya los límites geográficos de ese continente, por lo cual, se le conoció en adelante con el nombre de Comité Internacional para las Migraciones (CIM).

Expresa, además, que en 1985, se crea un Grupo de Trabajo abierto para examinar las propuestas de enmiendas a la Constitución del CIM. El 20 de mayo de 1987 el Consejo del Comité, en su 364ª Sesión, aprueba la Constitución Enmendada del Comité, para que, en adelante, se denominara Organización Internacional para las Migraciones (OIM). Dichas Enmiendas fueron promulgadas por Decreto Supremo N° 1.271, de 3 de diciembre de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que se publicó en el Diario Oficial de 21 de febrero de 1991.

Hace presente, a continuación, que en la actualidad, la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) es la principal organización intergubernamental en el ámbito de la migración internacional que trabaja en estrecha colaboración con los Gobiernos de los Estados Miembros y organizaciones no gubernamentales, constituyendo sus objetivos centrales promover una gestión ordenada y humana de la migración internacional y la cooperación internacional sobre cuestiones migratorias; colaborar en encontrar soluciones prácticas a los problemas migratorios; y ofrecer asistencia humanitaria a los migrantes que lo necesitan, ya se trate de refugiados, personas desplazadas o desarraigadas. 

Manifiesta, asimismo, que la Constitución de la OIM reconoce explícitamente el vínculo entre la migración y el desarrollo económico, social y cultural, así como el respeto del derecho a la libertad de movilidad de las personas. 
Del mismo modo, manifiesta que, en el curso de la 76ª reunión del Consejo de la OIM, celebrada en Ginebra, Suiza, los días 23 y 24 de noviembre de 1998, se adoptaron por consenso, como se expresara anteriormente, las enmiendas a la Constitución de la Organización Internacional para las Migraciones mediante la Resolución N° 997, de 24 de noviembre de 1998. Dichas enmiendas se refieren a los requisitos para ser miembro de la Organización, aspectos sobre la participación de los Estados Miembros, la permanencia de los Directivos y los quórum de aprobación de las enmiendas a la Constitución, las cuales buscan adaptar la Organización a los nuevos desafíos y tareas que las migraciones internacionales demandan.

Finalmente, expresa que, en cumplimiento del artículo 30, inciso 2 de la Constitución del Organismo, las enmiendas entrarán en vigor para todas las Partes Contratantes cuando hayan sido adoptadas por dos tercios de los miembros, de acuerdo con sus respectivas normas constitucionales. 

III. CONTENIDO DE LAS ENMIENDAS

El objetivo fundamental de las enmiendas a la Constitución de la OIM es reforzar la estructura administrativa de la Organización Internacional para las Migraciones, racionalizar el proceso de toma de decisiones, así como facultar al Consejo para restringir el derecho al voto de los miembros que se encuentren atrasados en sus cuotas financieras con la Organización.

A.- De las Enmiendas en particular

Se modifica el Artículo 2°, literal b), relativo a los Miembros de la Organización Internacional de las Migraciones, en el sentido de señalar que son “miembros” quienes, entre otras cosas, acepten la Constitución de la OIM, de conformidad con sus disposiciones constitucionales. 

Se modifica el numeral 1 del Artículo 4° para señalar que cuando un Estado Miembro incurra en mora en el pago de sus cuotas financieras cuya suma total sea igual o superior a la de dos años anteriores completos, perderá el derecho al voto, lo cual se hará efectivo un año después de la fecha en la que el Consejo haya sido notificado de que dicho Estado ha incurrido en retardo. En todo caso, el Consejo podrá, mediante mayoría simple, mantener la medida de la pérdida del derecho de voto, o restablecerlo, si llegare a la conclusión de que la mora se debe a circunstancias ajenas a la voluntad de dicho Estado Miembro. 

Se modifica el Artículo 6 letra a), ampliando las funciones del Consejo el cual deberá, además de determinar, examinar y revisar la política, los programas y las actividades de la Organización.

Se modifica el numeral 1 del Artículo 18 precisando que la reelección del Director General y del Director General Adjunto de la OIM podrá extenderse por un mandato adicional, exclusivamente.

Se modifica el Artículo 30, numeral 2, de tal manera que su alcance consiste en establecer dos clases de enmiendas, cada una con un procedimiento distinto para su entrada en vigor: a) las que impliquen modificaciones fundamentales a la constitución que originen nuevas obligaciones para los Estado Miembros, las que entrarán en vigor cuando hayan sido adoptadas por los dos tercios de los Miembros del Consejo y aceptadas por los dos tercios de los Estados Miembros de la Organización, de conformidad con sus disposiciones constitucionales; y b) aquellas otras categorías de enmiendas, que a juicio del Consejo no impliquen una modificación fundamental, entrarán en vigor cuando hayan sido adoptadas por el Consejo por mayoría de dos tercios.

B.- De las Enmiendas a los Artículos que se refieren al Comité Ejecutivo

Las enmiendas a los Artículos 5, 6, 9 párrafo 2, 10, 12, 13, 14, 15, 16, 18 párrafo 2, 21, 22, 23 párrafo 2, 24 y 29 párrafos 1, 2 y 3 suprimen, en dichas disposiciones, toda referencia o mención al Comité Ejecutivo, en especial todo el Capítulo V referido a la composición y funciones de dicho Comité. Esto implica que dentro de la estructura administrativa de la OIM el Comité Ejecutivo es eliminado y se otorga al Consejo la facultad de crear cuantos órganos subsidiarios sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

IV. DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y DECISIÓN ADOPTADA.

En el estudio de este Proyecto de Acuerdo la Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro de Relaciones Exteriores, don Alfredo Moreno Charme, del señor Pedro Hernández González, Director (S) de la Dirección de Política Consular de la Cancillería, y del señor Pedro Ortúzar Meza, Jefe del Departamento de Tratados y Asuntos Legislativos de la Dirección Jurídica de dicha Secretaría de Estado.

El señor Ministro de Relaciones Exteriores, además de refrendar los fundamentos del Mensaje que da origen a este Proyecto de Acuerdo, explicó que el Gobierno de Chile y la OIM tienen una larga trayectoria de trabajo conjunto, considerando el largo período de funcionamiento de la Misión de la OIM en Chile y los acuerdos complementarios debidamente ratificados por nuestro país.

Agregó que el Gobierno de Chile y la OIM, en ese espíritu de colaboración y trabajo conjunto, han concertado una agenda conjunta con el objeto de establecer los siguientes ámbitos de gestión para las migraciones internacionales en Chile, tales como Política y Legislación Migratoria; Gestión de la Migración; Participación Ciudadana en Asuntos Migratorios; Información y Capacitación sobre Migraciones, y Política Migratoria Internacional, para lo cual han establecido una instancia de trabajo por medio de la cual se programan y coordinan las iniciativas de cooperación técnica para el cumplimiento de los objetivos trazados.

Refiriéndose específicamente al proyecto de acuerdo, el señor Ministro expresó que la OIM, a través de la Resolución N° 997, del 24 de noviembre de 1998, de su Consejo, ha aprobado un conjunto de enmiendas a su Constitución referidas a los requisitos para ser miembro de la organización, aspectos sobre la participación de los Estados Miembros, la permanencia de los Directivos y los quórum de aprobación de las enmiendas a esta misma Constitución, las cuales buscan adaptar la organización a los nuevos desafíos y tareas que las migraciones internacionales demandan de los Estados y la Organización.

Agregó, que la adhesión de Chile a estas enmiendas aprobadas por el Consejo de la OIM, no implica nuevas contribuciones financieras, toda vez que nuestro país aporta regularmente su cuota administrativa establecida por la organización en su plan financiero anual. Del mismo modo, recalcó, la implementación de las enmiendas, tampoco implica compromisos financieros asociados, ya que estas modificaciones estatutarias solo tienen por finalidad el mejoramiento de la gestión de la organización.

Por su parte, las señoras y señores Diputados presentes expresaron unánimemente su decisión favorable a la aprobación de este Proyecto de Acuerdo que, tal como lo señala el Mensaje, tiene por finalidad aprobar las enmiendas a la OIM, adoptadas por Resolución N° 997, de 1998, de su Consejo, con el fin de hacer su trabajo más efectivo en términos de gestión y capacidad de adaptación a los nuevos escenarios y desafíos de la migración actual.

Por ello, por 6 votos a favor, ningún voto en contra y cero abstención prestaron su aprobación al Proyecto de Acuerdo en informe, la unanimidad de las Diputadas y Diputados presentes señora Zalaquett, doña Mónica, y señores Ascencio, don Gabriel; Cerda don Eduardo; Diaz, don Marcelo; Jarpa, don Carlos Abel, y Tarud, don Jorge.

V. MENCIONES REGLAMENTARIAS.

En conformidad con lo preceptuado por el artículo 289 del Reglamento de la Corporación, se hace presente que vuestra Comisión no calificó como normas de carácter orgánico o de quórum calificado ningún precepto contenido en Proyecto de Acuerdo en informe. Asimismo, ella determinó que sus preceptos no deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda por no tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado.

Como consecuencia de los antecedentes expuestos y visto el contenido formativo del Acuerdo en trámite, la Comisión decidió por la unanimidad antes señalada recomendar a la H. Cámara aprobar dicho instrumento, para lo cual propone adoptar el artículo único del Proyecto de Acuerdo, cuyo texto es el siguiente:

“PROYECTO DE ACUERDO

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse las “Enmiendas a la Constitución de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM)”, adoptadas mediante la Resolución Núm. 997 (LXXVI) del Consejo de la Organización Internacional para las Migraciones, el 24 de noviembre de 1998, en Ginebra, Suiza.

-o-

Discutido y despachado en sesión de fecha 2 de mayo de 2012, celebrada bajo la presidencia del H. Diputado don Jorge Tarud Daccarett, y con la asistencia de los Diputados señoras Zalaquett, doña Mónica, y de los señores Ascencio, don Gabriel; Cerda, don Eduardo; Delmastro, don Roberto; Díaz, don Marcelo; Edwards, don José Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; Moreira, don Iván; Núñez, don Marco Antonio; Tarud, don Jorge, y Teillier, don Guillermo.


Se designó diputado informante al señor Ascencio, don Gabriel.


Sala de la Comisión, a 2 de mayo de 2012.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado, Secretario de la Comisión”.
12. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Honduras sobre reciprocidad en el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de misiones diplomáticas y oficinas consulares, suscrito en Santiago, Chile, el 15 de noviembre de 2011. (boletín 
N° 8238-10-1)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo del epígrafe, que se encuentra sometido a la consideración de la H. Cámara, en primer trámite constitucional, sin urgencia, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 15 y 54, N° 1, de la Constitución Política de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes, y previamente al análisis de fondo de este instrumento, se hace constar lo siguiente:


1°) Que la idea matriz o fundamental de este Proyecto de Acuerdo, como su nombre lo indica, es aprobar el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Honduras sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares, suscrito en Santiago, Chile, el 15 de noviembre de 2011.


2°) Que este Proyecto de Acuerdo no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado. Asimismo, no requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda, de acuerdo con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


3°) Que la Comisión aprobó el Proyecto de Acuerdo por la unanimidad de los Diputados presentes (6) señora Zalaquett, doña Mónica, y los señores Ascencio, don Gabriel; Cerda, don Eduardo; Diaz, don Marcelo; Jarpa, don Carlos Abel, y Tarud, don Jorge.


4°) Que Diputado Informante fue designado el señor Ascencio, doña Gabriel.

II. ANTECEDENTES.


Según lo señala el Mensaje, este instrumento reconoce los vínculos de amistad entre ambos países y recoge además el interés de ambas Partes de permitir, sobre la base de un tratamiento recíproco, el ejercicio de un trabajo remunerado a los familiares dependientes a cargo del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las Misiones Diplomáticas y Consulares. Con ello se facilita la vida familiar de dichos funcionarios y se establece un marco jurídico que mejora sus condiciones de vida, haciendo posible, asimismo, una mayor integración entre las sociedades de Chile y de Honduras. 
III. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL ACUERDO.


Este Acuerdo consta de un Preámbulo, el cual consigna el motivo por el cual las Partes decidieron suscribirlo, y 11 Artículos, donde se despliegan las normas que conforman su cuerpo principal y dispositivo.

PREÁMBULO


Las Partes manifiestan en el Preámbulo el interés de ambos Estados de facilitar la contratación de los familiares dependientes a cargo del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las Misiones Diplomáticas y Consulares en actividades remuneradas en el Estado receptor, sobre la base de un tratamiento reciproco.

ARTÍCULO 1


Este Artículo dispone que los familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las Misiones Diplomáticas y Consulares de Chile en Honduras y de Honduras en Chile, quedan autorizados para ejercer actividades remuneradas en el Estado receptor, de acuerdo con la legislación interna del respectivo país, una vez que obtengan la correspondiente autorización. 

ARTÍCULO 2


El Artículo 2 precisa, para una correcta aplicación del Acuerdo, que se entiende por familiares dependientes: al Cónyuge; a los hijos solteros menores de 21 años que vivan con sus padres o menores de 23 que acrediten encontrarse realizando estudios superiores en centros de enseñanza superior reconocidos por el Estado receptor; y a los hijos solteros con discapacidad física o mental que vivan a cargo de sus padres.

ARTÍCULO 3


El Artículo 3, por su parte, establece que no habrá restricciones sobre la naturaleza o clase de empleo que pueda desempeñar el familiar dependiente. No obstante, en aquellas profesiones u actividades que requieran de una cualidad o calificación especial será necesario que el familiar dependiente cumpla con dichos requisitos y en aquellos casos en que solo se pueden emplear nacionales, por razones de seguridad, la autorización podrá ser denegada.

ARTÍCULO 4


El Artículo 4 trata del procedimiento para autorizar la contratación de un familiar dependiente en una actividad remunerada en el Estado receptor, que está a cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores del Estado receptor. 

ARTÍCULO 5


El Artículo 5 regula el alcance de la inmunidad de jurisdicción de que goza el familiar dependiente, disponiendo que no se aplicará la inmunidad civil ni administrativa respecto de las actividades realizadas en la actividad remunerada, quedando sometidas a la legislación y a los tribunales del Estado receptor. 

ARTÍCULO 6


El Artículo 6 se refiere a la inmunidad de jurisdicción en materia penal de que goza el familiar dependiente, estableciendo que el Estado acreditante renunciará a la inmunidad del referido familiar respecto de cualquier acto u omisión cometidos en relación a la actividad remunerada y que sea fuera de sus funciones oficiales, salvo en supuestos especiales en los que el Estado acreditante considere que tal renuncia fuese contraria a sus intereses. Dicha renuncia, en todo caso, no se extenderá a la ejecución de la sentencia para lo cual se precisa una renuncia específica por escrito. 

ARTÍCULO 7


Con respecto a la legislación aplicable en materia tributaria y de seguridad social, el Artículo 7 estipula que el beneficiario de este Acuerdo estará sujeto en el ejercicio de su actividad remunerada a la legislación nacional del Estado receptor. 

ARTÍCULO 8


El Artículo 8 prescribe que las disposiciones de este Acuerdo no podrán ser interpretadas en el sentido de implicar el reconocimiento de títulos, grados o estudios entre los dos Estados.

ARTÍCULO 9


El Artículo 9 señala que la autorización para ejercer una actividad remunerada en el Estado receptor expirará en el momento en que el agente diplomático o consular del cual emana la dependencia termine sus funciones ante el gobierno en que se encuentre acreditado. 

ARTÍCULO 10


El Artículo 10 prevé que cualquiera de las Partes podrá denunciar el Acuerdo, mediante Nota Verbal, la cual producirá efectos el primer día del tercer mes después de la fecha de la referida Nota.

ARTÍCULO 11


Finalmente, el Artículo 11 se refiere a la entrada en vigor del presente Acuerdo, disponiendo que el mismo regirá a partir de la fecha de la última Nota en que las Partes se comuniquen el cumplimiento de los requisitos exigidos por sus respectivos ordenamientos jurídicos internos. Asimismo, dispone este Artículo que el Acuerdo tendrá una duración indefinida.

IV. DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y DECISIÓN ADOPTADA.


En el estudio de este Proyecto de Acuerdo la Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro de Relaciones Exteriores, don Alfredo Moreno Charme, del señor Pedro Hernández González, Director (S) de la Dirección de Política Consular de la Cancillería, y del señor Pedro Ortúzar Meza, Jefe del Departamento de Tratados y Asuntos Legislativos de la Dirección Jurídica de dicha Secretaría de Estado.


El señor Ministro de Relaciones Exteriores, además de refrendar los fundamentos del Mensaje que da origen a este Proyecto de Acuerdo, explicó que este instrumento tiene por propósito permitir el libre ejercicio de actividades remuneradas, sobre la base de un tratamiento recíproco, a los familiares dependientes a cargo del personal de las Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares destinados en misión oficial en el territorio de la otra Parte, de modo que pueda haber una verdadera integración de ellos en el país en el cual están viviendo. 


Agregó que él, igualmente, hace posible prestar la actividad remunerada en las mismas condiciones que los nacionales del otro Estado una vez obtenida la autorización correspondiente de conformidad a lo estipulado en el Acuerdo y sobre la base de la reciprocidad. 


Por su parte, las señoras y señores Diputados presentes expresaron unánimemente su decisión favorable a la aprobación de este Proyecto de Acuerdo, teniendo presente la importancia de este instrumento para los familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las Misiones Diplomáticas o Consulares de ambos Estados, que les permite mejorar las condiciones de vida y una mayor integración a las sociedades en que les corresponde actuar.


Por ello, por 6 votos a favor, ningún voto en contra y cero abstención prestaron su aprobación al Proyecto de Acuerdo en informe, la unanimidad de las Diputadas y Diputados presentes señora Zalaquett, doña Mónica, y señores Ascencio, don Gabriel; Cerda don Eduardo; Diaz, don Marcelo; Jarpa, don Carlos Abel, y Tarud, don Jorge.

V. MENCIONES REGLAMENTARIAS.


En conformidad con lo preceptuado por el artículo 289 del Reglamento de la Corporación, se hace presente que vuestra Comisión no calificó como normas de carácter orgánico o de quórum calificado ningún precepto contenido en Proyecto de Acuerdo en informe. Asimismo, ella determinó que sus preceptos no deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda por no tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado.


Como consecuencia de los antecedentes expuestos y visto el contenido formativo del Acuerdo en trámite, la Comisión decidió por la unanimidad antes señalada recomendar a la H. Cámara aprobar dicho instrumento, para lo cual propone adoptar el artículo único del Proyecto de Acuerdo, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Honduras sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares”, suscrito en Santiago, Chile, el 15 de noviembre de 2011.”.

-o-


Discutido y despachado en sesión de fecha 2 de mayo de 2012, celebrada bajo la presidencia del H. Diputado don Jorge Tarud Daccarett, y con la asistencia de los Diputados señoras Zalaquett, doña Mónica, y de los señores Ascencio, don Gabriel; Cerda, don Eduardo; Delmastro, don Roberto; Díaz, don Marcelo; Edwards, don José Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; Moreira, don Iván; Nuñez, don Marco Antonio; Tarud, don Jorge, y Teillier, don Guillermo.


Se designó Diputado Informante al señor Ascencio, don Gabriel.


Sala de la Comisión, a 2 de mayo de 2012.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado, Secretario de la Comisión”.

13. Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones acerca del proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones. (boletín N° 8149-09)

“Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros acerca del proyecto de ley, iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas, en materia de fiscalización y sanciones. Su urgencia ha sido calificada de “suma”.

El proyecto de ley tiene por objeto dotar a la Dirección General de Aguas, de las herramientas que le permitan recabar, en forma más efectiva, la información relacionada con recursos hídricos y derechos de aprovechamiento de aguas. Para ello se propone modificar el artículo 122 del Código de Aguas, delegando en el Director General de Aguas la atribución de establecer en un reglamento, la forma en que debe ser entregada la información referente a las transferencias y transmisiones del dominio de los derechos de aprovechamiento de aguas y organizaciones de usuarios de agua, por parte de los Notarios y Conservadores Raíces.

Constancias reglamentarias.

Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar lo siguiente:

Artículos nuevos: No los hay.

Indicaciones aprobadas: 12 indicaciones fueron aprobadas.

Indicaciones rechazadas: No las hay.

Indicaciones declaradas inadmisibles: 17 indicaciones fueron declaradas inadmisibles.

Normas de ley orgánica constitucional o de quórum calificado: No las hay.

Normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda: El proyecto no contiene artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda, por cuanto el Informe Financiero, señala el proyecto no implica costos fiscales.

Diputado informante: Latorre, don Juan Carlos.

Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión contó con la colaboración y asistencia del Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Golborne Riveros; del Director General de Aguas, señor Matías Desmadryl; del Fiscal del Ministerio, señor Franco Devillaine; del Asesor del Ministro, señor Juan Antonio Coloma; de la Asesora Florencia Donoso; de la Asesora legal de la DGA, señora Paula Vera; del Abogado de la DGA, señor Francisco Echeverría; del Asesor Legal de la DGA, señor Carlos Ciappa, y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor David Acuña B.

-El ex Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner.

-Por la Asociación Gremial de Servicios de Agua Potable de la VI Región, el Presidente señor José Miguel Rivera; el Vicepresidente señor Daniel Martínez Higueras y la Secretaria, señora Gloria Alvarado Jorquera.

-Por la Junta de Vigilancia del Río Illapel, el Presidente, señor Jaime Tapia; el Secretario Manuel Ibacache y el Director señor Vicente Tiska.

-Por la Junta de Vigilancia del Río Tinguiririca, el Presidente, señor Jorge Villagrán Romero.

-Por el Movimiento de Defensa del Agua, la Tierra y el Medioambiente, Modatima, el Secretario, señor Rodrigo Mundaca; el Tesorero, señor Luis Soto y los Directores señores Ricardo Sanhueza y Rodrigo Faúndez.

-Por la Junta de Vigilancia del Río Choapa, el Presidente, señor Luis López y el Gerente, señor Felipe Suckel.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

El agua es un recurso básico para el desarrollo de cualquier forma de vida, además de ser un insumo de primera necesidad para la existencia del medio ambiente, y como tal, facilita el asentamiento humano y la producción de bienes y servicios.

El régimen jurídico de las aguas continentales en Chile está establecido en el inciso final del número 24 del artículo de la Constitución Política de la República; en el Código de Aguas; en el Código Civil, que reitera algunos conceptos establecidos en el Código de Aguas, y en los artículos 459, 460 y 461 del Código Penal.

Sin embargo, a pesar de la existencia de figuras penales específicas relacionadas con la extracción no autorizada de aguas, contenidas en los artículos 459 y 460 del Código Penal, y de los esfuerzos desplegados durante los últimos años por la autoridad para aumentar la fiscalización de dichas extracciones, el diagnóstico común es que estas medidas, en la forma que están establecidas actualmente, no han resultado eficaces en la reducción de este tipo de ilícitos.

Junto a lo anterior, la sanción general establecida en el artículo 173 del Código de Aguas, para toda contravención a dicho cuerpo legal que no esté especialmente sancionada, consistente en una multa que no podrá exceder de 20 unidades tributarias mensuales, que, por su escaso monto, no tiene un efecto disuasivo realmente eficaz para prevenir infracciones a la normativa de aguas vigente. Conjuntamente, no existe una descripción de la hipótesis de conducta sancionada, por lo que se ha transformado en una norma inaplicable.

Además, si bien nuestro Código de Aguas contempla algunas normas que permiten a la autoridad exigir de titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, organizaciones de usuarios, notarios públicos y conservadores de bienes raíces la entrega de información relacionada con extracciones de agua y transferencias o transmisiones de derechos de aprovechamiento de aguas, como son las contempladas en los artículos 68, en relación a extracciones de aguas subterráneas, y 122 y 122 bis en relación a transferencias o transmisiones de dominio de derechos de aprovechamiento de aguas, dichas normas han resultado insuficientes e ineficaces para la obtención de información sobre los recursos hídricos y derechos de aprovechamiento de aguas.

Antecedentes Jurídicos.

-Modificaciones a los artículos 459 y 460 del Código Penal, por los se tipifican los delitos relacionados con la extracción ilegal de aguas.

El delito de “usurpación de aguas”, tipificado en el artículo 459 del Código Penal, tiene establecida actualmente una pena máxima de presidio menor en su grado mínimo y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.

El artículo 460 de mismo cuerpo legal, aumenta el rango punitivo a presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, en el evento que el delito se ejecute con violencia en las personas, salvo que el culpable mereciere una pena mayor por la violencia que causare.

La información recogida en fiscalizaciones efectuadas por la Dirección General de Aguas, durante los últimos años en diversos lugares del país, permite concluir que este tipo penal no ha tenido eficacia disuasiva para prevenir este ilícito.

Además de su baja penalidad, el delito de “usurpación de aguas” no hace referencia expresa a las aguas subterráneas, lo que en cierta medida ha generado dudas en cuanto a la aplicación de esta norma respecto de aquéllas, aún cuando en gran medida dichas dudas han venido a zanjarse mediante la sentencia pronunciada por el Excelentísimo Tribunal Constitucional, el 13 de agosto de 2009, en autos Rol Nº 1.281-08-INA, cuyo considerando quincuagésimo noveno sostuvo que, “por una parte, el juez tiene libertad para interpretar el concepto jurídico “aguas” que emplea el delito del artículo 459 Nº 1 del Código Penal. Por la otra, el juez puede legítimamente y sin incurrir en inconstitucionalidad, considerar como parte del tipo penal a las aguas subterráneas, pues hay normas constitucionales involucradas, hay una historia constitucional de por medio, una sistemática y una evolución normativa de rango legal, que establece el Código de Aguas, que dan sustento a esa interpretación”.

Sobre el particular, cabe señalar que la creciente escasez de recursos hídricos, sumado a los avances en las tecnologías de exploración, detección y alumbramiento de aguas contenidas bajo la superficie terrestre, han llevado a un desarrollo masivo de construcción de pozos a lo largo del territorio nacional, lo que ha permitido el desarrollo de zonas agrícolas donde antes no era posible por la carencia total de aguas superficiales cercanas. Por estas razones, es absolutamente esencial asegurar, más allá de toda duda, la plena aplicabilidad del tipo penal establecido en los artículos 459 y 460 del Código Penal.

-Modificación del Artículo 173 del Código de Aguas.

El actual artículo 173 del Código de Aguas, establece que “toda contravención a este código que no esté especialmente sancionada, será penada con multa que no podrá exceder de veinte unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las otras responsabilidades civiles y penales que procedan”.

Es del caso señalar, que desde la entrada en vigencia del Código de Aguas, esta sanción genérica ha quedado obsoleta y, por su escaso monto, no representa en la actualidad un elemento disuasivo realmente eficaz para prevenir infracciones a la normativa de aguas vigente.

Por lo tanto, se hace necesario perfeccionar y reforzar el citado artículo 173, para lo cual, se ha modificado su redacción, para incorporar sanciones y multas de acuerdos a ciertos criterios.

II. FUNDAMENTO DEL PROYECTO.

En el mensaje se señala que el agua es un recurso básico para el desarrollo de cualquier forma de vida. En su esencia, es un insumo de primera necesidad para la existencia del medio ambiente, y como tal, facilita el asentamiento humano y la producción de bienes y servicios.

Se plantea que el régimen jurídico de las aguas continentales en Chile está establecido, básicamente, en el artículo 19 N° 24 inciso final de la Constitución Política de la República; en el Código de Aguas; en el Código Civil, que reitera algunos conceptos establecidos en el Código de Aguas, y en los artículos 459, 460 y 461 del Código Penal.

Por lo tanto, en la actualidad existe un consenso mayoritario en relación a la importancia de los principios que informan el estatuto jurídico de las aguas, especialmente en lo relativo a la eficacia de la distribución óptima, como principal mecanismo para la asignación de recursos hídricos, y la necesidad de protección ambiental de las aguas y sus cauces. Además, hay también acuerdo en el sentido que nuestra legislación de aguas es perfectible en muchos aspectos. En este aspecto, puede mencionarse lo siguiente:

a) A pesar de la existencia de figuras penales específicas relacionadas con la extracción no autorizada de aguas, contenidas en los artículos 459 y 460 del Código Penal, y de los esfuerzos desplegados durante los últimos años por la autoridad para aumentar la fiscalización de dichas extracciones, el diagnóstico común es que estas medidas, en la forma que están establecidas actualmente, no han resultado eficaces en la reducción de este tipo de ilícitos;

b) La sanción general establecida en el artículo 173 del Código de Aguas, para toda contravención a dicho cuerpo legal que no esté especialmente sancionada, consistente en una multa que no podrá exceder de 20 unidades tributarias mensuales, que, por su escaso monto, no tiene un efecto disuasivo realmente eficaz para prevenir infracciones a la normativa de aguas vigente. Conjuntamente, no existe una descripción de la hipótesis de la conducta sancionada, por lo que se ha transformado en una norma inaplicable, y

c) Si bien el Código de Aguas contempla algunas normas que permiten a la autoridad exigir de titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, organizaciones de usuarios, notarios públicos y conservadores de bienes raíces la entrega de información relacionada con extracciones de agua y transferencias o transmisiones de derechos de aprovechamiento de aguas, como son las contempladas en los artículos 68, en relación a extracciones de aguas subterráneas, y 122 y 122 bis en relación a transferencias o transmisiones de dominio de derechos de aprovechamiento de aguas, dichas normas han resultado insuficientes e ineficaces para la obtención de información sobre los recursos hídricos y derechos de aprovechamiento de aguas.

III. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en el mensaje.

De acuerdo con esto último, las ideas matrices son las siguientes:

1- Aumentar la efectividad y cobertura de los tipos penales establecidos en los artículos 459 y 460, del Código Penal;

2- Reforzar la efectividad del artículo 173 del Código de Aguas, como norma sancionadora de las contravenciones a la normativa que rige las aguas, de manera de hacerla más acorde con la realidad, estableciendo las descripciones de las hipótesis de conductas sancionadas, nuevos límites para los montos de las multas y criterios para la fijación de las mismas, y

3- Dotar a la Dirección General de Aguas de herramientas que le permitan recabar, en forma más efectiva, la información relacionada con recursos hídricos y derechos de aprovechamiento de aguas, de modo de favorecer una mejor planificación del recurso, una correcta asignación originaria de derechos de aprovechamiento de aguas, y una adecuada operación y distribución óptima de tales derechos.

IV. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


El proyecto no contiene disposiciones que deban ser calificadas como de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.

V. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


El proyecto no contiene artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda. Se adjunta informe financiero que señala que el proyecto no implica gastos.

VI. INDICACIONES APROBADAS.

1.- Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para intercalar en el inciso primero del artículo 62, entre la frase “la Dirección General de Aguas,” y la frase “a petición de uno o más afectados,”, la frase “de oficio o”; e incorporar la frase “, mediante resolución fundada”, antes del punto final (.).”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Norambuena y Pérez, don Leopoldo.

2.- Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir el numeral 5) por el siguiente:

“5. Intercalar entre la frase “será sancionado,” y la frase “a petición de cualquier interesado,” del inciso tercero del artículo 122 bis, la frase “de oficio o”.”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

3.- Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir en la letra a), la frase “establecidos por la Dirección General de Aguas;”, por la siguiente: “que establezca el reglamento, expedido a través del Ministerio de Obras Públicas, en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 68, 122 bis y 307 bis del Código de Aguas;”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

4.- Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir en la letra b), el guarismo “diez” por “cien”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

5.- Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir la letra e), por la siguiente:

“e. De seiscientas a cinco mil unidades tributarias mensuales, cuando se realicen hechos, actos u obras que afecten la disponibilidad, la calidad natural de las aguas en las fuentes naturales o en obras estatales de desarrollo del recurso o modifiquen el curso de las aguas, o afecten gravemente el cauce, el acuífero o a la generalidad de los usuarios de dichas fuentes, todo sin autorización de la autoridad competente.”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra y Venegas.

6.- Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir el inciso segundo, por el tercero, y viceversa.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra y Venegas.

7.- Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para suprimir el término “prudencialmente”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra y Venegas.

8.- El Ejecutivo formuló una indicación para eliminar en la letra d), del artículo 299, a continuación del punto seguido (.), que pasa a ser punto aparte (.), la frase: “Para estos efectos, podrá requerir el auxilio de la fuerza pública en los términos establecidos en el artículo 138 de este Código, y”.”.

-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; Hasbún; Hernández; Latorre; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas.

9.- El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar la siguiente letra f), nueva, al artículo 299, sustituyendo en la letra e) el punto final (.) por una coma (,) y a continuación agregar la conjunción “y”:

“f) Requerir fundadamente, del Intendente o Gobernador respectivo, el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, para efectos del ejercicio de las atribuciones señaladas en los literales b) número 1, c) y d) de este articulo. El requerimiento deberá ser presentado por el Director Regional correspondiente.

Para el ejercicio de la atribución dispuesta en el literal b) número 1 de este artículo, el auxilio de la fuerza pública podrá requerirse solo en caso que se acredite la negativa a la solicitud de acceso que previamente haya efectuado el personal de la Dirección General de Aguas con el objeto de realizar trabajos de mantención y operación del servicio hidrométrico nacional.”.

-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; Hasbún; Hernández; Latorre; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas.

10.- Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir en el inciso primero, la frase “no autorizado por ella”, por “no reconocido o constituido de conformidad a la ley”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra y Venegas.

11.- Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para reemplazar en la letra a. del artículo 2° el guarismo “veinte” por “doscientos” y el guarismo “quinientas” por “cinco mil”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Lemus; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

12.- Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para reemplazar en el numeral 2 del artículo 2° el guarismo, “cincuenta” por “doscientos” y el guarismo “quinientos” por “cinco mil”.

-Puesta en votación la modificación al artículo 460, incluida la indicación parlamentaria, fueron aprobadas por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Lemus; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

VII. INDICACIONES RECHAZADAS.


No las hay.

VIII. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.

1) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para agregar en el inciso segundo del artículo 6° del Código de Aguas, a continuación de la expresión “ley”, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.), lo siguiente:

“El otorgamiento de un derecho de aprovechamiento de aguas tendrá una duración de cinco años o el tiempo menor necesario para realizar el proyecto que sustenta la petición. Será renovable por igual período previo informe técnico hidrográfico de la Dirección General de Aguas.”.

2) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para agregar un inciso cuarto, nuevo, al artículo 6° del Código de Aguas:

“El titular de un derecho de aprovechamiento de aguas que no usare las aguas será sancionado con la extinción del derecho quedando de pleno derecho el caudal respectivo a disposición de la Dirección General de Aguas.”.

3) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para modificar el artículo 56 del Código de Aguas de la siguiente manera:

a) Sustituir el inciso segundo, por el siguiente:

“Corresponde al concesionario minero, por el solo ministerio de la ley, el derecho de aprovechamiento gratuito de las aguas halladas con motivo de las labores mineras que realiza en la concesión, en la medida en que sean necesarias para las faenas de exploración, explotación y beneficio, mientras se desarrollen labores mineras.”.

b) Agregar un inciso final, nuevo:

“Las aguas descubiertas serán informadas a la Dirección General de Aguas e incorporadas al catastro público a que se refiere al artículo 122. El caudal de que dispondrá el minero será determinado por la Dirección General de Aguas considerando las necesidades de las faenas y el caudal disponible. Si existiere caudal disponible que exceda las necesidades de la faena quedara a disposición de la Dirección General de Aguas conforme a las reglas generales.”.

4) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para reemplazar en el inciso quinto del artículo 58 del Código de Aguas, las palabras: “y de” que siguen a la palabra “Tarapacá”, por una coma (,), e intercalar a continuación de la palabra “Antofagasta”, las palabras “y de Atacama”.

5) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para modificar el artículo 63 del Código de Aguas en el siguiente sentido:

a) Reemplazar en el inciso tercero del artículo 63 del Código de Aguas las palabras “y de” que siguen a la palabra “Tarapacá”, por una coma (,), e intercálese a continuación de la palabra “Antofagasta”, las palabras “y de Atacama”. 

b) Sustituir el inciso cuarto del artículo 63 del Código de Aguas, por el siguiente: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, para alzar la prohibición de explotar la Dirección General de Aguas deberá disponer del estudio hidrogeológico completo de la zona o región de acuerdo con el procedimiento indicado en el artículo siguiente. El estudio hidrogeológico podrá ser encomendado en la forma y condiciones señaladas en el artículo 299.”.

6) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para reemplazar el inciso tercero del artículo 65 del Código de Aguas, por el siguiente:

“Será aplicable al área de restricción lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 63 y en el artículo precedente.”.

7) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para sustituir el inciso primero del artículo 66 del Código de Aguas, por el siguiente:

“Vigente la declaración de zona de prohibición o de zona de restricción la Dirección General de Aguas no podrá, en caso alguno, otorgar nuevos derechos de aprovechamiento.”. 

8) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para agregar al artículo 107 del Código de Aguas un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“Los órganos del Estado interesados en desarrollar mediciones e investigaciones científicas de glaciares y cuerpos de hielo de similares características podrán ingresar a terrenos de propiedad particular por todo el tiempo necesario para llevar a cabo la investigación o medición.”.

9) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para intercalar en el artículo 129 del Código de Aguas, a continuación del guarismo “6º”, la siguiente expresión, “por la causal prevista en el inciso cuarto del mismo artículo,”.

10) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para eliminar el numeral 4 del 
artículo 129 bis 4, del Código de Aguas.

11) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para eliminar los incisos segundo y tercero del artículo 129 bis 6, del Código de Aguas.

12) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para agregar en el inciso final del artículo 129 bis 9, del Código de Aguas, a continuación de la palabra “alumbramiento” y antes del punto final (.) la siguiente frase: “y uso efectivo del recurso debidamente acreditado ante la Dirección General de Aguas.” 

13) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para agregar un numeral 7), nuevo, al artículo 140 del Código de Aguas, del siguiente tenor:

“7. La naturaleza sanitaria, agrícola, industrial o minera del proyecto a que se destinarán las aguas solicitadas.”.

14) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para agregar en el literal a) del artículo 299 del Código de Aguas, antes del punto y coma (;) la siguiente frase: 

“y arbitrar las medidas necesarias para prevenir y evitar el agotamiento de los acuíferos.”.

15) El Diputado señor Lemus formuló una indicación para agregar al artículo 300 del Código de Aguas un literal h), nuevo, del siguiente tenor:

“h) Declarar la extinción de los derechos de aprovechamiento en los casos que el titular del derecho no usare las aguas otorgadas.”.

16) El Diputado señor Lemus propone intercalar en el inciso primero de la ley Nº 20.393, a continuación de las expresión “bis”, seguido de una coma (,) los guarismos “459” y “460”.

El Presidente de la Comisión Diputado señor Hasbún, declaró inadmisibles las indicaciones, de acuerdo a las facultades que le confieren los artículos 237 del Reglamento de la Corporación y el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Para lo cual argumentó, que la iniciativa en estudio no plantea establecer una reforma del Código de Aguas. Sólo se trata de un proyecto que introduce modificaciones puntuales de dicho cuerpo legal.

El Diputado señor Lemus, sostuvo que las indicaciones presentadas a la Comisión entiende que no se apartan de las ideas matrices del proyecto, por cuanto, son complementarias para la labor fiscalizadora, que es lo que pretende el proyecto. Por lo tanto, solicitó que se someta a votación la admisibilidad de las indicaciones presentadas.

-Puesta en votación la admisibilidad de las indicaciones, fueron rechazadas por siete votos en contra de los Diputados señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Venegas, don Mario y tres votos a favor de los Diputados señores Latorre; Lemus, y Sepúlveda, doña Alejandra.

-o-

17) El Diputado señor Latorre formuló una indicación para sustituir la letra d) del artículo, por la siguiente:


“d) Impedir que se extraigan aguas sin título desde las fuentes naturales y de las obras estatales de desarrollo del recurso, o en mayor cantidad de lo que corresponda, o de una manera diversa a la autorizada en el título respectivo. Para estos efectos, podrá requerir el auxilio de la fuerza pública en los términos establecidos en el artículo 138 de este Código. Tratándose de aguas subterráneas, podrá ordenar la paralización de la extracción y el cegamiento de un pozo en caso de que la autoridad determine la extracción de aguas en un punto distinto al señalado en el título respectivo.


Los funcionarios de la Dirección General de Aguas tendrán la calidad de ministros de fe en la verificación de los hechos constitutivos de infracciones al Código de Aguas.”.


El Diputado señor Latorre, argumentó que tiene clara la inadmisibilidad de su propuesta, por cuanto es una iniciativa exclusiva del Ejecutivo, pero su interés es dejar constancia, que durante la discusión del proyecto se solicitó al señor Ministro de Obras Públicas el envío de una indicación que le otorgue otorgase a los inspectores de la DGA la calidad de ministros de fe, para un mejor desempeño de sus funciones.


El Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Golborne, indicó que el otorgar la calidad de ministros de fe a los inspectores de la DGA, podría generar un problema de prueba para las personas acusadas, puesto que les sería difícil defenderse en un juicio, sobre todo esto afectaría a las personas de más bajos recursos


Por tal motivo, el Ejecutivo optó por formular una indicación para entregarle a los inspectores de la DGA, el auxilio de la fuerza pública, cuando tengan que ingresar a algún predio, previa resolución administrativa del intendente o del gobernador respectivo. Además, es necesario tener presente, que la inspección no es la única prueba del proceso, porque además se debe fundar en documentos que tengan relación con el tema.


El Presidente de la Comisión Diputado señor Hasbún, declaró inadmisible la indicación, de acuerdo a las facultades que le confieren los artículos 237 del Reglamento de la Corporación y el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

IX. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL.

A la discusión en general del proyecto habida en el seno de vuestra Comisión, concurrió el Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Golborne, quién expuso el parecer del Ejecutivo respecto del mensaje.

Señaló que el agua es un recurso estratégico y que, como país, se debe tomar conciencia que la usurpación y la extracción ilegal es un flagelo que daña a todos; por lo tanto, es necesario fortalecer las facultades de la Dirección General de Aguas DGA, que es la entidad encargada de cautelar el uso debido de los derechos de aprovechamiento de agua, y de recolectar y consolidar la información relevante.

Afirmó que el actual Código Penal, contempla el delito de usurpación de aguas en sus artículos 459 y 460, pero con penas muy bajas, y sin aclarar si procede para el caso de aguas subterráneas, lo que, según la Dirección General de Aguas, DGA, no genera un efecto disuasivo y deja en la impunidad la extracción ilegal de aguas subterráneas.

Indicó que el artículo 173 del Código de Aguas, establece una multa máxima de apenas 20 UTM (no más de $ 788.240) respecto de toda contravención a sus normas que no esté especialmente sancionada, sin tipificar claramente los hechos que se sancionan. Además, la DGA ha señalado reiteradamente que la multa establecida no ha tenido un efecto disuasivo, ni tampoco tiene correlación con los daños e infracciones que se cometen. A su vez, los tribunales han tendido a no aplicar la sanción, en razón a que no están claramente tipificados los hechos que se sancionan.

Planteó que actualmente se produce una falta de certeza respecto de la gestión de información que se hace por parte de la DGA, de consistencia y de fragmentación en la información que se le entrega, lo cual, hace más difícil su gestión. Por ello se establece la necesidad de actualizar los mecanismos para la remisión de información por parte de los conservadores de bienes raíces, notarios y las organizaciones de usuarios a dicha Dirección, que le permita cumplir adecuadamente su rol fiscalizador, especialmente en cuanto a las aguas subterráneas.

Respecto del proyecto en estudio, se contemplan modificaciones al delito de usurpación de aguas, consagrado en el artículo 459 del Código Penal, aumentando las penas asignadas al mismo: que actualmente se castiga con presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días), elevando el rango de presidio menor en su grado mínimo a medio (61 días a 3 años). Y para el caso del delito agravado, o con violencia (artículo 460) de presidio menor en su grado mínimo a medio (61 días a 3 años), a presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años).

Por otra parte, se aumenta la multa de los delitos relacionados con la usurpación de aguas: de 11 UTM a 20 UTM ($ 433.532 a $ 788.240), como ocurre actualmente, a un rango que va desde 20 UTM hasta 500 UTM ($ 788.240 a $ 19.706.000), y la del delito agravado de 50 UTM a 500 UTM ($ 1.970.600 a $ 19.706.000).

Adicionalmente, se explicita en el proyecto que el tipo penal, en ambos casos, abarca tanto la usurpación de aguas superficiales como subterráneas.

Además, se establecen las siguientes modificaciones al tratamiento de las infracciones del Código de Aguas:

Al respecto, se modifica completamente el artículo 173 del Código de Aguas, incorporándole las hipótesis de hecho, los rangos de las multas establecidas para las distintas hipótesis y los criterios para la fijación de las mismas, ya que actualmente se contempla una única multa máxima de 20 UTM ($ 0 a $ 788.240). Además, se agregan casos como el de infracciones relativas al incumplimiento de la obligación de entregar información a la Dirección General de Aguas, donde se propone que la multa sea de 10 UTM a 500 UTM ($ 394.120 a 
$ 19.706.000), para infracciones relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea, de 10 UTM a 1000 UTM ($ 394.120 a $ 39.412.000), para el incumplimiento a la exigencia de instalación de sistemas de medidas de 20 UTM a 1000 UTM ($ 788.240 a 
$ 39.412.000), para infracciones a cualquiera de las disposiciones de la resolución que otorga o reconoce el derecho de aprovechamiento de aguas, de 20 UTM a 1000 UTM ($ 788.240 a 
$ 39.412.000), y para infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente el cauce, el acuífero o a la generalidad de los usuarios de dichas fuentes, se propone que la multa sea de 600 UTM a 5000 UTM ($ 23.647.200 a $ 197.060.000).

Explicó, que respecto de los criterios que se aplicarán para las sanciones, se establece que las multas que correspondan a la infracción original, podrán aumentarse hasta el doble, dentro del rango establecido en el artículo, cuando se trate de infracciones reiteradas y que afecten el caudal ecológico o la sustentabilidad del acuífero; además, que el monto de la multa será determinado prudencialmente en consideración a la gravedad de la infracción, a la afectación de derechos de terceros, a la cantidad de usuarios afectados, o a la magnitud de la afectación al caudal del cauce o capacidad del acuífero. 

También se establecen modificaciones en cuanto a las normas para el mejoramiento de gestión de información por parte de la DGA.

En tal sentido, el proyecto contempla que los notarios, conservadores y organizaciones de usuarios, deberán remitir información mediante el mecanismo que permita establecer la mejor tecnología disponible y en un formato estandarizado, que facilite su rápido procesamiento (artículos 122 y 122 bis), y que no se haga por carta certificada, como sucede en la actualidad. De esta manera, se pondrá fin a la era del papel y se establecerán sistemas informáticos en materia de registro de derechos de aprovechamiento. Esto permitirá uniformar datos y gestionar de forma más eficiente el recurso hídrico en el país. Asimismo permitirá una mayor transparencia en la gestión de la información, dado que se facilitará sustancialmente su publicación.

Finalmente señaló, que el proyecto propone modificaciones en cuanto a las facultades de fiscalización de la DGA, a través de: la incorporación explícita de las aguas subterráneas como objeto de fiscalización (artículo 299), a fin de evitar su extracción ilegal; del otorgamiento de facultades para ordenar la paralización y cegamiento de pozos cuando éstos no estuvieren autorizados (artículo 299 bis). Además, se hace extensiva la facultad de la Dirección para exigir la instalación de sistemas de medida para aguas subterráneas, a aguas superficiales (artículo 307 bis), lo cual permitiría tomar acciones concretas y determinar las infracciones o usurpaciones que se detecten. Asimismo, se incorpora la facultad a la DGA para obrar de oficio, para establecer la reducción temporal del ejercicio de los derechos de aprovechamiento (artículo 62).

-o-
También participó el ex Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, quién señaló que el proyecto de ley en estudio, constituye un interesante llamado de atención para todas aquellas empresas y personas que desarrollan actividades cuyo insumo es el agua, extraída tanto en forma superficial como subterránea, ya que se establece un importante aumento de las multas, cuyo monto puede incluso superar los 390 millones de pesos, además del aumento de las penas corporales, de presidio menor en su grado mínimo a presidio menor en su grado máximo. Estos cambios exigirán que los titulares de derechos de aguas sean muy proactivos en el control de sus extracciones, debido, precisamente, al riesgo de pagar cuantiosas multas o de cumplir penas corporales privados de libertad.

Hizo presente que las figuras delictivas previstas en el artículo 459 del Código Penal no han sufrido variaciones, salvo en la penalidad de los delitos, lo que podrá mantener las discusiones existentes en la doctrina, en orden a la efectividad del tipo penal de la usurpación, como mecanismo de protección del bien jurídico protegido, en este caso la propiedad sobre los derechos de aprovechamiento de aguas, sobre todo sabiendo que estamos frente a una tipificación que no ha sufrido modificaciones en 137 años.

Subrayó que esto reviste un interés especial, para que las nuevas conductas sean sancionadas dentro del ámbito administrativo, como las relativas al incumplimiento de la obligación de entregar información a la Dirección General de Aguas que fuese necesaria para el ejercicio de sus funciones, en la forma, oportunidad y mecanismos; las relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea; al incumplimiento de la exigencia de instalación de sistemas de medidas; infracciones a cualquiera de las disposiciones de la resolución que otorga el derecho de aprovechamiento de aguas, o que lo reconozca, o infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente el cauce, el acuífero o a la generalidad de los usuarios de dichas fuentes, ya que, se trata de tipos infraccionales abiertos, que sin duda darán para grandes discusiones en torno a la Constitucionalidad de las mismas, dada la imposibilidad de establecer tipos infraccionales en blanco.

-o-
El Presidente de la Asociación Gremial de Servicios de Agua Potable de la VI Región, señor José Miguel Rivera, solicitó que el proyecto en estudio que no incorpore a las agrupaciones, como la que representa, AGRESAP, y que se les pueda asegurar el recurso hídrico para el consumo de las personas, ya que el recurso hídrico se estaría agotando.

Además, advirtió que es muy difícil adjudicarse algún derecho de aprovechamiento de agua, porque la gran mayoría de los derechos, se encuentra en manos de grandes empresas; por lo mismo, esta situación hace muy complicada la fiscalización.

-o-
La Secretaria de la Asociación Gremial de Servicios de Agua Potable de la VI Región, señora Gloria Alvarado, señaló que AGRESAP representa el mayor porcentaje del agua potable rural de la región de O’Higgins, donde este sistema cubre el 98%, con 33 Cooperativas y 181 Comités.

Criticó el estado actual en que se encuentran los derechos de agua, ya que de los que se encuentran regularizados, muchos se concentrarían en pocas manos; otros cuantos estarían en manos de ECONSA, las sanitarias, el Ministerio de Bienes Nacionales y la CORFO, además de que muchos se encuentran sin regularizar, ya sea por agotamiento de cuencas, mala distribución, o reservas ya asignadas.

Por otra parte, advirtió que el 90 por ciento de la propiedad de las aguas se destina a la agricultura, a la minería y a la industria, y solo el 10 por ciento se destina al consumo humano.

Planteó que el proyecto debiera considerar la exención de sanciones para todos los servicios de agua potable en Chile, ya que se trata de un bien intransferible e indispensable. Además, es necesario hacer extensiva la modificación del artículo 307 bis, por cuanto se trata de una medición para los que extraigan aguas subterráneas, y también se debe asegurar reservas de agua para futuras demandas, y que no se limite el crecimiento de la zona rural.

Consideró relevante que se realice un blanqueo inmediato a todos los APR, y que éstos se concedan por el solo ministerio de la ley, por tratarse, a su juicio, de un bien esencial para el ser humano.

Por último, manifestó que el Estado debería subsidiar a la DGA, para que ésta implemente sistemas satelitales de monitoreo permanente a cada punto de explotación o bocatoma y, en general, de cada derecho de aprovechamiento otorgado en el país.

-o-

El Presidente de la Junta de Vigilancia del Río Illapel, señor Jaime Tapia, señaló que la agrupación que representa comparte plenamente la iniciativa en estudio, por cuanto, con ella se pueden resolver las necesidades más urgentes en materia de aguas.

-o-
El Presidente de la Junta de Vigilancia del Río Tinguiririca, señor Jorge Villagrán, manifestó su complacencia con el proyecto en estudio. Sin embargo, sugirió que se incluya una modificación al artículo 14 del Código de Aguas, que contemple a los usuarios de derechos no consuntivos, para que la extracción o restitución de las aguas que utilizan no perjudique los derechos de terceros constituidos sobre las mismas aguas, en cuanto a su cantidad, calidad, substancia, oportunidad de uso y demás particularidades.

Al respecto, solicitó que para el caso de los derechos no consuntivos ya constituidos, la Dirección General de Aguas determine en cada caso el tiempo de restitución de dichos derechos, sin perjuicio de lo expresado en el artículo 15 del Código de Aguas. Además, planteó que se debe considerar como delito de usurpación los casos en que la oportunidad de restitución de derechos no consuntivos exceda el tiempo señalado en el acto de adquisición, o exceda el plazo señalado en la resolución de la DGA para los derechos ya constituidos.

Respecto del artículo 307 bis, señaló que para el caso de los derechos no consuntivos, se debiese obligar a la instalación de sistemas de medición de caudal instantáneo, tanto en el punto de captación como en el de restitución, cuando el titular haya construido las obras necesarias para su uso. Agregó, que dicho sistema debiera permitir que se obtenga, almacene y transmita a la DGA la información indispensable para el control y medición de caudal instantáneo, efectivamente extraído y -en los usos no consuntivos- restituido, desde y hacia la fuente natural.

Planteó que respecto de la facultad de cegamiento de pozos que establece el proyecto, en el artículo 299 bis, la Dirección General de Aguas debiese ordenar la clausura de la obra de captación de aguas cuando el propietario de la misma infrinja reiteradamente las disposiciones del artículo 173, especialmente cuando se afecte el caudal ecológico, la sustentabilidad del acuífero o a la generalidad de los usuarios de una cuenca.

Agregó que las modificaciones sugeridas son necesarias para que la DGA pueda vigilar y controlar efectivamente el correcto uso de los derechos no consuntivos, particularmente para evitar el que se haga un uso consuntivo de ellos, como sucede con las centrales hidroeléctricas de pasada, que almacenan las aguas del cauce en embalses durante el día, alterando el flujo natural del río, para devolverlo horas más tarde, infringiendo con ello el concepto de oportunidad de uso y continuidad al que tienen derecho los usuarios de derechos consuntivos. Por cuanto, es ahí donde se dificulta la fiscalización, por la carencia de información del caudal instantáneo a la entrada y la salida de las obras.

Indicó que en el artículo 122 del proyecto, se establece la obligación de entrega de información por parte de notarios y conservadores, por lo que sugirió que para su implementación es necesario la creación de un sistema o plataforma computacional que permita levantar la información de manera directa, eficaz y oportuna desde la notaria o conservadores de manera digital.

En el tema de las multas que el proyecto lo trata en el artículo 173, propuso que se debe considerar la segmentación de ellas por tramos, de acuerdo a distintos criterios, tales como: dimensión de la infracción, oportunidad, tipo de usuarios, entre otros. Además, es necesario precisar lo que se va a sancionar, ya que actualmente es demasiado amplio el rango de las multas.

Concluyó que el proyecto centra gran parte de las reformas en aumentar las atribuciones de la DGA, pero no incorpora medidas para fortalecer el accionar de las juntas de vigilancia, quienes también tienen facultades de control que permiten complementar las competencias de la DGA. Lo que ha significado una serie de conflictos debido a los nuevos actores que utilizan las aguas, como hidroeléctricas y mineras, que se niegan a reconocer las atribuciones de administración y control que el mismo Código les otorga a las juntas de vigilancia. Además, las juntas deben incurrir muchas veces en gastos no previstos, debido a la necesidad de vigilar y controlar el accionar de estos nuevos actores y los efectos que provocan. Es por ello, que a su juicio, es necesario establecer la obligatoriedad de incorporarse a dichas juntas a todo titular de derechos de aprovechamiento de un cauce, de cualquier naturaleza.

-o-
El Secretario del Movimiento de Defensa del Agua, la Tierra y el Medioambiente, Modatima, señor Rodrigo Mundaca, manifestó que valora la presente iniciativa, porque busca aumentar la penalidad al delito de usurpación de aguas, así como también reforzar las funciones y herramientas de la Dirección General de Aguas. Sin embargo, a su juicio, ésta debiese ser la oportunidad de iniciar un gran debate nacional para poner fin a la privatización de nuestros recursos hídricos, lo que, ha incentivado el lucro con el agua, un bien nacional que debería ser de uso y dominio público, además de consagrado constitucionalmente como un derecho humano esencial e irrenunciable.

Planteó, que el aumentar la penalidad y dotar de mayores herramientas a la DGA no resuelve el problema de fondo, porque el Código de Aguas, vigente desde el año 1981, determina que las aguas son un bien nacional de uso público, pero también un bien económico, y le concedió al Estado la facultad de asignar de forma permanente y gratuita derechos de aprovechamiento de aguas a privados que, desde 1981 en adelante, han podido concurrir al mercado a comprar, vender o arrendar derechos de agua. Agregó, que esa situación ha provocado una profunda dicotomía, porque existen propietarios de derechos de agua que no tienen tierra, y viceversa, propietarios de tierra que no tienen derechos de agua.

Por otra parte, denunció que empresas sanitarias privatizadas en la V región han incentivado a pequeños y medianos agricultores a vender agua, lo que no se condice con la petición original de sus derechos, solicitados para emprendimientos agrícolas.

Concluyó, que la gestión de las aguas en Chile se caracteriza por una fuerte dispersión, porque está la DGA, las organizaciones de usuarios, juntas de vigilancia, asociaciones de canalistas, comunidades de agua, Comisión Nacional de Riego, DOH, Conaf, SAG, Indap, todas organizaciones e instituciones con funciones distintas, pero a la vez similares. Por lo que propuso que la DGA, como órgano del Estado a cargo de la gestión del agua, sea dotada de mayores competencias y recursos técnicos y humanos, para hacer eficiente sus funciones de administración y fiscalización de los recursos hídricos. Es por ello, que ésta debe transformarse en la autoridad hídrica que el país requiere, y no estar subordinada al ministerio de Obras Públicas, ya que esto, a su juicio, ha limitado su autonomía y gestión.

-o-

El Presidente de la Junta de Vigilancia del Río Choapa, señor Luis López, señaló que la agrupación que representa comparte el proyecto en estudio, pero en esta iniciativa se debiera considerar que los usuarios de derechos no consuntivos paguen alguna cuota en las juntas de vigilancia; así mismo, que cada cuenca tenga un reglamento propio, ya que tienen realidades distintas, y, finalmente solicitó que se dote a los inspectores de la DGA con la calidad de ministros de fe, porque hasta ahora se ven disminuidos en sus atribuciones.

-o-
El Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, señor Franco Devillaine, señaló que el proyecto se acota a las necesidades más urgentes por resolver en materia de aguas, sin embargo, en paralelo se tramita en el Senado un proyecto de ley de regularización y perfeccionamiento de títulos de aprovechamiento de aguas. Sin perjuicio de ello, en un futuro próximo se podría abrir debate sobre otros puntos de interés sobre la materia.

Explicó que la redacción del artículo 173 del proyecto dota de mayores facultades a la DGA de las que tiene hoy, además de constituirse en una garantía debido al proceso para los administrados, que ahora tendrán un conocimiento claro respecto de las razones por las que se les estaría sancionando y cuáles son los tipos específicos por los que se les infracciona, además con esto se establece un criterio de oportunidad y proporcionalidad en las sanciones que dicho organismo imponga, dependiendo de la gravedad de las infracciones.

Indicó, respecto de lo planteado sobre los titulares de derechos consuntivos y no consuntivos, que la letra e. del artículo 173 del proyecto se hace cargo de esa situación, porque establece el régimen más alto de sanciones, con un mínimo de 600 y con un máximo de 5.000 UTM, además se establece un tipo administrativo para cuando se ejerzan derechos más allá de los que corresponda, o de una naturaleza distinta, por ejemplo, cuando se haga un uso consuntivo de un derecho no consuntivo.

Manifestó que existe una diferencia entre la responsabilidad administrativa de la responsabilidad penal, porque la DGA es un órgano que ejerce potestades administrativas y sancionatorias, con un procedimiento administrativo previo, pero es distinto a la responsabilidad contemplada por el Código Penal para el delito de usurpación, que conlleva la facultad de imperio, sin perjuicio, además, de la responsabilidad civil que puedan emanar de esos delitos.

Finalmente, explicó que respecto de lo planteado acerca de que los inspectores de la DGA tengan la calidad de ministros de fe, señala que se debe analizar más detalladamente lo que ocurre cuando se dota de ese tipo de facultades a los funcionarios públicos, porque, por ejemplo, cuando los inspectores del trabajo interpretan someramente algún informe en los recursos entablados ante las cortes de apelaciones, son fuertemente sancionados. Por lo tanto, la experiencia indica que esa situación podría llevar a una excesiva judicialización. Sin embargo, aquello se podría subsanar con que los inspectores de la DGA sean auxiliados por la fuerza pública para el ingreso a algún terreno particular, con autorización administrativa de gobernadores o intendentes.

-o-

-Puesto en votación general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Auth; Hasbún; Latorre; Pacheco, doña Clemira; Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma y Venegas.

X. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.


Cabe consignar que el proyecto en informe consta de dos artículos permanentes:

Mediante el artículo 1°, se modifica el decreto con fuerza de ley N°1.122, de 1981, del Ministerio de Justicia, que fijó el texto del Código de Aguas. Para lo cual, se incorporan diez numerales, que contienen las modificaciones a los artículos 62; 122; 122 bis; 173 y 299. Además se incorporan los artículos 299 bis y 307 bis.


Mediante el artículo 2°, se modifican los artículos 459 y 460 del Código Penal.

ARTÍCULO 1°.

Modifica el decreto con fuerza de ley N° 1.122, de 1981, del Ministerio de Justicia, que fijó el texto del Código de Aguas, de la siguiente forma:

1. Intercalar en el inciso primero del artículo 62, entre la frase “la Dirección General de Aguas,” y la frase “a petición de uno o más afectados,”, la frase “de oficio o”.

*Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para intercalar en el inciso primero del artículo 62, entre la frase “la Dirección General de Aguas,” y la frase “a petición de uno o más afectados,”, la frase “de oficio o”; e incorporar la frase “, mediante resolución fundada”, antes del punto final (.).”
-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Norambuena y Pérez, don Leopoldo.

2. Reemplazar el inciso cuarto del artículo 122, por el siguiente:

“Para los efectos señalados en el inciso anterior, los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces deberán enviar a la Dirección General de Aguas, dentro de los 30 días siguientes a la fecha del acto que se realice ante ellos y en la forma que determine el reglamento, expedido a través del Ministerio de Obras Públicas, la información referente a las transferencias y transmisiones del dominio de los derechos de aprovechamiento de aguas y organizaciones de usuarios de agua. El incumplimiento de esta obligación por parte de Notarios y Conservadores, será sancionado según lo previsto en el artículo 440 del Código Orgánico de Tribunales.”.

-Puesta en votación la modificación signada con el N°2, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Norambuena y Pérez, don Leopoldo.

3.- Reemplazar en el inciso octavo del artículo 122 la expresión “las copias”, por la expresión “la información”.

-Puesta en votación la modificación signada con el N°3, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo. 

4. Incorporar en el artículo 122 bis, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), lo siguiente: “La información requerida deberá enviarse en la forma que determine el reglamento previsto en el artículo anterior.”.

-Puesta en votación la modificación signada con el N°4, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Lemus; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo. 

5. Eliminar del inciso tercero del artículo 122 bis, la frase “a petición de cualquier interesado,”.

*Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir el numeral 5) por el siguiente:

“5. Intercalar entre la frase “será sancionado,” y la frase “a petición de cualquier interesado,” del inciso tercero del artículo 122 bis, la frase “de oficio o”.”
-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

6. Reemplazar en el subtítulo tercero del Título Primero del Libro Segundo, la expresión “De las multas” por la expresión “De las sanciones.”
-Puesta en votación la modificación signada con el N°6, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

7.- Reemplazar el artículo 173, por el siguiente:

“Artículo 173.- Las personas naturales o jurídicas u otras entidades que incurrieren en las infracciones que a continuación se describen podrán ser objeto de la aplicación de algunas de las siguientes multas a beneficio fiscal:

a. De diez a quinientas unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones relativas al incumplimiento de la obligación de entregar información que fuera necesaria para el ejercicio de sus funciones en la forma, oportunidad y mecanismos establecidos por la Dirección General de Aguas;

*Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir en la letra a), la frase “establecidos por la Dirección General de Aguas;”, por la siguiente: “que establezca el reglamento, expedido a través del Ministerio de Obras Públicas, en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 68, 122 bis y 307 bis del Código de Aguas;”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

b. De diez a mil unidades tributarias mensuales cuando se trate de infracciones relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea;

*Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir en la letra b), el guarismo “diez” por “cien”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, y Venegas.

c. De veinte a mil unidades tributarias mensuales cuando se trate del incumplimiento a lo dispuesto en los artículos 68 y 307 bis del Código de Aguas y que dice relación con la exigencia de instalación de sistemas de medidas;

d. De veinte a mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones a cualquiera de las disposiciones de la resolución que otorga el derecho de aprovechamiento de aguas, o que lo reconozca, de conformidad al artículo 310 de este Código, y

e seiscientas a cinco mil unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente el cauce, el acuífero o a la generalidad de los usuarios de dichas fuentes.

*Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir la letra e), por la siguiente:

“e. De seiscientas a cinco mil unidades tributarias mensuales, cuando se realicen hechos, actos u obras que afecten la disponibilidad, la calidad natural de las aguas en las fuentes naturales o en obras estatales de desarrollo del recurso o modifiquen el curso de las aguas, o afecten gravemente el cauce, el acuífero o a la generalidad de los usuarios de dichas fuentes, todo sin autorización de la autoridad competente.”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra y Venegas.

Las multas que correspondan a la infracción original podrán aumentarse hasta el doble, dentro del rango establecido en este artículo, cuando se trate de infracciones reiteradas y que afecten el caudal ecológico o la sustentabilidad del acuífero.

*Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir el inciso segundo, por el tercero, y viceversa.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra y Venegas.

El monto de la multa será determinado prudencialmente en consideración a la gravedad de la infracción, a la afectación de derechos de terceros, a la cantidad de usuarios afectados, o a la magnitud de la afectación al caudal del cauce o capacidad del acuífero.”.

*Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para suprimir el término “prudencialmente”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra y Venegas.

-Puesto en votación la modificación del artículo 173, incluidas las indicaciones parlamentarias, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra y Venegas.

8. Reemplázase en la letra d) del artículo 299, la frase “los mismos cauces sin título” por la frase “los mismos cauces y en los acuíferos sin título,”.

*El Ejecutivo formuló una indicación para eliminar en la letra d), del artículo 299, a continuación del punto seguido (.), que pasa a ser punto aparte (.), la frase: “Para estos efectos, podrá requerir el auxilio de la fuerza pública en los términos establecidos en el artículo 138 de este Código, y”.”.

*Además, el Ejecutivo formuló una indicación para incorporar la siguiente letra f), nueva, al artículo 299, sustituyendo en la letra e) el punto final (.) por una coma (,) y a continuación agregar la conjunción “y”:

“f) Requerir fundadamente, del Intendente o Gobernador respectivo, el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, para efectos del ejercicio de las atribuciones señaladas en los literales b) número 1, c) y d) de este articulo. El requerimiento deberá ser presentado por el Director Regional correspondiente.

Para el ejercicio de la atribución dispuesta en el literal b) número 1 de este artículo, el auxilio de la fuerza pública podrá requerirse solo en caso que se acredite la negativa a la solicitud de acceso que previamente haya efectuado el personal de la Dirección General de Aguas con el objeto de realizar trabajos de mantención y operación del servicio hidrométrico nacional.”.

-Puesto en votación el N° 8 y las indicaciones presentadas por el Ejecutivo respecto del artículo 299, fueron aprobados por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bobadilla; Hasbún; Hernández; Latorre; Norambuena; Pérez, don Leopoldo, Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas.

9.- Agrégase, a continuación del artículo 299, el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo 299 bis.- La Dirección General de Aguas, mediante resolución fundada, podrá ordenar la paralización y el cegamiento de un pozo en caso de acreditarse fehacientemente la extracción de aguas en un punto no autorizado por ella.

*Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para sustituir en el inciso primero, la frase “no autorizado por ella”, por “no reconocido o constituido de conformidad a la ley”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra y Venegas.

-Puesto en votación el N° 9, incluida la indicación parlamentaria, fueron aprobadas por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Latorre; Lemus; Norambuena; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra y Venegas.

10. Agregar, a continuación del artículo 307, el siguiente artículo 307 bis, nuevo:

“Artículo 307 bis.- La Dirección General de Aguas podrá exigir la instalación de sistemas de medida a los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas superficiales u organizaciones de usuarios que extraigan aguas directamente desde cauces naturales de uso público. Dicho sistema deberá permitir que se obtenga y almacene la información indispensable para el control y medición del caudal instantáneo, efectivamente extraído desde la fuente natural.”.

-Puesta en votación la propuesta signada con el N°10, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Lemus y Pérez, don Leopoldo.

ARTÍCULO 2°.

Modifica el Código Penal, de la siguiente forma:

1.- Introduce las siguientes modificaciones, al artículo 459:

a. Reemplazar en el encabezado de este artículo, la expresión “mínimo” por la expresión “mínimo a medio”; el guarismo “once” por “veinte” y el guarismo “veinte” por “quinientas”.”.

*Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para reemplazar en la letra a. del artículo 2° el guarismo “veinte” por “doscientos” y el guarismo “quinientas” por “cinco mil”.

-Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Lemus; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

b. Intercalar en el número 1°, entre la frase “arroyos o fuentes” y “; de canales o acueductos”, la siguiente frase “, sean superficiales o subterráneas”.

-Puesto en votación la modificación al artículo 459, incluida la indicación parlamentaria fueron aprobados por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Lemus; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

2.- Modifica el artículo 460, con el objeto de reemplazar la frase “en sus grados mínimo a medio” por la frase “en cualquiera de sus grados”; el guarismo “once” por “cincuenta”, y el guarismo “veinte” por “quinientas”.”.

*Los Diputados señores Bobadilla; García, don René Manuel; Hasbún; Hernández; Latorre; Lemus; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Venegas formularon una indicación para reemplazar en el numeral 2 del artículo 2° el guarismo, “cincuenta” por “doscientos” y el guarismo “quinientos” por “cinco mil”.

-Puesto en votación la modificación al artículo 460, incluida la indicación parlamentaria fueron aprobados por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca; García, don René Manuel; Hasbún; Lemus; Norambuena, y Pérez, don Leopoldo.

XI. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO.


En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado informante, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones os recomienda a aprobación del siguiente: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1122, de 1981, del Ministerio de Justicia, que fija el texto del Código de Aguas:

1. Intercálese, en el inciso primero del artículo 62, entre la frase “la Dirección General de Aguas,” y la frase “a petición de uno o más afectados,”, la frase “de oficio o”; e, incorpórese la frase “, mediante resolución fundada”, antes del punto final (“.”).

2. Reemplázase el inciso cuarto del artículo 122, por el siguiente:

“Para los efectos señalados en el inciso anterior, los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces deberán enviar a la Dirección General de Aguas, dentro de los 30 días siguientes a la fecha del acto que se realice ante ellos y en la forma que determine el reglamento, expedido a través del Ministerio de Obras Públicas, la información referente a las transferencias y transmisiones del dominio de los derechos de aprovechamiento de aguas y organizaciones de usuarios de agua. El incumplimiento de esta obligación por parte de Notarios y Conservadores, será sancionado según lo previsto en el artículo 440 del Código Orgánico de Tribunales.”.

3. Reemplázase en el inciso octavo del artículo 122 la expresión “las copias”, por la expresión “la información”.

4. Incorpórase en el inciso primero del artículo 122 bis, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), lo siguiente:

“La información requerida deberá enviarse en la forma que determine el reglamento previsto en el artículo anterior.”.

5. Intercálese en el inciso tercero del artículo 122 bis, entre las frases “será sancionado,” y “a petición de cualquier interesado,”, la frase “de oficio o”.”
6. Reemplázase en el subtítulo tercero del Título Primero del Libro Segundo, la expresión “De las multas” por la expresión “De las sanciones”.

7. Reemplázase el artículo 173 por el siguiente:

“Artículo 173.- Las personas naturales o jurídicas u otras entidades que incurrieren en las infracciones que a continuación se describen podrán ser objeto de la aplicación de algunas de las siguientes multas a beneficio fiscal:

a. De diez a quinientas unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones relativas al incumplimiento de la obligación de entregar información que fuera necesaria para el ejercicio de sus funciones en la forma, oportunidad y mecanismos que establezca el reglamento, expedido a través del Ministerio de Obras Públicas, en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 68, 122 bis y 307 bis del Código de Aguas;

b. De cien a mil unidades tributarias mensuales cuando se trate de infracciones relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea;

c. De veinte a mil unidades tributarias mensuales cuando se trate del incumplimiento a lo dispuesto en los artículos 68 y 307 bis del Código de Aguas y que dice relación con la exigencia de instalación de sistemas de medidas;

d. De veinte a mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones a cualquiera de las disposiciones de la resolución que otorga el derecho de aprovechamiento de aguas, o que lo reconozca, de conformidad al artículo 310 de este Código, y

e. De seiscientas a cinco mil unidades tributarias mensuales, cuando se realicen hechos, actos u obras que afecten la disponibilidad, la calidad natural de las aguas en las fuentes naturales o en obras estatales de desarrollo del recurso o modifiquen el curso de las aguas, o afecten gravemente el cauce, el acuífero o a la generalidad de los usuarios de dichas fuentes, todo sin autorización de la autoridad competente.

El monto de la multa será determinado en consideración a la gravedad de la infracción, a la afectación de derechos de terceros, a la cantidad de usuarios afectados, o a la magnitud de la afectación al caudal del cauce o capacidad del acuífero.

Las multas que correspondan a la infracción original podrán aumentarse hasta el doble, dentro del rango establecido en este artículo, cuando se trate de infracciones reiteradas y que afecten el caudal ecológico o la sustentabilidad del acuífero.”.

8. Modifíquese el artículo 299 de la siguiente forma:

1) Reemplácese en la letra d) la frase “los mismos cauces sin título”, por la frase “los mismos cauces y en los acuíferos sin título,”, y elimínese, a continuación del punto seguido (.), que pasa a ser punto aparte (.), la frase: “Para estos efectos, podrá requerir el auxilio de la fuerza pública en los términos establecidos en el artículo 138 de este Código, y”.

2) Incorpórese la siguiente letra f), nueva, sustituyendo en la letra e) el punto final (.), por una coma (,), y a continuación agregar la conjunción “y”:

“f) Requerir fundadamente, del Intendente o Gobernador respectivo, el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, para efectos del ejercicio de las atribuciones señaladas en los literales b) número 1, c) y d) de este articulo. El requerimiento deberá ser presentado por el Director Regional correspondiente.

Para el ejercicio de la atribución dispuesta en el literal b) número 1 de este artículo, el auxilio de la fuerza pública podrá requerirse solo en caso que se acredite la negativa a la solicitud de acceso que previamente haya efectuado el personal de la Dirección General de Aguas con el objeto de realizar trabajos de mantención y operación del servicio hidrométrico nacional.”.

9. Agrégase, a continuación del artículo 299, el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo 299 bis.- La Dirección General de Aguas, mediante resolución fundada, podrá ordenar la paralización y el cegamiento de un pozo en caso de acreditarse fehacientemente la extracción de aguas en un punto no reconocido o constituido de conformidad a la ley.

Para cumplir con esta finalidad, el Director General de Aguas o los Directores Regionales, podrán ejercer la facultad contenida en el artículo 138 de este Código.”.

10. Agréguese, a continuación del artículo 307, el siguiente artículo 307 bis, nuevo:

“Artículo 307 bis.- La Dirección General de Aguas podrá exigir la instalación de sistemas de medida a los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas superficiales u organizaciones de usuarios que extraigan aguas directamente desde cauces naturales de uso público. Dicho sistema deberá permitir que se obtenga y almacene la información indispensable para el control y medición del caudal instantáneo, efectivamente extraído desde la fuente natural.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

1. Al artículo 459:

a. Reemplázase en el encabezado la expresión “mínimo” por la expresión “mínimo a medio”; el guarismo “once” por “doscientos” y el guarismo “veinte” por “cinco mil”.”.

b. Intercálese en el número 1°, entre las frases “arroyos o fuentes” y “; de canales o acueductos”, la siguiente frase “, sean superficiales o subterráneas”.

2.- Al artículo 460:

Reemplázase la frase “en sus grados mínimo a medio” por “en cualquiera de sus grados”; el guarismo “once” por “doscientos”, y el guarismo “veinte” por “cinco mil”.”.

Se designó Diputado informante al señor Juan Carlos Latorre Carmona.

Sala de la Comisión, a 04 de mayo de 2012.

Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de las sesiones de fechas 20 de marzo; 3, 10 y 17 de mayo, y 2 y 3 de mayo de 2012, con la asistencia de los Diputados señores Hasbún (Presidente); Auth; Bobadilla; García, don René Manuel; Hernández; Latorre; Meza; Norambuena; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra, Tuma, y Venegas, don Mario.

Se deja constancia que en algunas sesiones los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Lemus, reemplazaron al Diputado señor Bobadilla y a la Diputada señora Pacheco, doña Clemira, respectivamente.

Se adjunta al presente informe un texto comparado, que contiene la legislación vigente y el texto aprobado por la Comisión.


(Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión”.
14. Informe de la Comisión Especial de Deportes, recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte. (boletín N° 8085-29-1)

“Honorable Camara:


La Comisión Especial de Deportes pasa a informar, en primer trámite reglamentario y constitucional, sobre el proyecto de ley del epígrafe, originado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A las sesiones que la Comisión destinó al estudio de las referidas iniciativas refundidas, asistió el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Andrés Chadwick Piñera, el señor Subsecretario de Deportes, don Gabriel Ruiz-Tagle Correa, y el Jefe de Gabinete de este último, don Juan Andrés Dezulovic Díaz.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1.- Idea matriz o fundamental del proyecto que se propone: creación del Ministerio del Deporte.

2.- Normas de quórum especial: no existen en el proyecto aprobado normas de tal naturaleza. 

3.- Artículos de competencia de la Comisión de Hacienda: el proyecto contiene normas en materia presupuestaria o financiera del Estado que requieren estudio por parte de dicha Comisión.

4.- Aprobación en general del proyecto: el proyecto fue aprobado, en general, por la unanimidad de los Diputados presentes (6) señores Carmona, Jimenez, Morales, Norambuena, Rojas y Sandoval.

6.- Diputado Informante: se designó a don Iván Norambuena Farías.

II. ANTECEDENTES GENERALES.

Señala el Mensaje que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 1º de la Constitución Política de la República, el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible. Agrega que este artículo es parte fundamental de las Bases de nuestra Institucionalidad y por tanto, su contenido debe guiar la acción de todos los órganos de la Administración del Estado.

Añade que, como una forma relevante de promover estos objetivos, el Ejecutivo considera que la práctica deportiva es una poderosa herramienta para fortalecer los lazos sociales y promover ideales de fraternidad, esfuerzo, solidaridad y no violencia entre personas de todas las edades. 

Hace presente, a continuación, que en este sentido la ley N° 19.712, del Deporte, entregó al Estado el deber de crear las condiciones necesarias para el ejercicio, fomento, protección y desarrollo de las actividades físicas y deportivas, estableciendo, al efecto, una política nacional del deporte que contempla acciones coordinadas de la Administración y de los grupos intermedios de la sociedad, destinadas a impulsar, facilitar, apoyar y fomentar actividades físicas y deportivas en los habitantes del territorio nacional, a través de la prestación de servicios de fomento deportivo y de la asignación de recursos del presupuesto público.

No obstante, expresa el Mensaje, esta institucionalidad se ha encontrado con serios obstáculos para responder de manera efectiva a los desafíos y metas que impone nuestra realidad deportiva.

Muestra de ello, añade, es que en la actualidad, el organismo rector del Deporte Nacional, el Instituto Nacional de Deportes de Chile posee una doble función. Como órgano rector es el encargado de proponer al Presidente de la República las políticas y planes generales de Deporte, y coordinar con los demás servicios públicos la aplicación de esas políticas. Y como órgano ejecutor debe materializar por sí mismo los programas y acciones de promoción de las distintas dimensiones deportivas, entre las que destacan Alto Rendimiento, actividad física masiva de la población y fomento de la construcción y desarrollo de infraestructura deportiva.

En el ejercicio de estas funciones, agrega, el Instituto se ha enfrentado a diversos inconvenientes de orden externo y de orden interno. En el orden externo, carece de jerarquía administrativa para coordinar y promover adecuadamente las políticas deportivas a nivel nacional, puesto que el Instituto es un Servicio Público que se relaciona con el Ejecutivo a través de una Cartera de Estado que tiene otros múltiples deberes y mandatos legales, y en el orden interno, la ejecución de las actividades deportivas de promoción y ejecución a menudo terminan influyendo en las propuestas de Políticas Deportivas nacionales. Impidiendo con ello que se formulen Políticas Deportivas integrales a mediano y largo plazo que incidan significativamente la actividad deportiva nacional. 

Finalmente, destaca que la experiencia internacional ha demostrado que el rol y responsabilidad del Estado en el fomento y encauzamiento de la actividad deportiva genera mayores frutos cuando existe un órgano de la más alta jerarquía encargado de su dirección. En este sentido, concluye, la creación de un Ministerio de Deportes, permitirá que éste se transforme en un órgano de colaboración directa del Presidente de la República, encargado de las funciones de gobierno y administración de su respectivo sector.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.

El proyecto de ley que S.E. el Presidente de la República sometió a consideración de esta Cámara consta de nueve artículos permanentes y cinco transitorios.

1.- Creación del Ministerio del Deporte.

En el Título I del proyecto se crea el Ministerio del Deporte como órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte.

2.- Adecuaciones a la Ley del Deporte.

El proyecto contiene una serie de adecuaciones a la Ley N° 19.712 que pueden agruparse de la siguiente forma:

a) Se adecuan las funciones del Instituto Nacional de Deportes de Chile en concordancia con las funciones que asume el Ministerio del Deporte. Al Instituto Nacional de Deportes se reserva las funciones de ejecución y materialización de las políticas que determine el Ministerio, convirtiéndose en un ente técnico - operativo que se vincula con el Presidente de la República a través del nuevo Ministerio.

b) Se adecuan también las atribuciones del Director Nacional y de las Direcciones Regionales del señalado Instituto, como consecuencia del ajuste de funciones que conlleva la creación del Ministerio. 

c) Se suprime el Consejo Nacional del mismo Instituto, toda vez que la participación ciudadana en la gestión pública tiene hoy regulación especial a través de la Ley N°20.500 y que las funciones del señalado Consejo son absorbidas por el Ministerio que se crea, por el propio Instituto o directamente por la sociedad civil.

3.- Participación a los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes de Chile en el respectivo Gabinete Regional.

A través de la modificación puntual a la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, se entrega a los Directores Regionales del citado Instituto, por derecho propio, presencia en el Gabinete Regional, para la debida aplicación de los criterios locales en la materialización de las políticas deportivas de la respectiva Región.

4.- Disposiciones transitorias.

Las disposiciones transitorias del proyecto facultan al Presidente de la República, para que dentro del plazo de un año, establezca las normas necesarias para fijar la planta de personal del Ministerio que se crea, para traspasarle a éste, funcionarios y bienes desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile, para dictar normas de estructuración y funcionamiento de sus plantas y para determinarles los requisitos de desempeño en las mismas. Del mismo modo, se faculta al Presidente para fijar la dotación máxima de personal del Ministerio del Deporte.

Se establece, además, en este articulado la facultad presidencial de fijar una fecha única para la entrada en vigencia de la ley, de la planta que fije, el traspaso y encasillamiento que se practique y la iniciación de actividades del Ministerio del Deporte. De este modo se evitarán diversos problemas de implementación que se han suscitado en el pasado, con ocasión de la creación de otros organismos públicos. 

Se contemplan en el articulado transitorio normas de protección para los trabajadores del Instituto Nacional de Deportes de Chile, limitando las normas de encasillamiento y de traspasos a efectuarse por los respectivos Decretos con Fuerza de Ley. En este sentido, se garantiza que el traspaso será en el mismo grado y calidad jurídica que tienen los funcionarios a la fecha en que se materialice. De esta forma:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal.

c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

III. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalar que la idea matriz o fundamental del proyecto es la creación del Ministerio del Deporte.

IV. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGÁNICAS CONSTITUCIONALES O DE QUÓRUM CALIFICADO.


En relación con esta materia, a juicio de la Comisión, los artículos aprobados del proyecto de ley en informe no son de quórum calificado ni de rango orgánico constitucional.

V. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.


La Comisión, además de recibir al señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Andrés Chadwick Piñera, al señor Subsecretario de Deportes, don Gabriel Ruiz-Tagle Correa, y al Jefe de Gabinete de este último, don Juan Andrés Dezulovic Díaz, recibió a los dirigentes de las tres Asociaciones de Funcionarios del Instituto Nacional del Deporte, señor Antonio Leiva Luco, Presidente de Afindex, señor Alvaro Muñoz Marín, Presidente de 
Anfuchid, y señora Jacqueline Andalaft Tajmuch, Presidenta de Asofind.

VI. ARTÍCULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISIÓN QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


A juicio de la Comisión, los artículos 9, permanente, y primero, segundo, tercero y cuarto transitorios, del proyecto en informe deben ser objeto de estudio por parte de la Comisión de Hacienda de esta Corporación por contener normas que inciden en materia presupuestaria o financiera del Estado.

VII. DISCUSIÓN GENERAL.

La Comisión aprobó, en su sesión de fecha 11 de enero del presente año, en general, el proyecto en informe, por la unanimidad de los señores Diputados presentes (6). Concurrieron a dicha unanimidad los señores Carmona, don Lautaro; Jimenez, don Tucapel; Morales, don Celso; Norambuena, don Iván; Rojas, don Manuel, y Sandoval, don David.

Durante su discusión general, el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Andrés Chadwick Piñera, señaló que la institucionalidad creada al amparo de la ley 
N° 19.712, se ha encontrado con serios obstáculos para responder de manera efectiva a los desafíos y metas que impone nuestra realidad deportiva.

Muestra de ello, añadió, es que en la actualidad, el organismo rector del Deporte Nacional, el Instituto Nacional de Deportes de Chile posee una doble función. Como órgano rector es el encargado de proponer al Presidente de la República las políticas y planes generales de Deporte, y coordinar con los demás servicios públicos la aplicación de esas políticas. Y como órgano ejecutor debe materializar por sí mismo los programas y acciones de promoción de las distintas dimensiones deportivas, entre las que destacan Alto Rendimiento, actividad física masiva de la población y fomento de la construcción y desarrollo de infraestructura deportiva.

En el ejercicio de estas funciones, agregó, el Instituto se ha enfrentado a diversos inconvenientes de orden externo y de orden interno. En el orden externo, carece de jerarquía administrativa para coordinar y promover adecuadamente las políticas deportivas a nivel nacional, puesto que el Instituto es un Servicio Público que se relaciona con el Ejecutivo a través de una Cartera de Estado que tiene otros múltiples deberes y mandatos legales, y en el orden interno, la ejecución de las actividades deportivas de promoción y ejecución a menudo terminan influyendo en las propuestas de Políticas Deportivas nacionales. Impidiendo con ello que se formulen Políticas Deportivas integrales a mediano y largo plazo que incidan significativamente la actividad deportiva nacional. 

Finalmente, destacó que la experiencia internacional ha demostrado que el rol y responsabilidad del Estado en el fomento y encauzamiento de la actividad deportiva genera mayores frutos cuando existe un órgano de la más alta jerarquía encargado de su dirección. En este sentido, concluye, la creación de un Ministerio de Deportes, permitirá que éste se transforme en un órgano de colaboración directa del Presidente de la República, encargado de las funciones de gobierno y administración de su respectivo sector.

Por su parte, el señor Subsecretario de Deportes, don Gabriel Ruiz-Tagle Correa, además de refrendar el contenido del Mensaje que le dio origen, manifestó que, a su juicio, existe consenso político respecto de independizar al Deporte de otras materias del quehacer nacional, como una manera de relevarlo y de superar los problemas de funcionamiento del IND, explicados ya en el Mensaje del proyecto y detallados por el señor Ministro Secretario General de Gobierno.

Agregó que entre las funciones que le corresponderán al Ministerio, cabe destacar aquellas que agregan algunos elementos de fondo que no están actualmente establecidos en la Ley del Deporte, tales como:

1. Al ministerio corresponde, en primer lugar, el proponer y evaluar la Política Nacional del Deporte y los planes generales en materia deportiva e informar periódicamente sobre sus avances y cumplimiento.

2. Se le entrega al Ministerio la función específica de coordinar las acciones vinculadas al deporte que los Ministerios y los servicios públicos desarrollen en sus respectivos ámbitos de competencia, considerando las distintas perspectivas regionales en su implementación. Esta función general es acorde con la idea matriz del proyecto, que es la necesidad de jerarquía ministerial para efectuar una coordinación efectiva entre los servicios públicos. Se agrega la perspectiva regional, pues se sabe que este punto fue y es importante para los miembros de este Congreso Nacional.

3. Respecto de las atribuciones en relación a los planes y programas del sector de aprendizaje Educación Física, Deportes y Recreación y de la práctica deportiva en el sistema educacional, se entregan funciones similares a la que tenía el Instituto, pero se traspasan al Ministerio en términos menos imperativos cambiando las voces “coordinar” por “proponer” y “pronunciarse” por “informar”. Lo anterior para armonizar las atribuciones de los Ministerios de Educación y del Deporte y superar los conflictos de competencia que, hasta ahora, entorpecen la efectiva implementación de medidas conjuntas del IND y esa Cartera de Educación.

4. Acorde a la jerarquía nueva y dada la experiencia y necesidad práctica de su consagración legal, se le entrega al ministerio el establecer mecanismos que promuevan la ejecución de programas de interés sectorial, con organizaciones públicas y privadas, por ejemplo, Deporte Universitario, de los trabajadores, deporte militar, etcétera.

5. El Ministerio deberá administrar un catastro de infraestructura deportiva a nivel nacional y regional, distinguiendo aquellas cuya construcción, reparación, mantención o administración se financie total o parcialmente con recursos públicos. Hoy no existe información completa respecto la infraestructura deportiva existente. Con el sistema de destinaciones a la Digeder y al Instituto Nacional de Deportes, no se sabe siquiera la cantidad y entidad de los inmuebles con destino deportivo a nivel país. Con este mandato legal existirán los recursos humanos y económicos para levantar la información.

6. Junto con lo anterior, el Ministerio se coordinará con el Ministerio de Desarrollo Social, respecto de que si las iniciativas de inversión en infraestructura deportiva, sometidas a evaluación, son coherentes con la política nacional de infraestructura deportiva, y acerca de la disponibilidad de recintos para la práctica del deporte en el sector territorial de cada una de las referidas iniciativas.

Añadió que la finalidad de esta disposición es lograr una mejor racionalización en esta materia, pues se considera que la asignación de recursos sin una política nacional de infraestructura deportiva detrás, se hace inorgánica y pierde eficacia en el tratamiento de las necesidades deportivas del país. Lo anterior, no significa restar autonomía de los demás organismos que asignan recursos, sino de establecer lineamientos y recomendaciones en la etapa de elaboración de los respectivos proyectos.

Respecto de la organización del ministerio, destacó que el consenso político transversal acerca de que la institucionalidad deportiva debía regirse por un Ministerio enfrentó un importante problema de implementación: El patrimonio del IND está continuamente incrementándose por aplicación de las disposiciones de la Ley del Deporte y los inmuebles que lo constituyen se han venido traspasando desde la administración centralizada (Digeder-Ministerios de Defensa y de Bienes Nacionales) desde el año 2001. Hizo presente, asimismo, que el proceso señalado, lejos de estar concluido, está en pleno desarrollo, ha tenido la ventaja de poder gestionar mejor los recintos, pero a la vez ha tenido un alto costo de recursos.

Agregó que, si se transformaba el actual IND completamente en Ministerio implicaba que ese proceso de traspasos debía retroceder y volver todo el patrimonio a manos del Fisco, con los consecuentes mayores costos y problemas de gestión posterior al quedar sometidos al régimen centralizado.

Por ello, añadió, el proyecto conserva como órgano operativo al Instituto Nacional de Deportes de Chile, pero le otorga a ese mismo Instituto características propias de un Ministerio., como es la participación de sus Directores en los Gabinetes Regionales respectivos y el régimen de nombramiento de exclusiva confianza de sus autoridades. Señaló que esa misma razón lleva a no desconcentrar el Ministerio en Secretarías Regionales, pues implicaría duplicidad de costos y de funciones con los Directores Regionales del IND.

Finalmente expresó el señor Subsecretario, que por razones de certeza jurídica, se entrega a un Reglamento la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Agregó, en lo que dice relación con las modificaciones a la ley N° 19.712, del Deporte que se adecúan las funciones del Instituto Nacional de Deportes de Chile en concordancia con las funciones que asume el Ministerio del Deporte. Al Instituto se reserva las funciones de ejecución y materialización de las políticas que determine el Ministerio, convirtiéndose en un ente operativo que se vincula con el Presidente de la República a través del nuevo Ministerio.

Asimismo, se adecúan también las atribuciones del Director Nacional y de las Direcciones Regionales del señalado Instituto, como consecuencia del ajuste de funciones que conlleva la creación del Ministerio, y se suprime el Consejo Nacional del mismo Instituto, toda vez que la participación ciudadana en la gestión pública tiene hoy regulación especial a través de la Ley,N°20.500 y que las funciones del señalado Consejo son absorbidas por el Ministerio que se crea, por el propio Instituto o directamente por la sociedad civil.

Finalmente, respecto de las normas de protección a los trabajadores, expresó el señor Subsecretario, que se contemplan en el articulado transitorio normas de protección para los trabajadores del Instituto Nacional de Deportes de Chile, limitando las normas de encasillamiento y de traspasos a efectuarse por los respectivos Decretos con Fuerza de Ley. En este sentido, añadió, se garantiza que el traspaso será en el mismo grado y calidad jurídica que tienen los funcionarios a la fecha en que se materialice. En razón de lo anterior, conservarán todas las asignaciones remuneratorias y los derechos adquiridos con anterioridad como el derecho a indemnizaciones generados por el traspaso de funcionarios desde la DIGEDER al Instituto Nacional de Deportes.

Por su parte, la señora Jacqueline Andalaft Tajmuch, Presidenta de ASOFIND, señaló estar de acuerdo con la creación del Ministerio de Deportes y valoró la exclusión del concepto juventud asociado a este eventual nuevo Ministerio. No obstante, manifestó su desacuerdo en que esta iniciativa legal sea tan similar a aquella discutida y aprobada por la Cámara de Diputados hace algunos años atrás y que hoy se encuentra en tramitación en el Senado. 

Asimismo, hizo presente que el proyecto no es claro respecto a la situación de los funcionarios del Instituto Nacional del Deporte y como ellos lograrán adaptarse a las nuevas funciones del Ministerio, por lo cual existe un sentimiento de incertidumbre respecto de las condiciones de continuidad del IND, lo que se plasma principalmente en la preocupación por la estabilidad laboral. 
En otro orden de ideas, agregó que ninguno de los proyectos referidos al Ministerio del Deporte ha logrado cumplir con la expectativa de los funcionarios en orden a ser una instancia para resolver los problemas coyunturales de la ley del deporte, por ejemplo, el tema de la dotación de personal, la organización interna del servicio, la carrera funcionaria, la fiscalización, entre otras. 

Finalmente, lamentó que las distintas organizaciones no hayan sido invitadas a participar en la discusión del anteproyecto en su calidad de organizaciones gremiales, solo enterándose del mismo a través del servicio de intranet del Instituto Nacional de Deportes. 

El señor Antonio Leiva Luco, Presidente de AFINDEP, señaló que apoyan esta iniciativa, que propicia la creación del Ministerio del Deporte en nuestro país, siempre y cuando se le entreguen los medios y los recursos que se necesitan.

Respecto a los inconvenientes que observan en el proyecto, el señor Leiva señala que se pueden resumir en 4 puntos. El primero de ellos dice relación con la ausencia de un mayor sustento técnico que permitan al Ministerio fomentar y desarrollar el deporte en nuestro país. En su opinión, las políticas públicas deben ser de largo aliento; para tal efecto la política del deporte no puede ser aprobada e implementada en un Gobierno, debe ser una Política Publica de Estado, por lo tanto debe ser elaborada, aprobada y evaluada de alguna forma que permita una continuidad. Este aspecto debiese ser tratado con mayor profundidad en el proyecto de ley, en opinión del expositor. 

En segundo lugar, agregó, los derechos de los trabajadores deben ser resguardados con la profundidad y claridad que se merecen y como se anuncio en el mensaje Presidencial. En efecto, en el proyecto existe una intencionalidad de resguardar los derechos de los trabajadores, sin embargo, ello no se condice con la redacción misma del proyecto, por cuanto la carrera funcionaría, tanto en el Ministerio como en el IND, no está resguardada. Se deben establecer, a su juicio, los mecanismos que aseguren una carrera funcionaria digna y moderna, que incentive la participación de los trabajadores.

En tercer lugar, el expositor estimó que se debe considerar la participación ciudadana en el funcionamiento del Ministerio y sus Políticas Públicas. En este sentido, el Proyecto de Ley elimina el Consejo Nacional, lo cual podría ser justificado en la medida en que replantearan tanto sus integrantes como sus funciones, y así transformarlo en un organismo que colabore en el fomento del deporte, a través de la participación directa de deportistas; dirigentes deportivos; técnicos deportivos; trabajadores o asociaciones tanto del Ministerio como del IND; Consejos locales de deportes, entre otros.

En cuarto lugar, el señor Leiva estimó que existen varios aspectos que se deben corregir, por ejemplo, la facultad que se le entrega al Presidente de la República y el Ministerio respectivo, para fijar la Planta, el Presupuesto y funcionamiento del nuevo Ministerio. Al respecto, cree que estas atribuciones deberían ser ejercidas por el Parlamento de manera tal que efectivamente el fomento y desarrollo del deporte sea una Política de Estado y no solo del Gobierno de turno.

El señor Álvaro Muñoz Marín, Presidente de ANFUCHID, manifestó que valoran la iniciativa legal de crear un Ministerio que sea solo del deporte, aspecto que fue solicitado y fundamentado en el año 2008 por dicha asociación, en esta misma Comisión.

Sin perjuicio de lo anterior, el expositor señaló que este proyecto es una copia casi textual del proyecto que fuera presentado en 2008, por lo que, llama la atención, entonces, que el Estado haya invertido 20 meses y una cantidad indeterminada de recursos públicos en “elaborar” un proyecto que es, en la mayor parte de su texto, una transcripción literal del proyecto presentado por el Gobierno de la presidenta Bachelet.

Por otra parte, lamentó que el Ejecutivo, en su opinión, eluda los pasos políticos y no consulte a los actores sociales, gremiales, académicos y profesionales del deporte en relación a la materia.

En otro orden de ideas, señaló que durante el año 2005, la asociación que preside encargó un estudio de la ley 19.712 a profesionales de la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile. Este estudio, cuyo Informe Ejecutivo enviaron a todos los legisladores el año 2006, establece entre sus conclusiones más importantes: Que la institucionalidad del deporte no puede estar en el mismo cuerpo legal que la ley que rige el sector; Que en nuestro país no existe un modelo deportivo. En este contexto, lamentó que ninguna de esas conclusiones hayan sido siquiera discutidas en este proyecto.

Desde el punto de vista legal, señaló que el artículo tercero del proyecto adolece, al menos, de un par de problemas técnicos que deben ser considerados, a saber: Que sea un reglamento el que determine la organización interna del Ministerio parece inconstitucional, toda vez que, conforme lo establece la Constitución Política de la República, la creación de un ministerio y su organización interna pertenecen a la reserva legal, de modo tal que debe fijarse por ley y no mediante una resolución o decreto, que es la forma a la que se ajusta un reglamento. Asimismo, que no pueda saberse, anticipadamente, cuál será la estructura del Ministerio, dificulta severamente la evaluación del mismo, en especial si se considera que este Ministerio tiene solo una subsecretaría y deja subsistente el Instituto Nacional de Deportes. Cómo no se sabe cuál es la estructura, no puede determinarse con claridad cuáles son las áreas de competencia del Ministerio, la subsecretaría o el Instituto, siendo insuficiente, a este respecto, la sola distinción de funciones que se modifican en la ley del deporte. A dicha complejidad debe agregarse lo particularmente complejo que resulta, en materia de deportes, distinguir las funciones de planificación de las de ejecución.

Respecto del artículo 8°, manifestó el señor Marín, que el proyecto no contempla la existencia de seremías, sino una desconcentración territorial que consistirá en la participación de los directores regionales del IND en una suerte de órgano asesor, no vinculante, que se incorporará al gobierno regional y se vinculará con la Intendencia respectiva. Al respecto, surge una primera inquietud relacionada con la relevancia que asumirá el deporte en la Región, versus la planificación central. En efecto, que sean funcionarios del IND los ubica en una posición de menor jerarquía, de modo tal que, mientras en regiones el deporte se definirá por un servicio público (que es, por definición, un órgano de ejecución y no planificador), en Santiago, la labor se desarrollará por el Ministerio o su representante directo. Pero además de lo anterior, no es difícil imaginar un posible conflicto de competencias, toda vez que el director regional es un funcionario de exclusiva confianza del director del IND y no del Ministro, de modo tal que es al primero a quién le debe obediencia y lealtad.

Finalmente, respecto de las disposiciones transitorias, representa, en su opinión, un contrasentido grave pretender la regulación de las plantas y dotaciones a través de un DFL que, además de poseer un sentido distinto en la legislación (está pensado para las regulaciones legales que requieren de una urgencia que la tramitación parlamentaria no permite), representa una disminución voluntaria de atribuciones que le corresponden al Parlamento. El sistema chileno, profundamente presidencialista, se ve aumentado en su poderío cuando el parlamentario decide entregar las pocas atribuciones que actualmente detenta. Además, añadió, las disposiciones transitorias facultan a la autoridad política a fijar una planta sin límites para la contrata (no respetando ya el artículo 10 del estatuto Administrativo que obliga a que éstas no sobrepasen el 20% de la dotación de planta). Asimismo, afirmó, permiten, también, fijar el número y tipo de funcionarios de exclusiva confianza, sin límite alguno.

Por su parte, los señores Diputados integrantes de esta instancia legislativa coincidieron en el hecho de que este proyecto tiene por objeto crear una nueva institucionalidad deportiva que tienda precisamente a servir de base para la creación de políticas deportivas de largo plazo, tanto para el deporte en general como el de alto rendimiento, en particular. Asimismo, coincidieron en la necesidad de velar por la integridad laboral de los trabajadores que actualmente desempeñan funciones en el IND, garantizando su incorporación en las funciones del nuevo Ministerio sin detrimento en sus condiciones laborales. Del mismo modo, precisaron la importancia de que las autoridades regionales del deporte sean Secretarios Regionales Ministeriales, en vez de Directores Regionales como lo señala el proyecto, ya que de lo contrario podría implicar una situación de menosprecio a este nuevo Ministerio que, evidentemente, disminuiría su jerarquía en el Gobierno Regional.

Por todo ello, manifestaron su disposición de introducir los perfeccionamientos necesarios a su contenido en la discusión particular de los mismos.

VIII. SÍNTESIS DE LAS OPINIONES DISIDENTES AL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACIÓN EN GENERAL.


No hubo en vuestra Comisión opiniones disidentes al acuerdo adoptado en la votación en general.

IX. DISCUSIÓN PARTICULAR.


Para una mejor comprensión de los acuerdos alcanzados en la discusión particular del proyecto, el presente informe abordará cada uno de sus artículos, con las indicaciones formuladas a su respecto.

“TÍTULO I

DEL MINISTERIO DEL DEPORTE

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones

Artículo 1°.- Créase el Ministerio del Deporte que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte.


-El señor Carmona presentó indicación para agregar, después del punto final, sustituyendo sin punto final (.) por una coma (,) la siguiente frase: “y de la actividad física generalizada.”.


-Puesta en votación, fue rechazada por tres votos favor, cuatro en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Carmona y Walker. En contra lo hicieron los señores Morales, Norambuena, Rosales y Sandoval).


-Puesto en votación el artículo 1° fue aprobado por siete votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Carmona, Morales, Norambuena, Rosales, Sandoval y Walker).


Artículo 2°.- Corresponderá especialmente al Ministerio del Deporte:


-El señor Accorsi presentó indicación para eliminar la palabra “especialmente” en su encabezado.


-Puesta en votación fue rechazada por dos votos a favor, cuatro en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Carmona y Walker. En contra lo hicieron los señores Browne, Morales, Rojas y Sandoval).


1) Proponer y evaluar la Política Nacional del Deporte y los planes generales en materia deportiva e informar periódicamente sobre sus avances y cumplimiento.


-Los señores Browne, Carmona, Espinoza, don Fidel, Morales, Rojas y Sandoval, presentaron indicación para reemplazar, en el numeral 1, la palabra “Proponer” por la palabra “Elaborar”.


-Puesta en votación fue aprobada por siete votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Carmona, Jiménez, Morales, Rojas, Sandoval y Walker).


(Esta modificación tiene por objeto establecer claramente que corresponderá al Ministerio del Deporte la elaboración de la Política Nacional del deporte).


2) Formular programas y acciones destinadas al desarrollo del deporte de alto rendimiento y de la actividad física y deportiva de la población.


-Los señores Browne, Carmona, Jiménez, Morales, Rojas, Sandoval y Walker presentaron indicación para reemplazar el numeral 2 por el siguiente:


“2.- Formular programas y acciones destinadas al desarrollo de la actividad física y deportiva de la población.


De igual forma, formular programas y acciones, con este mismo objeto, destinadas al deporte de alto rendimiento.”.


-Puesta en votación fue aprobada por siete votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Carmona, Jiménez, Morales, Rojas, Sandoval y Walker).


(Esta modificación tiene por objeto establecer una diferencia entre formular programas para el deporte masivo y el fomento del deporte de alto rendimiento).


3) Coordinar las acciones vinculadas al deporte que los Ministerios y los servicios públicos desarrollen en sus respectivos ámbitos de competencia, considerando las distintas perspectivas regionales en su implementación.


-Puesto en votación fue aprobado por siete votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Carmona, Espinoza, don Fidel, Jiménez, Morales, Rojas y Sandoval).


4)
Proponer al Ministerio de Educación la pertinencia de los planes y programas del sector de aprendizaje Educación Física, Deportes y Recreación con el diseño de políticas para el mejoramiento de la calidad de la formación para el deporte y de la práctica deportiva en el sistema educacional, en todos sus niveles. Asimismo, informar respecto de las modificaciones o ajustes que se introduzcan en los planes y programas de estudio referidos a los temas mencionados.


-Los señores Morales, Rojas, Rosales y Verdugo presentaron indicación para sustituir en el numeral 4 la palabra “Proponer” por la palabra “Informar” y para eliminar su segundo párrafo.


-Puesta en votación fue aprobada por cuatro votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Morales, Rojas, Rosales y Verdugo).


(Esta modificación, a juicio de sus autores, expresa claramente que la función del nuevo Ministerio es la de evaluar la pertinencia de aquello propuesto por el Ministerio de Educación). 

5)
Establecer mecanismos que promuevan la ejecución de programas de interés sectorial, con organizaciones públicas y privadas.


-El señor Accorsi presentó indicación para eliminar el numeral 5.


-Puesta en votación fue rechazada por cinco votos en contra, ningún voto a favor y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).


-Puesto en votación el artículo se aprobó con la misma votación.


6)
Estudiar y proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas conducentes al fomento y desarrollo de la actividad deportiva, a la seguridad pública en los eventos deportivos y, en general, todo otro tipo de normas e iniciativas que tiendan a mejorar las bases del desarrollo de la educación física y del deporte.


-S. E. el Presidente de la República presentó indicación para eliminar en su numeral 6 la frase precedida de una coma (,) “a la seguridad pública de los eventos deportivos”.


-Puesta en votación fue aprobada por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).


(A juicio del Ejecutivo dicha materia corresponde a una facultad del Ministerio del Interior).


7)
Definir las estrategias para difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, y para el incentivo de su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).


8) Elaborar las normas preventivas para la práctica del deporte, la prevención del dopaje y todas aquellas materias relativas a la salud física y mental de los deportistas, requiriendo su aprobación por parte del Ministerio de Salud.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).


9)
Administrar un catastro de infraestructura deportiva a nivel nacional y regional, distinguiendo aquellas cuya construcción, reparación, mantención o administración se financie total o parcialmente con recursos públicos. 


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y una abstención.


(Votaron a favor los señores Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker. Se abstuvo el señor Carmona).


10) Informar al Ministerio de Desarrollo Social, a requerimiento de éste, si las iniciativas de inversión en infraestructura deportiva, sometidas a evaluación, son coherentes con la política nacional de infraestructura deportiva, y acerca de la disponibilidad de recintos para la práctica del deporte en el sector territorial de cada una de las referidas iniciativas.


-Puesto en votación fue aprobado por seis votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Carmona, Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).


11) Participar en programas de cooperación internacional en materia deportiva y actuar como contraparte nacional en convenios y acuerdos bilaterales o multilaterales sobre dichas materias.


-Puesto en votación fue aprobado por seis votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Carmona, Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).


12) Reconocer fundadamente para los programas de su sector y para todos los demás efectos legales, una actividad física como especialidad o modalidad deportiva.


-Puesto en votación fue aprobado por seis votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Carmona, Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).


13) Proponer programas y planes tendientes a fomentar la práctica deportiva, incluso competitiva, de mujeres dueñas de casa, adultos mayores, personas en proceso de rehabilitación por drogadicción y alcoholismo en instituciones especializadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad en recintos penitenciarios y la población menor de edad considerada en situación de riesgo social que esté bajo el cuidado o protección de organismos dependientes del Ministerio de Justicia o de instituciones privadas de beneficencia.


-Los señores Browne, Carmona, Morales, Rojas, Rosales, verdugo y Walker presentaron indicación para eliminar en su numeral 13 la referencia a las mujeres dueñas de casa y adultos mayores.


-Puesta en votación fue aprobada por siete votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Carmona, Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).


(Esta modificación tiene por objeto separar a las mujeres dueñas de casa y a los adultos mayores en este numeral que trata de planes y programas de rehabilitación especial, relativos a personas en riesgo social o con algún grado de vulnerabilidad).


14) Ejecutar las acciones y ejercer las facultades que sean necesarias para el cumplimiento de los fines que la ley le asigna, pudiendo al efecto celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.


-Puesto en votación fue aprobado por seis votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Carmona, Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).


-S. E. el Presidente de la República, presentó indicación para agregar los siguientes numerales nuevos, pasando su numeral 15 a ser 17:


“15) Elaborar, ejecutar y difundir estudios y programas de investigación y metodología sobre las distintas modalidades deportivas y sobre la actividad física de la población.


16) Velar por el cumplimiento de las políticas sectoriales por parte del Instituto Nacional de deportes de Chile, asignarle recursos y fiscalizar sus actividades.”.



-Puesta en votación fue aprobada por siete votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Carmona, Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).


17) En general, cumplir y ejercer las atribuciones que le encomiende la ley.


-Puesto en votación fue aprobado por siete votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Carmona, Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).

Párrafo 2°

De la organización

Artículo 3°.- La Organización del Ministerio será la siguiente:


1. El Ministro del Deporte 


2. La Subsecretaría del Deporte


Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


En la Organización del Ministerio del Deporte no tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 26 de la ley N°18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-Puesto en votación fue aprobado por siete votos a favor, ninguno en contra, ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Norambuena, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).


Artículo 4°.- La conducción del Ministerio corresponderá al Ministro del Deporte, en conformidad con las políticas e instrucciones que imparta el Presidente de la República.


En el ejercicio de sus atribuciones, el Ministro del Deporte contará con la colaboración inmediata de la Subsecretaría del Deporte.


La Subsecretaría del Deporte será el órgano de colaboración del Ministro en el ejercicio de las funciones que competen al Ministerio dentro del ámbito deportivo. El Subsecretario del Deporte subrogará al Ministro en primer orden, tendrá a su cargo la administración y servicio interno del Ministerio y coordinará la acción del Ministerio con el Instituto Nacional de Deportes de Chile.


-Puesto en votación fue aprobado por siete votos a favor, ninguno en contra, ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Norambuena, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).

Párrafo 3°

Del personal

Artículo 5°.- El personal del Ministerio del Deporte estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.


-Puesto en votación fue aprobado por nueve votos a favor, ninguno en contra, ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Carmona, Jiménez, Morales, Norambuena, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).

TÍTULO II

MODIFICACIONES A LA LEY Nº 19.712, LEY DEL DEPORTE

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.712:


1)
En su artículo 5:


a)
Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “de la Secretaría Regional Ministerial respectiva” por “del Ministerio del Deporte”.


b)
Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “Instituto Nacional de Deportes de Chile” por “Ministerio del Deporte”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


2)
En su artículo 10:


a)
Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Secretaría General de Gobierno” por “del Deporte”. 


b)
Reemplázase, el inciso tercero por el siguiente:

Los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes serán de exclusiva confianza del Director Nacional del Servicio. 


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


3)
Reemplázase en su artículo 11 la expresión “proponer” por “ejecutar”. 


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


4) En su artículo 12:


a)
Reemplázase la letra a) por la siguiente:


“a) Ejecutar las políticas destinadas al desarrollo de la actividad física y el deporte en sus diversas modalidades, en coordinación con las organizaciones deportivas, las municipalidades y los demás organismos públicos y privados pertinentes;”.


b)
Reemplázase la letra b) por la siguiente:


“b) Ejecutar las estrategias destinadas a difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, incentivando su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población;”.


c)
Suprímense las letras d), f) e i).


d)
Reemplázase la letra m) por la siguiente:


“m) Vincularse con organismos nacionales y, en general, con toda institución o persona cuyos objetivos se relacionen con los asuntos de su competencia y celebrar con ellos convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común;”.


e)
Suprímense las letras p) y q).


f)
Suprímese en la letra s) la expresión “N°2) del”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


5)
Suprímese el Párrafo 3° del Título II.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


6)
Suprímese, en el inciso primero del artículo 19, precedida de un punto aparte, la frase: “y tendrá el rango y atribuciones de Subsecretario”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


7)
En su artículo 20:


a)
Reemplázase, en la letra d), la expresión “acuerdo del Consejo Nacional” por “autorización del Subsecretario de Deportes”.


b)
Suprímese la letra f).


c)
Reemplázase la letra g) por la siguiente:


“g) Dar cuenta pública anual de la memoria y balance del ejercicio anterior;”.


d)
Suprímense las letras h) e i).


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


-S.E. el Presidente de la República presentó indicación para introducir el siguiente nuevo numeral 8) pasando el actual número 8) a ser 9) y así sucesivamente.


“8) En su artículo 21:


a) Reemplázase, la expresión “el Director Nacional, a propuesta en terna del Intendente Regional respectivo”, por “el Presidente de la República de entre las personas que figuren en una terna elaborada por el Intendente respectivo, y oyendo al efecto al Ministro del ramo.”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo:


“Los Directores Regionales del Instituto serán también, para todos los efectos legales, Secretarios Regionales Ministeriales del Ministerio del Deporte en la respectiva región. En tal calidad y sin perjuicio de su condición de representantes del señalado Ministerio, serán colaboradores directos del Intendente, al que estarán subordinados en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional.”.”. 


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


(Esta modificación recoge el sentir mayoritario de la Comisión en orden a dotar al Director Regional del IND de la calidad de Seremi Regional Ministerial del Ministerio del Deporte y, a formar parte con plenitud de derechos en el Gobierno Regional).


9)
Reemplázase, en la letra a) del artículo 22, la expresión “políticas y metas” por “acciones a ejecutar”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


10) Reemplázase la letra b) del artículo 23 por la siguiente:


“b) Proponer al Director Nacional el plan de actividades e inversiones de la región, así como el presupuesto anual necesario para su financiamiento.”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


11) Reemplázase en la letra a) del artículo 26 la expresión “Subsecretaría de Guerra” por “Subsecretaría para las Fuerzas Armadas”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


12)
Reemplázase, en el inciso tercero de su artículo 44 la frase “Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional” por “Ministerio del Deporte”. 


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


13) Reemplázase, en el inciso final del artículo 51, la frase “ministerio respectivo” por “Ministerio del Deporte”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


14) Reemplázase, en el inciso final del artículo 68, la frase “Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional” por “Ministerio del Deporte”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


15) Reemplázase, en el artículo 69, la expresión “Instituto” por “Ministerio del Deporte”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


16) En su artículo 70:


a)
Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Instituto” por “Ministerio del Deporte”.


b)
Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “deportista de destacada trayectoria, designado por el Presidente de la República” por “representante del Ministro del Deporte, designado por éste, que la presidirá”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


17) Reemplázase, en el artículo 71, letra e), la frase “Director Nacional del Instituto” por “Ministro del Deporte”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).


18) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 79, la frase “de Educación” por “del Deporte, quien la presidirá”.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).

TÍTULO III

MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.175, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL
SOBRE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL

Artículo 7°.- Agrégase en el artículo 65, de la ley N° 19.175, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a continuación de la palabra “Mujer” y eliminándose el punto final, la siguiente frase: “y el Director Regional del Instituto Nacional de Deportes de Chile.”.


-A propósito de este artículo, la Comisión aprobó por unanimidad una enmienda formal relativa a la errónea numeración del mismo (8), contenida en el proyecto, y los artículos siguientes.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Morales, Sandoval, Verdugo y Walker).

TÍTULO IV

MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.863, SOBRE REMUNERACIONES DE
AUTORIDADES DE GOBIERNO Y CARGOS CRITICOS DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA Y DA NORMAS SOBRE GASTOS RESERVADOS

Artículo 8.- Reemplázase, la letra f) del artículo 1°, de la ley N°19.863, por la siguiente:


“f) Director del Servicio Nacional de la Mujer: 135% de dicha remuneración, quien no tendrá derecho a percibir los montos señalados en el inciso siguiente.”. 


-Puesto en votación fue aprobado por cuatro votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Jimenez, Morales y Verdugo.


(Debido a que el Director del IND deja de ser un Subsecretario, pasando a tener rango de Ministro, no le corresponde la asignación contenida en la original letra f) del artículo primero de la ley N° 19.863).

TÍTULO V

MODIFICACIONES A LA LEY Nº 20.481, LEY DE PRESUPUESTOS PARA EL SECTOR PÚBLICO, CORRESPONDIENTE AL AÑO 2011

Artículo 9.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.481, en la PARTIDA N° 20 MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO, Capítulo 03 Instituto Nacional de Deportes, Programa 01 Instituto Nacional de Deportes, Glosa N° 4, en el siguiente sentido:


-S.E. el Presidente de la República presentó indicación para reemplazar en su encabezado el guarismo de referencia a la Ley de Presupuestos “20.481” por el guarismo “20.557”. 


-Puesto en votación fue aprobado por seis votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Jiménez, Morales, Rojas, Sandoval y Verdugo).


1)
Reemplázase en su letra e), el número “12” por “27”, correspondiente al número máximo de personas que conforme a la Ley N° 19.882 podrán tener asignación por funciones críticas.


-Producto del cambio de Ley de Presupuesto acordado en el encabezado de este artículo, S.E. el Presidente de la República presentó indicación para reemplazar el guarismo “18” que figura en la ley N° 20.557, por el guarismo “33”.


-Puesto en votación fue aprobado por seis votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Jiménez, Morales, Rojas, Sandoval y Verdugo).


(El cambio de guarismos que se propone se justifica debido a que, hoy en día, los actuales Directores Regionales del IND gozan de la asignación de Alta Dirección Pública, la cual dejarían de percibir en la medida en que estos cargos pasarían a ser de exclusiva confianza. Por ello, en reemplazo de la mencionada asignación el Ejecutivo otorgará la asignación por funciones críticas, establecida en la ley N° 19.882, por lo que se requiere modificar el número máximo de personas beneficiadas en la Ley de Presupuestos del año 2012).


2)
Elimínese su letra f).”.


-Puesto en votación fue aprobado por seis votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Jimenez, Morales, Rojas, Sandoval, y Verdugo).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la planta de personal del Ministerio del Deporte. El encasillamiento en esta planta considerará solo personal titular de la correspondiente al Instituto Nacional de Deportes de Chile. 


2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata al Ministerio del Deporte, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile. El traspaso del personal, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. Del mismo modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. A contar de esa misma fecha, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Asimismo, la dotación máxima de personal del Instituto Nacional de Deportes de Chile se disminuirá en el número de funcionarios traspasados.


En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y encasillado cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


3) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta que fije y, en especial, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Asimismo, determinará el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° de la ley 
Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. 

En todo caso, los requisitos que se fijen para el desempeño de los cargos no serán exigibles a los funcionarios que se traspasen conforme lo señalado en el numeral anterior, en la medida que continúen ejerciendo los empleos a los que fueron transferidos. 


4) Fijar la dotación máxima de personal del Ministerio del Deporte, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la Ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley 
Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.


5) Determinar una fecha única para la entrada en vigencia de la ley, de la planta que fije, el traspaso y encasillamiento que se practique y la iniciación de actividades del Ministerio del Deporte.


6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b. No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


c. Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


7) Fijar para el cargo de Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, la asignación de dirección superior a que tiene derecho, conforme lo señalado en el artículo 1° de la Ley N° 19.863.


8) Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile al Fisco, para que sean destinados al Ministerio del Deporte.


-Puesto en votación fue aprobado por cinco votos a favor, uno en contra y dos abstenciones.


(Votaron a favor los señores Browne, Morales, Norambuena, Sandoval y Verdugo. En contra lo hizo el señor Carmona. Se abstuvieron los señores Jiménez y Rojas).


Artículo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Deporte y transferirá a éste los fondos del Instituto Nacional de Deportes de Chile necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes. 


-Puesto en votación fue aprobado por ocho votos a favor, uno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Jiménez, Morales, Norambuena, Rojas, Sandoval, Verdugo y Walker. Votó en contra el señor Carmona).


Artículo tercero.- El mayor gasto que se derive de la aplicación de lo dispuesto en los numerales 1 a 6 del artículo primero transitorio, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 626.053 miles.


-Puesto en votación fue aprobado por ocho votos a favor, uno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Jiménez, Morales, Norambuena, Rojas, Sandoval, Verdugo y Walker. Votó en contra el señor Carmona).


Artículo cuarto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio del Deporte, de conformidad a lo dispuesto en el artículo segundo transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.


-Puesto en votación fue aprobado por nueve votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Carmona, Jiménez, Morales, Norambuena, Rojas, Sandoval, Verdugo y Walker).


Artículo quinto.- Los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes de Chile que hubieren sido seleccionados y nombrados conforme a las reglas establecidas en el Titulo VI de la Ley N° 19.882 y cuyas designaciones y cuyos nombramientos se encuentren vigentes a la fecha que se determine acorde con lo prescrito en el numeral 5) del artículo primero transitorio de entrada en vigencia de la presente ley, se mantendrán en sus cargos, conforme a lo establecido en dicho cuerpo legal los artículos quincuagésimo séptimo y quincuagésimo octavo de la Ley N° 19.882. En todo caso, sus nombramientos no podrán ser objeto de renovación. Durante este periodo, dichos funcionarios tendrán derecho a continuar percibiendo las remuneraciones inherentes a sus cargos, incluida la asignación del artículo sexagésimo quinto de la ley precitada.


-Puesto en votación fue aprobado por ocho votos a favor, ninguno en contra y una abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Jiménez, Morales, Norambuena, Rojas, Sandoval, Verdugo y Walker. Se abstuvo el señor Carmona).


Artículo sexto.- El funcionario que, a la data señalada en el artículo anterior, se encuentre desempeñando el cargo de Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile y mientras mantenga dicho nombramiento, continuara percibiendo las remuneraciones que por ley le correspondían, incluida la asignación de dirección superior del artículo 1° de la Ley 
N° 19.863. 

-Puesto en votación fue aprobado por ocho votos a favor, ninguno en contra y una abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Jiménez, Morales, Norambuena, Rojas, Sandoval, Verdugo y Walker. Se abstuvo el señor Carmona).


Artículo séptimo.- Los miembros del Consejo Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, cuyas designaciones se encuentren vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, cesarán en sus cargos por su solo ministerio y a contar de la fecha que se fije en virtud del numeral 5) del artículo primero transitorio.”.


-Puesto en votación fue aprobado por ocho votos a favor, uno en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Browne, Jiménez, Morales, Norambuena, Rojas, Sandoval, Verdugo y Walker. Votó en contra el señor Carmona).

X. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR LA COMISIÓN.


En la discusión particular se declararon inadmisibles las siguiente indicaciones:


-Del señor Accorsi, para agregar un artículo 1° bis del siguiente tenor:


“Será obligación del Estado fomentar, difundir y financiar el deporte y la actividad física de la población nacional.”.


-Del señor Accorsi, para sustituir el numeral 1 del artículo 2° por el siguiente:


“Elaborar, ejecutar y evaluar las políticas deportivas y de la activdad física generalizada e informar anual y públicamente sobre sus avances y el cumplimiento de metas.”.


-Del señor Accorsi, para sustituir el numeral 2 del artículo 2° por el siguiente:


“Formular planes, programas, proyectos y acciones, destinadas al desarrollo del deporte y la actividad física de la población nacional.”

-Del señor Accorsi, para agregar un numeral 2 bis, al artículo 2° del siguiente tenor:


“Elaborar planes, programas y proyectos del deporte de alto rendimiento, federado u olímpico, consistente en becas, seguros, implementación e infraestructura para el entrenamiento deportivo.”.


-Del señor Accorsi, para sustituir el numeral 3 del artículo 2° por el siguiente:


“Crease el Comité Interministerial de Desarrollo del Deporte y la Actividad Física, presidida por el Ministro del Deporte y la participación de los Ministros de Hacienda, Economía, Educación, Salud, Interior, Obras Públicas, de la Mujer, Medio Ambiente y Vivienda. Un Reglamento fijará plazos, atribuciones y funcionamiento.”.


Asimismo, se rechazaron las siguientes indicaciones:


-Del señor Carmona, para agregar en el artículo 1° después de su punto final, la frase “y de la actividad física generalizada.”.


-Sometida a votación fue rechazada por tres votos a favor, cuatro en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Accorsi, Carmona y Walker. En contra lo hicieron los señores Morales, Norambuena, Rosales y Sandoval).


-Del señor Accorsi, para eliminar en el encabezamiento de su artículo 2° la palabra “especialmente”.


-Sometida a votación fue rechazada por dos votos a favor, cuatro en contra y ninguna abstención.


(Votaron a favor los señores Carmona y Walker. En contra lo hicieron los señores 
Browne, Morales, Rojas y Sandoval).


-Del señor Accorsi, para eliminar el numeral 5.


-Sometida a votación fue rechazada por cinco votos en contra, ningún voto a favor y ninguna abstención.


(Votaron en contra los señores Morales, Rojas, Rosales, Verdugo y Walker).

-o-

Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, la Comisión de Deportes recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DEL MINISTERIO DEL DEPORTE

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones

Artículo 1°.- Créase el Ministerio del Deporte que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte.


Artículo 2°.- Corresponderá especialmente al Ministerio del Deporte:


1)
Elaborar y evaluar la Política Nacional del Deporte y los planes generales en materia deportiva e informar periódicamente sobre sus avances y cumplimiento.


2)
Formular programas y acciones destinadas al desarrollo de la actividad física y deportiva de la población.


De igual forma, formular programas y acciones, con esta mismo objeto, destinadas al deporte de alto rendimiento.


3)
Coordinar las acciones vinculadas al deporte que los Ministerios y los servicios públicos desarrollen en sus respectivos ámbitos de competencia, considerando las distintas perspectivas regionales en su implementación.


4)
Informar al Ministerio de Educación la pertinencia de los planes y programas del sector de aprendizaje Educación Física, Deportes y Recreación con el diseño de políticas para el mejoramiento de la calidad de la formación para el deporte y de la práctica deportiva en el sistema educacional, en todos sus niveles.


5)
Establecer mecanismos que promuevan la ejecución de programas de interés sectorial, con organizaciones públicas y privadas.


6)
Estudiar y proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas conducentes al fomento y desarrollo de la actividad deportiva y, en general, todo otro tipo de normas e iniciativas que tiendan a mejorar las bases del desarrollo de la educación física y del deporte.


7)
Definir las estrategias para difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, y para el incentivo de su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población.


8)
Elaborar las normas preventivas para la práctica del deporte, la prevención del dopaje y todas aquellas materias relativas a la salud física y mental de los deportistas, requiriendo su aprobación por parte del Ministerio de Salud.


9)
Administrar un catastro de infraestructura deportiva a nivel nacional y regional, distinguiendo aquellas cuya construcción, reparación, mantención o administración se financie total o parcialmente con recursos públicos. 


10) Informar al Ministerio de Desarrollo Social, a requerimiento de éste, si las iniciativas de inversión en infraestructura deportiva, sometidas a evaluación, son coherentes con la política nacional de infraestructura deportiva, y acerca de la disponibilidad de recintos para la práctica del deporte en el sector territorial de cada una de las referidas iniciativas.


11) Participar en programas de cooperación internacional en materia deportiva y actuar como contraparte nacional en convenios y acuerdos bilaterales o multilaterales sobre dichas materias.


12) Reconocer fundadamente para los programas de su sector y para todos los demás efectos legales, una actividad física como especialidad o modalidad deportiva.


13) Proponer programas y planes tendientes a fomentar la práctica deportiva, incluso competitiva, de personas en proceso de rehabilitación por drogadicción y alcoholismo en instituciones especializadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad en recintos penitenciarios y la población menor de edad considerada en situación de riesgo social que esté bajo el cuidado o protección de organismos dependientes del Ministerio de Justicia o de instituciones privadas de beneficencia.


14) Ejecutar las acciones y ejercer las facultades que sean necesarias para el cumplimiento de los fines que la ley le asigna, pudiendo al efecto celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.


15) Elaborar, ejecutar y difundir estudios y programas de investigación y metodología sobre las distintas modalidades deportivas y sobre la actividad física de la población.


16) Velar por el cumplimiento de las políticas sectoriales por parte del Instituto Nacional de deportes de Chile, asignarle recursos y fiscalizar sus actividades.



17) En general, cumplir y ejercer las atribuciones que le encomiende la ley.

Párrafo 2°

De la organización

Artículo 3°.- La Organización del Ministerio será la siguiente:


3. El Ministro del Deporte 


4. La Subsecretaría del Deporte


Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


En la Organización del Ministerio del Deporte no tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 26 de la ley N°18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Artículo 4°.- La conducción del Ministerio corresponderá al Ministro del Deporte, en conformidad con las políticas e instrucciones que imparta el Presidente de la República.


En el ejercicio de sus atribuciones, el Ministro del Deporte contará con la colaboración inmediata de la Subsecretaría del Deporte.


La Subsecretaría del Deporte será el órgano de colaboración del Ministro en el ejercicio de las funciones que competen al Ministerio dentro del ámbito deportivo. El Subsecretario del Deporte subrogará al Ministro en primer orden, tendrá a su cargo la administración y servicio interno del Ministerio y coordinará la acción del Ministerio con el Instituto Nacional de Deportes de Chile.

Párrafo 3°

Del personal

Artículo 5°.- El personal del Ministerio del Deporte estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

TÍTULO II

MODIFICACIONES A LA LEY Nº 19.712, LEY DEL DEPORTE

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.712:


1)
En su artículo 5:


a)
Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “de la Secretaría Regional Ministerial respectiva” por “del Ministerio del Deporte”.


b)
Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “Instituto Nacional de Deportes de Chile” por “Ministerio del Deporte”.


2)
En su artículo 10:


a)
Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Secretaría General de Gobierno” por “del Deporte”. 


b)
Reemplázase, el inciso tercero por el siguiente:



Los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes serán de exclusiva confianza del Director Nacional del Servicio. 


3)
Reemplázase en su artículo 11 la expresión “proponer” por “ejecutar”. 


4)
En su artículo 12:


a)
Reemplázase la letra a) por la siguiente:


“a) Ejecutar las políticas destinadas al desarrollo de la actividad física y el deporte en sus diversas modalidades, en coordinación con las organizaciones deportivas, las municipalidades y los demás organismos públicos y privados pertinentes;”.


b)
Reemplázase la letra b) por la siguiente:


“b) Ejecutar las estrategias destinadas a difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, incentivando su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población;”.


c)
Suprímense las letras d), f) e i).


d)
Reemplázase la letra m) por la siguiente:


“m) Vincularse con organismos nacionales y, en general, con toda institución o persona cuyos objetivos se relacionen con los asuntos de su competencia y celebrar con ellos convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común;”.


e)
Suprímense las letras p) y q).


f)
Suprímese en la letra s) la expresión “N°2) del”.


5)
Suprímese el Párrafo 3° del Título II.


6)
Suprímese, en el inciso primero del artículo 19, precedida de un punto aparte, la frase: “y tendrá el rango y atribuciones de Subsecretario”.


7)
En su artículo 20:


a)
Reemplázase, en la letra d), la expresión “acuerdo del Consejo Nacional” por “autorización del Subsecretario de Deportes”.


b)
Suprímese la letra f).


c)
Reemplázase la letra g) por la siguiente:


“g) Dar cuenta pública anual de la memoria y balance del ejercicio anterior;”.


d)
Suprímense las letras h) e i).


8) En su artículo 21:


a) Reemplázase, la expresión “el Director Nacional, a propuesta en terna del Intendente Regional respectivo”, por “el Presidente de la República de entre las personas que figuren en una terna elaborada por el Intendente respectivo, y oyendo al efecto al Ministro del ramo.”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo:


“Los Directores Regionales del Instituto serán también, para todos los efectos legales, Secretarios Regionales Ministeriales del Ministerio del Deporte en la respectiva región. En tal calidad y sin perjuicio de su condición de representantes del señalado Ministerio, serán colaboradores directos del Intendente, al que estarán subordinados en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional.”. 


9) Reemplázase, en la letra a) del artículo 22, la expresión “políticas y metas” por “acciones a ejecutar”.


10) Reemplázase la letra b) del artículo 23 por la siguiente:


“b) Proponer al Director Nacional el plan de actividades e inversiones de la región, así como el presupuesto anual necesario para su financiamiento.”.


11) Reemplázase en la letra a) del artículo 26 la expresión “Subsecretaría de Guerra” por “Subsecretaría para las Fuerzas Armadas”.


12) Reemplázase, en el inciso tercero de su artículo 44 la frase “Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional” por “Ministerio del Deporte”. 


13) Reemplázase, en el inciso final del artículo 51, la frase “ministerio respectivo” por “Ministerio del Deporte”.


14) Reemplázase, en el inciso final del artículo 68, la frase “Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional” por “Ministerio del Deporte”.


15) Reemplázase, en el artículo 69, la expresión “Instituto” por “Ministerio del Deporte”.


16) En su artículo 70:


a)
Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Instituto” por “Ministerio del Deporte”.


b)
Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “deportista de destacada trayectoria, designado por el Presidente de la República” por “representante del Ministro del Deporte, designado por éste, que la presidirá”.


17) Reemplázase, en el artículo 71, letra e), la frase “Director Nacional del Instituto” por “Ministro del Deporte”.


18) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 79, la frase “de Educación” por “del Deporte, quien la presidirá”.

TÍTULO III

MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.175, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL
SOBRE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL

Artículo 7°.- Agrégase en el artículo 65, de la ley N° 19.175, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a continuación de la palabra “Mujer” y eliminándose el punto final, la siguiente frase: “y el Director Regional del Instituto Nacional de Deportes de Chile.”.

TÍTULO IV

MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.863, SOBRE REMUNERACIONES DE
AUTORIDADES DE GOBIERNO Y CARGOS CRITICOS DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA Y DA NORMAS SOBRE GASTOS RESERVADOS

Artículo 8.- Reemplázase, la letra f) del artículo 1°, de la ley N°19.863, por la siguiente:


“f) Director del Servicio Nacional de la Mujer: 135% de dicha remuneración, quien no tendrá derecho a percibir los montos señalados en el inciso siguiente.”. 

TÍTULO V

MODIFICACIONES A LA LEY Nº 20.481, LEY DE PRESUPUESTOS PARA EL SECTOR PÚBLICO, CORRESPONDIENTE AL AÑO 2011

Artículo 9.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.557, en la PARTIDA N° 20 MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO, Capítulo 03 Instituto Nacional de Deportes, Programa 01 Instituto Nacional de Deportes, Glosa N° 4, en el siguiente sentido:


1)
Reemplázanse en su letra e), los guarismos “18” por “33”, correspondiente al número máximo de personas que conforme a la Ley N° 19.882 podrán tener asignación por funciones críticas.


2)
Elimínese su letra f).”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la planta de personal del Ministerio del Deporte. El encasillamiento en esta planta considerará solo personal titular de la correspondiente al Instituto Nacional de Deportes de Chile. 


2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata al Ministerio del Deporte, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile. El traspaso del personal, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. Del mismo modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. A contar de esa misma fecha, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Asimismo, la dotación máxima de personal del Instituto Nacional de Deportes de Chile se disminuirá en el número de funcionarios traspasados.


En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y encasillado cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


3) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta que fije y, en especial, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Asimismo, determinará el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° de la ley 
Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. 

En todo caso, los requisitos que se fijen para el desempeño de los cargos no serán exigibles a los funcionarios que se traspasen conforme lo señalado en el numeral anterior, en la medida que continúen ejerciendo los empleos a los que fueron transferidos. 


4) Fijar la dotación máxima de personal del Ministerio del Deporte, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la Ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.


5) Determinar una fecha única para la entrada en vigencia de la ley, de la planta que fije, el traspaso y encasillamiento que se practique y la iniciación de actividades del Ministerio del Deporte.


6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b. No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


c. Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


7) Fijar para el cargo de Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, la asignación de dirección superior a que tiene derecho, conforme lo señalado en el artículo 1° de la Ley N° 19.863.


8) Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile al Fisco, para que sean destinados al Ministerio del Deporte.

Artículo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Deporte y transferirá a éste los fondos del Instituto Nacional de Deportes de Chile necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo tercero.- El mayor gasto que se derive de la aplicación de lo dispuesto en los numerales 1 a 6 del artículo primero transitorio, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 626.053 miles.

Artículo cuarto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio del Deporte, de conformidad a lo dispuesto en el artículo segundo transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.

Artículo quinto.- Los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes de Chile que hubieren sido seleccionados y nombrados conforme a las reglas establecidas en el Titulo VI de la Ley N° 19.882 y cuyas designaciones y cuyos nombramientos se encuentren vigentes a la fecha que se determine acorde con lo prescrito en el numeral 5) del artículo primero transitorio de entrada en vigencia de la presente ley, se mantendrán en sus cargos, conforme a lo establecido en dicho cuerpo legal los artículos quincuagésimo séptimo y quincuagésimo octavo de la Ley N° 19.882. En todo caso, sus nombramientos no podrán ser objeto de renovación. Durante este periodo, dichos funcionarios tendrán derecho a continuar percibiendo las remuneraciones inherentes a sus cargos, incluida la asignación del artículo sexagésimo quinto de la ley precitada.

Artículo sexto.- El funcionario que, a la data señalada en el artículo anterior, se encuentre desempeñando el cargo de Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile y mientras mantenga dicho nombramiento, continuara percibiendo las remuneraciones que por ley le correspondían, incluida la asignación de dirección superior del artículo 1° de la Ley 
N° 19.863. 
Artículo séptimo.- Los miembros del Consejo Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, cuyas designaciones se encuentren vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, cesarán en sus cargos por su solo ministerio y a contar de la fecha que se fije en virtud del numeral 5) del artículo primero transitorio.”.

-o-

Se designó diputado informante a don Ivan Norambuena Farías.

Sala de la Comisión, a 02 de mayo de 2012.


Acordado en sesiones de fecha 21 de diciembre de 2011, 4, 11 y 18 de enero, 7, 14 y 21 de marzo, 4. 11 y 18 de abril, y 2 de mayo del año en curso, con asistencia de los Diputados señores Accorsi, Ascencio, Browne, Carmona, Espinoza, don Fidel, Jimenez, Morales (Presidente), Norambuena, Rojas, Rosales, Sandoval, Verdugo y Walker.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado, Secretario de la Comisión”.
15. Informe de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos recaído en el proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y consejos zonales de pesca. (boletín N°7947-03) (S)-1

“Honorable Cámara:


La Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, que cumple su segundo trámite constitucional, originado en un mensaje y con urgencia calificada de “SUMA”. Se designó como informante al Diputado señor Bobadilla, don Sergio.


De conformidad a lo preceptuado por el artículo 289 del Reglamento de la Corporación, este primer informe debe consignar, expresamente, lo siguiente:

I. MINUTA DE LOS FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

A decir del mensaje, el sector pesquero nacional es heterogéneo, de amplia distribución espacial, sustenta diversos tipos de funciones en toda la cadena productiva y cuenta con la participación de una amplia variedad de actores, entre los que cabría distinguir a aquéllos que participan de la actividad de acuicultura que, en los últimos años, ha logrado un desarrollo acelerado y que se ha posicionado como un subsector con sus propias particularidades y necesidades.

Hace ver que la actual institucionalidad pesquera data, en lo fundamental, desde el año 1991, época que no había vivido la crisis del recurso jurel; no se había avanzado en una Organización Regional de Pesca para la conservación de recursos pesqueros; la pesca artesanal no conocía aún el régimen de las áreas de manejo, ni tampoco existía el límite máximo de captura por armador, como consecuencia que existía una visión, compartida por muchos, que los recursos pesqueros eran inagotables. Por otra parte, el sector acuicultor, atendido su estado a esa fecha, era inimaginable que superara a la pesca en retornos por divisas; como, tampoco, que esta actividad pudiera verse como una fuente de recursos para sectores medios e, incluso, de pequeña escala que hoy buscan acceder al apoyo necesario para realizarlo.

Tales factores, a juicio del Ejecutivo, han hecho que los Consejos Nacional y Zonales de Pesca, y el Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal deban enfrentar una realidad diversa y, en ocasiones, mucho más compleja que aquélla que los vio surgir.

A su vez, atendida la importancia que el rol de la Autoridad normativa comenzó a jugar, especialmente desde la segunda mitad de la década de los noventa y la promoción que efectuó de ciertas actividades como las áreas de manejo o el desarrollo de la acuicultura, se han traducido en que la actual estructura de la Subsecretaría de Pesca no pueda responder adecuadamente a las tareas que efectivamente debe realizar y que son reconocidas entre aquéllas de la mayor importancia.

Además, plantea el Mensaje, que se ha verificado que algunos fondos, como el de fomento de la pesca artesanal, requieren ajustes que posibiliten una mejor y más eficiente operación.

Todo lo señalado hace necesario realizar ajustes a la institucionalidad vigente, a fin de abordar adecuadamente las exigentes tareas que la actual realidad exige.

II. RESUMEN DEL CONTENIDO DEL PROYECTO APROBADO POR EL SENADO.


La iniciativa consta de seis artículos permanentes y de dos de carácter transitorio, que pasan a analizarse.

Artículo 1°


Éste propone introducir diversas modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, según se verá:

N° 1


El artículo 59 de dicha ley dispone la integración del Consejo de Fomento de la pesca artesanal, quien tendrá a su cargo la administración del Fondo de Fomento de la pesca Artesanal, entre otros -en su letra e)-, por tres representantes de los pescadores que posean tal calidad, agregando que con ellos habrán de quedar representados los propiamente tales, los mariscadores y los cultivadores y algueros; indicando, a continuación, que cada uno de éstos deberá provenir de las macrozonas pesqueras que individualiza (I a IV Regiones; V a IX Regiones e islas oceánicas; y de la XIV, X., XI y XII Regiones).


Se propone modificar el mencionado texto en términos de agregarle una parte final, consistente en indicar que tales representantes durarán dos años en sus cargos, no pudiendo ser designados nuevamente y que aquéllos que los sustituyan deberán provenir de una región diferente de la macrozona de que se trate.

N° 2


El artículo 60 de la ley en referencia prescribe que corresponderá al Servicio (Sernapesca) solicitar anualmente a los pescadores artesanales y a los organismos encargados de las obras de infraestructura destinadas a dicha pesca las sugerencias que, a juicio de ellos, son pertinentes para la confección del programa anual de inversión en infraestructura para tales propósitos, sin perjuicio de otros requerimientos que pueda formularles para los fines que indica. Culminado que sea en este trámite, que el Servicio enviará el programa anual al Consejo de Fomento de la Pesca Artesanal, para su aprobación y la determinación de las prioridades que correspondan; para, luego, ser remitido a los Consejos Nacionales y Zonales de Pesca para los propósitos que señala.


La modificación que propone el texto aprobado por el Senado consiste en reemplazar al Servicio por la Subsecretaría en tales funciones.

N° 3

Letra a)

El inciso primero del artículo 61 de la ley en mención dispone que el Consejo de Defensa de la Pesca Artesanal deberá realizar la asignación de proyectos y programas contenidos en el referido programa anual, mediante concurso público, ceñido, al efecto, a lo que prescriba el reglamento; agregando que el mecanismo de asignación de dichos proyectos habrá de dar una ponderación superior a aquellas entidades regionales de la zona que concursen.


El Senado propone agregar una parte final a este inciso, consistente en incluir en el beneficio de una mayor ponderación en dicho mecanismo de asignación, tratándose de proyectos que compitan en una misma categoría y aquéllos que sean cofinanciados por los pescadores artesanales que los postulan.

Letra b)


El inciso segundo del artículo 61 en mención, dispone que tanto el estado de avance como los resultados últimos de los programas y proyectos referidos deberán ser remitidos por el Fondo al Servicio, organismos que, en conjunto, deberán desarrollar las tareas que la norma precisa.


La modificación propuesta consiste en reemplazar la alusión que en ésta se efectúa al Servicio por la de la Subsecretaría.

N° 4


El artículo 62 de la Ley General prescribe que los Consejos Nacionales y Zonales de Pesca, a través del Servicio, conocerán los resultados de los proyectos y programas realizados y efectuarán las observaciones que éstos les merezcan; agregando que tales resultados estarán disponibles para los usuarios, a través de los señalados Consejos.


Se propone introducir similar modificación a la precedente.

N° 5


El actual artículo 86 preceptúa que el Ministerio, mediante decreto supremo, dictará un reglamento que determinará las medidas de protección y control destinados a evitar la introducción de enfermedades de alto riesgo y especies constitutivas de plagas que, también, serán indicadas en aquél, previo informe técnico fundado de la Subsecretaría y del Consejo Nacional de Pesca, como, asimismo, para aislar su presencia; para evitar su propagación; y para lograr su erradicación, en su caso.


El proyecto mantiene la obligación de que dicho reglamento cuente con informe técnico fundado previo de la Subsecretaría, pero reemplaza aquél que debería ser emitido por el Consejo Nacional de Pesca por una consulta, también anterior, a la Comisión Nacional de Acuicultura.

N° 6


El artículo 87 vigente encomienda a los Ministerios de Economía, Fomentos y Turismo y del Medio Ambiente, previos informes técnicos fundados de la Subsecretaría, del Consejo Nacional de Pesca y del Consejo Zonal de Pesca respectivo, dictar el o los decretos supremos que reglamenten los métodos destinados a la protección del medio ambiente, a ser respetados por los establecimientos que exploten concesiones o autorizaciones de acuicultura, de las acciones que señala.


La modificación, manteniendo el informe técnico previo de la Subsecretaría a la dictación de los aludidos decretos, reemplaza aquéllos a ser emitidos por el Consejo Nacional de Pesca y el Consejo Zonal de Pesca correspondiente, por sendas consultas, igualmente previas, a la Comisión Nacional de Acuicultura y al Consejo Zonal de Pesca respectivo.

N° 7


Este numeral considera introducir un Párrafo 3° en el Título VI, integrado por ocho artículos (90 A a 90H), denominado “De la Comisión Nacional de Acuicultura”.

Artículo 90 A


Mediante éste se crea la aludida Comisión, encargada de asesorar al Presidente de la República en la evaluación de las acciones, medidas y programas destinados a implementar la Política Nacional de Acuicultura; ello, a través del Ministerio.

Artículo 90 B


Esta disposición radica la presidencia de esta Comisión en el Subsecretario de Pesca y señala, a continuación, su integración.

Artículo 90 C


Esta norma se encarga en indicar, en forma no taxativa, aquellas funciones que se asignan a esta Comisión; siendo las más relevantes la de elaborar y proponer las medidas, planes y programas relativos a la ejecución e implementación de la Política Nacional de Acuicultura; dar su opinión en relación a una serie de materias que detalla; y referirse a las demás que estime pertinentes, con incidencia en la acuicultura.

Artículo 90 D


Prescribe que tal Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, que radica en la Subsecretaría, la cual deberá coordinar las reuniones de la Comisión, levantar acta de las mismas, elaborar una memoria que contenga aquellas actividades desarrolladas por la Comisión durante el año calendario anterior y, en general, llevar a cabo aquellas tareas que sean necesarias para el cumplimiento de los fines de la Comisión.

Artículo 90 E


Se faculta a la Comisión para invitar a sus sesiones a representantes de otros Ministerios y Servicios relacionados con las materias a tratar, así como a representantes del sector privado y de las organizaciones de trabajadores del sector que lo soliciten.

Artículo 90 F


Obliga a las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado a prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que les solicite.

Artículo 90 G


Encomienda a la Subsecretaría prestar el apoyo técnico y administrativo que sea necesario para el funcionamiento de la Comisión y de su Secretaría Ejecutiva.

Artículo 90 H


Faculta a la Comisión para acordar las demás normas para su funcionamiento interno, debiendo considerar, a lo menos, tres reuniones ordinarias anuales.

N° 8


El artículo 96 de la Ley General de Pesca establece las funciones que corresponden al Consejo de Investigación Pesquera y, en su N° 2, consigna aquélla relativa a la asignación de los proyectos de investigación y los recursos para llevarlos a cabo, recurriendo al sistema de concurso público, conforme a las normas que se contengan en el reglamento respectivo.


Este numeral reemplaza la alusión que se efectúa al concurso público, ceñido a las disposiciones reglamentarias, para efectuar tal asignación, por la de referirla a las disposiciones de la ley N° 19.886, que fijó las bases para la celebración de contratos administrativos de suministro y prestación de servicios.

N° 9


El artículo 125 contiene el procedimiento a que deberán ceñirse los jueces civiles a quienes corresponda conocer de las infracciones a la ley en mención. 


Así, en su numeral 12), inciso segundo, hace imperativa para interponer el recurso de apelación en contra de la sentencia definitiva la consignación de hasta el 50% de la multa que se haya impuesto, porcentaje que fijará el juez y que deberá enterarse en la cuenta corriente del tribunal de la causa, resolución que no será susceptible de recurso alguno.


El texto propuesto por el Senado suprime esta última norma.

N° 10


El artículo 146 de la Ley General de Pesca dispone la integración del Consejo Nacional de Pesca, cuya presidencia entrega al Subsecretario del ramo. El numeral 2 de su inciso segundo, incluye a cinco representantes de las organizaciones gremiales del sector empresarial, designados por las respectivas organizaciones; agregando que, entre ellos, deberán contarse representantes de las macrozonas del país que señala, además de un representante de los pequeños armadores industriales. Por otra parte en el párrafo segundo de este numeral, incorpora a una de las organizaciones gremiales del sector acuicultor; prescribiendo, respecto de este último, que no tendrá derecho a voto en las decisiones sobre las medidas de administración de cuotas globales de captura, ni sobre el fraccionamiento de la misma.


El proyecto aprobado por el Senado propicia la eliminación del señalado párrafo segundo del señalado numeral.

N° 11


El artículo 150, inciso primero, de la ley dispone la creación de cinco organismos zonales, que denomina Consejos Zonales de Pesca; a saber: uno en la zona correspondiente a las I, XV y II Regiones, cuya sede es Iquique; uno en la zona correspondiente a las III y IV Regiones, con sede en Coquimbo; uno en la zona correspondiente a las V, VI, VII, VIII y IX Regiones e islas oceánicas, con sede en Talcahuano; uno en la zona correspondiente a las XIV, X y XI Regiones, con sede en Puerto Montt; y uno en la zona correspondiente a la XII Región, cuya sede es Punta Arenas.


El proyecto propone reemplazar la señalada norma, en términos de crear ocho Consejos Zonales de Pesca:


Uno en la zona correspondiente a las Regiones XV, I y II, con sede en la comuna de Iquique; uno en la zona correspondiente a las Regiones III y IV, con sede en la comuna de Coquimbo; uno en la zona correspondiente a las Regiones V, VI y VII e Islas Oceánicas, con sede en la comuna de Constitución; uno en la zona correspondiente a la Región VIII, con sede en la comuna de Talcahuano; uno en la zona correspondiente a las Regiones IX y XIV, con sede en la comuna de Valdivia; uno en la zona correspondiente a la Región X, con sede en la comuna de Puerto Montt; uno en la zona correspondiente a la Región XI, con sede en la comuna de Aysén; y uno en la zona correspondiente a la Región XII, con sede en la comuna de Punta Arenas.

N° 12


Este numeral propone introducir varias modificaciones al inciso primero del artículo 152 de la Ley General, disposición que se refiere a la composición de los Consejos Zonales de Pesca.

Letra a)


Ésta afecta a la actual letra a) del mencionado artículo, suprimiendo en la alusión que se efectúa al “Director Nacional del Servicio” la expresión “del Servicio”.

Letra b)


Este literal introduce diversas modificaciones a la letra g) del mismo artículo.

i)


La mencionada letra g), en su inicio incluye a cuatro Consejeros en representación de las organizaciones gremiales de armadores, de plantas procesadoras de productos pesqueros y de titulares de concesiones o autorizaciones de acuicultura de la zona, según el caso.


Se propone el reemplazo de esta norma por otra que alude al número de consejeros que se indica en cada caso, representando a las organizaciones gremiales de armadores, de pequeños armadores, de plantas procesadoras de productos pesqueros y de acuicultores de la zona.

ii)


El párrafo cuarto del literal g) se refiere a los integrantes del Consejo Zonal de las V, VI, VII, VIII y IX Regiones e islas oceánicas.


El texto de reemplazo se adecua a una modificación anterior, suprimiendo la mención a las Regiones VIII y IX.

iii)


Mediante ella se agregan dos párrafos- quinto y sexto- a la letra g) en referencia, alterándose el orden correlativo de los que actualmente ocupan esos lugares al igual que los siguientes.


Los mencionados párrafos que se introducen señalan la integración del Consejo Zonal de la VIII Región, el primero; y del Consejo Zonal de la IX y XIV Regiones, el otro.

iv)


Éste reemplaza en el ex párrafo quinto- actual séptimo- la frase “XIV, X y XI Regiones” por “X Región”, adecuándolo a la nueva división que se propicia, según se vio.

v)


Finalmente, se agrega otro párrafo- como noveno-, a continuación del sexto -actual octavo- que se ocupa de señalar los integrantes del Consejo Zonal de la XI Región.

N° 13


El inciso cuarto del artículo 173 de la Ley General establece que para la administración del Fondo de Administración Pesquero, la Subsecretaría de Pesca deberá suministrar los recursos necesarios.


El texto propuesto le agrega una frase final a tal inciso, que consulta una nueva facultad para dicha Subsecretaría, en orden a que deberá designar un Director Ejecutivo de aquel Fondo.

Artículo 2°


En el artículo 21 del D.F.L. N° 5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo se fijaron las plantas de personal de la Subsecretaría de Pesca y, al mismo tiempo, se determinó su ubicación en la Escala Única de Sueldos.


El texto aprobado por el Senado crea en aquéllas dos cargos de Director Zonal de Pesca: uno, para las Regiones V, VI y VII y, el otro, para las Regiones IX y XV; asignándole, a ambos cargos, el grado 5° de la señalada Escala.

Artículo 3°


El DFL N° 2, de 2011, del antes señalado Ministerio, modificó la estructura orgánica del Servicio Nacional de Pesca.


El proyecto en estudio introduce sendas modificaciones a dicho texto:

N° 1


En el artículo 1° del DFL, que creó en el mencionado Servicio la Subdirección Nacional de Acuicultura, a cargo de un Subdirector, otorgándole la facultad de planificar y coordinar, a nivel nacional, regional y local, la fiscalización y otras funciones en materia de acuicultura que corresponden ejercer al Servicio, se traslada la alusión que en aquél se efectúa a que estará dicha Subdirección a cargo de un Subdirector a la parte final que se propone introducir, además de señalar, en esta última, que dicho cargo tendrá asignado el grado 4° de la E.U.S., de Segundo Nivel Jerárquico, y afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.

N° 2


Este numeral tiene por propósito introducir un artículo primero bis al señalado D.F.L, en el cual se detallan las funciones que, especialmente, deberá ejercer el Subdirector Nacional de Acuicultura. Entre ellas, cabe destacar la de subrogación del Subdirector Nacional; la de asesorar al Director; la de planificar las acciones de fiscalización de cumplimiento de la normativa aplicable a la acuicultura; la de supervisar y evaluar la ejecución de tales acciones; la de coordinar a las distintas unidades del Servicio; la de proponer al Director Nacional los programas sanitarios y otras normas que corresponda dictar al Servicio en materia de acuicultura; la de administrar el registro de personas acreditadas encargadas de elaborar los instrumentos de evaluación sanitaria, ambiental, etc.

Artículo 4°


El D.F.L. N°5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo (nombre actual), fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del D.F.L N° 34, de 1931, que legisló sobre la industria pesquera y sus derivados.


El proyecto aprobado por el Senado propone introducir sendas modificaciones al señalado D.F.L., las que pasan a reseñarse.

N° 1


En su artículo 16 determinó la estructura orgánica de la Subsecretaría de Pesca, consultando, en su letra c), a la División de Administración Pesquera, integrada por el Departamento de Pesquerías (literal i) y por el Departamento de Acuicultura (literal ii).

Letra a)


Se propone eliminar el mencionado literal ii).

Letra b)


A su vez, en la letra d) del texto vigente del D.F.L. se contiene a la División de Desarrollo Pesquero, conformado por el Departamento de Análisis Sectorial (literal i) y el Departamento de Coordinación Pesquera (literal ii).


Se propone agregar un literal iii) que integra a dicha División al Departamento de Pesca Artesanal.

Letra c)


El Senado intercala una nueva letra e) en este artículo 16, en el que se crea la División de Acuicultura.

N° 2


El artículo 18 del D.F.L. en referencia se ocupa de establecer las funciones que corresponde desarrollar en su numeral 1 a la División de Administración Pesquera; en su numeral 2 a la División de Desarrollo Pesquero; y en su numeral 3 a la División Jurídica.

Letras a), b), c), d) y e)


El texto aprobado por el Senado, mediante estas letras, suprime de los mencionados numerales todas las menciones a “las actividades de acuicultura”, “y de acuicultura”, que individualiza.

Letra f


Propone introducir un numeral 4 a este artículo, donde se contienen todas las funciones que corresponderá ejercer a la nueva División de Acuicultura.

N° 3


El artículo 19 del D.F.L. N° 5, en mención, indica las funciones que deben ejercer el Departamento de Difusión y Cooperación Pesquera (1), el Departamento de Pesquería (2), el Departamento de Acuicultura (3), el Departamento de Análisis Sectorial (4), el Departamento de Coordinación Pesquera (5) y el Departamento Administrativo (6) de la Subsecretaría de Pesca.


Se propone reemplazar la mención que se efectúa al Departamento de Acuicultura (3) y sus correspondientes funciones allí contempladas, por la de Departamento de Pesca Artesanal que este proyecto crea, indicando, luego, las tareas que corresponderá desarrollar a éste.

Artículo 5°


El Decreto Ley N° 1626, de 1976, en su artículo 1°, creó en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo (actual denominación) la Subsecretaría de Pesca.


La modificación propuesta consiste en cambiar la denominación de dicha Subsecretaría, agregándole la expresión “y Acuicultura”, no solo en el artículo en mención, sino haciéndola extensiva a todo nuestro ordenamiento jurídico.

Artículo 6°


A su vez, el Decreto Ley N° 2442, de 1978, en su artículo 12, creó el Servicio Nacional de Pesca, también dependiente de la señalada Cartera.


Este artículo del proyecto, al igual que en el anterior, propone agregarle al actual nombre del Servicio la expresión “y Acuicultura”, modificación que igualmente hace extensiva a toda nuestra normativa.

Artículo Primero Transitorio


Dispone que aquellas personas que, a la fecha de publicación de esta ley, integren los Consejos Zonales de las Regiones V a IX e islas oceánicas y de las Regiones XIV a XI continuarán haciéndolo en los Consejos de las Regiones VIII a IX y de las Regiones XIV y X, en su caso.

Artículo Segundo Transitorio


Prescribe que los Consejos Zonales de las Regiones V, VI y VII, el de las Regiones IX y XIV y el de la Región XI deberán constituirse en el plazo máximo que indica (6 meses) desde la publicación de esta ley.


Agrega, en su inciso segundo, que en tanto no se hayan constituido tales Consejos con el número mínimo de miembros exigido al efecto, ejercerán dichas funciones el Consejo Zonal de la VIII Región respecto de las Regiones V, VI y VII; y el de la X Región en la XI.


Finalmente, su inciso tercero, hace extensiva las normas anteriores al Consejo Zonal de las Regiones IX y XIV, otorgándoles competencia, intertanto, a los Consejos Zonales de la VIII y de la X Regiones, respectivamente.

III. INDICACIÓN DE LOS ARTÍCULOS QUE EL SENADO CALIFICO COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO O DE QUÓRUM CALIFICADO


La Cámara de origen calificó los artículos 1°, Nos 1, 7, 10, 11, 12 y 13; y primero y segundo transitorios -los que, sin embargo, fueron suprimidos por esta Comisión- de carácter orgánico constitucional, criterio que fue compartido por esta Comisión.

IV. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


Los artículos 90 A y 90 D del N° 7; el N° 11 y el N° 13, todos ellos del artículo 1°; el artículo 2°; el artículo 3°; y la letra f) del N° 2 del artículo 4° se encuentran en esta situación.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN. 


1.- Artículos:


a) El N°1 del artículo 1° del texto propuesto por el Senado, que pasa a transcribirse, al aprobarse una indicación del Ejecutivo, con los votos (5x1+1) de los señores Bobadilla (Pdte.), Browne, Melero, Recondo y Ulloa; con el voto en contra del señor Espinoza y la abstención de la señora Pacheco, doña Clemira, que lo sustituye en los términos que se verán en el capítulo siguiente.


“1) Sustitúyese la letra e) del inciso segundo del artículo 59, por la siguiente:


“e) Tres representantes de los pescadores artesanales, que representen a los pescadores artesanales propiamente tales, a los mariscadores y a los cultivadores y algueros. Estos representantes deberán provenir de las siguientes macrozonas pesqueras del país: de la I a la IV Región; de la V a la IX Región e Islas Oceánicas, y de la XIV, la X, la XI y la XII Región. Durarán en sus cargos dos años, no podrán ser redesignados y quienes los reemplacen deberán provenir de una región distinta, dentro de la macrozona respectiva.”.


b) Las letras c) y d) del N°11 del artículo 1°, con los votos a favor de la señora Isasi, doña Marta; y de los señores Melero, Recondo y Santana; con los votos en contra de los señores Espinoza; Pacheco, doña Clemira; y Ulloa; y con la abstención del señor Bobadilla (Presidente), que es del siguiente tenor:


“11) Reemplázase el inciso primero del artículo 150 por el siguiente:


“Artículo 150.- Creánse ocho organismos zonales, denominados Consejos Zonales de Pesca:


c) Uno en la zona correspondiente a las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O Higgins y VII del Maule e Islas Oceánicas, con sede en la comuna de Constitución; 


d) Uno en la zona correspondiente a la Región VIII del Biobío, con sede en la comuna de Talcahuano;”.


c) Los literales ii) e iii) de la letra b) del N° 12 del artículo 1°, con los votos en contra de los señores Bobadilla (Presidente); Espinoza; Pacheco, doña Clemira; Sauerbaum y Ulloa; y los votos a favor de los señores Melero, Recondo y Santana, que son del siguiente tenor:


“Enmiéndase la letra g) -del artículo 152- del modo que sigue:


ii) Sustitúyese, en el párrafo cuarto, la frase “V, VI, VII, VIII y IX Regiones e Islas Oceánicas”, por “V, VI y VII Regiones e Islas Oceánicas”.


iii) Agréganse los siguientes párrafos quinto y sexto, nuevos, cambiando los demás su orden correlativo:


“En el Consejo Zonal de la VIII Región, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales y, un cuarto a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros.


En el Consejo Zonal de la IX y XIV Regiones, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de la pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales; otro a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros, y otro a los acuicultores.”.


d) Los artículos primero y segundo transitorios.


-El primero de ellos, que se transcribe, a continuación, con los votos en contra de los señores Bobadilla (Presidente); Pacheco, doña Clemira; Sauerbaum y Ulloa. Lo hicieron por su aprobación los señores Melero y Recondo:


“Artículo Primero Transitorio.- Las personas que a la fecha de publicación en el Diario Oficial de esta ley integren los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V a IX e Islas Oceánicas, y el de las Regiones XIV a XI, continuarán integrando, respectivamente, los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones VIII a IX y los de las Regiones XIV y X”.


-El segundo lo fue con los votos en contra de los mismos señores Diputados precitados, sumándose el señor Walker a quienes votaron por su aprobación, el que pasa a transcribirse:


“Artículo Segundo Transitorio.- Los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, de las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, y el de la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, deberán constituirse dentro de un plazo máximo de seis meses contados desde la fecha de publicación en el Diario Oficial de esta ley.


Mientras no se encuentren constituidos dichos Consejos Zonales con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío; y en la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo tendrá competencia el Consejo Zonal de la X Región de Los Lagos.


Asimismo, mientras no se encuentre constituido el Consejo Zonal de Pesca de las Regiones IX de la Araucanía y XIV de Los Ríos con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en la IX Región de La Araucanía y en la XIV Región de Los Ríos, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío y el de la X Región de Los Lagos, respectivamente.”.”.


2.- Indicaciones:


No hay indicaciones que hayan sido rechazadas.

VI. ADICIONES Y ENMIENDAS QUE LA COMISIÓN APROBÓ EN LA DISCUSIÓN EN PARTICULAR.


Durante su discusión en particular, la Comisión aprobó introducir al proyecto de ley aprobado por el H. Senado, las siguientes modificaciones:

AL ARTÍCULO 1°
Número 1

Lo reemplazó por el siguiente:


“1) Modifícase el artículo 59 en el sentido siguiente:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase a continuación del punto y coma (;) por la siguiente: “estará presidido por el Subsecretario y funcionará en dependencias de la Subsecretaría.”.


b) Reemplázanse las letras a), c), d) y e) del inciso segundo por las siguientes:


“a) Un representante del Ministerio;


c) Un representante del Servicio;


d) Un representante de la Subsecretaría, a quien le corresponderá realizar las funciones de Director Ejecutivo del Consejo; y


e) Tres representantes de los pescadores artesanales, que representen a los pescadores artesanales propiamente tales, los mariscadores y los cultivadores y algueros. Estos representantes deberán provenir de las siguientes macrozonas pesqueras del país: de la I a la IV Región; de la V a la IX Región e Islas Oceánicas, y de la XIV, la X, la XI y la XII Región. Durarán en sus cargos dos años, no podrán ser redesignados y los que los reemplacen deberán provenir de una región distinta, dentro de la macrozona respectiva.”.

Número 7


Introdujo en el artículo 90 B, integrante del párrafo 3° que dicho número agregó en el Título VI de la ley de pesca, la siguiente letra i):


“i) Dos representantes de los trabajadores de centros de cultivo designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.”.

Número 11


Eliminó las letras c) y d) del inciso primero del artículo 150 propuesto, pasando las letras e), f), g) y h) del mismo, a ser c), d), e) y f), respectivamente.

Número 12


Eliminó el literal ii) de la letra b) (modificaciones a la letra g) del inciso primero del 
artículo 152 de la ley general de pesca), pasando los literales iii), iv) y v) a ser ii), iii) y iv), respectivamente.


Sustituyó el nuevo literal ii) de la letra b), por el siguiente:


“ii) Agrégase el siguiente párrafo quinto, nuevo, cambiando los demás su orden correlativo:


“En el Consejo Zonal de la IX y XIV Regiones, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de la pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales; otro a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros, y otro a los acuicultores.”.”.

Número 13


Lo reemplazó por el siguiente:


“13) Introdúcense en el artículo 173, las siguientes modificaciones:


a) Intercálase en el inciso primero, a continuación del primer punto y coma (;), la frase “promoción del consumo de recursos hidrobiológicos.”, y


b) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “necesarios”, la siguiente expresión final “, y designará un Director Ejecutivo.”.”.

AL ARTÍCULO 4°
Número 3

Agregó en la letra b) del número 3) del artículo 19, que modifica, después de la palabra “organizaciones”, la expresión “legalmente constituidas”.

A LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Eliminó los artículos primero y segundo transitorios.

VII. TEXTO DEL PROYECTO TAL COMO QUEDARÍA EN VIRTUD DE LOS ACUERDOS ADOPTADOS POR LA COMISIÓN.


La Comisión aprobó la idea de legislar en la materia con los votos favorables (4) de los de los Diputados señores Bobadilla (Presidente), Melero, Brwone y Ulloa, y la abstención de la Diputada señora Pacheco, doña Clemira y en consecuencia viene en proponer a la Sala la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992, de la siguiente manera:


“1) Modifícase el artículo 59 en el sentido siguiente:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase a continuación del punto y coma (;) por la siguiente: “estará presidido por el Subsecretario y funcionará en dependencias de la Subsecretaría.”.


b) Reemplázanse las letras a), c), d) y e) del inciso segundo por las siguientes:


“a) Un representante del Ministerio;


c) Un representante del Servicio;


d) Un representante de la Subsecretaría, a quien le corresponderá realizar las funciones de Director Ejecutivo del Consejo; y


e) Tres representantes de los pescadores artesanales, que representen a los pescadores artesanales propiamente tales, los mariscadores y los cultivadores y algueros. Estos representantes deberán provenir de las siguientes macrozonas pesqueras del país: de la I a la IV Región; de la V a la IX Región e Islas Oceánicas, y de la XIV, la X, la XI y la XII Región. Durarán en sus cargos dos años, no podrán ser redesignados y los que los reemplacen deberán provenir de una región distinta, dentro de la macrozona respectiva.”.


2) Reemplázanse, en el artículo 60, las referencias a “El Servicio” y “el Servicio”, por otras a “La Subsecretaría” y “la Subsecretaría”, respectivamente.


3) Modifícase el artículo 61 del siguiente modo:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Asimismo, el mecanismo de asignación de los proyectos deberá considerar, en el caso de proyectos que compitan en una misma categoría, una mayor ponderación para aquellos que contemplen un cofinanciamiento por parte de los pescadores artesanales u organización de pescadores artesanales que los presentan.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “al Servicio”, por la frase “a la Subsecretaría”.


4) Reemplázanse, en el artículo 62, los términos “del Servicio”, por la expresión “de la Subsecretaría”.


5) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 86, la frase “previos informes técnicos fundados de la Subsecretaría, y del Consejo Nacional de Pesca”, por la siguiente: “previo informe técnico fundado de la Subsecretaría, y previa consulta a la Comisión Nacional de Acuicultura”.


6) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 87, la frase “previos informes técnicos debidamente fundamentados de la Subsecretaría, del Consejo Nacional de Pesca y del Consejo Zonal de Pesca que corresponda”, por la siguiente: “previo informe técnico fundado de la Subsecretaría y previa consulta a la Comisión Nacional de Acuicultura y al Consejo Zonal de Pesca que corresponda”.


7) Agréganse, en el Título VI, a continuación del artículo 90 quáter, el siguiente Párrafo 3° y los artículos 90 A a 90 H que lo integran:

“Párrafo 3°
DE LA COMISIÓN NACIONAL DE ACUICULTURA

Artículo 90 A.- Créase la Comisión Nacional de Acuicultura, en adelante “la Comisión”, cuya función será asesorar al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en la formulación y evaluación de las acciones, medidas y programas que se requieran para implementar la Política Nacional de Acuicultura.


Artículo 90 B.- La Comisión será presidida por el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, y estará integrada además por los siguientes miembros:


a) Un representante de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


b) Un representante del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.


c) Un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


d) Un representante del Ministerio del Medio Ambiente.


e) Un representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


f) Un representante del Instituto de Fomento Pesquero.


g) Siete miembros provenientes de las asociaciones de acuicultores legalmente constituidas, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


h) Un miembro proveniente de una asociación de prestadores de servicios de la acuicultura legalmente constituida, designado por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


i) Dos representantes de los trabajadores de centros de cultivo designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.”.


Artículo 90 C.- Corresponderán a la Comisión, en especial, las siguientes tareas:


a) Dar su opinión respecto de los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley;


b) Elaborar y proponer las medidas, planes y programas tendientes a la ejecución e implementación de la Política Nacional de Acuicultura;


c) Dar su opinión respecto de la zonificación del borde costero en relación con actividades de acuicultura;


d) Dar su opinión sobre asuntos internacionales con relevancia para el sector, y


e) Dar su opinión sobre las modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, que proponga el Presidente de la República, antes que sean presentadas al Congreso Nacional.


La Comisión podrá referirse a las demás materias que estime pertinentes y que incidan en la actividad de acuicultura, quedando facultada para solicitar los antecedentes necesarios de los organismos públicos o privados del sector, a través de su Presidente.


Artículo 90 D.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, que estará radicada en la Subsecretaría.


Corresponderá a la Secretaría Ejecutiva coordinar las reuniones de la Comisión, levantar acta de los acuerdos adoptados, elaborar una memoria anual que resuma las actividades desarrolladas por la Comisión durante el año calendario anterior y, en general, efectuar todas aquellas tareas que sean necesarias para el cumplimiento de los fines de la Comisión establecidos en la presente ley.


Artículo 90 E.- La Comisión podrá invitar a sus sesiones a representantes de otros Ministerios y Servicios relacionados con las materias a tratar, así como a representantes del sector privado y de las organizaciones de trabajadores del sector que lo soliciten.


Artículo 90 F.- Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado deberán prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que ésta les solicite.


Artículo 90 G.- Corresponderá a la Subsecretaría prestar el apoyo técnico y administrativo que sea menester para el funcionamiento de la Comisión y de su Secretaría Ejecutiva.


Artículo 90 H.- La Comisión acordará las demás normas para su funcionamiento interno, el que deberá considerar al menos tres reuniones ordinarias anuales.”.


8) Reemplázase, en el numeral 2) del inciso primero del artículo 96, la frase “a través de concurso público de acuerdo con las normas que se establezcan en el reglamento”, por la expresión “de conformidad con las normas establecidas en la ley N° 19.886”.


9) Suprímese el párrafo segundo del numeral 12) del artículo 125.


10) Elimínase el párrafo segundo del numeral 2 del inciso segundo del artículo 146.


11) Reemplázase el inciso primero del artículo 150 por el siguiente:


“Artículo 150.- Creánse ocho organismos zonales, denominados Consejos Zonales de Pesca:


a) Uno en la zona correspondiente a las Regiones XV de Arica y Parinacota, I de Tarapacá y II de Antofagasta, con sede en la comuna de Iquique;


b) Uno en la zona correspondiente a las Regiones III de Atacama y IV de Coquimbo, con sede en la comuna de Coquimbo;


c) Uno en la zona correspondiente a las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, con sede en la comuna de Valdivia;


d) Uno en la zona correspondiente a la Región X de Los Lagos, con sede en la comuna de Puerto Montt;


e) Uno en la zona correspondiente a la Región XI de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, con sede en la comuna de Aysén;


f) Uno en la zona correspondiente a la Región XII de Magallanes y de la Antártica Chilena, con sede en la comuna de Punta Arenas.”.


12) Modifícase el inciso primero del artículo 152 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en la letra a), la expresión “del Servicio”, la primera vez que aparece, por las palabras “de Pesca”.


b) Enmiéndase la letra g) del modo que sigue:


i) Reemplázase el párrafo primero por el siguiente:


“El número de consejeros que en cada caso se indica, en representación de las organizaciones gremiales legalmente constituidas de armadores; de pequeños armadores; de plantas procesadoras de productos pesqueros, y de acuicultores de la zona.”.


ii) Agrégase el siguiente párrafo quinto, nuevo, cambiando los demás su orden correlativo:


“En el Consejo Zonal de la IX y XIV Regiones, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de la pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales; otro a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros, y otro a los acuicultores.”.


iii) Sustitúyese, en el párrafo quinto, que pasa a ser séptimo, la frase “XIV, X y XI Regiones”, por “X Región”.


iv) Agrégase, a continuación del párrafo sexto, que pasa a ser octavo, el siguiente párrafo noveno:


“En el Consejo Zonal de la XI Región, uno representará a los armadores industriales, otro a los pequeños armadores, otro a los industriales procesadores de productos pesqueros, y otro a los acuicultores.”.


13) Introdúcense en el artículo 173, las siguientes modificaciones:


a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación del primer punto y coma (;), la frase “promoción del consumo de recursos hidrobiológicos.”, y


b) Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “necesarios”, la siguiente expresión final “, y designará un Director Ejecutivo.”.


Artículo 2°.- Créanse en la planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, dos cargos de Director Zonal de Pesca, uno de los cuales ejercerá sus competencias en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule y el otro ejercerá sus competencias en las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, ambos grado 5° de la Escala Única de Sueldos, los que se considerarán equivalentes a Jefes de División para el solo efecto del artículo 7° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005. 

Artículo 3°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de 2011, que modificó la estructura orgánica del Servicio Nacional de Pesca, en los siguientes términos:

1) En su artículo primero, elimínase la frase “a cargo de un Subdirector,”, e incorpórase la siguiente oración final: “La Subdirección estará a cargo de un Subdirector Nacional de Acuicultura, grado 4º de la Escala Única de Sueldos, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.”.

2) Intercálase, a continuación del artículo primero, el siguiente artículo primero bis:

“Artículo primero bis.- Corresponderán, especialmente, al Subdirector Nacional de Acuicultura, las siguientes funciones:

a) Subrogar al Subdirector Nacional.

b) Asesorar al Director Nacional y demás órganos del Servicio en materia de acuicultura.

c) Planificar las acciones de fiscalización de cumplimiento de la normativa ambiental, de salud animal y demás aplicable a la acuicultura.

d) Supervisar y evaluar la ejecución de las acciones a que se refiere el literal precedente.

e) Coordinar a las Direcciones Regionales, Departamentos y demás unidades del Servicio que ejecutan funciones en materia de acuicultura.

f) Proponer al Director Nacional los programas sanitarios y demás normas que, conforme a la legislación aplicable a la acuicultura, corresponda dictar al Servicio.

g) Administrar el registro de personas acreditadas para elaborar los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria y demás que se requieran.

h) Controlar a las personas a que se refiere el literal anterior y proponer al Director Nacional las sanciones que corresponda aplicar a las mismas en los casos previstos por la normativa.

i) Presentar al Director Nacional, para que éste ejerza la facultad a que se refiere la letra a) del artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, propuestas de normas para la aplicación y fiscalización de las leyes y reglamentos sobre acuicultura.”.

Artículo 4°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 34, de 1931, que legisla sobre la industria pesquera y sus derivados, de la siguiente manera:

1) En el artículo 16:

a) Elimínase, en la letra c), el literal (ii).

b) Agrégase, en la letra d), el siguiente literal (iii):

“(iii) Departamento de Pesca Artesanal.”.

c) Intercálase la siguiente letra e), nueva, pasando las actuales letras e) y f) a ser f) y g), respectivamente:

“e) División de Acuicultura.”.

2) En el artículo 18:

a) Elimínase, en la letra a) del numeral 1, la frase “y de las actividades de acuicultura”.

b) Suprímese, en la letra d) del numeral 1, la expresión “y de acuicultura”.

c) Elimínase, en la letra f) del numeral 1, la frase “y de acuicultura”.

d) Agrégase, en el encabezamiento del numeral 2, a continuación de la palabra “Pesquero”, la frase “y de Acuicultura”.

e) Elimínase, en la letra f) del numeral 2, la frase “y de acuicultura”.

f) Agrégase el siguiente numeral 4:

“4. Corresponderá a la División de Acuicultura:

a) Coordinar su gestión con las demás unidades orgánicas para la formulación y ejecución de acciones comunes en aspectos sectoriales de administración de la actividad de acuicultura.

b) Proponer planes, programas y estudios de investigación en acuicultura.

c) Mantener actualizada la información de las actividades de acuicultura a nivel nacional y el catastro de resoluciones sobre concesiones y autorizaciones de acuicultura.

d) Estudiar y proponer las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura.

e) Informar técnicamente las propuestas de ordenamiento territorial que afecten al sector.

f) Evaluar y proponer medidas especiales para la sanidad y protección de las especies hidrobiológicas y del medio ambiente en relación a las actividades de acuicultura, de propagación o de repoblación.

g) Identificar las necesidades de conocimiento para optimizar el manejo de la acuicultura nacional.

h) Elaborar los informes técnicos para el otorgamiento de concesiones de acuicultura y otros relacionados con las empresas de cultivo y los que sean necesarios para fundar la normativa sectorial propuesta para ser dictada.

i) Asesorar al Subsecretario en materias de políticas y estrategias de la actividad acuícola.

j) Evaluar e informar técnicamente las solicitudes de internación de especies hidrobiológicas con fines de acuicultura, ornamentales, investigación y recreación, entre otros.

k) Evaluar el desempeño de la actividad acuícola nacional.

l) Evaluar ambientalmente proyectos acuícolas y de impacto en esta actividad.

m) Coordinar el funcionamiento y operación de las agrupaciones de concesiones.

n) Mantener relaciones permanentes con instancias de participación sectorial a nivel nacional e internacional.”.

3) Sustitúyese el numeral 3 del artículo 19, por el siguiente:

“3. Corresponderá al Departamento de Pesca Artesanal:

a) Proponer al Subsecretario las políticas tendientes a desarrollar y fomentar la actividad pesquera artesanal.

b) Coordinar con las demás Divisiones y Departamentos de esta Subsecretaría las solicitudes y requerimientos que realicen los pescadores artesanales y sus organizaciones legalmente constituidas.

c) Coordinar las relaciones institucionales con los pescadores artesanales y sus organizaciones.”.

Artículo 5°.- Sustitúyese la denominación dada por el artículo 1° del decreto ley N° 1.626, de 1976, a la “Subsecretaría de Pesca”, por “Subsecretaría de Pesca y Acuicultura”.

Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga a la Subsecretaría de Pesca, deberán entenderse efectuadas en lo sucesivo a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura.

Artículo 6°.- Sustitúyese la denominación dada por el artículo 12 del decreto ley 
N° 2.442, de 1978, al “Servicio Nacional de Pesca”, por “Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura”.

Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga al Servicio Nacional de Pesca, deberán entenderse efectuadas en lo sucesivo al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.”.

Tratado y acordado, según consta en el acta correspondiente a las sesiones de 19 de abril y 2 y 3 de mayo del año en curso, con la asistencia de los señores Ascencio, don Gabriel; Bobadilla, don Sergio (Presidente); Campos, don Cristián; Espinoza, don Fidel; Isasi, doña Marta; Melero, don Patricio; Pacheco, doña Clemira; Recondo, don Carlos; Santana, don Alejandro; Sauerbaum, don Frank; Ulloa, don Jorge; Vargas, don Orlando, y Walker, don Matías; también concurrieron al debate y votación, a través de sendos reemplazos, los Diputados señores Rosales, don Joel, y Browne, don Pedro.

Sala de la Comisión, a 4 de mayo de 2012.
(Fdo.): SERGIO MALAGAMBA STIGLICH, Abogado Secretario de la Comisión”.

16. Informe de la Comisión Investigadora encargada de analizar las extracciones ilegales de aguas y áridos en los ríos del país.
“Honorable Cámara:


La Comisión Investigadora encargada de analizar las extracciones ilegales de aguas y áridos en los ríos del país, pasa a informar sobre el trabajo realizado en cumplimiento del mandato otorgado por la Sala de la Corporación.
I. ACUERDO DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS.

En la sesión 27ª, celebrada el 11 de mayo de 2011, la Cámara de Diputados aprobó una solicitud presentada por 68 Diputados, “para crear una Comisión Investigadora encargada de “analizar la extracción ilegal de aguas en los ríos de Chile y la extracción indiscriminada de áridos en los lechos de los ríos, lo que afecta la conducción de agua de riego y la baja inversión en el presupuesto de la nación destinada a la infraestructura de riego, especialmente en las zonas tradicionalmente afectadas por la sequía.

Para el cumplimiento del propósito, la referida Comisión deberá rendir su informe en un plazo no superior a noventa días, y para el desempeño del mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional.”

Por oficios N° 9873, de 20 de diciembre de 2011, y N° 9915, de 11 de enero de 2012, se comunicó que la Sala de la Corporación, accedió a las peticiones de la Comisión Investigadora en orden a ampliar el plazo de vencimiento de su mandato.

La Comisión tomó conocimiento del mandato con fecha 6 de julio de 2011, y acordó elegir como su Presidente al Diputado don René Alinco Bustos, quedando integrada, además, por las siguientes señoras y señores Diputados: Eduardo Cerda, Romilio Gutiérrez, Luis Lemus, Fernando Meza, Andrea Molina, Adriana Muñoz, Leopoldo Pérez, Gaspar Rivas, Joaquín Tuma, Ignacio Urrutia, Gastón von Mühlenbrock y Matías Walker. Posteriormente, los Diputados señores Romilio Gutiérrez y Eduardo Cerda fueron reemplazados por los señores Issa Kort, y Fuad Chahín, respectivamente.

Asimismo, se hace presente que con fecha 29 de agosto de 2011, por aplicación de las normas reglamentarias de la H. Cámara de Diputados se procedió a elegir como Presidenta de la Comisión a la señora Adriana Muñoz.
II. ANTECEDENTES GENERALES.

1) Concepto y clasificación de las aguas.


Según la Real Academia Española de la Lengua, las aguas se definen como un “cuerpo formado por la combinación de un volumen de oxígeno, y dos de hidrógeno, líquido, inodoro, insípido, en pequeña cantidad incoloro y verdoso en grandes masas, que refracta la luz, disuelve muchas substancias, se solidifica por el frio, se evapora por el calor y, más o menos puro, forma la lluvia, las fuentes, los ríos y los mares”.


Según su estado el Código de Aguas, CA, las divide en aguas marítimas, pluviales, terrestres, superficiales y subterráneas.

a) Aguas Marítimas. El Derecho Internacional clasifica estas aguas en:

i) Mar territorial: franja adyacente a las costas de un Estado y sujeta a su soberanía.

ii) Zona contigua: es aquella en que el Estado no tiene soberanía como en el mar territorial, sino que “sólo dispone en ella de competencias limitadas para adoptar ciertas medidas de fiscalización y control sobre los buques extranjeros a fin de prevenir y sancionar infracciones a ciertas categorías de leyes y reglamentos”.

iii) Zona económica exclusiva: aquella en que el Estado ribereño tiene derechos de soberanía para los fines de exploración y explotación, conservación y administración de los recursos naturales, tanto vivos como no vivos, del lecho y subsuelo del mar y de las aguas suprayacentes.

b) Aguas pluviales. Las que proceden inmediatamente de las lluvias.
 

c) Aguas terrestres. De acuerdo a lo establecido en el artículo 4° del Código de Aguas, según su naturaleza son bienes muebles, pero destinadas al uso, cultivo o beneficio de un inmueble se reputan inmuebles. 

d) Aguas superficiales. “Aquellas que se encuentran naturalmente a la vista del hombre y pueden ser corrientes o detenidas.”
 Las primeras son las que escurren por cauces naturales o artificiales. Las detenidas, son las que están acumuladas en depósitos naturales y artificiales, tales como lagos, lagunas, pantanos, charcas, aguadas, ciénagas, estanques o embalses.

e) Aguas subterráneas. “Las que están ocultas en el seno de la tierra y no han sido alumbradas”.


2) Naturaleza jurídica de las aguas.


Para el sólo efecto de una mayor complementación del tema, se hace constar que el Código de Aguas de 1951 en su artículo 11 disponía que las aguas son bienes nacionales de uso público o de dominio particular, distinción que quedó sin efecto desde la entrada en vigencia de la Ley de Reforma Agraria.

“Nuestro legislador sabiamente ha eliminado la posibilidad de que los particulares tengan el derecho real de dominio sobre las aguas, en atención a la importancia que este recurso tiene o sus especiales características, pero esto no obsta para que se constituya el derecho real de aprovechamiento de aguas, definido en el artículo 6° del Código de Aguas. La norma aludida dispone que dicho derecho real consiste en el uso y goce de las aguas, eliminando la facultad de disposición que el Código de Aguas de 1951 contemplaba, recalcando con ello que las aguas son bienes nacionales de uso público.”


3) Regulación de los Derechos de Agua.
 


Del análisis de la normativa vigente se puede concluir que:


-En Chile las aguas son bienes nacionales de uso público cuya administración le corresponde al Estado a través de la Dirección General de Aguas. 

-Los particulares pueden constituir derechos de aprovechamiento sobre las aguas, los que tienen el carácter de derecho real y pueden ser transferidos libremente. 

-La ley no regula en general los usos a que se puede destinar el agua, existiendo sólo normas particulares sobre esta materia.

-A fin de asegurar el uso efectivo de los derechos de agua, se establece un mecanismo de pago de patentes respecto de los derechos no utilizados efectivamente.

-Las causales de extinción del derecho para su titular son las establecidas en el Código Civil, regulando, eso sí, de manera expresa el Código de Aguas, la renuncia total o parcial al derecho de aprovechamiento, teniendo como única limitante que no puede ser hecha en perjuicio de terceros.

a) Derechos de agua en general.

El Código de Aguas
 define a las aguas como “bienes nacionales de uso público” 
(artículo 5) y reconoce la posibilidad de constituir a favor de los particulares derechos de aprovechamiento. 

Este derecho de aprovechamiento de aguas se consagra como un derecho real de dominio, entregando a su titular las facultades propias del dominio: uso, goce y disposición en conformidad a la ley y, consecuentemente, se encuentra protegido constitucionalmente por la garantía contenida en el artículo 19 Nº 24 de la Constitución
, tanto por la garantía general contenida en el inciso primero de dicho numeral “El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales. (…)” y de manera específica en su inciso final al prescribir “Los derechos de los particulares sobre las aguas, reconocidos o constituidos en conformidad a la ley, otorgarán a sus titulares la propiedad sobre ellos;”.

Sobre esto, Evans de la Cuadra señala que lo que se protege es el derecho de dominio sobre las aguas “(…) siempre que éstos hayan sido adquiridos conforme a la ley, en cualquier tiempo, o siempre que la ley, de modo expreso, reconozca a los particulares esos derechos.”


b) Adquisición de los derechos de agua.

Conforme a la regulación del Código de Aguas es posible distinguir tres formas de adquirir derechos de agua:

b.1) Constitución a través de un acto de autoridad de manera originaria.


Estos derechos se constituyen a través de un acto de la Dirección General de Aguas (DGA), cumpliendo con el procedimiento establecido en el Código de Aguas.

El procedimiento de constitución se inicia con la presentación de la solicitud respectiva, que debe cumplir con los requisitos señalados en el artículo 140 de dicho cuerpo legal, entre los que se destacan: la individualización del solicitante; la cantidad de agua que se necesita extraer; el o los puntos desde donde se extraerá el agua y la naturaleza de los derechos que se solicitan
, entre otros
.

Esta solicitud debe ser publicada dentro de los 30 días siguientes
 a su presentación a fin de que cualquiera que pueda verse afectado por la constitución del derecho que se solicita pueda oponerse a ello, para lo cual tendrá un plazo de 30 días contados desde dicha publicación (artículo 141).

Si no existiere oposición, siempre que haya disponibilidad de agua y sea legalmente procedente, la DGA debe constituir el derecho solicitado (artículo 141 inciso final, del Código de Aguas). Una vez reunidos los antecedentes, se debe determinar si existe disponibilidad del recurso sin perjudicar los derechos de terceros, incluido el medio ambiente. Para este procedimiento, la DGA emitirá un informe técnico y efectuará una visita a terreno. En virtud de lo establecido en el artículo 135 del Código de Aguas, se solicitará el depósito de los fondos que se requieran para este fin.

De acuerdo al artículo 149 del mismo Código, el acto administrativo por el cual se constituye el derecho de aprovechamiento de agua debe contener:

i) Nombre del adquirente;

ii) Nombre del álveo o individualización de la comuna en que se encuentre la captación de las aguas subterráneas que se necesita aprovechar y el área de protección;

iii) La cantidad de agua que se autoriza extraer;

iv) El o los puntos donde se autoriza la extracción. Si se trata de un uso no consuntivo, el o los puntos de restitución;

v) La naturaleza del derecho que se constituye, y

vi) Otras especificaciones técnicas relacionadas con el derecho que se constituye.

b.2) Adquisición por remate de derechos de agua:


De acuerdo al artículo 142 del Código los remates de derechos de agua proceden en aquellos casos que, en un período de seis meses, contados desde la presentación de una solicitud, se hayan presentado dos o más solicitudes sobre las mismas aguas y los recursos no sean suficientes para satisfacer todos los requerimientos. Para estos casos el caudal de agua disponible se divide en unidades, las que se van adjudicando al mejor postor hasta que se termina el total del caudal. Asimismo, un participante por el mismo precio que ha pagado por una unidad rematada, puede rematar más unidades, hasta completar lo que originalmente había solicitado (artículo 145 Código de Aguas).

b.3) Adquisición por transferencia, transmisión o por prescripción:


Conforme al artículo 21 Código de Aguas, estos modos de adquirir el dominio se rigen por las reglas generales del Código Civil, salvo disposición expresa del Código de Aguas.


c) Clasificación de los derechos de aprovechamiento de aguas.

El derecho de aprovechamiento de aguas otorga las facultades de usar y gozar, de manera privativa, de las aguas expresadas en volumen por unidad de tiempo
. No obstante, dependiendo de la naturaleza del derecho que se constituye, será la forma en que se use y goce de las aguas.

Si se trata de un derecho consuntivo (artículo 13 Código de Aguas) su titular podrá consumir totalmente las aguas; por el contrario, si se trata de un derecho no consuntivo (artículo 14 del Código) el titular del derecho podrá usar las aguas pero sin consumirla, debiendo devolverlas en la forma que determine el acto de autoridad (concesión) que le confirió el derecho.


Por otra parte, los derechos de agua pueden ser de ejercicio permanente o eventual; los primeros son aquellos que se otorgan con dicho carácter sobre fuentes de abastecimiento no agotadas y que permiten el uso del agua en la dotación que corresponda, salvo que el caudal no sea suficiente, caso en el cual se reparte en partes alícuotas (artículos 16 y 17 del Código).


Los derechos de ejercicio eventual son todos los demás, y sólo facultan para usar las aguas en las épocas en que el caudal tenga sobrante luego de abastecidos los derechos de carácter permanente. Este tipo de derechos no pueden ser ejercidos sobre aguas embalsadas y respecto de ellos existe un orden de prelación ejerciéndose primero los más antiguos y luego los más nuevos (artículos 16 y 18 del Código).

Finalmente, los derechos de aguas se clasifican en continuos, discontinuos y alternados (artículo 19 del citado Código); los primeros son aquellos que facultan para su ejercicio de manera permanente; los segundos pueden ser ejercidos durante determinados períodos; y, finalmente, los alternados son aquellos en que el uso del agua se distribuye entre varias personas que se turnan sucesivamente.


d) Usos del Agua.

El Código de Aguas no se pronuncia respecto de los usos que se le puede. Así lo señalan Axel Dourojeanni y Andrei Jouravle al aseverar que “el Código de Aguas no obliga a los solicitantes justificar uso futuro alguno. Tampoco es necesario que los titulares de derechos de agua utilicen efectivamente los caudales a que tienen derechos o construyan las obras necesarias para hacerlo. Estas características del Código de Aguas son únicas en el mundo”
.

Sin perjuicio de esto, existen algunas normas de carácter legal y reglamentario que regulan aspectos específicos que se deben atender al destinar el agua a tareas concretas, entre las que es posible mencionar las siguientes:

d.1) Aguas destinadas a la agricultura. 


El Decreto Ley N° 3.557 de 1981
 establece normas de protección agrícola. Entre los diversos aspectos que regula, contiene normas que dan una especial protección a las aguas ante la existencia de residuos, cuando se comprobare que con ello se alteran las condiciones agrícolas de los suelos o se causa daño a la salud, vida, integridad o desarrollo de los vegetales o animales (artículo 11).

d.2) Aguas destinadas al consumo humano.


El Decreto N° 735 del Ministerio de Salud de 1969
 reglamenta los requisitos que debe cumplir el agua que se destina al consumo de seres humanos, estableciendo, entre otros aspectos, las condiciones técnicas sanitarias que debe presentar dicha agua, así como las facultades que el Ministerio de Salud, a través de la Subsecretaría debe ejercer en la materia. 


d.3) Aguas destinadas a la producción de energía geotérmica.


Conforme a lo dispuesto por la ley N° 19.657
, la energía geotérmica es aquella que se obtiene del calor natural de la tierra y puede ser extraída de distintas fuentes, entre las que se encuentra el agua (artículo 3º). Conforme al artículo 5º la concesión de energía geotérmica es un derecho real inmueble, distinto e independiente del dominio del predio superficial, aunque tengan un mismo dueño, oponible al Estado y a cualquier persona, transferible y transmisible, susceptible de todo acto o contrato. Por tanto el agua destinada a la producción de este tipo de energía se rige por lo dispuesto en esta ley y se somete a ella en todo lo relativo a las concesiones a las que puede verse afecta. 

e) Patentes por no uso de los derechos de agua.

A fin de evitar la especulación con los derechos de aguas y que las solicitudes de derechos de aprovechamiento que se hagan sean efectivamente utilizadas, a través de la ley Nº 20.017 que modificó el Código de Aguas, se incorporó el Título XI, “Del Pago de Una Patente por la No Utilización de las Aguas”
. El articulado contenido en este Título establece reglas diversas para el cálculo del monto de las patentes para los derechos de aguas consuntivo, no consuntivo y los de carácter eventual, consuntivos y no consuntivos.

Para todos los casos, la condición que genera el nacimiento de la obligación es la no realización, por parte del titular de los derechos, de las obras que señala el inciso primero del artículo 129 bis 9 de este mismo Título, es decir, las obras de captación de las aguas y además, en el caso de los derechos no consuntivos, las obras necesarias para su restitución.

Además, se encuentran exentos del pago de la patente aquellos derechos de aguas que se encuentran bajo determinados volúmenes de caudal, en cada caso.

En caso de no pago de los derechos de aguas se debe iniciar un proceso de cobro de los mismos (artículo 129 bis 11), pudiendo hacerse efectivo el crédito sobre la parte no utilizada de los derechos de aprovechamiento, y, en definitiva, ser rematados una parte de los derechos para hacerse pago de las patentes insolutas.

f) Extinción de los Derechos de Agua.

El artículo 21 del Código de Aguas establece que “la transferencia, transmisión y la adquisición o pérdida de los derechos de aprovechamiento se efectuará con arreglo a las disposiciones del Código Civil, salvo en cuanto estén modificadas por el presente Código.”.


Por tratarse de un derecho real, los derechos de aprovechamiento, una vez constituidos legalmente, sólo se van a extinguir para su titular en la medida que otra persona los adquiera, mediando la respectiva tradición del derecho o por prescripción adquisitiva.

Sin embargo, es necesario, además, hacer referencia a dos figuras que se regulan en el Código de Aguas que implican la extinción del derecho para su titular: 

a) La renuncia: se encuentra contemplada, como una forma de extinción de los derechos de aprovechamiento, en el artículo 6º, inciso final, del Código del ramo que establece: “Si el titular renunciare total o parcialmente a su derecho de aprovechamiento, deberá hacerlo mediante escritura pública que se inscribirá o anotará, según corresponda, en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces Competente. El Conservador de Bienes Raíces informará de lo anterior a la Dirección General de Aguas, en los términos previstos por el artículo 122. En todo caso, la renuncia no podrá ser en perjuicio de terceros, en especial si disminuye el activo del renunciante en relación con el derecho de prenda general de los acreedores.”

Esta renuncia es la única forma en que un particular se deshace de su derecho de aprovechamiento y éste, en cierta forma, vuelve a manos del Estado. Para que ella tenga efectos, debe ser hecha mediante escritura pública, inscribirse en el Registro de Propiedad de Aguas y anotarse en el Catastro Público de Aguas.

Por ser el derecho de aprovechamiento de aguas de carácter patrimonial, se establece que la renuncia no produce efectos cuando ella es hecha en perjuicio de los derechos de los acreedores. Lo anterior, por cuanto una persona, a fin de ocultar sus bienes con el fin de que sus acreedores no puedan cobrar sus créditos, podría renunciar, total o parcialmente, a los derechos de agua de que es titular, lo que obviamente se traduce en un perjuicio para tales terceros.

b) El remate de los derechos de aguas por no pago de la patente por no uso: a diferencia del caso anterior, tal derecho no desaparece sino que es transferido, de manera forzosa, a un tercero que pasa a ser su nuevo titular. De esta forma, no se produce, como en el caso de la renuncia, una devolución del derecho hacia el Estado, en su calidad de titular de los bienes nacionales de uso público, sino que tal derecho puede seguir siendo ejercido y transferido en el denominado “mercado de las aguas”.

4) Organizaciones de Usuarios.


La legislación chilena establece que si existen dos o más propietarios de derechos de agua de la misma fuente, se crea automáticamente una organización de facto entre ellos, que se debe regularizar mediante el establecimiento de una Comunidad de Aguas o una Asociación de Usuarios de Canal (Canalistas).
 
Lo mismo se aplica en el caso de cursos naturales de agua, donde los usuarios deben organizarse como una Junta de Vigilancia.

El Código de Aguas, reconoce distintos tipos de asociaciones de usuarios, todas ellas destinadas a realizar una gestión eficiente del recurso. En el caso particular de las Juntas de Vigilancia, ellas se constituyen por personas naturales y otras organizaciones para la administración de los recursos sobre aguas superficiales o subterráneas de una misma cuenca u hoya hidrográfica. En el caso de las asociaciones de canalistas, ellas corresponden a organizaciones que administran el recurso que circula por canales o se encuentra acumulado en embalses.

Las formas que pueden adoptar las organizaciones de usuarios, de acuerdo al artículo 186 del Código, son: una comunidad de aguas, una asociación de canalistas u otro tipo de sociedad o una junta de vigilancia.

a) Comunidades de aguas.

En el caso de las comunidades de aguas, conforme con el artículo 186 del Código de Aguas, su finalidad es regular la situación de hecho en que se encuentran los usuarios. Por su parte, las asociaciones de canalistas, se caracterizan por el hecho que sus asociados ejercen sus derechos sobre una obra artificial de conducción (canales) o bien de acumulación (embalses) de aguas.


b) Juntas de vigilancia:

Según lo que dispone el artículo 263 del mismo Código, constituyen asociaciones de usuarios en que éstos aprovechan “aguas superficiales o subterráneas de una misma cuenca u hoya hidrográfica”. Su objetivo, según Segura Rivero, es que estas organizaciones operen como “superintendencia privada o supraorganización, que fiscalice las labores de las demás organizaciones de usuarios y distribuya la forma en que cada cual va a usar su derecho de aprovechamiento y tomar las aguas de los cauces naturales, de manera de evitar conflictos entre los distintos usuarios.”


En este caso, además de personas naturales, pueden formar parte de la junta de vigilancia personas naturales o jurídicas y otras organizaciones de usuarios (comunidades, asociaciones de canalistas u otras sociedades).


Cabe destacar que el total de los derechos de aprovechamiento constituidos en la junta de vigilancia se dividen en acciones, que se distribuyen entre los usuarios en proporción a sus derechos (artículo 268 CA).

Las funciones más importantes de estas organizaciones son, retirar agua del curso principal; construir, explotar, preservar y mejorar la infraestructura necesaria; administrar la infraestructura; distribuir el agua; recaudar las cuotas para administración, distribución, mantenimiento y amortización de la infraestructura construida o adquirida; retener las aguas de aquellos que no paguen las cuotas mencionadas o que extraigan agua en exceso y resolver conflictos entre los miembros.

c) Fiscalización de las organizaciones de usuarios.

Conforme con el artículo 283 CA cualquier afectado puede solicitar la fiscalización de la DGA para determinar la existencia de faltas o abusos graves por parte del directorio o de los administradores de una organización en la distribución de las aguas.

Con los antecedentes aportados por el denunciante y la respuesta que el presidente del organismo afectado o bien sin ésta, la DGA resuelve acerca de la admisibilidad de la solicitud; si la declara admisible, debe designar un delegado para que investigue los hechos denunciados (artículo 286)
.

El delegado, dependiendo de los hechos denunciados puede fiscalizar la distribución de los derechos de aguas, realizar visitas a lugares y obras determinadas y hacer revisiones documentales (artículo 288). Terminada la investigación se elabora un informe fundado. Junto con los demás antecedentes acumulados, la DGA dicta una resolución en la que se declara si la denuncia ha sido o no comprobada (artículo 289).

En caso que se determine la efectividad de los hechos denunciados, la DGA debe requerir al directorio o administradores denunciados la corrección de las anomalías, dentro del plazo que le fije (artículo 290). Si transcurrido dicho plazo continuaran los errores, faltas o abusos comprobados, la DGA puede solicitar a la Justicia Ordinaria que decrete la intervención en la distribución de las aguas de la organización infractora, por un plazo de hasta 90 días. Declarada la intervención, la DGA designa uno o más personas como interventores, quienes actúan con todas las facultades de los directores o administradores.

5) Procedimientos de la de la Dirección General de Aguas para el cierre de pozos y extracciones ilegales
.


La DGA inicia expedientes de investigación cuyo origen puede ser una denuncia o un oficio cuando la propia DGA posee antecedentes de posibles infracciones.

Por su parte, el instructivo 1/20018 de la Unidad de Fiscalización de la DGA regula los procedimientos que debe llevarse a cabo ante denuncias y en las inspecciones referentes a infracciones al Código de Aguas y a posibles usurpaciones.

En síntesis el procedimiento consiste en: a) Informe Preliminar b) Descargos del denunciado c) Evaluación en terreno d) Informe de Fiscalización e) Dictación de la Resolución.

El “Informe Técnico Preliminar” corresponde a un análisis preliminar de la denuncia o inspección evaluada, que debe indicar si corresponde a las competencias propias de la Dirección General de Aguas en el ámbito de fiscalización (normas contenidas en el Código de Aguas o posible usurpación de aguas), en cuyo caso se debe enviar una copia íntegra de la denuncia al presunto infractor, fijándole un plazo de 5 días hábiles para presentar sus descargos. En el caso de las inspecciones, se debe oficiar al posible infractor enviándole los antecedentes que se estimen necesarios (en ningún caso el informe técnico) para una adecuada comprensión de la situación. Una vez cumplido el plazo para los descargos, se debe analizar la denuncia o inspección, con o sin los descargos, y todos los antecedentes reunidos.

Si en el Informe Técnico Preliminar se concluye que los antecedentes presentados por el denunciante son insuficientes, se debe enviar un oficio fijando un plazo máximo de 5 días hábiles para que remita antecedentes necesarios para continuar la tramitación. En caso de no recibir respuesta, y no contar con los antecedentes, se debe proponer al Director Regional dictar una resolución que no acoja la denuncia. 

Paralelamente se debe proceder a la verificación de la denuncia en terreno. En caso que no se pueda acceder al lugar de la denuncia, se deberá resolver con los antecedentes disponibles, pudiéndose dictar una resolución que suspenda temporalmente su tramitación hasta que pueda realizarse la verificación en terreno. En los casos en que el presunto infractor o un tercero, impida el ingreso al lugar de la inspección, y se hayan agotado las alternativas de acceso, se debe dejar constancia explicita en el informe Técnico de Fiscalización y continuar con el proceso, dado que se presume que la denuncia de inspección es fundada.

Una vez reunidos todos los antecedentes, se debe confeccionar un “Informe Técnico de Fiscalización”. En el caso de haber detectado otras infracciones al Código de Aguas, distintas a las denunciadas, deben quedar establecidas en el Informe con los antecedentes recopilados.


La fiscalización, en los casos que corresponda, deberá verificar en el Catastro Público de Aguas (CPA), si existen derechos de aprovechamiento constituidos a favor del presunto infractor u otras solicitudes efectuadas a la Dirección General de Aguas (cambio de punto de captación, traslado de ejercicio del derecho de aprovechamiento, etc.), y dejar constancia de ello en el informe Técnico de Fiscalización. 

El Informe Técnico de Fiscalización del Director Regional puede resolver:

1. No acoger la denuncia, si determina que no existe infracción al Código de Aguas.

2. Acoger si se detectan infracciones al Código, en cuyo caso, debe estarse a lo dispuesto en dicho cuerpo legal:

a) Si la infracción está especialmente sancionada en el Código de Aguas se debe aplicar la sanción administrativa correspondiente.

b) Si la infracción no está especialmente sancionada se debe ordenar remitir los antecedentes al Juez de Letras pertinente para que curse la multa del artículo 173 del Código.

c) Si se detecta posible usurpación de aguas, se deberá ordenar remitir los antecedentes al Ministerio Público. 

6) Naturaleza jurídica de los áridos y su explotación.


a) Definición de árido
. 

El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define árido, en su cuarta acepción, como “materiales rocosos naturales, como are​nas o gravas, empleados en las argamasas”.


Asimismo, por roca, señala varias acepciones, entre ellas, la primera, “piedra, o vena de ella, muy dura y sólida”, o la quinta, definición geológica, “sustancia mineral que por su extensión forma parte integrante de la masa terrestre”.

Las arenas, por su parte, son el “conjunto de partículas desagregadas de las rocas, sobre todo si son silíceas, y acumuladas, ya en las orillas del mar, o de los ríos, ya en capas de los terrenos de acarreo “ o bien “metal o mineral reducido por la naturaleza o el arte a partes muy pequeñas”.


La grava es el “conjunto de guijas o piedras peladas”, o “piedra machacada con que se cubre y allana el piso de los caminos”, o “mezcla de guijas, arena y a veces arcilla que se encuentra en yacimientos”.

Las guijas son “piedras peladas y chicas que se encuentran en las orillas y cauces de los ríos y arroyos”.

Por último, define la piedra como “sustancia mineral, más o menos dura y com​pacta, que no es terrosa ni de aspecto metálico”, o “trozo de roca tallado para la construcción”.

En el lenguaje vulgar, los áridos se asocian a la arena y piedras. La palabra “árido” no está recogida en nuestra legislación común, aunque es ampliamente utilizada en el sector de la construcción, en el que tiene una definición técnica. La expresión “áridos” se refiere al “material pétreo, inerte con relación al aglomerante, que se emplea en la confección de morteros y hormigones y que se clasifica en arenas y gravas”; o “conjunto de fragmentos de materiales pétreos suficientemente duros, de forma estable e inertes en los cementos, que se emplean en la fabricación del mortero y del hormigón y bases estabilizadas cumpliendo con los requisitos de dimensiones dadas en las normas”.

En definitiva, lo que más se asemeja al concepto genérico de “áridos” son las arenas, rocas y demás materiales aplicables directamente a la construcción.

b) Extracción y procesamiento de áridos.

La extracción de áridos se puede clasificar en dos grandes categorías:

b.1) Extracción artesanal.


Este tipo de extracción se caracteriza por realizarse a una escala pequeña, generalmente donde los centros de consumo no son muy importantes (pueblos, ciudades pequeñas). Este modo de explotación se realiza principalmente en cauces de ríos y a veces al margen de la legalidad vigente.


b.2) Extracción industrial.


Se produce para satisfacer las demandas de grandes centros urbanos o de grandes proyectos de ingeniería como carreteras y puentes, donde la calidad del producto y las economías de escala que se pueden lograr resultan altamente incidentes en la viabilidad técnica y económica de los proyectos.

La característica principal de este modo de extracción es que se realiza con el apoyo de maquinaria que permite obtener alta producción en tiempo reducido. El artículo 3°, letra i), del Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA), establece un criterio basado en metros cúbicos extraídos en períodos de tiempo, para determinar la naturaleza industrial de los proyectos de extracción de áridos.

b.3) Tipos y Clasificación de la extracción de áridos.


En la extracción industrial de áridos se pueden distinguir dos tipos de extracción en función a la presencia o inexistencia de agua en la zona en que se encuentra este recurso: Extracción mecanizada superficial y extracción mecanizada bajo agua.


Los proyectos de extracción presentan diversos matices de acuerdo a las condiciones geomorfológicas en que se encuentra el yacimiento o reserva de material pétreo y a los niveles técnicos empleados en su explotación. 


Estas extracciones se clasifican en cuatro grupos: 


i) Extracción en cauces.

Corresponde a la explotación del material pétreo, que se encuentra en las depresiones naturales del terreno por las que puede escurrir agua, en las que se encuentra material arrastrado por dichos escurrimientos. En otras palabras, corresponde a una extracción mediante la excavación de lechos fluviales, tanto en niveles artesanales como en forma industrial.


ii) Extracción en bancos areneros.

Corresponde a la extracción de material fino desde un río, aprovechando la fuerza de arrastre de éste, para lo cual se construye un banco o canalón por el que se hace pasar el agua. Se diferencian entre sí por la calidad estructural y dimensiones.


iii) Extracción en pozos.

Aquellas explotaciones en sectores de extracción fuera de los cauces, en donde los áridos se encuentran en forma natural como producto de un relleno aluvial en el valle.


iv) Extracción en canteras.

Se refiere a la explotación de los mantos rocosos o for​maciones geológicas cementadas donde los materiales se extraen usualmente desde cerros mediante tronaduras.

c) Régimen legal de extracción de áridos.


La inexistencia de un cuerpo legal que reúna las normas relativas a los áridos y su extracción, así como la evolución del tratamiento jurídico aplicable, hacen imprescindible referirse al régi​men legal aplicable a los áridos en la actualidad.

Para ello es necesario distinguir entre la extracción de áridos desde suelo propio y desde un bien nacional. En el marco de la investigación desarrollada es atingente referirse al segundo tipo de extracción.

Respecto de la extracción de áridos desde bienes nacionales es necesario, para precisar el régimen legal aplicable, distinguir si se trata de bienes fiscales o si la extracción se hace desde terrenos que son bienes nacionales de uso público, como son los ríos. 

En efecto el artículo 589 del Código Civil define bienes nacionales como “aquellos cuyo dominio pertenece a la nación toda”. El inciso segundo agrega que si además su uso pertenece a todos los habitantes de la nación, se llaman bienes nacionales de uso público o bienes públicos. Por último el inciso final dispone que los bienes nacionales cuyo uso no pertenece generalmente a los habitantes, se llaman bienes del Estado o bienes fiscales.

d) Extracción desde un bien nacional de uso público.

Esta denominación corresponde al álveo de los ríos y lagos y de la ribera del mar, ya que por su naturaleza, resulta imposible extraerlos desde otros bienes públicos. 


Si bien en todos estos casos se requiere una concesión de autoridad competente para poder aprovecharse con exclusividad de los áridos, el tratamiento jurídico varía según si se ubican en los ríos, los lagos o en el mar.


Para estos efectos, nos centraremos en las fluviales por incidir directamente en la materia investigada.


e) Extracción de áridos fluviales.

Los ríos son bienes nacionales de uso público, según lo dispone expresamente el Código Civil, y el de Aguas. Al tenor del artículo 30 de este último
, se deduce que un río se compone del agua superficial y del cauce, siendo éste el lugar desde donde se extraen los áridos.

El cauce de un río, en cuanto bien nacional de uso público, debe ser administrado por la Municipalidad respectiva, según la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, siendo las concesiones la forma de materializar dicha competencia. A mayor abundamiento, el artículo 11 de la ley N° 11.402
, establece que: “La extracción de ripio y arena en los cauces de los ríos y esteros deberá efectuarse con permiso de las Municipalidades, previo informe favorable de la Dirección General de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas. Las Municipalidades podrán cobrar los derechos o subsidios establecidos por las leyes”. 

Con todo, el decreto supremo N° 609 de 1978, establece que el informe debe ser elaborado por el Departamento de Defensas Fluviales, de la Dirección General de Obras Publicas. Esta facultad fue posteriormente delegada en el Director de Obras Hidráulicas
, quien a su vez, fue sustituido en el ejercicio de esta competencia por los Directores Regionales de Obras Hidráulicas
. 

e.1) La Concesión Municipal.


El artículo 36 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades dice expresamente: “Los bienes municipales o nacionales de uso público, incluido su subsuelo, que administre la municipalidad, podrán ser objeto de concesiones y permisos.

Los permisos serán esencialmente precarios y podrán ser modificados o dejados sin efecto, sin derecho a indemnización.

Las concesiones darán derecho al uso preferente del bien concedido en las condiciones que fije la municipalidad. Sin embargo, ésta podrá darles término en cualquier momento, cuando sobrevenga un menoscabo o detrimento grave al uso común o cuando concurran otras razones de interés público.

El concesionario tendrá derecho a indemnización en caso de término anticipado de la concesión, salvo que éste se haya producido por incumplimiento de las obligaciones de aquél”.

Como se deduce del artículo transcrito la forma que tienen las municipalidades para administrar los bienes públicos es a través de las concesiones y de los permisos. La ley no distin​gue respecto de cuándo debe otorgarse uno u otro. Resulta fundamental determinar en qué casos debe otorgarse concesión y en qué casos permisos. El permiso como lo dispone el artículo citado es esencialmente precario, esto es, la municipalidad puede ponerle término en cualquier momento. Por su parte la concesión otorga el derecho de uso preferente del bien concedido.

e.2) Las ordenanzas Municipales.


Los municipios son los responsables de la administración de los bienes nacionales de uso público ubicados en su territorio. Para materializar esa administración, adoptan resoluciones cuya naturaleza variará según el alcance que tengan. De esta forma, la conce​sión, para extraer áridos se materializa á través de un decreto alcaldicio ya que versa sobre un caso particular; del mismo modo, existen nor​mas de carácter general, que apuntan a una correcta administración de los asuntos sometidos a la competencia municipal. 

Las ordenanzas son normas generales y obligatorias aplicables a la comunidad
. En el caso de la extracción de áridos las ordenanzas contienen los requisitos que deben cumplirse para la obtención de la concesión respectiva, los procedimientos que se deben seguir, así como las condiciones técnicas generales a que deben someterse para la extracción. 

e.3) Derechos municipales.


Según lo dispuesto en el artículo 23 del DL 3.063, sobre rentas municipales, la extracción de áridos es de aquellas actividades sujetas a una contribución de patente municipal. En efecto el citado artículo dispone que se encuentran gravadas con dicha contribución, entre otras, las actividades primarias o extractivas en los casos en que medie algún proceso de elaboración de productos o se trate de la venta que el productor realiza directamente de los productos extraídos, sea que se realice en el mismo predio desde donde se extraen o en una ubicación diferente. De acuerdo a la norma, quien extrae áridos debe pagar patente municipal, no porque medie un proceso de elaboración de productos, sino por​que se genera la actividad comercial de venta directa del productor, a contrario sensu, el productor de áridos que utiliza el material para su propio consumo está exento de la obligación de pagar patente

Los derechos a los que hace referencia la ley de rentas municipales, en su artículo 41 N° 3 son los correspondientes a la extracción de ma​terial y a la ocupación de un bien nacional de uso público. El pago de .estos derechos es fija​do por las respectivas municipalidades a través de sus ordenanzas.

e.4) Exención del pago de derechos municipales.


Existe una excepción a la regla de que la extracción de áridos está gravada con derechos municipales consa​grada en la ley N° 11.402
 y en el artículo 98 del Decreto con Fuerza de Ley N° 850, del Ministerio de Obras Públicas. De acuerdo a estas normas, no se cobrarán derechos municipales cuando la extracción de ripio o arena sea destinada a la ejecución de obras públicas. Esta destinación se comprobará con la correspondiente certifica​ción de la Dirección pertinente del Ministerio de Obras Publicas.

e.5) Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Tanto por la naturaleza misma de los áridos como por su procesamiento, la extracción es una actividad vinculada al medio ambiente. Las distintas etapas del procesamiento de áridos pueden producir un fuerte impacto ambiental, por ejemplo en el caso de áridos fluviales, se corre el riego de la alteración de los cauces, es por ello que la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente contempla restricciones a la extracción de áridos en relación con su impacto ambiental.

De acuerdo al artículo 8° de dicha ley, hay determinados proyectos o actividades que sólo podrán ejecutarse o modificarse previa evaluación de su impacto ambiental. 

El artículo 10 de la misma ley de bases señala cuales son los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, y que deben someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental. En su letra i) establece expresamente que los “Proyectos de desarrollo minero, incluidos los de carbón, petróleo y gas comprendiendo las prospecciones, explotaciones, plantas procesadoras y disposición de residuos y estériles, así como la extracción industrial de áridos, turba o greda”. 


De acuerdo al Reglamento, se entiende que será industrial cuando se extraiga una cantidad igual o superior a cincuenta mil metros cúbicos (50.000 m³) totales de material removido, tratándose de las regiones I a IV, o cien mil metros cúbicos (100.000 m³) tratándose de las regiones V a XII, incluida la Región Metropolitana, durante la vida útil del proyecto o actividad.

Es decir, tratándose de la extracción industrial de áridos debe realizarse una Evaluación de Impacto Ambiental. La norma general será, que se inicie a través de una Declaración de Impacto Ambiental. Sin embargo hay ciertas actividades que requieren la elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental, si generan o presentan a lo menos uno de los efectos, características o circunstancia que enumera el artículo 11. Estas son:

a) Riesgo para la salud de la población, debido a la cantidad y calidad de efluentes, emisiones o residuos;

b) Efectos adversos significativos sobre la cantidad y calidad de los recursos naturales renovables, incluidos el suelo, agua y aire;

c) Reasentamiento de comunidades humanas, o alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos;

d) Localización en o próxima a poblaciones, recursos y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares, susceptibles de ser afectados, así como el valor ambiental del territorio en que se pretende emplazar;

e) Alteración significativa, en términos de magnitud o duración, del valor paisajístico o turístico de una zona, y

f) Alteración de monumentos, sitios con valor antropológico, arqueológico, histórico y, en general, los pertenecientes al patrimonio cultural. 
III. LABOR DESARROLLADA POR LA COMISIÓN.

Para dar cumplimiento a lo encomendado por la H. Corporación, la Comisión abordó su tarea sobre la base de un plan de trabajo propuesto por los Diputados miembros de ella. En virtud del mismo, durante su funcionamiento, citó y escuchó a los siguientes personeros, tanto del ámbito público como del privado, quienes la ilustraron sobre aspectos legales, técnicos y administrativos del problema:

1.- Laurence Golborne, Ministro de Obras Públicas;

2.- Álvaro Cruzat, Ministro de Agricultura (S);


3.- Matías Desmadryl, Director Nacional de la Dirección General de Aguas, Ministerio de Obras Públicas;

4.- Nicolás Ureta, Director Regional, Dirección General de Aguas, Ministerio de Obras Públicas;

5.- Mariana Concha, Directora Nacional de la Dirección de Obras Hidráulicas;

6.- Milo Millán, Subdirector y Jefe de la División Cauces y Drenaje Urbano;

7.- Marcia Agurto, Jefa del Departamento de Obras Fluviales de la Dirección de Obras Hidráulicas;

8.- José Luis Larrocau, Jefe de la División de Riego del la Dirección de Obras Hidráulicas;


9.- Felipe Martin, Director Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego y Mauricio Riesco, de esa Comisión;

10. Franco Devillaine, asesor del Ministerio de Obras Públicas;


11.- Christian Tapia, alcalde de la Municipalidad de Vallenar; 

13.- Mario Marillanca, Alcalde de la I. Municipalidad de Llay Llay;

14.- Pedro Chávez, concejal de la comuna de Salamanca;

15.- Marco Flores, concejal por Llay Llay;

16.- Christian Tapia, encargado de comunicaciones Municipalidad de Llay Llay;

17.- Patricio Durán y Margarita Puebla, concejales de Llay Llay;

18.- Jorge Pino concejal por Vallenar;

19.- Gudelio Ramírez, concejal por Alto del Carmen;

20.- Dante Faúndez, y Lee-Anne Stone, periodistas, Municipalidad de Vallenar;

21.- Hugo Díaz, Presidente del Movimiento de defensa por el acceso al agua, la tierra y la protección del medio ambiente (Modatima);

22.- Rodrigo Mundaca, Secretario de Modatima;

23.- Luis Soto, Tesorero de Modatima;

24.- Roberto Muñoz, Ricardo Sanhueza y Sebastián Bullemore, dirigentes de Modatima;

25.- Luis Lohse, Presidente de la Junta de Vigilancia Río Choapa;

26.- Mario Sotomayor y Mario Pizarro Directores de la Junta de Vigilancia del Río Choapa;


27.- Marjorie Calderón, Ángela Rojas y Felipe Suckel, integrantes de la Junta de Vigilancia del Río Choapa;

28.- Wenceslao Layana, asesor técnico de la Junta de Vigilancia del Río Choapa;

29.- Hugo Barraza, Gabriel Guerrero, Domingo Carvajal y Magdalena Astudillo, directores, Texia Vargas secretaria, Junta de Vigilancia Río Chalinga y sus afluentes;

30.- Harming Rivera, Presidente, Río Huatulame, comuna de Monte Patria;

31 .Iván Andrés Lagunas, Pedro Mario Valdovinos e Italo Contreras, directores de la Junta de Vigilancia Río Huatulame;

32.- Osiel Cubillos, Iván Franulic y Cecilia Anacona, Comisión de Regantes de la Cuenca del río Huasco;

33.- Gregorio Correa, Presidente de la Asociación de Agriculturores de Petorca e Ignacio Alamo, representante de esa agrupación.

34.- Cristina Barrios Toro, Hilda Toro Olivares, Damila Toro Olivares, Antonio Espinoza Toro y Eduardo Díaz Daudet. Cristina Barrios Toro, Hilda toro Olivares, Damila Toro Olivares, Antonio Espinoza Toro y Eduardo Díaz Daudet propietarios de predios en la zona de La Ligua.

35.- Rodrigo Weisner, abogado, es Director Nacional de la Dirección General de Aguas; 

1.- Director General de Aguas (DGA), don Matías Desmadryl.


Fiscalización y objetivos generales de la DGA. La sequía que afecta al país ha intensificado el trabajo desarrollado por la DGA desde fines del año 2010 y comienzos de 2011, lo que se ha reflejado, en un incremento de la gestión de fiscalización, no sólo de la extracción ilegal, sino también la intervención de cauces, la modificación y la existencia de obras no autorizadas, las que, en muchos casos, requieren de autorización por parte de la DGA y, en algunos otros, la aprobación ambiental por parte del Servicio de Evaluación de Impacto Ambiental.


Extracción ilegal de aguas. La DGA cuenta con atribuciones para constatar el hecho ilícito y enviar los antecedentes, cuando existen las pruebas necesarias, al juzgado competente o al Ministerio Público, según si corresponde la aplicación de una multa o la investigación de un eventual delito de usurpación de aguas. La pena asignada a este delito va de presidio menor en su grado mínimo a presidio menor en su grado medio.

En el caso de las aguas superficiales, la DGA también ordena la paralización de la extracción; no obstante, no tiene facultades coercitivas. 

Control de extracciones ilegales. Explicó que el objetivo de este control, en términos prácticos, consiste en identificar a los usuarios de agua en terreno. Agregó que existen muchos puntos de captación que no están debidamente informados en la Dirección Regional respectiva, lo que hace muy difícil este tipo de fiscalización, sobre todo, cuando se trata de aguas subterráneas.

Señaló que la idea es concentrar a los mayores usuarios y notificarles una resolución de la DGA que, por la aplicación de disposiciones del Código de Aguas, los obliga a que instalen un sistema de control de extracción, de manera que quede debidamente registrada la cantidad de agua que sacan y se reporte ese consumo o extracción a la misma DGA y a las direcciones regionales, desde Coquimbo hacia el norte.

Acciones administrativas para evitar extracciones ilegales de agua. Las acciones administrativas que puede realizar la Dirección General de Aguas son:


i) Ordenar la detención de la extracción ilegal de aguas; 


ii) Ordenar la destrucción o la modificación de las obras, la restitución del cauce, y


iii) La paralización de obras o labores que no cuenten con la autorización de la DGA.


Procedimiento en materia de constitución de derechos de aguas eventuales: Explicó que los derechos eventuales son aquellos que permiten el uso a los titulares de los derechos de aprovechamiento sólo después de que se encuentren abastecidos o satisfechos los derechos permanentes. 


Por lo tanto, habilitan a los usuarios a utilizarlos solamente una vez que conste el uso previo por parte de los titulares de derechos de aguas permanentes.

Además, los derechos eventuales se ejercen según su orden de constitución. Se prefieren los más antiguos a los más nuevos.

Para solicitarlos se aplica el procedimiento regulado en el Código de Aguas, esto es, presentación de solicitud, publicaciones, visitas a terreno y todas las formalidades legales que establece la ley. 

Por su parte, el artículo 282 del Código de Aguas dispone que la declaración de agotamiento sólo impide la constitución de nuevos derechos permanentes consuntivos, es decir, aquellos que permiten a su titular el consumo de un caudal.


Algo distinto es la determinación del caudal disponible en la fuente para la constitución de los derechos de aprovechamiento de cualquier tipo, permanente o eventual.

El criterio técnico para la determinación de la disponibilidad está recogido en el Manual de Procedimientos para la Administración de Recursos Hídricos de la DGA de 2008, sin que haya variado el procedimiento técnico.

Los derechos eventuales se pueden otorgar si existe disponibilidad, para ello se considera un caudal con 5 por ciento de probabilidad de excedencia, si hay una estadística superior a 25 años, y en un caudal correspondiente a un 10 por ciento de probabilidad de excedencia, si no hay una estadística de caudal o la estadística es inferior a ese período de tiempo.

Otorgamiento de los derechos de agua y el criterio de la Dirección General de Aguas. Explicó que la situación de las aguas superficiales y subterráneas es distinta, sin perjuicio de que están directamente interrelacionadas. Asimismo, hizo presente que lo relacionado con aguas subterráneas corresponde a una materia sólo en el último tiempo está siendo abordada técnicamente en los países más desarrollados sobre la materia. 


En el caso de las aguas superficiales, se ha respetado el criterio utilizado, no ha habido ninguna variación existiendo un criterio más restrictivo en materia de aguas subterráneas.


La política del Gobierno es utilizar eficientemente los recursos disponibles, pero respetando el medioambiente y los derechos de terceros. Hay algunos criterios técnicos que han variado, porque se ha detectado que existe sobre otorgamiento en algunas cuencas.


La restricción, el agotamiento y la provisión de acuíferos se encuentran en el Código de Aguas en los artículos 60 y siguientes y tiene que ver con las aguas subterráneas. Eso es cuando se generan ciertas hipótesis de afección y disminución de niveles que llevan a que un sector acuífero determinado se limite a la constitución de nuevos derechos. En la práctica, esto se traduce en que no se constituyen más derechos permanentes, pero sí se pueden constituir derechos provisionales sobre un monto menor, sujetos a que se dejen sin efecto bajo ciertas circunstancias. En la Tercera Región, hace uno o dos años, se dejaron sin efecto algunos derechos provisionales y, en otros casos, se limitaron.


En cuanto a las aguas superficiales, existe la declaración de agotamiento. Hay algunos ríos del país que tienen abundante estadística que permiten establecer criterios de otorgamiento de derechos permanentes como eventuales, en función de la data de información de las estaciones fluviométricas de la DGA. Existen más de 1.700 estaciones hidrometeorológicas a lo largo del país y transcurrido cierto tiempo permiten tomar decisiones en términos de probabilidad de excedencia, pero, lo más importante es que los derechos eventuales sólo se ejercen una vez satisfechos los derechos permanentes, y que los derechos eventuales, previamente otorgados, prefieren a los derechos posteriores. 


Otorgamiento de derechos provisorios en zona declarada de emergencia hídrica o de agotamiento de la cuenca: Informó que existen más de 100 declaraciones de restricción de acuíferos, desde el extremo norte hasta la Región de O’Higgins, lo que trae aparejado, normalmente, la constitución de derechos provisionales.

En el caso de los ríos La Ligua y Petorca, se trata de cuencas que son principal o exclusivamente pluviales, por ello al realizar un análisis de constitución de derechos se debe analizar la situación hidrológica de la zona. Indicó que si los antecedentes lo ameritan éstos serán restringidos y, eventualmente, dejados sin efecto.

Pozos que obstruyen o interceptan los caudales en los ríos. Explicó que el principal problema lo constituyen los drenes que, en muchos casos no se detectan. Agregó que aún cuando es necesario ampliar ciertas facultades de la DGA, debe existir mejor coordinación con el Ministerio Público, por cuanto hay usuarios que denuncian, siendo derivados al Ministerio Público, y los infractores siguen explotando sus pozos. Lo anterior porque el delito de usurpación de agua tiene asignada una pena menor, y, generalmente, las investigaciones se cierren por falta de antecedentes y se archivan. 


¿Es necesario inscribir las norias? Indicó que la ley establece el derecho que tiene cada persona a cavar, en suelo propio, y construir una noria para bebida y uso doméstico. Al respecto, hay diversos pronunciamientos, tanto de la Contraloría General de la República como de los tribunales, que reconocen ese derecho circunscrito a las necesidades humanas de bebida y uso doméstico, que es muy distinto a la producción agrícola y otros usos.


Sobre el criterio de financiamiento de los embalses y microembalses. Sostuvo que constituye un desafío, tanto para los pequeños agricultores, como para el Instituto de Desarrollo Agropecuario y la Comisión Nacional de Riego, tener mayor capacidad de regulación, no sólo en los grandes embalses, como Chacrillas, Chironta o Valle Hermoso, sino que también en los pequeños y medianos.

Para efectos del pago del bono lo relevante para la Comisión Nacional de Riego es el derecho de aprovechamiento de aguas inscrito, no obstante hay obras que no requieren inscripción y no hay registro de ellas en la DGA. Lo que interesa a la Comisión Nacional de Riego es que haya realmente un derecho asociado a la infraestructura que está bonificando.

En relación con los grandes embalses, a través del Consejo de Ministros, la Comisión Nacional de Riego ha trabajado activamente en metodologías que permiten evaluar técnicamente las necesidades de las distintas cuencas, de manera de ir priorizando, porque hay un listado de más de 15 embalses a lo largo y ancho del país.

Los pequeños embalses son abordados a través de la ley de Fomento al Riego y son de competencia de la Comisión Nacional de Riego. Opinó que se debe generar mayor capacidad de regulación para desarrollar ese tipo de infraestructura, a fin de que, a través de las organizaciones de usuarios y de los usuarios individualmente considerados, se pueda optar a los recursos con criterios y objetivos claros.

Explicó que como Dirección han abordado la fiscalización de los microembalses cuando se establecen verdaderas redes de microembalses. En algunos casos se han derivado los antecedentes al Ministerio del Medio Ambiente, por incumplimiento de la ley de Bases Generales del Medio Ambiente, porque esas obras requieren una evaluación de impacto ambiental y un permiso sectorial.

Fiscalización en Provincias de La Ligua y Petorca. En cuanto a las denuncias de extracciones e infracciones al Código de Aguas hay tramitadas 92 denuncias, de las cuales 59 han sido resueltas, 21 de ellas acogidas, de las cuales 15 se refieren a extracciones no autorizadas, debiéndose enviar los antecedentes al juzgado de letras y al Ministerio Público. Otras 6 se refieren a modificación de cauce y una dice relación con alteración de cauce y con algunos componentes ambientales. 

Por otra parte, existen 38 denuncias que no han sido acogidas, 15 se referían a extracciones no autorizadas. En otros casos, se detectaron, -en La Ligua y en Petorca-, drenes que databan de hace 20 años y que están en desuso, y, en otros casos, modificaciones de cauces que no eran tales o no autorizadas. Respecto de cada una de ellas se realizaron inspecciones en terreno, de manera de acreditar que no se habían cometido ilícitos. A la fecha, hay 33 denuncias ingresadas. Más del 80 por ciento de las denuncias a nivel nacional son resueltas en menos de 30 días hábiles, a pesar de la carencia de recursos humanos. 

Otros casos que son más complejos han requerido de un nuevo informe y en algunos casos, inclusive, un informe satelital para confirmar o descartar la veracidad de las mismas o de fiscalización en terreno.

Hay 27 inspecciones solicitadas a la DGA, de las cuales 13 han sido resueltas, 6 de ellas acogidas, de las cuales 2 se refieren a extracciones no autorizadas, que representan alrededor de 33 por ciento, y 3 a modificación de cauces. 

Por otra parte, se han dictado cuatro órdenes de restitución de cauce, dos de las cuales se han llevado a cabo, una no se ha cumplido y se va a apercibir para aplicar las multas correspondientes y en otro caso el plazo de vencimiento para la restitución venció el 14 de julio de 2011. El día 15 se verificó en terreno que no se había producido la restitución, de modo que se procederá de la misma forma.

En cuanto a las inspecciones, el 67 por ciento corresponden a la provincia de Petorca, seguida por las de Quillota, San Felipe, Los Andes y Marga Marga, con 13, 10, 7 y 3 por ciento, respetivamente.

Las situaciones más graves, -señaló-, son las causas en que se ha determinado que hay presunta infracción o comisión del delito de usurpación de aguas, razón por la cual se remitieron los antecedentes al Ministerio Público. Existen casos de personas naturales y sociedades agrícolas en las comunas de Cabildo, Petorca, La Ligua, Llay Llay, Nogales, La Cruz, Quillota, Olmué y Limache. Cuando esas situaciones se derivan a dicho Ministerio, éste solicita los antecedentes que estima necesario para continuar con la tramitación de sus juicios, en caso de que se determine la existencia de responsabilidades penales.

Fotografías e imágenes satelitales de las cuencas de los ríos La Ligua y Petorca. Explicó que se trata de una experiencia piloto positiva para efectos de la labor fiscalizadora de la DGA, fundamentalmente, en lo que se refiere a todas las obras que no están a la vista, especialmente los drenes.
 
Se trata del resultado de dos trabajos. Uno son fotos aéreas del Valle de Aconcagua, que permitieron gestionar, principalmente, lo que se refiere a la extracción ilegal de áridos; y el otro son imágenes obtenidas a través de teledetección satelital de los valles de La Ligua y Petorca.

Con las fotografías aéreas se cubrió un área de aproximadamente 450 hectáreas, mientras que con las imágenes satelitales se cubrió 3.200 hectáreas. Con esos análisis se logró detectar 456 posibles pozos y 65 posibles drenes en los valles de La Ligua y Petorca.

Posteriormente, cruzada la información con el catastro público de aguas, se concluyó que 151 pozos, del total de 456, posiblemente no cuentan con derechos de agua registrados en el sistema de información de la DGA.

La Dirección General de Aguas ha desarrollado un plan de fiscalización para inspeccionar los 151 pozos y los posibles 65 drenes, a fin de determinar aquellos que se encuentren operando en forma ilegal.

Personas naturales y jurídicas denunciadas por la DGA. Señaló que los denunciados al Ministerio Público por presunto delito de usurpación de aguas son: Pablo Fredes, Pedro Inostroza, Agrícola Agrofrutillar, Junta de Vecinos La Vega, Agrícola El Tránsito, Alonso Cepeda, Agrícola Pililén, Inversiones Oregón, Pía Rojo, Suspiro Serey Correa, Pétreos, Bernardo Figueroa Lizana y Enrique Chávez. 


Rio Chalinga y criterios para otorgar derechos eventuales. Explicó que los criterios para otorgar derechos eventuales de extracción de aguas, entre ellas las del río Chalinga, están claramente definidos en la ley, en donde, además, existe un manual de administración de recursos hídricos, que data del año 2008, salvo algunos criterios que se han modificado, limitando la constitución de derechos.

En el caso de derechos eventuales, como sucede con el río Chalinga, el artículo 18 del Código de Aguas establece que tal derecho sólo se puede ejercer una vez abastecido y satisfechos los derechos permanentes, y los eventuales previamente otorgados.

Por lo tanto, aclaró, no se han cambiado los criterios de constitución del derecho de aguas.

Desde ya, explicó, el derecho eventual tiene por objeto otorgar agua en los meses en que existe disponibilidad. De hecho, en el caso del río Chalinga, no obstante enviar el detalle de los informes técnicos que fundamentan técnicamente la decisión, son los mismos criterios que se han utilizado, con una estadística que permite el otorgamiento de ese derecho eventual y por un período del año bastante limitado. Obviamente, ese derecho no compite con los demás derechos que existen en el sistema.

La ley establece –y aquí opera el principio de igualdad ante la ley- que cuando se solicite un derecho de aprovechamiento de agua, sea otorgada sobre la disponibilidad existente, sin perjuicio de terceros y que se cumplan las formalidades legales. Una vez comprobado eso, técnica y jurídicamente se accede. No obstante, los recursos de reconsideración y reclamación que se puedan presentar.

Extracción ilegal de áridos. Enfatizó que la Dirección General de Aguas sólo posee atribuciones cuando los áridos se encuentran dentro de los cauces, pero bajo ciertas tipologías, que son las intervenciones y las afectaciones de los cauces. Indicó que tanto las municipalidades como la Dirección de Obras Hidráulicas son las que tienen competencia en la extracción de áridos, como tal.

Agregó que, las municipalidades otorgan concesiones de extracción de áridos, por la cual perciben un ingreso. Para ello, sostuvo, es necesario contar con el informe que evacúa la Dirección de Obras Hidráulicas, en que da su opinión favorable y establece las condiciones y los volúmenes que ameritan dar en concesión.

La extracción de áridos en cauces naturales debe contar con la autorización de la DGA cuando implique la modificación del cauce. En ocasiones están dentro del cauce, pero no necesariamente llevan consigo esa modificación, de modo que no requieren de una autorización previa. Cuando no cuentan con la autorización de la DGA, ella de todas maneras puede ordenar la paralización de la extracción, así como también la aplicación de multas, a través de los juzgados de letras respectivos, apercibir al titular a restituir el cauce a su estado original y derivar algunos casos al Servicio de Evaluación Ambiental, por evaluación ambiental y, eventualmente, al Consejo de Defensa del Estado, por daño ambiental.

De acuerdo al volumen a extraer, hay algunas actividades que requieren de evaluación de impacto ambiental, ya sea por declaración o por estudio, según lo establece la ley N° 19.300. En este sentido, han tenido muy buenas respuestas de algunos tribunales, por ejemplo, en el caso del río Aconcagua, se les permitió poner fin a algunas extracciones en su cauce.
Propuestas de la DGA.

1.- Elaboración de un proyecto de ley que fortalezca las atribuciones de la Dirección General de Aguas como las facultades para mejorar la detección de las extracciones ilegales y la existencia de obras no autorizadas, dotándola de facultades coercitivas para ordenar la paralización de extracción u obras ilegales.

2.- Modificar el Código de Aguas en lo que dice relación con la infracción y el delito de usurpación de aguas, recomendando el aumento de penas. 

3.- Respecto a las municipalidades que otorgan concesiones, señaló la necesidad de coordinar mejor su gestión, pues, muchas veces, no pueden fiscalizar el correcto cumplimiento y los volúmenes autorizados para extraer de los ríos.


2.- Subdirector de cauces y drenaje urbano de la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, don Milo Millán Romero.


La extracción de áridos usualmente se desarrolla en el lecho de un cauce natural. Generalmente en las riberas y en terrenos cercanos al mismo está asociada una planta faenadora o procesadora de esos materiales, que se preparan para su uso posterior en la construcción.


Los cauces naturales son bienes nacionales de uso público, por lo tanto, están sujetos a la administración del municipio, el cual tiene competencia respecto de su manejo.

Por otra parte, los proyectos de extracción de áridos desde los cauces naturales son autorizados por el municipio, previa visación técnica de la Dirección de Obras Hidráulicas del MOP, en su calidad de organismo técnico que establece las condiciones de las extracciones. Ello porque la Dirección de Obras Hidráulicas se debe preocupar de que los cauces no tengan problemas en caso de alguna crecida, sea por el desborde o la erosión del terreno o por la utilización alguna infraestructura. Por lo tanto, debe establecer condiciones técnicas que permitan desarrollar la extracción en forma eficiente.
Marco jurídico de la extracción de áridos.

Está recogido en varios textos legales:

1.- Código de Aguas, que define lo que es álveo o cauce natural.
 Además, los artículos 41 y 171 establecen los requisitos para la modificación de un cauce natural, que debe ser supervisada por la Dirección General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas. 
 


2.- Decreto Nº 609, de 1979, del Ministerio de Bienes Nacionales, referido a las extracciones de áridos.

3.- Decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1979, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica del MOP Nº 15.840, de 1964, y del DFL Nº 206 sobre construcción y conservación de caminos. El DFL Nº 850 de 1997 determina la organización interna del Ministerio, sus funciones y lo faculta para actuar en el ámbito público, asimismo, le entrega atribuciones en materia de reglamentación y supervigilancia para la extracción de áridos.


4.- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, entrega al municipio la administración de los bienes municipales y nacionales de uso público, en este caso también los cauces naturales.

5.- Decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido del decreto ley Nº 3.063, de 1979, de Rentas Municipales, que permite a los municipios cobrar por las extracciones de áridos. Afirmó que varios municipios obtienen una parte significativa de su financiamiento a través de los permisos de extracciones de áridos, y 

6.- Decreto N° 95, de 2002, del Ministerio Secretario General de la Presidencia, Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, SEIA, que establece en su artículo 3°, letra i), que, cualquier extracción industrial de áridos realizada entre las regiones de Tarapacá y Coquimbo, debe someterse al SEIA cuanto sea igual o superior a cincuenta mil metros cúbicos, mediante declaración de impacto ambiental. 

Asimismo, desde las regiones de Valparaíso a Magallanes y Antártica Chilena, incluida la región Metropolitana, cuando se trate de una extracción igual o superior a cien mil metros cúbicos de material removido debe ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Por lo tanto, expresó, en muchos casos algunos proyectos no ingresan al sistema porque postulan una extracción de 99 mil metros cúbicos.

Ventajas de la extracción de áridos. Señaló que una extracción bien ejecutada tiene muchas ventajas. Una extracción, es el equivalente a las actividades que la DOH realiza de limpieza de un cauce, y sin costo. Es decir, si la DOH logra que la extracción sea bien encausada y fiscalizada, de acuerdo a un proyecto técnico adecuado, es un beneficio para el Estado ya que ahorra recursos que deben ser invertidos en conservación y limpieza de los mismos cauces. 


Los áridos, señaló, son un recurso natural renovable, es decir, es posible explotar un cauce hasta un cierto límite. 

Asimismo, esta actividad desembanca los lechos de los ríos; suministra materia prima para la construcción; permite mantener y conservar estos cauces, y también genera ingreso a las arcas municipales.

Ministerio de Obras Públicas y Dirección de Obras Hidráulicas tienen la vigilancia y supervisión de la actividad extractiva. Señaló que el organismo competente y responsable de definir las zonas aptas para la extracción de áridos es el Ministerio de Obras Públicas, a través de la Dirección de Obras Hidráulicas. 

Indicó que existe un instructivo en todas las direcciones regionales sobre los requisitos técnicos para aprobar las extracciones. En base a ese instructivo, puede revisar, aprobar o rechazar los proyectos de extracción presentados por particulares. 

Recalcó, del mismo modo, que ejerce una labor de vigilancia y supervisión de la actividad.

La DOH no tiene facultades de fiscalización. Se ha aludido mucho a los problemas de fiscalización del Estado, señalando que las municipalidades no efectúan una labor eficiente en ese sentido. Sin embargo, la Dirección de Obras Hidráulicas no cuenta con fiscalizadores, puesto que su rol no es ese, sino que ser ejecutores de infraestructuras públicas. La Dirección General de Aguas si tiene tales competencias.


Existen especialistas en cauces naturales, que son los que llevan a cabo las obras de conservación de riberas, que pueden detectar alguna intervención no autorizada y presentar las denuncias a los respectivos municipios.


Extracción ilegal de áridos, implica deficiente fiscalización. Sostuvo que la fiscalización en la extracción de áridos es deficiente, tanto para las autorizadas y con mayor razón para las ilegales.


Afirmó que existen deficiencias en detectar y paralizar extracciones ilegales. En muchos casos no se autoriza la extracción, pero de todas maneras ésta se produce en forma clandestina. Incluso, han detectado extracciones nocturnas, que son bastante difíciles de fiscalizar.


Ley General del Medio Ambiente y control en los límites de extracción. Expuso que es necesario fiscalizar para que se respete el límite de cincuenta mil o cien mil metros cúbicos establecido en la Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en materia de extracción. Expresó que la DOH ha trabajado en conjunto con los servicios ambientales para detectar y rechazar los casos en que hay dos proyectos, instalados uno al lado del otro, que han solicitado un monto de extracción de, por ejemplo, 99 mil metros cúbicos cada uno, a fin de enmarcarse en el límite de lo que dispone la normativa ambiental.


Cobro de derechos municipales v/s fiscalización. Propuso que los recursos que los municipios obtienen por los volúmenes que se extraen se destinan a una fiscalización permanente y periódica.


Consideró contradictorio que el municipio, como organismo fiscalizador, sea al mismo tiempo el que cobra por estos derechos. Eso genera que no tenga ningún incentivo en paralizar una extracción porque eso perjudica económicamente el municipio. 


Aclaró del mismo modo que la DOH, respecto de los cobros de derechos Municipales, no tiene ninguna atribución para establecer tarifas, ni menos establecer bandas de precio, puesto que es una atribución de los municipios, sobre la base de lo establecido por la ley de Rentas Municipales.

Responsabilidad Municipal. Los municipios son responsables de la administración de los bienes nacionales de uso público, y su competencia consiste en otorgar, renovar, así como cursar multas por infracciones cometidas o poner término a las concesiones o permisos de extracciones.


Asimismo, les corresponde fiscalizar e inspeccionar los proyectos aprobados, como también fijar las patentes y cobrar derechos por esas extracciones. Normalmente, el derecho es por metro cúbico extraído. 


Además, podrían –señaló- llegar a usar la fuerza pública para detener a los infractores, en alguna fiscalización, en caso de incumplimiento.


Intervención de las quebradas. Las quebradas que presentan escurrimiento discontinuo son de propiedad privada, pero eso no las excluye de lo que establecen los artículos 41 y 171
 del Código de Aguas, puesto que la DGA no autoriza a sus propietarios a efectuar la intervención o modificación de un cauce natural.


Ahora, si bien existe una normativa en ese sentido, cabe reconocer que es difícil detectar y controlar la intervención de un cauce natural ubicado dentro de un predio particular al que no tiene acceso un organismo público, a menos que pueda actuar en virtud de alguna denuncia o de algún efecto indeseado aguas abajo, no obstante, se debería cumplir con la ley en cuanto a lo que dice relación con la obtención del permiso de la DGA para intervenir el cauce.

Consultado sobre el problema que se genera con los pozos lastreros
, debido al agotamiento que se puede producir en la cuenca respecto de la capacidad de áridos, respondió que respecto de éstos debe intentarse equilibrar la oferta con la demanda de áridos, puesto que en este momento los cauces no son capaces de suplir la demanda, porque si debido a eso se paralizan las extracciones de áridos se puede generar un impacto en el crecimiento del país, en la construcción, además de muchos otros efectos económicos indeseados. 

La idea de los pozos lastreros es generar una nueva oferta. En estos momentos, toda la extracción de áridos que se requiere para la infraestructura pública o privada, en el caso de la Región Metropolitana, se extrae de los cauces naturales. Entonces, abrir los pozos lastreros generaría una nueva fuente de abastecimiento de áridos, ello bajaría la presión sobre los cauces que ya están sobreexplotados. 
Propuestas:

1.- Apuntar a una fiscalización efectiva. 

2.- Definir un servicio de fiscalización idóneo, con capacidad técnica, que no reciba recursos por esta actividad al mismo tiempo. Eso requiere destinar recursos específicos para fortalecer los equipos fiscalizadores.

Una forma de hacerlo es aprovechar los derechos municipales que se obtienen y destinar un porcentaje para contratar asesorías especializadas de apoyo a la fiscalización. Sería relevante contar con ingenieros y topógrafos que controlen las cotas a las cuales se está excavando, los volúmenes que se extraen.

La Dirección General de Aguas es un organismo que fiscaliza las intervenciones de los causes naturales, pero en muchas regiones tiene uno o dos fiscalizadores dedicados a temas de derechos de aguas. Por tanto, entregar a ellos la tuición de los áridos sin mayores recursos, no tendría muchos efectos prácticos. Hay que definir el Servicio y hay que fortalecer los recursos de fiscalización.

3.- La Superintendencia del Medio Ambiente, a partir de 2012, va a desarrollar un trabajo de fiscalización con los servicios involucrados que dan las visaciones técnicas a los proyectos que ingresan al sistema de evaluación ambiental. Es decir, se podría coordinar una mejor fiscalización.

4.- Apuntar a la oferta de áridos. Indicó que su propuesta es modificar el plan regulador, en el caso de la Región Metropolitana, aceptando la realidad de que se están agotando los recursos de los causes naturales y activar la extracción en pozos lastreros, que es un tema que se suspendió a partir del año 90, porque se transformaban en un hoyo o un basural sin un adecuado manejo ambiental. Afirmó que actualmente la Ley Ambiental exige a los proyectos de pozos lastreros un adecuado manejo de cierre de faenas.

Explicó que, en un pozo lastrero, se puede sacar todo el árido, después rellenar con escombros y encima poner un parque. Esto genera un beneficio urbano más que un deterioro ambiental.

5.- Profesionalizar la actividad, es decir, concesionar grandes áreas donde exista una empresa que se haga cargo de todos los costos de mitigación que esta actividad involucra, proteger las bocatomas, los puentes y efectuar acciones de fiscalización dentro de sus áreas de concesión a fin de verificar que no existan extracciones no autorizadas.

6.- Transparentar e intensificar el mercado de extracción de áridos y, 

7.- Que la ordenanza municipal establezca que las grandes obras deben certificar la autorización del origen de los áridos.

3.- Presidente del Movimiento de Defensa por el Acceso de Agua, la Tierra y la Protección del Medio Ambiente, Modatima, don Hugo Díaz. 


Drenes ilegales. Denunció que desde 1997 existen construcciones de drenes ilegales producto de plantaciones en cerros no aptos para cultivos. Afirmó que fueron sacando el agua en forma ilegal plantando muchísimas hectáreas en una zona donde hay más árboles plantados que agua disponible. Agregó que han ido organizando a la pequeña agricultura, la que cada día se va sumiendo más en la pobreza. De ahí surgió la coordinadora de regantes de los ríos Ligua y Petorca.


Denuncia a Edmundo Pérez Yoma. Indicó que en el año 2008, denunció ante la Ministra de Agricultura del momento- señora Marigen Hornkohl- la extracción ilegal de agua en forma ilegal, incluso personas con cargos políticos como el señor Edmundo Pérez Yoma, quien más tarde lo demandó por injurias y calumnias. Esto llegó al Juzgado de Garantía, donde el señor Pérez Yoma retiró y se desistió de la querella por considerar que lo que habían dicho no lo ofendía.


Afirmó que pidieron fiscalizaciones a la Dirección General de Aguas (DGA), la que planteó, que el señor Edmundo Pérez Yoma regaba sus predios con aguas que no le pertenecían.


Técnicamente, un litro por segundo de agua permanente riega una hectárea de cultivo o de plantación. El señor Pérez Yoma tiene 300 hectáreas y las aguas que tiene, aclara, están inscritas en forma provisoria.

Explicó que en el año 2004 y 2007, una circular de la DGA declaró las cuencas de los ríos Ligua y Petorca agotadas, respectivamente, por lo cual no se podía entregar más derechos de aguas sobre tales acuíferos. Sin embargo, todas las aguas que tendría el señor Pérez Yoma se otorgaron después de declararse agotadas las cuencas, y en forma provisoria. Señaló asimismo que, según el Código de Aguas, “provisoria” significa que se pueden entregar los remanentes cuando no cause daño a terceros. No obstante, indicó, aquí se ha dañado a terceros y a todos los que están más abajo en toda la comuna, porque estos ríos son intercomunales. Es decir, afecta a todos los campesinos de las comunas de Cabildo, La Ligua y Papudo.

Empresa Pililén. Esta empresa tiene 230 hectáreas plantadas y hasta febrero tenía 8 litros por segundo que habían sido inscritos en 2007, bajo el artículo 4° transitorio del Código de Aguas, al cual llamaron “la ley del mono”. Legalmente, se entregaban no más de 2 litros por segundo, y la sociedad Pililén tiene inscritas 4 captaciones con 2 litros por segundo, que es el máximo. Aclaró que a los campesinos pequeños se les entregaba un 0.2, 0.3 y 0.4, mientras que a Pililén le dieron el máximo de 2 litros, pero igual capta 8 litros por segundo. Entonces, pregunta, ¿cómo riega las otras 222 hectáreas? Si riega un litro por segundo, significa que está sacando 222 litros en forma ilegal, que es agua que le pertenece a los pequeños agricultores, que actualmente no tienen agua para regar.


Afirmó que desde antes del año 2000, tienen todos los canales secos, sin ninguna gota de agua, y aunque algo ha llovido, siguen en esa condición, salvo los que están cerca de la cordillera, que se han mantenido con un poco de agua. Ello sería la razón, por la que Modatima ha pedido esas fiscalizaciones. 

4.- Agricultor de la provincia de Petorca e integrante de Modatima, don Ricardo Sanhueza Campos.
 


Provincia Petorca. Contexto. La provincia de Petorca es excepcional para la agricultura porque no tiene alta cordillera, y eso hace que tengan muy poca agua en el verano. El agua de la cordillera fluye por el río Leiva y cae hacia el norte, al río Limarí y al Choapa, lo que significa que, además, tienen pocos afluentes. Esa es la razón, explicó, por la que quieren pedir que Petorca sea declarada zona de excepción agrícola.


Fiscalización rio Ligua. Indicó que esta investigación se realizó con el gobernador de la provincia de Petorca –actualmente retirado de su cargo- señor Gonzalo Miquel, quien se hizo cargo personalmente del tema, haciendo esta fiscalización el 22 y 24 de febrero del año 2011 en la hoya del río Ligua.
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Señaló que la fotografía muestra al estero Los Ángeles, que es afluente del río Ligua. Allí se observa una cañería que atraviesa completamente el estero Los Ángeles, abasteciendo de agua a una propiedad del señor Pérez Yoma. Afirmó que fue multado por atravesar el río con esta cañería.
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La tubería llega a un pozo y consecutivamente a otros varios pozos, y va regando el agua hacia el cerro. Se puede observar el pozo madre que es el que impulsa el agua al cerro.

Afirmó que en esta investigación se fotografiaron muchas obras ilegales como las que se muestran en estas imágenes, sin embargo, después de cierto tiempo, todas estas obras aparecieron como legales, con cambios de puntos de captación.


Explicó que el cambio de un punto de captación no es rápido. Según la DGA se demora alrededor de ocho meses. Lo que significa, concluye, que mientras se realizaba la investigación se realizaron todos estos cambios de puntos de captación. 
 
Agrícola Liguana de Marcelo Trivelli. Denunció que corrieron los cercos el 24 de febrero del año 2011 en plena sequía. En los sectores de Los Molinos, de La Viña y de Cabildo no tenían agua para tomar y tenían que recurrir a camiones aljibes, mientras se hacían trabajos en el río.
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En pleno cauce del río se aprecia un pozo y nadie se hace cargo de estas denuncias, explicó.

Microembalses financiados por la ley N° 18.450 de la Comisión Nacional de Riego (CNR). Señaló que esta ley ha estado beneficiando a grandes empresarios agrícolas, quienes además no cuentan con todos sus derechos inscritos, en desmedro de los pequeños agricultores, que tienen sus derechos inscritos, sin embargo, no tienen agua para regar.

[image: image10.jpg]




Denunció que en la provincia de Petorca, el agua que no tienen los pequeños agricultores está guardada en los grandes microembalses, que se han ido construyendo desde hace tres años y corresponden a un programa realizado a través de la CNR.

En efecto, nueve microembalses pertenecen a una sola agrícola, financiados por la CNR, en circunstancias que a los pequeños y medianos agricultores en todo este tiempo no les han financiado ni siquiera el revestimiento de un canal. Los trabajos continúan, por lo que terminarán siendo once microembalses.

Solicitó terminar con el otorgamiento de derechos provisorios de agua, especialmente los concedidos a quienes poseen micro embalses. 

Algunos de estos microembalses son propiedad del señor Osvaldo Jünemann, quien no dejó entrar a la DGA. Después que pasó un tiempo, se logró entrar, pero el fiscalizador de la DGA encontró con que todas esas obras estaban legalizadas.

Sostuvo que se le otorgaron de una sola vez más de 40 derechos de agua a través de la “ley del mono”, en circunstancias de que el espíritu de esta ley fue la de beneficiar a pequeños agricultores. Sin embargo, a una sola persona se le otorgan 40 derechos.

Agrícola del señor Alberto Piwonka. Esta agrícola fue fiscalizada por la DGA el 24 de febrero 2011. Tiene cañerías en el río por la cual transporta agua de una ribera a otra, atravesando todo el río. A esa fecha tales cañerías no tenían autorización para atravesar el río. La autorización se pidió el 31 de marzo de 2011 en el concejo de la alcaldía de Cabildo, pero movimientos de pequeños agricultores se opusieron, porque esta cañería secó al Comité de Agua Potable Rural de Los Molinos, y el canal El Peumo quedó totalmente seco.


Extracción ilegal por parte de Juan Pablo Javier Fernández. En enero de 2010, debido a la magnitud de la sequía, mucha gente optó por cortar sus paltos a un metro, para que brotaran y tuvieran mejor perspectiva. Sin embargo, las plantaciones en el cerro de propiedad del señor Juan Pablo Javier Fernández, también fiscalizado por la DGA, no tienen problemas de agua. Sin embargo, la gente que tiene sus derechos inscritos aguas abajo, tienen que cortar sus paltos para pensar en una producción a futuro, no tienen agua para regar y arriba todos los cerros si cuentan con ella. Denunció que el señor Fernández tenía cuatro pozos con extracción ilegal de agua.


Agrícola San Ignacio. Esta agrícola construyó camellones en el sector de Bartolillo, Cabildo, en plena sequía, y aparecieron con todos sus derechos inscritos. 


Agrícola San Juan. Declaró que también ha sido denunciada y multada en la DGA por hacer pozos ilegales. Explicó que al parecer, sale mucho más fácil pagar las multas que cerrar los pozos.


Poca transparencia en las autoridades. Sostuvo que el fiscal de la Ligua, señor Claudio Muñoz, fue sacado del caso. Agregó que el gobernador Gonzalo Miquel fue el único que los apoyó en su momento y fue removido de su puesto. Otro tanto ocurrió con el fiscalizador de la DGA, Juan Carlos Pröschle, que fue despedido por firmar el informe de la investigación.


Expresó que están en conocimiento que el señor Desmadryl retrasó la firma de estos informes, porque hay importantes personalidades en el caso.

5.- Secretario de Modatima, ingeniero agrónomo don Rodrigo Mundaca.


Situación de la provincia de Petorca. La provincia de Petorca, Región de Valparaíso, concretamente las comunas de la Ligua, Cabildo y Petorca tienen una marcada vocación agrícola, lo que las sitúa como las comunas más importantes del país en producción de paltas. En rigor, Chile, a nivel mundial, es uno de los principales productores de este fruto de origen tropical.


En La Ligua, Cabildo y Petorca, el 90 por ciento de toda la superficie cultivada se encuentra destinada a la producción de paltas. Del mismo modo, la falta de instrumentos de ordenamiento territorial permite que en el país, y en la provincia de Petorca en particular, se plantan suelos de cerro, suelos que no teniendo aptitud de cultivo, se emplean para colocar paltos, los que son regados con sistemas de riego tecnificado, es decir, suelos de secano, transformados en suelos de riego.

Los caudales ecológicos de los ríos Ligua y Petorca han sufrido enormes presiones, y como dicen los campesinos, “hoy los ríos están para museo”, ya que ni una gota escurre por ellos. Las napas subterráneas se encuentran agotadas de tanto bombear agua a los cerros. Empresarios han construido drenes en las hoyas de los ríos para acarrear agua de forma impropia a sus explotaciones. Los organismos encargados de fiscalizar el buen uso de las aguas no son capaces de cerrar los drenes ilegales, y además continúan concediendo derechos de agua en cuencas agotadas, como ocurre con las cuencas de los ríos Ligua y Petorca. 

La privatización del principal recurso natural, el agua, indispensable para la vida y la provisión de alimentos, el monocultivo como estrategia de desarrollo, el uso irracional de recursos naturales finitos, agua y suelos, la falta de instrumentos de ordenamiento territorial, la sobrequimización de los medios de cultivo, son características distintivas del modelo de producción agrícola chileno y reflejo de la condición actual de la provincia de Petorca. 

La sequía que ha afectado a la provincia de Petorca, producto de la usurpación de aguas ha multiplicado sus efectos en la vida de las personas, provocando la pauperización de más de 5 mil pequeños agricultores; más de 40 mil personas han padecido la carencia de agua para bebida y servicios higiénicos básicos. A pesar de las innumerables denuncias realizadas, la usurpación de aguas no se detiene y la institucionalidad pública es incapaz de fiscalizar y multar a quienes infringen la ley.

Indicó que el suministro de agua se realiza a través de camiones aljibe pagados por municipios pobres, los cuales no garantizan la calidad del agua que se distribuye. Las necesidades básicas se realizan en bolsas de basura. 

Las fiscalizaciones realizadas por la Dirección Regional de Aguas, junto a dirigentes del Modatima, el 22 y 24 de febrero de 2011, en el río Ligua y sus esteros adyacentes, fueron el detonante y la confirmación científica e institucional de que en la provincia de Petorca había obras irregulares de captación de aguas subterráneas que tenían el claro y evidente propósito de usurpar agua.

Las fiscalizaciones realizadas confirmaron la existencia de más de 30 drenes y un número importante de obras irregulares sobre los cauces de los ríos. 

Durante mayo de 2011 se entregó el informe final al Ministerio de Obras Públicas, denominado: “Identificación de aguas subterráneas y estructuras de derivación de aguas en la zona La Ligua-Petorca, mediante técnicas de teledetección aeroespacial”.

El informe antes referido, logró identificar un total de 65 drenes y un considerable número de pozos de captación de aguas subterráneas. El informe señala que se desconoce si estos derechos de aprovechamiento se encuentran con derechos de agua legalmente constituidos. 

Dio lectura a un informe enviado por el señor Roberto Muñoz, del 8 de abril de 2004 del Ministerio de Obras Públicas, que señala en su parte pertinente que “considerando que la demanda total vigente del acuífero –se refiere al río La Ligua- al 30 de noviembre de 2003 alcanza a 7.608 litros por segundo, y que el caudal susceptible de ser otorgado como derecho de aprovechamiento permanente y definitivo del acuífero es de 5.582 litros por segundo, se debe señalar que el acuífero, al 30 de noviembre de 2003, se encuentra sobrepasado respecto de las explotaciones totales demandadas. Es decir, el 30 de noviembre de 2003 ya se señalaba que el acuífero del río La Ligua estaba sobre otorgado”.

Sin embargo, se continuó concediendo derechos de aprovechamiento provisorio. Agrícola El Cóndor, de propiedad del señor Edmundo Pérez Yoma, tiene un total de 152 litros por segundo entregados de forma provisoria los días 18 de octubre de 2004 y 23 de octubre de 2006. Además, el 18 de junio de 2007 se le conceden los últimos derechos de aprovechamiento provisorio a Agrícola El Cóndor, una vez que la cuenca ya se encontraba absolutamente declarada en restricción. 
 
Acompañó copia de la resolución de mayo de 2011, de la Dirección de Aguas, Región de Valparaíso que señala que en Agrícola El Cóndor se transgrede el artículo 32 del Código de Aguas al instalar cañerías de conducción de agua en el lecho del río sin los permisos pertinentes. Además, se señala que en Agrícola El Cóndor se estuvo usurpando agua desde 2009 hasta febrero de 2011, y le dieron un nuevo plazo. Cuando concurre la Dirección General de Aguas a fiscalizar en terreno, los pozos que captaban aguas subterráneas ya no tenían equipos de extracción, por tanto, no se constituía el delito. 

Sobre los derechos de agua que se conceden en el país, consuntivos o no consuntivos, se entregan cuando hay disponibilidad del recurso hídrico en la hoya en cuestión, y cuando no afecta a terceros, que son principios básicos y elementales del Código de Aguas.


Los derechos de aguas que se han concedido desde 2004 en adelante, en la hoya del río La Ligua, correspondientes a más de 200 mil litros por segundo, se conceden después de que la provincia de Petorca ha sido declarada, en dos años consecutivos, como zona de escasez hídrica por sequía.

Consideraciones y propuestas.

1.- El agua es patrimonio común de la humanidad y la naturaleza; el agua es un bien común, y su acceso y uso deben estar bajo gestión pública.


2.- El agua es esencial para la vida, y como tal constituye un derecho humano básico. En este sentido es esencial que se proteja su calidad y disponibilidad para las comunidades humanas y la conservación de los ecosistemas.

3.- El agua no es ni puede continuar siendo una mercancía; el agua es un bien de uso y servicio público. Por tanto, no debe continuar privatizada, ni dejada al arbitrio de las especulaciones del mercado o del afán de lucro.

4.- Los derechos de agua concedidos por el Estado están amparados por las garantías constitucionales respecto del derecho de propiedad. Sugirió modificar la Constitución y por ende derogar el Código de Aguas vigente, para que sea el Estado quien tenga el dominio absoluto de todas las aguas continentales de la nación. El Estado debe ser el responsable de la administración y asignación de los recursos hídricos.

5.- La gestión de las aguas en Chile se caracteriza por una fuerte dispersión de las funciones del Estado. Propuso que la Dirección General de Aguas, como órgano del Estado a cargo de la gestión del agua, sea dotada de mayores competencias y recursos técnicos y humanos. Para hacer eficiente sus funciones de administración y fiscalización de los recursos hídricos, la Dirección General de Aguas debe transformarse en la autoridad hídrica que el país requiere, y no estar subordinada al Ministerio de Obras Públicas, ya que esto limita su autonomía y gestión. 

6.- Como se sostiene en el proyecto de acuerdo N° 319, que emanara de la sesión especial sobre aguas celebrada en la Cámara de Diputados el 20 de abril del 2011, insistió en la necesidad de revocar aquellos derechos de aprovechamiento de aguas concedidos en cuencas agotadas, en particular aquellos concedidos provisoriamente.

7.- En la asignación de los recursos hídricos, se deben incluir criterios de proporcionalidad con la superficie a regar, sustentabilidad ambiental, equidad en el acceso y eficiencia en el uso.

8.- Proponen que la ley N° 18.450 de fomento a la inversión de obras de riego y drenaje, y de la cual se han beneficiado grandes empresas para tecnificar sus sistemas de riego, sea reformada para incluir criterios de acceso de acuerdo a las capacidades de uso de los suelos de cultivo.

9.- Restaurar los caudales ecológicos en los ríos de Chile. Para estos efectos, y donde exista disponibilidad de recursos hídricos, propuso transformar derechos de agua subterráneos en derechos de aguas superficiales, lo que implica por parte del Estado revocar y otorgar derechos. Del mismo modo, no se puede continuar concediendo derechos de aprovechamiento de aguas en cuencas declaradas agotadas o en restricción, como sucede con las cuencas de los ríos Petorca y Ligua.

10.- Incluir criterios de transparencia e información pública sobre el estado actual y la disponibilidad de aguas superficiales y subterráneas.

11.- Recuperar los servicios de agua potable y saneamiento bajo propiedad nacional pública, incluyendo diversos modelos de gestión.

12.- La Asamblea General de Naciones Unidas, celebrada el 28 de Julio del año 2010, señaló que el acceso a las aguas era un derecho humano esencial. En Chile, los que usurpan agua cometen delitos de lesa humanidad. Sugirió formular una iniciativa tendiente a aumentar las multas y que comprenda sanciones reales y efectivas a quienes con su conducta han privado del vital elemento a vastos sectores de la comunidad.


13.- Es fundamental asegurar constitucionalmente la soberanía nacional sobre los recursos hídricos y los derechos de las comunidades locales sobre el uso y manejo del agua, impidiendo su enajenación y mercantilización.

6.- Integrante de Modatima, don Sebastián Bullemore
.


Denunció que ha intentado demostrar ante la Dirección General de Aguas, incluso, con informes notariales, la afectación que han sufrido debido al otorgamiento de derechos provisorios de aguas, específicamente los nueve microembalses existentes. No obstante la ley señala que si éstos afectan a terceros, tienen que ser revocados de forma inmediata.

En efecto, señaló haber perdido toda la producción de su campo para los años 2012 y 2013.

Indicó que la ley del mono del agua, que buscaba regularizar pozos clandestinos de hasta 2 litros por segundo, no obstante ser diseñada para beneficiar a los pequeños agricultores, de 12 a 20 hectáreas, ha amparado a los grandes empresarios, a quienes les han otorgado la totalidad de derechos solicitados y ha significado conceder más derechos que los que se cree hay en aguas subterránea. 

7.- Integrante de Modatima, y presidente del canal de riego La Laja, de Cabildo, don Roberto Muñoz.
.


Consecuencias de la sobreexplotación cuenca del río La Ligua. Los canales, en su gran mayoría, no cuentan con agua para regar los predios que están aguas abajo. Sumado ellos, el otorgamiento de derechos de agua provisorios ha significado la miseria para la gente que regaba con canales.

La cuenca del río La Ligua tiene 2 mil kilómetros cuadrados. Es decir, 2 millones de metros cuadrados se controlan con tres pozos. El Estado de Chile controla el nivel de las napas, que es la medida de la situación de la hoya, con tres pozos para 2 mil kilómetros cuadrados: uno en Papudo-Zapallar, otro en La Ligua y uno al interior. Se dice que cinco tienen los derechos, pero perfectamente podrían ser 50 o 65.

Los canales tienen derechos de aguas superficiales, pero se quedaron sin agua y sin derechos. Entonces, todos hacen pozos. 

8.- Junta de Vigilancia Rio Choapa, Junta de Vigilancia Rio Chalinga y Junta de Vigilancia Rio Huatulame


Antecedentes generales: En el caso de la situación particular de las Juntas de Vigilancia de los Ríos Cogotí y Huatulame, ubicados en la Región de Coquimbo, esta última formuló una denuncia en contra de la primera por cuanto no se encontraría cumpliendo con la tributación de las aguas, equivalentes a 53 horas 50 minutos semanales, que desde el río Cogotí debía hacerse al Huatulame. Dicha infracción fue constatada por la Dirección General de Aguas la que instruyó que se debían tomar las medidas necesarias para solucionar tal situación.


a) Representante de canal La Plaza, canal del Medio y canal Morales, Río Huatulame, comuna de Monte Patria, don señor Sergio Venegas Cortés. 
Rio Cogotí versus rio Huatulame

Mediante la resolución exenta Nº 3129 de fecha de 10 de junio de 2010, la Dirección Regional de Coquimbo de la DGA, declaró admisible la solicitud para fiscalizar la distribución de las aguas por parte del Directorio de la Junta de Vigilancia del Río Cogotí, que había formulado el presidente de la Junta de Vigilancia del Río Huatulame.

Dicha solicitud, formulada con fecha 16 de octubre de 2009 por la citada junta de vigilancia, se fundó en que los regantes que la conforman tienen constituidos derechos de aprovechamiento de ejercicio permanente y continuo correspondientes a 53 horas y 50 minutos semanales de aguas del río Cogotí, con un caudal equivalente a 1,28 litros por segundo (l/s) por acción. Señala la resolución exenta que el punto de captación de las aguas por parte de la Junta de Vigilancia del Río Huatulame es en la estación fluviométrica de la DGA en la entrada del embalse Cogotí.

El informe final de fiscalización de fecha 10 de noviembre de 2010 señala que el origen del problema entre la Juntas de Vigilancia del Río Cogotí y el Río Huatulame se generó a partir de la constitución de la junta de vigilancia del primero en que se deja constancia, por parte de los comparecientes al comparendo de estilo que se establece para la constitución de este tipo de organizaciones, que el río Huatulame “tiene un derecho de aprovechamiento de 53 horas 50 minutos semanales de aguas del río Cogotí, lo que es interpretado por la Junta de Vigilancia del río Huatulame, como un derecho de aprovechamiento de aguas, conforme a la legislación vigente desde el año 1981 en adelante.”


En cuanto a la forma en que es abastecida la Junta de Vigilancia del río Huatulame, señala el informe, que ello se realiza a partir de las aguas acumuladas en el embalse Cogotí, “debido a que las aguas provenientes del río Cogotí más sus excedentes se acumulan en este embalse, los que son computados en una cuenta del “Subsistema Cogoti”, perteneciente al Sistema Paloma y se distribuyen para cada temporada un volumen máximo anual de 30.528.000 m3 para la Asociación de Canalistas del Embalse Cogotí y 9.472.000 m3 para el río Huatulame.”

Señala más adelante el informe que la Junta de Vigilancia del río Cogotí “se está beneficiando, en el hecho, del sistema Paloma, porque no está tributando al río Huatulame, ya que no se entregan las 53 horas 50 minutos semanales de aguas del río Cogotí al río Huatulame, se debe hacer presente que esta organización de usuarios no es miembro del cuerpo colegiado del Sistema Paloma.”.

De la fiscalización en terreno el informe constata y concluye lo siguiente:

-La distribución de las aguas se encuentra sin control alguno, “ya que se permite a todos los canales con derechos permanentes [que] abran sus compuertas, ya que se encuentran sin candado, favoreciendo en forma clara a los usuarios con estaques en sus propiedades;

-En el caso de los canales con derechos eventuales, estos se abastecen normalmente, pues el río no se encuentra en turno, pero las obras de captación son calificadas como precarias y no cuentan con mecanismos de aforo y medición de aguas;

-No se han hecho reparaciones a las bocatomas del río, como se había exigido previamente;


-No se cuenta con un repartidor de aguas;

-No se está cumpliendo con la tributación de 53 horas 50 minutos al río Huatulame, siendo una obligación permanente de parte del río Cogotí por ser afluente o tributario del río Huatulame “ya que los derechos originales que ambas organizaciones poseen provienen de la misma fuente (el río Cogotí), aun cuando por Decreto Nº 2.042 de 19 de octubre de 1951, del Presidente Gabriel González Videla fueron declarados como secciones independientes.”.

La proposición del informe es requerir al directorio de la Junta de Vigilancia del Río Cogotí que corrija las anomalías que impiden la tributación desde el río Cogotí al río Huatulame, dentro del plazo de 10 días hábiles.

La resolución DGA Nº 215 (exenta) del Director Regional de la DGA de Coquimbo declaró como no comprobada la denuncia de la Junta de Vigilancia del Río Huatulame, dejando constancia que los afectados debían recurrir ante el Juez competente para el amparo de sus derechos.

Además, dicha resolución dispone la apertura de nuevos expedientes de fiscalización en razón haberse detectado anomalías y faltas en la distribución de las aguas dentro de la Junta de Vigilancia del Río Cogotí y sus afluentes.

Con fecha 28 de julio de 2011, mediante resolución DGA Nº 2295 (Exenta) del Director General de Aguas se acoge parcialmente el recurso de reconsideración administrativa presentado por la Junta de Vigilancia del Río Huatulame en contra de la Junta de Vigilancia del Río Cogotí, declarando como comprobados los hechos denunciados por la primera.

Se funda dicha declaración, según señala la resolución citada, en que, de los antecedentes recopilados por la DGA, era posible sostener que “existen faltas graves en la distribución de las aguas, y que en tiempos de déficit hídrico en la provincia del Limarí, se traducirán en la no entrega de las 53 horas 50 minutos semanales de tributación por parte del río Cogotí hacia el río Huatulame.”.

Instruye la resolución que el Director Regional de Aguas de la Región de Coquimbo debe requerir de la Junta de Vigilancia del Río Cogotí subsanar las faltas graves detectadas en un plazo no mayor a 60 días, bajo apercibimiento de proceder en conformidad a lo establecido en el artículo 293 del CA.

b) Junta de Vigilancia del rio Huatulame, don Harmin Rivera.

Volúmenes de agua: señaló que en la zona hay muchas organizaciones de regantes y en función de sus acciones reparten sus aguas. Hay comunidades de agua que reparten 20 mil metros cúbicos por acción y otras que reparten hasta 1.500 metros cúbicos por acción, por supuesto, en función del volumen de que dispongan. 


Señaló que llevan más de cuatro años pidiendo a la Dirección General de Aguas que haga valer su autoridad ante la junta de vigilancia del río Cogotí, de tal forma que satisfactoriamente puedan tener acceso a los derechos de agua para entregárselo a sus regantes. 

Expresó que el embalse Cogotí pertenece a la asociación de canalistas del embalse Cogotí. El embalse Recoleta pertenece a la asociación de canalistas del embalse Recoleta. Ambas organizaciones son parte del sistema Paloma. Finalmente, la Paloma es del Estado y lo administran las organizaciones de regantes, desde hace tres años.

Indicó que una de las razones por las cuales no se han podido constituir como asociación de canalistas para administrar en propiedad el embalse es porque no son accionistas. Solicitaron que el Consejo de Ministros les entregue una acción de agua en forma escrita, porque en la práctica el agua la usan desde que se construyó el embalse. 


c) Representante de la junta de vigilancia del río Chalinga y sus afluentes, don Wenceslao Layana.

Señaló que esta Junta se constituyó legalmente en el año 1994 y tiene derechos constituidos por 2.343 litros por segundo permanentes y 174 litros por segundo eventuales, distribuidos aproximadamente en 1.402 usuarios para regar alrededor de 2.500 hectáreas.

En los últimos años han disminuidos las precipitaciones, aumentando el proceso de desertificación, agravado por el cambio climático. Agregó que en los últimos 5 años han tenido un déficit promedio de 41% de precipitaciones en la comuna de Salamanca, por lo que la autoridad declaró en riesgo hídrico ciertos sectores y dentro de ellos se encuentra el río Chalinga. Por eso es que, constituir nuevos derechos de aprovechamiento de aguas, de cualquier índole, afectará seriamente la agricultura y el recurso para la bebida humana en el sector. 

Enfatizó que la Junta de Vigilancia del Río Chalinga, se opone a que la D.G.A. entregue nuevos derechos en la cuenca. Agregó que empresas mineras como “Compañía Minera Latino Americana”, han solicitado derechos de aprovechamiento de agua a la Dirección Regional de Aguas, quien ha declarado que no existe disponibilidad para constituir más derechos de aprovechamiento de aguas superficiales para uso consuntivo de ejercicio eventual en el rio Chalinga. Sin embargo, agregó, frente a un recurso de reconsideración presentado por la misma compañía minera a la Dirección General de Aguas en Santiago, se cambió el criterio, acogiéndose la petición, declarando que “habría disponibilidad de constituir derechos por el caudal de 450 litros solicitados.” En resumen, dos resoluciones completamente contradictorias para una misma solicitud de derechos.

Posteriormente, aclaró, la Compañía Minera Latino Americana se desistió de las solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento de aguas de que era titular.

Propuestas: concluyó su exposición señalando las siguientes recomendaciones:

-Aprovechamiento óptimo y sustentable del agua.

-Cuidar y mejorar la gestión del recurso hídrico, de manera de lograr eficiencia en el uso del agua.

-Desarrollar nuevas inversiones en materia hídrica.

-Regularización y actualización de los derechos del agua.

-Estudios hidrogeológicos.

-Apoyo y capacitación a las organizaciones de usuarios.

-Generar alianzas de colaboración con el sector público-privado.

d) Presidente de la Junta de Vigilancia del Río Choapa, don Luis Lohse. 

Antecedentes del rio Choapa. Tiene una cuenca de 1.060.000 hectáreas; una superficie de bajo riego de 22.000 hectáreas; 160 kilómetros de largo; acciones permanentes y continuas de 18.250 litros por segundo; 92 comunidades de agua, de las cuales 58 están bajo la administración de la junta de vigilancia del río Choapa; 660 kilómetros de canal; un caudal medio mensual de 9,5 metros cúbicos por segundo.


Agregó que la principal obra construida es el embalse Corrales, que tiene una capacidad de 50 millones de metros cúbicos; una influencia de 10.092 hectáreas y 2.600 regantes, que conforman 33 comunidades bajo ese embalse, a los cuales aumenta la seguridad de riego de 40 a 85 por ciento. La carta de compromiso para su construcción se firmó en septiembre de 1998. La obra se terminó en agosto de 2007 y su administración provisional, en agosto de 2011. Lo que significa, afirmó, que la Junta de Vigilancia debe asumir la administración del embalse Corrales.

En cuanto a la situación hídrica del río Choapa, aclaró que en éste tienen derechos superficiales. Sin embargo en el año 2004, se declaró el agotamiento del río Choapa y sus afluentes para la concesión de nuevos derechos permanentes y consuntivos.

Respecto de los derechos subterráneos, tiene zona de restricción en sector medio y alto de la cuenca.

Las principales preocupaciones de la Junta de Vigilancia rio Choapa son:

1.- Apoyo al desarrollo agrícola para la rentabilización de la agricultura de pequeños y medianos agricultores.

2.- Aumento de la demanda por el recurso hídrico en el valle por los siguientes factores:

a) Incremento de las solicitudes de derechos de agua subterráneas. El río Chalinga es afluente del río Choapa y en el año 2009 se declaró zona de restricción y, no obstante, se siguen otorgando derechos.

b) Ingreso a la actividad productiva de tierras sin derechos de agua. Existen 1.800 hectáreas nuevas sobre la cota canal que no tienen riego y que están en las laderas de cerros. Por tal razón, se está comprando agua a los pequeños agricultores o inscribiendo pozos.

3.- Crecimiento de la minería. Hay nuevos proyectos, como Tres Valles y la expansión de mina Los Pelambres.

4.- Aumento del consumo humano y presión desde otras cuencas, como Quilimarí. Según un catastro de la DGA, la cuenca del Quilimarí tiene una sobredotación de 225 por ciento sobre los derechos existentes.
Carencias que permiten el sobre otorgamiento de derechos de aguas.

Falta fiscalización y rigurosidad por parte de los organismos competentes, como la DGA, con respecto al otorgamiento de nuevos derechos, los cambios de punto de captación de superficiales a subterráneos y la extracción de agua subterránea.

Las juntas de vigilancia no tienen cómo fiscalizar, debido a que no se han conformado comunidades de aguas subterráneas. Si esas comunidades se conforman, deberán ser parte integrante de la junta de vigilancia, razón por la cual tendrán el deber legal de fiscalizar. 

Falta información técnica necesaria para la toma de decisiones. Se necesita contar con un estudio hidrogeológico de la cuenca para saber la disponibilidad de agua y el comportamiento de los acuíferos.

Falta una política de gestión integrada de recursos hídricos y un fortalecimiento de las organizaciones de usuarios del agua.

Proposiciones. Como recomendaciones señaló las siguientes:


-Contar con estudios hidrogeológicos, para tomar decisiones correctas.

-Cuidar los derechos que han sido otorgados, porque se están entregando en forma discrecional, con lo que se termina repartiendo pobreza, y usurpando, los que están constituidos. 

-Proteger los derechos de los usuarios, principalmente de los sectores más vulnerables; crear una institucionalidad para el manejo de cuencas; reconocer por ley el uso ambiental y el cauce ecológico, lo cual no se encuentra establecido en el Código de Aguas; asegurar la calidad del recurso hídrico; hacer un uso efectivo de los derechos de agua; tener los derechos no consuntivos bajo la jurisdicción de las juntas de vigilancia. 


-Que las empresas hidroeléctricas tributen a las juntas de vigilancia por los derechos no consuntivos que utilizan. 

-Pago diferenciado por la administración del agua. La ley no lo establece, porque el litro de agua por segundo para todos es igual. Explicó que el agua cuando la utiliza la minería tiene mayor riesgo de contaminación. ¿Por qué todos los agricultores deben asumir la contaminación de un acuífero o de una cuenca? ¿Por qué no la asume quien realmente contamina?

9.- Directora de la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, señora Mariana Concha.


Extracción de áridos. Señaló que los proyectos de extracción de áridos son autorizados por el municipio, previa visación técnica de la DOH, pero quien se encarga de fiscalizar que ese proyecto sea ejecutado en forma fiel, es la municipalidad, que es también la que cobra la patente por ese derecho. 


El plan regulador de la Región Metropolitana, de 1994, prohibió las extracciones de áridos en pozos lastreros y permitió la extracción sólo en ciertos cauces naturales. Es decir, no podían explotarse yacimientos específicos para extracción de áridos.

Base jurídica. Indicó que el Código de Aguas, en artículo 30, define lo que es un álveo o cauce natural. 


Los artículos 41 y 171 establecen los procedimientos para modificar cauces naturales y cómo se deben solicitar los permisos y el procedimiento administrativo. 

El decreto supremo Nº 609, de 1978, regula el procedimiento para otorgar las concesiones de áridos. Indica cómo la DOH autoriza estos permisos y finalmente, a partir de ese proyecto autorizado por la DOH, la municipalidad otorga el permiso. 

La ley Nº 18.695
, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en su artículo 5º, letra c), otorga la administración de los bienes nacionales de uso público, referido a cauces naturales, a los municipios. 

El decreto ley Nº 3.063, de 1979
, sobre Rentas Municipales, en su artículo 41, punto 3, señala que los derechos municipales incluyen el cobro de derechos por extracción de áridos. 

El reglamento de la ley de Bases Generales del Medio Ambiente establece en su artículo 3, letra a.4., que toda vez que haya una defensa o alteración de un cuerpo o curso de aguas terrestres, que movilice una cantidad igual o superior a cincuenta mil metros cúbicos de material, tratándose de las regiones Primera a Cuarta, -Tarapacá a Coquimbo- o cien mil metros cúbicos, tratándose de las regiones Quinta a Duodécima, -Valparaíso a Magallanes- incluida la Región Metropolitana, deberán presentar una Declaración de Impacto Ambiental, para ejecutar un proyecto de explotación de áridos. 

Competencias y responsabilidades para proyectos de extracción. Explicó que el MOP, a través de la DOH, tiene como responsabilidad definir zonas aptas para extracción de áridos. 

Luego, tiene un instructivo técnico, que define cómo se hace ese procedimiento, es decir, bajo qué criterios y pasos técnicos se evalúa una zona, se otorgan los permisos y se analizan los proyectos. Además, revisa, aprueba o rechaza un proyecto de extracción presentado. 

Finalmente, debe hacer la vigilancia y supervisión de esa actividad; es decir, debe verificar que aquellos proyectos que en algún momento aprobó, efectivamente se están llevando a cabo conforme a lo autorizado.

Las municipalidades tienen la responsabilidad de administrar los bienes nacionales de uso público. Por tanto, son ellas las que otorgan, renuevan, sancionan o ponen término a concesiones o permisos de extracción. 

Le corresponde fiscalizar e inspeccionar las faenas que se producen en los cauces. Por lo tanto, la municipalidad también tiene que verificar que la extracción se realiza conforme al proyecto. 

Fija patentes y cobra los derechos. 

Usa la fuerza pública, cuando sea necesario, en el caso de que se infrinjan las normas que ha establecido respecto de ese permiso. 

Aclaró que la DOH sólo supervigila y las municipalidades fiscalizas las extracciones. Afirmó que la supervigilancia es un grado menor que la fiscalización. Agregó que si bien las palabras parecen muy equivalentes, no son lo mismo.

10.- Abogada asesora de la Dirección de Obras Hidráulicas (DOH), señorita Paulina Vera.


Atribuciones de las Municipalidades. Están contenidas en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, la que establece que ellas tienen la atribución de administrar los bienes nacionales de uso público. Esa facultad comprende que otorguen las concesiones para explotación de áridos; porque los áridos se explotan en los bienes nacionales de uso público que en este caso son los cauces de ríos, esteros y lagos, los que están bajo su administración. Asimismo, el l decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que establece las rentas municipales, les permite cobrar por la extracción de áridos. 


Agregó que el decreto MOP determina la reglamentación y supervigilancia que tiene la DOH para estos casos porque existe una norma antigua, que es el Decreto Supremo 609, de 1979, del Ministerio de Bienes Nacionales, que determina que cualquier concesión de extracción de áridos tiene que ser aprobada previo informa favorable de la Dirección de Obras Hidráulicas. Siendo limitada la facultad de la Dirección de Obras Hidráulicas que tiene que informar en caso de que se solicite una concesión de áridos.

Ley de Bases del Medio Ambiente. Esta norma establece que proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en cualquiera de sus fases, deben someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y dentro de ella está la extracción industrial de áridos, artículo 10 de la ley 19.300.


Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Señaló que el artículo 3° del reglamento, en su punto i.1., prescribe que tratándose de extracciones de pozos y canteras dentro de las actividades mineras, deben someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. El artículo 89 del reglamento también establece que el permiso para la extracción de áridos, de ripio y arena en los causes de ríos y esteros a que se refiere el artículo 11 de la ley N° 11.402, tiene como requisito para su otorgamiento y contenidos técnicos y formales acreditar un estudio o declaración de impacto ambiental, dependiendo de cada una de estas características.


Superintendencia del Medio Ambiente. Explicó que esta Superintendencia, que está por entrar en funcionamiento, es quien, en definitiva, se debe hacer cargo de fiscalizar la extracción de áridos, que hasta ahora está un poco en tierra de nadie, pues no hay facultades muy claras ni capacidades de las municipalidades o la Dirección de Obras Hidráulicas para realizar estas fiscalizaciones.


Líneas de acción en materia de fiscalización. Informó que en este año se han establecido procedimientos y algunos convenios de cooperación entre los municipios, la DOH y la DGA, de tal manera de destinar, a partir de los mismos fondos municipales obtenidos del pago de patentes, un porcentaje para gastos de fiscalización, no para la acción misma, por cuanto sostuvo que la función es indelegable, sino para gastos, es decir, uso de camionetas, chofer, etc., y para facilitar la labor fiscalizadora, puesto que los recursos son bastante limitados.


Explicó que tienen alineados prácticamente todos los municipios de la cuenca del Aconcagua; también cuentan con un borrador de convenios, el que están afinando para evitar contravenir principios jurídicos en este afán de coordinación. Agregó que están ad portas de firmar un convenio, para hacer frente a este período 2011-2012, que, en cuanto a riego, aparentemente se viene muy complicado.


Afirmó que sólo se fiscalizaban aquellos proyectos más emblemáticos; sin embargo, a veces hay proyectos pequeños que pueden generar un impacto alto, por eso es necesario hacer una fiscalización sistemática de los proyectos aprobados.

Pozos Lastreros. Cree que es necesario revisar la definición de plan regulador metropolitano de Santiago, en el sentido de que es necesario permitir una cierta extracción de pozos lastreros, previa exigencia de evaluación ambiental. Se debe considerar, la elaboración del proyecto, la realización de una evaluación ambiental, el establecimiento de medidas de mitigación y de compensación, y de medidas de operación y abandono.


Fiscalizaciones de la DGA. El rol fiscalizador de la DGA se materializa en el cobro de patente por no utilización de derechos de agua, en el control de extracciones ilegales, control de obras, control de organización de usuarios, y en todo lo que se refiere al manejo de las declaraciones de escasez y documentos de apoyo para realizar estas actividades.


11.- Asesor del Ministro de Obras Públicas, don Franco Devillaine.


Reconoce que hay confusión de competencias, de fiscalización y supervigilancia entre las Municipalidades, la DOH y la DGA 


Sanciones en el Código de Aguas. Afirmó que hoy existe un régimen de sanciones bastante genérico en el Código de Aguas, lo que significa que todas aquellas materias que no tienen infracciones específicas establecidas en el Código, son sancionadas por la norma “en subsidio” o la norma “en defecto”. Señaló que tal situación debe superarse a través de mejorar la tipicidad de la norma administrativa y la sanción aparejada a cada una de las infracciones o de los supuestos que el Código de Agua establezca. 


En materia de regulación de sanciones para la extracción de acuíferos se requiere, a nivel del Código de Aguas, un mejoramiento en el régimen sancionatorio para la extracción de ciertos acuíferos, específicamente, en el caso de los subterráneos, respecto de los cuales no ha sido clara la jurisprudencia y la procedencia de ciertas sanciones aplicada por la Dirección General de Aguas.


Inspectores en la DOH. Declaró que la DOH tiene 12 personas a nivel central y 3 por región, dedicadas a tareas tanto de manejo de cauces como de fiscalización. Afirmó que esto es, sin duda, insuficiente y lo que hacen en estos momentos es postergar algunas tareas menos urgentes y traspasar personal para que apoyen en labores de fiscalización.


Acción específica en los ríos en materia de fiscalización de cauces y mejoras. Estas acciones dicen relación tanto con la captación como una mejor conservación del cauce. En la Región de Coquimbo, en los ríos Elqui, Limarí e Illapel, se ha efectuado una inversión aproximada de 93 millones de pesos, que se refieren principalmente a horas máquina. 


En la Región de Valparaíso, indicó que ejercen una acción coordinada para los ríos La Ligua y Petorca, y tienen una acción para el río Aconcagua; también para el río Maipo en la desembocadura al mar, donde ya el año pasado existieron problemas dado que la empresa de agua potable de Santo Domingo no podía captar debido, justamente, a la extracción de áridos. 


En la Región de Valparaíso, la inversión estimada en este ítem es de 74 millones de pesos. En Santiago están altamente afectados tanto el río Maipo como el río Mapocho.


En la Región de O’Higgins, los ríos Cachapoal y Tinguiririca, han sido intervenidos. La inversión estimada es de 72 millones de pesos. Los requerimientos totales del sistema de agua potable rural son 7.174 millones de pesos, que se dividen en 633 millones de pesos durante 2011 y 6.543 durante 2012. La mayor parte es inversión, pero también están considerados algunos recursos para contratar personal adicional, gastos de vehículos, combustibles y costos necesarios para realizar labores en terreno.


Inversiones de la DOH. Se tiene previsto un total de 4.520 millones de pesos: 512 millones de pesos en 2011 y 4.008 millones de pesos en 2012. La mayor parte de esas inversiones dicen relación con, aproximadamente, 2.500 millones de pesos en el río Aconcagua y 500 millones de pesos en el sistema La Ligua-Petorca. Los drenes que estaban construidos se volverán a poner en operación y las labores de bombeo van a permitir abastecer de mejor manera el Sistema Paloma, para elevar agua hacia algunos canales que no se pueden abastecer actualmente desde ese sistema, dado la escasez hídrica existente.


Obras de Riego. Indicó que, como Dirección de Obras Hidráulicas, se rigen por el decreto con fuerza de ley N° 1.123, que les permite ejecutar obras de riego grandes y medianas, las cuales son priorizadas en la Comisión Nacional de Riego, donde participan cinco ministerios. 


El Presidente de la República anunció, en la tronadura del proyecto Chacrillas, el inicio de dos nuevas obras adicionales a las que se están ejecutando: Chironta, en la Región de Arica y Parinacota, y Valle Hermoso, en la Región de Coquimbo.

Explicó que se privilegió la Región de Arica y Parinacota por su alta depresión económica, despoblamiento, y su complicada situación limítrofe, sumado a su escases hídrica.

La segunda priorización fue Valle Hermoso en la Región de Coquimbo, considerada por ser una zona muy seca y por su alto nivel de pobreza que supera los estándares nacionales. 


Financiamiento de obras mediante participación público-privada. En la ejecución de obras de riego, expresó, se está estudiando un modelo distinto para la ejecución de embalses que tengan rentabilidad alta, distinta de la agrícola. Lo anterior, por la dificultar de lograr que los agricultores puedan poner dinero para financiar esas obras. Por ello se ha pensado en proyectos con componentes adicionales, como la posibilidad de un desarrollo hidroeléctrico importante, que pueden ser atractivos para obtener financiamiento del sector privado.


Proyectos de riego en la Región de La Araucanía. Indicó que dentro de los programas de obras de riego hay dos proyectos de gran tamaño: el embalse Purén y el embalse río Blanco.


El primero de ellos está siendo analizado, porque tiene ciertas complejidades relacionadas con los derechos de agua. Además, no se aprecia interés por parte de la población. Aparentemente, las comunidades indígenas, que serían las más beneficiadas con su construcción, no están tan entusiasmadas con el proyecto. Por eso, expresó, están evaluando si es más conveniente reemplazar el proyecto, dado que demandaría una gran inversión, pues es una gran obra que involucra una serie de complejidades. 


Agregó que el embalse río Blanco, está avanzando dentro del proceso de estudio. Presenta complejidades de tipo ambiental, pues se ubicaría en una zona muy cercana a un parque nacional, en un sector de alto interés turístico, cerca de Curacautín.


12.- Ministro subrogante de Agricultura, señor Álvaro Cruzat.


Sostuvo que el interés del Ministerio de Agricultura es normalizar y regularizar la situación de extracción ilegal de aguas y áridos que afecta a los agricultores del país, siendo competencia fundamentalmente del Ministerio de Obras Públicas.


En efecto, la Comisión Nacional de Riego ha suscrito un convenio con la Dirección General de Aguas, para potenciar el equipo fiscalizador y ha traspasado el financiamiento para contratar cinco profesionales fiscalizadores adicionales a la DGA, fundamentalmente destinados a las situaciones más graves de la zona norte. 


Por otra parte se debe enfatizar en la Ley de Fomento al Riego las inversiones necesarias en relación con información técnica para usar responsablemente el recurso y hacer ajustes necesarios para su manejo sustentable, evitando la existencia de cuencas con sobre otorgamiento.


Sistema de incentivos para la recuperación de suelos degradados: este programa está destinado a la recuperación de suelos degradados, a través de un decreto cuyo texto permite la protección de las riberas de algunos ríos, que muchas veces no cuenta con los recursos necesarios para que se establezcan programas o postulación a programas específicos para ir en ayuda de la protección de las riberas. 

Sequía y el manejo del recurso hídrico, destacó que Chile es un país con diferencias geográficas significativas, por lo cual se debe observar cada una de las cuencas, región por región y predio tras predio. 

Sin embargo, en términos generales, señaló, sobre la base de antecedentes técnicos, que hay cuencas con sobre otorgamiento. Existen lugares donde los derechos asignados van más allá de la capacidad de la cuenca de renovar su acuífero, sumado a la sequía, el escenario para la agricultura de la zona se torna complejo. O sea, cuando se combina una política de sobre otorgamiento con una sequía y un déficit de infraestructura hídrica, se producen daños a los agricultores, sin distinción.

Política de embalses, indicó que como país es necesario incorporar, al menos, un 20 por ciento más de agua embalsada; se necesitan diseñar una nueva política de inversión en infraestructura para embalses de riego. 

Asimismo es necesario avanzar en las infiltraciones de acuíferos, inyectando recursos hídricos que permitan compensar la escasez pues más del 80 por ciento de los recursos, en términos generales, escurre hacia el mar. Existiendo en el país muchas zonas disponibles para embalsar esa agua.


Sugirió un mejoramiento de la información técnica para usar responsablemente el recurso y hacer los ajustes necesarios para su manejo sustentable. Ello implica aforadores, caudalímetros, sistemas de telemetría que permitan monitorear, de manera transparente y directa, y por las mismas asociaciones de regantes -no es necesaria la intervención del Estado- el comportamiento del recurso hídrico en cada una de las zonas.


En lo que compete a la Comisión Nacional de Riego, eso implicará que la Ley de Fomento al Riego incorpore las inversiones necesarias para que quienes posean pozos y las comunidades de aguas subterráneas dispongan mediante cofinanciamiento de la Ley de Riego, de un subsidio estatal para acceder a los datos necesarios para saber qué sucede con el recurso. La gravedad de la situación surge de la inexistencia de información técnica, por cuando de nada sirve decir que el recurso está sobre otorgado si no se conoce cuánto lo está; cuánto significa este derecho; si el pozo es de tantos litros por segundo, cómo se ha comportado en las dos últimas temporadas; la unión de los pozos, que constituye una comunidad subterránea, qué está significando desde el punto de vista del acuífero.


Finalizó reconociendo la necesidad de reforzar las tareas de fiscalización, pero hay ámbitos donde no necesariamente se trata de recursos, sino de competencias que es necesario delimitar con mayor claridad.


13.- Presidente de la Asociación Gremial de Agricultores AgroPetorca, don Gregorio Correa.


Problema de la escasez de agua: para solucionarlo han financiado estudios de embalses subterráneos y participados en la negociación de los derechos de agua eventuales con el Aconcagua. Teniendo inscritos 4.7 metros cúbicos por segundo a nombre del gremio, sin que todavía puedan formar una junta de vigilancia.


14.- Director de la Asociación Gremial de Agricultores AgroPetorca, don Ignacio Álamos.


Problemática de la zona: la provincia de Petorca está geográficamente aislada de la alta cordillera, ello es la causa por lo cual cuenta con tan pocos recursos hídricos.


De los 1.500 sistemas de agua potable rural, más del 15 por ciento ha debido ser declarado en emergencia, fundamentalmente por el descenso de los acuíferos. Estimó en aproximadamente 20 millones de dólares la inversión necesaria para corregir este problema.


Por otra parte, sostuvo que en la provincia se están regando, aproximadamente, 480 hectáreas, por canales con aguas superficiales. El 96 por ciento de los predios se riegan con pozos. De esos pozos, hay 1.966 con sus aguas inscritas y cerca de 4.385 clandestinos.

Indicó que del total de 3.652 propiedades productivas en ambos valles, la superficie agrícola se distribuye en 3.463 propiedades de menos de 20 hectáreas; el 95 por ciento. Hay 157 propiedades entre 21 y 199 hectáreas, el 4 por ciento. En esa sección se encuentra básicamente todo el empresariado mayor. Sólo hay 32 propiedades sobre 200 hectáreas, que es el 1 por ciento. La mayoría son campos de secano o comunidades campesinas, que son enormes. 

Se estima que en la provincia de Petorca, actualmente, hay cerca de un 60 por ciento de empresas agrícolas con graves problemas financieros.


Sobre los efectos de la sequía, señaló que las hectáreas plantadas el 2007, fueron 15 mil; en el 2011, 10 mil. Las hectáreas plantadas de palto el 2007 eran 12 mil; para el 2012 se estima que habrá 6 mil, exactamente el 50 por ciento menos. Como consecuencia de estos efectos, la oportunidad de empleo en el sector agrícola ha bajado preocupantemente en la provincia. 

Propuestas:

1.- Construcción de embalses de cabecera en Petorca, La Ligua, al medio del valle, Los Ángeles y Las Palmas. 

2.- Declarar la provincia de Petorca zona de catástrofe. Ello permitirá intervenir las cuencas de Bienes Nacionales, orillas de ríos, pozos profundos, etcétera, y ayudar a las comunidades de agua potable rural, para que logren recaptar el recurso. 

3.- Elaboración de un plan agresivo para la construcción de pozos para el agua potable rural.

4.- Mayores recursos y apoyo técnico para mejoramiento de canales.

5.- Acelerar los trámites para la constitución de las juntas de vigilancia de los ríos La Ligua y Petorca, lo que permitirá resguardar los derechos de los usuarios.

6.- Destinar recursos del Gobierno Regional y sumarlos al aporte privado de agricultores, compañías mineras, empresas de agua potable y municipalidades, para implementar el proyecto de lluvias artificiales de la provincia, impulsado por Agropetorca para la temporada 2012-2013.

7.- Destinar más recursos para microembalses, impulsados por la ley N° 18.450, de la Comisión Nacional de Riego.

15.- Concejal de la comuna de Llay Llay, don Marco Flores.


Situación en el río Aconcagua, sector Las Vegas, comuna de Llay Llay: denunció que una serie de empresas, como SYR, Áridos Chile, Texcom, Inter Terra, Santa Gloria y Yusef Rodríguez trabajan en la extracción ilegal de áridos, sin permiso del municipio. 

Tal extracción ilegal al municipio le significa una pérdida importante de recursos, aproximadamente de un millón de dólares.


Municipalidad: las empresas dedicadas al rubro están en la zona desde el año 2005, sin mediar licitación alguna. La patente fue otorgada por la Municipalidad de Llay Llay, sin existir un permiso o concesión para la extracción de áridos. En consecuencia, la normativa vigente sobre la materia no está siendo respetada.


En efecto sólo con autorización de la DOH, el alcalde o el concejo pueden otorgar la patente y cobrar por ella. Pero si no existe ese permiso de la Dirección de Obras Hidráulicas, DOH, el municipio no lo puede otorgarlo, por cuanto estaría incurriendo en una falta. 

Sin embargo, hasta el día hoy no existe un pronunciamiento del concejo sobre la materia y las empresas siguen operando. Tal situación fue denunciada ante la Contraloría que confirmó la existencia de una infracción a la normativa vigente, pues se han otorgado patentes sin existir permisos previos y recomendó que la municipalidad sustancie sumarios administrativos, a fin de determinar las responsabilidades de los funcionarios que correspondan.

16.- Carta del señor Edmundo Pérez Yoma
. 
Relación de hechos denunciados:

A.- Con fecha 23 de febrero de 2011, la Profesional de la Unidad de Fiscalización y Medio Ambiente de la Dirección General de Aguas (DGA) Región de Valparaíso, doña María Inés Cartes Martínez, evacua el Informe Técnico Fiscalización Preliminar Nº 48/2011. En ese informe técnico, se pide respuesta sobre una serie de hechos.

“2.2 Estero Los Ángeles:

2.2.1.- Fue posible identificar una captación de aguas subterráneas la que contiene vestigios de un dren que conduciría aguas hacia dicha captación, lo anterior se ubica sobre cauce del estero Los Ángeles y pertenece al predio de la Agrícola El Cóndor de propiedad del Sr. Edmundo Pérez Yoma. 

De igual manera, se pudo constatar la modificación del cauce de dicho estero con motivo de la plantación de árboles frutales perteneciente a la Agrícola El Cóndor.

Por otro lado se constató la existencia de otra captación en el predio de agrícola El Cóndor, la cual era abastecida de aguas mediante tuberías de aproximadamente una extensión de 1.000 metros, con agua provenientes desde otra captación, identificando al propietario como el Sr. Cesar Olguín.”

B.- Con fecha 5 de abril del 2011, la DGA Regional realiza una nueva visita inspectiva al predio en cuestión, que motivó el Informe Técnico de Fiscalización N° 138, de 19 de abril de 2011, el que concluyó:

“No se constató la existencia de vestigios de un dren” y “no fue posible constatar, por parte del presente Servicio (la DGA), la extracción de aguas subterráneas sin derechos de aprovechamiento por parte de Agrícola El Cóndor Ltda., en el punto indicado en el Informe Técnico Preliminar de Fiscalización Nº 48, del año 2011, ni como así tampoco en las coordenadas recogidas en la visita inspectiva del día 5 de abril de 2011.”

C.- Producto de lo anterior, con fecha 16 de mayo de 2011, la DGA Región de Valparaíso dicta la Resolución Nº 1.529, descartando en forma categórica la presunta existencia de una extracción ilegal de aguas por parte de Agrícola Cóndor Limitada. 

D.- Con fecha 19 de abril del 2011 don Sebastián Bullemore Marchant y don Ricardo Sangüesa Campos, deducen denuncia criminal en contra de todos quienes resulten tener participación punible por los mismos hechos ya investigados y descartados por la DGA. 

E.- Con fecha 21 de octubre del año 2011, el Tribunal de Garantía de la Ligua, respecto de la investigación hecha, decretó sobreseimiento definitivo parcial de los hechos denunciados en cuanto a un dren ubicado en las coordenadas 647 norte y 312 de carácter oeste, que podría conducir agua subterráneas al predio de Agrícola Cóndor, conforme lo que dispone el artículo 250, letra a), del Código Procesal Penal, es decir los hechos denunciados no constituyen delito.


Preocupación por el tema del agua:

El problema del agua en la Provincia de Petorca, y en todo Chile, es un tema grave que requiere de medidas eficientes y no se agota sólo con la fiscalización y penalización. 

La gravedad de la sequía actual por la que atraviesa la provincia de Petorca tiene pocos precedentes en la historia, no sólo por la escasa lluvia caída durante el último invierno, sino que también por la extensión de plantaciones. Más que un problema generalizado de extracción ilegal de aguas, lo que ocurre es que, simplemente, no hay agua.
Propuestas:

1.- Más y mejor infraestructura para los recursos hídricos, construcción de canales y embalses, siendo deber del Estado -no del mercado- procurar la inversión necesaria para mejorar la acumulación y conducción de grandes cantidades de agua.

2.- Implementar con urgencia un programa a nivel político sobre eficiencia hídrica. Para eso se requieren sistemas de conducción por canales impermeabilizados, tecnología de riego, desarrollo de variedades vegetales que produzcan más y demanden menos agua, etcétera.

3.- Fortalecer la capacidad de los pequeños y medianos agricultores, en materia de financiamiento, asesoría, manejo de buenas prácticas agrícolas, atomización productiva, cultivos, entre otros muchos factores.

4.- Fortalecer la capacidad del Estado para actuar frente a las crisis.

17.- Representante de la familia Barrios Toro, de La Ligua, don Antonio Espinoza. 


Extracción ilegal de áridos. Denunció que la extracción de áridos se ha realizado desde el año 1995 a la fecha, en terrenos particulares, con la venia de la Dirección de Obras Hidráulicas, del Ministerio de Obras Públicas y de la Municipalidad. Esta actividad ha significado cambios en el curso del rio La Ligua sin que los organismos y autoridades competentes hayan intervenido. Expresó que no entendía por qué se siguen otorgando permisos para extracción de áridos en circunstancias que se ha producido un daño de inmensas proporciones.


Exhibió una copia del plano que se encuentra al final del registro de instrumentos públicos, de 1941, bajo el N° 12 del Conservador de Bienes Raíces de La Ligua, en el cual se observan 11 parcelas, de las cuales ocho –N° 3 a la N° 11-, deslindan al norte con el río La Ligua.

Señaló que la extracción ilegal por parte de la empresa Tricam se ha concentrado entre los terrenos de la Comunidad Agrícola de Roco, la Comunidad Agrícola de Varas, el Puente Pedigüeño, y el río La Ligua, según el plano de sectorización de la Dirección de Obras Fluviales.

Informó, que por el ordinario N° 327, de febrero de 1997, de la Dirección de Vialidad, del Ministerio de Obras Públicas, Región de Valparaíso, aprobó el proyecto de extracción de áridos perteneciente la empresa Tricam Ltda. condicionado a exigencias complementarias en río La Ligua, sector Valle Hermoso, comuna de La Ligua, provincia de Petorca. El plano de sectorización, para la extracción de áridos, de la Dirección de Obras Fluviales, iba acompañado de la ordenanza y los permisos de extracción de áridos debían cumplir con la misma.

Señaló, que las exigencias que no se estarían cumpliendo serían las siguientes:

“1. El concesionario deberá, a fin de organizar la explotación, extraer áridos sólo en la zona solicitada, demarcada en los planos del proyecto. 

2. Sólo se deberá extraer los áridos excedentes producto del arrastre, del lecho hasta la profundidad indicada en los perfiles del proyecto.

3. No se deberá extraer bajo la cota de fondo de la pendiente media del lecho definida en los planos del proyecto.

4. Las excavaciones deben situarse dentro del cauce. Por ningún motivo deben situarse en las riberas, pues contribuyen a debilitar su compactación y estabilidad.

5. Las excavaciones deben ser orientadas en dirección paralela al eje del cauce. Por ningún motivo deben orientarse en dirección transversal al eje del cauce (ribera a ribera) seccionándolo.

6. Las excavaciones no deben vulnerar, ni amenazar obras de encauzamiento y defensas existentes (enrocado-gaviones).

7. El material excedente deberá situarse en la ribera.

8. La explotación de áridos no debe perjudicar a terceros, ni dificultar el libre escurrimiento de las aguas, asimismo, no se deben hacer acopios de material dentro del cauce.

9. El ancho superior del perfil de explotación no debe exceder la dimensión indicada en el proyecto.

10. La extracción debe obedecer a un perfil de escurrimiento de tipo “Trapezoidal”.

11. Se exigirá al término de la extracción efectuar faenas de limpieza y saneamiento del cauce, a fin de eliminar todo obstáculo que obstruya el libre escurrimiento de las aguas.

12. El concesionario debe asumir el compromiso de los riesgos por daños a terceros o a cualquier obra de infraestructura, por negligencia, incumplimiento o errores en la manipulación del cauce.


13. La zona especificada de extracción consultada para esta concesión medida por el cauce tendrá una longitud aproximada de 1.200 metros.

14. Para estos efectos el concesionario deberá materializarse en terreno, mediante monolitos de hormigón, los vértices correspondientes a la zona de explotación del proyecto, marcando el inicio y el término de esta por ambos costados, en un lugar debidamente protegido en las riberas. Una vez materializados los hitos, el Departamento de Obras Fluviales verificará en terreno su exacta ubicación.

15. El propio interesado deberá gestionar ante la Dirección Provincial de Vialidad Petorca la autorización respecto de los accesos que serán utilizados para el transporte de materiales áridos desde los sectores de extracción.

16. La Dirección de Obras Municipales podrá otorgar la concesión de extracción de áridos solicitada para el sector anteriormente indicado, condicionado al cumplimiento del proyecto de extracción presentado y a las exigencias complementarias señaladas en el presente oficio.

17. En atención a las facultades y funciones que le otorga el D.L. N° 3.063, el D.L. 
N° 18.695, ese Ilustre Municipio deberá velar por el estricto cumplimiento a lo señalado en este oficio y disponer la supervisión y control de las exigencias contempladas.

18. La renovación del permiso anual de concesión estará sujeta a la verificación del cumplimiento de estas exigencias por parte de la Dirección de Obras Municipales y al informe técnico previo y favorable del Departamento de Obras Fluviales de esta Dirección Regional.

19. Cabe señalar que la concesión podrá ser caducada por el Ilustre Municipio tanto por incumplimiento de lo señalado anteriormente o por alguna otra razón externa, fortuita o de fuerza mayor, que el caso en su momento así lo exija.

Por otra parte, debo señalar a usted que esta Dirección Regional, en orden a mantener un control técnico adecuado del proyecto de explotación, exigirá al interesado un sistema de autocontrol orientado a realizar cheques de topografía, metodología de explotación, volumen de extracción, etcétera, debiendo para tales efectos emitir cada tres meses, tanto a ese Municipio como a esta Dirección, un informe que detalle todos los aspectos mencionados, preparado y suscrito por profesionales idóneos en la materia. Se recomienda incorporar este requerimiento tanto a las actuales concesiones en el momento de la renovación, como a las futuras solicitudes”.

Asimismo, se expresa en el referido documento que, esta aprobación queda condicionada a la que haga la Dirección Provincial de Vialidad de los accesos al sector de extracción, y que desde el año 1997, todas las concesiones se han otorgado bajo este mismo documento, aún cuando no se han cumplido las exigencias referidas.

Además, informó que, en el año 2003 se realizó una transacción entre la ilustre municipalidad de La Ligua y la Constructora Tricam Ltda., que señala que “Las partes reconocen mediante el presente instrumento deudas recíprocas, las cuales de común acuerdo tasan a la fecha de suscripción del presente contrato en la suma de cuarenta y un millones ochocientos mil pesos. La deuda reconocida por la empresa Tricam tiene su origen en el no pago de permisos de extracción de áridos desde el río La Ligua, hasta el mes de diciembre de 2002. Y la deuda que mantenía la Municipalidad para con la empresa Tricam tiene su origen en diversas entregas de áridos para obras que ha desarrollado la Municipalidad.


Las partes acuerdan compensar las deudas referidas hasta el mes de diciembre de 2002, declarando en consecuencia que a dicha fecha se encuentran absolutamente pagadas las 
deudas que ambas mantenían recíprocamente.”

Agregó que producto de esta transacción la Municipalidad les otorgó un permiso para extraer áridos por cinco años renovable automáticamente cada año. La constructora Tricam se comprometió a entregar mil metros de material estabilizado sobre camión terminado cada año, no acumulable.

 De ahí en adelante los permisos se fueron otorgando bajo ese mismo concepto de transacción y no sabían que esta transacción había caducado en 2008. Se otorgó en el año 2003, hasta el 2008, no obstante, posteriormente, siguieron otorgando permisos.

Asimismo se refirió al juicio de colindantes seguido ante el Tribunal de Letras de La Ligua, cuya sentencia permitió la extensión de propiedad parcela N° 3, de Juan Eulogio Fernández Ossandón y otros, el 18 de abril de 2002, quien aumentó su superficie de 10 hectáreas a 14,4 hectáreas.

Por otra parte, mencionó la sentencia de extensión de propiedad de la parcela N° 4, de Jaime del Carmen Godoy Navarro, del 26 de abril de 2002, que permitió aumentar su superficie de 8,7 a 12,08 hectáreas.

Es así como por el proyecto de subdivisión de lotes inscrito en el registro de propiedad del año 2005, bajo el número 371, en el Conservador de La Ligua, constructora Tricam Ltda., la parcela N° 4 aumentó su superficie de 8,7 a 12,08 hectáreas, pasando por sobre el río La Ligua y parte de la comunidad de Varas.

Por la escritura pública de 4 de febrero de 2003 y 21 de junio de 2005, donde la empresa Tricam Ltda., representada por Alberto Piwonka Zañartu, compra a don Jaime Godoy Navarro parte de la parcela N° 4, del potrero El Gallardo. 

La empresa de Javier Rodríguez Cea ocupa el lugar correspondiente al Puente Pedigüeño y caja del río La Ligua, por la extensión de propiedad que hizo esa parcela. La constructora Tricam Ltda. ocupa parte de la parcela N° 4, continuando con el río La Ligua y parte de la propiedad de la familia Toro Olivares, rol número 392-1, comunidad de Varas. 

El ordinario N° 348 informa sobre la visación técnica del proyecto de extracción mecanizada de áridos en el río La Ligua, sector aguas arriba de puente Pedigüeño. Proyecto (1) y plano de sectorización. En su punto 1 señala: “El interesado deberá, a fin de regularizar la explotación, extraer áridos sólo de la zona ubicada aguas arriba del Puente Pedigüeño, pozo N° 6 del plano de sectorización.”

El ordinario N° 707 informa sobre la visación técnica del proyecto de extracción mecanizada de áridos en río La Ligua, sector módulo N° 4 del plano de sectorización. Es de agosto de 2006 y en el punto 1 señala: “El interesado deberá, a fin de regularizar la explotación, extraer áridos sólo de la zona ubicadas aguas abajo del Puente Pedigüeño, correspondiente al módulo N° 4 del plan de sectorización.”

No obstante la extracción se está haciendo en parte de la propiedad de la familia Barrios Toro. Exhibieron algunas fotografías que dan cuenta de la desviación hacia el norte del río La Ligua por acción de las empresas extractoras de áridos, así como el cauce y los pretiles o montones de piedras que han levantado para desviar el río hacia el norte y armar nuevos cauces.


Informó que han formulado constancias por daños a la propiedad particular ante Carabineros de Valle Hermoso, sin poder hacer denuncias, porque la constructora Tricam habría estado coludida con Carabineros, quienes avisaban a la empresa del reclamo para que cuando se constituyeran en terreno no se pudiera constatar nada ilegal. 

Posteriormente, alegando que se les estaba impidiendo realizar una actividad comercial, en circunstancias de que estaban realizando la extracción en una propiedad particular, la Sociedad Constructora Tricam Ltda. interpuso un recurso de protección N° 619-2007, pidiendo ordenar la inmediata apertura del camino público paralelo río La Ligua, retirando los cercos ilegalmente instalados con objeto impedir el acceso a la zona de extracción de áridos del módulo N° 4, autorizada a la Constructora Tricam Ltda., por vulnerar el derecho a desarrollar una actividad económica. Este recurso fue rechazado por la Corte de Apelaciones de Valparaíso y por la Corte Suprema, respectivamente.

Asimismo, informó que hicieron la denuncia en la Fiscalía de la Ligua solicitando antecedentes al fiscal regional señor Eduardo Fernández Morales, quien no dio respuesta cerrando la causa.

La Bicrim de La Ligua solicitó un peritaje que se materializó el 19 de mayo de 2008, mediante un peritaje de inspección ocular y trabajo de levantamiento topográfico en el lecho del cauce del río La Ligua, en los alrededores del sector ex-Puente Pedigüeño y Callejón Venegas, comuna de La Ligua, provincia de Petorca, Región de Valparaíso.

Éste concluyó que “A primera vista se observa que el predio autorizado a explotar no coincide en su orientación con el cauce del río La Ligua, alcanzando y superando la ribera sur del mismo, contraviniendo lo indicado en el Decreto Alcaldía Nº 1152, de fecha 18 de agosto de 2006, por cuanto indica en el punto Nº 4 que: “Las excavaciones deben situarse dentro del cauce. Por ningún motivo deben situarse en las riberas, pues contribuyen a debilitar su compactación y estabilidad.

También incumple el punto Nº 5, el que señala: “Las excavaciones deben ser orientadas en dirección paralela al eje del cauce. Por ningún motivo deben orientarse en dirección transversal al eje del cauce (ribera a ribera) seccionándolo.” La orientación del predio, según las coordenadas obtenidas en los documentos que lo autoriza, no es paralela al cauce del río, ya que su deslinde poniente forma un ángulo agudo (54º aprox.) con respecto al eje del cauce del río, seccionándolo y abarcando su ribera sur, siendo casi paralelo a la calle Januario Ovalle, la cual desemboca en las ruinas del puente Pedigüeño.

Se observa que sólo la sección norte del predio se encuentra sobre el cauce del río; las otras se sitúan en la ribera y predios agrícolas de particulares no identificados, abarcando hasta sólo 60 metros de un conjunto de viviendas urbanas. Si estuviera superponiéndose a predios particulares, se estaría infringiendo el punto Nº 8 del citado decreto alcaldicio, pues señala que: “La explotación de áridos no debe perjudicar a terceros ni dificultar el libre escurrimiento de las aguas. Por ningún motivo se debe procesar el material dentro del cauce como tampoco hacer acopios dentro de él.

El origen de ese deslinde se puede encontrar en lo observado en el plano Nº 5, el que muestra un detalle de la carta IGM La Ligua, donde uno de los dos lechos principales del río La Ligua en este sector coincide con el deslinde sur del predio Comunidad Agrícola de Roco, mediante una superposición realizada entre ellos. El Ministerio de Bienes Nacional definió gráficamente los límites de este predio, utilizando una carta IGM a escala 1:25.000, probablemente basada en el mismo vuelo de 1956, pues en este plano la ubicación del deslinde sur coincide con el lecho indicado. Con esto se entiende la existencia del antiguo Puente Pedigüeño, pues en esa época las aguas del río circulaban hacia el sur del cauce del río, en cambio en la actualidad y por motivos que se desconocen lo hacen 550 metros aproximadamente más al norte del citado ex puente.

Con todo lo anterior, se pudo fijar sobre una imagen satelital actual la ubicación de las partes en conflicto de los deslindes sur y sureste del predio Comunidad Agrícola de Roco. En el plano se puede advertir que el deslinde sur de este predio es penetrado en 244 metros aproximadamente en su parte media (altura del puente de referencia Nº 5) y con una superficie de 2,40 hectáreas por la sección norte del predio de extracción de áridos autorizada a la constructora Tricam Ltda.

En vista de los antecedentes expuestos, se concluye que el predio aprobado por la Dirección de Obras de la Ilustra Municipalidad de La Ligua para la extracción mecanizada de áridos, en beneficio de la constructora Tricam Ltda., vulneraría algunas de las condiciones que la expresada DOM consideró para su aprobación.

Asimismo, se establece lo siguiente: “Que parte del lote autorizado a la constructora Tricam Ltda., para la extracción mecanizada de áridos, se ubicaría dentro de los límites del predio denominado Comunidad Agrícola de Roco, cuyos deslindes fueron autorizados por el Ministerio de Bienes Nacionales en el año de 1995.”

Además, informó que la Constructora Tricam Ltda. ha vendido, entre otros, al MOP gravilla, material de terraplén, base chancada, material de recebo y otros áridos que ha sustraído de las propiedades ribereñas desde el año 1995, para la mantención de la Global de la Provincia de Petorca, caminos y otras, como lo demuestran algunas resoluciones (N°s 54, 105, 118, 120, 130 y 131 de este año).

Por otra parte, expresó que están al día en el pago de sus contribuciones, aún cuando los terrenos hayan sido destruidos por las extracciones de áridos ilegales, los que no se pueden ocupar precisamente por el daño que se ha originado.

Preguntado acerca de por qué no se realizaron las denuncias ente la Dirección General de Aguas por la intervención del cauce natural del río, se precisó que la hicieron y no recibieron respuesta. Agregó que se realizó un reclamo a través del OIRS
, en agosto, y respondieron desde la Dirección de Obras Hidráulicas de Valparaíso en el sentido de que esos permisos los otorga la municipalidad, y que ésta cobra por metro cúbico. 

18.- Representante de la familia Barrios Toro, de La Ligua, señora Cristina Barrios Toro.


Señaló que empresas constructoras que se han dedicado a la extracción de áridos durante 14 años lo han hecho desde sus terrenos privados, dañando el patrimonio familiar. Específicamente, denunció a la empresa constructora Tricam de propiedad del señor Alberto Piwonka, quien además poseería drenes ilegales en los sectores de Pullancón y de Los Molinos. Asimismo, informó que esta material ha sido vendido al Ministerio de Obras Públicas, para ser utilizado en construcciones generalmente viales. 

Además, dio a conocer los antecedentes que dan cuenta del tiempo que ha durado esta situación, y de la intervención de diversos organismos, entre los que destacan los siguientes: 


-Oficio emitido del Presidente de la Comunidad de Varas de 6 de junio de 1997, dirigido al señor gobernador, don Juan Carlos Ruiz: “…además, con los trabajos que las empresas Pionca (Explotación de Áridos) y Javier Rodríguez (Áridos) han realizado, se han generado grandes daños, produciendo una desviación del cauce del río hasta la ribera de nuestros sitios, también producto de que el río arrasara con 20 hectáreas aproximadas de tierras, por supuesto junto con todo el material de cierros y siembras, y también le informo que los pozos que adquirió la comunidad a través de la Comisión Sequía se han perdido totalmente.”.

-Ordinario Nº 1.206 el Director de Vialidad Región de Valparaíso informa sobre la explotación de áridos y otros en río La Ligua, en julio de 1997, al Gobernador Provincial de Petorca, se indica que las comunidades de Roco y Varas de Valle Hermoso se han visto afectadas por el mal manejo del cauce del río La Ligua por parte de las empresas concesionarias de explotación de áridos, al respecto debo informar a usted que el río La Ligua presenta condiciones naturales de escurrimiento hacia ambas riberas, fundamentalmente hacia la ribera norte, producto de las grandes crecidas del año 1987, las que dejaron las cotas más altas al centro del cauce.

-Ordinario Nº 13, de 3 de junio de 1998, de la comunidad Varas–Roco y Cooperativa APR Valle Hermoso Limitada al señor Gobernador provincia de Petorca, señor Juan Carlos Ruiz, manifiesta la preocupación por los trabajos que se están realizando en la ribera sur del río La Ligua, ya que esto atenta directamente contra los pequeños propietarios agrícolas ribereños del lado norte de este río. Las aguas están desviándose hacia este lado, con el peligro de seguir erosionándose el terreno agrícola de la gente de Valle Hermoso. Solicitaron que se adopten las medidas correspondientes como primera autoridad, ya que le corresponde velar por los intereses de todas las personas de la comuna.

-Ordinario Nº 1.062, de 23 de julio de 1998, de la Directora Regional de Vialidad de la Región de Valparaíso, da cuenta de que a raíz de una visita en terreno del personal técnico del Departamento de Obras Fluviales de esta Dirección Regional el 24 de junio de 1998, en compañía del señor Ariel Alfaro M., Jefe Gobierno Regional de la Provincia de Petorca, “se detectó que los trabajos se han ejecutados técnicamente bien, excepto en el último tramo en el que separaron el pretil del fondo de las parcelas hacia el lado norte, en unos 60 metros del actual deslinde, y con el fin de corregir esta anomalía que perjudicaría a terceros, deberá desplazar el pretil hacia el deslinde actual de las parcelas conforme a lo señalado en el último párrafo del ordinario Nº 0646, de fecha 15 de mayo de 1998. Para ello se fijó un plazo de 20 días, cumplido éste y si no se ha corregido, se gestionará ante las instancias que correspondan retirar el material que conforma el pretil del lecho del río La Ligua en dicho lugar, todo con cargo a los ejecutores responsables.”

Este documento fue entregado a la municipalidad de La Ligua el 7 de agosto de 1998 y lo firmó la señora Mireya Parrini Jiménez, ingeniera civil, Directora de Vialidad de la Región de Valparaíso. Según el plano exhibido de explotación mecanizada de áridos en río La Ligua, sector Valle Hermoso –Pedigüeño-, entregado al concesionario Javier Rodríguez Cea, el pretil existe en la actualidad.

La Jefa del Departamento de Obras Fluviales de la Dirección de Obras Hidráulicas, señora Marcia Agurto, -se encontraba presente en la sesión- aclaró que el decreto con fuerza de ley N° 850, del Ministerio de Obras Públicas, establece que no se pagarán derechos municipales por los áridos que sean utilizados en obras públicas, sin distinción.

No obstante, aquellos áridos que no son utilizados en obras públicas, sí deben pagar derechos. Eso está establecido en la ley de Rentas Municipales, y todos los municipios reciben pagos por esos áridos.

19.- Director Regional de la Dirección General de Aguas, don Nicolás Ureta.


Informó que la Dirección Regional cuenta con 24 funcionarios, y la Unidad de Fiscalización y Medio Ambiente es la que realiza la mayor cantidad de trabajo, y que gracias a los recursos destinados este año a la Región, se han contratado tres profesionales más y dos técnicos, lo que ha permitido aumentar la capacidad fiscalizadora.
Derechos de aprovechamiento provisionales:

En cuanto a la situación de los caudales superficiales de la provincia de Petorca los caudales de 2010 y 2011 de una estación ubicada en el acuífero cuenca del río Sobrante, sobre todo en los meses de septiembre y octubre, se han registrado caudales bajo el promedio histórico, aún cuando el 2011 estaba bastante mejor que el 2010, no obstante aún persiste la situación de escasez hídrica. Lo mismo sucede en el río Alicahue, de la cuenca del río La Ligua. Es una constante que lleva varios años.

Sostuvo que los acuíferos de la cuenca del río Petorca y río La Ligua están declarados área de restricción desde 1997 y 2004, respectivamente. La declaración de área de restricción corresponde a una facultad de la DGA, cuando, producto de estudios, se demuestra que hay una baja o se pone en riesgo la sustentabilidad del acuífero; entonces, se declara área de restricción y se suspende el otorgamiento de derechos permanentes, quedando un margen de un 25 por ciento del volumen sustentable de acuíferos, que puede entregarse en carácter provisional. Es una medida de control.

El concepto de agotamiento, generalmente, se utiliza con respecto a las aguas superficiales.


Consultado respecto de las razones por las cuales se continúa otorgando derechos en estas zonas, respondió que cuando se realizó el estudio para decretar áreas de restricción o zonas de prohibición, la DGA suspendió el otorgamiento de derechos permanentes o definitivos, y dejó un margen de un 25 por ciento para otorgar en carácter provisional. 

Este porcentaje se explica porque a diferencia de las aguas superficiales, todos los estudios de disponibilidad de los acuíferos tienen un margen de incerteza bastante grande debido a que son modelos. El conocimiento de los acuíferos es limitado respecto del que se podría tener de las aguas superficiales. Como se hacen a partir de modelos, se deja, prudencialmente, un margen para entregar, conforme al comportamiento del acuífero.

Los criterios para que los derechos de aprovechamiento provisionales se transformen en definitivos son:


1.- No causar perjuicio sobre los derechos definitivos -porque es el que tiene prioridad-, ni daños al medio ambiente durante cinco años, lo cual debe demostrarse.

Para tener certeza de no haber afectado el derecho, debe haber un control de la extracción del derecho provisional. Por lo tanto, los cinco años corren desde el momento en que hay una medida de control. En todo caso, reconoció que existen derechos que se constituyeron hace más de cinco años, pero todavía no cumplen con el sistema de registro; por lo tanto, esos cinco años no pueden ser comprobados.

2.- Que se constituya la comunidad de agua subterránea. Cuando se declaran las áreas de restricción, en la misma resolución se señala que debe quedar conformada la comunidad de aguas subterráneas. Es deber de los mismos propietarios de derechos de aprovechamiento de aguas conformar la comunidad de aguas subterráneas. Sin ese requisito, dentro de ese acuífero, ningún derecho provisional puede transformarse en definitivo. Afirmó que ningún derecho provisional se ha transformado en definitivo.

Consultado si transcurrido los cinco años, los derechos provisionales caducan o automáticamente se transforman en permanentes, contestó que permanecen como provisionales. Los cinco años se aplican desde el momento en que el propietario del derecho provisional demuestra que no ha causado perjuicio y que ha extraído el agua que corresponde. Para demostrarlo, debe instalar un sistema de control de extracción.

Nuevo criterio de otorgamiento de derechos provisionales. Producto de la constatación de que muchos acuíferos se estaban alterando o atentando contra su sustentabilidad, se cambió el criterio para declarar áreas de restricción y otorgar derechos provisionales. Es un criterio más conservador, que, en términos simples, se basa en la comparación entre el acuífero en que no se ha constatado perjuicio ni alteración del medio ambiente y su relación con aquel en donde se quiere otorgar los derechos. En el acuífero que es patrón, sólo se puede otorgar hasta el 20 por ciento, no el 25 como se hacía antes. 

Sobre la situación actual, aseveró que los derechos comprometidos superan los derechos que eran susceptibles de otorgar en el momento de ser declarada el área de restricción. Producto de este antecedente, en el año 2009 la DGA tomó la decisión de no otorgar más derechos provisionales.

Respecto del acuífero de La Ligua, los caudales susceptibles de entregar en carácter de provisionales eran 1.396, pero sólo se otorgaron hasta 811. En el caso de Petorca, los primeros eran 588 y sólo se otorgaron hasta 246. Durante el año 2009, no se otorgaron derechos provisionales en ninguno de los dos acuíferos.

La demanda comprometida está constituida por los derechos constituidos, que son los otorgados de forma normal por la Dirección General de Aguas, por los derechos regularizados y regularizables, conforme con el artículo 2º transitorio del Código de Aguas -aquellos de que conocen los juzgados de letras-, y por los derechos constituidos o susceptibles de ser constituidos conforme a los artículos 3° y 4° transitorios, este último, que beneficia a los pequeños agricultores.

El espíritu de esta última norma fue favorecer la regularización de pozos de pequeños agricultores, pero eso no quedó explícito, por lo cual una nueva ley lo acotó y estableció la prohibición de acogerse al artículo 4° transitorio a personas que no estuvieran acreditadas por el Ministerio de Agricultura como pequeños agricultores. También se hizo extensivo a algunas comunidades indígenas.

En cuanto a las solicitudes de derechos que otorga normalmente la Dirección General de Aguas, de las 4.198 solicitudes que se ingresaron en la Región, sólo se autorizaron 1.325 pozos. 


Sobre las regularizaciones, precisó que de las 960, se enviaron 714 con informe favorable al juez de letras, para que las aprobara. La Dirección General de Aguas, envía un informe mediante el cual se propone al juez aprobar o denegar. Es el juez quien, finalmente, toma la decisión.


Posteriormente, se agregó una modificación al Código de Aguas que establece la obligación al Conservador de Bienes Raíces de informar cuando se realiza una inscripción de este tipo. Pero aún hay muchos derechos de aprovechamiento que se inscribieron en el conservador y que no han sido devueltos a la Dirección General de Aguas, por lo cual no han sido incorporados en el catastro público de aguas.

Por otra parte, señaló que en el acuífero Petorca el pozo de observación comenzó a recuperarse en 1996, pero en el año 2003 bajó nuevamente. Es el comportamiento registrado en la mayoría de los pozos de observación, en cuanto a que si bien el último tramo presenta períodos con descenso, en términos de magnitud, no son importantes, por lo cual se puede interpretar como cíclico. Es decir, si en algún momento la escasez de agua termina, el pozo volverá a mostrar una recuperación. 

Indicó que la provincia de Petorca es la que tiene mayor número de denuncias, superior al 40 por ciento, seguida por la provincia de Quillota. En el caso de las inspecciones, se concentra más del tercio en la provincia de Petorca, producto de la situación de escasez hídrica, que genera una mayor disputa por extraer recursos, lo cual aumenta las extracciones ilegales.

Cierre de investigaciones: Las investigaciones se cierran cuando la denuncia no se acoge, debido a que el propietario demuestra que tiene derechos de aprovechamiento de aguas. Esta situación ocurre cuando son pozos regularizados que no han sido ingresados al catastro público de agua, por lo tanto cuando presenta sus descargos, se debe constatar que existen derechos. En algunos casos, pese a que existen dudas de que se podría constatar una infracción, no se ha permitido el ingreso de los fiscalizadores al predio; por lo tanto, cuando se tiene certeza de dicha situación se envían los antecedentes al juez y al Ministerio Público, asumiendo que la negación de ingreso al predio obedeció a la existencia de una infracción.


En el caso de la intervención o modificación de cauce la Dirección General de Aguas puede ordenar la restitución del cauce o destruir la obra que está impidiendo el libre escurrimiento y si no se acata la orden se solicita al juez le aplicación de una multa por no respetar la resolución.

En la Provincia de Petorca, un gran número de las denuncias no son acogidas a raíz de que se demuestra la existencia de derechos de aprovechamiento o en el caso de cambios de puntos autorizados, no existen antecedentes que permitan esclarecer la infracción. Lo mismo con el tema de la inspecciones. 

Sobre el estudio de teledetección, -análisis de percepción remota-, se han detectado posibles drenes ilegales, ya que este estudio detectó los lugares que son discordantes entre la estructura del cauce. En efecto, el cauce tiene una estructura de sedimentos, de rocas y, producto de ello, encuentra lugares que no son acordes al entorno y generalmente tienen una forma determinada. Eso el informe lo catalogaba como aparatos o estructuras no identificadas. Esas estructuras no identificadas fueron 65 posibles drenes.

En el caso de los pozos hubo un tratamiento similar. Los 500 pozos que detectó el estudio de la Dirección, contrastados con el catastro público de aguas, que es el registro oficial, se hicieron calzar, concluyéndose quede los 500 sólo respecto de 151 no existían antecedentes de si estaban o no autorizados, o si estaban en proceso de regularización. Todo lo cual fue posible tras a la realización de la campaña de terreno y a la aplicación del Plan Especial de Fiscalización y al aumento de la dotación, por un tiempo determinado, de la Unidad de Fiscalización y Medio Ambiente de la Región. 

De los 65 posibles drenes, se han visitado 27, y de éstos en 6 casos existen dudas razonables de que no están autorizados. Respecto de los 151 posibles pozos, se han visitado 33, y de ellos solamente se registraron 2 ilegales, pero producto de esta misma inspección se han encontrado otros 8 pozos que no estaban en el estudio ni en los registros.


Las zonas elegidas para el estudio se determinaron a partir de las denuncias de comienzos del año 2011 de un concejal de la comuna de Cabildo y también de algunas denuncias del gobernador de Petorca de la época. De esta manera se determinaron los polígonos donde era importante hacer este estudio, con un presupuesto acotado, sin que se hayan descartados sectores. 


Precisó que se han abierto expedientes de fiscalización de pozos respecto de las siguientes empresas: Agrícola Petorca, Rinconada de Los Álamos, Agrícola Chalaco, Evaristo Poblete, Sergio Bustamante, Carlos Gallardo, Claudio Ossola, Aníbal Bruna, Lorenzo Bustamante, Arturo Omar Barraza, Agrícola Bellavista, Carlos Vivar Herrera y Eliana Evarista Olmos, sin que aún se haya finalizado la investigación. Por lo tanto, en sus descargos o en la investigación se pueden determinar que esos pozos efectivamente están en derecho.


Sobre las acciones que se están implementando, mencionó que para mejorar la condición de escasez hídrica se está trabajando especialmente, en la Provincia de Petorca. Se trata del Programa de Control de Extracciones que por resolución obligará a los caudales más importantes a instalar un sistema de control de extracciones, registro que deberá enviarse periódicamente a la Dirección General de Aguas. 

Este sistema de control de extracciones será visado por la Dirección antes de instalarlo, más o menos a partir del año 2012. También se ha contemplado un proyecto de modernización de pozos, en los que se instalarán equipos electrónicos que midan de manera sistemática los pozos de monitoreo. 

La Dirección General de Aguas, en abril del año 2011, creó la Unidad de Organizaciones de Usuarios y Eficiencia Hídrica, que tiene como objetivo principal el fortalecimiento y constitución de las organizaciones de usuarios de aguas en general.

Explicó que, la distribución de aguas en Chile es resorte de las organizaciones privadas, que son las organizaciones emisoras de aguas. Para la DGA es importante que estén fortalecidas. Principalmente, dentro de esta gestión está la constitución de comunidades de aguas subterráneas, debido a que existe un gran número de áreas de restricción y zonas de prohibición, que no cuentan con una comunidad de subterránea que permita la autorregulación de ese derecho. Por ejemplo, si el área de restricción del río Petorca y el río La Ligua tuviera su comunidad de agua propia, fortalecida, con un directorio, con un equipo técnico, declarada la escasez hídrica ellos podrían prorratear sus derechos, al igual como lo hace una junta de vigilancia en el río.

La Junta de Vigilancia, a principio de temporada, establece la dotación, por lo tanto determina el caudal por acción y reparte su agua. Lo mismo podría hacer una comunidad de agua subterránea e instalar su sistema de control.

La idea es generar una metodología de conformación de comunidades de aguas y se partió en la Provincia de Petorca con uno de sus acuíferos, producto de lo delicado de la situación hídrica. 

También se está apoyando, tanto en la unidad de organización de usuarios como en la Dirección Regional de Valparaíso, el registro de las comunidades de aguas subterráneas pertenecientes a la Junta de Vigilancia del río La Ligua y el río Petorca. Una vez registrado, forma parte del catastro público de aguas y de las medidas que pueda tomar la Dirección General de Aguas. 

Respecto del tema de áridos, donde existen una mayor cantidad de denuncias han detectado infracciones en el río Aconcagua. 


A partir de un requerimiento del Consejo de Defensa del Estado, que evaluaba la posibilidad de interponer demandas por daño ambiental, se convocó a la Dirección de Obras Hidráulicas, al Servicio Agrícola Ganadero, a la CONAF y a la DGA, coordinadamente con la seremi de Medio Ambiente de la Región de Valparaíso, para conformar un equipo que generara un informe global del estado de los áridos en la región y las medidas que cada uno de esos servicios habría adoptado, porque existen las atribuciones dispersas.


20.- Ex Director General de Aguas, don Rodrigo Weisner. 


Denuncias en contra del señor Edmundo Pérez Yoma. Explicó que las denuncias y antecedentes puestos en conocimiento tanto de la administración del Estado, Dirección General de Agua, como los tribunales de justicia, han sido resueltos satisfactoriamente, desestimando todas las imputaciones que el informe de fiscalización preliminar había determinado, en cuanto a que podían existir vestigios de un dren.


Agregó que el inmueble del señor Pérez Yoma ha sido objeto de dos investigaciones, una administrativa por parte de la Dirección General de Aguas, que descartó la extracción ilegal de aguas por parte de Agrícola Cóndor, empresa de la que es socio
, y otra jurisdiccional en que el Juzgado de Garantía de La Ligua y, particularmente, la fiscalía, despachó órdenes de investigar a la Brigada de Delitos Ambientales de la Policía de Investigaciones de Chile, quienes realizaron un examen exhaustivo al predio de Agrícola Cóndor; concluyendo que ni Agrícola Cóndor ni su representante ni sus dueños ni sus trabajadores han incurrido en extracción ilegal de aguas
.


Aclaró que la agrícola del señor Edmundo Pérez Yoma cuenta con 104 hectáreas plantadas y 108 litros por segundo en derechos constituidos. Cada pozo de la Agrícola Los Cóndores, cuenta con un dispositivo que se llama caudalímetro, que determina exactamente cuánta agua se saca de cada pozo. 


Aun cuando no tuviera caudalímetro
, con 108 litros por segundo, para 104 hectáreas, se obtiene exactamente la cantidad de multiplicar un litro por segundo por hectárea para aquellos que eligieron regar en dicha proporción a riego tendido.


Con riego tecnificado, las tasas de riego son menores y pueden ir desde 0,4 hasta 0,8 litros por segundo. Pero aun cuando fuera un litro por segundo para las 104 hectáreas plantadas, le corresponden 108 litros por segundo en derechos constituidos. 


Asimismo, indicó que proceso recayó en el Director Regional de Aguas, Región de Valparaíso, señor Christian Neumann, que dictó una resolución administrativa desestimando la denuncia presentada. Señaló que no se interpuso recurso de reconsideración ante el Director General de Aguas, por lo tanto, no le correspondió conocer de los hechos. 


En su opinión los problemas relacionados a la escasez hídrica, tiene como origen, entre otras cosas que el Código de Aguas del año 1981, permitió el otorgamiento de derechos de aprovechamiento de aguas sin vinculación de la tierra y sin asegurar el uso efectivo, lo que provocó que se solicitaran derechos de aguas con el fin de especular. 


Por otra parte, se está pasando de una explotación extensiva de las aguas, como el sistema de riego por inundación, a un sistema de empresarización de la agricultura, lo que da origen al denominado riego por goteo y riego tecnificado. Ello porque el riego por inundación permitía que los caudales de retorno a la cuenca fueran del orden del 75 por ciento. Con el riego tecnificado por goteo, el ciento por ciento del agua es utilizada, habiendo cero retorno.


En cuanto a los derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas, sostuvo que es un proceso de otorgamiento que comienza en forma intensa en la década de los 90, permitiendo el Código de Aguas asignarlos a perpetuidad, sin caducidad, sin la obligación de uso y, por lo tanto, sin una posibilidad real de que el Estado, velando por ese bien nacional de uso público, pudiese justificar que la asignación de los derechos no fuera en forma desmesurada.


Sobre los derechos provisionales, opinó que son una institución razonable. Después de asignados los derechos permanentes, el Estado debe analizar si es posible otorgar derechos adicionales y esos son los provisionales. Si se demuestra que no es posible utilizar esos derechos provisionales sin afectar los derechos ya constituidos durante cinco años de uso ininterrumpido y uso efectivo, pueden ser dejados sin efecto. Por el contrario, si la utilización de estos derechos provisionales no perjudica o genera un menoscabo a otras personas, esos derechos pasan a ser definitivos.


Después de la reforma del año 2005, el Estado tiene la facultad para declarar área de restricción de acuíferos, lo que permite a la Dirección General de Aguas otorgar derechos provisionales.


En efecto la declaración de la restricción, da origen, por el solo ministerio de la ley, a la creación de una comunidad de aguas subterráneas -lo mismo que una zona de prohibición- de manera de organizar a los usuarios, quienes deben dotarse de una directiva, establecer un plan de monitoreo, ver el comportamiento de los acuíferos y hacer la fiscalización correspondiente.


En relación a la separación de las aguas superficiales y subterráneas, señaló que tal distingo existe en la ley. El Código de Aguas establece que las aguas subterráneas son las ocultas en el seno de la tierra y no han sido alumbradas. Además, establece que al otorgar los derechos de aprovechamiento de agua la autoridad tiene que considerar la interrelación entre aguas superficiales y subterráneas. Y en la modelación, que son los mejores modelos que existen a nivel mundial, se considera esa interrelación entre aguas superficiales y subterráneas. 


Se establece que el agua superficial tiene relación con la subterránea y la subterránea con la superficial en la asignación del derecho. El problema, más que con la asignación del derecho, tiene que ver con el uso del agua y su gestión.


Explicó que las aguas subterráneas no se miden, sino que se modelan, los modelos realizados por ingenieros civiles hidrólogos determinan un volumen de agua posible de otorgar. Sin que respecto de ellas exista la declaración de agotamiento, sino que la declaración de áreas de restricción y de zonas de prohibición, artículos 63 a 65 del Código de Aguas. La declaración de agotamiento sólo se hace respecto de las aguas superficiales. 


En cuanto a la fiscalización indicó que la Dirección General de Aguas no posee la totalidad de herramientas efectivas para ejercer las facultades de policía y de vigilancia en los cauces naturales de uso público. En efecto, la Dirección General de Aguas no tiene carácter de ministro de fe, por ello en un juicio por extracción ilegal de aguas la declaración de un funcionario que constató el hecho tiene igual valor probatorio que la del infractor.


Respecto a la extracción de áridos, señaló que la ley de Embalses, entrega la facultad de la Dirección General de Aguas para imponer directamente multas administrativas, que pueden alcanzar hasta las mil unidades tributarias anuales, en el caso de intervenciones ilegales de los ríos. No obstante, la extracción de áridos en el caso de los cauces naturales de uso público, se otorga por la Municipalidad previo informe favorable del Departamento de Obras Fluviales, de la Dirección de Obras Hidráulicas, del Ministerio de Obras Públicas. Ello ha originado que se hagan extracciones de áridos sin contar con patentes, o concesiones.


Situación de derechos provisionales en el acuífero de Copiapó. Allí existen 3 sectores: La parte alta, que está sobre el embalse Lautaro, la parte media y baja, donde se encuentra Piedra Colgada. En ese lugar se otorgaron derechos provisionales y, después de estudios hidrogeológicos, mediciones, pozos de monitoreo, se determinó que la extracción de los derechos provisionales, más allá de las extracciones ilegales de aguas, generaba un perjuicio. Por ello se dejaron sin efecto alrededor de 400 a 500 derechos provisionales.


Sobre denuncias que el año 2008 recibió en su calidad de Director de la Dirección General de Aguas por supuestas irregularidades en la zona de Petorca y La Ligua, por el otorgamiento de derechos provisionales al señor Jünemann, mediante la ley del mono, aclaró que el artículo 4º transitorio de la ley Nº 20.017, que establece la posibilidad de regularizar pozos construidos hasta la fecha que indicaba esa ley, originalmente no hacía distingos entre la pequeña agricultura y los grandes agricultores.


Sobre el otorgamiento de derechos provisionales durante su gestión, indicó que éstos se entregaron prácticamente en todo el país. Ello porque antes de la modificación al Código de Aguas del año 2005 no se podía declarar de oficio el área de restricción, y se otorgaban derechos perpetuos. Esta reforma permitió otorgar derechos provisionales, sujetos a la formación de las comunidades de aguas subterráneas, que pueden monitorearse y dejarse sin efecto si se demuestra que están ocasionando perjuicio a terceros.


Sobre la determinación de los derechos de los acuíferos, explicó que el agua superficial en los ríos se mide a través de la instalación de un dispositivo denominado molinete, que determina exactamente cada litro de agua por segundo que pasa por un río. Pero el agua subterránea no se mide, sino que se modela, por una razón física. No se puede poner un instrumento y determinar el agua que está en el subsuelo. Para saber cuánta agua subterránea hay en un acuífero existen varios software. Uno de los más conocidos es el Modflow, que utiliza la USGS, el Servicio Geológico de Estados Unidos, al que puede accederse gratuitamente por Internet.


Básicamente, se hace un estudio de la superficie, se ve cuánta precipitación hay, cuántos derechos se han constituido y cuánta recarga existe por riego, para finalmente llegar a un cierto número de extracción sustentable, de manera que pueda bajar la capacidad del acuífero, pero llegado el tiempo pueda permanecer y extraerse permanentemente, pero como es un modelo y no una medición, existe un margen de error.


Se otorgan derechos definitivos de acuerdo con lo que el modelo da conservadoramente, es decir, 100 litros por segundo. Pero puede ser que el modelo esté equivocado, de manera que si había más agua, esos derechos provisionales están bien otorgados; si había menos agua y el modelo estaba en lo correcto, esos derechos provisionales se dejan sin efecto. 


Entonces, en todos los acuíferos del país, para operar bien con esos modelos y tomar buenas decisiones, en materia de mantención de los derechos provisionales, debería existir una red de monitoreo de aguas subterráneas que Chile no posee. 


La Dirección General de Aguas posee una red de trescientos o cuatrocientos a nivel nacional; no obstante, dicha red debiera tener a lo menos 20 mil pozos. 

Propuestas.

1.- Potenciar el rol de la Dirección General de Aguas, desde el punto de vista de la fiscalización, lo que conlleva aumento en su presupuesto.

2.- Crear una Superintendencia de Aguas que divida el rol fiscalizador del rol planificador.


3.- Que el Estado implemente una inversión mayor en embalses, revestimiento de los canales, eficiencia hídrica, educación de la población en términos de gestión sustentable y eficiente del recurso hídrico en las prácticas agrícolas, reutilización de las aguas y recarga artificial de acuíferos. 

21.- Alcalde de la Municipalidad de Llay Llay, don Mario Marillanca.


Sobre la escasez de agua de riego para la producción de las zonas agrícolas de la comuna, señaló que a principios del año 2010 los diez pozos que estaban en Llay Llay, se volcaban al río Aconcagua para que la tercera sección, que va desde Hijuelas hacia Quillota, La Calera y más abajo, pudiera ocuparlo para las labores de regadío, pero no fue la mejor decisión. Actualmente con la apertura de pozos se realiza un sistema de posta. El agua de los pozos de Llay Llay se arroja igualmente al río, pero está siendo ocupada por Esval para el consumo humano. Hacia abajo van a dejar liberada el agua del río Aconcagua para que eventualmente pueda ser ocupada por los agricultores de la tercera sección.


Extracción de áridos en la comuna de Llay Llay. Explicó que la municipalidad no cuenta con funcionarios para controlar la extracción de áridos y que se fiscaliza en base a las eventuales facturas que las mismas personas puedan declarar.


Precisó que cuando se construyó la ruta 60 CH, una empresa de Santiago tenía la autorización de la DOH y no podía sacar más de 100 mil metros cúbicos, porque si no, tenía que ingresar una declaración de impacto ambiental. Para evitar esto algunos empresarios de la comuna pidieron la autorización de la DOH para realizar extracciones las que transfirieron a esta empresa, para que explotara, recibían el pago y el municipio no recibía nada.

Explicó que hasta el año pasado la Dirección de Obras Hidráulica, DOH, entregaba un permiso a las empresas que presentaban un proyecto y, posteriormente, la Dirección de Obras entregaba un permiso. Luego de lo cual, se dictó una ordenanza que establece que previo acuerdo del concejo se otorga un permiso o una concesión para extraer áridos, sin que se pueda arrendar, ceder o prestar.

Manifestó su preocupación por la construcción de la Ruta 5 Norte, que involucra un costo de 70 millones de dólares y aproximadamente 300.000 metros cúbicos de áridos y por la construcción del tramo Manquehue, en la ruta 60 CH, que necesitará una cantidad similar de áridos. Ello impactará sobre manera el río Aconcagua.

Denunció que existiría una empresa de Santiago “Bicentenario”, que estaría solicitando la concesión de extracción de áridos de la comuna, contando con la autorización de la DOH para extraer 1.200.000 metros cúbicos de áridos del río y tendría en tramitación una declaración de impacto ambiental, según lo informado al concejo por la empresa. Reiteró que no cuentan con los elementos humanos, materiales ni técnicos para controlar ese tipo de extracciones.

Más aún existirían solicitudes de concesiones presentadas por parte de varias empresas para la futura obra de pavimentación.

Por otra parte, denunció que en su comuna Llay Llay hay dos grandes empresas que tienen parcelas a orillas del río y además Bienes Nacionales les entregó demasías. Como ha habido sequía, la ribera del río se ha ido agrandando y los han autorizado a llegar más cerca del río.

22.- Concejala de la Comuna de Llay Llay, señora Margarita Puebla.


Agregó que la declaración de impacto ambiental no permite la participación ciudadana. Por ello solicitó que se exija a la empresa Bicentenario un Estudio de Impacto Ambiental, por los efectos adversos significativos sobre la población y el curso natural del agua, además que implicará continuar con la depredación del río. La comuna de Llay Llay fue declarada zona saturada de material particulado y el enorme movimiento de extracción de áridos que se producirá con la obra descrita aumentará más la saturación.


23.- Concejal de la Comuna de Llay Llay, don Patricio Durán.


Precisó que la ordenanza Municipal que regula la extracción de áridos, no es suficiente para normar este tema, puesto que para realizar tal actividad se debe contar con informe favorable de la Dirección de Obras Hidráulicas y con un informe favorable del sistema de evaluación de impacto ambiental. Informe que generalmente consideran aspectos técnicos, sin analizar la realidad específica de cada lugar, como la de la localidad de Las Vegas, que ha tenido que sufrir el embate de la extracción de áridos por mucho tiempo, con rotura de caminos e inundaciones de terrenos, ya que no existen las condiciones mínimas para que el cauce pueda ir en forma normal.

Además, la Ordenanza presenta falencia, pues no estableció un límite máximo de extracción en metros cúbicos por año o durante la vida útil del proyecto, ello podría permitir que alguna empresa soliciten permisos para extraer 1.200.000 metros cúbicos en diez años, y eso equivale a 10 mil metros cúbicos por mes, lo que es una cantidad enorme.
Propuestas:

1.- Introducir una modificación en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente o en su reglamento, que restringa la autorización de extracción de áridos a un límite máximo de 100 mil metros cúbicos, en caso contrario debe someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental., a través de un estudio

2.- Se requiere una legislación que establezca que en estos procesos deben intervenir la Dirección de Obras Hidráulicas y los municipios. Y si los municipios rechazan, no se debería permitir la extracción de áridos.

El Diputado Pérez Lahsen sobre la solicitud de concesiones que estarían haciendo varias empresas para la futura obra de pavimentación, sugirió al Alcalde que liciten con todas las empresas exigiéndoles realizar estudio de impacto ambiental.

En efecto, el alcalde y su concejo pueden ordenar una licitación pública y concesionar durante 10 años la entrada del río sobre la base de estudios realizados por la DOH. Lo que hace la DOH, es determinar la capacidad de explotación que tiene un determinado río, lecho o cuenca y dado el volumen que la misma DOH está autorizando, que es el órgano técnico, el municipio debería exigir en las bases de licitación que toda empresa que participe en la licitación de una concesión debe acompañar un estudio de impacto ambiental, dado que superarán las 100 mil toneladas al año por un periodo de 10 años. 

24.- Junta de Vigilancia de la Tercera Sección del Río Cachapoal.


Sobre la extracción de áridos, señalaron que las Juntas de Vigilancia no son consultadas y no poseen información acerca de los permisos de extracción de áridos en su jurisdicción. En ocasiones la extracción de áridos interfiere con la seguridad de riego al modificar el cauce natural incluso dejando bocatomas colgadas, sin cumplir el objetivo que es la captación de aguas a ser ingresada a los canales de riego.


Afirmaron que los áridos que se requieren para la implementación del proyecto “Carretera de La Fruta”, en el sector del Valle de Quilicura, en la comuna de Las Cabras, serán extraídos de la Tercera Sección del Río Cachapoal, la construcción de este trazado afectará a pequeños y medianos agricultores. 

Propuestas:

1.- Modificar o estudiar alternativas de participación de las Juntas de Vigilancia en los estudios técnicos y permisos para la extracción de áridos al influir directamente en su función de velar por la distribución de las aguas de acuerdo a derecho.

2.- Fortalecer la articulación y trabajo conjunto entre la Dirección de Obras Hidráulicas que visa los proyectos de extracción y la Municipalidad quién otorga los permisos y las Juntas de Vigilancia que son las afectadas.


3.- Evaluar el impacto de la sumatoria de extracciones y no de cada solicitud por separado; además que las extracciones deben responder a un plan mayor para el mejor manejo tanto del río como de los canales que tienen derechos sobre él.

Extracción ilegal de aguas: Indicaron que formularon una denuncia a la que la Dirección General de Aguas respondió que “…por existir una Junta de Vigilancia legalmente constituida la DGA no tiene atribuciones para ordenar el cese de la extracción (Resolución DGA VI N° 98 del 2 de Febrero de 2011)”. Dicha resolución deja a las organizaciones de usuarios de aguas sin apoyo.
Propuestas:

1.- Fortalecer la relación de la Dirección General de Aguas y las Organizaciones de Usuarios de Aguas para que en conjunto fiscalicen y resuelvan oportunamente los conflictos que se generan tanto en el cauce natural como al interior de los canales. Ello contribuiría a la efectiva gestión del recurso hídrico pues la justicia ordinaria no contribuye adecuadamente a la resolución de los conflictos relacionados con los recursos hídricos, toda vez que de poco sirve que se cite a declarar o se dicte sentencia seis meses después de que se denunció a alguien por extraer ilegalmente aguas en plena temporada de riego. 

2.- Concretar la creación de los Tribunales de Aguas, que ponga fin a estos conflictos, ello permitirá al país avanzar para transformarse en potencia agroalimentaria.

25.- Regantes del Tramo I Río San Félix de la Cuenca del Río Huasco
.


a) Alcalde de Vallenar, don Cristián Tapia.

Indicó que el principal problema que afecta a la provincia del Huasco, es la intervención de la cuenca del río Huasco, que ha provocado una disminución considerable de agua en sus caudales, como la intervención de los glaciares. Lo anterior sumado al daño que la minera Barrick, con su proyecto Pascua Lama, ubicado en la Región de Atacama, estaría provocando en el caudal del río Huasco y en los glaciares que alimentan esta fuente de recurso hídrico.


La intervención ha implicado cierre de canales desde la bocatoma del embalse hacia abajo, por la poca cantidad de agua que está ingresando al embalse, lo que ha ido en desmedro de toda la comunidad, de los más de 72 mil habitantes de la provincia del Huasco.


b) Regante y director de la Junta de Vigilancia del Río Huasco, don Nicolás del Río. 

Sobre la fiscalización, señaló que se deben distinguir dos situaciones: una que funciona sobre la cota 1.500, 2.000 ó 3.000, que para ser fiscalizado requiere una constitución especial por parte de la compañía que está operando, por cuanto es imposible ingresar sin solicitar autorización, y otra, bajo dicha cota, a la que pertenecen la mayoría de las operaciones y los agricultores, que pueden ser fiscalizados en cualquier momento, sin previo aviso y sin tener derecho a ningún recurso para evadir las inspecciones.

En efecto, si un servicio público fiscalizador necesita ingresar a una compañía minera, debe pedir la solicitud con al menos 15 días de anticipación. Por lo tanto, deja de ser una fiscalización.

En relación con el agua, pasa exactamente lo mismo. La Dirección General de Aguas, para fiscalizar una extracción ilegal de aguas, en cualquier compañía minera que esté sobre los 1.500 ó 2.000 metros de altura, debe pedir autorización, tener una camioneta especial y un chofer que tenga los permisos para transitar en el lugar.

Denunció que como dirigentes, directores de la junta de Vigilancia o en su calidad de regantes, no tienen facultades para fiscalizar. 

Tal suerte de blindaje que entorpece el ingreso de los organismos de fiscalización, ha provocado que muchas explotaciones mineras decidan hacer extracciones y operaciones sobre una cota determinada de altura. 

Indicó que existe un protocolo de acuerdo firmado entre la compañía minera y la Junta de vigilancia, del que el Estado es garante, porque, gracias a ello, el estudio de impacto ambiental fue aprobado. Sin embargo, no se ha cumplido.

Algunos directores de la junta han intentado subir a inspeccionar los glaciares, ello significa que se concreta, tras un atraso de entre 15 y 25 días, en circunstancias que el protocolo establece que la compañía minera facilitará el acceso a la junta de vigilancia, a su personal o a quien ella disponga para fiscalizar.

c) Regante y concejal de la comuna de Alto del Carmen, don Gudelio Ramírez.

Sostuvo que el conflicto por la escasez hídrica comenzó con la instalación de las grandes transnacionales hace 10 ó 15 años. 

Indicó que hace unos días fue contaminado el río Huasco por el vaciamiento de elementos químicos, existiendo familias que toman agua del río. 

Precisó que una reflexión un poco más profunda, permite concluir que cuando se afecta un glaciar, aquel elemento que produce el agua, se está dañando y afectando en forma ilegal la formación de agua del río Huasco. Al afectar los glaciares, se está afectando los derechos que tienen los regantes río abajo.


d) Concejal de la Comuna de Vallenar y regante, don Jorge Pino.

Expresó que hay una gran cantidad de millones de pesos que año a año se llevan las mineras sin que ingrese algo a los fondos de las comunas. 


Hay documentos oficiales de la Dirección de Riego Regional, donde acusan a Pascua Lama de haber destruido los glaciares, no obstante, Televisión Nacional dice que los glaciares no se han tocado y Pascua Lama figura financiando programas educativos, incluso programas de los indígenas del norte, donde los ríos han sido destruidos y están secos. 


Asimismo manifestó su preocupación porque en la zona se está planeando la instalación de 4 o 5 proyectos mineros más. Agregó que con Pascua Lama por cada tonelada de mineral que se molerá se necesitan 2 metros cúbicos de agua y la mina producirá 70 u 80 mil toneladas de mineral diario, o sea se gastarán 160 mil metros cúbicos de agua, lo que provocará la sequía de todos los ríos del norte.


e) Integrante de la Comunidad de Regantes, Señora Cecilia Anacona.

Indicó que el río Huasco tiene varias subcuencas. Antes del embalse Santa Juana, se juntan los ríos El Carmen y El Tránsito y forman el río Huasco. Ese río abastece de agua a la provincia del Huasco, compuesta por cuatro comunas: Alto del Carmen, Vallenar, Freirina y Huasco. 


Desde la perspectiva de los regantes, la distribución de aguas se realiza en cuatro tramos.


Es un valle que se abastece con muy poca agua, un promedio de 30 milímetros anuales, que sólo en el año 1997, permitió llenar el embalse Santa Juana.


Este embalse tiene una capacidad de 166 millones de metros cúbicos y la administración del agua, se maneja de acuerdo con la cantidad que posea el embalse. 

Indicó que actualmente se encuentran en una situación de falla parcial respecto de la cantidad de agua. 


En noviembre del año 2010 el embalse Santa Juana tenía 90 millones de metros cúbicos y a fines del año 2011 tiene 75 millones de metros cúbicos.


El año pasado entró un caudal estimativo de 2,13 metros cúbicos por segundo, y actualmente está entrando, aproximadamente, 1 metro cúbico por segundo.


Lo anterior, está basado en los informes de la Junta de Vigilancia. La proyección para la temporada 2012 es que en abril tendría 50 millones de metros cúbicos, al comenzar el año de riego, lo que significa falla parcial, pero con 30 millones de metros cúbicos menos que el año 2010. 

Esto significa que la crisis de agua es grande, producto de una gran sequía, pero también de la intervención humana en la naciente de las aguas, especialmente en la alta cordillera, en que no existe supervisión a la explotación de los glaciares y a la intervención en el río, por lo que se presume que debido a las actividades de la minera, se está disminuyendo drásticamente el caudal.


Especificó que el protocolo al que se ha hecho alusión, señala que la Compañía Minera Nevada, financiará un programa para establecer las líneas base de calidad de agua de la cuenca del río Huasco. También garantiza a todo evento el libre acceso del personal de la junta a supervisar o monitorear glaciares y aguas.


Exhibió una fotografía en que se estarían dinamitando los glaciares, así como se observa las maquinarias pasando sobre éstos.


f) Regante del Tramo I Río San Félix y Concejal de la comuna de Alto del Carmen, don Osiel Cubillos.

Afirmó que la empresa Barrick ha mermado el caudal de agua, el que no cuenta con tranques naturales en la parte alta de la cordillera sino que se mantiene con los glaciares que hoy están siendo destruidos. 

g) Regante del río El Tránsito, representante del canal Gárate, primera sección y concejal comuna Alto del Carmen, don Iván Franulic.


Las operaciones de la empresa minera afectan la calidad del agua, llenando de polvo los glaciares, no obstante, el agua del río Huasco es la más limpia de la zona norte. 

Indicó que el déficit de agua, no está sólo en la sequía sino que también en la afectación los glaciares, que son los que entregan parte del agua en las cabeceras de las cuencas.


26.- El Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Golborne
.


Informó que el 18 de enero del año en curso, se ingresaron a la Cámara de Diputados y al Senado, dos proyectos de ley que tienen por objeto modificar el Código de Aguas y el Código Penal.


El primero, ingresado a la Cámara de Diputados, introduce modificaciones al marco normativo que rige a las aguas en materia de fiscalización y sanciones (boletín N° 8149-09) y, el segundo, es sobre perfeccionamiento de títulos de derechos de aprovechamiento de aguas, ingresado al Senado con el boletín N° 8150-09.


Por la primera iniciativa, se introducen modificaciones al marco regulatorio que rige a las aguas, con la finalidad de aumentar las sanciones por extracciones no autorizadas de aguas y, en general, por infracciones a la normativa vigente en esta materia; además, se fortalecen las potestades fiscalizadoras y sancionatorias de la Dirección General de Aguas, y se mejora la cantidad y calidad de la información sobre recursos hídricos y derechos de aprovechamiento de aguas.


Lo anterior, porque a pesar de la existencia de figuras penales específicas relacionadas con la extracción no autorizada de aguas, contenidas en los artículos 459 y 460 del Código Penal, y de los esfuerzos desplegados durante los últimos años por la autoridad para aumentar la fiscalización de dichas extracciones, estas medidas, en la forma que están establecidas actualmente, no han resultado eficaces en la reducción de este tipo de ilícitos.

 
Por otra parte, la sanción general establecida en el artículo 173 del Código de Aguas, para toda contravención a dicho cuerpo legal que no esté especialmente sancionada, consistente en una multa que no podrá exceder de 20 unidades tributarias mensuales que debido a su escaso monto, no tiene efecto disuasivo ni eficaz para prevenir infracciones a la normativa de aguas vigente. Conjuntamente, no existe una descripción de la hipótesis de conducta sancionada, por lo que se ha transformado en una norma inaplicable.


Si bien el Código de Aguas contempla algunas normas que permiten a la autoridad exigir de titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, organizaciones de usuarios, notarios públicos y conservadores de bienes raíces la entrega de información relacionada con extracciones de agua y transferencias o transmisiones de derechos de aprovechamiento de aguas, en materias como extracciones de aguas subterráneas, y transferencias o transmisiones de dominio de derechos de aprovechamiento de aguas, dichas normas han resultado insuficientes e ineficaces para la obtención de información sobre los recursos hídricos y derechos de aprovechamiento de aguas.


Es por ello, que esta iniciativa tiene como objetivos:


a) Aumentar la efectividad y cobertura de los tipos penales establecidos en los artículos 459 y 460, del Código Penal, relacionados con la extracción ilegal de aguas aumentando su máximo, de presidio menor de grado mínimo a grado mínimo a medio, es decir, de 61 días a 3 años. En el caso de delito agravado, artículo 460, que involucra actos de violencia asociados a este ilícito, a cualquiera de sus grados, es decir, de 61 días a 5 años.


b) Aumentar el monto de las multas, que actualmente oscilan en los rangos de 11 a 20 UTM, desde 20 a 500 UTM, y en el delito agravado del artículo 460, ya mencionado, aumenta el mínimo a 50 UTM y el máximo a 500 UTM.


c) Modificar el artículo 173 del Código de Aguas, que sanciona infracciones a la normativa que rige las aguas, de manera de hacerla más acorde con la realidad, incorporándole las hipótesis de hecho, los límites de las multas establecidas en él (de 10 a 1.000 UTM, de 20 a 1.000 UTM y de 600 a 5.000 UTM) y los criterios para la fijación de las mismas. 


d) Dotar a la Dirección General de Aguas de herramientas que le permitan recabar, en forma más efectiva, la información relacionada con recursos hídricos y derechos de aprovechamiento de aguas, de modo de favorecer una mejor planificación del recurso, una correcta asignación originaria de los derechos de aprovechamiento, y una adecuada operación y distribución de éstos. 

Ello permite evitar situaciones como aquellas en que tras un largo proceso judicial, aún se continúa extrayendo agua de manera ilegal sin que la DGA tenga la capacidad real de intervenir esta acción hasta la existencia de una sentencia judicial. Esto ha demorado, en promedio, más de dos años y durante ese período se continúa afectando la cuenca.


El segundo proyecto, ingresado a tramitación en el H. Senado, sobre perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas, tiene su fundamento en las dificultades asociadas al procedimiento existente para el perfeccionamiento de títulos, lo que ha llevado a que una gran cantidad de usuarios tengan títulos irregulares. En la actualidad, existen alrededor de 300.000 usuarios a nivel nacional que poseen derechos de aprovechamiento de aguas sin regularizar.


Como una forma de facilitar esto, se propone un cambio legal, donde las organizaciones de usuarios, actuando a través de sus directorios y previo acuerdo de una junta general extraordinaria convocada al efecto, podrán representar a los usuarios en la tramitación del perfeccionamiento de sus títulos de derechos de aguas, de forma conjunta y simultánea.


Esta modificación hará más expedito y cohesionado el procedimiento de perfeccionamiento, facultando al Directorio de las organizaciones de usuarios, previo acuerdo de una junta general extraordinaria convocada al efecto, a representar a sus miembros ante el Tribunal correspondiente o ante la Dirección General de Aguas en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos.


Lo anterior implicará que el el procedimiento para perfeccionar los derechos de aprovechamiento de aguas, serán tramitados en conjunto por las organizaciones de usuarios. Con ello los usuarios pagarán un costo menor por el trámite, lo que, es un gran beneficio, especialmente para los medianos y pequeños agricultores, quienes representan el 80 por ciento de los derechos de agua del sector agrícola.


Además, ello conllevará a la agilización de los procesos, tanto por la mayor disponibilidad de información como por el menor número de casos, gracias a la tramitación de derechos en conjunto, y el pronto registro en el Catastro Público de Aguas. 


Asimismo, facilitará el desarrollo de proyectos de Energía Renovable no Convencionales, a través de mini centrales de generación hidroeléctricas, en los que participen regantes. 


Actualmente, cada usuario, por separado, debe realizar el procedimiento, debiendo gastar tiempo y dinero en este trámite, ya que no obstante tramitarse como juicio sumario, los hechos han demostrado que tienen un largo procedimiento y resultados muy distintos, aún entre usuarios de una misma organización. 


En términos específicos, se modifica los artículos 241 y 274 del Código de Aguas, incorporando los nuevos numerales 23 y 9, respectivamente, otorgándoles al directorio de la junta de vigilancia y residualmente al directorio de las comunidades de aguas, la facultad de representar a los titulares de derechos sometidos a su control en el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en que consten sus derechos de aprovechamiento de aguas, previo acuerdo de dos tercios de los votos en junta extraordinaria convocada al efecto. 


En relación con la Dirección de Obras Hidráulicas, se encuentran trabajando activamente en una indicación sustitutiva al proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales (boletín Nº 6.252-09), para lograr ampliar la cobertura de estos servicios a zonas semiconcentradas o dispersas, propender al saneamiento de las aguas servidas en zonas rurales, facilitar la regularización de la propiedad de los activos que componen los sistemas, entre otros. 


Los Diputados coincidieron en que el problema es que se han otorgado derechos de aguas sobre un caudal que, en la práctica, es inferior al que aparece en las resoluciones de la Dirección General de Aguas y en los registros de aguas de los conservadores de bienes raíces. 

Sugirieron soluciones como, la factibilidad de construir la carretera del agua que permita llevar agua de sur a norte, agrandar el embalse los Aromos para ayudar a las provincias de Quillota y Marga-Marga en la crisis por falta de recursos hídricos, infiltración de napas, construcción de embalses e inversiones en regadío, entre otras.


El señor Ministro, aaclaró que no se han otorgado derechos permanentes en cuencas agotadas, pues ello está prohibido; si se han otorgado derechos eventuales que no debiesen tener ninguna influencia sobre los regantes. Explicó que como Ministerio no tienen facultad para inhibir que se presenten solicitudes de aprovechamiento de aguas, pero ciertamente la Dirección General de Aguas no debe otorgar solicitudes de ese tipo, una vez analizados los méritos de la misma. Resaltó la importancia de que los ciudadanos sean capaces de diferenciar entre la solicitud y el otorgamiento de derechos de aguas. 

Destacó que existen problemas serios y profundos en materia de aguas, que tienen relación con la propiedad del agua y con los derechos otorgados en exceso, como en la región de Atacama, en la zona de Copiapó, donde hay derechos otorgados por cinco veces la cantidad de recurso hídrico disponible en la cuenca.


Ante una consulta por el procedimiento al que se somete el Estado cuando es el solicitante de una extracción de áridos, contestó que cuando el Fisco, directamente o a través de una empresa privada contratada por el MOP, es el solicitante, debe hacerlo a través de la Dirección de Vialidad y se subordina a la ley Nº 11.402, debiendo solicitar los correspondientes permisos municipales, incluida la revisión técnica de la Dirección de Obras Hidráulicas, como un ente aparte. Si la cantidad de áridos que va a extraer es superior a los límites establecidos, debe hacer estudios de impacto ambiental. Es decir, el tratamiento es exactamente igual al que existe para cualquier ente privado, donde el organismo regulador es la municipalidad.

 
En otro ámbito, precisó que frente a la crisis de agua, como Ministerio se adoptaron medidas anticipadas, como la intervención del río Aconcagua. 

 
En cuanto a la infiltración de aguas, precisó que tiene dos variantes importantes. En primer lugar, el derecho de propiedad, es decir, a quién pertenecen las aguas que se están infiltrando y cómo se distribuyen. 


Esta infiltración se basa en utilizar aguas subterráneas, usándolas como reservorios de aguas superficiales que se inyectan a embalses naturales. Por tanto, se debe determinar quién es el dueño de esas aguas subterráneas. Lo segundo tiene una connotación desde el punto de vista medioambiental, pues se debe inyectar agua a las napas subterráneas sin contaminar un acuífero, un embalse o un caudal de un río. 


En este tema, apuntó, la Dirección de Obras Hidráulicas tiene previsto un plan piloto de infiltración, a través de piscinas de decantación, de verdaderos sondajes que llegan a las napas subterráneas, estudios que determinan cuáles son las capacidades y el plan que se 
desarrollará en la cuenca del Aconcagua. Reconoció que la infiltración tiene ciertas complejidades, pero es una forma de aumentar la capacidad de almacenamiento en aquellas cuencas que lo permiten.


Distinta es la situación en zonas donde no hay disponibilidad de agua. Un ejemplo son las zonas del norte, ya que en Petorca, Cabildo y La Ligua las cuencas dependen de la hidrología. O sea, se rellenan con las lluvias, pero si no llueve, no hay agua. No se nutren de deshielos. 


La situación en Copiapó es compleja y no se resuelve aunque llueva, porque hay agotamiento del recurso hídrico, y las cuencas están secas. Es ahí donde surge la idea de transportar agua para generar nuevas fuentes de agua, que es distinta a los embalsamientos, que utilizan agua existente y la guardan, pero donde no hay agua, no se puede guardar. Por ello, se requiere crear incentivos a la generación de nuevas fuentes de agua, y básicamente son tres. 


Primero, a través de canales, porque gastar 1.500 millones de dólares para 80.000 hectáreas, significa 20.000 dólares por hectárea, lo que no es rentable ni social ni económicamente. Las zonas que tienen escasez hídrica poseen distancias enormes entre una y otra, por lo tanto, llevar agua de otras cuencas es difícil, además de que en general ya cuentan con derechos otorgados. 

La segunda iniciativa, consiste en llevar agua por canales, la que cae por gravedad, si se captan aguas en la alta cordillera en un cauce con recurso hidrológico y se transporta al valle de Copiapó, por ejemplo, sería beneficioso, pero habrá que considerar que respecto de éstas también hay derechos de aprovechamiento constituidos. 

Otra alternativa es tomar agua del punto de salinización y transportarla a las cuencas con déficit. No obstante, se requiere mucha energía para impulsar el agua 1.200 kilómetros a nivel del mar y luego transportarla a su destino.

En cuanto a la capacidad de almacenamiento, sostuvo que construir un embalse es muy complejo ya que requiere mover líneas de ferrocarril, torres de alta tensión y trasladar a familias asentadas. 

Comentó que se está estudiando construir un proyecto alternativo a Puntilla del Viento, menos ambicioso; que se encuentra en construcción el embalse Chacrillas, en la Quinta Región; que se iniciará la construcción del embalse Valle Hermoso, en la Cuarta Región, y que el embalse Punilla, en la Región del Maule, involucra una inversión de alrededor de 450 millones de dólares, y se piensa hacer a través de un sistema de concesiones. 

Respecto a la Comisión Nacional de Riego, indicó que existe la posibilidad de desarrollar un programa de alrededor de 1.000 millones de metros cúbicos en capacidad de almacenamiento para Chile en los próximos diez años. 

Actualmente existe una capacidad aproximada de 4.100 millones de metros cúbicos con los embalses que están en construcción, Ancoa, El Bato, recientemente inaugurado, pudiendo llegarse a 4.250 millones de metros cúbicos. 

En materia de utilización de agua de mar para empresas mineras, el sector minero está ocupando tecnologías distintas para colaborar especialmente en zonas críticas en materia de disponibilidad de agua y generar nuevas fuentes, es el caso de Minera Esperanza que utiliza directamente agua de mar en su proceso productivo. En la Tercera Región, Candelaria, tiene una planta de 500 litros por segundo, que está en construcción en la zona de Caldera, para suministrar agua a su proceso. 

Reconoció que la modernización de la inscripción de los registros de aguas es una materia que está pendiente. 

Indicó que la bonificación y tecnificación de riego, es una materia que no compete al Ministerio de Obras Públicas, porque no administra ni determina los criterios para bonificar la tecnificación de riego, aún cuando es imprescindible la eficiencia en el uso de los recursos hídricos. Agregó que a través de la Comisión Nacional de Riego y de INDAP se está colaborando a los agricultores para tecnificar su consumo de agua. 

La carretera hídrica es una idea más de la generación de estas fuentes hídricas para zonas que tienen escasez, pero por sus altos costos es compleja.

Sobre el embalse Los Aromos, señaló que se está impulsando, se espera partir en el 2013 para terminarlo en el año 2015. 

El embalse Puntilla del Viento, es un proyecto complejo porque tiene tremendo impacto social y económico y generará conflictos. Aclaró que el periodo de concreción no es menor a diez años para un proyecto de embalse desde su etapa de diseño, ingeniería, construcción, implementación, por lo que no se puede hablar de soluciones de corto plazo.

Ante una consulta, aclaró que un proyecto de cualquier naturaleza en su evaluación de impacto ambiental debe considerar todas las implicancias en esta materia. Una evaluación ambiental de cualquier proyecto debe hacerse cargo del tema del agua en cualquier región. No obstante, muchos de estos proyectos tienen derechos de agua, lo que deriva al problema original de cuencas sobre otorgadas de derechos de agua. 

Reiteró que hay otorgados cinco veces más derechos, y que si una empresa los compra, tendrá legalmente el derecho de utilizar esa agua, aún cuando no exista agua. O bien si tiene pozos, podrá tomar el agua, pero en la práctica restringe a otros que también tienen derechos, pero como existen más derechos otorgados que la cantidad real de agua, se origina el conflicto. 


27.- Director General de Aguas, señor Matías Desmadryl
.


Indicó que de la cantidad de fiscalizadores con que se contaba en el año 2010 versus los que existen actualmente, se colige que se han incrementan considerablemente los recursos destinado a esta labor. Asimismo, se han aumentado los recursos destinados a los profesionales, tanto a contrata como de planta a nivel central, lo que ha permitido aumentar la tramitación y la gestión de las denuncias que se presentan en materia de robo, de usurpación o existencia de obras irregulares, así como en materia de fiscalizaciones selectivas o proactivas. 

Analizando los montos destinados a fiscalizaciones desde el 2005 hasta el 2012, se concluye un aumento considerable respecto del año 2009, donde se duplicaron los recursos. El año recién pasado se destinaron importantes recursos al Plan de Control de Extracciones, que tiene por objeto la instalación de un caudalímetro en cada uno de los pozos correspondiente a derechos de aguas subterráneas. 

En materia de obras, el año 2010, se gastaron 158 millones de pesos en catastro e inspección de obras -motivado principalmente por todos los daños provocados a raíz del terremoto- de muchos tranques irregulares que no contaban con los permisos de Obras Hidráulicas ni de la Dirección General de Aguas.


Entre otros aspectos relevantes, destacó el apoyo a las organizaciones de usuarios. El año pasado se contó con recursos por sobre los 500 millones de pesos para enfrentar la escasez hídrica, y este año cercano a los 400 millones de pesos. 

En cuanto a la extracción ilegal de aguas en los ríos del país y los antecedentes de las fiscalizaciones, señaló que las denuncias han alcanzado a 61,3 por ciento que representa las denuncias del total de expedientes de fiscalización; 38,7 por ciento son las inspecciones o investigaciones que proactivamente la Dirección General de Aguas desarrolla. De ese total de expedientes de fiscalización 82,2 por ciento se encuentran resueltos y 17,8 por ciento pendientes. De los resueltos, 53,7 por ciento son casos están cerrados por faltar antecedentes que constaten faltas de infracción a la normativa y 25,6 por ciento derivados a los tribunales ordinarios de justicia, básicamente para aplicación de multas. Finalmente, 7,6 por ciento son enviados al Ministerio Público por la existencia de antecedentes que pueden significar la perpetración del delito de usurpación de aguas. 
 
Sobre las fiscalizaciones desarrolladas, precisó que desde el año 2008 se han incrementado, así como las inspecciones que también han aumentado, y la recepción de denuncias, a pesar de que éstas se han mantenido relativamente estables. 

En cuanto a las inspecciones, señaló que aumentaron en forma importante, llegando a 388, lo cual representa un incremento del 135 por ciento, lo que obedece al plan de fortalecimiento que es un eje estratégico de la gestión que está desarrollando la Dirección General de Aguas. En efecto, las inspecciones programadas e inspecciones por denuncias, a nivel nacional, por primera vez, han superado los mil expedientes de fiscalización, lo que representa un aumento del 46 por ciento respecto del año anterior. Además, siete de cada diez casos se han resueltos en un plazo inferior a 30 días y ocho dentro del mismo año. 

En materia de tecnología, explicó que se han utilizado mecanismos nuevos como el uso de los aviones no tripulados para obtención de imágenes de alta resolución, que ha permitido obtener, órdenes de paralización de cinco o seis faenas de extracción ilegal de áridos en la cuenca del río Aconcagua. Asimismo, resaltó el uso de la teledetección aeroespacial que ha permitido ver la instalación de infraestructuras subterráneas, así como también flujos de aguas subterráneos, lo que motivó un plan especial que ha significado derivar muchos de estos antecedentes al Ministerio Público por el delito de usurpación de aguas, que a simple vista es imposible detectar en una visita a terreno.

Señaló que en la Pampa del Tamarugal, después de varios años de trabajo por parte de la DGA, se obtuvo una orden de desinstalación de pozos que no contaban con derechos de aprovechamiento de aguas. En octubre del año pasado la Corte Suprema validó y resolvió acoger una demanda por daño ambiental. El mismo caso de extracciones ilegales de aguas se detectó en el acuífero del Tamarugal. Así se puso fin a una extracción que durante mucho tiempo fue deteriorando y disminuyendo los niveles de agua. A raíz del fallo, se cegaron muchos pozos, lo que motivó que la empresa adquiriera los derechos necesarios para regularizar la situación, en otros casos se han mantenido cerrados. 

En el caso de la provincia de Aconcagua el impacto principal está dado por la intervención del río Aconcagua y el control de cada una de las bocatomas, particularmente, la segunda sección que no ha permitido obtener el cumplimiento efectivo de un acuerdo de distribución de aguas en beneficio, de los usuarios de la tercera sección, que contempla a pequeños y medianos agricultores. Además, de esto hay un trabajo intenso en materia de fiscalización en las cuencas de La Ligua y Petorca, donde se utilizó la tecnología de teledetección. En 2012 ya se han recibido 35 denuncias y se han iniciado 31 inspecciones. 

En la Región de La Araucanía, se ha desarrollado un estudio por más de 700 millones de pesos, con el objeto de tener claridad sobre la disponibilidad de agua. 

Sobre la fiscalización, explicó que se enfocó en los trabajos que derivaron del terremoto, como la destrucción de embalses y que la apertura, y en algunos otros casos cierre de cuencas, se efectúa de acuerdo con estudios técnicos. 

Indicó que las declaraciones de agotamiento son respecto de aguas superficiales y las restricciones de acuíferos y prohibiciones de acuíferos responden a limitación de la constitución de derechos de aguas subterráneas. Aclaró que el artículo 282 del Código de Aguas, establece el procedimiento de declaración de agotamiento de una fuente de agua superficial, en virtud de una solicitud de una junta de vigilancia. 

Coincidió en la importancia de distinguir entre solicitudes y otorgamiento, especialmente porque algunas se presentan sobre sectores como La Ligua-Petorca, en que no hay ninguna posibilidad de constitución de un nuevo derecho. Por ello, parte del proceso de modernización implica subir toda la información y ponerla a disposición de la ciudadanía, de manera de que haya absoluta disposición de los antecedentes para todos los usuarios que puedan conocer si se puede o no constituir derechos. 

Indicó que Chile tiene en 4 mil metros de longitud, más de 1.500 cuencas, de ahí que la casuística sea inagotable, no obstante existe preocupación del Gobierno para evitar situaciones de sobre otorgamiento de derechos de agua. Por eso los criterios actuales para el otorgamiento de derechos de aguas subterráneas son altamente restrictivos. Por lo tanto, tratándose de solicitudes que ingresen a la Dirección General de Aguas, exista o no oposiciones de terceros, se revisan con extremo cuidado, sobre todo en regiones que tienen escasez hídrica. 

 En la actualidad el proceso de modernización de la Dirección General de Aguas parte por levantar información y digitalizarla a partir del año 1960 a la fecha. Existen alrededor de 142 conservadores a lo largo del país que dan curso a transferencias, a transmisiones de dominio o de derecho. Todo ello da origen a una información, además de los estudios, y eso es parte del proyecto que se inició el año pasado en lo que se refiere a la delimitación de los sectores hidrológicos y también la información de los ríos del país. 

 En el caso de La Ligua-Petorca a partir de este año hay un proyecto específico que consiste en formar las comunidades de aguas subterráneas, para permitir recibir denuncias, gestionar adecuadamente el recurso y una serie de otras gestiones muy relevantes. 

Sobre la infiltración artificial de acuíferos, preciso que el reglamento de aguas subterráneas contiene un capítulo especial sobre esta materia, lo que tiene por objeto impulsar este tipo de proyectos. 

28.- La Directora de Obras Hidráulicas, señora Mariana Concha.


Apuntó que la Dirección de Obras Hidraúlicas (DOH), de acuerdo a la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, sólo cuenta con atribuciones de supervigilancia en la extracción de áridos de cauces naturales. 

Por otra parte, la Ley de Presupuestos no contempla recursos para fiscalización. Por lo tanto, estas actividades de supervigilancia en cauces y de apoyo a fiscalizaciones ambientales del Servicio de Evaluación Ambiental se ejecutan con recursos generales del Servicio.

Se ha estimado en la DOH que el gasto para supervigilancia y apoyo a fiscalizaciones ambientales es del orden de 23 millones de pesos al año, suma muy escuálida porque si bien la Dirección de Obras Hidráulicas tiene un presupuesto importante en inversión, tiene un presupuesto bastante acotado en recursos para contratación de estudios o de recursos humanos. 

Indicó que realizan aproximadamente un total de 88 visitas por año, no obstante, en el área de cauces trabajan 12 personas aglutinados en la unidad del Departamento de Obras Fluviales y un promedio de tres profesionales por región que replican esta función en cada una de ellas.

Estos profesionales cumplen con diversas funciones: inspección fiscal de los estudios, diseños y obras de conservación de cauces, es decir, todo lo que involucra obras de protección y de encauzamiento de ríos y de quebradas para evitar desbordes y permitir el flujo adecuado de los caudales y detritos que se producen cuando hay lluvias intensas.

Adicionalmente, se revisan proyectos de puentes, modificaciones de cauces, fijación de deslindes y extracciones de áridos y se supervisa la ejecución. 
 
Sobre la extracción indiscriminada de áridos en los cauces de los ríos: Indicó que los cauces naturales son bienes nacionales de uso público, bajo administración municipal. El municipio cobra derechos por la extracción de áridos y debe fiscalizarlas. Por otra parte la ley Orgánica del MOP, en su artículo 14 letra i), señala que los proyectos de extracción de áridos son autorizados por el municipio correspondiente, previa visación técnica o informe de la DOH. Asimismo, le entrega atribuciones en cuanto a la supervigilancia, reglamentación y determinación de zonas prohibidas en la extracción de áridos de cauces naturales. 

Afirmó que los municipios alimentan el funcionamiento del sistema, con las solicitudes de permisos de extracción de áridos y, en función de esas solicitudes, se evalúa técnicamente y se establecen condiciones, referidas por una parte, a aspectos técnicos que limitan las obras y la temporalidad de las extracciones de esas obras y también exigencias que tienen que ver con el cumplimiento de la ley N° 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente.

Ambas condicionantes se entiende que forman parte del proyecto aprobado y, por lo tanto, el municipio debe fiscalizar el cumplimiento de éste y de todas las indicaciones que se hagan.

Los proyectos de extracción deben ingresar, además de la Dirección de Obras Hidráulicas, al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, cuando exista “defensa o alteración de un cuerpo o curso de aguas terrestres, tal que se movilice una cantidad igual o superior a cincuenta mil metros cúbicos de material (50.000 m³), tratándose de las regiones I a IV, o cien mil metros cúbicos (100.000 m³), tratándose de las regiones V a XII, incluida la Región Metropolitana”. El efectivo ingreso al sistema también debe ser fiscalizado por el municipio.

Explicó que la DOH, además de la supervigilancia que realiza asociada a sus labores habituales, recibe denuncias por extracción irregulares de áridos en cauces, o bien que afectan a terceros, las cuales son presentadas por autoridades, particulares y otros organismos.

 El procedimiento consiste en visitar el sector y evaluar si la extracción está asociada a un proyecto visado técnicamente por este servicio y cumple con éste. 


Si no se cuenta con autorización o incumplimiento del proyecto técnico, se efectúa una denuncia a la DGA y al municipio respectivo.
 
Casos específicos en cauces de la Región de Valparaíso:


Río La Ligua – Sector Valle Hermoso: Se envió oficio el 15/12 de 2011 relacionado con la situación planteada por los representantes de la población Rocco de Valle Hermoso, Comuna de la Ligua, relativa a extracciones autorizadas de áridos en el sector, antecedentes que, señaló, están siendo analizados.

Río Aconcagua - Sector Santa María: Con fecha 31 de mayo de 2011, la Contraloría General de la República, ante la presentación de la “Corporación Privada del desarrollo de la comuna de Panquehue” y de la “Confederación del Río Aconcagua”, por extracciones de áridos en la Comuna de Santa María que supera los 100.000 metros cúbicos, sin previa autorización ambiental, en sus conclusiones señaló que le compete a las municipalidades exigir el cumplimiento de las exigencias ambientales, previo a la autorización de extracción. Asimismo señaló que “no se advierte una actuación irregular de funcionarios de la DOH del MOP que visaron determinadas extracciones de áridos en la comuna de Santa María, Región de Valparaíso, que pueda dar lugar a responsabilidades administrativas, por lo que cabe desestimar la petición del recurrente”.

Río Aconcagua, Sector Llay Llay.

El municipio de Llay Llay remitió a la DOH Región de Valparaíso, mediante Ord. N° 533 de 18/10/2011 el proyecto de la empresa Bicentenario S.A. para su revisión.

Mediante Ord., de la DOH Regional N° 01349, del 02/11/2011. Otorgó la visación técnica, condicionada al cumplimiento del proyecto y 15 exigencias complementarias.

Adicionalmente, la duración del proyecto, quedó condicionada a un informe favorable del Sistema de Evaluación Ambiental. 

Por otra parte, la DGA tiene competencia en materias de fiscalización ante modificaciones de cauces, de acuerdo al Código de Aguas y ésa es su única participación en el tema de extracción de áridos.
IV. VISITA INSPECTIVA A LAS COMUNAS DE PETORCA, LA LIGUA Y CABILDO.

Con fecha 24 de noviembre del año 2011, la Comisión Investigadora, realizó una visita en terreno a las comunas referidas, que incluyó diversos sectores del Valle de Longotoma, aledaños a la ribera de los ríos Petorca y La Ligua. Entre los lugares inspeccionados se recorrió el sector de Santa Julia, el estero Los Ángeles, el canal Larena, y propiedades particulares de las localidades de San Lorenzo, La Ligua, Petorca y Valle Hermoso.

En cada punto, los lugareños y representantes de Modatima trataron de evidenciar lo que estimaron acciones ilegales de extracción de agua y áridos por parte de empresas y productores agrícolas. Las situaciones fueron consultadas con la Dirección General de Aguas, generando pequeños debates entre las distintas partes.

En el Canal Larena precisaron que el año 1999 la empresa TRIBASA comenzó la extracción de áridos aguas arriba, sumado a que los drenes ilegales mermaron el agua del río, afectando las plantaciones de claveles, limones y papas. 


En el sector de los Romeros de Longotoma, se observó predio del señor Alberto Piwonka y se indicó la existencia de drenes. Representantes de Modatima cuestionaron que la Dirección General de Aguas haya entregado permisos provisorios de agua a algunos productores, pese a que los ríos Petorca y La Ligua están declarados en restricción, sostuvieron que “Los acuíferos están sobre explotados. Desde 1997 y 2004 la DGA ha entregado más de 200 mil litros por segundo en cuencas que están declaradas con restricción. La pregunta es por qué no se revocan los derechos provisorios para meter agua a los canales”.

Cuestionaron la autorización del uso del recurso hídrico en terrenos que no son aptos, como los cerros aledaños, para sustentar plantaciones de grandes productores, mientras que el valle se encuentra completamente seco y la población ya no tiene agua ni para beber.

El Director Regional de la Dirección de Aguas de Valparaíso, señor Nicolás Ureta explicó que, una vez declarada la restricción, la ley permite constituir derechos de carácter provisional, los cuales tienen una duración de cinco años, y que si en ese tiempo no se constata perjuicio para otros derechos ya constituidos pasan a ser permanentes.

Sostuvo que la Dirección posee pozos de medición del acuífero que se van monitoreando constantemente y que, cuando se constata que hay una tendencia a la baja del acuífero o que puede afectar su sustentabilidad, es posible reducir prudencialmente esos derechos o caducarlos.


Indicó que el proceso requiere de antecedentes técnicos que justifiquen la medida y que deben ser realizados como tendencia, es decir, en más de una temporada. Además, recalcó que la entidad efectúa las inspecciones requeridas conforme al personal disponible.

Aclaró que un estudio preliminar de teledetección, detectó 65 posibles drenes, ha sido la base de un proceso de fiscalización aún en marcha. Acotó que se han inspeccionado 33 drenes, de los cuales tres han pasado a un proceso de investigación.

A las afueras de predio del señor Jünneman Gazmuri, se denunció que sus obras fueron financiadas por Comisión Nacional de Riego, lo que sería una ilegalidad pues es un microembalse privado y no comunitario. Se le habría entregado derechos provisionales, irregularmente pues afectan derechos de terceros. Se habrían otorgado 50 permisos de captación a un solo agricultor. Además de haber obtenido la regularización mediante la ley del mono.

Por otro lado se cuestionó que la DGA haya permitido que en esta zona existan pozos que extraigan hasta 8 litros por segundo, cuando la autorización es de sólo 2 litros por segundo. Además, refutó que hayan drenes, de hasta 400 ó 500 metros de largo, que atraviesan el río y terrenos estatales, que no han sido fiscalizados aún por la Dirección General de Aguas.

Se visitó la entrada al Fundo el Guindo, de Agrícola el Condor Ltda., reiterándose la consulta al Director Regional de Aguas, presente, sobre el término de los derechos provisionales, quien contestó que para dictar esa resolución se requiere contar con estudios técnicos y datos que corroboren el perjuicio a terceros.

Finalmente en el sector Valle Hermoso, se denunció el traslado del torrente del río La Ligua. Los comuneros se refirieron a los impactos por la extracción de áridos, casi indiscriminada y realizada en parcelas cuyos propietarios no autorizaron a la empresa Constructora Tricam, de propiedad del señor Alberto Piwonka Zañartu, que vendió tales áridos al Ministerio de Obras Públicas.


Al concluir los parlamentarios presentes
 sostuvieron que la visita sirvió para apreciar la realidad de catástrofe evidente y que lleva a plantearse la necesidad de impulsar una reforma constitucional que garantice al agua como un bien de uso público y no privado.
V. OFICIOS DESPACHADOS Y RESPUESTAS RECIBIDAS.

1. Oficio N° 5 dirigido al Ministro de Obras Públicas por medio del cual solicita fotografías e imágenes Digitales zona Petorca.


Oficio N° 2095 de la Subsecretaría de Obras Públicas mediante el cual adjunta oficio 
N° 535 del Director General de Aguas en el que remite CD con fotografías e imágenes satelitales de los ríos Petorca y La Ligua.

2. Oficio N° 6 dirigido al Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego (CNR) individualización destinatarios de subsidios riego

No se dio respuesta.

3. Oficios N°s 8, 9 y 10 al Ministro de Obras Públicas, al Ministro de Agricultura y al Director General de la Dirección General de Aguas, solicitando considerar el traspaso de la administración del embalse La Paloma a los regantes.

Oficio N° 228 de la Subsecretaría de Obras Públicas, que incluye oficio 6269 de la Directora Nacional de Obras Hidráulica, se informa que el estudio de factibilidad de traspaso de la administración del embalse La Paloma a los regantes que suministran el recurso hídrico a dicho embalse, es de competencia de la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas. Asimismo, informa que dicho traspaso está programado para el período 2014-2018.

4. Oficios N° 11 y 12, al Ministro de Agricultura y al Director General de Aguas solicitando antecedentes sobre la capacidad hídrica río Huatulame en la región de Coquimbo.

Oficio N° 2613 de la Subsecretaría de Obras Públicas por medio del cual remite minuta sobre la capacidad hídrica del río Huatulame la que, en definitiva, depende de la ocurrencia de precipitaciones que condicionan el volumen de los recursos hídricos del Sistema Paloma. 

5. Oficio N° 12 dirigido al en el cual solicita información acerca de la capacidad hídrica río Huatulame en la región de Coquimbo.

6. Oficio N° 13 a la Directora de la Biblioteca del Congreso Nacional por medio del cual solicita una evaluación de los antecedentes aportados por la Junta de Vigilancia río Cogotí, en relación a la distribución y utilización de las aguas de ese acuífero.

En resumen, se informa por parte de la Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca, lo siguiente: “En el caso de la situación particular de las Juntas de Vigilancia de los Ríos Cogotí y Huatulame, ubicados en la Región de Coquimbo, esta última formuló una denuncia en contra de la primera por cuanto no se encontraría cumpliendo con la tributación de las aguas, equivalentes a 53 horas 50 minutos semanales, que desde el río Cogotí debía hacerse al Huatulame. Dicha infracción fue constatada por la Dirección General de Aguas la que instruyó que se debían tomar las medidas necesarias para solucionar dicha situación.”.

7. Oficio N° 16 dirigido al Director General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas en el cual solicita la intervención río Aconcagua.

Oficio N° 2936 de la Subsecretaría de Obras Públicas por el cual señala que se ha desarrollado un plan de acción por parte de la DGA en conjunto con el Gobierno Regional para enfrentar la situación hídrica del valle del río Aconcagua que contempla la operación de pozos de la Dirección de Obras Hidráulicas para aumentar el caudal y un acuerdo con los regantes para la administración correcta de los recursos hídricos disponibles.

8. Oficio N° 17 a la Directora de la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas en el que requiere acelerar los trámites constitución de las Juntas Vigilancia de los ríos La Ligua y Petorca.

Oficio N° 763 de la Subsecretaria de Obras Públicas por medio del cual señala que la constitución de Juntas de Vigilancia y su tramitación es de exclusiva iniciativa de los regantes, de acuerdo a lo establecido en el Código de Aguas.

9. Oficio N° 18 al Ministro del Interior por medio del cual pide declarar zona catástrofe agrícola a la provincia Petorca.

Contestado otra instancia

10. Oficio N° 20 al Director Regional del Servicio de Impuestos Internos de la Región de Valparaíso en el cual solicita antecedentes sobre la situación tributaria de empresas extractoras de áridos en la Región.

Oficio N° 160 de la Directora Regional del Servicio de Impuestos Internos en el cual expresa que no se podrá acceder a los solicitado debido a que no se han indicado los roles únicos tributarios de las citadas sociedades.

11. Oficio N° 21 al Director de Obras Hidráulicas de la Región de Valparaíso solicitando antecedentes sobre empresas extractoras de áridos y permisos o decretos otorgados para proyectos de extracción de áridos en el sector las Vegas, comuna de Llay Llay, Región de Valparaíso.

Oficio N° 446 de la Subsecretaría de Obras Públicas por el que informa sobre la extracción de áridos en la Comuna de Llay Llay, Incluye tabla con el detalle por empresa y su situación.

12. Oficio N° 22 al Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente de la Región de Valparaíso respecto de los daños que podría ocasionar una extracción indiscriminada de áridos en las riberas del río Aconcagua.

Oficio N° 425 del Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente de la Región de Valparaíso por medio del cual manifiesta que se ha procedido a constituir la mesa técnica conformada por los Seremis del Ministerio de Obras Públicas y de Medio Ambiente, las direcciones regionales de la DGA, SAG y CONAF para abordar la extracción de áridos en la Región.

13. Oficio N° 23 al Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Región de Valparaíso requiriendo antecedentes acerca de la cantidad de metros cúbicos de áridos utilizados en la construcción de la ruta 60 CH, sector Llay Llay - Catemu, así como de las empresas proveedoras de dicho material.

Oficio N° 446 de la Subsecretaría de Obras Públicas por el que informa sobre la extracción de áridos en la Comuna de Llay Llay. Se incluye una tabla con el detalle por empresa y su situación. No se proporcionan antecedentes sobre las cantidades de metros cúbicos de áridos utilizados en la construcción de dicha carretera.

14. Oficio N° 24 al Alcalde de la Municipalidad de Llay Llay en el cual requiere informe acerca de la situación respecto de patentes o permisos otorgados a empresas extractoras de áridos individualizadas en el sector las Vegas, comuna de Llay Llay, Región de Valparaíso.

Sin contestación.

15. Oficio N° 25 al Director General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas por medio del cual solicita un mapa de aguas subterráneas en las comunas de La Ligua, Cabildo y Petorca, como también un cuadro resumen de las denuncias recibidas por extracción ilegal de aguas.

Oficio N° 2906 de la Subsecretaría de Obras Públicas mediante el cual adjunta mapa de las aguas subterráneas que incluye la delimitación de los acuíferos existentes en las tres comunas. Asimismo, se adjunta copia de las resoluciones mediante las cuales se han establecido restricciones a la constitución de nuevos derechos de aprovechamiento de aguas en los acuíferos de las comunas mencionadas.

16. Oficio N° 26 a la Directora de la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas en el que requiere proporcione un mapa de las extracciones de áridos autorizados en las comunas de La Ligua, Cabildo y Petorca, como también un cuadro resumen de las denuncias recibidas y su tramitación ya sea en el ámbito administrativo o judicial.

Oficio N° 05 de la Subsecretaría de Obras Públicas por medio del cual remite antecedentes sobre extracción de áridos visadas técnicamente en causes de la Provincia de Petorca que incluyen listado de proyectos de extracción de áridos vencidos a la fecha; listado de proyectos que cuentan con visación técnica por parte de la Dirección Regional de Obras Hidráulicas e imagen aérea con la ubicación de las extracciones de áridos visadas técnicamente.

Respecto de las denuncias recibidas y su tramitación informa que no se han recibidos en el último año.

17. Oficio N° 27 al Fiscal Regional del Ministerio Público con el fin de requerir un resumen de las denuncias por extracción de áridos y aguas en la provincia de Petorca y la tramitación que se ha dado a las mismas.

Oficio 97/2012 del Fiscal Regional de Valparaíso, por el que informa que entre el 1 de enero de 2011 y el 3 de febrero de 2012 han ingresado a la fiscalía local de La Ligua, 34 denuncias, encontrándose vigentes 8 causas en etapa de investigación sin que exista formalización; 3 causas vigentes y formalizadas y una causa por drenes en la provincia de Petorca en etapa de investigación-

18. Oficio N° 29 dirigido al Contralor General de la República por medio del cual solicita una auditoría a la Dirección General de Agua de la Región de Valparaíso sobre entrega de derechos de agua en cuencas agotadas como sería el caso de los ríos Petorca y La Ligua.


Oficio N° 013152 del Contralor General de la República informando que se ha estimado procedente programas para el primer semestre del año 2012 en curso la ejecución de una investigación especial sobre la materia.

19. Oficio N° 30 al Director General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas en el cual solicita un catastro de la provincia de Petorca respecto de la regularización de pozos aprobados a partir de la modificación ley N° 20.017 que modificó el Código de Aguas.

Oficio N° 203 de la Subsecretaria de Obras Públicas por medio del cual remite catastro de pozos aprobados por la Dirección General de Aguas en la Provincia de Petorca, individualizado por titular y además antecedentes relativos a los derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas; lista de derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas constituidos en los acuíferos de Petorca y de La Ligua en carácter provisional, según lo establece el Código de Aguas.

20. Oficio N° 31 al Director Regional de la Dirección General de Aguas de la Región de Arica y Parinacota en el que pide antecedentes acerca de la disminución del curso de agua en el río Lluta, de esa Región.

Oficio N° 551, de 10 de febrero de 2012, del Subsecretario Subrogante de Obras Públicas por el cual adjunta antecedentes en relación a la solicitud de información sobre las causas de disminución del curso de agua que tradicionalmente bajaba por el río Lluta, cuya disminución tiene su origen en la suma de factores propios e inevitables de este curso de agua, ante lo cual el Servicio presta especial atención en términos de control de hidrometría y rondas de fiscalización.

21. Oficio N° 32 al Director Regional de la Dirección General de Aguas de la Región de Valparaíso en que se solicita que mediante una fiscalización derechos de aguas provisionales otorgados se vea la posibilidad de dejarlos sin efecto.

Oficio N° 200 de la Subsecretaría de Obras Públicas por medio del cual señala que no existen evidencia claras de que los derechos de aprovechamiento otorgados en calidad de provisional de las cuencas en cuestión hayan afectado a los titulares de derechos constituidos previamente en carácter definitivo, como tampoco que los acuíferos se hayan visto afectados por ellos en cuanto a sustentabilidad a largo plazo. Referente a la solicitud de cegar pozos que no cuenten con derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas, la DGA carece de atribuciones legales para el cierre de puntos de aguas subterráneas.

22. Oficio N° 33 al Director General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas en que solicita un catastro de los titulares y número total de pozos aprobados en la provincia Petorca, como también de los derechos de aguas provisorios y permanentes entregados a partir de 1997 y 2004 en las cuencas de los ríos Petorca y La Ligua.

Oficio N° 203 de la Subsecretaria de Obras Públicas por medio del cual remite catastro de pozos aprobados por la Dirección General de Aguas en la Provincia de Petorca, individualizado por titular y además antecedentes relativos a los derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas; lista de derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas constituidos en los acuíferos de Petorca y de La Ligua en carácter provisional, según lo establece el Código de Aguas.

23. Oficio N° 35 Directora de la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas en que solicita se realice fiscalización por una eventual extracción ilegal de áridos en el sector Valle Hermoso, río La Ligua por parte de la empresa Tricam, como asimismo, otros antecedentes a este respecto sobre dicha empresa.

Oficio N° 202 de a Subsecretaría de Obras Públicas mediante el cual señala que se ha solicitado a la Dirección Regional de Obras Hidráulicas de la V Región que remita todos los proyectos, solicitudes, oficios y documentos relacionados con extracciones de áridos a esa Comisión Investigadora del sector Valle Hermoso – río La Ligua, como asimismo se inicie una investigación sumaria para determinar responsabilidades.

24. Oficios N° 36 al Ministro de Obras Públicas en el cual requiere se estudie la posibilidad de declarar zona catástrofe hídrica la provincia de Petorca y N° 38 al Director General de la Dirección General de Aguas solicitando la intervención de cuenca río Petorca.

Oficio N° 201 de la Subsecretaría de Obras Públicas por medio del cual señala que el Estado tiene diversos instrumentos para afrontar la sequía y superar los efectos negativos, tales como la declaración de emergencia agrícola del Ministerio de Agricultura; o de agua potable rural de la Dirección de Obras Hidráulicas; declaraciones de ONEMI del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y declaración de escasez del Presidente de la República, a petición de la DGA. Al respecto informa que la Provincia de Petorca junto a otras zonas colindantes fue objeto de declaración de escasez en diciembre de 2011 con vigencia de 6 meses no prorrogables.

Asimismo, se hace presente que la declaración de escases del Ministerio de Obras Públicas no tiene relación con las resoluciones ya indicadas ni con la asignación de presupuestos o redistribución de fondos de la Dirección General de Aguas u otros servicios, es decir no genera recursos adicionales ni obliga a otros a tomar medidas en el marco de las atribuciones del Código de Aguas.

Adjunta Decreto MOP N° 416, de que declara zona de escasez a las cuencas de los ríos Ligua y Petorca, a las cuencas costeras Quilimarí-Petorca y Ligua-Aconcagua, y a la comuna de Quilpué, Región de Valparaíso.

25. Oficio N° 37 al Fiscal Regional del Ministerio Público de la Región de Valparaíso en el cual solicita información acerca de una eventual paralización de la causa RUC 0700883141-0 por daños simples seguida en la fiscalía local de La Ligua.

Oficio 97/2012 del Fiscal Regional de Valparaíso, por el que informa que dicha causa se encuentra archivada provisionalmente por no aparecer antecedentes que permitan desarrollar más actividades de investigación que las ya ejecutadas.

26. Oficio N° 39 a la Conservadora de Bienes Raíces, Comercio y Minas de La Ligua por medio del cual requiere la nómina titulares derechos aguas de la comuna La Ligua-Cabildo.

Oficio de 3 enero de 2012 de la Conservadora de Bienes Raíces, Comercio y Minas de La Ligua por medio del cual remite nómina de titulares derechos aguas de la comuna La Ligua-Cabildo.
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27. Oficio N° 40 al Conservador de Bienes Raíces, Comercio y Minas de Petorca por medio del cual requiere la nómina titulares derechos aguas de esa provincia, a partir del año 1997.

No contestado.


28. Oficio N° 42 al Director General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas en el que solicita la nómina derechos de agua entregados a E. Pérez Yoma desde marzo de 2006 a marzo de 2010.

Oficio N° 204 de la Subsecretaría de Obras Públicas mediante el cual señala que no existen derechos de aprovechamiento constituidos en carácter de permanente ni provisional a favor de Edmundo Pérez Yoma, sólo existen dos derechos sobre aguas subterráneas constituidos a favor de Agrícola Cóndor Ltda., empresa en la que tiene participación, ambos consuntivos de ejercicio permanente y continuo de carácter provisional.

29. Oficio N° 43 al Director de la Dirección de Obras Hidráulicas de la Región de Valparaíso en el cual pide antecedentes respecto de un permiso precario para extracción de áridos del río Aconcagua presentado por la empresa Bicentenario S.A.

No respondido.

30. Oficio N° 44 al Ministro de Obras Públicas en el cual consulta acerca de la cantidad de proyectos viales que tiene esa cartera y su posible impacto en borde de ríos del país.

Oficio N° 695 de la Subsecretaría de Obras Públicas por el cual informa que mediante el Ord. DOH V N° 01349 de 2 noviembre de 2011 se otorgó visación técnica al proyecto en cuestión, indicándose las exigencias mínimas complementarios que pasan a ser parte integral del proyecto de extracción, todo ello supeditado a lo imponga el Municipio, quien en definitiva es que el otorga el permiso, además, de que se debe dar cumplimiento a lo establecido en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

31. Oficio N° 46 dirigido al Director General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas en el que solicita declarar la cuenca río Huasco como agotada.

Oficio N° 615 del Subsecretario Subrogante de Obras Públicas por el cual informa que la declaración de agotamiento tiene su fundamento legal en el artículo 282 del Código de Aguas que señala que se podrá declarar en caso justificado, a petición de la Junta de Vigilancia respectiva o de cualquier interesado el agotamiento de fuentes de aguas superficiales cuando no existe disponibilidad de recursos hídricos para el otorgamiento de nuevos derechos de aprovechamiento de uso consuntivo y ejercicio permanente, Situación que se establece en atención a condiciones técnicas y formales en el ámbito de la gestión de recursos hídricos por parte del Servicio. Esta norma no sería aplicable a la condición de excepcional de escasez que se conoce.

Adjunta antecedentes sobre la situación de los recursos hídricos de la cuenca del río Huasco e informes técnicos. 

32. Oficio N° 48 a la Intendenta de la Región de Atacama por medio del cual se solicita antecedentes acerca del grado de cumplimiento protocolo de acuerdo Barrick Gold –Junta Vigilancia del río Huasco.

Oficio N° 118, del Intendente Subrogante de la Región de Atacama por el que informa el cumplimiento a cabalidad del protocolo suscrito entre la Junta de Vigilancia del Río Huasco y sus afluentes y la Compañía Minera Nevada Ltda., especialmente los servicios con competencia ambiental que realizan la debida fiscalización a los compromisos establecidos por dicha compañía. No obstante, señala que se dispondrán nuevas fiscalizaciones. 

Oficio N° 56-A, de la Intendenta Regional de Atacama por medio del cual se refiere al Protocolo de Acuerdo entre esta autoridad y la Junta de Vigilancia del río Huasco (Res. Exenta N° 24 de 15 de febrero de 2006 cuando se calificó favorablemente el Estudio de Impacto Ambiental del proyecto “Modificación Proyecto Pascua Lama de Minera Nevada Spa, la cual comprometió un Fondo de Compensación para el recurso hídrico a través de la Junta de Vigilancia del Río Huasco, como también para medidas de mitigación.

33. Oficio N° 49 a la Ministra del Trabajo y Previsión Social por medio del cual solicita antecedentes acerca del cumplimiento de exigencias por parte de las empresas (proyecto Pascua Lama) para acceder a las faenas que se encuentran a más de mil quinientos metros de altura.

Oficio 813 de la Directora del Trabajo por el que indica que a raíz de la dificultades geográficas, climáticas y de distancia para acceder a la faena de la minera Nevada, ésta otorga las facilidades para ejercer las fiscalizaciones a través de vehículos terrestre y aviones. 

34. Oficio N° 50 al Ministro de Minería por medio del cual solicita antecedentes acerca de problemas de acceso para realizar fiscalizaciones a la firma Minera Nevada Spa (Barrick) que desarrolla el proyecto Pascua Lama.

Oficio N° 91 del Ministro de Minería (S) en el cual señala que el organismo fiscalizador de empresas que desarrollan proyectos mineros es el Servicio de Geología y Minería, y que las empresas deben facilitar el ingreso de los inspectores para el cumplimiento de su cometido, y en el caso de fiscalización ambiental, el Servicio actúa en coordinación con los Seremis de Medio Ambiente y no presentan dificultades en el proceso de fiscalización.
VI. CONSIDERACIONES, CONCLUSIONES Y PROPOSICIONES.

En consideración a la labor realizada, antecedentes recopilados y proposiciones la Comisión por la unanimidad de los Diputados señoras Andrea Molina y Adriana Muñoz y señores Fuad Chahín, Issa Kort, Luis Lemus, Leopoldo Perez, Gaspar Rivas, Joaquín Tuma, Ignacio Urrutia, Gastón Von Mühlenbrock y Matías Walker.

Consecuentemente, se aprobaron las siguientes consideraciones, conclusiones y proposiciones:
VI. a) CONSIDERACIONES:

1.- Que los recursos hídricos constituyen una preocupación de primera importancia, no sólo en nuestro país, sino en todo el mundo, atendida su relevancia para la propia supervivencia de los seres vivos y para su uso en diversas actividades productivas, particularmente la agricultura y, con ésta, en la preservación del modo de vida tradicional de muchas comunidades.

2.- Que los testimonios y antecedentes recogidos por la Comisión confirman la aguda situación de sequía y escasez hídrica que se advierte en la zona norte y central del país y que se refleja en la carencia significativa de agua para el consumo, riego y otras actividades productivas, motivando gran inquietud, la que ha sido recogida por esta Corporación a través de diversas gestiones e instancias.

3.- Que, como es conocido, dicho fenómeno encuentra su explicación en muy diversas causas que confluyen, entre las que se pueden citar: el cambio climático, con el consiguiente incremento en las temperaturas y variaciones en la pluviosidad; la contaminación; las deficiencias en la captación y almacenamiento de las aguas; el aumento poblacional y la expansión de los centros urbanos; y, la falta de eficiencia y uso inadecuado o excesivo de este vital elemento.

4.- Que a lo anterior se unen los problemas de gestión existentes en nuestro país y que encuentran su origen en la Constitución Política de la República de 1980, sus leyes complementarias y el Código de Aguas.

Ello ha posibilitado que históricamente se entreguen derechos en forma excesiva, más allá de las necesidades y, en muchos casos, en forma especulativa, sin existir proyectos concretos que respalden la solicitud y sin entregar al Estado atribuciones suficientes para resguardar la primacía del bien común por sobre los intereses de los particulares.

5.- Que, asimismo, se advierten deficiencias en la legislación en materia de fiscalización y sanciones. Lo anterior deriva de la incapacidad de la actual normativa, diseñada en otro contexto, para reprimir y disuadir adecuadamente las acciones ilícitas ocurridas respecto del agua.

Esto resulta muy grave, pues este tipo de controversias ha venido incrementándose sostenidamente producto del escenario de mayor escasez descrito, siendo previsible que, de no mediar una fiscalización eficiente y sanciones drásticas, ello se intensificará.

6.- Que es un hecho notorio que frecuentemente los afectados por estas prácticas irregulares son pequeños productores y comunidades que se sienten en la indefensión, en tanto las disposiciones vigentes y las instituciones a cargo del control no logran cautelar eficazmente sus derechos.

Esa percepción se incrementa cuando se deben enfrentar a grupos empresariales o personas naturales que por su mayor grado de influencia y acceso a medios de defensa jurídica logran dilatar los procedimientos y causas.
VI b) CONCLUSIONES Y PROPOSICIONES
I. En general.

1. Señalar la convicción de esta comisión respecto de la existencia de diversos actos que configurarían situaciones de extracción de aguas en diversos puntos del país, cuya ocurrencia se ha visto agudizada por el escenario de escasez hídrica y facilitada por las debilidades normativas e institucionales que se reseñan en este informe. 

La efectividad de los hechos denunciados debe ser confirmada y sancionada por las instancias judiciales y administrativas respectivas, respecto de las cuales solicitamos la máxima celeridad, atendido que dichas acciones ocasionan severos daños a pequeños productores, desalientan el uso adecuado y responsable de los caudales, generan un clima de conflictividad en muchas comunidades y deterioran la credibilidad de las instituciones públicas vinculadas al tema.

2. Manifestar la preocupación de esta Comisión por el escenario de sequía y escasez hídrica conocido en el curso de investigación y por la magnitud y significación de los casos de extracciones ilegales de aguas conocidos en su seno.

Al respecto se plantea la necesidad de abordar, como nación, esta problemática, asumiendo el desafío de preparar al país para escenarios futuros de eventual menor disponibilidad de este recurso.

3. Señalar la convicción de esta Comisión respecto de la necesidad de realizar las modificaciones constitucionales y legales que permitan una mejor gestión de los recursos hídricos, atendida su importancia fundamental para el país, asegurando el abastecimiento presente y futuro de la población.

Al respecto es imperativo mantener el caudal ecológico de las cuencas y cursos de agua deteriorados –y en algunos casos agotados– por la disminución de las lluvias y deshielos unida a una gestión históricamente deficiente en la prevención de estos fenómenos.

4. Solicitar, en consecuencia, a S. E. el Presidente de la República, disponer que los Ministerios Secretaría General de la Presidencia, de Obras Públicas y de Agricultura, estudien las modificaciones normativas que a continuación se indican e informen pormenorizadamente de sus conclusiones a esta Cámara de Diputados:

a) Reservar caudales de aguas superficiales o subterráneas para consumo humano.

b) Excluir la entrega de nuevos derechos de aprovechamiento de aguas ya sea permanentes o provisorios, en cuencas agotadas (artículo 282 Código de Aguas), áreas de restricción (Artículos 65, 66 y 67 del citado Código), ubicados en zonas de escasez, u otras situaciones de similar naturaleza. 

Entendemos, a este respecto, que el accionar de la Dirección General de Aguas ha venido excediendo el espíritu y texto de las normas vigentes, requiriéndose precisiones, sanciones y recursos más eficaces.

c) Establecer un nuevo estatuto del agua que vincule los derechos de aprovechamiento a la propiedad de la tierra.

d) Reformular la actual institucionalidad existente en materia de planificación, administración y fiscalización de los recursos hídricos.

Se constata que ésta es deficitaria, particularmente en el escenario de escasez que vive el país y que, además, existe una enorme dispersión de esfuerzos y descoordinación por la mantención de diversos organismos que abordan el tema desde perspectivas singulares, tales como la Dirección General de Aguas, Dirección de Obras Hidráulicas y la Comisión Nacional de Riego. Se propone, en específico, analizar la creación de una Subsecretaria de Recursos Hídricos que concentre la planificación y ejecución de políticas y una Superintendencia con facultades y recursos para fiscalizar.

5) Reconocer el esfuerzo que ha desplegado la actual administración de dicho servicio, particularmente en los siguientes ámbitos:

a) Ajustar una serie de criterios técnicos a fin de mantener la sustentabilidad de algunas cuencas.

b) Desarrollar acciones tendientes a avanzar hacia una gestión integrada del agua, en especial en lo relacionado con la interacción aguas superficiales y subterráneas, pues esto es primordial para desarrollar una gestión apropiada y que vele por la sustentabilidad del país. 

c) Llevar a cabo diversas medidas con el fin de aumentar el control de las extracciones, realizando una labor fiscalizadora cada vez más precisa. Una de éstas es el Programa de Control de Extracciones (PCE), el cual desde octubre de 2011 fue implementado en algunas regiones de la zona norte y que en Valparaíso se concretará el primer semestre del año en curso. 
II. En Particular

La Comisión propone las siguientes medidas normativas y administrativas:

A. Modificaciones normativas 


1. Penalidades y facultades coercitivas.

La Comisión considera que la reiteración de las acciones de usurpación, interrupción, desvío o utilización irregular de cauces, son hechos de la mayor gravedad, cuyas sanciones deben ser ejemplarizadoras. Al respecto, estima que la cuantía de las penas debe ser acorde al perjuicio ocasionado y al beneficio o lucro obtenido irregularmente, incluyendo la prisión para casos graves y reiterados.

Es necesario, entonces:

a) Agilizar la tramitación de un proyecto de ley que aumente enérgicamente las sanciones por extracción ilegal de aguas
, con el objeto que éstas sean realmente coercitivas, impidiendo de tal forma que la extracción ilegal de áridos y aguas se desarrolle en total impunidad, en razón al bajo monto de las multas y sanciones, como es en la actualidad.

b) Otorgar imperio a la resolución de la Dirección General de Aguas que apercibe al infractor que ha modificado el cauce (extracción ilegal) ordenando la restitución a su costa (art 41, 171 y 172 del Código de Aguas), a fin que pueda hacerse efectiva de manera compulsiva.

2) Derechos provisorios.

Solicitar al Ministerio de Obras Públicas que estudie e informe a esta Cámara de Diputados respecto de su disponibilidad y respaldo para introducir una modificación al Código de Aguas referido a la entrega de derechos provisorios en zonas declaradas áreas de restricción por la Dirección General de Aguas.

Dicha enmienda debe orientarse a excluir la posibilidad de acceder a solicitudes en estos casos, velando por los derechos de los asignatarios más antiguos.

En el intertanto, requerimos a dicho Ministerio, establecer orientaciones claras y restrictivas respecto de estas materias, velando porque la Dirección de Aguas cumpla estrictamente lo dispuesto en los artículos 65, 66, 67 del Código de Aguas.


Solicitamos, asimismo, suspender la aplicación de la Resolución N° 2455 (Exenta) de 10 de agosto de 2011, de la Dirección General de Aguas que modifica el Punto 6.4.2 áreas de restricción (expediente tipo VAR), procedimiento del “Manual de Normas y Procedimientos para la Administración de Recursos Hídricos – 2008”, aprobado mediante Resolución D.G.A. N° 3504, de 17 de diciembre de 2008.

Dicho texto, al permitir el otorgamiento de derechos de aprovechamiento de aguas, en consideración a comparaciones con acuíferos similares, resulta extraordinariamente imprecisa y compromete seriamente los caudales, tratándose de áreas de restricción que deben ser reguladas cuidadosamente.

3. Traslados.

Es menester establecer como medida cautelar especial la suspensión de la entrega de derechos de traslados de uso de agua a aquellas personas que actualmente estén siendo juzgados por un delito de usurpación de aguas superficiales y/o subterráneas, evitando de tal forma la concurrencia reiterada de estas irregularidades.

4. Extracción de áridos.

En materia de extracción de áridos, las multas que aplican los Municipios son muy bajas. Las empresas extractoras, cuando son sorprendidas trabajando, sin las autorizaciones técnicas (Dirección de Obras Hidráulicas) y administrativa (municipio), prefieren pagar dichas multas para seguir extrayendo. En casos extremos, cambian de razón social para seguir las faenas extractivas. Se propone aumentar el monto de las multas o establecer un mecanismo de sanción mayor.


Asimismo, si bien, para el otorgamiento de la extracción de áridos participan actualmente la Dirección de Obras Hidráulicas, las Municipalidades correspondientes y, en los casos de extracción industrial, el Ministerio de Medio Ambiente; la Comisión ha constatado que existen evidentes deficiencias en el proceso de fiscalización, es por esto, que es necesario mejorar la coordinación entre los referidos órganos, y separar las funciones de supervigilancia y recaudación, ya que actualmente los municipios son los encargados de fiscalizar y otorgar los permisos, cobrando aranceles por ello.


B.- Medidas Administrativas


1. Política Hídrica Nacional.

La Comisión expresa su convencimiento respecto de la necesidad de afinar una política hídrica nacional con acciones de largo, mediano y corto plazo que aseguren el abastecimiento de este recurso tanto para el consumo cuanto para las actividades productivas.


Ello implica la coordinación de acciones hacia diversos objetivos y la materialización de inversiones y decisiones estratégicas, entre las que se cuentan las siguientes:


a) Obras de Regadío. Solicitamos a los Ministerios de Obras Públicas, Agricultura y Hacienda, estudiar e informar a esta Cámara de Diputados acerca de la factibilidad de aumentar significativamente la inversión en obras de regadío, analizando, asimismo, las modificaciones necesarias a la ley N° 18.450, con el objeto que los proyectos de riego favorezcan de un modo más relevante a los pequeños productores agrícolas.


b) Infraestructura de riego. Solicitamos al Gobierno un considerable aumento del presupuesto, para el año 2013, para la Dirección de Obras Hidráulicas a través del Ministerio de Obras Públicas para la construcción de obras de infraestructura de riego que permitan dar seguridad, mejorar la conducción de las aguas y generar empleo.


c) Desalinización. Solicitamos a los Ministerios de Obras Públicas y de Minería estudiar e informar a esta Cámara de Diputados respecto de la posibilidad de impulsar, mediante una iniciativa legal, la desalinizacion de aguas para faenas mineras liberando los caudales extraídos en la actualidad de las cuencas de los ríos.


d) Bombardeo de nubes. Establecer un programa de bombardeo de nubes para las Regiones III, de Atacama; IV, de Coquimbo; V de Valparaíso; y, VI, del Libertador General Bernardo O’Higgins, para la estimulación de las precipitaciones, establecido como una política permanente del gobierno con recursos especiales dispuestos en la Ley de Presupuestos.


2. Fortalecimiento institucional.

La Comisión acuerda solicitar al Ministerio de Obras Públicas que analice e informe a esta Cámara de Diputados respecto de su disponibilidad para fortalecer las atribuciones, recursos técnicos y humanos de la Dirección General de Aguas, con el objeto de permitirle asegurar el uso del recurso en forma legal y detener las prácticas ilícitas advertidas.


En específico, solicitamos a dicha cartera informar a esta Corporación respecto de la factibilidad de:


a) Dotar a la Dirección General de Aguas de facultades fiscalizadoras y coercitivas para ordenar la paralización de toda extracción u obra ilegal y de capacidad para mejorar la detección de éstas. Es esencial que se le otorgue más facultades para fiscalizar las extracciones ilegales de aguas y áridos cuando corresponda, sin impedimentos en el ingreso a los cauces, ni para la solicitud al auxilio de la fuerza pública cuando se requiera el ingreso a recintos privados para el cumplimiento de sus funciones; así como también para paralizar obras o retirar maquinarias del cauce en el acto, sin tener la obligación de solicitarlo al juez de letras competente, sin perjuicio de informarlo posteriormente. De no modificar el sistema actual, la acción fiscalizadora continuará siendo lenta e ineficiente.

Además, se debe otorgar el carácter de ministros de fe a los fiscalizadores de la Dirección General de Aguas, con el objeto de que su certificación haga plena prueba respecto de los hechos constatados.

b) Incrementar sustantivamente los recursos y medios disponibles para la obtención de imágenes satelitales de las cuencas de los ríos, ampliando a otras zonas del país, la experiencia del plan piloto seguido en los ríos Ligua y Petorca.

c) Aplicar de inmediato el Programa de Control de Extracciones (PCE), en la Región de Valparaíso.

d) Aumentar el número de fiscalizadores en el país, considerando especialmente a las regiones, como Valparaíso, que presentan una mayor cantidad de denuncias. Sin embargo, dicho personal adicional no sólo debe atender dichas reclamaciones, sino ser suficiente para llevar a cabo un programa de fiscalización propia y de oficio, que asegure el respeto a la normativa vigente.

3. Medidas de apoyo a comunidades y productores afectados.

1. La Comisión solicita al Ejecutivo, a través de los Ministerios de Obras Públicas y Agricultura, disponer la adopción para las zonas más afectadas, como la Provincia de Petorca, de medidas especiales como las que se enumeran, informando a esta Cámara de Diputados de sus conclusiones:

a) Ejecutar, a través de recursos de la Comisión Nacional de Riego o del Instituto de Desarrollo Agropecuario, obras tales como revestimiento de canales que permitan generar empleo a los propios afectados y al mismo tiempo mejorar la conductividad de las aguas. 

b) Destinar recursos provenientes de INDAP o del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, se para la construcción de micro embalses, de hasta 50 mil m3 localizados en zonas que beneficien directamente a los pequeños agricultores. Son obras indispensables para asegurar el abastecimiento de agua en periodos críticos y para aprovechar de mejor forma el recurso hídrico de invierno.

c) Acelerar la construcción de los embalses de Pedernal y las Palmas en el Valle de Petorca - Los Ángeles y Alicahue en el Valle del Río Ligua y del embalse El Blanco, en la comuna de Curacautín, que permitirá la ejecución del proyecto de canal Victoria-Lautaro-Traiguén, en la Región de la Araucanía.

d) Reforzar a través de la Dirección de Obras Hidráulicas los programas de apoyo para los Comités de Agua Potable Rural, en la profundización de pozos y la construcción de obras de mejoramiento. Asimismo, disponer una mayor fiscalización de la Superintendencia de Servicios Sanitarios para el cumplimiento de los sistemas de agua potable en las zonas urbanas.

4. Otras medidas.

-Recomendar a la Dirección General de Aguas y al Ministerio Público la elaboración de protocolos de atención al público que permitan el intercambio de información y coordinación sobre denuncias entre ambos servicios, complementando así la persecución criminal de los hechos con las medidas administrativas tendientes a detener, en forma inmediata, su ocurrencia.

-o-


La Comisión, asimismo, acordó, por la unanimidad de los Diputados presentes remitir copia de este informe a S.E. el Presidente de la República, a los señores Ministros de Agricultura y de Obras Públicas, y al señor Contralor General de la República.
VII. DIPUTADO INFORMANTE.

Por la unanimidad de los Diputados presentes se acordó designar Diputada Informante a la señora Adriana Muñoz D’Albora.
-o-


Tratado y acordado en sesiones de 6, 13, 18 de julio, 1, 8 y 29 de agosto, 5 y 26 de septiembre, 17 de octubre, 7, 14 y 28 de noviembre, 12 y 19 de diciembre de 2011, 3 de enero y 9 de enero, 5 de marzo, 2 y 17 de abril de 2012 con la asistencia de los diputados señor René Alinco Bustos, Eduardo Cerda García, Fuad Chahín Valenzuela, Romilio Gutiérrez Pino, Issa Kort Garriga, Luis Lemus Aracena, Fernando Meza Mondaca, Andrea Molina Oliva, Adriana Muñoz D’Albora, (Presidenta) Leopoldo Pérez Lahsen, Gaspar Rivas Sánchez, Joaquín Tuma Zedán, Ignacio Urrutia Bonilla y Matías Walker Prieto.

Asistieron, además, los diputados señores Sergio Aguiló Melo, Nino Baltolu Rasera, Mario Bertolino Rendic, Pedro Browne Urrejola, Tucapel Jiménez Fuentes, Alberto Robles Pantoja, David Sandoval Plaza, 

(Fdo.): MARÍA TERESA CALDERÓN ROJAS, Abogada Secretaria de la Comisión”.
17.
Informe sobre la XV reunión de la Comisión de Derechos Humanos, Justicia y Políticas Carcelarias efectuada en la Sede de Parlamento Latinoamericano, Panamá, los días 28, 29 y 30 de noviembre de 2011. 

“Honorable Cámara:


Tengo a honra informar sobre la participación que le correspondió al suscrito en la XV Reunión Ordinaria de la Comisión de Derechos Humanos, Justicia y Políticas Carcelarias, efectuada en Sede de Parlamento Latinoamericano, Panamá, los días 28, 29 y 30 de noviembre de 2011.


Antes que todo, es preciso recordar que esta comisión de carácter permanente del Parlamento Latinoamericano, tiene por objeto la promoción, resguardo, protección y defensa de los derechos fundamentales de las personas consagrados universalmente. Con este objeto, diseñará (cuando sea preciso) métodos de organización e instrumentos procesales modernos y avanzados (justicia eficaz y de calidad, elaboración de propuestas sobre políticas de prevención del delito, humanización de la justicia penal, tratamiento del delincuente y los regímenes carcelarios, entre otras consideraciones)1.

Con esta finalidad, la Comisión se estructura en dos Subcomisiones, la Subcomisión de Denuncias y la de Políticas Carcelarias, esta última siendo presidida por mi persona.

Asistencia:


A la reunión asistieron los siguientes parlamentarios:


Dip. Roque Arregui (Uruguay)


Dip. Nelly Núñez (Bolivia)


Dip. Ricardo Rincón (Chile)


Dip. Delsa Solórzano (Venezuela)


Dip. Roy Daza (Venezuela)


Dip. Teresa Inchaustegui (México)


Dip. Pedro Vásquez (México)}


Dip. Amerigó Thodé (Curacao)


Dip. Ramón Pez Ferro (Cuba)


Dip. Johan Erwin Leonard (San Martín)

Temario:


28 de noviembre.


Se constituyen las Subcomisiones de Denuncias y Políticas Carcelarias. En atención a que se certifica que no fueron recibidas denuncias para el conocimiento de la Subcomisión de Denuncias, se reúnen ambas Subcomisiones en el primer día de la Sesión de la Comisión de Derechos Humanos.


Se procedió a ratifica el Reglamento de la Sub-Comisión de Políticas Carcelarias aprobado por la 1 Comisión de Derechos Humanos en República Dominicana y se acordó que en el plan de trabajo 2012 de la Comisión de Derechos Humanos, se incorpore la difusión del Sistema Modelo Penitenciario de la República Dominicana, entre todos los países miembros del Parlatino.


29 de noviembre.


Se instaló formalmente la Comisión de Derechos Humanos bajo la presidencia del Diputado Roque Arregui, quien es también el Primer Vicepresidente, encontrándose también el Segundo Vicepresidente, Diputado Ricardo Rincón.


Se expuso sobre el Proyecto de Ley Marco en relación a la Prohibición de toda forma de discriminación. En la XIV Reunión de la Comisión de Derechos Humanos, Justicia y Políticas Carcelarias del Parlamento Latinoamericano que tuvo lugar en Panamá los días 23, 24 y 25 de marzo del año 2011, se acordó nombrar un grupo de trabajo integrado por las y los diputados: Nelly Núñez, de Bolivia, Jaime Trobo, de Uruguay, José Luis Toledo, de Cuba, Delsa Solórzano, de Venezuela y Teresa Incháustegui, de México, con el objeto de elaborar el Proyecto para ser discutido que en esta reunión.


La construcción de un Proyecto de Ley Marco sin duda constituye un importante avance, por cuanto busca establecer criterios normativos a ser alcanzados entre los países miembros, para lograr una armonización legislativa en materia de discriminación. En este orden de ideas, la Comisión es el espacio desde el cual se debe impulsar una Ley Marco en relación a la Prohibición de toda Forma de Discriminación para la región.


La exposición del Proyecto estuvo a cargo de la Diputada Teresa Incháustegui. A su vez, se designó legislador redactor a la Diputada Delsa Solórzano.


Se procedió a discutir el articulado del Proyecto, siendo objeto de observaciones por parte de los participantes, las cuales se tradujeron finalmente en modificaciones al Proyecto.


Seguidamente, se da inicio a la Comisión de Educación, en la cual se discutió sobre el marco metodológico del trabajo a ser realizado en los temas de (1) Elaboración de la Ley Marco y políticas marco para la alfabetización digital de los niños y niñas de los países miembros del Parlamento Latinoamericano (2) Incidencia de los medios de comunicación social en la construcción o destrucción de valores.


Asimismo, se acuerdan materias como la realización
de seminarios, la participación a futuro de expertos y la designación de los miembros.


Finalmente, en esta oportunidad, se discutió sobre el tema de género, especialmente materias de integración y discusión de leyes sobre agresión sexual y violencia contra las mujeres. Se acordó la creación, tras la realización de un estudio global sobre la materia, de un Proyecto de Ley Marco.


30 de noviembre.


Como cuestión preliminar, se discutió la agenda 2012, aprobándose los siguientes temas:


1.- Elaboración de Ley Marco sobre agresión sexual y violencia contra las mujeres.


2.- Reuniones conjuntas con la Comisión de Educación.


3.- Actividad conjunta con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.


Asimismo, se acuerda la difusión de los sistemas modelo del sistema carcelario, tal como el observado en República Dominicana, como así, la realización de una reunión extraordinaria en Chile y visita de su sistema carcelario.


Finalmente, se acordó un temario adicional, el cual consistió en:


1.- La independencia de los miembros del sistema de administración de justicia y el sistema de selección de jueces, defensores públicos y fiscales del Ministerio Público, a través de diversos mecanismos como concurso o elección popular.


2.- Ciencias biomédicas y biológicas y Derechos Humanos.


3.- Pobreza extrema y Derechos Humanos.


4.- Emergencias, desastres y asistencia humanitaria.


5.- Educación y Derechos Humanos (6) Ética médica y demás personal sanitario y Derechos Humanos.


6.- El nuevo constitucionalismo como garantía de Derechos Humanos.


7.- Búsqueda de nuevos acuerdos y convenios con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el Centro de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas, Centros de Derechos Humanos de Universidades, Creación de Red de ONG, Creación de espacio de diálogo con los Ministros de Justicia.


Para discutir los temarios acordados, se fijaron reuniones, a saber, I Reunión Ordinaria a desarrollarse en marzo de 2012 en Panamá, I Reunión Extraordinaria a ser celebrada en Chile, II Reunión Extraordinaria a celebrarse en Costa Rica y II Reunión Ordinaria a ser celebrada en Panamá en diciembre de 2012.

Cámara de Diputados, a 27 de abril de 2012.


(Fdo.): RICARDO RINCÓN GONZÁLEZ, diputado de la República”.

18.
Moción de los diputados señores Rincón, Farías, Hasbún, Latorre, Lorenzini, Pérez, don Leopoldo; Vallespín y Venegas, don Mario, y de las diputadas señoras Pacheco, doña Clemira y Sabat, doña Marcela.


Regula servicios públicos de telecomunicaciones de prepago a favor de consumidores. (boletín N° 8280-15)

I. Antecedentes.

Diversos servicios de telecomunicaciones en la actualidad, se proveen a través de modalidad de prepago, es decir, mediante la contratación de determinados servicios, abonando por adelantado una cierta cantidad de dinero al operador. Con la finalidad de proteger los derechos de los suscriptores y usuarios de los servicios de telecomunicaciones de prepago, se ha estimado pertinente elaborar una normativa que cautele sus derechos como consumidores.


Son múltiples los servicios públicos de telecomunicaciones prestados a usuarios finales, entre ellos, la telefonía local, la telefonía móvil, el servicio de voz sobre internet, el servicio de acceso a internet y el de televisión de pago. En atención a esta amplitud de prestaciones, es que la presente propuesta busca una regulación en un sentido abierto, de tal forma que se puedan entender incorporados diversos servicios.


Los plazos de comunicación que entregan las empresas desde la activación de la tarjeta son variables y determinados unilateralmente por la compañía de acuerdo a sus estrategias comerciales. Se trata de contratos de adhesión, con cláusulas que establecen que una vez vencido el plazo, los minutos caducan. En materia de vigencia se han verificado reclamos por parte de los usuarios, por lo que es necesario garantir a estos últimos, un mercado en que puedan acceder a información transparente y con condiciones de contratación claras que les permitan hacer uso de [os servicios por los cuales paguen.


La propuesta, no busca alterar dicha manera de operar del mercado, sino regular a favor de los consumidores en un aspecto hasta ahora desatendido, que dice relación con la recuperación de un saldo no utilizado de una recargaque ha expirado. Es decir, qué ocurre con la parte de la recarga no utilizada dentro del plazo dispuesto por la compañía para la misma.

Es decir, transcurrido el plazo de duración concedido para la recarga del caso, y no habiéndose consumido ésta completamente, aquella parte pagada pero no consumida, debe subsistir a favor del usuario y acumularse a cualquier nueva recarga que se realice dentro de los siguientes 1.80 días desde la fecha de la última recarga. Además,-es del caso señalar que las compañías de telecomunicaciones no se ven impedidas por razones técnicas de adoptar una medida como la propuesta, pues al menos en lo que respecta a la telefonía móvil, han acordado voluntariamente implementar un sistema y plazos muy parecidos.


Así las cosas, este proyecto legal armoniza el libre ejercicio de la actividad económica de las compañías de telecomunicaciones, cautelando el interés de los suscriptores y usuarios.


La Ley 18.168 General de Telecomunicaciones y normas complementarias, disponen las normas sustantivas y procedimentales para la entrega de las concesiones, permisos, la definición de las normas técnicas de operación, los procedimientos para la resolución de reclamos y conflictos, entre otras materias. Por todo lo anterior, es natural y lógico que el marco legal al que deben ajustarse quienes proveen servicios en modalidad de prepago se incorpore en forma coherente al marco regulatorio de las telecomunicaciones y de la Ley 18.168. Además, corresponde que la regulación sobre esta materia sea afrontada y tratada al interior de la normativa sectorial de telecomunicaciones, pues incide en la prestación de diversos servicios de telecomunicaciones que son provistos por concesionarias, permisionarias y proveedoras de acceso a Internet que son reguladas en el ejercicio de su actividad comercial y operación técnica.

II. Proyectode ley

Artículo único: Agréguese el siguiente artículo 27 bis, nuevo, a la Ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones.

Artículo 27 bis: Las concesionarias de servicio público telefónico, los permisionarios de servicios limitados de televisión y los proveedores de acceso a Internet, que provean servicios en modalidad de prepago, deberán informar a sus usuarios de los plazos dispuestos para la utilización de la carga inicial y posteriores recargas.

El suscriptor de prepago que no hubiese utilizado la totalidad del monto abonado dentro del plazo de vigencia de estos servicios, recuperará el saldo no utilizado por el sólo hecho de efectuar una nueva recarga dentro del plazo que cada concesionaria, permisionario y/o proveedor de acceso a Internet determine, el que no podrá ser inferior a 180 días corridos posteriores a la fecha de la última recarga, de manera que el nuevo saldo quedará conformado por el monto primitivo no utilizado más el monto abonado por la nueva recarga. Con cada recarga, el suscriptor deberá recibir automáticamente información de su nuevo saldo y su vigencia de uso, actualizado conforme a lo establecido en este inciso.


Sin perjuicio de lo anterior, en caso que un suscriptor no efectúe recarga alguna dentro del plazo determinado según lo establecido en el inciso anterior, dicho suscriptor no tendrá derecho a que se le restituya el saldo no utilizado ni aún en caso de efectuar una nueva recarga.


Los equipos de prepago, al momento de su comercialización, deberán incluir o adjuntar información en forma clara y precisa acerca de las condiciones de los servicios de prepago, así como las tarifas por segundo, plazos y otras condiciones que establezca la normativa aplicable. Asimismo, al momento de la activación o habilitación del servicio, los operadores deberán proporcionar a sus usuarios la misma”.
19.
Moción de los diputados señores Accorsi, Castro, Jarpa, Monsalve, Núñez, Robles, Silber, Torres y de la diputada señora Rubilar, doña Karla.


Sobre Receta médica. (boletín N° 8281-11)

“El desarrollo de nuestro país en [as últimas décadas ha permitido, entre otras cosas, hacer crecer también el mercado farmacéutico y farmacológico, a la par y como cusa en parte, del mayor poder adquisitivo de la población que ha permitido un mayor acceso a medicamentos de todo tipo. Hoy si bien es más fácil contar con medicamentos, ello no es sinónimo de mayor salud ni de una mayor seguridad sanitaria en su consumo.


Los estudios existentes sobre esta materia demuestran un aumento de las consultas médicas que va aparejado a un mayor número de recetas médicas y un mayor gasto en medicamentos. Así por ejemplo, asumiendo que en el sector público se entregue una receta promedio por consulta, se llega a que el costo estimado promedio por receta es de $ 2.000 y más costo de medicamentos por cada 100 pesos 80 aporta el usuario y 20 el Estado.


De otra parte, la creciente Industria de los medicamentos, adolece de un déficit regulatorio que genera, a lo menos, los siguientes problemas reconocibles:


-Poder de mercado y concentración en distintos grados en la producción, distribución y comercialización, colusión de las cadenas farmacéuticas.


-Existencia de estructuras de mercado no competitivas especialmente respecto a determinadas clases terapéuticas.


-La posibilidad de la venta libre de OTC


-Tendencias a la integración vertical de las cadenas de farmacias, clínicas, Isapres y bancos que pueden facilitar la compra hacia /os laboratorios como en la comercialización.


-Problema de transparencia: asimetrías de información operando en los distintos segmentos. La más grave es la del consumo, que dificulta la elección informada del consumidor. El paciente sabe menos que el médico y este al igual que el OF.


-Protección por patentes y lealtad a marcas.


-Separación de las decisiones sobre prescripción, consumo y financiamiento: quién consume no es el que decide, quién decide no paga y quién paga es a veces un tercero (seguros, por ejemplo), que la cobertura de medicamentos en FONASA e Isapres solo está cubierta durante las hospitalizaciones en los planes de salud sin cobertura tratamiento ambulatorio que representa el 90% de gasto en medicamentos de cargo del usuario de FONASA e Isapres.


No existe una normativa de la autoridad sanitaria, para controlar a las imprentas que confeccionan las recetas médicas, propendiendo a la receta electrónica y el uso de código de barras.


Debiera existir una normativa y un registro nacional de imprentas que estén autorizadas por la autoridad sanitaria para emitir recetas médicas.


El panorama legislativo, en tanto, y como podrá deducirse, es insuficiente y precario. Nuestro Código Sanitario no efectúa un tratamiento especial del circuito farmacológico y en lo que a la receta médica se refiere, sólo encontramos una referencia en el art. 127 que señala que “los productos farmacéuticos sólo podrán expenderse al público con receta médica, salvo aquellos que determine el reglamenta.”

Luego el Decreto N° 466, de 1984, del Ministerio de Salud que contiene el Reglamento de Farmacias Droguerías y Almacenes Farmacéuticos es el que se encarga de definir y regular algunas materias relacionadas con la receta médica.


Su art.34 entrega una definición de este instrumento señalando que es “la orden suscrita por médico cirujano, cirujano dentista, médico veterinario, matrona o cualquier otro profesional legalmente habilitado para hacerlo, con el fin de que una cantidad de cualquier medicamento o mezcla de ellos sea dispensada conforme a lo señalado por el profesional que la extiende.”

Por su parte la Ley 19.628 que reformó la Ley sobre Protección de la Vida Privada incorporó una referencia explícita al instrumento receta médica agregando, a través de su art. 24 los incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 127 del Código Sanitario, del tenor siguiente:


“Las recetas médicas y análisis o exámenes de laboratorios clínicos y servicios relacionados con la salud son reservados. Sólo podrá revelarse su contenido o darse copia de ellos con eI consentimiento expreso del paciente, otorgado por escrito. Quien divulgare su contenido indebidamente, o infringiere las disposiciones del inciso siguiente, será castigado en la forma y con las sanciones establecidas en el Libro Décimo.


Lo dispuesto en este artículo no obsta para que las farmacias puedan dar a conocer, para fines estadísticos, las ventas de productos farmacéuticos de cualquier naturaleza, incluyendo la denominación y cantidad de ellos. En ningún caso la información que proporcionen las farmacias consignará el nombre de los pacientes destinatarios de las recetas, ni el de los médicos que las expidieron, ni datos que sirvan para identificarlos.”.


Es decir, desde el punto de vista legal, la receta médica hoy es un simple instrumento o documento privado que no tiene más valor o alcance que cualquier papel suscrito por cualquier persona. En otras palabras, su valor jurídico se reduce a dar fe de lo que en ella se dice por ser suscrita por un facultativo de la salud, sin que existan resguardos externos o adicionales a la rúbrica del profesional que firma, existiendo una importante tasa de falsificación mediante medios electrónicos.


La receta médica, conforme a la ley es una orden escrita a la que la ley sólo le otorga la protección de la privacidad de su contenido como hemos señalado recién.


Chile cuenta con una “Política Nacional de Medicamentos” (Resolución ex N°1248, agosto 1996), que se propone rediseñar una Política- Plan- de corto y mediano plazo- que asegure la disponibilidad y acceso de toda la población a medicamentos de eficacia y calidad garantizada, seguros, de costo asequible, y cuya utilización racional lleve a conseguir los máximos beneficios, tanto en la salud de las personas como en el control del gasto que ellos representan.


La seguridad farmacológica ciertamente es una aspiración en la que el rol de la receta médica como instrumento debiera ser realzada y amparada jurídicamente, como se pretende a través de este proyecto de ley.


En efecto, a través de esta iniciativa legislativa se aspira concretar los objetivos de seguridad sanitaria a que aspira la Política Nacional de Medicamentos otorgándole a la receta médica estatus y valor jurídico como también garantizar un realce de las políticas públicas en lo que respecta al presupuesto de las personas por cuanto en la medida en que el personal idóneo se compromete a entregar el genérico alternativo favorecerá el acceso a medicamentos a los ciudadanos de menores recursos.


Es así como en primer término se propone agregar al art. 127 una frase corta y sencilla que predique algunas cualidades esenciales de la receta médica, cuales son que sea un instrumento proveniente de la Autoridad Sanitaria (Ministerio, Servicios u otros) y autorizado por ésta como ocurre por lo demás en la mayoría de los Estados en los que el sistema funciona relativamente bien como España, Argentina, México, etc. Así el Estado a través de sus diversos servicios de salud deberá proveer de los formularios correspondientes, debidamente impresos, foliados y timbrados que estarán a disposición de los profesionales de la salud calificados para la emisión de recetas médicas.


En segundo lugar, parece razonable que por ley se declare que sólo podrán emitir recetas médicas aquellos profesionales legal y reglamentariamente autorizados para ello. Además, por estas vías se determinará igualmente :a forma en que se deberá proceder a su emisión como por lo demás hoy ya se encuentra regulado.


En último término, el proyecto propone una norma sancionatoria en esta materia. No hay ley eficaz sin sanción y en tal sentido se considera conveniente asimilar los ilícitos que se puedan cometer con ocasión de uso de la receta módica a la falsificación de instrumentos o documentos públicos o auténticos que contempla el Código Penal, lo que por un lado otorga a la receta un estatus equiparable a los instrumentos públicos para efectos penales, y por otro lo protege con una sanción penal que va de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo (541 días hasta 10 años de privación de libertad).


Por estas consideraciones es que se propone el siguiente,

PROYECTO DE LEY


Artículo Único. Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Sanitario, contenido en DFL 725 de 1967:


1)
Intercálase en el art.127 después de la frase “receta médica” la siguiente:


“legalmente emanada y autorizada por la Autoridad Sanitaria”

2)
Agréguese en el art. 127 a continuación de la expresión “reglamento”, la frase siguiente:


“y no podrán ser sustituidos sino por el producto que específicamente señale el profesional en la misma receta”, precedida de una coma


3)
Agréguese el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“El profesional que extiende la receta podrá indicar como alternativa al producto recetado la denominación química o genérica, cuando esta última sea terapéuticamente equivalente al medicamento que prescribe, según la legislación vigente”.


4)
A continuación del inciso segundo, que pasa a ser tercero, intercálese eI siguiente inciso cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:


“El tratamiento de los datos personales relativos al profesional que extiende la receta médica se sujetará a lo establecido en la ley N° 19.628”.


5)
Introdúzcase en el Código Sanitario el siguiente art. 127 bis:


“La receta médica sólo podrá extenderse por los profesionales de la salud legalmente autorizados para ello. Un reglamento del Ministerio de Salud establecerá los requisitos que deberá cumplir la receta médica en cuanto a su elaboración en las imprentas debidamente certificadas al efecto y, además, deberá propender al uso de la receta electrónica y código de barras”

6)
Introdúzcase en el Código Penal, los siguientes artículos 313 e y 313f:

313 e:


“La sustitución de un producto farmacéutico por una persona distinta al profesional que los ha prescrito será sancionada con penas previstas en el artículo 313 a”.


313 f:


“Las personas que incurran en falsedad en el otorgamiento de recetas médicas, en falsificación de éstas o en uso malicioso de ellas, serán sancionadas con las penas previstas en el artículo anterior”.
20.
Moción de los diputados señores Montes, Auth, Burgos, Cornejo, Farías, Lorenzini, Robles y Schilling y de las diputadas señoras Goic, doña Carolina, y Sepúlveda, doña Alejandra.


Modifica la ley N° 19.884, con el objeto de asegurar la total transparencia en materia de gasto electoral y financiamiento de la actividad política. (boletín N° 8283-06)

“Vistos. Lo dispuesto en los artículos 1°, 19° y 63° de la Constitución Política de la República y en la ley 18.884 sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral y sus modificaciones.


Considerando.


1.- Que desde el retorno a la democracia nuestro país presenta una evolución permanente y sostenida hacia una mayor transparencia en el quehacer de la administración pública.


2.- Que en esta materia, resulta un hito fundamental la ley 20.285, sobre acceso a la información, a través del cual se han puesto al alcance de los ciudadanos, entre otros aspectos, el personal y remuneraciones de los servicios públicos, las transferencias, bonificaciones y beneficios entregados por las entidades del Estado a particulares y los contratos de suministros y provisión de bienes.


Ellos constituyen un avance en el perfeccionamiento de la democracia y en la probidad de los órganos de la administración del Estado que sitúan a Chile en un lugar de privilegio en dichos estándares.


3.- Que, en el mismo sentido, en años anteriores aportaron a este proceso la ley 
N° 19.653, sobre Probidad Administrativa aplicable de los órganos de la Administración del Estado; la ley N° 20.088 que exige una declaración de patrimonio a las principales autoridades del país y la ley N° 20.414, reforma constitucional sobre transparencia, modernización del Estado y calidad de la política.


4.- Que en materia de campañas políticas y financiamiento electoral, la ley N° 19.884 dictada el año 2003, constituyó un avance relevante, complementada posteriormente por las leyes N° 19.963, N° 19.964, N° 20.053 y N° 20.568.


Sin embargo, su normativa no resulta en la actualidad concordante con los niveles de transparencia alcanzados por el país debiendo por tanto modificarse, a lo menos en los siguientes aspectos

I. Establecer la total transparencia en los aportes a las campañas electorales y el financiamiento de la actividad política. 


El sistema de donaciones anónimas, reservadas y públicas vigente fracasó. Con él hoy no es posible conocer el origen de los fondos utilizados en las campañas, lo que lesiona gravemente la confianza de la ciudadanía.


No hay razón alguna para que los chilenos no conozcan el origen de los recursos con que los candidatos realizan su actividad electoral, en lo posible antes de emitir su sufragio.


Proponemos en este sentido que todo aporte entregado a una campaña electoral sea público y se registre individualmente en forma detallada. Los chilenos deben conocer el origen de hasta el último peso recibido por cada postulante o partido político. 


Sólo admitimos un distingo en la forma de recibir estas donaciones, con el objeto de facilitar la gestión administrativa.


Para ello consideramos un mecanismo simplificado para las pequeñas erogaciones. Así, hasta un 10% del límite del gasto límite fijado por la ley y siempre que el aporte no exceda el equivalente a 20 unidades de fomento podrá entregarse directa o indirectamente al administrador electoral.


Todo el resto de las donaciones, vale decir aquéllas que excedan dicha cuantía y las que se entreguen una vez enterado el 10% del gasto límite sujetas al registro simplificado descrito en forma precedente deberá realizarse mediante transferencia intermediada por el Servicio Electoral.


En ambos casos se registrará el nombre del donante y el monto del aporte. 


Lo anterior se complementa con dos disposiciones:


La incorporación de una facultad que permita al candidato rechazar un aporte, con el objeto de evitar maniobras dolosas tendientes a perjudicar a ciertos postulantes.


El establecimiento de una norma que transparente los aportes personales de los candidatos. Es imprescindible evitar que esta vía se use para disimular donaciones, por lo que el candidato debe explicar el origen de los recursos que declara como propios. Ej. venta de bienes, giros de cuentas, enajenación de títulos al portador, suscripción de créditos.


Disposiciones similares se contemplan para el financiamiento de partidos políticos y los institutos de formación política dependientes de éstos, debiendo registrarse las pequeñas erogaciones mensuales de hasta 20 unidades de fomento y recaudarse mediante entidades especializadas aquéllas de cuantía superior.

II. Prohibir la donación de personas jurídicas a campañas electorales. 


Son los ciudadanos, personas naturales, las que adhieren a ideas y apoyan postulaciones.

No existe justificación alguna para permitir aportes de personas jurídicas, más aún cuando éstas se desenvuelven en ámbitos sujetos a la directa tutela y fiscalización de los órganos públicos, sean estos municipales o estatales.


Proponemos, en este sentido, prohibir los aportes de dichas empresas. 


Lo mismo se extenderá a sus principales propietarios, ejecutivos y directores y los parientes de unos y otros, cuando el ámbito de acción de tales entidades esté sujeto a la fiscalización de la administración del Estado, reciban subvenciones o tengan contratos con éste y sus órganos o se encuentre postulando a licitaciones, en las magnitudes V condiciones descritas en el actual artículo 25° de la ley 19.884. 

III. Sancionar el exceso de gasto electoral con la destitución del candidato electo. 


Hoy la ley castiga el gasto por sobre lo permitido con una multa, lo que no resulta suficientemente disuasivo.


El resultado son campañas muy largas y caras que afectan la equidad de las postulaciones, deterioran los bienes públicos y constituyen un agravio a las dificultades económicas que atraviesan miles de chilenos.


Proponemos que quien exceda en más del 30% del gasto permitido debe ser privado del cargo que obtuvo en forma ilegítima, alterando las reglas del juego democrático. Los partidos que incurran en tales infracciones, por su parte, serán privados del aporte estatal. 


5.- Que, asimismo, creemos necesario introducir otras correcciones menores en las siguientes materias:


Sancionar el gasto electoral anticipado, computándolo en la rendición de cuentas del candidato al triple de su valor efectivo.


Ampliación de quince a treinta días del plazo para presentar denuncias por irregularidades en materia de gasto electoral.


Se hace presente que, pese a que idealmente dicho término pudiera ser mayor, se debe compatibilizar con los plazos previstos para la proclamación de los candidatos electos y la incorporación de éstos en sus nuevos cargos.


Incorporación expresa como financiamiento electoral de dividendos y mayor valor en venta de acciones u otros activos negociables.


6.- Que el proyecto que presentamos ha innovado especialmente en los artículos 17°, 19°, 21° y 21° bis, los que nos permitimos reemplazar en lugar de introducirle enmiendas parciales, a efectos de facilitar la comprensión de su texto y objetivos.


Lo anterior no altera facultad alguna de aquéllas que la ley vigente ya entrega al Servicio Electoral para recibir aportes privados, transferirlos a los destinatarios y otorgar las certificaciones correspondientes, las que se retranscriben casi textualmente del texto actual


Por lo anterior, los diputados que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo único.- Modifíquese la ley 19.884 del siguiente modo:


1.- Incorpórese, en el inciso final del artículo 3°, entre las palabras “computarán” y 
“dentro”, la frase “al triple de su valor real”.


2.- Incorpórese en el artículo 5° bis el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de las sanciones pecuniarias precedentes, en caso de incurrirse en un exceso de gasto superior al 30%, los candidatos que incurrieren en dicha infracción y hubieren resultado electos quedaren inhabilitados para ejercer el cargo. En el caso de los partidos políticos, éstos serán privados de recibir el financiamiento público que les correspondiere.”

3.- Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 6° la expresión “quince” por “treinta”.


4.- Intercálese, en el artículo 8°, entre la palabra “comodato” y la conjunción “o” la expresión “, dividendos o mayor valor obtenidos en la enajenación o cesión de acciones y cualquier otro tipo de bienes, derechos o activos negociables”.


5.- Modifíquese el artículo 9°, del siguiente modo:


a.- intercálese, en su inciso primero, entre las palabras “persona” y “podrá” la expresión “natural”.


b.- Incorpórese la siguiente parte final al inciso tercero:


“Con todo, deberán justificar fehacientemente su origen mediante la acreditación de la fuente de dichos aportes, tales como la venta u otro acto jurídico sobre bienes muebles o inmuebles; la suscripción de créditos; los giros en cuentas bancarias, la enajenación de títulos constitutivos de obligaciones en dinero y cualquiera otra alteración de su patrimonio personal destinada al financiamiento electoral.”

6.- Elimínese el artículo 10°.


7.- Elimínese, en el inciso primero del artículo 12°, la frase “, si éstos pudieren ser identificables”.


8.- Sustitúyase el artículo 16° por el siguiente:


“Articulo 16.- Los aportes de campaña electoral serán siempre públicos, de conformidad con lo que se señala en los artículos siguientes.”

9.- Reemplácese el artículo 17° por el siguiente:


“Artículo 17.- Podrán ser entregados directa o indirectamente al administrador electoral del respectivo candidato o partido político todos los aportes en dinero cuyo importe no supere el equivalente en pesos a veinte unidades de fomento, debiendo, en todo caso, consignarse la identidad del aportante y el monto de la contribución.


En todo caso, durante el periodo de campaña electoral, ningún candidato o partido político podrá recibir, por concepto de este tipo de aportes más del diez por ciento del límite de gastos electorales definido en esta ley.”

10.- Elimínese el artículo 18.


11.- Reemplácese el artículo 19° por el siguiente:


Articulo 19°.- Los aportes que superen el monto máximo por donante indicado en el 
articulo 17° y aquéllos que se entreguen por sobre el diez por ciento del límite de gastos que la ley autoriza a obtener a un candidato o partido político a través del mecanismo contemplado en el articulo citado, se realizarán directamente en una cuenta única que deberá mantener al efecto el Servicio Electoral.


El Servicio establecerá un sistema electrónico mediante el cual el donante pueda destinar su aporte a uno o más candidatos o partidos, dentro de los límites establecidos en la presente ley y hasta el monto de su donación. Para destinar su aporte, el donante que sea persona natural y que esté imposibilitado de concurrir al Servicio, podrá efectuarlo mediante mandato especial autorizado ante notario.


La respectiva donación, junto con los datos necesarios para identificar al donante, será puesta en conocimiento del candidato o partido y sus respectivos administradores, en las siguientes veinticuatro horas, los que deberán aceptarla antes de que sea efectivamente transferida. Transcurridos diez días desde dicha notificación se entenderá que el aporte ha sido rechazado.

Una vez que los fondos han quedado acreditados, el donante recibirá del Servicio Electoral un certificado electrónico de la donación que detallará el monto total donado y los candidatos o partidos políticos beneficiados.


El Servicio Electoral deberá iniciar la transferencia electrónica, el primer día hábil de cada semana, a la cuenta designada por el respectivo Administrador Electoral, de la suma de los aportes que les hayan sido destinados en la semana anterior.


Las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos, le serán aplicables a los funcionarios del Servicio Electoral.


Las cuentas bancarias a las cuales se transferirán los aportes, deberán corresponder al candidato que tenga el carácter de titular de las mismas.”

12.- Sustitúyase el artículo 20° por el siguiente:


“Para los efectos de determinar si las donaciones hechas a los candidatos o a los partidos o al conjunto de los candidatos de un partido deben regirse por lo dispuesto en los artículos 17° o 19°, deberán sumarse todas las donaciones hechas por el mismo donante al mismo candidato o partido o conjunto de candidatos de un mismo partido, en la misma elección.


El Servicio Electoral determinará la forma en que las donaciones se harán públicas.”

13.- Reemplácese el artículo 21° por el siguiente:


“Artículo 21.- Los aportes mensuales que se realicen a los partidos políticos, fuera del período señalado en el artículo 3°, cuyo monto fuera igual o superior a las veinte unidades de fomento por cada aportante deberán realizarse a entidades recaudadoras, cuyo único giro será el de la recaudación de donaciones y cotizaciones, con el objeto de ponerlas a disposición del partido que las hubiere formado, para el pago de sus gastos normales de funcionamiento.


Estas entidades se constituirán por el solo hecho de inscribirse en el Servicio Electoral por el partido correspondiente, su vigencia será indefinida, y en todo caso se extinguirá conjuntamente con la resolución que disponga la cancelación de la inscripción del partido en el Registro de Partidos Políticos. En todo caso, el partido respectivo deberá hacer publicar en el Diario Oficial un certificado emitido por el Director del Servicio Electoral en que conste la fecha de su constitución.


El tesorero del respectivo partido tendrá, por el solo ministerio de la ley, la representación de la entidad recaudadora, con las facultades de administración que le acuerde la directiva central del partido.


La recaudación de aportes mensuales inferiores a lo señalado en el inciso primero, se hará directamente al partido, dando recibo de ellos. Los recibos se otorgarán en formularios timbrados por el Servicio Electoral, de acuerdo con el formato que éste, por resolución que se publicará en el Diario Oficial, determine.


Los partidos políticos, o la entidad recaudadora, en su caso, deberán informar mensualmente al Servicio Electoral, acerca de las donaciones que hubieren recibido. La infracción a lo establecido en este inciso, será sancionada con multa a beneficio fiscal del triple de las cantidades no informadas.”

14.- Reemplácese el artículo 21 bis por el siguiente:


“Artículo 21 bis.- Los aportes que reciban los institutos de formación política inscritos por los partidos políticos ante el Servicio Electoral, serán públicos y se sujetarán a lo dispuesto en los incisos primero y cuarto del artículo anterior.


Los institutos estarán facultados para crear entidades recaudadoras autónomas de la misma forma que los partidos políticos.


Para los efectos de este articulo, cada partido político podrá inscribir sólo un instituto de formación política.”

15.- Elimínese, en el artículo 22° la frase “que deban ser públicos”. 16.-- Reemplácese el artículo 24° por el siguiente:


“Artículo 24.- Prohíbense los aportes de campaña electoral provenientes de personas jurídicas chilenas o extranjeras, de cualquier tipo, con la sola excepción de los partidos políticos nacionales. Deben entenderse incluidos los órganos de la Administración del Estado, las empresas del Estado y aquéllas en que éste, sus empresas, sociedades o instituciones tengan participación.


Prohibense, asimismo, los aportes realizados por personas naturales que directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, sean integrantes del directorio, ejecutivos principales o posean el 5 % o más del capital de entidades del sector privado que se encuentren en cualquiera de las siguientes situaciones:


a.- Estén sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a la fiscalización o control de la administración del Estado.


b.- Reciban subvenciones o aportes del Estado, siempre que dichas subvenciones o aportes representen más del quince por ciento de sus ingresos en cualquiera de los dos últimos años calendarios.


c.- Contraten con el Estado o sus órganos la provisión de bienes, la prestación de servicios o la realización de obras, sí los montos a que ascendieren los contratos respectivos representan un porcentaje superior al cuarenta por ciento del total de su facturación anual en el respectivo año calendario o en alguno de los dos años calendarios precedentes.


d.- Se encuentren postulando al momento de la respectiva campaña electoral a licitaciones públicas o privadas con algunos de los organismos a que se refieren las letras precedentes, siempre y cuando el monto de la licitación represente un porcentaje superior al cuarenta por ciento del total de su facturación anual en cualquiera de los dos años calendario inmediatamente anteriores_


En los casos previstos en las letras c.- y d.-, el incumplimiento significará, además, su eliminación del proceso licitatorio que esté en curso o la terminación anticipada del contrato que se encuentre vigente, según corresponda.


Para efectos del control de estas prohibiciones, las personas jurídicas deberán estar inscritas en el Registro de Contratistas dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.


A requerimiento del Servicio Electoral, estas personas jurídicas y los servicios públicos deberán proporcionar al Servicio todos los antecedentes de que requiera para estimar el porcentaje de la facturación anual o bianual que esta ley considera_ Si tales porcentajes fueren superados, el Servicio Electoral comunicará esta situación a los órganos de la Administración del Estado, para lo cual podrá utilizar el sistema de información a que se refiere la aludida ley, para que éstos cumplan con el mandato dispuesto en la parte final del inciso tercero del artículo precitado.


Tampoco podrán ser aportantes las personas que tengan respecto de los propietarios, directores y ejecutivos señalados la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.”

17.- Elimínese los artículos 25° y 26°.


Elimínese en la letra b) del inciso primer de los artículos 31 y 33, la expresión “privados”.
21. Moción de los diputados señores Montes, Auth, Burgos, Cornejo, Lorenzini, Robles y de la diputada señora Sepúlveda, doña Alejandra.


Modifica la ley N°18.815, con el objeto de asimilar los fondos de inversión privados a las sociedades anónimas abiertas. (boletín N° 8284-05)

“Vistos. Lo dispuesto en los artículos 12, 192 y 632 de la Constitución Política de la República y en las leyes 18.04-6 y 18.815.


Considerando.


1.- Que junto con las personas naturales, el ordenamiento jurídico ha reconocido la existencia de las personas jurídicas.


El Código Civil chileno, en su artículo 545, las define como una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente.


2.- La aceptación de estas entidades y su regulación encuentra su fundamento en razones sociales y económicas, vinculadas a la necesidad de hacer más fluidas las relaciones jurídicas y reconocer la circunstancia cotidiana de que las personas naturales se agrupan o asocian con el objeto de alcanzar determinados fines.


La reunión de tales voluntades es lo que configura las personas jurídicas, a las que nuestro ordenamiento les concede similares atributos que las personas naturales, con la excepción evidente, del estado civil.


3.- Que el reconocimiento de estas entidades ficticias no ha sido un tema pacífico en la literatura jurídica, promoviéndose diversas teorías destinadas a aceptarlas o a refutar su existencia.


Entre las más relevantes, en el primer sentido, encontramos la de la ficción que postula que sólo existen las personas naturales y que las personas jurídicas son entes ficticios. Su promotor, Savigny, argumenta que sólo seres con voluntad, como las personas naturales, pueden asumir naturalmente derechos subjetivos. En el caso de las personas jurídicas, una ficción legal, modifica esta regla para aceptar su existencia y reconocerles derechos. El Código Civil chileno aceptaría está teoría, aunque en diversas materias se aleja de ella.


La teoría de la realidad, en tanto, sostiene que las personas jurídicas no son entes ficticios, sino individualidades sociales, una realidad concreta que el derecho ha aceptado, reconociendo así la existencia entre el individuo y el estado de los organismos intermedios.


Entre quienes rechazan la existencia de las personas jurídicas, existen dos teorías principales. De una parte, la postulada por Planiol, quien acusaba a la idea de la ficción de ser una concepción simple, pero superficial y falsa. Indica que en realidad se trata simplemente de una propiedad colectiva, que no a loros sujetos de derechos que las que las personas naturales.


De otro lado, la teoría del patrimonio de afectación, propuesta por Brinz y Bekker, sostienen que los derechos no tienen necesariamente por base a las personas. Y que existirían patrimonios basados en la afectación a un fin determinado.


La adhesión a alguna de estas teorías en los diversos ordenamientos jurídicos acarrea consecuencialmente implicancias en lo que se refiere a la legislación aplicable, sea directa o supletoriamente.


4.- Que la Ley 19.705 de 2000, modificó la Ley N° 18.815 de 1989, que regulaba los Fondos de Inversión Públicos, agregando un nuevo Título VII a dicho texto legal referida a los Fondos Privados de Inversión.


Éstos se definen como “aquellos que se forman por aportes de personas o entidades, administrados por las sociedades a que se refieren los artículos 3° á 42 de esta ley, por cuenta y riesgo de sus aportantes y que no hacen oferta pública de sus valores. Estos fondos se regirán exclusivamente por las cláusulas de sus reglamentos internos y por las normas de este Título.”

5.- Que varias características emanan de esta conceptualización, a saber:


-Se trata de patrimonios de afectación, en tanto están constituidos por un patrimonio integrado por aportes de personas naturales y jurídicas para su inversión en los valores y bienes que la ley permite, según lo prescribe el artículo 1° de la ley.


-Son administrados por las sociedades especializadas. No hacen oferta pública de sus valores.


-Su regulación es extremadamente básica. Por su carácter privado, ésta se entrega a sus propios estatutos, a las escasas normas del título especial agregado a la ley 18.815 y a aquéllas de dicha ley que, por excepción, les son aplicables. En casos especiales, sólo cuando sus aportantes llegan a 50 se les hace extensivo, en forma más general, el resto de los Títulos del texto.


-Su fiscalización es mínima aunque deben ser anualmente auditados por auditores externos.


6.- Que los fondos de inversión privados pueden invertir en aquellos activos establecidos en el articulo 5° y, además, además en toda clase de valores, derechos sociales, títulos de crédito y efectos de comercio.1

7.- Que la precariedad de la regulación de estos fondos de inversión ha sido objeto de diversos problemas, tanto de tipo administrativo como financiero, al no existir claridad respecto de las normas aplicables, entre los que podemos citar:


Obligatoriedad del RUT. Durante bastante tiempo se discutió la necesidad de que los Fondos de inversión Privado debieran obtener RUT. Ello fue precisado por la Circular N° 57 del 2008 y la Resolución N° 32 del 2008, ambas del Servicio de Impuestos Internos, las que afirmaron la existencia de este imperativo.


La fundamentación del organismo fiscalizador deriva de lo dispuesto en el artículo 66 del Código Tributario, que establece que las “agrupaciones sin personalidad jurídica, pero susceptibles de ser sujetos de impuestos, que en razón de su actividad o condición causen o puedan causar impuestos, deben estar inscritas en el Rol Único Tributario de acuerdo a las normas del Reglamento respectivo”.


Obligación de auditar. Si bien la una disposición legal expresa, el artículo 41 inciso 2° de la Ley 18.815, establece la obligación de someter los Fondos de Inversión Privados a una auditoría anual, no existe certeza acerca de la sanción aplicable, pues ellas sólo se han sido establecidas respecto de entidades fiscalizadas por la Superintendencia de Valores y Seguros.


Al respecto, las atribuciones de la SVS respecto de los Fondos de Inversión Privados resultan imprecisas, pues si bien éstos, en general no están sujetos a dicho control, el artículo 53 del Reglamento de la Ley que regula los Fondos de Inversión, establece que “la Superintendencia podrá requerir a las sociedades administradoras y a sus auditores externos, información sobre los fondos de inversión privados que administren, a fin de verificar el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 41 de la Ley N° 18.815, esto es la prohibición) de efectuar transacciones u operaciones entre ellos, salvo que sean administrados por sociedades que no sean relacionadas entre sí.”

Cabe, sin embargo, una duda respecto del rol genérico o específico de la fiscalización de la SVS respecto de los Fondos de Inversión Privados y, consecuencialmente de la sanción aplicable en caso de omisión de la auditoría.


Distribución de beneficios. Una duda similar a la señalada en forma precedente se genera respecto de la sanción aplicable para el caso de la no distribución anual de beneficios netos a que se refiere el artículo 31 de la Ley 18.815, aplicable a los Fondos de Inversión Privados, según lo dispuesto en el artículo 41 del dicho texto, al no quedar meridianamente claro que estos patrimonios se encuentra fiscalizados por la Superintendencia, requisito indispensable para quedar sujeto a sus atribuciones sancionatorias.


Tasación de aportes. Otra interrogante surge respecto de si a los Fondos de inversión Privados le son aplicables las normas de tasación contenidas en el artículo 64 del Código Tributario y en el artículo 17 N° 8 del la Ley de Impuesto a la Renta.


La primera de dichas disposiciones permite al Servicio de Impuestos Internos realizar tasaciones en el caso que el valor asignado en la enajenación a una especie mueble, corporal o incorporal, o cuando el valor asignado a la prestación de un servicio prestado sirva de base o sea uno de los elementos para determinar un impuesto, sea notoriamente inferior a los corrientes en plaza o a los que normalmente se cobren en convenciones de igual naturaleza.


Sin embargo, el segundo precepto, es aplicable sólo a los contribuyentes obligados a llevar contabilidad completa, por lo que no sería extensiva a los Fondos de Inversión Privados2.


8.- Que, por lo anterior, cabe concluir que la falta de una regulación más extensa y precisa de los Fondos de Inversión Privados, suscita muchas dudas respecto de su normativa, en los más diversos aspectos y acerca de las atribuciones fiscalizadoras que a su respecto tienen diversos servicios públicos tales como la Superintendencia de valores y Seguros y el Servicio de Impuestos Internos.


Creemos, entonces, necesario precisar la regulación de la ley 18.815, con el objeto de disponer expresamente que, en todo lo no previsto por estas normas, les será aplicable la normativa de las sociedades anónimas abiertas.

Por lo anterior, los diputados que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo único. Incorpórese el siguiente inciso segundo al artículo 40 de la ley 18.815:


“Sin perjuicio de lo establecido en forma precedente, los Fondos de Inversión Privados serán asimilados a las sociedades anónimas abiertas, aplicándoseles, además, la normativa respectiva.”
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Moción de los diputados señores Espinosa, don Marcos; Andrade, De Urresti, 
Jarpa, Jiménez, Schilling y Teillier y de las diputadas señoras Goic, doña Carolina; Muñoz, doña Adriana, y Vidal, doña Ximena.


Modifica el Código del Trabajo en materia de reclamación por despido indebido, improcedente o injustificado”. (boletín N° 8286-13)

“1. El contrato de trabajo es un contrato de tracto sucesivo, como tal, requiere de terminación, a diferencia de los contratos de ejecución instantanea, los que se cumplen y agotan de una vez. Por el hecho de ser contrato de tracto sucesivo, las obligaciones asumidas se repiten reiterada y constantemente en el tiempo, por ello se requiere que el contrato termine, cese en su vigencia.


2. La doctrina laboral concibe distintos sistemas de terminación del contrato de trabajo, entre los cuales se encuentran el desahucio y el sistema de estabilidad. El desahucio es la terminación que se aplica en materia civil para los contratos de tracto sucesivo como lo es el arrendamiento, en donde no es necesario que exista causa para poner término al contrato. La estabilidad en cambio, es un sistema en el que se exige el cumplimiento de tres requisitos, para dar precisamente estabilidad en el empleo al trabajador. Los requisitos son: a) que exista una causa para poner fin al contrato; b) que esa causa esté descrita en la ley, es decir que sea legal; y c) que la causa sea justa. Se habla de estabilidad porque el trabajador conoce cuales son los hechos que ponen término a su relación laboral de modo que, mientras no incurra en una de e esas conductas, u ocurran esos hechos, su contrato está vigente, está estable


3. Las causales establecidas en la ley pueden ser objetivas o subjetivas dependiendo si hay un sujeto responsable de ellas o se trata de situaciones o hechos objetivos que no implican un acto u omisión imputable a alguna de las partes.


4. El Código del Trabajo en sus artículos 159 al 161 establece distintas causales de un contrato de trabajo, reconociendo de manera general la implementación del sistema de estabilidad en la legislación chilena. El articulo 159 hace referencia a las causales objetivas de terminación del contrato de trabajo, como la muerte o la renuncia del trabajador, que no constituyen un acto imputable a éste, por su parte el artículo 160 hace referencia a las causales subjetivas de terminación de contrato, en donde si existe una conducta imputable que puede ser de parte del trabajador o del empleador.


5. Ahora, la diferencia entre terminar una relación laboral por alguno de los casos del 
artículo 159 o por una causal de caducidad del artículo 160, está en la indemnización que se le cancela al trabajador. Si el contrato termina por alguna de las causales del articulo 160 el trabajador no tiene derecho a cobrar las indemnizaciones legales correspondientes, a menos que el trabajador considere que dicha causal ha sido injustificada, indebida o improcedente y el Tribunal Laboral competente así lo declare_


6. Además de las causales establecidas en los artículos 159 y 160, el Código del Trabajo en su artículo 161 contempla una causal especial de término de la relación laboral, cual es necesidades de la empresa, con pago de indemnizaciones legales si fuere procedente.


7. Explicado lo anterior, cabe preguntarse ¿Qué sucede en aquellos casos en que se desvincula a un trabajador invocando alguna de estas causales, pero el trabajador considera que su despido ha sido injustificado, improcedente o indebido?. Ante ello la ley establece el derecho a reclamo judicial que debe materializarse dentro de los 60 días hábiles desde que se recibió el aviso se despido, pudiendo suspenderse el plazo si se presenta una reclamación ante la Inspección del Trabajo respectiva.


8. Sin perjuicio de lo anterior, es preciso formularse una nueva pregunta, ¿Cuál es el efecto jurídico del reclamo judicial? O mejor dicho, ¿Cuál es la solución legal ante un despido injustificado, improcedente o indebido?. El Código del Trabajo es claro y así lo establece en su artículo 168 cuando señala que el tribunal ordenará el pago de la indemnización a que se refiere el artículo 162, es decir la indemnización por años de servicio y los recargos legales si procedieren.


9. La idea fundamental es que el trabajador reciba las indemnizaciones legales correspondientes, velando por su situación económica al momento del despido, pero una vez más nos preguntamos ¿Qué pasa si el trabajador no quiere que lo indemnicen sino que quiere que lo reintegren a sus labores habituales? La ley no contempla tal posibilidad puesto que en Chile se aplica un sistema de terminación del contrato de trabajo de estabilidad relativa que implica el pago de las indemnizaciones legales correspondientes, y no un sistema de estabilidad absoluta que considera el reintegro del trabajador a sus actividades.


10. Lo antes mencionado perjudica de sobremanera a los trabajadores quienes se ven afectados por la pérdida de su empleo aún cuando la causal que se haya invocado sea improcedente, injustificada, indebida o incluso cuando no haya causal de despido y así lo declare un Juez de la República, sobre todo considerando otras circunstancias de hecho que pueden empeorar la situación como lo es la edad del trabajador y su situación previsional.


11. Por todo lo anterior, los Diputados que aquí firmamos, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo Primero: Modifíquese el artículo 168 del Código del Trabajo agregando un inciso 4° nuevo que señale:


“Aquellos trabajadores que lo estimen conveniente podrán solicitar que el tribunal competente declare, además de que la causal es injustificada, improcedente, indebida o que no existe causal alguna, su reincorporación al trabajo en las mismas condiciones en las que se desempeñaba antes de la separación”


Artículo Segundo: El actual inciso 4° del artículo 168 pasará a ser inciso 5°”.

23.
Moción de los diputados señores Espinosa, don Marcos; De Urresti, Jarpa, Jiménez, Schilling y Teillier y de las diputadas señoras Goic, doña Carolina; Muñoz, doña Adriana, y Vidal, doña Ximena.


Modifica la Ley de Impuesto a la Renta, en materia de precios de transacciones en mercados de futuro. (boletín N° 8287-05)

“1. Los impuestos existentes en Chile pueden clasificarse en Impuesto a la Renta, Impuesto a las Ventas y Servicios, Impuestos Específicos y Otros Impuestos. El sistema impositivo de la renta por su parte contempla un Impuesto de Primera Categoría, de Segunda Categoría o de las Rentas del Trabajo, el Impuesto Global Complementario y el Impuesto Adicional.


2. El Impuesto de Primera Categoría grava las rentas que genera el capital, especialmente aquel obtenido por una empresa. La base imponible del mismo es la utilidad o renta la cual se determina por regla general mediante el sistema de renta efectiva.


3. La renta efectiva es aquella renta que se entiende como fiel a la realidad y se llega a ella mediante el instrumento de la contabilidad completa, que en términos generales contempla la determinación de la base imponible del impuesto contabilizando los ingresos de cada empresa y deduciéndole los gastos que éstas pudieron tener en el ejercicio comercial respectivo.


4. En términos generales, a los ingresos brutos definidos como todos aquellos ingresos derivados de la explotación de bienes y actividades incluidos en la presente categoría, excepto los ingresos del artículo 17, es decir los ajustes contables, se le descuentan los costos directos que son aquellos costos que quedan incorporados en el bien económico final. El resultado de dicha operación es la renta bruta. A la renta bruta se le descuentan los gastos necesarios que son aquellos en los cuales la empresa incurre al momento de la fabricación o elaboración del producto o servicio final. El resultado de lo anterior es la renta líquida, la que es reajustada monetaria y tributariamente, para luego aplicársele la tasa del impuesto que es de un 17% (y según anuncio de reforma tributaria alcanzará un 20%) lo que arroja finalmente el impuesto a pagar.


5. La explicación anterior parece simple a primera vista, pero hay que tener presente que en cada uno de estos términos existen distintas aristas que pueden variar de sobremanera el resultado final que es el impuesto a pagar.


6. Nos detendremos específicamente en los gastos necesarios. En Derecho Comparado, en general todo gasto en que incurra el contribuyente es gasto para efectos de renta, salvo que la ley señale expresamente que no lo es. En Chile en cambio, el gasto debe ser necesario para producir la renta, para explotar el bien, para elaborar el producto o para prestar el servicio. No obstante aquello, el legislador tributario no define los gastos necesarios sino que establece requisitos para considerar un gasto como necesario.


7. Los requisitos para que un gasto sea considerado necesario se encuentran establecidos en el artículo 31 de la ley de impuesto a la renta y ellos son: a) que el gasto sea necesario para producir la renta, b) que el gasto no haya sido rebajado como costo directo, c) el egreso debe encontrase pagado o adeudado durante el ejercicio comercial correspondiente, d) el egreso debe acreditarse o justificarse de forma fehaciente ante el Servicio de Impuestos Internos, e) que el legislador no haya señalado expresamente que dicho egreso no pueda ser deducido como gasto.


8. Aun cuando los requisitos enunciados anteriormente parecen ser claros y tajantes, han existido algunas situaciones que pueden verse como posibles métodos de elusión tributaria, es decir, no pago de un impuesto correspondiente de acuerdo con la ley. Dentro de dichas situaciones se encuentran las pérdidas de los mercados de futuro, particularmente en la industria minera.


9. El mercado minero y las empresas que explotan estos recursos, las cuales son principalmente empresas extranjeras, deben cancelar un impuesto específico a la Minería, mal llamado Royalty Minero, sin embargo ello no las exime del pago del impuesto a la renta aplicable a las empresas, es decir el impuesto de primera categoría.


10. El modelo de los mercados de futuro y las transacciones que se realizan mediante ellos han podido formar parte de los gastos necesarios, aún cuando por ley pudieran no entenderse como tales.


11. El método funciona de la siguiente manera. Se vende una cierta cantidad de opciones de cobre a un precio determinado, y se compra la misma cantidad de opciones tiempo después, a precios, esta vez, superiores al 20% o más. Esto genera una pérdida contable para la filial minera chilena, pero que se transforma en una utilidad para la empresa extranjera que efectuó la compraventa de opciones de futuro, la que a su vez filial comercial o financiera de la casa matriz de la empresa minera chilena. De esta manera la ganancia quede dentro del grupo comercial, pero con una pérdida para la empresa filial que debe tributar en Chile, la que se descuenta como gasto necesario que rebaja ostensiblemente la base imponible del impuesto a la renta.1

12. Como este mercado no está regulado por un precio de referencia, y se transa varias veces el volumen real de cobre de mina que se produce, resulta prácticamente imposible, tanto legal como económicamente, impugnar el valor por el cual fueron vendidas y compradas las diferentes opciones, precisamente porque no existe un precio de referencia con el cuál pueda ser comparado.


13. Ante las circunstancias señaladas en los párrafos anteriores, es incluso el mismo Fondo Monetario Internacional, el que ha recomendado, que para evitar que este tipo de pérdidas vengan en deducción del resultado de la actividad natural y normal de una empresa, sean consideradas como gastos no necesarios para producir la renta, teniendo como idea fundamental el que las empresas tributen por sus rentas efectivas no rebajando el precio de las transacciones en este tipo de mercados informales.


14. Aun cuando la ley señala de manera expresa los requisitos que deben cumplir los gastos para ser considerados como necesarios, es fundamental recalcar la prohibición de rebajar como gastos las transacciones de mercados de futuro antes dicha, puesto que esta normativa al ser de carácter muy general, podría generar conflictos de interpretación o de aplicación, por lo que al respecto, es mucho más efectivo la introducción de una normativa explícita sobre este tipo de pérdidas.


15. Por todo lo anterior, los Diputados que aquí atamos, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único


Modifíquese el artículo 31 del Decreto Ley 824 sobre Impuesto a la Renta agregando al inciso 1° luego de la frase “No se deducirán los gastos incurridos en la adquisición, mantención o explotación de bienes no destinados al giro del negocio o empresa” lo que sigue: “Incluidas las pérdidas en los mercados de futuros de metales, o del mercado de futuro de cualquier otro producto o mercados similares que determine el Servicio”.
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. PC: Partido Comunista.


� Así, por ejemplo, Paula Escobar Chavarría, “Tolerancia versus aceptación”, en El Mercurio A2, viernes 27 de abril de 2012.


� Goethe, Maximen und Reflexionen en Werke vol. VI, 507. Frankfurt, Insel, 1981.


� Pablo Simonetti, “Diversidad: más allá de la tolerancia” en El Mercurio, viernes 16 de marzo de 2012.


� Las ideas aquí brevemente presentadas a la Comisión han sido desarrolladas con más detalle en una serie de publicaciones científicas y de divulgación, las cuales se enumeran a continuación por si fueren necesarias:


-”¿Tolerancia o no discriminación? Lo que está en discusión”, en Asuntos Públicos, informe 956, disponible en www.asuntospublicos.cl 


- “Cristianismo y tolerancia. Un ensayo de aclaración conceptual”, en Estudios Evangélicos septiembre 2010, disponible en � HYPERLINK http://www.estudiosevanzelicos.org ��www.estudiosevanzelicos.org�


- “Las iglesias evangélicas ante la discriminación”, en Estudios Evangélicos agosto 2008, disponible en � HYPERLINK http://www.estudiosevangelicos.org ��www.estudiosevangelicos.org�


- “Conciencia moral y libertad de conciencia en Locke” en Ideas y Valores (Colombia) 60, 146. 2011.


- “Philipp van Limborch y John Locke. La influencia arminiana sobre la teología y noción de tolerancia de Locke”, en Pensamiento (España) 244. 2009, pp. 261-277.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia de fondo, Velásquez Rodríguez contra Honduras, considerandos 166 y 167, de 29 de julio de 1988.


� HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_04_esp.pdf" �http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_04_esp.pdf� (última visita 1 de mayo 2012).


� Comité Cedaw, Recomendación General Nº 25, sobre el párrafo 1 del artículo 4 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, referente a medidas especiales de carácter temporal, párrafo 22.


� HYPERLINK "http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/recommendations/General%20recommendation%2025%20%28Spanish%29.pdf" �http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/recommendations/General%20recommendation%2025%20%28Spanish%29.pdf� (última visita 1 de mayo de 2012). 


� “El significado real del término “especiales” en la formulación del párrafo 1 del artículo 4 es que las medidas están destinadas a alcanzar un objetivo específico.” (Comité Cedaw, Recomendación General Nº 25 párrafo 21)


� “(…) la duración de una medida especial de carácter temporal se debe determinar teniendo en cuenta el resultado funcional que tiene a los fines de la solución de un problema concreto y no estableciendo un plazo determinado. Las medidas especiales de carácter temporal deben suspenderse cuando los resultados se hayan alcanzado y se hayan mantenido durante un periodo de tiempo.” (Comité Cedaw, Recomendación General Nº 25, párrafo 20).


� Los Principios de Yogyakarta contienen una serie de axiomas, cuyo fin es la aplicación de los derechos humanos en relación a la orientación sexual e identidad de género. Fueron elaborados por una comisión de expertos a petición de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Mary Robinson, en el año 2006, quien participó de su elaboración; y fueron presentados al Consejo de Derechos Humanos en 2007. Aunque no son vinculantes para nuestro país, en múltiples ocasiones se ha recomendado que el Estado chileno los ratifique e incorpore a su legislación vigente. El caso más claro es el Examen Periódico Universal de 2009 que citamos en el cuerpo de este documento. 


� Principios de Yogyakarta. Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de derechos humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de género, marzo de 2007, p. 6. Disponible en Internet: � HYPERLINK "http://www.oas.org/dil/esp/orientacion_sexual_Principios_de_Yogyakarta_2006.pdf" �http://www.oas.org/dil/esp/orientacion_sexual_Principios_de_Yogyakarta_2006.pdf�, [último acceso: noviembre de 2011]. 


� Consejo de Derechos Humanos de la ONU, Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal Chile, p. 20. Disponible en Internet:


� HYPERLINK "http://www.politicaspublicas.net/docs/2009_05_epu_chile.pdf" �http://www.politicaspublicas.net/docs/2009_05_epu_chile.pdf� [último acceso: noviembre de 2011]. 


� Asamblea General de la ONU, Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género, New York, 2008, p. 2. Disponible en Internet: � HYPERLINK "http://www.oas.org/dil/esp/orientacion_sexual_Declaracion_ONU.pdf" �http://www.oas.org/dil/esp/orientacion_sexual_Declaracion_ONU.pdf� [último acceso: noviembre de 2011]. 


� Consejo de Derechos Humanos de la ONU, Derechos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de Género, New York, 2011, pp. 1 y 2. Disponible en Internet:


� HYPERLINK "http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A%2FHRC%2F17%2FL.9%2FRev.1" �http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A%2FHRC%2F17%2FL.9%2FRev.1� [último acceso: noviembre de 2011]. 


� Consejo de Derechos Humanos, Informe del alto comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos: Leyes y prácticas discriminatorias y actos de violencia cometidos contra personas por su orientación sexual e identidad de género, 2011, p. 26. Disponible en Internet: � HYPERLINK "http://iguales.operativelab.net/wp-content/uploads/2011/12/Leyes-y-pr%C3%A1cticas-discriminatorias-y-actos-de-violencia-cometidos-contra-personas-por-su-orientaci%C3%B3n-sexual-e-identidad-de-g%C3%A9nero.pdf" �http://iguales.operativelab.net/wp-content/uploads/2011/12/Leyes-y-pr%C3%A1cticas-discriminatorias-y-actos-de-violencia-cometidos-contra-personas-por-su-orientaci%C3%B3n-sexual-e-identidad-de-g%C3%A9nero.pdf� [último acceso: diciembre de 2011]. 


� Asamblea General de la OEA, Derechos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de Género, Washington, 2011, p. 1. Disponible en Internet: � HYPERLINK "http://www.oas.org/dil/esp/AG-RES_2600_XL-O-10_esp.pdf" �http://www.oas.org/dil/esp/AG-RES_2600_XL-O-10_esp.pdf� [último acceso: noviembre de 2011]. 


� La historia de la ley es un elemento interpretativo de capital importancia, dispuesto en el artículo 19 del Código Civil. 


� Diario de sesiones del Senado, sesión 66, martes 8 de noviembre de 2011, p. 128. Disponible en Internet: � HYPERLINK "http://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=4207&prmBL=3815-07" �http://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=4207&prmBL=3815-07� [último acceso: noviembre de 2011]. 


� Ibíd., p. 132. 


� Informe elaborado por Mauricio Tapia R., profesor de Derecho Civil y Director del Departamento de Derecho Privado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, con la colaboración de José Antonio Sánchez R., ayudante del Departamento de Derecho Privado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, y la contribución de Pablo Cornejo, profesor de Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile.


� Incluso si se eliminara la expresión “siempre” la norma es inconstitucional, ya que se mantiene una protección reforzada ex ante a otros derechos fundamentales. 





� Doctor en Derecho por la Universidad Católica de Lovaina la Nueva, Bélgica. Profesor Titular de Derecho Político y Constitucional de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Talca, Director del Centro de Estudios Constitucionales; Director de la Asociación Chilena de Derecho Constitucional.


� Nogueira A., Humberto, “Aspectos de una Teoría de los Derechos Fundamentales: La Delimitación, Regulación, Garantías y Limitaciones de los Derechos Fundamentales”, en Revista Ius et Praxis, Nº 11 (2), 2005, p. 5.


� Ibídem., p. 31.


� C. 21 y 22, Rol Nº 5681-2002 y 5733-2002. Confirmada por la Corte Suprema por sentencia de fecha 16 de julio de 2003, Rol Nº 1961-2003.


� El mencionado Artículo 29 del Pacto de San José de Costa Rica señala: 


“Artículo 29. Normas de Interpretación:


Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de:


a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella;
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1 Considerando 11 °.


2 Considerando 12°.


3 Considerando 13°


4 Considerando 17 de la sentencia pronunciada el 9 de abril de 2001, Rol N° 370.


5 Id., considerando 19.


� Rodrigo Weisner Lazo “El Régimen Jurídico de las Aguas Subterráneas”, Tesis para optar al grado de Licenciado en Derecho, Universidad Andrés Bello.


� Código de Aguas, artículo 1°, inciso segundo.


� Código de Aguas, artículo 2°,
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� Rodrigo Weisner Lazo, “El Régimen Jurídico de las Aguas Subterráneas”, Tesis para optar al grado de Licenciado en Derecho, Universidad Andrés Bello.


� Documento preparado por la Biblioteca del Congreso Nacional.


� Decreto con Fuerza de Ley N° 1122. Disponible en: �HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=5605"�http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=5605� (Enero, 2012).


� Disponible en: �HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=242302"�http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=242302� (Enero, 2012).


� Enrique Evans de la Cuadra, Los Derechos Constitucionales (segunda edición actualizada, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1999), p. 417.


� Los derechos de aguas pueden tener distinta naturaleza, distinguiendo nuestra legislación entre derechos consuntivos o no consuntivos, de ejercicio permanente o eventual, continuo o discontinuo o alternado con otras personas.


� Además de los establecidos en la ley N° 20.017 de 2005. del Ministerio de Obras Pública, que modificó el Código de Aguas y la resolución de la DGA N° 425 del 2007, que establece normas de exploración y explotación de aguas subterráneas. 


� De acuerdo al artículo 131 estas publicaciones deben ser hechas los días 1 o 15 de cada mes en el Diario Oficial y en forma destacada en un diario de Santiago.


� Así por ejemplo, se puede establecer un derecho de aprovechamiento de aguas por una cierta cantidad de litros por segundo o metros cúbicos por hora.


� Axel Dourojeanni y Andrei Jouravle, El Código de Aguas de Chile: entre la ideología y la realidad. División de Recursos Naturales e Infraestructura. CEPAL, Santiago, 1999.
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� Disponible en: �HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=150669&buscar=19657"�http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=150669&buscar=19657� (Enero, 2012).


� El artículo 109 Nº 5 del Código de Aguas establece además como causal de extinción de la concesión: el “(…) haberse dejado de gozar durante 5 años [los derechos de agua. En las servidumbres discontinuas corre el tiempo desde que han dejado de gozarse, en las continuas, desde que se haya ejecutado un acto contrario a la servidumbre y siempre que éste impida absolutamente el uso”.


� ; Francisco Segura Rivero, Aspectos fundamentales de las Organizaciones de Usuarios de Aguas. Jurisprudencia y Doctrina, en Revista de Derecho 210 (2001), p. 164.


� El artículo 287 CA establece que la DGA fija una cantidad de dinero para gastos en cada caso que debe ser provisto por el solicitante. Sin el depósito de dicha suma, no se inicia la investigación respectiva. Al final de la investigación se debe practicar una liquidación y hacer devolución de los excedentes, si es que los hay.


� Informe de la Biblioteca del Congreso Nacional, noviembre de 2011.


� “Industria del Árido en Chile”, Tomo II, Régimen Legal, Santiago, diciembre de 2001, Comisión Nacional de Áridos, Corporación de Desarrollo Tecnológico.
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� Álveo o cauce natural de una corriente de uso público es el suelo que el agua ocupa y desocupa alternativamente en sus creces y bajas periódicas.


 Este suelo es de dominio público y no accede mientras tanto a las heredades contiguas, pero los propietarios riberanos podrán aprovechar y cultivar ese suelo en las épocas en que no estuviere ocupado por las aguas.


� Esta ley fija las normas para las obras de defensa de las riberas y cauce de los ríos.


� Resolución Dirección de Obras Públicas N° 194 de 2000. 


� Resolución Dirección de Obras Públicas N° 333 de 2000.


� Artículo 12 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. 


� Artículo 11, inciso tercero. 


� Sesiones 3ª y 7ª, de fechas 18 de julio y 5 de septiembre de 2011.


� Sesión 4ª, 1 de agosto de 2011.


� Artículo 30°- Álveo o cauce natural de una corriente de uso público es el suelo que el agua ocupa y desocupa alternativamente en sus creces y bajas periódicas.


Este suelo es de dominio público y no accede mientras tanto a las heredades contiguas, pero los propietarios riberanos podrán aprovechar y cultivar ese suelo en las épocas en que no estuviere ocupado por las aguas.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, las porciones de terrenos de un predio que, por avenida, inundación o cualquier causa quedaren separadas del mismo, pertenecerán siempre al dueño de éste y no formarán parte del cauce del río.


� Artículo 41.- El proyecto y construcción de las modificaciones que fueren necesarias realizar en cauces naturales o artificiales, con motivo de la construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones que puedan causar daño a la vida, salud o bienes de la población o que de alguna manera alteren el régimen de escurrimiento de las aguas, serán de responsabilidad del interesado y deberán ser aprobadas previamente por la Dirección General de Aguas de conformidad con el procedimiento establecido en el párrafo 1 del Título I del Libro Segundo del Código de Aguas. La Dirección General de Aguas determinará mediante resolución fundada cuáles son las obras y características que se encuentran en la situación anterior.


Se entenderá por modificaciones no solo el cambio de trazado de los cauces mismos, sino también la alteración o sustitución de cualquiera de sus obras de arte y la construcción de nuevas obras, como abovedamientos, pasos sobre o bajo nivel o cualesquiera otras de sustitución o complemento.


La operación y la mantención de las nuevas obras seguirán siendo de cargo de las personas o entidades que operaban y mantenían el sistema primitivo. Si la modificación introducida al proyecto original implica un aumento de los gastos de operación y mantención, quien la encomendó deberá pagar el mayor costo.


� Art. 171. Las personas naturales o jurídicas que desearen efectuar las modificaciones a que se refiere el artículo 41 de este Código, presentarán los proyectos correspondientes a la Dirección General de Aguas, para su aprobación previa, aplicándose a la presentación el procedimiento previsto en el párrafo 1° de este Título.


Cuando se trate de obras de regularización o defensa de cauces naturales, los proyectos respectivos deberán contar, además, con la aprobación del Departamento de Obras Fluviales del Ministerio de Obras Públicas.


Quedan exceptuados de los trámites y requisitos establecidos en los incisos precedentes, los Servicios dependientes del Ministerio de Obras Públicas, los cuales deberán remitir los proyectos de las obras a la Dirección General de Aguas, para su conocimiento, informe e inclusión en el Catastro Público de Aguas. 


� Estas disposiciones se refieren al procedimiento para modificar cauces. Ver notas 33 y 34.


� Pozo lastrero: es toda excavación de la que se ha extraído arena, ripio, grava, rocas u otros materiales áridos. (extraído de la circular N° 23 del servicio de Impuestos Internos, de 18 de abril de 2003 que imparte instrucciones para la aplicación de la sobretasas del impuesto territorial a sitios urbanos no edificados, propiedades abandonadas o pozos lastreros). 


� Sesiones 5ª y 16ª, celebradas el 8 de agosto de 2011 y el 9 de enero de 2012, respectivamente. 
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� Sesión 16ª, celebrada el 9 de enero de 2012. 


� Sesión 16ª, celebrada el 9 de enero de 2012. 


� Sesión 6° de 29 de agosto de 2011.


� Punto 4 del informe final de fiscalización. 


� Sesión 8ª, 26 de septiembre de 2011.


� Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695.


� Decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.


� Ibid.


� Ibid.


� Sesión 10ª, 17 de octubre de 2011.


� Sesión 10ª, 17 de octubre de 2011.


� Ibid.


� Sesión 11ª, 7 de noviembre de 2011. 


� Se dio cuenta en la Sesión 12ª, 14 de noviembre de 2011. 


� Sesión 13ª, 12 de diciembre de 2011,


� Oficina de Información, Reclamos y Sugerencias


� Sesión 13ª, 12 de diciembre de 2011.


� Sesión 13ª, 12 de diciembre de 2011.


� Sesión 14ª, celebrada el 19 de diciembre de 2011.


� Resolución Exenta de la Dirección de Aguas, Región de Valparaíso N° 1529, cuya copia fuere enviada a la Comisión Investigadora, por la que se remitieron los antecedentes recopilados en el expediente de fiscalización que fuere objeto la Agrícola El Cóndor Ltda., al juez de letras competente para la aplicación de la multa prescrita en el artículo 173 del Código de Aguas toda vez que la tubería enterrada sobre el cauce del estero Los Ángeles y su instalación constituyen una infracción al artículo 32 del mismo cuerpo normativo por realizarse faenas sobre el cauce sin la autorización de la autoridad competente. 


� Copia allegada como antecedente a la Comisión Investigadora, de la resolución de la Audiencia de Sobreseimiento definitivo, de fecha veintiuno de octubre de dos mil once, dictada por el juzgado de Garantía La Ligua en causa RUC 1110013151-1, que decretó sobreseimiento definitivo parcial, respecto de los hechos denunciados en cuanto a un dren ubicado en las coordenadas 647 norte y 312 de carácter oeste, que podría conducir agua subterráneas al predio de Agrícola Cóndor, conforme lo que dispone el artículo 250 letra a) del Código Procesal Penal, esto es cuando el hecho investigado no fuere constitutivo de delito.


� El caudalímetro se utiliza para medir el caudal de un fluido. Usualmente se colocan en línea con las tuberías, se les denomina también: medidores de caudal, medidores de flujo o flujómetros.


� Sesión 15ª, celebrada el 3 de enero de 2012.


�Ibid.


� Ibid. 


� La señora Mª Loreto Cabrera Caris, Gerente de la Junta de Vigilancia, en su representación, remitió por escrito sus comentarios a la Comisión, mediante carta de fecha 9 de Enero de 2012. 


� Sesión 16ª, celebrada el 9 de enero de 2012.


� Sesión 17ª, celebrada el 3 de marzo de 2012. 


� Faculta a directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia, para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas. 





� Sesión 17ª, celebrada el 3 de marzo de 2012. 


� Sesión 17ª, celebrada el 3 de marzo de 2012. 





� Diputados integrantes señoras Muñoz D’albora, doña Adriana (Presidenta); Molina Oliva, doña Andrea y señores Alinco Bustos, don René y Lemus Aracena, don Luis. Asimismo colaboraron con la Comisión el Director Regional de Aguas de Valparaíso, señor Nicolás Ureta; la Jefa del Departamento de Obras Fluviales de la Dirección de Obras Hidráulicas, señora Marcia Agurto; el alcalde de Petorca, Gustavo Valdenegro; el concejal de La Ligua, señor Hugo Díaz; Rodrigo Faúndez; Jorge Villalobos; Marilen Avendaño; Luis Soto; Tomás Oyanedel todos miembros del Movimiento por la Defensa del Acceso al Agua, la Tierra y el Medio Ambiente (Modatima), encabezados por su secretario, el señor Rodrigo Mundaca y representantes de la comunidad. 


� Actualmente está en tramitación en la Cámara de Diputados el boletín N° 8149-09 que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones-


En síntesis modifica el Código de Aguas con la finalidad de:


a) Establecer que, para efectos del Catastro Público de Aguas, los notarios y conservadores deberán remitir, la información referente a las transferencias de aguas y organizaciones de usuarios.


b) Sustituir el artículo 173, del Código que establece sanciones para las siguientes infracciones:


i) relativas al incumplimiento de la obligación de entregar información necesaria para el ejercicio de sus funciones en la forma, oportunidad y mecanismos establecidos por la DGA.


ii) entrega de información falsa o manifiestamente errónea.


iii) incumplimiento a lo dispuesto en los artículo 68 –la DGA puede requerir la instalación de sistemas de medidas en obras y requerir la información que se obtenga-, y 307 bis, -que se incorpora, relacionado con la obligación que puede imponer la DGA para la instalación de sistemas de medida de aguas desde cauces naturales de uso público-


iv) infracciones a la resolución que otorga el derecho de aprovechamiento de agua o que lo reconozca., artículo 310 del Código.


v) infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente el cauce, el acuífero o a la generalidad de los usuarios de dichas fuentes.


vi) asimismo, se incorpora un nuevo artículo 290 bis, que faculta a la DGA, para que ordene la paralización y el cegamiento de un pozo en caso de acreditarse fehacientemente la extracción de aguas en un punto no autorizado. Para dar cumplimiento a lo resuelto, el director nacional o regional podrán requerir el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento.


1 Disponible en: http://www.parlatino.orgies/comisiones-permanentes/derechos-humanos-justicia-y politicas-carcelarias.html (Abril, 2012).


1 La ley 20.190 de 2007 excluyó la posibilidad de invertir en bienes raíces situados en Chile o en el extranjero y en derechos constituidos sobre ellos, estableciendo como fecha de inicio de dicha limitación el 1° de Enero de 2012.


2 Temas expuestos en Fondos de Inversión Privados, una mirada más de cerca. Reporte Tributario N° 3, abril 2010, Centro de Estudios Tributarios, Universidad de Chile.


1 Alcayaga, Julián. Presidente O.N.G. Recuperemos el cobre para Chile.





